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SECCIÓN  TERCERA 


PODER  LEGISLATIVO 


CAPÍTULO  I 


DE  LA   LEGISLATURA 


Las  reformas  que  hay  que  introducir  en  esta  sec- 
ción de  la  Constitución  de  la  Provincia,  son  más  de 
forma  que  de  fondo  (0. 

Si  se  exceptúan  algunas  disposiciones  fundamen- 
tales,—  de  las  que  ha  sido  forzoso  ocuparse  con 
motivo  de  la  sección  de  Declaraciones  Generales  y 
del  Régimen  Electoral,  —  la  mayor  parte  de  los  pun- 
tos de  que  voy  á  tratar,  sólo  tienen  importancia  en 
cuanto  al  método,  á  la  estructura  del  instrumento. 

La  actual  Constitución  de  la  Provincia,  empeñada 
en  ser  explícita,  no  fué  concisa,  repitiendo  muchas 
disposiciones  inútilmente. 


(i)  En  todas  las  reformas  propuestas  en  esta  Sección,  conservo  el  número  primi- 
tivo que  los  artículos  tienen  en  la  actual  Constitución. 

3i 


456  REFORMA  DE  LA  CONSTITUCIÓN 

Así  vemos  que,  después  de  definir  en  el  artículo 
63  lo  que  debe  entenderse  por  Poder  Legislativo, 
entra  á  ocuparse  separadamente  de  cada  una  de  las 
dos  cámaras  y  luego  de  las  Disposiciones  comunes  á 
ambas,  como  si  todas  las  materias  de  que  trata  en 
esos  artículos,  no  tuviesen  atingencia  exclusivamente 
con  el  Poder  Legislativo. 

Debido  á  este  exceso  de  reglamentaciones  y  de 
disposiciones  sucesivas  y  repetidas,  es  que,  última- 
mente se  han  discutido  las  facultades  de  la  Asamblea, 
formada  por  la  reunión  de  las  dos  Cámaras  en  un 
solo  cuerpo,  confundiendo  á  esa  asamblea  con  el 
Poder  Legislativo. 

Para  abreviar  la  Constitución  y  evitar  confusiones, 
en  esta  Sección  he  resumido  algunos  artículos  de  la 
Carta  vigente,  disminuyendo  su  número,  pero  sin  qui- 
tar ninguna  de  las  prescripciones  que  deben  conser- 
varse. 

Para  facilitar  el  trabajo  de  estudio,  de  comparación 
y  de  consulta,  cada  vez  que  presento  en  el  texto 
uno  de  los  artículos  reformados,  propuestos  por  mí, 
colocaré  en  nota,  al  pie  de  la  misma  página,  las  dis- 
posiciones de  la  Constitución  vigente  que  reformo. 

Cuando  sólo  se  trate  de  palabras  agregadas  al 
texto  actual,  reproduciré  ese  texto  con  el  agregado 
en  letra  cursiva.  Cuando  se  trate  de  simples  supresio- 
nes, ofreceré  el  artículo  tal  cual  yo  lo  propongo;  y, 
en  la  nota  respectiva,  colocaré  las  supresiones. 
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Sistema  bi- camarista 

La  primera  disposición  que  la  Constitución  con- 
tiene, al  hablar  de  las  dos  cámaras,  agrega  que  los 
senadores  y  diputados  serán  elegidos,  «directamente, 
por  ciudadanos  argentinos».  He  debido  suprimirle 
las  palabras  que  van  entre  comillas,  porque,  en  re- 
formas precedentemente  estudiadas,  he  propuesto  que 
se  incluyan,  entre  los  electores,  á  extranjeros  que  se 
encuentren  en  determinadas  condiciones,  y  á  los  que 
la  ley  puede  autorizar  para  votar. 

Por  otra  parte,  tal  detalle  no  es  necesario.  Desde 
el  momento  en  que,  en  el  mismo  texto  constitucional, 
se  dice  que  los  senadores  y  diputados  serán  elegidos 
« con  arreglo  á  las  prescripciones  de  la  Constitución 
y  de  las  leyes»,  basta  redactar  el  artículo  en  los 
términos  siguientes: 

Art  63.  El  Poder  Legislativo  de  la  Provincia 
será  ejercido  por  dos  cámaras,  una  de  diputados 
y  otra  de  senadores  (O  elegidos  con  arreglo  á 
las  prescripciones  de  esta  constitución  y  las  leyes 
de  la  materia. 


(1)  La  Constitución  actual  dice  4^  elegidos  directamente  por  ciudadanos  argentinos  * , 
etc.  Las  palabras  subrayadas  son  las  suprimidas. 
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Composición  de  las  Cámaras 

En  la  Constitución  actual,  después  de  establecerse 
esa  primera  disposición,  viene  el  capítulo  referente  á 
la  Cámara  de  Diputados,  ocupándose  de  la  manera 
de  formarse  ésta,  de  su  número,  y  de  las  condiciones 
en  que  debe  repartirse  la  población,  á  los  efectos  de 
la  representación. 

Las  mismas  disposiciones  las  repite  luego  al  ocu- 
parse de  los  senadores,  para  cuya  representación  la 
constitución  exige  las  mismas  condiciones  de  pobla- 
ción, con  diferencia  de  la  cifra,  determinando  las 
mismas  reglas. 

Son  dos  largos  artículos  que  repiten  lo  mismo,  y 
que  pueden  refundirse  en  uno  solo,  que,  incluido 
en  el  mismo  capítulo  que  habla  De  la  Legislatura, 
comprenda  á  senadores  y  á  diputados. 

Así  lo  he  entendido  yo,  redactando  el  texto  del 
artículo  que  propongo,  en  la  forma  siguiente,  cuya 
explicación  irá  después: 

Artículo  64.  La  Cámara  de  Diputados  será 
compuesta  de...  y  la  de  Senadores  de...  miem- 
bros, debiendo  la  Legislatura  determinar,  des- 
pués de  cada  censo  nacional  ó  provincial,  la 
distribución  de  la  población  total  de  la  Provin- 
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ciOy  de  manera  que  cada  diputado  y  cada  sena- 
dor representen,  respectivamente,  un  número  igual 
de  habitantes  (O. 

Aquí  la  reforma  no  es  sólo  de  redacción  y  colo- 
cación, sino  que  es  fundamental. 

La  Constitución  actual  hace  variar  el  número  de 
diputados  y  senadores,  según  que  la  población  de  la 
provincia  vaya  aumentando. 

Yo  tomo  también  la  población  como  base  de  la 
representación;  pero  no  altero  la  cifra  fija  de  los  di- 
putados y  senadores. 

El  resultado  político  es  el  mismo:  cada  senador  y 
cada  diputado,  representarán  una  cifra  dada  de  habi- 
tantes de  la  provincia,  ya  sea  que  esa  cifra  se  fije 
después  de  cada  censo  para  determinar  el  número 
de  los  miembros  de  la  Legislatura,  ó  sea  que  aquella 
determinación  tenga  por  objeto  precisar  la  represen- 
tación actual,  que  tienen,  en  ese  momento,  cada  se- 
nador y  cada  diputado. 


(I)  El  texto  de  los  artículos  que  han  sido  reemplazados  por  éste,  es  el  siguiente: 

Art.  64.  Esta  cámara  será  compuesta  de  ciudadanos  elegidos  en  razón  de  uno  por 
cada  diez  mil  habitantes,  ó  de  una  fracción  que  no  baje  de  cinco  mil. 

Cuando  el  número  de  diputados  alcance  á  cien,  la  Legislatura  determinará,  des- 
pués de  cada  censo  decenal,  la  proporción  del  número  de  habitantes  que  ha  de  re- 
presentar cada  diputado,  para  que  no  exceda  nunca  de  aquel  número. 

Art.  70.  Esta  Cámara  se  compondrá  de  ciudadanos  elegidos  en  razón  de  uno  por 
cada  veinte  mil  habitantes  ó  de  una  fracción  que  no  baje  de  diez  mil. 

Cuando  el  número  de  senadores  alcance  á  cincuenta,  la  Legislatura  determinará, 
después  de  cada  censo  decenal,  la  proporción  del  número  de  habitantes  que  ha  de 
representar  cada  senador  para  que  no  exceda  nunca  de  aquel  número. 
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Las  disposiciones  constitucionales,  como  las  que 
hoy  rigen  en  la  Constitución  Nacional  y  en  las  de 
casi  todas  las  provincias,  son,  generalmente,  letra 
muerta.  O  el  censo  decenal  no  se  realiza  ó,  si  se 
realiza,  la  Legislatura  no  dicta  la  ley  que  establezca 
el  aumento  de  la  representación  política  con  relación 
al  aumento  de  la  población. 

La  última  Intervención  nacional  en  Tucumán  tuvo 
por  origen  un  hecho  de  esa  naturaleza. 

La  Constitución  de  aquella  provincia  es  la  copia, 
en  esa  parte,  de  la  de  Buenos  Aires. 

Después  del  último  censo  nacional,  la  Legislatura 
no  dictó  la  ley  correspondiente  á  la  representación 
en  la  Cámara  de  Diputados  y  en  el  Senado. 

Se  produjo  un  conflicto  político,  en  el  que  el  Po- 
der Ejecutivo  estaba  en  lucha  con  la  Legislatura,  en 
momentos  en  que  debía  hacerse  la  elección  del  nuevo 
gobernador. 

Para  tener  mayoría  en  las  Cámaras,  el  gobernador 
en  ejercicio,  al  convocar  al  pueblo  á  las  elecciones 
de  senadores  y  diputados,  dictó  un  decreto  decla- 
rando que,  como  la  Legislatura  no  había  dictado  la 
ley  correspondiente,  aumentando  el  número  de  sena- 
dores y  diputados,  con  arreglo  al  censo  de  18Q5,  el 
Poder  Ejecutivo  hacía  la  designación  del  número  de 
miembros  de  cada  Cámara  que  debía  elegirse,  de 
acuerdo  con  las  cifras  de  población  que  aquel  censo 
arrojaba. 
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Las  elecciones  se  hicieron  de  acuerdo  con  ese  de- 
creto; se  requirió  la  Intervención  del  Gobierno  Fede- 
ral; éste  mandó  al  senador  Pérez,  quien  reconoció 
la  omisión  de  la  Legislatura  y  procedió  según  en- 
tendió que  era  lo  correcto. 

Me  parece  que  todos  esos  inconvenientes  —  que 
ya  se  ve  que  son  posibles  —  se  evitan,  fijando  desde 
luego  la  cifra  de  diputados  y  senadores  en  la  Cons- 
titución, y  haciendo  que  la  Legislatura,  después  de 
cada  censo,  modifique  los  distritos  y  secciones  elec- 
torales según  la  población  que  revele  ese  censo. 

No  he  querido  fijar  el  número  de  diputados  y  de 
senadores,  porque  me  parece  un  detalle  que  he  de- 
bido dejarlo  al  juicio  de  la  Convención. 

No  soy  partidario  de  las  asambleas  legislativas 
excesivamente  numerosas;  pero  tampoco  lo  soy  de 
las  muy  reducidas. 

El  Senado  Nacional  Argentino,  me  parece  que  es 
muy  poco  numeroso.  Por  mucha  que  sea  la  sabidu- 
ría, la  experiencia  y  la  ciencia  que  se  atribuya  á  la 
Cámara  alta, —  no  me  parece  que  pueda  afirmarse, 
con  verdad,  que  el  criterio  de  treinta  senadores,  sea 
siempre  el  contrapeso  del  criterio  de  ciento  veinte 
diputados  que  forman  la  Cámara  popular. 

En  la  sanción  de  las  leyes,  el  vqto  de  veinte  sena- 
dores, que  constituyen  las  dos  terceras  partes  de  ese 
cuerpo,  prevalecerá  sobre  el  voto  de  setenta  y  nueve 
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diputados  que  forman  las  dos  terceras  partes,  menos 
uno,  del  total  de  estos  representantes  del  pueblo. 

Este  es  sistema  bi  -  camarista,  porque  el  Poder  Le- 
gislativo está  formado  por  dos  Cámaras;  pero  la 
constitución  de  éstas,  por  su  número,  desvirtúa  en 
mucho  los  propósitos  del  sistema. 

Yo  se  bien  que,  en  el  Parlamento  Inglés,  tres  Lo- 
res bastan  para  formar  quorum  válido  para  la  san- 
ción de  leyes  que,  en  la  Cámara  de  los  Comunes, 
necesitan  del  voto  de  la  mayoría  de  sus  seiscientos 
sesenta  miembros;  pero  este  anacronismo,  perpetuado 
por  el  derecho  consuetudinario  del  pueblo  británico, 
se  explica  por  la  casi  ninguna  influencia  que  ejerce 
en  la  política  y  en  el  gobierno  la  Cámara  de  los 
Lores,  asiento  de  los  príncipes  de  la  familia  real,  de 
la  aristocracia  hereditaria  y  de  la  alta  representación 
de  la  iglesia  anglicana. 

La  actual  Constitución  de  Buenos  Aires,  si  bien 
no  determinó  la  proporción  en  que  debían  hallarse 
los  miembros  del  Senado,  con  relación  á  los  de  la 
Cámara  de  Diputados,  dio  bases  que  autorizan  á  su- 
poner que  los  constituyentes  de  1873,  como  los  de 
188Q,  quisieron  que  la  Cámara  de  Senadores  tuviese 
exactamente  la  mitad  de  la  Cámara  de  Diputados. 
Esas  bases  se  encuentran,  tanto  en  la  cifra  de  po- 
blación que  deben  representar  los  senadores  y  dipu- 
tados, como  en  el  máximum  de  esos  representantes 
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que  deben  formar  sus  cámaras  respectivas.  En  ambos 
casos,  es  el  doble  para  los  segundos  con  relación  á 
los  primeros. 

Aunque  no  haya  fijado,  pues,  el  número  de  dipu- 
tados y  senadores  permanentes,  creo  que  el  de  éstos 
deben  ser  siempre  la  mitad  del  de  aquéllos. 

Ahora,  si  se  me  exigiese  que,  desde  luego,  fijase 
la  cifra  de  unos  y  otros,  tomaría  las  actuales,  para 
no  modificar  ni  los  distritos  electorales,  ni  los  pre- 
supuestos, ni  el  personal  del  Poder  Legislativo. 

Pero  estas  son  cuestiones  de  detalle,  que  no  tienen 
mayor  importancia  institucional.  Sin  embargo,  como 
una  constitución  debe  procurar  reformarse  lo  menos 
posible,  acaso  sería  preferible,  desde  luego,  fijarte  á 
la  Cámara  de  Diputados  cien  miembros,  y  al  Senado 
cincuenta,  aceptando  así  las  cifras  máximas  de  las 
Constituciones  de  1873  y  188Q;  cifras  que,  por  otra 
parte,  justificaría  la  población  actual  de  la  Provincia, 
con  arreglo  á  la  proporción  establecida  en  los  mis- 
mos artículos  que  yo  propongo  suprimir  en  la  re- 
forma. 

Debo  apresurarme  á  manifestar  que,  al  aceptar 
esas  designaciones,  no  lo  hago  convencido  de  que 
una  provincia,  que  cuenta  con  un  millón  y  medio  de 
habitantes,  necesite,  para  su  gobierno,  una  Legislatura 
tan  numerosa. 

Puede  servir  siquiera  para  tipo  de  comparación,  el 
siguiente  cuadro: 
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ESTADOS 


Alabama  

Arkansas 

California    

Conneciicut 

Dclawarc 

Flofida 

Georgia 

Illinois 

Indiana 

lowa 

Kansas 

Kentucky  

Louisiana 

Mainc... 

Maryland 

Massachusetts 

Michigan  

Minnesota    

Mississipi 

Missouri    

Nebraska 

Nevada  

New  Hampshire  . . . 

New  Jersey 

New  York    

North  Carolina .... 

Ohio  

Oregón 

Pennsylvania 

Rhodc  Island 

South  Carolina .... 

Tennessee    

Texas 

Vermont  

Virginia    

West  Virginia 

Wisconsin   


SENADORES 


t 


■9¿ 


I 


33 

26 

I  6 
por  distritos 

9 

24 

44 

5o 

por  ley 

» 

25 

38 
36 
20 

25 

40 

32 

37 

33 

34 
i3 
18 
I  2 
por  ley 

32 

5o 

33 

ó 


3o 
3o 
43 
18 

»9 


9« 


i? 


por  ley 

26 
por  ley 

24 
por  ley 

» 

44 
5i 
5o 
5o 
33 
38 
36 
3i 
por  ley 
40 

32 

por  ley 

» 

34 

25 

por  ley 
I  2 

por 
uno  condado 

32 

5o 
35 
3o 

■  •  •  • 

por  ley 

» 

3o 
3o 

43 
por  ley 


DIPUTADOS 


1-5 


100 

82 

34 

1  2 

2  I 

5i 

I  75 

i53 

por  ley 

» 

73 
I  00 
I  o  I 
i5i 

86 
240 
por  ley 

80 
I  07 
200 

39 

36 

por  ley 

128 
1  20 
I  00 

34 
I  00 

•  •  ■  « 

124 
90 

•  •  •  « 

144 

•  •  •  • 

67 


ce 


^1   I 


I  00 
82 
80 

24 

por  ley 

» 

175 

por  ley 

I  00 

I  00 

I  00 

I  00 

I  20 

i5i 
por  ley 
240 
I  00 
por  ley 
I  20 
200 

75 

75 
por  ley 

60 
128 
I  20 
I  00 

60 
I  00 

72 
124 

99 
90 

por  ley 

144 

•  •  ■  • 

100 


POBLACIÓN 

SEGÚN  EL  CENSO 

DE  1900 


I  828 

I  3  I  I 

1  485 
908 
184 
528 

2  2  i  6 
4  821 
2  5i6 
2  23  1 

1  470 

2  147 
I  38i 

694 

1  188 

2  8o5 

2  420 
I  75  I 
I  55i 

3  106 
I  066 

42 

41  i 

I  883 

7  268 

I  893 

4  »57 
4i3 

6  3o2 
428 

1  340 

2  020 

3  048 
343 

1  854 
5i8 

2  069 


697 
564 
o53 
420 
735 
542 
33i 
55o 
462 
853 
495 

174 
625 
466 

044 
346 
982 

394 
270 

665 

3oo 

335 

588 

669 
894 
810 

545 
536 
ii5 
556 
3i6 
616 
7  10 
64  1 
184 
io3 
042 


En  los  Estados  donde  no  figuran  cifras,  sino  líneas  de  puntos  suspensivos,  es  porque  las 
constituciones  no  fijan  la  cifra  de  los  diputados  y  senadores,  adoptándose  la  representación 
por  ciudades,  por  distritos  ó  por  condados.  Me  faltan  datos  de  los  Estados  nuevos,  tales  como 
Colorado,  Dakota  (Norte  y  Sud),  Idaho,  Montana,  Oklahoma,  Utah  y  Wyoming. 
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Este  cuadro  ha  sido  formado  con  las  cifras  de  los 
senadores  y  diputados  de  la  mayor  parte  de  los  Es- 
tados de  la  Unión  Americana,  cuyas  constituciones 
fijan  el  número  primitivo  de  los  legisladores  y  seña- 
lan luego  el  máximum  á  que  ese  número  puede  ele- 
varse, por  razón  del  aumento  de  población. 

Como  los  anteriores  datos,  los  tomo  éstos  de  las 
mismas  constituciones  que  ha  coleccionado  Hough, 
en  la  edición  á  que  me  he  referido;  citando  los  ar- 
tículos en  que  las  disposiciones  se  encuentran. 

Ese  cuadro  servirá  también  para  que  se  conozca 
la  proporción  en  que  se  encuentran  los  diputados  y 
senadores,  en  las  legislaturas  norteamericanas. 


Duración  del  mandato 

La  Convención  de  1889  aumentó  la  duración  del 
mandato  de  los  senadores  y  diputados,  creyendo  los 
autores  de  esa  reforma  que  ofrecía  ventajas  sobre 
la  frecuencia  excesiva  en  la  renovación  de  los  po- 
deres públicos. 

Lo  mismo  se  aumentó  el  período  del  mandato  del 
gobernador,  fundándose  en  idénticas  razones.  Entre 
las  principales,  se  invocaba  la  falta  de  tiempo  para 
realizar  programas  de  gobierno  detenidos  y  medita- 
dos, por  cuanto  los  períodos  gubernativo  y  legisla- 
tivo fenecían,  cuando  sus  autores  recién  comenzaban 
á  ponerlos  en  práctica. 
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La  opinión  pública,  sin  embargo,  se  ha  pronuncia- 
do decididamente  en  contra  de  aquella  reforma. 

No  es  que  se  encuentre  largo  el  término  del  man- 
dato, por  razón  de  los  hombres,  sino  que  se  encuen- 
tra poco  frecuente  la  intervención  del  pueblo  en  la 
renovación. 

Fué  el  primero  en  hacer  notar  públicamente  la  ne- 
cesidad de  reformar  la  Constitución  en  este  punto, 
el  gobernador  doctor  Irigoyen,  en  su  Mensaje  de 
3  de  Diciembre  de  lQ02(i),  proponiendo  esa  refor- 
ma con  estas  palabras: 

« La  renovación  gradual  de  la  Cámara  de  Dipu- 
tados por  terceras  partes,  disiente  de  la  regla  gene- 
ralmente aceptada  en  los  países  de  gobiernos  repre- 
sentativos. La  Cámara  más  numerosa  debe  ser  la  que 
se  adapte  mejor  á  los  cambios  de  la  opinión,  y  esto 
se  procura  renovando,  con  cierta  frecuencia,  la  tota- 
lidad, ó  por  lo  menos  la  mitad,  de  los  representan- 
tes del  pueblo.  Cuando  la  renovación  periódica  es 
sólo  de  una  minoría,  es  difícil  que  los  recién  electos 
puedan  modificar  el  espíritu  de  la  mayoría  que  en- 
cuentran en  la  asamblea,  y  es  más  probable  que  se 
amolden  á  él,  aunque  no  concuerde  con  el  senti- 
miento dominante  en  el  país.» 


(i)  Existe  un  folleto  que  contiene  ese  Mensaje,  y,  además,  otro,  que  contiene  los 
«  Ecos  de  la  Prensa  y  opiniones  adherentes,  »  de  los  que  tomo  las  citas  que  hago. 


DE  LA  LEGISLATURA  4^7 

« Un  eminente  publicista  ha  observado  que  es  útil 
una  revista  general  y  periódica  de  las  fuerzas  disi- 
dentes para  medir  el  estado  del  espíritu  público  y 
apreciar  con  certidumbre  la  influencia  relativa  de  los 
diferentes  partidos  y  opiniones;  y  es  obvio  que  con 
la  renovación  de  un  tercio  de  los  diputados  no  se 
alcanza  ese  resultado.  Esa  observación  adquiere  ma- 
yor peso,  cuando  esa  fracción  de  la  Cámara  debe 
ser  electa,  no  por  la  totalidad  de  los  ciudadanos  de 
la  provincia,  sino  por  los  residentes  en  la  tercera 
parte  de  las  secciones  electorales.» 

« La  reforma  de  la  Constitución,  en  este  punto, 
produciría  un  equilibrio  más  perfecto  entre  la  opi- 
nión de  la  Legislatura  y  la  del  pueblo,  y  ese  es  el 
ideal  del  sistema  republicano.» 

El  gobernador  Irigoyen  tenía  mucha  razón  en  ini- 
ciar esa  reforma. 

El  pueblo  norteamericano  es  el  que  más  se  ha 
preocupado  de  esta  cuestión,  como  que  es  aquél  en 
que  las  libertades  institucionales  más  han  prosperado, 
no  obstante  los  fraudes  cometidos  en  las  elecciones 
parciales  últimamente,  bajo  la  perniciosa  influencia  de 
los  trusts. 

Allí,  la  renovación  de  la  Cámara  de  Diputados  es 
tan  frecuente  que,  en  una  parte  de  los  Estados,  el 
mandato  de  los  diputados  no  dura  más  que  un  año. 

He  aquí  el  término  de  duración   de  ese  cargo  en 


468  REFORMA  DE  LA  CONSTITUCIÓN 

cada  uno  de  los  Estados  de  la  Unión,  según  las 
constituciones  de  treinta  y  siete  de  ellos  que  tengo 
á  la  vista. 

He  hecho  la  separación  de  los  que  eligen  por  uno 
y  por  dos  años,  que  es  el  máximum: 

Un  año  en:  Conneticut,  Kansas,  Maine,  Massachu- 
setts,  Minnesota,  New  Hampshire,  New  Jersey,  New 
York,  Pennsylvania,  Rhode  Island,  West  Virginia, 
Wisconsin  — 12  Estados. 

Dos  años  en:  Alabama,  Arkansas,  California,  Dela- 
ware,  Florida,  Georgia,  Illinois,  Indiana,  lowa,  Ken- 
tucky,  Louisiana,  Maryland,  Michigan,  Mississippi, 
Missouri,  Nebraska,  Nevada,  North  Carolina,  Ohio, 
Oregon,  South  Carolina,  Tennessee,  Texas,  Ver- 
mont,  Virginia — 25  Estados  ( i ). 

Como  se  ve,  dos  años  es  el  mayor  término  que 
se  fija  á  la  duración  del  mandato  de  los  diputados, 
en  el  mayor  número  de  constituciones  parciales  de 
los  Estados  Unidos;  y  esa  es  también  la  duración 
que  yo  propongo  en  la  reforma,  volviendo  así  á  la 
Constitución  de  1873. 

Es  indudable  que  hay  cierta  ventaja  en  que  per- 
manezcan, en  las  cámaras,  ciertos  hombres,  que  ad- 


( I )  La  edición  de  Constituciones  de  que  me  sirvo,  es  la  hecha  por  Hough:  Ame~ 
rican  Constitutions  in  two  volumes,  —  Albany,  Weed,  Parsons  Company. 
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quieren  experiencia  en  el  gobierno  de  la  cosa  pública, 
y  á  quienes  las  pasiones  ó  los  intereses  políticos 
pueden  no  reelegir. 

Pero,  esa  observación  la  han  tenido  en  cuenta  los 
Estados  Unidos,  cuando  se  trata  de  la  elección  del 
Senado,  la  rama  menos  numerosa  y  la  más  conser- 
vadora de  la  Legislatura. 

He  aquí  la  duración  del  mandato  de  los  senadores, 
en  los  mismos  Estados  de  que  acabo  de  ocuparme 
al  hablar  de  los  diputados. 

También  he  dividido  los  Estados,  según  el  término 
del  mandato. 

Un  año  en:  Connecticut,  Maine,  Massachusetts,  New 
Hampshire,  Rhode  Island  —  5  Estados. 

Dos  años  en:  Kansas,  Michigan,  Minnesota,  Nebraska, 
New  York,  North  Carolina,  Ohio,  Tennessee,  Ver- 
mont,  West  Virginia,  Wisconsin — //  Estados. 

Tres  años  en:  New  Jersey,  Pennsylvania — 2  Estados. 

Cuatro  años  en:  Alabama,  Arkansas,  California,  De- 
laware.  Florida,  Georgia,  Illinois,  Indiana,  lowa, 
Kentucky,  Louisiana,  Maryland,  Mississipi,  Mis- 
souri, Nevada,  Oregon,  South  Carolina,  Virginia  — 
18  Estados. 

Seis  años  en:  Texas  —  /  Estado. 

Si  se  comparan  estas  cifras  con  las  que  se  refieren 
á  la  duración  del  mandato  de  los  diputados,  se  verá 
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que,  generalmente,  el  de  los  senadores  dobla  el  tiempo 
del  de  aquéllos. 

En  la  reforma  que  yo  propongo,  se  verá  que  tomo 
los  términos  fijados  por  la  mayoría  de  las  constitu- 
ciones norteamericanas,  para  el  mandato,  tanto  de  los 
senadores  como  de  los  diputados. 

No  sigo,  en  esto,  á  los  constituyentes  de  1873,  que 
sólo  fijaban  tres  años  al  período  de  los  senadores; 
pero,  al  mantener  los  cuatro  años  en  el  artículo  pro- 
puesto, es  buscando  conciliar  las  ideas  extremas  de 
los  que  son  partidarios  de  las  renovaciones  anuales 
y  de  los  largos  mandatos  legislativos. 

Hecha  la  reforma  en  estos  términos,  cada  dos  años 
se  habrá  renovado  totalmente  la  Cámara  de  Diputa- 
dos y  cada  cuatro  años  el  Senado. 

Al  efecto,  he  redactado  el  artículo  de  la  reforma 
de  que  acabo  de  ocuparme,  en  los  términos  siguien- 
tes, resumiendo  en  un  solo  artículo  lo  que  está  esta- 
blecido en  los  que  llevan  los  números  65  y  73  de 
la  actual  Constitución  de  la  Provincia: 

Artículo  65.  El  cargo  de  diputado  durará  dos 
años  y  el  de  senador  cuatro,  debiendo  la  Cá- 
mara de  Diputados  renovarse  por  mitad  cada 
año  y  la  de  Senadores  cada  dos  años  ( i ). 


( I )  Los  artículos  reemplazados  son  los  siguienies  : 

Art.  6  5.  El  cargo  de  diputado  durará  tres  años,  pero  la  Cámara  se  renovará  por 
terceras  partes  cada  año. 

Art.  73.  El  cargo  de  senador  durará  cuatro  años,  pero  la  Cámara  se  renovará 
por  miud  cada  dos  años. 
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Condiciones  para  ser  senador  y  diputado 

Lo  mismo  sucede  con  las  condiciones  para  ser 
miembro  de  la  Legislatura,  La  Constitución  las  es- 
tablece en  dos  artículos.  Yo  las  he  reducido  á  sólo 
el  siguiente: 

Artículo  66.  Para  ser  diputado  ó  senador  se 
requiere  ciudadanía  natural  en  ejercicio  ó  legal 
después  de  dos  años  de  obtenida;  veintidós  años 
de  edxid  los  diputados  y  treinta  los  senadores, 
no  pudiendo  desempeñar  otro  cargo  alguno  du- 
rante su  mandato  ( i ). 

Como  se  verá,  en  este  artículo  he  reunido  dispo- 
siciones que  se  encuentran  en  la  Constitución  actual 
en  los  capítulos  II  y  III,  de  la  Sección  referente  al 
Poder  Legislativo,  haciendo  esta  reducción,  no  sólo 
con  respecto  á  las  condiciones  requeridas  para  ser 
diputado  y  senador,  sino  también   en   cuanto  á  las 


( I )  Los  artículos  reemplazados  son  los  siguientes : 

Art.  66.  Para  ser  diputado  se  requieren  las  cualidades  siguientes: 

I*  Ciudadanía  natural  en  ejercicio  ó  legal,  después  de  cinco  años  de  obtenida,  y 

residencia  inmediata  de  un  año  para  los  que  no  sean  hijos  de  la  Provincia. 
2*  Veinte  años  de  edad. 
Art.  71.  Son  requisitos  para  ser  senador: 
I*  Ciudadanía  natural  en  ejercicio,  ó  legal,  después  de  cinco  años  de  obtenida,  y 

residencia  inmediata  de  un  año  para  los  que  no  sean  hijos  de  la  Provincia. 
2*  Tener  treinta  años  de  edad. 
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prohibiciones  establecidas  para  que  éstos  ocupen 
otros  puestos  públicos,  mientras  duren  en  su  man- 
dato, disposición  que  también  se  encuentra  repetida 
en  los  artículos  67  y  72,  cuya  supresión  yo  propon- 
go en  mi  plan  de  reformas  ( i ). 

Examinaré  este  artículo  en  las  distintas  reformas 
que  en  él  se  proyectan. 

La  primera  es  la  disminución  á  dos  anos  del 
tiempo  transcurrido  después  de  obtenida  la  ciudada- 
nía legal,  para  que  el  ciudadano  naturalizado  pueda 
ser  elegido  miembro  de  las  Cámaras. 

No  hay  razón  para  que  un  ciudadano,  que  se  en- 
cuentra incorporado  á  nuestro  pueblo  político,  tenga 
sólo  el  ejercicio  activo  de  la  ciudadanía  durante  cinco 
años,  sin  poder  ser  objeto  de  las  preferencias  electo- 
rales de  sus  connacionales  actuales. 

Al  extranjero  que  se  naturaliza  ciudadano  argen- 
tino, debe  suponérsele  en  las  condiciones  de  afecto 
y  de  interés  nacionales  que  tienen  los  ciudadanos  na- 
tivos; de  manera  que,  así  como  estamos  empeñados 
en  abrir  las  puertas  del  sufragio  á  todos  los  extran- 


( I )  He  aquí  los  dos  artículos  cuya  supresión  propongo : 

Alt.  67.  Es  incompatible  cl  cargo  de  diputado,  con  el  de  empleado  á  sueldo  de  la 
Provincia  ó  de  la  Nación  y  de  miembro  de  los  directorios  de  los  establecimientos 
públicos  de  la  Provincia.  Exceptuánse  los  del  magisterio  en  ejercicio  y  las  comisiones 
eventuales.  Todo  ciudadano  que  siendo  diputado,  aceptase  cualquier  empleo  de  los 
expresados  en  el  inciso  anterior,  cesará  por  ese  hecho  de  ser  miembro  de  la  Cámara. 

Ari.  72.  Son  umbién  aplicables  al  cargo  de  senador,  las  incompatibilidades  esu- 
blecidas  en  el  artículo  67  para  los  diputados,  en  los  términos  allí  prescriptos. 
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jeros  que,  con  sus  actos,  prueben  vinculaciones  con 
el  pueblo  nacional,  debemos  también  facilitarles  el 
acceso  á  los  puestos  electivos. 

Por  otra  parte,  yo  confieso  que  me  asiste  una 
duda  muy  seria,  respecto  á  las  facultades  con  que 
una  Constitución  de  provincia  puede  limitar  los  de- 
rechos políticos  de  un  ciudadano,  naturalizado  con 
arreglo  á  la  Constitución  y  á  las  leyes  federales. 

El  artículo  S''  de  la  Constitución  nacional,  esta- 
blece que  « los  ciudadanos  de  cada  provincia  gozan 
de  todos  los  derechos,  privilegios  é  inmunidades  in- 
herentes al  título  de  ciudadano  en  las  demás». 

La  misma  prescripción  existía  en  la  Constitución 
de  los  Estados  Unidos;  pero  antes  de  las  enmiendas 
XIV  y  XV,  que  reconocieron  los  derechos  de  la  ciu- 
dadanía á  los  negros  y  mulatos,  eran  muchas  las 
constituciones  de  Estado  que  negaban  á  los  hombres 
de  esas  razas  toda  clase  de  ejercicio  de  derechos 
políticos. 

Después  de  esas  reformas,  la  Suprema  Corte  de 
Justicia  de  la  Unión,  ha  reconocido  á  los  negros  los 
derechos  á  ser  electores  y  á  ser  electos  para  los 
puestos  de  elección  popular;  pero,  al  mismo  tiempo, 
ha  reconocido  á  los  Estados  el  derecho  de  estable- 
cer las  condiciones  que  deben  reunir  los  candidatos 
á  esos  puestos  públicos,  siempre  que  ellas  no  afecten 
las  condiciones  esenciales  de  la  ciudadanía. 
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Aplicando  estas  doctrinas  á  la  disposición  de  que 
me  ocupo,  me  parece  que  sería  discutible  esta  excep- 
ción que  se  hace  con  respecto  á  los  ciudadanos  na- 
turalizados, ya  sea  que  prevalezcan  los  artículos  66 
y  71  de  la  Constitución  vigente,  ó  ya  sea  que  se 
adopte  la  reforma  que  yo  propongo. 

Desde  que  basta  el  ejercicio  de  la  ciudadanía  na- 
tural para  poder  ser  electo  senador  ó  diputado,  unida 
á  las  condiciones  de  edad,  no  veo  la  razón  por  la 
cual  los  ciudadanos  naturalizados  no  puedan  también 
ser  candidatos. 

Sin  embargo,  en  la  duda,  he  preferido  consignar 
la  excepción,  disminuyendo  sólo  el  término,  á  fin  de 
no  aparecer  como  excesivamente  liberal. 

Otra  de  las  reformas  importantes  que  he  intro- 
ducido en  los  artículos  66  y  71,  es  la  que  se  refiere 
á  la  residencia  inmediata  en  la  provincia  de  los  can- 
didatos que  no  hubieran  nacido  en  ella. 

Más  que  razones  de  orden  jurídico  ó  constitucio- 
nal, me  han  inducido,  á  aconsejar  esta  reforma,  moti- 
vos puramente  prácticos  y  de  inmediata  actualidad. 

Si  se  toma  la  nómina  de  diputados  y  senadores 
que  han  formado  la  Legislatura  de  Buenos  Aires, 
desde  que  entró  en  vigencia  la  Constitución  de  188Q, 
se  verá  que  esta  condición  —  la  de  la  residencia  — 
que  se  agregó  á  las  que  había  establecido  la  Cons- 
titución de  1873,   nunca    ha  sido  respetada  por  las 
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cámaras  que  forman  el  Poder  Legislativo  de  la  Pro- 
vincia, 

Son  muchos  los  senadores  y  diputados  que,  sin 
haber  nacido  en  Buenos  Aires  y  sin  tener  en  ella 
un  año  de  residencia  inmediata,  han  ocupado  una 
banca  en  la  Legislatura. 

No  hay,  pues,  objeto  en  conservar  una  disposición 
que  no  se  ha  cumplido  hasta  ahora,  y  que,  segura- 
mente, no  se  cumpliría  tampoco  más  adelante. 

La  última  reforma  que  contiene  este  artículo,  se 
refiere  á  la  prohibición  á  los  miembros  de  las  cá- 
maras legislativas,  para  desempeñar  otro  cargo  algu- 
no durante  su  mandato. 

Esta  disposición  es  una  consecuencia  de  lo  que  se 
ha  establecido  en  las  disposiciones  generales,  como 
reforma  propuesta  al  artículo  45(0;  haciéndose  aquí 
la  prohibición  absoluta  en  una  sola  frase. 

Las  disposiciones  de  los  artículos  67  y  72  de  la 
actual  Constitución  están  comprendidas  en  lo  que 
dispone  la  reforma  propuesta.  Sólo  he  dejado  de  re- 
petir el  último  párrafo,  porque  me  parece  perfecta- 
mente inútil. 


(i)  Véase  ames  página  289. 
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Días  de  elecciones 

El  artículo  78  de  la  Constitución  vigente,  fija  el 
último  domingo  de  Marzo  de  cada  año  para  las 
elecciones  de  senadores  y  diputados;  pero  como  es 
posible,  según  se  ha  dicho  al  tratar  del  Régimen 
Electoral^  que  las  elecciones  duren  más  de  un  día, 
he  creído  que  debía  reformarse  ese  artículo,  agregán- 
dole las  palabras  que  van  en  letra  cursiva  en  la  re- 
dacción siguiente: 

Artículo  78.  Las  elecciones  para  diputados  y 
senadores  tendrán  lugar  el  último  domingo  de 
Marzo  de  cada  año  y  los  días  subsiguientes  que 
fueren  necesarios. 

Esta  disposición  figura  en  la  Constitución  vigente 
como  la  primera  del  capítulo  de  «  Disposiciones  co- 
munes á  ambas  Cámaras »,  pero  yo  he  suprimido  esa 
división  de  la  Sección  Tercera,  incluyendo  bajo  el  tí- 
tulo «De  la  Legislatura»,  todas  aquellas  prescripcio- 
nes que  comprenden  al  Senado  y  á  la  Cámara  de 
Diputados  en  conjunto. 

Sesiones  de  las  Cámaras 

En  el  artículo  79,  he  introducido  también  una  re- 
forma, que  es  más  una  aclaración,  y  que  se  encon- 
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trará  en  las  palabras  impresas  en  bastardilla  en  el 
siguiente  artículo: 

Artículo  79.  Las  Cámaras  abrirán  sus  sesio- 
nes ordinarias  el  1*"  de  Mayo  de  cada  año  y 
las  cerrarán  el  31  de  Agosto,  debiendo  sesionar 
diariamente. 

Las  sesiones  podrán  prorrogarse  hasta  el  31 
de  Octubre,  previa  una  sanción  de  cada  Cámara 
que  así  lo  disponga  (i). 

Por  más  que  esta  reforma  aparezca  sencilla,  ella 
tiene  grande  importancia. 

En  la  práctica  de  nuestras  asambleas  legislativas, 
las  sesiones  ordinarias  no  duran  el  término  que  la 
Constitución  establece,  porque  las  Cámaras  Legisla- 
tivas, en  sus  respectivos  reglamentos,  en  vez  de  es- 
tablecer las  sesiones  diarias,  que  es  lo  que  la  Cons- 
titución ha  querido,  han  dispuesto  reunirse  sólo  dos 
veces  por  semana;  y,  generalmente,  no  lo  hacen  sino 
una  vez. 

Tomo  al  acaso  los  diarios  de  sesiones  que   me 


(I)    El  artículo  reemplazado  es  el  siguiente: 

Art.  79.  Las  Cámaras  abrirán  sus  sesiones  ordinarias  el  i'  de  Mayo  de  cada  año 
y  las  cerrarán  el  3  i  de  Agosto. 

Funcionarán  en  la  Capital  de  la  Provincia,  pero  podrán  hacerlo,  por  causas  graves, 
en  otro  punto,  precediendo  una  disposición  de  ambas  Cámaras  que  lo  acuerde. 

Las  sesiones  podrán  prorrogarse  hasta  sesenta  días,  previa  una  sanción  que  lo 
disponga. 
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han  servido  para  este  trabajo;  y,  con  ellos  á  la  vista, 
hago  constar  estos  hechos. 

En  IQOl,  el  Senado  de  la  Provincia  tuvo  ocho 
sesiones  ordinarias;  siete  sesiones  de  prórroga  y  tres 
sesiones  extraordinarias;  formando  un  total  de  dieci- 
ocho sesiones,  es  decir,  casi  la  mitad  de  las  que  debió 
celebrar  en  un  solo  mes,  según  los  términos  de  la 
Constitución. 

En  1902,  la  Cámara  de  Diputados  celebró  once 
sesiones  ordinarias;  ninguna  de  prórroga  y  siete  ex- 
traordinarias, formando  así  también  un  total  de  die- 
ciocho  sesiones. 

En  1Q04,  uno  de  los  más  laboriosos,  el  Senado 
celebró  dieciocho  sesiones  ordinarias;  seb  de  prórroga 
y  siete  extraordinarias. 

¡¡Et  sic  de  coBterisü 

Estos  datos,  que  no  pueden  rechazarse,  porque 
constan  de  los  Diarios  de  Sesiones,  explican  estos 
largos  parlamentos  que,  entre  sesiones  ordinarias,  de 
prórroga  y  extraordinarias,  ocupan  todo  el  año,  re- 
sultando que  apenas  terminan  las  reuniones  de  un 
período  legislativo,  cuando  ya  empiezan  las  del  sub- 
siguiente. 

No  debe  atribuirse  exclusivamente  á  la  desidia  y 
al  marasmo  de  los  legisladores  esta  situación,  com- 
pletamente contraria  á  todos  los  principios  y  las 
reglas  del  derecho  público  constitucional.  La  política 
tiene  en  ello  mucha  influencia. 
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En  nuestros  pueblos  latinos,  nos  hemos  empeñado 
en  hacer  de  las  legislaturas  un  controlador  perma- 
nente de  los  actos  del  Poder  Ejecutivo,  á  tal  extremo 
que  el  obstruccionismo  parlamentario  se  ha  conver- 
tido en  régimen  de  oposición  por  parte  de  los  par- 
tidos políticos. 

En  los  Estados  Unidos,  sucede  todo  lo  contrario. 
Allí  las  legislaturas  reconocen  que  su  misión  es  pu- 
ramente la  de  dictar  leyes,  coadyuvando  á  la  acción 
del  Ejecutivo  y  no  entorpeciéndola. 

Es  tanto  así  que,  mientras  en  la  mitad  de  los 
Estados  se  limita  el  número  de  las  sesiones  de  la 
legislatura  á  sólo  40,  50  y  60  días,  en  la  mitad  de 
los  Estados,  por  lo  menos,  las  Cámaras  Legislativas 
sólo  se  reúnen  cada  dos  años;  y,  aun  en  esos  casos, 
por  días  limitados. 

Y  es  bueno  recordar  que  los  Estados  Unidos  ac- 
tuales, un  día  fueron  la  «  Nueva  Inglaterra  » ;  que,  al 
instalarse,  trajeron  de  la  madre  patria  su  common  law 
tradicional,  con  todas  las  garantías  que  la  libertad 
tenía  No  obstante,  al  constituirse  definitivamente  co- 
mo Nación  y  como  Estados  de  la  Unión  Nacional, 
empezaron  por  formar  gobiernos  presidenciales,  limi- 
tando la  acción  de  sus  legislaturas  á  solo  lo  indispen- 
sable:—  dictar  las  leyes  y  juzgar  á  los  funcionarios 
públicos. 

Y,  sin  embargo,  los  norteamericanos  descienden  de 
la  nación  madre  del  parlamentarismo. 
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El   siguiente   cuadro   servirá   para   hacer   conocer 
cómo  está  legislado  este  punto  en  los  Estados  Unidos: 


ESTADOS 

DURACIÓN 

DE  LAS 
SESIONES 

REUNIONES 

DE   LA 

LEGISLATURA 

Alabama  

Arkansas 

3o  días 

Sin   término 
loo   dias 

Sin   término 

» 

6  o  días 

40  dias 

Sin    término 
6  1  días 

Sin   término 
5  o  dias 
60  dias 

Sin   término 

90  dias 

Sin    término 

» 

» 

» 

» 

40  dias 

60  dias 

Sin   término 

» 

100    dias 

Sin   término 

» 

90  dias 

45  dias 

Sin   término 

Anual 
Cada  dos  años 

California 

Conncciicut 

Anual 

Dclawarc 

Cdda  dos  años 

Florida 

Anual 

Georgia 

Illinois 

» 

Cada  dos  año& 

Indiana 

y^ 

lowa 

\k 

Kansas 

Anual 

Kentucky  

Louisiana 

Cada  dos  años 
Anual 

Maine 

y^ 

Maryland 

Cada  dos  año% 

Massachusctts 

Anual 

Michigan  

Cada  dos  años 

Minnesota    

Anual 

Mississipi 

Cada  dos  años 

Missouri    

» 

Nebraska 

» 

Nevada  

y^ 

New  Hampshire    

Anual 

New  Jersey 

New  York   

Norih  Carolina 

» 

Ohio  

Cada  dos  años 

Oregón 

Pennsylvania 

» 
Anual 

Rhode  Island 

Dos  veces  por  año 
Anual 

South  Carolina    

Ten  nessec    

Cada  dos  años 

Texas 

Anual 

Vermont 

Cada  dos  años 

Virginia    

Anual 

West  Virginia    

» 

Wisconsin    

» 
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Me  parece  que  ya  es  tiempo  de  que  reaccionemos 
á  este  respecto,  poniendo  claramente  en  la  Constitu- 
ción el  pensamiento  inicial  de  los  constituyentes  des- 
de 1873. 

Si  el  artículo  84  de  las  constituciones  de  1873  y 
188Q  estableció  que  «ninguna  de  las  Cámaras  podrá 
suspender  sus  sesiones  más  de  tres  días  sin  acuerdo 
de  la  otra»,  es,  seguramente,  por  que  los  constitu- 
yentes entendieron  que,  durante  el  período  ordinario 
de  las  sesiones,  la  Cámara  de  Diputados  y  el  Se- 
nado debían  funcionar  diariamente. 

Así  debió  también  entenderlo  el  Poder  Ejecutivo 
que  mandó  construir  el  actual  palacio  para  la  Legis- 
latura, puesto  que  en  él  hizo  preparar  salas  de  se- 
siones separadas  para  cada  uno  de  aquellos  cuerpos. 

Conservándose  en  la  futura  Constitución  la  pres- 
cripción del  actual  artículo  84,  es  indispensable  in- 
troducir en  el  79  la  reforma  de  que  vengo  ocupán- 
dome, haciendo  obligatorias  las  sesiones  diarias  de 
ambas  Cámaras  durante  el  período  ordinario  de  las 
sesiones. 

Muchas  son  las  otras  disposiciones  de  la  Consti- 
tución que  ratifican  que  ese  ha  sido  el  pensamiento 
originario  de  los  constituyentes.  Están,  para  probarlo, 
los  artículos  que  obligan  la  residencia  en  la  Provin- 
cia de  los  legisladores,  durante  las  sesiones  de  la  Le- 
gislatura, con  el  objeto  exclusivo  de  facilitar  las  se- 
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siones;  está  el  artículo  que  prohibe  que  los  miem- 
bros de  las  Cámaras  Legislativas  desempeñen  otros 
empleos  ó  cargos  públicos,  con  el  objeto  de  que 
nada  pueda  impedirles  concurrir  á  formar  quorum; 
está  por  fin,  la  disposición  que  manda  retribuir  los 
servicios  de  los  legisladores,  á  fin  de  tener  el  dere- 
cho de  exigiries  que  concurran  diariamente  á  las  Cá- 
maras. 

Por  otra  parte,  es  una  facultad  del  Poder  Ejecu- 
tivo colegislador,  la  de  presentar  proyectos  de  ley  en 
cualquier  momento  en  que  las  Cámaras  deban  estar 
reunidas,  facultad  que  también  tienen  cada  uno  de 
los  senadores  y  diputados. 

Si  las  Cámaras  han  de  continuar  reuniéndose  como 
ahora,  ocho,  diez  ó  quince  veces  al  año,  aquella  fa- 
cultad aparece  limitada  y  sometida  á  los  plazos  que 
quiera  fijar  el  reglamento,  señalando  los  días  de  se- 
siones. 

Política  y  administrativamente  juzgado  el  proceder 
actual  de  las  cámaras  legislativas  —  que  es  el  mismo 
que  se  ha  observado  desde  que  el  gobierno  de  la 
provincia  se  estableció  en  La  Plata,  lo  que  importa 
no  hacer  cargos  personales  —  el  resultado  de  ese  pro- 
ceder, decía,  es  que  las  leyes  se  discuten  mal,  se  im- 
provisan resoluciones,  y  se  celebran  sesiones  que  du- 
ran un  día  y  una  noche  para  sancionar  multitud  de 
proyectos  que  pudieron  y  debieron  estudiarse  y  san- 
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donarse  meditadamente  en   las  sesiones  diarias  del 
período  ordinario  legislativo. 

Si  es  verdad  que  hay  propósito  honesto  y  patrió- 
tico de  consignar  en  la  futura  Constitución  de  Bue- 
nos Aires  todas  aquellas  disposiciones  que  la  traigan 
á  la  práctica  efectiva  de  los  principios  del  gobierno 
representativo,  estoy  convencido  de  que  la  reforma, 
introducida  en  cuatro  palabras,  del  artículo  79,  es 
una  de  las  más  importantes  y  trascendentales  para 
obtener  aquel  resultado. 

Cuando,  en  la  convención  de  1870-1873,  se  dis- 
cutió si  los  senadores  y  diputados  debían  ó  no  te- 
ner sueldo,  se  tocó  inciden  taimen  te  este  punto. 

Para  calcular  el  importe  anual  de  las  dietas  en  las 
sesiones  ordinarias  (que  eran  las  únicas  que  debían 
retribuirse),  se  admitió  que,  desde  el  P  de  Mayo  en 
que  debían  comenzar  las  sesiones,  hasta  el  31  de 
Agosto  en  que  debían  cesar,  podían  calcularse  sesenta 
sesiones,  en  los  ciento  veinte  días  que  debían  ellas 
durar,  lo  que  importaba  fijar  una  sesión  cada  dos 
días  á  cada  Cámara.  En  esa  época,  no  era  posible 
que  se  reuniesen  de  otra  manera,  pues  que  no  ha- 
bía sino  un  solo  recinto  en  el  local  de  la  Legisla- 
tura, lo  que  no  permitía  la  reunión  diaria  del  Se- 
nado y  de  la  Cámara  de  Diputados. 

Sin  embargo,  todos  los  oradores  que  tomaron  parte 
en  ese  debate,  manifestaron  su  opinión  de  que  las 
sesiones  debían  ser  diarias. 


« 
« 
« 
« 
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El  doctor  Sáenz  Peña  hablaba  así: 

«Yo  decía  que  la  compensación  va  á  dar  por  re- 

<  sultado  que  el  período  ordinario  va  á  ser  laborioso, 
« porque  los  diputados,  llamados  á  celebrar  sesiones 
«de  prórroga,  han  de  tratar  de  reunirse  todos  los 
<^días,  á  fin  de  poder  volver  á  sus  domicilios.» 

El  doctor  Vicente  Fidel  López,  á  su  vez,  decía: 

Ya  que  de  eso  se  trata  (de  la  compensación), 
yo  diré  también  que,  si  se  puede  encontrar  un  me- 
dio, aunque  fuese  algo  oneroso,  de  que  las  Cáma- 
ras funcionarían  ordinariamente  todos  los  días,  á  fin 
de    que   pudiesen    despachar  los   asuntos  que  les 

<  están  encomendados,  por  oneroso  que  fuese  este 
^  medio,  siempre  había  de  ser  mucho  menos  oneroso 
<^que  la  demora  ó  la  postergación  de  los   trabajos 

para  que  el  país  esté  dotado  de  las  leyes  necesarias 
para  la  marcha  regular  de  la  administración»  (i). 
La  reforma  propuesta  por  mí  al  artículo  79  no  es, 
pues,  sino  una  aclaración  que  colma  los  anhelos  de 
los  Constituyentes  de  1870-1873,  sobre  todo,  hoy, 
que  es  fácil  conseguir  las  sesiones  diarias  de  las  dos 
Cámaras,  puesto  que  tiene  cada  una  su  local  propio, 
y  su  personal  propio  de  empleados  con  las  oficinas 
necesarias. 
Terminaré  las  explicaciones  de  la  reforma  de  este 


« 


« 


(I)  Debates  de  la  Convención  Constituyente,  tomo  11,  página  i2  36  ysiguienies. 
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artículo,  manifestando  que,  al  suprimir  el  último  pe- 
ríodo del  artículo  79,  que  se  refiere  á  la  reunión  po- 
sible de  la  Legislatura,  en  un  punto  distinto  de  la 
capital  de  la  Provincia,  no  lo  hago  porque  crea  in- 
necesaria esa  disposición  previsora,  que  figura  en 
casi  todas  las  Constituciones  de  los  Estados  parciales 
de  la  Unión  Americana. 

Considero  esa  disposición  perfectamente  conve- 
niente; y,  si  la  suprimo  de  este  artículo,  es  para 
darle  un  carácter  más  general  en  la  reforma  del  ar- 
tículo 4M I ). 

En  otro  lugar  he  dado  las  razones  de  la  reforma 
parcial  de  este  artículo. 

Ei  juicio  de  los  escrutinios 

Al  crear  la  Junta  Electoral  Permanente,  dándole 
las  atribuciones  de  hacer  los  escrutinios,  ha  sido  mi 
intención  entregar  el  juicio  de  los  actos  electorales 
al  criterio  imparcial  de  un  tribunal  compuesto  exclu- 
sivamente de  magistrados,  de  manera  que  exista  siem- 
pre, por  lo  menos,  la  presunción  de  que  procederán 
sin  dejarse  influenciar  por  las  pasiones  políticas  ni 
por  el  ambiente  de  las  actualidades  transitorias. 

Sin  embargo,  podría  llegar  el  caso  en  que  un  es- 


(i)  Véase  antes  página  23  i  y  siguientes. 
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crutinío  diese  un  resultado  favorable  á  candidatos 
que,  según  el  criterio  de  la  mayoría  de  la  Cámara,  no 
fuesen  los  que  verdaderamente  correspondiesen  ser 
declarados  electos. 

En  este  caso,  se  me  presentaban  tres  soluciones 
para  resolver  el  problema:  1"  Facultar  á  cada  una 
de  las  Cámaras  para  anular  el  escrutinio  de  la  junta 
Electoral,  y  proclamar  el  que  sancionase  la  mayoría; 
2*  Adoptar  el  procedimiento  de  algunos  Estados 
norteamericanos,  que  entregan  la  solución  al  voto 
de  ambas  Cámaras  reunidas  en  asamblea;  3^  Facultar 
á  cada  Cámara  para  juzgar  los  escrutinios  practicados 
por  la  Junta,  sin  otro  resultado  que  el  de  anularlos 
á  efecto  de  que  se  proceda  á  nueva  elección. 

El  primero  de  los  sistemas  indicados,  tiene  todos 
los  inconvenientes  señalados  á  los  procedimientos 
actuales.  Sería  simplemente  dar  á  la  Junta  Electoral, 
de  creación  constitucional,  las  mismas  atribuciones 
que  hoy  ejerce  la  Junta  del  artículo  T  de  la  ley 
electoral.  La  Legislatura  podría  modificar  á  su  antojo 
el  resultado  de  los  escrutinios;  y,  como  ya  ha  sucedido 
en  más  de  una  oportunidad,  daría  entrada  á  las  Cá- 
maras á  los  candidatos  de  sus  simpatías  políticas, 
aun  cuando  no  fueran   los  verdaderamente  elegidos. 

El  segundo  sistema — muy  preconizado  por  algunos 
escritores,  porque  entregaría  la  resolución  al  Poder 
Legislativo — tiene,  para  mí,  precisamente  ese  inconve- 
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niente:  el  de  convertir  á  las  dos  Cámaras  reunidas 
en  Asamblea  General,  en  un  cuerpo  con  funciones 
judiciales,  que  pueden  ser  armas  políticas  en  manos 
de  los  partidos.  Por  otra  parte,  yo  soy  contrario  á 
la  reunión  de  las  Cámaras  en  asamblea,  porque  en- 
tiendo que  en  el  sistema  bi-camarista,  el  Poder  Legis- 
lativo sólo  puede  manifestarse  por  el  ejercicio  de  sus 
funciones  separadamente,  cuando  cada  una  de  las 
Cámaras  tiene  su  autonomía  propia,  sin  que  el  nú- 
mero siempre  mayor  de  la  de  diputados  ahogue  el 
voto  de  los  senadores. 

En  el  tercer  sistema  de  los  indicados,  no  se  corre 
el  peligro  señalado  al  primero,  porque,  si  bien  se  les 
da  á  las  Cámaras  la  facultad  de  juzgar  los  escruti- 
nios practicados  por  la  Junta  Electoral,  no  es  para 
alterarlos  de  acuerdo  con  las  conveniencias  políticas 
de  la  mayoría,  sino  sólo  para  declarar  nulos  aquellos 
escrutinios  en  que  se  hubiesen  aprobado  elecciones 
que  la  mayoría  de  la  cámara  rechazase. 

La  consecuencia  de  ese  rechazo  sería  volver  al 
pueblo,  consultándole  por  medio  de  una  nueva  elec- 
ción. 

De  acuerdo  con  esas  ideas,  he  proyectado  el  si- 
guiente artículo,  en  reemplazo  del  82  actual: 

Artículo  82.  Cada  Cámara  es  juez  de  los  es- 
crutinios de  las  elecciones  de  sus  miembros  que 
practique  la  Junta  Electoral  Permanente,  limitan- 

33 
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dose  sus  facultades  á  anular  esos  escrutinios  y 
ordenar  nuevas  elecciones  ( \ ). 

Como  se  comprende,  no  es  lo  mismo  autorizar  á 
las  Cámaras  á  que  anulen  un  escrutinio,  y  manden 
hacer  nuevas  elecciones,  que  autorizarlas  á  que  alte- 
ren los  escrutinios  practicados  por  la  Junta  en  prove- 
cho de  los  correligionarios  políticos  de  las  mayorías, 
en  el  momento  en  que  esos  escrutinios  se  practican. 

La  reforma  propuesta  importa,  implícitamente,  evi- 
tar que,  en  lo  sucesivo,  se  repitan  los  hechos  con- 
denables que  se  han  producido  en  la  Legislatura  con 
motivo  del  juicio  de  algunas  elecciones. 

En  las  sesiones  preparatorias  de  cada  una  de  las 
Cámaras,  toman  siempre  parte  los  diputados  ó  los 
senadores  cuyo  mandato  expira  el  28  de  Abril,  según 
los  reglamentos  internos  de  las  cámaras  respectivas. 

Como  esas  sesiones  preparatorias  empiezan  el  20 
del  mismo  mes  de  Abril,  algunas  veces  ha  resultado 
que  los  diputados,  que  debían  cesar,  han  sido  los 
jueces  de  los  miembros  de  una  cámara  á  la  que  no 
pertenecerían,  falseándose  así  el  mismo  principio  es- 
tablecido en  la  Constitución. 

Si  «cada  Cámara»  debe  ser  el  juez  de  las  elec- 


( I )   El  articulo  reemplazado  es  el  siguiente : 

Art.  82.  Cada  Cámara  es  juez  exclusivo  de  las  elecciones  de  sus  miembros  y  de  la 
validez  de  sus  títulos. 
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dones  de  sus  miembros,  los  diputados  y  los  sena- 
dores cesantes  en  un  período,  no  debieran  tomar 
parte  en  el  juicio  de  las  elecciones  de  los  diputados 
y  senadores  que  deben  ingresar  á  las  Cámaras  en  el 
período  inmediato. 

Esto  se  conseguirá  si  se  acepta  la  reforma  que 
propongo,  puesto  que  siendo  cada  Cámara  juez  sólo 
de  los  escrutinios  practicados  por  la  Junta,  va  sobre- 
entendido que  sólo  podrán  tomar  parte  en  aquel 
juicio  los  senadores  y  diputados  que  continúen  en  el 
ejercicio  de  su  mandato  en  el  período  legislativo  á 
que  se  refieran  esos  escrutinios. 


Facultad  para  llamar  á  los  ministros 

El  artículo  88  de  la  Constitución  actual  establece 
que 

«  Cada  Cámara  podrá  hacer  venir  á  su  sala  á 
« los  ministros  del  Poder  Ejecutivo,  para  pedir- 
«les  los  informes  que  estime  conveniente. » 


Esta  disposición  es  correlativa  de  la  que  concede 
á  los  ministros  la  facultad  de  concurrir  á  las  cáma- 
ras y  tomar  parte  en  los  debates  siempre  que  lo 
consideren  conveniente. 

No  sólo  creo  que  el  artículo  debe  conservarse  en 
la  Constitución  futura,  sino  que  pienso  que  debe  am- 
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pliarse,  á  fin  de  evitar  la  repetición   de  discusiones 
sobre  la  interpretación  de  esa  cláusula  constitucional. 

En  el  gobierno  del  presidente  Sarmiento,  lo  mismo 
que  en  diversas  ocasiones  en  la  Provincia  de  Buenos 
Aires,  se  ha  negado  á  las  Cámaras  el  derecho  de 
llamar  á  los  ministros,  cuando  han  estado  en  sesio- 
nes de  prórroga  ó  en  extraordinarias,  alegando  que 
en  éstas  sólo  pueden  ocuparse  del  asunto  ó  asuntos 
para  que  fueren  convocadas. 

Yo  entiendo  que  semejante  interpretación  ha  sido 
errónea.  Me  parece  que,  cualquiera  que  sea  el  carác- 
ter de  las  sesiones  que  las  Cámaras  celebren,  sus 
miembros  tienen  el  derecho  de  llamar  á  los  minis- 
tros á  que  les  den  las  explicaciones  que  consideren 
necesarias  para  los  efectos  de  la  legislación. 

Con  esta  convicción,  creo  que  el  artículo  88  actual 
debe  completarse,  agregándole  un  párrafo  que  diga: 

«  Esta  facultad  podrá  ejercerla  aun  cuando  se 
trate  de  sesiones  de  prórroga  ó  extraordinarias.^^ 

El  presupuesto  de  las  Cámaras 

El  artículo  90  de  la  actual  Constitución  de  Bue- 
nos Aires,  confiere  á  la  Legislatura  una  facultad  que 
no  he  encontrado  en  ninguna  de  las  muchas  consti- 
tuciones que  he  debido  consultar  al  hacer  este  tra- 
bajo. 
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El  texto  de  ese  artículo  es  el  siguiente: 

« La  Legislatura  sancionará  su  presupuesto 
acordando  el  número  de  empleados  que  nece- 
site, su  dotación  y  la  forma  en  que  deben  pro- 
veerse. Esta  ley  no  podrá  ser  vetada  por  el  Po- 
der Ejecutivo.» 

Esta  disposición  ha  sufrido  diversas  transformacio- 
nes antes  de  llegar  á  los  términos  concretos  é  insó- 
litos que  hoy  tiene. 

Como,  según  la  Constitución,  corresponde  al  Po- 
der Ejecutivo  formar  los  presupuestos  anuales,  la 
Convención  de  1870  quiso  hacer  una  excepción  en 
lo  referente  al  personal  de  empleados  necesarios  para 
el  servicio  de  cada  una  de  las  Cámaras.  Con  este 
objeto,  en  el  capítulo  referente  á  las  Disposiciones 
comunes  á  ambas  Cámaras,  dijo,  en  el  artículo  90  de 
la  Constitución  de  1873:  «Formarán  también  su  pre- 
supuesto, acordando  el  número  de  empleados  que 
necesiten,  su  dotación  y  la  forma  en  que  deben  pro- 
veerse. » 

Como  se  ve,  aquella  Convención  no  tuvo  la  inten- 
ción de  dar  á  la  Legislatura,  ni  á  cada  una  de  sus 
Cámaras,  la  facultad  de  sancionar  por  sí  solas  su 
propio  presupuesto. 

En  1884,  la  Convención,  que  entonces  funcionaba, 
discutió,  entre  las  reformas  proyectadas  por  su  Comi- 
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sión  Central,  una  que,  según  se  lee  en  el  Redactor 
de  aquella  comisión  revisora,  sólo  tenía  por  objeto 
"^  aclarar  los  términos  del  artículo  90  >  y  que  estaba 
concebida  en  estas  palabras:  «^Cada  Cámara  sanrío- 
nará  por  sí  sola  su  presupuesto^  acordando  el  nú- 
mero de  empleados  que  necesite,  su  dotación  y  la 
forma  en  que  deben  proveerse»  (i>. 

La  modificación  introducida  en  el  texto  de  la  Cons- 
titución era  trascendental.  En  la  de  1873,  sólo  se  au- 
torizaba á  cada  Cámara  á  formar  su  presupuesto. 
En  la  reforma  proyectada  en  1884,  se  autorizaba  á 
cada  Cámara  para  sancionar  por  sí  sola  su  presu- 
puesto. 

La  facultad  pareció  excesiva  á  la  Convención  que 
dictó  la  actual  Constitución,  puesto  que  la  atribución, 
que  en  el  proyecto  de  reforma  se  concedía  separa- 
damente á  la  Cámara  de  Diputados  y  al  Senado,  el 
artículo  90  de  la  Constitución  actual  se  la  confiere 
á  la  Legislatura. 

Sin  embargo,  el  artículo  90  en  vigor  fué  más  ra- 
dical que  todos  los  anteriores,  puesto  que  estableció 
expresamente  la  limitación  de  las  facultades  del  Po- 
der Ejecutivo  con  respecto  á  todas  las  leyes,  deter- 
minando que  esta  ley  no  podrá  ser  vetada  por  el 
Poder  Ejecutivo  >\ 

(I)    Véase  El  Redactor  de  la  Comisión  remisora  de  la  Constitución,  página  58. 
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No  debe  extrañarse  esta  disposición  en  la  Consti- 
tución de  1889.  Ella  es  lógica,  y  obedece  al  espíritu 
esencialmente  parlamentarista  que  dominó  á  la  Con- 
vención de  1882-1889  en  sus  últimos  tiempos. 

Había  el  propósito  confesado  de  aumentar  las  fa- 
cultades de  la  Legislatura  y  de  dificultar  la  marcha 
del  Ejecutivo. 

Al  amparo  de  esta  disposición  de  la  Constitución 
provincial,  se  han  producido  hechos  que  es  de  lamen- 
tar no  puedan  borrarse  de  la  historia  institucional 
de  la  Provincia  de  Buenos  Aires. 

Hubo  momento  en  que  la  Legislatura,  en  conflicto 
abierto  con  el  Poder  Ejecutivo,  se  creyó  facultada 
para  organizar  un  cuerpo  de  policía  propio;  y,  en 
diversas  épocas,  los  partidos  políticos  han  creado 
puestos  perfectamente  rentados  en  las  oficinas  de  las 
Cámaras,  sin  otro  objeto  que  el  de  recompensar  los 
servicios  de  algún  correligionario,  ó  indemnizarle  del 
empleo  perdido  en  las  dependencias  del  Poder  Eje- 
cutivo. 

No  hay  razón  para  que  el  presupuesto  del  Poder 
Legislativo  se  sancione  de  una  manera  distinta  de  la 
que  la  Constitución  ha  establecido  para  la  sanción  de 
todas  leyes.  No  hay,  por  otra  parte,  peligro  alguno 
en  que  así  se  haga,  puesto  que  el  sistema  de  coor- 
dinación y  control  recíproco  entre  los  poderes  públicos, 
que  forma  la  base  del  sistema  representativo,  impide 
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que  la  acción  del  Ejecutivo  pueda  pesar  sobre  las 
resoluciones  de  las  Cámaras,  cuando  éstas  cuentan 
con  verdaderas  mayorías,  dispuestas  á  hacer  triunfar 
sus  resoluciones. 

En  nuestro  régimen  de  gobierno,  no  son  las  tiranías 
del  Ejecutivo  las  que  hay  que  temer.  La  amenaza 
está  en  el  Poder  Legislativo,  cuyas  sanciones  colec- 
tivas y  anónimas  alejan  las  responsabilidades  persona- 
les en  el  presente  y  en  la  historia,  porque  es  imposi- 
ble averiguar  quiénes  formaron  la  mayoría  y  quiénes 
la  minoría,  en  las  votaciones  que  no  se  hacen  nomi- 
nalmente,  en  los  cuerpos  legislativos. 

Con  estas  ideas,  pienso  que  el  artículo  QO  de  la 
actual  Constitución  debe  reformarse,  conservándole  á 
cada  cámara  el  derecho  de  formar  su  propio  presu- 
puesto, haciéndose  el  proyecto  de  la  manera  que  sus 
propios  reglamentos  determinen,  y  sometiéndose  sa 
sanción  á  los  trámites  establecidos  por  la  Constitución 
como  sacramentales  é  invariables  para  todas  las  leyes. 

Con  ese  propósito,  en  el  plan  de  reformas  que 
vengo   estudiando,  he   proyectado   la  siguiente: 

« Artículo  90.  Cada  Cámara  formará  su  pre- 
supuesto, acordando  el  número  de  empleados 
que  necesite,  su  dotación  y  la  forma  en  que 
deben  proveerse.  > 

La  reforma  consiste  en  las  palabras  impresas  en 
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letra  cursiva,  y  en  la  supresión  de  estas  otras,  que 
contiene  el  actual  artículo  QO:  «  Esta  ley  no  podrá 
ser  vetada  por  el  Poder  Ejecutivo.» 

La  remuneración  de  los  legisladores 

El  artículo  98  de  la  Constitución  establece  que 
los  miembros  de  la  Legislatura  gozarán  de  una  re- 
muneración por  sus  servicios.  Me  parece  sumamente 
conveniente  la  disposición,  y,  por  tanto,  pienso  que 
debe  conservarse. 

Sin  embargo,  creo  que  es  indispensable  introducir 
una  reforma,  que  no  sería  sino  una  ampliación  que 
figura  en  la  mayor  parte  de  las  constituciones  de  los 
Estados  Unidos. 

Ella  consiste  en  hacer  que  el  aumento  ó  la  dismi- 
nución de  esa  compensación  no  se  aplique  á  los 
miembros  de  la  Legislatura  que  la  sancione. 

He  aquí  el  artículo  en  que  la  propongo: 

«Artículo  98.  Los  senadores  y  diputados  goza- 
rán de  una  remuneración  determinada  en  la  ley  del 
presupuesto;  pero  ella  no  podrá  ser  aumentada 
ni  disminuida  sino  para  que  se  aplique  la  mo- 
dificación después  que  se  hayan  renovado  ínte- 
gramente las  dos  cámaras.^ 

Una  disposición  análoga  á  la  que  proyecto,  por 
la  que  se  establece  que   «la  compensación   no  será 
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aumentada  de  manera  que  produzca  efecto  en  las 
sesiones  en  que  ese  aumento  se  ha  sancionado», 
figura  en  la  mayor  parte  de  las  constituciones  de  los 
Estados  parciales  de  la  Unión  Americana  (O,  hablán- 
dose en  ellas  de  sesiones,  porque  en  Estados  Unidos 
la  compensación  de  los  senadores  y  diputados  se  es- 
tablece, generalmente,  por  sesión  ó  por  día  de  asis- 
tencia, llegándose  á  limitar  esa  compensación  al  ex- 
tremo de  que,  la  Constitución  de  Michigan,  que  fija 
tres  dollars  por  día,  establece  que  esa  compensación 
no  deberá  durar  más  de  veinte  días;  y  esto,  aun 
cuando,  en  aquel  Estado,  la  Legislatura  sólo  se  reúne 
cada  dos  años.  Exactamente  lo  mismo  establece  la 
Constitución  de  Oregon.  Si  las  sesiones  durasen  más 
de  veinte  días,  los  miembros  de  la  Legislatura  no 
tendrían  más  compensación  que  el  viático  de  retorno. 
Aunque  no  figura  en  ninguna  otra  Constitución,  en 
la  reforma  propuesta  por  mí  en  este  artículo,  equi- 
paro los  aumentos  á  las  disminuciones  de  compen- 
sación, porque,  si  bien  en  aquellos  países  donde  la 
recompensa  que  se  abona  á   los  diputados  y   sena- 


(I)  Las  Consiiiucioncs  que  contienen  esa  cláusula,  son  las  siguientes:  Alabama, 
An.  IV  Sec.  i8  ;  Arkansas,  Art.  XV  Sec.  7  y  8  ;  California  Art.  IV  Scc.  24;  Con- 
neciicui  Art.  IV  Sec.  4  ;  Delawarc  Art.  II  Scc.  1  i  ;  Georgia  Art.  III  Sec.  8  ;  Illi- 
nois Art.  IV  Sec.  2  i  ;  Indiana  Art.  IV  Scc.  20  ;  lowa  Art.  III  Sec.  2  5;  Kentucky 
An.  II  Sec.  24;  Louisiana  Art.  II  Sec.  Sg;  Mainc  Art.  IV  Par.  3,  S.  7;  Minne- 
sota Art.  IV  Sec.  7;  Mississippi  Art.  IV  Sec.  20;  Missouri  Art.  IV  Sec.  17; 
Ohio  Art.  II  Scc.  3i  ;  South  Carolina  An.  II  Sec.  6  y  2  3;  Texas  Art.  III  Sec. 
28;  Vermont  An.  III  Sec.  35;  Nevada  Art.  IV  Scc.  33,  Art.  XVII  Sec.  5*. 
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dores  es  mínima,  no  hay  derecho  á  suponer  que  ella 
pueda  ser  aún  disminuida,  no  sucede  lo  mismo  entre 
nosotros. 

No  hay  parlamento  en  el  mundo  que  tenga  un 
presupuesto  legislativo  más  alto  que  el  del  Congreso 
Argentino  y  el  de  la  Legislatura  de  Buenos  Aires, 
en  el  renglón  que  se  refiere  á  los  sueldos  de  sus 
miembros. 

No  será  extraño  que  algún  día  se  reaccione  á  este 
respecto;  y,  para  ese  caso,  he  querido  establecer,  como 
prescripción  constitucional,  que  si  llega  á  disminuirse 
la  cuota  anual  con  que  hoy  se  retribuye  á  los  legis- 
ladores sus  servicios,  esa  disposición  no  les  será  apli- 
cada á  los  senadores  y  diputados  que  resuelvan  la 
disminución,  salvo  el  caso  en  que  fuesen  elegidos 
para  un  período  legislativo  subsiguiente  á  aquel  en 
que  la  disminución  se  haga. 

El  actual  artículo  98  de  la  Constitución,  es  el  re- 
sultado de  una  omisión  de  la  asamblea  primitiva  que 
lo  sancionó. 

Cuando  en  la  Convención  de  1870-1873,  se  hizo 
el  largo  é  interesantísimo  debate  sobre  la  remunera- 
ción de  los  diputados  y  senadores,  siempre  se  giró  al 
derredor  de  dos  ideas  extremas,  sostenidas  por  los 
partidarios  de  la  remuneración.  De  un  lado,  se  pre- 
tendía que  se  fijase  en  la  misma  Constitución  el  esti- 
pendio por  sesión;  del  otro,  se  quería  que  se  dejase 
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á  la  Legislatura  la  facultad  de  fijar  la  remuneración 
que  debían  de  percibir  los  legisladores,  pero  de  ma- 
nera que  éstos  no  pudiesen  aprovechar  de  sus  san- 
ciones. 

El  doctor  Bernardo  de  Irigoyen,  que  había  sido  de 
los  opositores  á  la  retribución, — sostenida  por  Raw- 
son,  por  López,  por  Sáenz  Peña,  Goyena  y  todo  el 
grupo  joven  que  formábamos  Del  Valle,  Estrada, 
Cambaceres,  yo  y  otros  —  propuso  un  artículo  que 
conciliaba,  en  parte,  las  ideas  de  todos.  Por  él,  se 
reconocía  que  los  senadores  y  diputados  podrían  lle- 
gar á  tener  una  compensación  por  sus  servicios; 
pero  no  se  decretaba  desde  luego  esa  compensación. 

El  texto  del  artículo  decía  así: 

« La  Legislatura  podrá,  cuando  b  crea  necesario^ 
«establecer  remuneración  á  los  diputados  y  senado- 
<  res,  las  que  regirán  desde  el  período  siguiente  al  de 
«su  sanción  (i ).» 

En  este  proyecto  se  consignaba  como  época  para 
que  empezase  á  regir  la  remuneración  de  los  dipu- 
tados, el  período  siguiente  á  aquel  en  que  se  fijase; 
de  manera,  que  en  las  primeras  legislaturas,  posterio- 
res á  la  Constitución,  los  legisladores  no  tendrían 
remuneración  alguna. 

El  doctor  Goyena  aceptó  la  base  del  artículo  pro- 


(I)  Debates  de  la  Conpención  etc.,  tomo  II,  página  1229 
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« 


« 


puesto  por  el  doctor  Irigoyen,  pero  no  su  forma;  ter- 
minando por  proponer  la  redacción  de  la  que  el 
actual  artículo  98,  no  es  sino  la  mitad. 

El  texto  propuesto  en  la  Convención  por  el  doctor 
Goyena,  es  el  siguiente: 

« Los  Diputados  y  Senadores  gozarán  de  una  re- 
muneración determinada  por  la  Legislatura,  y  que 
no  podrá  ser  aumentada  ni  disminuida  sino  para 
« el  período  legislativo  inmediato  al  en  que  fuere 
« sancionado. » 

Votado  este  artículo,  por  partes,  se  aprobó  la  pri- 
mera p^rte,  que  consiste  en  la  frase  que  no  aparece 
en  el  texto,  en  letra  cursiva;  votada  la  segunda  parte, 
fué  rechazada;  pero  se  produjo  una  duda  respecto 
del  alcance  de  aquel  rechazo. 

He  aquí  ese  momento  de  la  sesión,  tal  como  consta 
del  Diario  de  Sesiones: 

«Señor  Sáenz  Peña. —  ¿Cómo  queda? 

« Señor   Goyena.  —  Ahora   queda   exactamente   lo 

mismo,  con   muy   pequeña  diferencia    que    lo   que 

establece  la  Constitución  Nacional.  De  manera  que 

los   que  van   á  votar  la  compensación,  vendrán   á 

aprovecharse  de  ella.  A  este  respecto,  yo  he  citado 

«el  caso  práctico  que   ha  tenido  lugar  cuando   se 

determinó  el  sueldo  de  los  Senadores  y  Diputados 

de  la  Nación:  este  mismo  hecho  va  á  repetirse  en 

«  el  orden  provincial  » . 


« 


« 


« 


« 


« 
« 
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« 


« 

« 


« 


Señor  Irigoyen.  —  La  explicación  del  señor  con- 
vencional me  parece  satisfactoria. 
Yo  creo  que  la  inteligencia  de  la  Convención  es 
«que  ningún  diputado  de  los  que  puedan  intervenir 

<  en  la  sanción  de  la  dieta,  puedan   gozar  de  sus 
« beneficios. 

«Así  es  que  me  parece  que  esto  debe  constar 
para  la  inteligencia  del  artículo.» 

Señor  Rawson.  —  ¿Qué  es  lo  que  se  discute? 
Señor  Irigoyen.  —  Estamos  aclarando  la  votación 
« para  que  quede  el  comentario. 

« Yo  acepto  la  explicación  dada  por  el  señor  con- 
« vencional  Goyena,  porque  entiendo  que  no  sería 
«delicado  por  parte  de  los  Diputados  que  reciban 
<<  una  parte  de  la  compensación  que  ellos  mismos 
« votan. » 

«  Señor  Presidente.  —  No  hay  nada  en  discusión : 

<  ha  concluido  la  sesión  (i).> 

Ante  este  extraño  é  insólito  final  de  sesión,  yo 
mismo  me  pregunto,  como  el  doctor  Sáenz  Peña: 
¿Qué  fué  lo  que  resolvió  la  convención? 

La  interpretación  auténtica  del  actual  artículo  98, 
es  la  que  dieron  los  doctores  Goyena  é  Irigoyen  al 
espíritu  de  aquella  sanción;  y,  según  la  cual,  los  di- 
putados no  podían  participar  de  los  aumentos  de  las 
dietas  que  votaban. 


(i)  Debates  de  la  Convención,  tomo  II,  página  1242. 
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La  práctica  ha  dado  á  esa  cláusula  una  interpre- 
tación contraria  á  aquélla;  tanto  en  el  Congreso 
como  en  la  Legislatura  de  Buenos  Aires,  las  dietas 
de  sus  miembros  han  sido  varias  veces  aumentadas, 
y  los  legisladores,  autores  de  los  aumentos,  han  par- 
ticipado de  sus  ventajas. 

Es,  pues,  necesario  aclarar,  en  el  texto  de  la  Cons- 
titución, el  concepto,  y  dejarlo  perfectamente  intergi- 
versable. 

Eso  es  lo  que  me  he  propuesto  en  la  redacción 
que  he  dado  al  artículo  98.  No  basta  decir  que  no 
se  aplicarán  los  aumentos  sino  en  el  período  siguiente, 
porque,  como  cada  año  forma  un  período  legislativo, 
y  la  Legislatura  sólo  se  renueva,  totalmente,  cada  dos 
años,  según  la  reforma  propuesta,  y  cada  tres  años, 
actualmente,  resultaría  que  los  mismos  autores  de  los 
aumentos  estarían  en  la  Legislatura  en  el  período  si- 
guiente, y,  por  tanto,  los  aprovecharían. 

Pero,  si  aquello  pasó  en  la  Convención  de  1873, 
algo  más  grave  ocurre  con  respecto  á  la  Convención 
de  1 889. 

La  reforma  que  propongo  al  artículo  98,  no  es 
una  reforma,  SINO  el  simple  restablecimiento 
DEL  TEXTO  DE  LA  DISPOSICIÓN,  tal  como  quedó  de- 
finitivamente sancionada  en  la  Convención  que  dictó 
la  actual  Constitución,  sin  que  aparezca,  sin  embargo, 
en  ninguna  de  las  ediciones  de  la  Constitución,  el 
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párrafo  que  establece  la  época  en  que  deben  hacerse 
efectivos  los  aumentos  de  dieta  que  se  sancionen  para 
los  legisladores. 

No  causará  poca  sorpresa  esta  afirmación;  pero 
ella  resulta  de  una  manera  evidente  del  Diario  de 
Sesiones  de  la  Convención  Constituyente  de  1882  á 
1889,  en  la  única  edición  que  conozco,  y  en  la  que 
no  figura  una  palabra  siquiera  que  haga  constar  que 
es  una  publicación  oficial. 

La  gravedad  del  hecho  me  ha  obligado  á  no  acep- 
tarlo jurídicamente.  Para  el  pueblo  de  la  Provincia  y 
para  sus  autoridades,  el  único  texto  auténtico  de  la 
Constitución  sancionada  definitivamente,  en  la  sesión 
del  17  de  Octubre  de  1889,  es  el  que,  manuscrito, 
fué  remitido  al  Poder  Ejecutivo  por  el  Presidente  de 
la  Convención,  con  la  firma  autógrafa  de  todos  los 
convencionales  presentes  á  la  sesión  de  clausura  ( i ) ; 
y,  en  esa  Constitución,  el  artículo  98  figura  con  el 
siguiente  texto,  que  es  el  mismo  de  la  Constitución 
de  1873: 

«  Los  Diputados  y  Senadores  gozarán  de  una 
remuneración  determinada  por  la  Legislatura.» 

Idéntico  texto  he  encontrado  en  once  ediciones  de 
la  Constitución  de  la  Provincia,  de  1889,  que  he  te- 


co  Así  lo  resolvió  la  Convención  en  esa  sesión.  —  Véase  Diario  de  Sesiones,  etc., 
tomo  II,  páginas  460  y  siguiente. 


DE   LA  LEGISLATURA  5o3 


nido  á  la  vista,  incluso  las  oficiales  hechas  por  el 
Poder  Ejecutivo  y  por  las  Cámaras. 

Ante  esta  uniformidad,  con  respecto  al  texto  de 
ese  artículo,  y,  sobre  todo,  ante  la  manera  como  él 
ha  sido  aplicado  en  los  casos  en  que,  después  de  su 
sanción,  la  Legislatura  ha  aumentado  la  remuneración 
de  sus  miembros,  he  debido  admitir  como  posibles 
errores  ú  omisiones  en  el  Diario  de  Sesiones  de  la 
Convención;  y,  por  tanto,  no  he  insistido  más  ade- 
lante en  sostener  que  la  reforma  que  propongo,  fué 
ya  sancionada  por  la  Convención  de  1889. 

Sin  embargo,  es  mi  deber  exponer  aquí  los  ante- 
cedentes que  me  ofrece  el  Diario  de  Sesiones  de  la 
Convención;  no  teniendo  recuerdos  personales  á  este 
respecto,  por  haber  renunciado  el  cargo  de  conven- 
cional antes  de  la  sesión  de  21  de  Febrero  de  1889, 
en  que  se  sancionó  definitivamente  el  artículo  98 
actual,  con  el  numero  97. 

Es  sabido  que,  hasta  el  12  de  Abril  de  1888,  la 
convención,  —  que  se  había  reunido  en  Flores  en 
1882, — funcionó  irregularmente.  Contra  el  texto  ex- 
preso de  lo  dispuesto  en  la  Constitución  de  1873,  á 
propósito  de  la  reforma  de  ella  misma,  la  Convención 
resolvió  que  bastaban  veintiséis  de  sus  miembros 
para  formar  quorum,  cuando  la  Constitución  hacía 
indispensable  un  quorum  de  treinta  y  seis  —  la  ma- 
yoría absoluta  del  total  de  convencionales. 

34 
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Para  enmendar  esos  entuertos,  la  Convención,  reu- 
nida en  quorum  constitucional,  dispuso  volver  á  dis- 
cutir y  sancionar  todas  las  disposiciones  que  se  habían 
ya  votado,  pues  resultó  que  «no  se  había  sancionado 
ninguna  reforma  con  el  quorum  de  treinta  y  ocho 
convencionales»,  según  lo  manifestó  un  convencional, 
« pues  recién  cuando  comenzó  á  funcionar  la  con- 
vención con  veintiséis  de  sus  miembros,  comenzaron 
las  reformas»  (O,  como  lo  expuso  otro  convencional 
que  había  examinado  las  actas  y  papeles  del  cuerpo. 

Buscando  facilitar  el  trabajo,  se  nombró  una  comi- 
sión con  el  objeto  de  estudiar  las  reformas  hechas 
en  minoría;  y,  á  su  vez,  aconsejar  á  la  convención 
las  que  creyese  convenientes. 

En  la  sesión  de  21  de  Febrero  de  1889,  se  expidió 
aquélla  en  el  estudio  hecho  hasta  el  artículo  97  in- 
clusive, y  aconsejó  la  sanción  de  las  reformas  que 
entendía  oportunas. 

En  ese  dictamen  figuraba  el  artículo  97,  en  la 
forma  siguiente: 


Constitución  vigente 

Art.  97.  Los  senadores 
y  diputados  gozarán  de  una 
remuneración  determinada 
por  la  Legislatura. 


Sanción  de  la  Convención 
en  minoria 

Art.  97.  Los  senadores 
y  diputados  gozarán  de  una 
remuneración  determinada 
por  la  Legislatura. 

La  ley  que  altere  el  suel- 
do de  los  senadores  y  dipu- 
tados, sólo  regirá  tres  años 
después  de  sancionada. 


Reforma  propuesta  por  la 
Comisión  Permanente 

Art.  97.  Los  senadores 
y  diputados  gozarán  de  una 
remuneración  anual  deter- 
minada por  la  Legislatura. 

La  ley  que  altere  dicha 
remuneración f  sólo  regirá 
tres  años  después  de  pro- 
mulgada. 


(i)  Diario  de  la  Convención ^  tomo  II,  páginas  19  y  20. 
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Discutido  el  dictamen  de  la  Comisión,  llegó  el 
momento  en  que  entró  al  debate  este  artículo  97 
(hoy  98);  y,  siendo  muy  breve  la  discusión  á  que  él 
dio  lugar,  me  parece  lo  más  conveniente  transcribirla 
íntegramente,  tomándola  del  Diario  de  Sesiones  de 
la  Convención. 

Después  de  leerse  el  texto  del  artículo  propuesto 
por  la  comisión,  el  presidente  lo  puso  en  discusión, 
y  pidió  la  palabra  el 

Señor  Barraquero, —  La  comisión  ha  agregado  la  palabra  anaaly 
para  evitar  en  el  porvenir  el  abuso  que  ya  se  ha  cometido,  no  en 
el  orden  provincial,  aquí,  sino  en  el  orden  nacional,  que,  con  mo- 
tivo de  sesiones  extraordinarias  ó  de  prórroga,  se  han  decretado 
dietas  extraordinarias. 

La  comisión  cree  que  con  esta  palabra  anual^  queda  expresa- 
mente determinado  que  los  Senadores  y  Diputados  no  gozarán,  y 
en  ningún  caso  podrán  decretarse  dieta  extraordinaria. 

Señor  Hernández,— H^cy  que  observar  que  no  siendo  las  se- 
siones anuales  no  puede  ser  anual  la  remuneración.  La  remunera- 
ción del  legislador  debe  ser  por  el  período. 

Vamos  á  restringir  tanto  las  facultades  de  la  Legislatura  que  no 
va  á  quedar  nada. 

Creo  que  está  bien  el  artículo  de  la  Constitución  actual. 

Señor  Mitre  y  Vedia,— Es  á  los  efectos  del  presupuesto  que  se 
vota  anualmente. 

Señor  Barraquero,  — ¿Cómo  se  puede  alterar  anualmente  el 
sueldo . . .  ? 

Señor  Hernández,—  La  segunda  parte  del  artículo,  « sólo  regirá 
tres  años  después  de  promulgada»,  me  parece  demasiada  precau- 
ción, demasiados  temores  de  los  abusos  que  pueda  cometer  la 
Legislatura. 

Que  se  trate  de  restringir  y  controlar  los  abusos  que  puedan 
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cometer  los  poderes  ¡enhorabuena!  Pero  la  Legislatura,  que  sólo 
tiene  este  resorte  para  gobernar;  el  gran  resorte  de  la  Legislatura 
para  gobernar  es  el  presupuesto!  Esto  es  sabido;  no  hay  uno  que 
haya  abierto  un  libro  de  derecho  constitucional  que  no  haya  en- 
contrado: el  presupuesto  es  el  resorte  que  la  Legislatura  tiene. 
Mediante  el  presupuesto,  altera  la  administración,  cambia  funcio- 
narios, etc.  Este  es  su  único  resorte.  Por  eso  se  dice  que  es  la 
ley  de  las  leyes. 

Imponemos  á  la  Legislatura  que  vote  la  remuneración  de  sus 
miembros  cada  tres  años.  Pero  la  vida  en  este  país  cambia  de  un 
año  para  otro.  Bastará  que  se  diga ...  pero  no  puede  decirse; 
porque  debe  dejarse  á  la  lealtad,  honradez  y  patriotismo  de  los 
representantes  del  pueblo,  el  saber  que  no  deben  hacer  cosas  im- 
propias, cosas  que  afectan  su  honor,  cosas  que  los  pongan  en  la 
picota,  para  que  la  prensa  y  la  opinión  pública  los  fustigue.  A 
lo  sumo,  debe  decirse  que  esa  remuneración  no  debe  regir  en  el 
año  actual.  Esto  es  lo  más  que  se  puede  hacer. 

Francamente,  es  dudar  demasiado  de  la  honradez,  patriotismo 
y  desinterés  de  altos  funcionarios  de  la  provincia;  porque  los  Se- 
nadores y  Diputados  son  elegidos  de  la  crema  del  país  y  de  los 
partidos. 

Al  hablar  en  este  sentido,  supongo  que  los  señores  convencio- 
nales juzgan  debidamente  al  que  habla.  Yo  hablo  de  los  poderes 
públicos  del  país  y  de  las  funciones  que  representan. 

Yo  digo:  el  Gobernador  de  la  Provincia,  los  miembros  de  la 
Suprema  Corte,  los  miembros  del  Poder  Legislativo,  todos  ellos 
son  los  principales  del  país;  porque  se  supone  que  no  han  lle- 
gado á  esos  altos  puestos  sin  haber  acreditado  con  su  sacrificio, 
inteligencia  y  virtud,  que  son  dignos  de  ellos. 

Por  consiguiente,  no  se  deben  rodear  de  estas  precauciones  in- 
dignas, que  menoscaban  la  altura  en  que  se  debe  considerar  al 
funcionario  de  tan  alta  posición. 

Estas  son  las  razones  que  tengo  para  oponerme  á  esta  innova- 
ción y  votar  simplemente  por  el  artículo  de  la  Constitución  ac- 
tual, y  creo  que  está  muy  bien  y  que  hasta  ahora  no  ha  dado 
motivo  de  queja. 
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Porque  si  el  señor  convencional  miembro  informante,  se  re- 
fiere á  lo  que  ha  pasado  en  el  orden  nacional,  yo  no  se  lo  dis- 
cuto, porque  no  es  el  caso  de  discutirlo,  pero  creo  que  tuvieron 
razón;  y  si  el  señor  convencional  se  pone  en  el  caso  de  los  re- 
presentantes de  las  provincias,  que  abandonan  su  localidad,  sus 
intereses,  su  familia,  para  venir  á  la  Capital  Federal  á  representar- 
las durante  un  tiempo  determinado,  sacrificando  sus  intereses  en 
bien  del  país,  es  justo  que  el  país  los  retribuya. 

Cuando  ellos  se  han  votado  una  dieta  extraordinaria,  han  vo- 
tado una  cosa  justa.  Y  si. mañana  lo  hicieren  los  representantes 
de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  si  una  vez  lo  hicieren  mal,  se- 
ría preferible  dejar  pasar  ^e  mal  que  no  dejar  consignada  en 
nuestra  carta  fundamental  una  disposición  que  menoscaba  su  pa- 
triotismo y  honradez. 

P9r  estas  razones  voy  á  votar  en  contra  de  lo  que  se  propone. 

Señor  Barraquero.  —  Creo  que  no  es  para  alarmar  esta  reforma 
constitucional.  Esta,  como  muchas  otras,  responden  á  un  princi- 
pio de  moralidad,  y  si  fuéramos  á  extendemos  en  este  orden  de 
consideraciones,  podría  decir  que  también  serían  injustas  ciertas 
prevenciones  que  se  toman  respecto  á  los  miembros  de  otros 
poderes. 

Así,  sería  también  una  ofensa  la  prescripción  de  que  un  juez 
no  puede  dictar  una  sentencia  condenando  al  mismo  que  le  ha 
faltado  al  respeto.  Sería  también  inmoral  la  prescripción  consti- 
tucional que  prohibe  que  determinados  funcionarios  no  puedan 
ser  elegidos  para  el  período  siguiente. 

Esta  reforma  es  moral.  Así  es  que  la  comisión  insiste  en  lo 
que  propone. 

Señor  Oelfy.  —  Acepto  la  modificación  propuesta  por  la  comisión 
y  voy  más  lejos. 

En  vez  de  decir:  la  ley  que  allere  debe  decir  la  ley  que  au- 
mente dicha  remuneración. 

Señor  Barraquero.  —  Ese  es  el  espíritu  de  la  modificación. 

Señor  Mitre  y  Vedia.  —  Yo  no  participo  de  los  temores  del  se- 
ñor convencional  Hernández,  de  que  este  artículo  puede  ser  algo 
depresivo  para  la  dignidad  del  Senador  ó  Diputado  á  lo  que  va 
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á  ser  aplicado;  al  contrarío,  creo  que  es  salvar  un  caso  de  deli- 
cadeza el  prescribir  que  no  pueden  votarse  aumento  en  su  propio 
sueldo. 

Puede  llegar  á  suceder  y  sucede  que,  es  necesario  aumentar  la 
dieta  de  los  Senadores  y  Diputados,  porque  las  condiciones  de 
la  vida  han  vanado  y  la  remuneración  es  exigua;  y,  sin  embargo, 
muchos  legisladores  habrá  que  tengan  escrúpulo  en  aumentarse 
el  sueldo,  mientras  que  siendo  ese  aumento  para  otros  no  tienen 
razón  de  ser  esos  escrúpulos. 

Yo  he  de  votar,  pues,  por  el  despacho. 

Señor  Hernández.  —  Debo  observar  al  señor  convencional  que 
los  presupuestos  se  votan  anualmente,  con  arreglo  al  estado  de' 
país,  con  arreglo  á  las  circunstancias  actuales. 

No  se  puede  prever  un   presupuesto  para  dentro  de  tres  años. 

Se  vota  una  ley  estableciendo  una  remuneración,  por  ejemplo, 
que  viene  á  pesar  en  el  presupuesto  de  la  provincia  en  doscientos 
mil  patacones. 

Dentro  de  tres  años  ya  ha  agravado  á  la  provincia  con  ella  y 
ha  agravado  su  presupuesto;  ya  viene  el  gobierno  bajo  la  influen- 
cia del  presupuesto  imperativo,  y  no  sabemos  si  dentro  de  tres 
años  será  un  período  en  que  se  podrá  atender  ese  gasto:  tal  vez 
sea  un  período  de  decadencia;  se  han  perdido  las  cosechas... 

Señor  Mitre  y  Vedia  (E.)  —  Si  se  sanciona  el  aumento  para  que 
empiece  á  regir  inmediatamente,  va  á  regir  también  dentro  de  tres 
años. 

Señor  Hernández.  —  No,  porque  se  altera  en  la  misma  ley  —  la 
dieta  de  los  Diputados,  el  sueldo  del  Gobernador,  Ministros,  el 
de  toda  la  administración.  Se  vota  anualmente.  No  hay  país  en 
el  mundo  en  que  exista  una  partida  fuera  del  presupuesto. 

Esta  es  una  novedad  muy  nueva,  como  decía  el  señor  conven- 
cional. 

Señor  Gelly.  —  Llegado  el  caso  que  supone  el  señor  convencio- 
nal, sucederá  esto. 

Una  ley  que  se  dicta  este  año  para  regir  dentro  de  tres  años, 
si  transcurridos  esos  tres  años,  no  permite  la  situación  del  país 
la  vigencia  de  esa  ley,  se  deroga;  y  si  el  estado  del  país  lo  per- 
mite se  pone  en  vigencia. 
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Señor  González.  — HdLgo  moción  de  que  se  cierre  el  debate. 

—  Apoyada   sufícientemeote,  se  vota  si  se  cierra  cl  debate  y  resulta  afír- 
mativa. 

—  Se  vota  si  se  aprueba  el  articulo  de  la   Convención  en  minoría,  y  re- 
sulta rechazado. 

Señor  Hernández.  — P\do  que  se  vote  por  partes  el  artículo, 
porque  votaré  por  la  primera  y  no  por  la  segunda. 

—  Se  vota  la  primera  y  es  aprobada. 

—  Puesta  en  discusión  la  segunda,  dice  el 

Señor  Enciso.—\o  votaría  por  el  artículo  tal  como  está. 

Así  es  que  pido  que  se  sobreentienda  que  si  ese  artículo  es  re- 
chazado con  la  palabra  aumente,  puede  votarse  en  seguida  con  la 
palabra  altere. 

—  Se  vota  y  se  aprueba  con  la  palabra  aumtnit. 

Señor  Belín  Sarmiento.  —  Hago  moción  para  que  se  levante  la 
sesión. 

—  Apoyada  sufícientemente,  se    vota  y   aprueba,  levantándose  en  seguida 
la  sesión  siendo  las  cuatro  de  la  tarde . 


Segün  esa  relación  in  extenso  de  la  sesión  en  que 
el  artículo  98  actual  fué  discutido,  la  Convención 
Constituyente,  sancionó,  como  último  párrafo,  de  esa 
disposición,  el  siguiente: 

« La  ley  que  aumente  dicha  remuneración  sólo 
regirá  tres  años  después  de  su  promulgación.^ 

Después  de  la  sesión  de  21  de  Febrero  de  1889, 
en  que  tuvo  lugar  aquella  sanción,  no  ha  vuelto  la 
Convención  á  ocuparse  del  asunto,  según  el « Diario 
de  Sesiones»;  pues  aun  cuando  son  muchos  los  ar- 
tículos que  fueron  reconsiderados,  no  figuró  nunca, 
entre  ellos,  el  actual  98. 
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Sin  embargo,  una  duda  me  ha  asaltado;  duda  que 
es  la  que  me  ha  hecho  proponer  la  reforma,  sin 
atreverme  á  sostener  que  ella  sería  innecesaria,  por 
cuanto,  el  artículo  sancionado  en  1889,  dice  lo  mismo 
que  el  que  yo  propongo,  con  la  sola  diferencia  de 
que  yo  amoldo  esa  disposición  á  la  duración  actual 
del  mandato  de  senador. 

Aquella  duda  consiste  en  lo  siguiente:  —  Según  el 
Diario  de  Sesiones,  en  la  ultima  de  éstas,  celebrada 
el  1 7  de  Octubre  de  1 889,  «  se  leyó  y  aprobó  »  la  ac- 
tual Constitución;  pero,  para  hacerlo,  fueron  leídos 
todos  los  artículos,  modificándose  algunos  de  ellos,  á 
medida  que  se  iban  leyendo  ( i }. 

En  esa  sesión  no  aparece  modificado  el  artículo 
98;  pero  tampoco  aparece  aprobado,  ni  siquiera  leído 
en  forma  alguna. 

Efectivamente:  se  leyeron  hasta  el  artículo  48;  y, 
luego,  sin  que  se  diga  por  qué  causa,  no  figuran  los 
demás  artículos;  se  entra  á  discutir  enmiendas  di- 
versas, para  luego  continuar  la  lectura  y  el  debate 
con  el  inciso  15  del  artículo  99,  perteneciente  al  ca- 
pítulo referente  á  las  Atribuciones  del  Poder  Legis- 
lativo;  artículo  que  sigue  inmediatamente  al  98,  que 
es  el  que  trata  de  la  dieta  de  los  diputados  y  se- 
nadores, y  sobre  esta  disposición  nada  se  encuentra 
en  la  sesión  á  que  me  refiero. 


(i)  Véase  cl  Diario  de  Sesiones^  tomo  II,  página  426  y  siguientes. 
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Esto  no  es  de  extrañarse.  En  esa  ultima  reunión 
de  la  convención,  no  fué  el  reglamento  ni  la  regula- 
ridad del  debate  lo  que  primó,  de  manera  que  no 
tendría  nada  de  extraño  que  algo  se  hubiese  resuelto 
con  respecto  á  la  parte  final  del  artículo  97  (98  actual) 
sancionado  en  la  sesión  de  21  de  Febrero  de  1889, 
y  que  no  figure  en  el  Diario  de  Sesiones^  que,  á  su 
vez,  también  tiene  muchas  deficiencias. 

Acaso  en  el  Libro  de  Actas,  original  de  la  Conven- 
ción, se  podría  aclarar  esta  duda,  sabiéndose  si  la 
sanción  que  he  invocado — transcribiendo  íntegra  la 
sesión  en  que  ella  se  verificó  —  fué  anulada  por  otra 
posterior,  que  no  aparece  en  el  Diario  de  Sesiones; 
pero  no  he  querido  comprobado,  porque,  de  todos 
modos,  ello  sería  perfectamente  inútil. 

Aun  cuando  no  se  hubiese  modificado  la  situación 
del  artículo  98,  después  de  aquella  sanción,  el  único 
texto  oficial  y  auténtico  de  esa  disposición,  es  el  que 
figura  en  todas  las  ediciones  de  la  Constitución  actual; 
y,  por  tanto,  es  á  ese  texto  al  que  yo  tengo  que 
atenerme  para  proponer  las  reformas. 

Si  he  traído  á  este  libro  y  á  este  lugar  esos  an- 
tecedentes, ha  sido  con  el  objeto  de  apoyar  más  la 
reforma  que  he  indicado,  demostrando  que  ella  fué 
ya  sancionada  por  la  última  convención. 

Por  lo  demás,  sería  la  Legislatura,  al  sancionar 
aumentos  á  la  dieta  de  sus  miembros,  la  que  debería 
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averiguar  cuál  es  el  texto  verdadero  del  artículo  98, 
y,  aun  resultando  que  es  el  que  aquí  aparece,  sólo 
podría  invocarse  como  un  elemento  de  efecto  moral, 
porque,  jurídicamente,  la  firma  de  los  convencionales 
puesta  al  pie  de  la  Constitución  que  sirvió  para  ser 
jurada  en  comicios  públicos,  ha  dado  autenticidad  y 
valor  al  actual  artículo  98,  como  el  único  sancionado 
por  la  convención,  aun  cuando  la  verdad  histórica 
diga  lo  contrario. 


Otras  disposiciones  comunes  á  ambas  Cámaras 

En  las  páginas  precedentes  de  este  capítulo,  he 
examinado  todas  las  disposiciones  que  se  encuentran 
en  distintos  artículos  que  figuran  en  la  actual  Consti- 
tución, bajo  rubros  distintos  de  los  que  yo  he  45uesto 
en  mi  plan  de  reformas. 

Quedan  muchas  de  esas  disposiciones  que  yo  en- 
tiendo que  no  deben  reformarse,  y  que  deben  con- 
servarse íntegras,  tales  cuales  se  encuentran  actual- 
mente en  la  Constitución  ( i  j,  sin  más  diferencia  que 
su  colocación. 


( I )  Todas  esas  disposiciones  figuran  en  el  capitulo  que  se  titula  Disposiciones  co- 
munes á  ambas  Cámaras,  y  son  las  siguientes: 

Art.  8o.  Los  Senadores  y  Diputados  residirán  en  la  Provincia  mientras  dure  el 
ejercicio  de  sus  funciones. 

Art.  8  I .  Iwas  Cámaras  podrán  ser  convocadas  por  el  Poder  Ejecutivo  á  sesiones 
extraordinarias,  siempre  que  un  asunto  de  interés  público  y  urgente  así  lo  exija,  ó 
cuando  por  las  mismas  razones,  lo  solicite  una  cuarta  parte  de  los  miembros  de  cada 


DE   LA   LEGISLATURA  5  I  3 


Yo  he  incluido  bajo  el  rubro  De  la  LegislaturUy 
todo  lo  que  es  común  á  ambas  Cámaras,  cualquiera 
que  sea  el  lugar  de  esta  sección  en  que  hoy  figure 
la  disposición. 


Cámara;  y,  en  estos  casos,  sólo  se  ocuparán  del  asunto  ó  asuntos  que  motiven  la 
convocatoria. 

Antes  de  entrar  las  Cámaras  á  ocuparse  del  asunto  que  motiva  la  convocatoria, 
deberán  declarar  previamente  que  ha  lle/zado  el  caso  de  urgencia  y  de  interés  público 
á  que  se  refíere  la  primera  parte  de  c&te  articulo. 

Art.  83.  Para  funcionar  necesitan  mayoría  absoluta  del  total  de  sus  miembros; 
pero,  en  número  menor,  podrán  reunirse  al  solo  efecto  de  acordar  las  medidas  que 
estimen  convenientes  para  compeler  á  los  inasistentes. 

Art.  84.  Ninguna  de  las  Cámaras  podrá  suspender  sus  sesiones  más  de  tres  días 
sin  acuerdo  de  la  otra. 

Art.  86.  Cada  Cámara  podrá  nombrar  comisiones  de  su  seno,  para  examinar  el 
estado  del  tesoro  y  para  el  mejor  desempeño  de  las  atribuciones  que  le  conciernen, 
y  podrá  pedir  á  los  jefes  de  departamento  de  la  administración,  y  por  su  conducto 
á  sus  subalternos,  los  informes  que  crea  convenientes. 

Art.  87.  Podrán  también  expresar  la  opinión  de  su  mayoría  por  medio  de  reso- 
luciones ó  declaraciones  sin  fuerza  de  ley,  sobre  cualquier  asunto  político  ó  admi- 
nistrativo que  afecte  los  intereses  generales  de  la  Provincia  ó  de  la  Nación. 

Art.  88.  Cada  Cámara- podrá  hacer  venir  á  sala  á  los  ministros  del  Poder  Ejecu- 
tivo, para  pedirles  los  informes  que  estime  conveniente. 

Art.  89.  Cada  Cámara  se  regirá  por  un  reglamento  especial  y  nombrará  su  pre- 
sidente y  vices,  á  excepción  del  presidente  del  Senado,  que  lo  será  el  Vicegobernador, 
pero  no  tendrá  voto  sino  en  caso  de  empate. 

Art.  90.  La  Legislatura  sancionará  su  presupuesto  acordando  el  número  de  em- 
pleados que  necesite,  su  dotación  y  la  forma  en  que  deben  proveerse. 

Art.  9  I .  Iwas  sesiones  de  ambas  Cámaras  serán  públicas  y  sólo  podrán  ser  secretas 
por  acuerdo  de  la  mayoría . 

Art.  92.  Los  miembros  de  ambas  Cámaras  son  inviolables  por  las  opiniones  que 
manifiesten  y  los  votos  que  emitan  en  el  desempeño  de  su  cargo. 

No  hay  autoridad  alguna  que  pueda  procesarlos  ni  reconvenirlos  en  ningún  tiempo 
por  tales  causas. 

Art.  93.  Los  Senadores  y  Diputados  gozarán  de  completa  inmunidad  en  su  per- 
sona desde  el  día  de  su  elección  hasta  el  día  en  que  cese  su  mandato,  y  no  podrán 
ser  detenidos  por  ninguna  autoridad  sino  en  caso  de  ser  sorprendidos  infraganti  en 
la  ejecución  de  algún  crimen,  dándose  inmediatamente  cuenta  á  la  Cámara  respectiva, 
con  la  información  sumaria  del  hecho,  para  que  resuelva  lo  que  corresponde,  según 
el  caso,  sobre  la    inmunidad  personal. 

Art.  94.  Cuando  se  deduzca  acusación  ante  la  justicia  ordinaria  contra  cualquier 
Senador  ó  Diputado,  examinado  el  mérito  del  sumario,  podrá  la  Cámara  respectiva, 
con  dos  tercios  de  votos,  suspender  en  sus  funciones  al  acusado,  dejándolo  á  dispo- 
sición del  juez  competente  para  su  juzgamiento. 
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Me  parece  que  esto  simplifica  la  estructura  del 
instrumento,  é  impide  repeticiones  inútiles,  como  las 
que  he  señalado  más  adelante,  al  suprimir  algunos 
artículos  en  que  se  repetían  las  condiciones  exigidas 
para  ser  diputado  y  senador;  las  incompatibilidades 
de  éstos,  sus  inmunidades,  etc,  etc. 

Agotado  así  el  tema  de  lo  que  es  común  á  Di- 
putados y  Senadores,  individualmente,  y  á  ambas  Cá- 
maras colectivamente,  voy  ahora  á  ocuparme  de  lo 
que  es  peculiar  de  cada  una  de  éstas. 


Art.  95.  Cada  Cámara  podrá  corregir  á  cualquiera  de  sus  miembros,  por  desor- 
den de  conducta  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  por  dos  tercios  de  votos,  y  en  caso 
de  reincidencia  podrá  expulsarlo  por  el  mismo  número  de  votos. 

Por  inasistencia  notable,  podrá  también  declararlo  cesante  en  la  misma  forma. 

Art.  96.  Cada  Cámara  tendrá  jurisdicción  para  corregir  los  actos  que  atenten 
contra  su  autoridad,  dignidad  ó  independencia  y  contra  las  inmunidades  de  sus 
miembros.  La  ley  definirá  los  casos  y  las  penas  para  la  aplicación   de  este  articulo. 

Art.  97.  Al  aceptar  el  cargo  los  diputados,  jurarán  por  Dios  y  por  la  Patria  des- 
empeñarlo fielmente. 

Art.  98.  Los  Senadores  y  Diputados  gozarán  de  una  remuneración  determinada 
por  la  Legislatura. 


J 
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CAPÍTULO  II 

LOS  ACUERDOS  PARA  NOMBRAMIENTOS 

Los  artículos  68  y  77  de  la  actual  Constitución 
de  Buenos  Aires,  contienen  cláusulas  que  establecen 
la  facultad  de  la  Cámara  de  Diputados  y  del  Senado 
para  prestar  acuerdos  al  Poder  Ejecutivo  para  el 
nombramiento  de  ciertos  funcionarios  públicos,  in- 
cluso los  Ministros  secretarios  del  despacho. 

Este  ha  sido  uno  de  los  puntos  en  que,  desde 
1899,  han  estado  de  acuerdo  que  es  menester  refor- 
mar, tanto  los  gobernantes  de  la  Provincia,  como  la 
prensa  metropolitana,  los  partidos  gubernistas  y  mu- 
chos diarios  locales  de  la  Provincia. 

Al  ocuparme  de  las  atribuciones  del  Poder  Ejecu- 
tivo, cuando  funde  los  motivos  que  tengo  para  pe- 
dir la  supresión  del  inciso  17  del  artículo  141,  me 
ocuparé  especialmente  de  estudiar  las  condiciones  del 
ministerio  entre  nosotros.  Por  ahora,  quiero  referirme 
á  los  acuerdos  en  general,  que  se  determinan  en  la 
Constitución  como  requisito  para  ciertos  nombra- 
mientos ( I ). 


(I)  Vcdsc  antes  página  279 
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El  inciso  P  del  artículo  68,  dice  que: 

«Es  de  competencia  exclusiva  de  la  Cámara 
de  Diputados: 

« V  Prestar  su  acuerdo  al  Poder  Ejecutivo 
para  el  nombramiento  de  los  miembros  del  Con- 
sejo de  Educación.  > 

Y  más  adelante,  al  ocuparse  la  Constitución  de  las 
atribuciones  del  Senado,  dice: 


« Presta  el  acuerdo  á  los  nombramientos  que 
hace  el  Senado,  con  este  requisito.» 


Y  luego,  el  mismo  artículo  agrega: 

«y  le  presenta  (al  Poder  Ejecutivo)  una  terna 
alternativa  para  el  nombramiento  de  tesorero  y 
subtesorero,  de  contador  y  subcontador.» 

Me  parece  que  de  estas  disposiciones,  no  debe 
quedar,  en  la  Constitución  futura,  ni  siquiera  esta  úl- 
tima parte. 

No  creo  que,  fuera  de  ciertos  funcionarios  perma- 
nentes, institucionales,  de  que  la  Constitución  misma 
se  ocupa,  deban  figurar  en  ella  empleados  que  la 
Legislatura  debe  estar  autorizada  á  suprimir,  y  que, 
—  como  el  Consejo  General  de  Educación,  el  pre- 
sidente del  Departamento  de  Ingenieros,  el  jefe  de 
la  Oficina  de  Tierras,  las  Comisiones  encargadas  de 
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construcciones,  —  no  son  ruedas  indispensables  de  la 
máquina  gubernativa,  tal  como  la  debe  crear  la  Cons- 
titución, y  la  concibieron  los  autores  del  sistema  re- 
presentativo republicano. 

Todos  los  empleados  que  acabo  de  enumerar,  re- 
quieren el  acuerdo  del  Senado  para  ser  nombrados; 
de  manera  que  se  ha  hecho  de  cada  uno  de  ellos 
una  institución  permanente,  incrustada  en  la  admi- 
nistración quand  méme,  y  aun  cuando  la  experiencia 
pruebe  que  las  escuelas  pueden  estar  mejor  adminis- 
tradas que  por  un  Consejo  General  de  Educación; 
que  el  Departamento  de  Ingenieros  debe  sufrir  mo- 
dificaciones y  estar  sujeto  á  la  amobilidad  que  la 
práctica  aconseje;  que  la  Oficina  de  Tierras  públicas 
pierde  su  importancia  á  medida  que  aquéllas  des- 
aparecen; que  el  Tribunal  de  Cuentas,  es  una  dele- 
gación de  facultades  legislativas,  que  no  debe  mante- 
nerse, y  que  el  mismo  Director  General  de  Escuelas 
puede  reemplazarse  con  ventajas. 

Determinar  en  la  Constitución  cuáles  son  los  em- 
pleados, para  cuyo  nombramiento  se  requiere  acuerdo 
del  Senado,  es  dar  una  existencia  institucional  y  per- 
manente á  esos  empleos,  lo  que  no  es  conveniente, 
porque  no  debe  hacerse  inmutable  sino  aquello  que 
sea  esencialmente  constitucional. 

Se  explica  el  acuerdo  para  los  nombramientos  del 
Poder  Judicial,  del  Fiscal  de  Estado,  del  Tesorero  y 
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del  Contador,  porque  todos  esos  funcionarios  forman 
parte  del  gobierno  representativo,  tal  como  se  con- 
cibe; son  agentes  para  aplicar  la  ley,  para  ejecutada, 
para  interpretada  y  para  vigilar  por  que  ella  se  cum- 
pla por  gobernantes  y  gobernados. 

En  todos  los  Estados  de  la  Unión  Americana,  el 
Fiscal  de  Estado  y  el  Contador,  por  lo  menos,  son 
elegidos  popularmente,  en  el  mismo  acto  en  que  se 
eligen  el  Gobernador  y  el  Secretario  de  Estado;  pero 
esto  tiene  como  explicación  la  circunstancia  de  que 
el  Fiscal,  el  Contador  y  el  Tesorero,  no  son  allí 
considerados  como  dependencias  del  Poder  Ejecutivo, 
sino  representantes  directos  del  pueblo,  con  funciones 
taxativas,  determinadas  en  las  mismas  constituciones. 

Esos  empleados  también  tienen  en  la  actual  Cons- 
titución de  Buenos  Aires,  un  procedimiento  especial 
para  su  nombramiento.  El  capítulo  VI  de  la  Sección 
cuarta  se  ocupa  expresamente  del  Fiscal  de  Estado, 
del  Contador  y  del  Tesorero^  y  es  allí  donde,  lo  mis- 
mo que  se  ha  determinado  la  manera  de  nombrar 
al  Fiscal,  debe  determinarse  el  modo  de  nombrar  á 
los  otros  funcionarios  aludidos. 

En  ese  caso,  las  disposiciones  de  que  me  ocupo, 
y  que  figuran  en  los  artículos  68  y  77  de  la  actual 
Constitución,  son  inútiles,  y  sólo  importan  repeticiones 
de  otros  artículos,  que  figuran  más  adelante  y  de 
los  que  tendré  que  ocuparme. 
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Esto  me  induce  á  aconsejar  su  supresión;  supre- 
sión que  no  ofrecerá  inconvenientes  desde  que,  al 
crear  cada  empleo  en  que  se  quiera  hacer  obligato- 
rio el  acuerdo  de  alguna  de  las  Cámaras  para  su 
nombramiento,  puede  decirse  expresamente,  como  ac- 
tualmente lo  establece  la  Constitución  con  respecto 
á  los  jueces  de  todos  los  tribunales. 


Del  juicio  político 

También  en  dos  capítulos  distintos,  la  Constitución 
actual  ha  establecido  los  procedimientos  y  todas  las 
disposiciones  referentes  al  juicio  político. 

Yo  conservo  todos  los  artículos  de  la  Carta  Pro- 
vincial vigente,  en  lo  que  se  refiere  al  enjuiciamiento 
de  los  altos  funcionarios  del  Poder  Ejecutivo  y  del 
Poder  Judicial  (O;  y  sólo  los  reformo,  incluyendo  á 


(i)   Los  anículos  que  no  se  reforman  son  los  siguientes: 

Art.  68.  Es  de  competencia  exclusiva  de  la  Cámara  de  Diputados: 

2*  Acusar  ante  el  Senado  al  gobernador  de  la  provincia  y  sus  ministros,  al  vice- 
gobernador y  á  los  miembros  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  por  delitos  en 
el  desempeño  de  sus  funciones  ó  falta  de  cumplimiento  á  los  deberes  de  su 
cargo. 

Para  usar  de  esta  atribución,  deberá  preceder  una  sanción  de  la  Cámara  por  dos 
tercios  de  votos  de  sus  miembros  presentes,  que  declaren  que  hay  lugar  á  formación 
de  causa.  Cualquier  habitante  de  la  provincia  tiene  acción  para  denunciar  ante  la 
Cámara  de  Diputados  el  delito  ó  falta,  á  efecto  de  que  se  promueva  la  acusación. 

La  ley  determinará  el  procedimiento  de  estos  juicios. 

Art.  69.  Cuando  se  deduzca  acusación  por  delitos  comunes  contra  los  funciona- 
rios acusables  por  la  Cámara  de  Diputados,  no  podrá  procedcrse  contra  sus  personas 
sin  que  se  solicite  por  el  tribunal  competente  se  allane  la  inmunidad  del  acusado,  á 
cuyo  efecto  se  remitirán  los  antecedentes  á  aquella  cámara  y  no  podrá  allanarse  dicha 
inmunidad  sino  por  dos  tercios  de  votos. 
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los  miembros  de  las  cámaras  de  Apelación  y  á  los 
jueces  de  primera  instancia,  entre  los  funcionarios 
sujetos  al  juicio  político,  porque  me  parece  que  tienen 
razón  los  que  impugnan  el  actual  sistema  del  juiy, 
para  la  acusación  de  los  jueces  inferiores  á  la  Supre- 
ma Corte. 

La  práctica  ha  demostrado  que  el  enjuiciamiento 
en  esa  forma,  á  la  vez  que  no  ofrece  facilidades  á 
los  acusadores,  tampoco  ofrece  garantías  á  los  acu- 
sados. 

No  veo,  pues,  la  razón  para  no  incluir  en  la  re- 
forma lo  que,  en  el  ensayo,  ha  dado  malos  resul- 
tados. 

Para  los  acusadores,  el  jury  de  enjuiciamiento  de 
los  magistrados  reglamentado  por  la  ley,  tiene  el  in- 
conveniente de  exigírseles  ciertas  garantías  previas  á 
la  acusación,  que  colocan  á  los  jueces  inferiores  en 
mejores  condiciones  que  á  los  miembros  de  la  Su- 


Art.  74.  Es  atribución  exclusiva  del  Senado  juzgar  en  juicio  público  á  los  acusa- 
dos por  la  Cimara  de  Diputados,  constituyéndose  al  efecto  el  tribunal  y  prestando 
sus  miembros  juramento  ó  afirmación  para  estos  casos. 

Cuando  el  acusado  fuese  el  gobernador  ó  vicegobernador  de  la  Provincia,  deberá 
presidir  el  Senado,  el  presidente  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  pero  no  tendrá 
voto. 

Art.  75.  El  fallo  del  Senado,  en  estos  casos,  no  tendrá  más  efecto  que  destituir  al 
acusado,  y  aun  declararlo  incapaz  de  ocupar  ningún  puesto  de  honor  ó  á  sueldo  de 
la  Provincia. 

Ningún  acusado  podrá  ser  declarado  culpable,  sin  una  mayoría  de  dos  tercios  de 
votos  de  los  miembros  presentes. 

Deberá  votarse  en  estos  casos  nominalmentc  y  registrarse  en  el  Diario  de  Sesiones 
el  voto  de  cada  senador. 

Art.  76.  El  que  fuese  condenado  en  esta  forma,  queda,  sin  embargo,  sujeto  á  acu- 
sación y  juicio  ante  los  tribunales  ordinarios. 
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prema  Corte,  que  pueden  ser  acusados  directamente 
ante  la  Cámara  de  Diputados,  sin  necesidad  de  ha- 
cer depósitos  previos  de  dinero,  ni  más  formalidad 
que  su  presentación. 

Para  los  acusados,  el  jury  de  enjuiciamiento  les 
ofrece  menos  garantías  que  el  juicio  político,  porque 
no  tienen  más  que  ese  solo  tribunal  que,  á  la  vez 
que  juzga  antes  de  aceptar  la  acusación,  juzga  defi- 
nitivamente, después  de  terminado  el  sumario,  para 
condenar  ó  absolver. 

En  el  juicio  políticoj  se  tiene  primero  la  garantía 
de  los  dos  tercios  necesarios  en  la  Cámara  de  Di- 
putados para  promover  la  acusación;  y,  luego,  los  dos 
tercios  de  votos  del  Senado  para  condenar. 

Este  jury  de  enjuiciamiento  fué  una  innovación 
introducida  por  la  Convención  de  1 870  -  1 873,  á  las 
instituciones  conocidas  en  los  países  que  practican 
el  sistema  representativo,  por  intermedio  de  dos  Cá- 
maras Legislativas.  Fué  muy  discutido  entonces,  y  se 
aceptó,  al  fin,  sin  convicciones,  y  después  de  los  lar- 
gos debates  á  que  dio  lugar  la  sección  referente  al 
Poder  Judicial,  en  cuyo  capítulo  se  discutieron  hasta 
los  detalles  más  triviales  y  menos  institucionales. 

Yendo  á  las  fuentes  del  juicio  político,  el  jury  de 
enjuiciamiento  de  los  magistrados  es  contrario  á  sus 
fundamentos  y  sus  objetos. 

En  Inglaterra,  el  impeachment  es  una  facultad  que 
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ejerce  sólo  el  Parlamento.  Las  comisiones  que  se 
nombran  de  miembros  de  las  Cámaras,  tienen  por 
objeto  formar  los  procesos,  oir  á  los  testigos,  reunir 
antecedentes,  pero  no  decidir  nada  definitivo. 

Al  pasar  el  impeachment  á  la  América  del  Norte, 
conservó  su  carácter  de  institución  puramente  parla- 
mentaria, viéndose  ella  incluida  por  todos  los  trata- 
distas entre  las  atribuciones  judiciales  de  las  legisla- 
turas. 

En  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos,  y  en 
todas  las  constituciones  parciales  de  los  Estados,  el 
juicio  político  ha  permanecido  siempre  en  las  mismas 
condiciones.  Tanto  en  la  Nación,  como  en  la  mayor 
parte  de  los  Estados  parciales,  todos  los  empleados 
están  sujetos  al  impeachment,  iniciado  por  la  Cámara 
de  Diputados  ante  el  Senado.  Allí  donde  ese  juicio 
no  se  ha  hecho  tan  general,  todos  los  Jueces,  de  cual- 
quiera gerarquía,  son  justiciables  en  la  misma  forma: 
—  por  medio  del  juicio  político  parlamentario. 

En  la  Convención  de  1870-1873,  se  hizo  una 
discusión  especial  sobre  el  desafuero  de  las  personas 
sujetas  al  juicio  político  y  el  de  los  senadores  y  di- 
putados, confundiendo  los  actos  privados  y  los  delitos 
comunes  de  los  funcionarios, —  que  no  dan  acción 
para  el  impeachment, — con  las  faltas  de  conducta,  en 
el  ejercicio  de  las  funciones  oficiales,  inherentes  al 
cargo,  que  son  las  únicas  en  que  procede  el  juicio 
político. 
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No  he  creído  deber  ocuparme  de  este  punto,  por- 
que lo  considero  ageno  á  la  materia  tratada  en  este 
lugar. 

Al  modificar  el  artículo  68,  después  de  suprimido 
el  inciso  1°,  propongo  reformario  en  los  términos  si- 
guientes: 

«Artículo  68.  Es  de  competencia  exclusiva 
de  la  Cámara  de  Diputados,  acusar  ante  el  Se- 
nado al  Gobernador  de  la  Provincia  y  sus  Mi- 
nistros, al  Vicegobernador,  á  los  miembros  de 
la  Suprema  Corte  y  á  todos  los  jueces  letrados, 
por  delitos,  etc.» 

No  enumero  los  jueces  letrados,  porque,  no  sólo 
en  la  Constitución  se  crean  tribunales  de  derecho, 
sino  que  aquélla  también  faculta  á  la  Legislatura  á 
crearlos;  y,  mi  propósito  es  que  todo  juez  letrado, 
sea  cual  fuere  la  gerarquía  que  ocupe  en  el  Poder 
Judicial,  sea  sometido  á  idénticos  procedimientos,  en 
el  juicio  político. 

Como  consecuencia  de  esta  reforma,  deben  supri- 
mirse de  la  actual  Constitución,  los  artículos  193  á 
199  inclusive  ( 1 ),  que  ya  no  tendrían  aplicación  al- 
guna. 

Muchas  y  muy  diversas  serían  las  causas  que  pue- 


(I)  El  texto  de  los  artículos  cuya  supresión  se  aconseja,  es  el  siguiente: 
Art.   193.  Los  jueces  de  las  cámaras  de  apelación  y  de  primera  instancia  pueden 
ser  acusados  por  cualquiera  del  pueblo,  por   delitos  ó  faltas  cometidas  en  el  desem- 
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den  aplicarse  al  fracaso  de  la  nueva  institución  del 
jury  de  enjuiciamento  de  los  magistrados;  pero  no 
hay  objeto  en  entrar  á  discutir  é  investigar  esas  cau- 
sas, de  las  cuales  algunas  son  de  índole  grave. 

Para  justificar  la  reforma,  —  independientemente  de 
todo  lo  expuesto,  —  bastaría  recordar  que,  no  siendo 
condición  constitucional  para  ser  senador  ó  diputado, 
la  de  ejercer  la  profesión  de  abogado,  es  muy  fre- 
cuente que  el  jury  de  enjuiciamiento  de  los  magis- 
trados, se  integre  con  abogados  de  la  matrícula,  que, 
sin  mandato  ni  representación  popular  alguna,  sin 
haber  recibido  directa  ni  indirectamente  delegación 
de  poderes,  por  parte  del  pueblo,  son  eregidos  en 
jueces  transitorios  de  jueces  inamovibles,  contra  quie- 
nes acaso  tengan  que  vengar  agravios  ó  á  quienes 
es  fácil  tengan  que  agradecer  favores. 


peño  de  sus  funciones,  ame  un  jury  caliñcado,  compuesto  de  siete  diputados  y  cinco 
senadores  profesores  de  derecho,  y  cuando  no  los  haya,  se  integrará  con  letrados  que 
tengan  las  condiciones  necesarias  para  ser  electos  senadores. 

Art.  194.  El  juez  acusado  quedará  suspendido  en  el  ejercicio  de  su  cargo  desde  el 
día  que  el  jury  admita  la  acusación. 

Art.  195.  El  jury  dará  su  veredicto  con  arreglo  á  derecho,  declarando  al  juez 
acusado  culpable  ó  no  culpable  del  hecho  ó  hechos  que  se  le  imputen. 

Art.  196.  Pronunciado  c!  veredicto  de  culpabilidad,  la  causa  se  remitirá  al  juez 
ordinario  competente  para  que  aplique  la  ley  penal. 

Art.  197.  La  ley  determinará  los  delitos  y  faltas  de  los  jueces  acusables  ante  el 
jury  y  reglamentará  el  procedimiento  que  ante  él  debe  observarse. 

Art.  198.  Los  jueces  acusados  de  delitos  ajenos  á  sus  funciones,  serán  juzgados  en 
la  misma  forma  que  los  demás  habitantes  de  la  Provincia,  quedando  suspendidos 
desde  el  día  en  que  se  haga  lugar  á  la  acusación. 

Art.  199.  La  ley  determinará  el  modo  y  forma  cómo  deben  ser  nombrados  los 
demás  funcionarios  que  intervienen  en  los  juicios,  la  duración  de  sus  funciones,  la 
organización  del  jury  que  debe  conocer  y  resolver  en  las  acusaciones  que  contra  ellos 
se  establezcan  por  delitos  ó  faltas  cometidos  en  el  ejercicio  de  sus  respectivos  cargos 
y  el  procedimiento  que  debe  observar  el  jury. 
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Más  de  una  de  las  reformas  que  propongo,  en  el 
mismo  capítulo,  referente  al  Poder  Judicial^  demuestran 
que  no  rehuyo  innovaciones,  y  que,  aun  acepto  ó 
inicio  instituciones  que  aún  no  se  han  adoptado  en 
otras  partes.  Esto  basta  para  probar  que,  al  proponer 
la  supresión  del  jury  de  enjuiciamiento  de  los  magis- 
trados, lo  hago,  no  porque  él  sea  una  modificación 
á  la  práctica  universal,  referente  al  juicio  político, 
sino  porque  estoy  convencido  de  su  inconveniencia. 

Si  no  fuese  bastante  argumento  la  práctica  del  pa- 
sado, yo  invitaría  á  los  futuros  constituyentes  á  que 
leyesen  la  discusión  á  que  dio  lugar,  en  la  Convención 
de  1889,  una  reforma  insignificante,  de  forma  pura- 
mente, propuesta  por  un  convencional,  al  actual  ar- 
tículo 193  de  la  Constitución,  que  es  el  que  establece 
el  jury  de  enjuiciamiento  (O. 

Allí  se  dio  á  este  tribunal  alcances  que  revelan 
que  los  convencionales,  que  se  los  daban,  no  enten- 
dían que  el  jury  reemplazaba  al  Senado  en  un  juicio 
político.  Por  el  contrario:  en  vez  de  quererse  crear 
un  tribunal  que  juzgase  á  los  jueces  y  camaristas, 
quería  darse  á  éstos  «mayores  garantías  que  á  los 
miembros  de  la  Corte  Suprema»  {textual),  y  hasta 
facultar  á  aquéllos  para  dirigirse  ellos  al  jury  con  el 
objeto  de  dejar  sin  efecto  las  correcciones  disciplina- 
rias que  la  Corte  impusiese  á  los  jueces. 


(I)  Véase  Diario  de  la  Convención,  tomo  II,  páginas  428  y  siguientes. 
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En  una  palabra:  al  jury  de  enjuiciamiento  de  los 
magistrados, — que  puede  ser  compuesto  de  una  ma- 
yoría de  letrados  sin  el  carácter  de  legisladores,  —  se 
le  pretendía  dar  tales  atribuciones,  en  la  Convención 
de  1889,  que  podría  llegar  hasta  á  anular  decisiones 
del  más  alto  tribunal  de  la  Provincia;  del  que  juzga 
de  la  constitucionalidad  de  las  leyes  y  decretos;  del 
que  derime  hoy  los  conflictos  entre  los  altos  poderes. 

Si  no  hubiese  otro  motivo  que  el  temor  de  que 
llegue  un  momento  en  que  el  jury  de  los  magistra- 
dos pretenda  ejercer  las  facultades  de  que  le  creen 
investido  algunos  abogados,  —  esa  sola  consideración 
bastaría  para  quitarle  su  carácter  de  institución  cons- 
titucional permanente. 

Mañana  se  produciría  el  hecho;  y,  para  evitar  su 
repetición,  sería  menester  ir  á  otra  reforma  constitu- 
cional. 

Es  mejor  hacerlo  desde  ahora.  Nadie  conoce  ni 
defiende  la  conveniencia  de  este  jury,  y  son  muchos 
los  que  le  encuentran  contrario  al  régimen  de  go- 
bierno que  hemos  adoptado,  puesto  que  es  un  tribu- 
nal en  el  que  toman  parte  para  juzgar  á  los  repre- 
sentantes del  Poder  Judicial,  personas  que  no  han 
recibido  mandato  alguno  del  pueblo. 

Volvamos,  pues,  á  lo  que  universalmente  se  hace, 
y  no  nos  empeñemos  en  mantener  una  innovación 
que  ha  dado  resultados  poco  satisfactorios. 
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CAPÍTULO  III 

ATRIBUCIONES  DEL  PODER  LEGISLATIVO 

Divisiones  territoriales 

Aun  cuando  en  otra  disposición  anterior,  -  en  el 
capítulo  referente  al  Raimen  Electoral,  —  se  ha  im- 
puesto á  la  Legislatura  el  deber  de  dividir  el  terri- 
torio de  la  Provincia  en  distritos  electorales,  esa  di- 
visión puede  no  ser  la  más  conveniente  para  los  fines 
de  la  administración.  El  inciso  4^  del  artículo  99,  que 
es  el  que  enumera  las  atribuciones  del  Poder  Legis- 
lativo, debe,  pues,  mantenerse,  porque  por  él  se  fa- 
culta á  la  Legislatura  para  «afijar  las  divisiones  terri- 
toriales para  la  mejor  administración». 

Por  otra  parte,  si  la  futura  Convención  aceptase 
las  reformas  que  propongo,  más  adelante,  al  estudiar 
el  Raimen  Municipal,  esta  facultad  legislativa  será 
tanto  más  necesaria,  cuanto  que,  fuera  de  la  planta 
urbana  de  las  ciudades  y  pueblos  de  la  Provincia, 
quedarán  inmensas  zonas  de  territorios  que  será  in- 
dispensable subdividir,  con  fines  puramente  adminis- 
trativos. 
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Sin  embargo,  el  inciso  4^  del  artículo  99,  debe  re- 
formarse, limitando  la  facultad  que  él  confiere,  de 
manera  que  su  abuso  no  perjudique.  Yo  propongo 
el  siguiente  artículo: 

Artículo  99.  Corresponde  al  Poder  Legislativo: 
4^"  Fijar  las  divisiones  territoriales  para  la  mejor 
administración  de  la  Provincia;  no  podiendo 
crear  nuevos  partidos  sino  sobre  la  base  de 
un  centro  urbano  que  tenga...  habitantes  como 
minimum  y  una  extensión  de  territorio  que 
tenga  al  menos...  habitantes. 

Todo  lo  que  figura  en  letra  cursiva,  constituye  la 
reforma  que  yo  propongo  se  introduzca  en  este  ar- 
tículo. 

Desde  luego,  la  facultad  legislativa  de  fijar  las  di- 
visiones territoriales,  deben  tener  por  motivo  necesi- 
dades administrativas  de  la  Provincia,  y  no  puramente 
municipales.  Así,  por  ejemplo,  todo  aquello  que  tenga 
por  objeto  arreglos  edilicios  ó  fines  puramente  urba- 
nos de  los  municipios,  no  entra  en  las  facultades  que 
esta  disposición  acuerda  á  la  Legislatura,  porque 
esas  son  atribuciones  pertenecientes  á  las  autorida- 
des de  las  respectivas  localidades. 

Pero  es  indiscutible  que  la  Legislatura  debe  tener 
potestad  para  crear  nuevos  partidos,  con  territorios 
tomados  á  uno  ó  á  varios  de  los  actualmente  exis- 
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tentes;  y  es  esta  facultad  la  que  limita  la  última  parte 
de  la  reforma,  para  evitar  que  se  sigan  cometiendo, 
por  motivos  políticos  ó  por  satisfacer  intereses  pri- 
vados, los  muchos  abusos  que,  en  los  últimos  años, 
se  han  cometido  con  motivo  de  la  creación  de  nue- 
vos partidos. 

La  cifra  de  población  mínima  que  debe  tener  cada 
nuevo  partido,  así  como  la  del  centro  urbano  que 
deba  servirle  de  base,  las  he  dejado  en  blanco,  por- 
que ellas  deben  ser  fijadas  por  la  Convención  futura, 
según  los  datos  de  la  actualidad  de  esa  época. 

En  el  capítulo  referente  á  las  atribuciones  del  Poder 
Legislativo,  son  muy  pocas  las  enmiendas  que  pro- 
pongo, siendo,  algunas  de  ellas,  puramente  de  forma. 

Así,  por  ejemplo,  creo  que  debe  suprimirse  el  inciso 
1 1  del  artículo  99,  que  establece  que  corresponde  al 
Poder  Legislativo 

«Admitir  ó  desechar  las  renuncias  que  hicieren 
de  su  cargo,  el  Gobernador  ó  el  Vicegober- 
nador, y  declarar  el  caso  de  procederse  á 
nueva  elección,  por  renuncia  ó  impedimento 
de  ambos.» 

Esta  atribución  no  corresponde  al  Poder  Legislativo, 
que,  según  se  ha  dicho  ya,  no  funcionaría  nunca 
como  un  solo  cuerpo,  reunidas  las  dos  Cámaras  en 
Asamblea  General. 
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Si  más  adelante,  en  el  artículo  109,  inciso  3^  no 
se  hubiese  aclarado  el  concepto  del  99,  las  renuncias 
de  los  funcionarios  ejecutivos  á  quienes  se  refieren 
ambas  disposiciones,  habrían  tenido  que  seguir  el  trá- 
mite señalado  para  las  sanciones  de  las  leyes;  es 
decir,  funcionando  cada  Cámara  separadamente,  y 
aceptándose  ó  rechazándose  las  renuncias  por  medio 
de  leyes. 

Pero,  estando  establecido  en  el  inciso  3"  del  ar- 
tículo 109,  que  «ambas  Cámaras  se  reunirán  para 
tomar  en  consideración  las  renuncias  del  gobernador 
y  el  vicegobernador»,  y  no  reformándose  esta  dispo- 
sición, el  inciso  11  del  artículo  99  debe  suprimirse 
por  ser  una  redundancia  inútil. 

Aquí  está  mal  esa  disposición,  agena  á  la  potestad 
suprema  de  dictar  las  leyes.  En  el  capítulo  referente 
á  la  Asamblea  Legislativa  estará  en  su  lugar. 


El  Tribunal  de  Cuentas 

El  inciso  12  del  artículo  99  de  la  actual  Consti- 
tución, contiene  una  disposición  de  la  más  grave  y 
trascendental  importancia. 

En  él,  se  crea  una  institución  nueva,  permanente, 
autoritaria,  que  no  tiene  precedentes  entre  nosotros. 
Ese  inciso  dice  así: 

«  12.  La  Legislatura  creará  en   el   próximo  pe- 
<  ríodo  legislativo,  á  la  promulgación  de  esta 


« 
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« Constitución,  un  Tribunal  de  Cuentas  con 
poder  para  aprobar  ó  desaprobar  la  percep- 
ción é  inversión  de  caudales  públicos,  hecha 
por  todos  los  funcionarios  y  administradores 
«  de  la  Provincia.  Este  tribunal  será  compuesto 
de  un  presidente  letrado  y  de  cuatro  voca- 
les contadores  nombrados  por  el  Poder  Eje- 
cutivo, con  acuerdo  del  Senado,  y  serán  in- 
« amovibles.  Las  acciones  á  que  dieran  lugar 
« los  fallos  de  este  tribunal  serán  deducidas 
« por  el  Fiscal  de  Estado  ante  quien  corres- 
«  ponda. 

« Los  miembros  de  este  tribunal  son  enjui- 
« ciables  en  la  misma  forma  y  en  los  mismos 
<  casos  que  los  jueces  de  las  Cámaras  de 
« Apelación. » 


« 
« 


He  buscado  el  origen  de  esta  disposición,  que  no 
figuraba  en  la  Constitución  de  1 873,  y  lo  he  hallado 
en  el  Diario  de  Sesiones  de  la  Convención  de  1889. 

He  aquí  sus  antecedentes. 

En  la  sesión  de  27  de  Junio  de  1889,  se  entró  á 
discutir  el  inciso  14  con  que  la  Comisión  Central  de 
1882  proponía  reemplazar  el  mismo  inciso  de  la 
Constitución  de  1873.' El  proyecto  presentado  por  la 
comisión  decía  lo  siguiente: 

«Organizar  la  Contaduría  General  (en  el  primer 
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período  constitucional:  suprimido),  de  manera  que 
pueda  controlar  eficazmente  las  operaciones  adminis- 
trativas, en  la  percepción  é  inversión  de  los  caudales 
públicos. 

«Organizar  una  oficina  de  contabilidad  de  la  Le- 
gislatura, con  funcionarios  nombrados  por  la  Asam- 
blea para  el  examen  de  las  cuentas  de  la  Adminis- 
tración. Este  examen  deberá  hacerse  cada  año  sobre 
las  cuentas  del  anterior,  bajo  la  pena  de  quedar  ipso 
fado  cesantes  los  funcionarios  encargados  de  esta 
operación  (O.» 

Este  artículo  fué  sancionado  en  esos  mismos  tér- 
minos por  la  Convención,  en  minoría,  en  la  sesión 
de  3  de  Agosto  de  1885,  á  la  que  sólo  asistieron 
veintiséis  convencionales  (2). 

Cuando,  más  tarde,  la  Convención,  en  quorum  le- 
gal, nombró  otra  Comisión  Central  para  que  revisase 
las  sanciones  hechas  en  minoría,  y  aconsejase  lo  que 
creyese  conveniente  sobre  ellas,  esta  última  comisión 
aconsejó,  en  cambio  del  artículo  ya  sancionado  en 
el  año  1885,  el  texto  que  hoy  figura  en  la  Consti- 
tución de  1889. 

Su  discusión  se  limita  al  siguiente  brevísimo  de- 
bate. 


(i)  Redactor  de  la  Comisión,  página  i68. 
(2)  Diario  de  la  Convención,  página  245. 
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^ Señor  Ortiz  de  Rozas.  —  Pido  la  palabra. 

« La  Legislatura  ha  tenido  hasta  hoy  á  su  cargo,  ó  más  bien  dicho, 
ha  tenido  el  derecho  exclusivo  de  aprobar  ó  desaprobar  las  cuen- 
tas de  la  administración;  pero,  este  derecho  fué  tan  desatendido 
por  ella,  que  los  convencionales  del  73  creyeron  conveniente  esta- 
blecer un  departamento  anexo  á  la  misma  Legislatura ,  con  el  objeto 
de  facilitar  el  desempeño  de  estas  funciones,  que  habían  sido,  como 
he  dicho,  completamente  abandonadas. 

« La  práctica  ha  demostrado,  señor  Presidente,  que  el  remedio  no 
es  eficaz;  pues  desde  el  año  73,  hasta  la  fecha,  no  se  ha  aprobado  ni 
desaprobado  una  sola  cuenta  de  las  reparticiones  públicas  en  que 
se  perciba  ó  se  invierta  el  dinero  del  tesoro. 

« De  manera  que  urge  buscar  el  medio  de  responsabilizar  á  los 
que  manejan  los  caudales  del  Estado. 

«  He  sido  dos  años  presidente  de  la  comisión  de  cuentas  de  la 
Legislatura  y  tuve  el  honor  de  presentar  el  primer  informe  sobre 
las  cuentas  de  la  Administración,  correspondiente  á  esos  dos  años. 
Este  informe  fué  entregado  á  la  oficina  de  contabilidad,  y  des- 
pués de  ocho  á  diez  años  se  encuentra  en  la  cartera  de  una  de 
las  comisiones  de  las  Cámaras,  sin  que  haya  sido  tomado  en  con- 
sideración. 

«  Probablemente,  los  que  me  han  sucedido  después  en  el  puesto 
que  desempeñaba,  creyeron  inoficioso  presentar  informes  desde 
que  no  se  habían  de  tomar  en  consideración.  El  hecho  es  que, 
hasta  ahora,  no  hay  una  sola  cuenta  que  haya  merecido  la  apro- 
bación de  una  ú  otra  cámara. 

« Por  otra  parte,  señor  Presidente,  suponiendo  que  la  L^islatura 
tuviera  tiempo  y  voluntad  de  ocuparse  del  examen  minucioso  de 
las  cuentas  de  la  Administración,  no  sería  buen  juez,  porque  es 
una  corporación  esencialmente  política,  mala  para  administrar  y 
mala  para  intervenir  en  todas  estas  cuestiones;  habría  poca  garan- 
tía para  aquéllos  que  no  estuviesen  representados  por  sus  amigos 
políticos  y  habría  demasiada  lenidad  para  aquéllos  cuyos  amigos 
políticos  formasen  cámaras. 

« Es  necesario  buscar  fuera  de  esta  afinidad,  fuera  de  esta  enemistad, 
jueces  imparciales  que  examinen  esas  cuentas,  las  aprueben  ó  des- 
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aprueben  y  tengan  facultad  para  compeler  á  los  administradores  de 
los  caudales  públicos  al  cumplimiento  de  su  deber  y  medios  lega- 
les de  hacer  efectiva  la  responsabilidad. 

«A  este  fin,  señor  Presidente,  y  sin  introducir  por  otra  parte  una 
novedad,  desde  que  es  una  forma  de  control  establecida  en  va- 
rios países,  ha  creído  la  comisión  conveniente  proponer  á  la  Con- 
vención la  creación  de  este  tribunal. 

«Si  algunas  otras  explicaciones  fuesen  pedidas,  tendré  el  gusto 
de  satisfacerlas  en  cuanto  me  fuese  posible. 

<t Señor  Gelfy,  — Pido  la  palabra. 

«El  señor  miembro  informante,  en  la  exposición  que  acaba  de 
hacer,  da  los  fundamentos  que  ha  tenido  la  comisión  para  intro- 
ducir esta  modificación;  pero  no  dice  nada  respecto  á  las  razones 
que  ha  habido  para  suprimir  la  primera  parte  del  inciso  14  de  la 
Constitución  vigente. 

« Señor  Ortiz  de  Rozas .  —  Voy  á  satisfacer  al  señor  conven- 
cional. 

«Nada  dije  de  la  supresión  de  la  primera  parte  del  inciso  14 
de  la  Constitución  vigente,  porque  lo  creía  innecesario,  desde  el 
momento  que  ella  se  encuentra  en  las  mismas  condiciones  del  in- 
ciso 9°  que  acaba  de  ser  suprimido  por  no  tener  ya  objeto. 

«  La  Constitución  vigente  exige  á  la  Legislatura  que  organice  la 
Contaduría  General,  pero  como  ya  ha  sido  organizada  y  se  esta- 
blece además,  en  otra  parte  de  la  misma  Constitución,  las  atribu- 
ciones de  ella,  la  comisión  ha  creído  innecesario  conservar  ese 
precepto  que  no  tiene  aplicación  ninguna. 

«Es  esta,  señor  convencional,  la  razón,  y  omití  manifestarla,  por- 
que creía  que  no  era  necesario. 

^  Señor  Gelfy,  — ^t,  doy  por  satisfecho. 

« El  objeto  que  tuve  en  cuenta  al  hacer  esta  pregunta  fué  el  de 
que  quedara  constancia  de  que  la  supresión  es  por  redundancia 
y  no  por  otra  cosa.» 


He  querido  transcribir  íntegramente  este  brevísimo 
debate,  porque  deseo  que  se  conozcan    los  únicos 
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fundamentos  invocados  para  la  creación  del  Tribunal 
de  Cuentas.  Nada  más  expresivo  y  concluyente  que 
las  palabras  del  señor  Ortiz  de  Rozas:  la  comisión 
quita  á  la  Legislatura  esta  facultad  eminentemente 
fiscalizadora  de  la  inversión  de  las  rentas,  porque  aquel 
cuerpo  no  se  había  ocupado  desde  1873  del  examen 
de  las  cuentas;  creando,  en  consecuencia,  este  tribunal, 
que  no  se  encontrará  en  país  alguno  de  la  tierra, 
porque  en  su  forma  y  en  su  fondo,  no  obedece  á 
principios  fundamentales  de  ningún  sistema  de  go- 
bierno. 

Si  se  ha  de  buscar  á  cuál  de  los  clásicos  departa- 
mentos del  sistema  representativo,  pertenece  el  Tri- 
bunal de  Cuentas,  por  la  forma  de  su  nombramiento, 
por  su  sujeción  al  juicio  político  y  por  su  nombre, 
se  podría  creer  que  es  una  rama  del  Poder  Judicial; 
pero  dado  el  alcance  limitado,  nulo  y  sin  fuerza  legal 
alguna  de  sus  decisiones,  esa  creencia  se  desvanece, 
porque  resulta  un  tribunal  sin  imperio. 

Si  se  toman  en  cuenta  sus  funciones,  con  respecto 
á  la  inversión  de  las  rentas  públicas,  por  el  Poder 
Ejecutivo  de  la  Provincia,  señaladas  en  el  artículo  1 70 
de  la  ley  de  Contabilidad,  de  Pde  Mayo  de  1905  — 
aquellas  funciones  son  las  mismas  que  debiera  tener 
la  Contaduría  dependiente  de  la  Legislatura  —  las 
mismas  que  hoy  tiene  la  Contaduría  del  Congreso, 
y  que  las  ejerce  un  cuerpo  que  depende  directa- 
mente del  Poder  Legislativo.  36 
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Si,  finalmente,  se  observa  la  intervención  directa 
que  la  Constitución  da  á  este  Tribunal  de  Cuentas, 
«  para  aprobar  ó  desaprobar  la  percepción  é  inversión 
de  caudales  públicos,  hecha  POR  TODOS  LOS  FUN- 
CIONARIOS ADMINISTRADORES  de  la  Provincia»,— 
resulta  que  este  tribunal  de  cuentas,  es  el  único  poder 
onnlmodo  y  central  que  ha  creado  la  Constitución, 
con  facultades  propias,  independientes  y  superiores  á 
todos  los  demás  poderes  del  Estado. 

Administran  caudales  públicos,  el  gobernador,  los 
ministros,  los  presidentes  de  las  cámaras  legislativas, 
los  presidentes  de  los  tribunales  de  justicia,  las  mu- 
nicipalidades, etc.;  y,  en  fin,  todos  los  funcionarios  y 
empleados  que  reciben  fondos  pertenecientes  al  era- 
rio, con  algdn  objeto  público  de  inversión;  y,  por 
tanto,  todos,  todos  sin  excepción^  están  obligados  á 
someter  sus  cuentas  á  la  aprobación  ó  desaproba- 
ción de  este  Tribunal  de  Cuentas,  que  juzga  y  falla 
en  única  instancia,  sin  apelación,  sin  procedimientos 
que  garanticen  la  rectitud  del  fallo,  y  sin  ninguna  de 
las  otras  consideraciones  que  rodean  á  las  senten- 
cias de  la  Suprema  Corte. 

Un  tribunal  al  que  se  colocaba  arriba  de  todos 
los  demás  poderes  del  Estado,  debió  merecer  más 
atención  que  la  que  acordó  á  su  institución  la  Con- 
vención de  1889. 

Esto  en   cuanto  al   fondo.  En  cuanto  á  la  forma, 


ATRIBUCIONES  DEL   PODER  LEGISLATIVO  5  37 

este  artículo  constitucional,  convierte  al  Fiscal  de  Es- 
tado,—  al  alto  funcionario  que,  en  los  Estados  Uni- 
dos, es  elegido  por  el  pueblo  como  miembro  del  Po- 
der Ejecutivo,  —  en  un  simple  agente  de  este  tribunal, 
para  que,  velis  nolliSy  quiera  ó  no  quiera,  vaya  á  de- 
ducir, ante  quien  corresponda  (justicia  civil,  criminal 
ó  correccional),  « las  acciones  á  que  dieran  lugar  los 
fallos  de  este  tribunal ». 

Esas  funciones,  que  pueden  y  deben  ejercerlas  los 
agentes  fiscales  judiciales,  en  todos  los  demás  ca- 
sos, debe  consütacionalmente  desempeñarlos  el  Fiscal 
de  Estado,  cuando  se  trata  de  los  fallos  del  Tribu- 
nal de  Cuentas. 

Pero,  como  el  Tribunal  de  Cuentas  está  compuesto 
de  hombres,  y  errare  humanum  est,  la  ley  se  ha 
puesto  en  el  caso  de  que  el  Tribunal  de  Cuentas 
pudiera  equivocarse  en  sus  fallos,  y  condenar  á  al- 
gún administrador  inocente  al  pago  de  sumas  que 
se  invirtieron  correctamente,  pero  que  un  fallo  ina- 
pelable del  tribunal  declaró  mal  justificada  su  inver- 
sión. 

Para  esos  casos, —  en  que  no  hay  más  que  el  re- 
curso de  revisión  del  fallo  ante  el  mismo  Tribunal 
de  Cuentas, —  la  ley  da  á  éste  mayores  facultades  que 
las  que  tienen  todos  los  demás  tribunales,  incluso  la 
Corte  Suprema. 

El  artículo  181  de  la  ley  de  Contabilidad  establece 
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que  «si  el  tribunal  revocase  su  fallo  anterior,  lo  co- 
municará al  Poder  Ejecutivo,  y  éste  mandará  devol- 
ver, sin  más  trámite,  lo  que  el  tesoro  público  hubiera 
percibido  por  la  decisión  anterior,  SIN  ESPERAR  PARA 

ELLO  QUE  LA  LEGISLATURA  VOTE  UN  CRÉDITO  ES- 
PECIAL (!!)»• 

Es  este  el  único  caso  en  que  se  ha  autorizado  al 
Poder  Ejecutivo,  por  una  ley  general,  á  disponer  de 
fondos  que  no  hubiesen  sido,  de  antemano,  votados 
por  la  Legislatura. 

La  fiscalización  legislativa,  en  cuanto  á  la  inversión 
de  las  rentas,  y  la  de  los  Concejos  Municipales,  en 
su  caso,  han  desaparecido  por  completo  ante  este  in- 
ciso 12  del  artículo  99  de  la  Constitución,  reglamen- 
tado por  la  ley  átV  de  Mayo  de  1905,  en  condi- 
ciones tales,  que  aún  le  hace  más  peligroso  (i). 


(i)  Para  que  se  comprenda  la  extensión  «.leí  poder  de  este  Tribunal  de  Cuernas, 
voy  á  transcribir  algunos  de  los  artículos  de  la  ley  do  i*  de  Mayo  de  igoS  referen- 
tes á  esc  cuerpo: 

170.  El  Ministerio  de  Hacienda  remitirá  al  referido  Tribunal,  antes  del  3o  de 
Abril  de  cada  año,  el  balance  y  cuentas  á  que  se  refiere  el  articulo  5  i  de  la  presente 
ley,  y  el  Tribunal  deberá  informar  á  su  respecto  á  la  Legislatura  antes  del  3o  de 
Septiembre  inmediato,  pasando  simultáneamente  copia  de  su  informe  al  Poder  Eje- 
cutivo. 

171.  Todas  las  reparticiones  públicas  de  la  Provincia,  sin  excepción,  están  obli- 
gadas á  suministrar  al  Tribunal  de  Cuentas,  dentro  del  término  que  é\  señalase, 
todos  los  datos,  antecedentes,  comprobantes  y  documentos  originales  ó  en  copia  que 
le  fueran  necesario  y  pidiese.  De  la  misma  manera  podrá  visitar  ¿  inspeccionar  por 
sí  ó  por  comisionado  todas  las  reparticiones,  cuando  crea  que  asi  convenga  al  mejor 
desempeño  de  su  cometido. 

176.  Las  cuentas  rendidas  por  la  administración  y  todos  los  funcionarios  de  la 
provincia,  sólo  podrán  ser  definitivamente  aprobadas  ó  desaprobadas  por  el  Tribunal 
de  Cuentas;  y,  en  consecuencia,  su  fallo  será  el  único  que  exonere  de  todo  cargo  á 
los  responsables. 
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Esa  ley  establece  la  supremacía  de  este  Tribunal 
de  Cuentas,  en  tales  términos  que  todo  el  personal 
de  funcionarios  y  empleados  de  la  Provincia,  le  debe 
obediencia. 

Felizmente,  la  composición  personal  que  hasta  la 


Las  funciones  ücl  Tribunal,  respecto  del  examen  de  las  cuentas  de  la  percepción 
ó  inversión  de  los  caudales  públicos,  serán  limitadas  á  comprobar  si  ellas  han  sido 
practicadas  con  arreglo  á  la  Constitución  ó  á  las  leyes  y  decretos  vigentes. 

177.  El  Tribunal  de  Cuentas,  cuando  presuma  ó  se  cerciore  que  la  cuenta  some- 
tida á  examen  arrojara  un  cargo  mayor  que  el  impone  de  la  fianza  dada  por  el 
responsable,  muñirá  de  los  antecedentes  necesarios  al  Fiscal  de  Estado  para  que  éste 
gestione  la  inhibición  judicial  del  fiador  para  enagcnar  ó  constituir  gravamen  sobre 
sus  bienes. 

178.  Las  decisiones  del  Tribunal  de  Cuentas  tendrán  fuerza  ejecutiva  y  se  lleva- 
rán á  efecto  no  obstante  cualquier  recurso  que  contra  ellas  se  intente,  y  sólo  se 
suspenderá  su  ejecución  cuando  se  efectúe  el  pago  ó  se  consigne  el  importe  del  cargo 
ó  alcance  en  Tesorería  ó  en  el  Banco  de  la  Provincia  á  la  orden  del  Poder  Ejecutivo, 
sin  lo  cual  no  será  admitido  el  ejecutado  al  juicio  ordinario  ni  podrá  pedir  ante  el 
mismo  Tribunal  reconsideración  de  su  fallo. 

179.  Habrá  el  recurso  de  revisión  ante  el  mismo  Tribunal  de  Cuentas  contra  las 
resoluciones  definitivas  que  diese,  en  el  termino  de  tres  años,  contando  de  su  notifi- 
cación, ya  sea  á  solicitud  del  responsable  apoyada  en  pruebas  y  documentos  nuevos 
que  justifiquen  las  partidas  desechadas,  ó  ya  sea  de  oficio,  por  errores,  omisiones, 
dobles  cargos,  ú  otras  causas  de  rectificación  que  se  hubiesen  encontrado  en  el  exa- 
men de  otras  cuentas. 

Aun,  pasado  el  término  señalado,  habrá  lugar  al  recurso  de  revisión,  si  ^e  reco- 
noce que  el  fallo  anterior  se  pronunció  en  virtud  de  documentos  que  resulten  falsos. 

180.  Los  mismos  miembros  del  Tribunal  de  Cuentas,  el  Fiscal  de  Estado  y  el 
Contador  de  la  Provincia,  tienen  el  deber  de  promover  el  recurso  de  revisión  cuando 
llegue  á  su  conocimiento  cualquiera  de  las  causas  que  pueda  fundarlo. 

181 .  El  modo  de  proceder  en  este  recurso,  será  el  que  establezca  la  reglamenta- 
ción de  la  presente  ley,  asi  como  el  procedimiento  para  la  revisación  de  las  cuentas, 
emplazamiento  y  notificaciones,  y  para  el  caso  de  rebeldía  del  responsable  emplazado. 

Si  el  Tribunal  revocase  su  fallo  anterior,  lo  comunicará  al  Poder  Ejecutivo  y  csic 
mandará  devolver  sin  más  trámite  lo  que  el  Tesoro  Público  hubiese  recibido  por  la 
decisión  anterior,  sin  esperar  para  ello  que  la  Legislatura  pote  un  crédito  especial. 

182.  Si  en  el  examen  administrativo  de  las  cuentas  por  la  Contaduría  General  se 
encontrase  que  se  ha  cometido  algunos  de  los  delitos  previstos  por  el  Código  y  las 
leyes  penales,  el  Tribunal  de  Cuentas,  antes  de  entrar  á  conocer  el  fondo  del  asunto, 
comprobará  sumariamente  el  hecho,  y  si  resultasen  suficientes  presunciones,  lo  parti- 
cipará al  Fiscal  de  Estado  para  que  éste  dedui^ca  las  acciones  que  corresponda  ante  el 
juez  competente  contra  sus  autores  y  cómplices. 
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fecha  ha  tenido  el  Tribunal  de  Cuentas,  ha  impedido 
que  sus  facultades  exhorbitantes  se  ejerzan  como  po- 
deroso elemento  de  la  política  militante- 
Todos  los  funcionarios  y  administradores  de  cau- 
dales públicos,  están  sometidos  permanentemente  á 
esa  jurisdicción,  que  dicta  fallos  inapelables,  y  que  el 
Fiscal  de  Estado  esta  en  el  deber  de  procurar  hacer 
cumplir;  y,  tratándose  de  la  administración  de  fon- 
dos, hay  siempre  el  medio  de  encontrar  una  mal- 
versación, en  la  aplicación  de  una  suma  cualquiera, 
cuando  los  encargados  del  examen  de  las  cuentas 
tienen  interés  en  encontrar  esa  malversación,  y  saben 
que  sus  decisiones  son  irrevocables,  casi  infalibles. 

Cumple  á  mi  lealtad  reconocer  que,  hasta  ahora, 
el  Tribunal  de  Cuentas  no  ha  abusado  de  sus  atri- 
buciones; pero,  al  redactar  una  Constitución,  debe 
siempre  pensarse  en  las  instituciones,  y  no  en  los 
hombres  que  han  de  encargarse  de  hacerlas  prácticas. 
Si  la  institución  en  sí,  es  inconveniente  ú  ofrece 
peligros,  no  debe  mantenerse,  por  más  que,  en  su 
ensayo,  los  peligros  y  los  inconvenientes  más  graves 
no  se  hayan  revelado,  debido,  sobre  todo,  á  los  hom- 
bres que  la  han  desempeñado. 

El  Tribunal  de  Cuentas,  en  mi  concepto,  debe  des- 
aparecer, en  su  carácter  actual,  de  autoridad  absolu- 
ta y  superior  á  toda  otra.  Su  personal  debe  quedar 
adscripto  á  la   Legislatura,   como   una   dependencia 
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de  este  poder,  y  sus  atribuciones  deben  limitarse  á 
la  simple  verificación  y  examen  de  las  cuentas,  sin 
facultades  para  aprobar  ni  desaprobar,  sin  jurisdic- 
ción para  condenar,  quedando  como  un  mero  asesor 
técnico  de  las  Cámaras  Legislativas,  que  dictamina 
sobre  materias  determinadas. 

En  la  organización  actual  del  Tribunal  de  Cuen- 
tas, las  facultades  del  Poder  Legislativo  están  depri- 
midas, y  hasta  puede  llegar  un  momento  en  que  se 
produzca  un  conflicto  grave  de  competencia,  que 
acaso  no  faltaría  quien  creyese  que  debiera  some- 
terse al  fallo  de  la  Suprema  Corte,  en  virtud  de 
la  atribución  que  le  confiere  hoy  el  artículo  1 57, 
inciso  2"  de  la  Constitución;  conflicto  en  que  apare- 
cería el  Tribunal  de  Cuentas  como  an  poder  público 
en  contradicción  con  el  Poder  Legislativo. 

Voy  á  suponer  un  caso  en  que  ese  conflicto  pue- 
de producirse. 

Las  facultades  dadas  á  este  Tribunal  para  «apro- 
bar ó  desaprobar  la  percepción  é  inversión  de  cau- 
dales públicos » ,  no  tiene  límites,  y  alcanza  á  « todos 
los  funcionarios  y  administradores  de  la  Provincia». 

Prescindo,  por  el  momento,  de  las  autonomías 
municipales  actuales  y  de  las  atribuciones  del  Con- 
sejo General  de  Educación;  prescindo  de  los  fondos 
que  suelen  administrar  funcionarios  de  los  poderes 
legislativo  y  judicial,  —  y  voy  sólo  á  ocuparme  de  los 
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administradores  ejecutivos,  —  es  decir,  de  la  rama  más 
directamente  afectada  por  el  inciso  12  del  artículo  99. 

Supóngase  que,  al  cumplir  el  Ministro  de  Hacien- 
da la  prescripción  del  artículo  170  de  la  ley  de  I""  de 
Mayo  de  1905,  el  Tribunal  de  Cuentas  —  procedien- 
do por  móviles  políticos — desaprobara  la  inversión 
dada  á  algunas  sumas  de  dinero  por  el  gobernador 
y  sus  ministros,  y  dictara  un  fallo  que  no  sólo  les 
presentara  como  administradores  que  habían  faltado 
á  sus  deberes  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  sino 
también  como  á  criminales  comunes,  dentro  de  las 
prescripciones  del  Código  Penal. 

Cualquiera  que  haya  sido  la  intención  moderadora 
del  artículo  de  la  ley  de  V  dt  Mayo  de  1905,  ella 
no  puede  llegar  hasta  destruir  la  prescripción  cons- 
titucional que  manda  que  « las  acciones  á  que  dieren 
lugar  los  fallos  de  este  tribunal,  serán  deducidas  por 
el  Fiscal  de  Estado  ante  quien  corresponda». 

En  el  caso  supuesto,  el  Fiscal  de  Estado  tendría 
que  ocurrir  á  los  tribunales  del  crimen,  y  éstos  se 
verían  en  la  necesidad  de  pedir  el  desafuero  á  las 
cámaras  legislativas,  como  lo  dispone  la  Constitución. 

Por  su  parte,  la  Cámara  de  Diputados,  ante  el 
fallo  condenatorio  del  gobernador  y  los  ministros, 
como  malversadores  de  la  hacienda  pública,  debería 
iniciar  el  juicio  político,  ó  desacatar  el  fallo  del  Tri- 
bunal de  Cuentas. 
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Supóngase  que  sucediera  esto  último.  Supóngase 
que  la  Cámara  de  Diputados  no  desaforara  á  los 
condenados  (!)  ni  les  acusase  ante  el  Senado,  ¿cuál 
sería  el  resultado  del  fallo  del  Tribunal  de  Cuentas? 

Un  fracaso  institucional,  al  que  tienen  que  estar 
fatalmente  expuestas,  á  la  larga  ó  á  la  corta,  todas 
estas  instituciones  que  se  improvisan,  —  como  fué 
improvisado  el  Tribunal  de  Cuentas,  en  la  Conven- 
ción de  1889,  —  y  que  no  tienen,  para  prestigiarlo, 
la  autoridad  de  otros  países  organizados  como  el 
nuestro. 

La  responsabilidad  de  los  funcionarios  públicos  y 
de  los  administradores,  es  la  regla  establecida  en  todos 
los  gobiernos  representativos. 

Sin  embargo,  no  he  encontrado  uno,  uno  sólo  — 
ni  en  América  ni  en  Europa  —  donde  se  confieren 
las  facultades  que  el  inciso  12  del  artículo  99  de 
nuestra  Constitución,  entrega  á  un  abogado  y  cua- 
tro contadores,  nombrados  por  la  vida,  y  sólo  amo- 
vibles por  medio  de  un  juicio  político. 

Aun  cuando  ese  tribunal  de  cuentas  no  exista  en 
parte  alguna,  podríamos  mantenerle  si  los  resultados 
que  su  funcionamiento,  durante  quince  años  que  lleva 
de  existencia,  hubiesen  sido  tales  que  demostrasen 
evidentemente  su  ventaja. 

Sin  embargo,  en  este  caso,  sucede  lo  contrario. 
Nada  aboga  en  favor  del  Tribunal  de  Cuentas,  por- 
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que  sus  resultados  han  sido  negativos.  Basta  ir  á  la 
Contaduría  General  de  la  Provincia  y  buscar  allí  la 
acción  de  esa  rueda  peligrosa  incrustada  en  nuestro 
*  mecanismo  institucional,  y  se  verá  que  ella  no  ha 
funcionado  hasta  ahora  como  elemento  indispensable, 
ni  siquiera  útil. 

En  todos  los  países  bien  organizados  del  mundo, 
la  percepción  de  la  renta  y  su  inversión,  son  garan- 
tidas por  medidas  a  priorí  y  no  a  posteriorL 

Es  con  ese  fin  que,  en  todos  los  Estados  de  la 
Unión  Americana,  se  dan  al  tesorero  y  al  contador 
del  Estado,  ongenes  de  nombramiento,  facultades  y 
seguridades  de  estabilidad  que  les  habilitan  para  pro- 
ceder con  absoluta  independencia  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones. 

Son  ellos  los  que  fiscalizan  la  percepción  de  las 
rentas  públicas,  y  los  que  intervienen  en  la  inversión 
de  los  caudales  públicos;  siendo  tan  eficaz  su  acción, 
en  esas  condiciones,  que  toda  malversación  de  fon- 
dos se  hace  imposible,  sin  la  complicidad  del  conta- 
dor, que  interviene  el  pago,  y  del  tesorero  que  lo 
abona. 

En  todos  los  Estados  Unidos,  los  contadores  {Aa- 
ditors  of  accounís)  son  elegidos  por  el  pueblo,  ó  con 
tales  garantías,  que  su  origen  es  el  mismo  del  go- 
bernador y  de  los  ministros,  siendo  idénticas,  también, 
sus  inmunidades  y  garantías  de  estabilidad. 
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En  nuestras  tradiciones  constitucionales  y  adminis- 
trativas, también  se  ha  buscado  siempre  la  regulari- 
dad y  la  honradez  en  la  percepción  y  en  la  inversión 
de  los  caudales  públicos,  más  en  las  medidas  de  se- 
guridad adoptadas  antes  de  hacerse  el  gasto,  que  en 
el  examen  de  las  cuentas  de  inversión  presentadas 
después  de  verificado  aquél. 

Si  el  inciso  12  del  artículo  99  hubiera  tenido  un 
objeto  de  esa  clase, — si  fuese  una  garantía  a  prbri 
y  no  a  posteriorí  de  buena  administración, —  no  sólo 
sería  aplaudido  y  aceptado,  sino  que  habría  tenido 
imitadores.  Como  lo  es, —  una  simple  forma  de  inves- 
tigar la  inversión  pasada  de  los  caudales  públicos,— 
no  hay  motivos  jurídicos  ni  políticos  para  mantener 
en  la  Constitución,  como  institución  permanente,  una 
creación  mala  como  lo  es  el  Tribunal  de  Cuentas. 

Por  otra  parte,  la  experiencia  ha  demostrado  que 
él  no  puede  siquiera  servir  á  los  mismos  propósitos 
que  tuvieron  en  vista  sus  inventores. 

Voy  á  probarlo.  Para  que  la  acción  del  Tribunal 
de  Cuentas  pueda  ejercerse,  es  menester  que  ella  se 
dirija  á  los  «funcionarios  ó  administradores»  CLctua- 
les  de  los  caudales  públicos.  Los  que  han  dejado  de 
tener  ese  carácter,  ya  no  caen  bajo  la  jurisdicción 
de  este  tribunal,  que  tiene  sus  funciones  determina- 
das con  atribuciones  sólo  sobre  los  que  actualmente 
desempeñan  algún  cargo. 
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Una  vez  que  un  ciudadano  ha  dejado  de  ser 
«funcionario  ó  administrador»,  como  nuestras  leyes 
no  establecen  el  juicio  de  residencia,  aun  cuando  el 
Tribunal  de  Cuentas  le  requiriese  con  arreglo  á  la 
ley  de  1"*  de  Mayo  de  1905,  nadie  le  haría  caso,  de 
manera  que  su  fallo,  absolutorio  ó  condenatorio,  no 
producirá  efectos  en  la  administración,  sino  que  po- 
drá ejercerios  sobre  las  personas,  como  cualquier 
acción  ordinaria  de  las  que  hoy  ejercen  los  agentes 
fiscales  nacionales,  por  devolución  de  fondos  de  cuya 
inversión  no  se  ha  dado  cuenta,  acción  que  se  sigue 
ante  la  justicia  federal,  por  instigación  de  la  Conta- 
duría General. 

Si,  mañana,  el  Tribunal  de  Cuentas  del  artículo  99 
de  la  Constitución  de  Buenos  Aires,  pretendiese  ha- 
cer efectivos  sus  fallos  sobre  individuos  que  hubiesen 
sido  administradores  de  caudales  fiscales^  y  ya  no  lo 
fuesen,  es  seguro  que,  contra  esas  pretenciones  se 
levantarían  centenares  de  excepciones  fundadas  en 
leyes  de  fondo  y  de  forma,  sin  excluir  la  de  pres- 
cripción. La  rendición  de  cuentas  política  —  mientras 
un  hombre  desempeña  un  puesto  público  —  está  su- 
jeta al  Tribunal  de  Cuentas  actual.  La  responsabili- 
dad civil  de  los  ex -funcionarios  y  ex -administradores, 
está  regida  por  el  Código  Civil  y  las  leyes  penales, 
según  el  mismo  artículo  48  de  la  Constitución. 
Creo  que  lo  que  he  expuesto,  basta  para  explicar 
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las  causas  por  las  cuales  propongo  que  la  reforma 
suprima  el  Tribunal  de  Cuentas  actual. 

Ahora,  voy  á  dar,  brevemente,  los  fundamentos  del 
inciso  que  propongo  en  reemplazo  del  actual  número 
12  del  artículo  99. 

El  texto  que  yo  propondría,  respondiendo  á  las 
reformas  que  indico  en  el  Régimen  Municipal  y  en 
la  Educación  é  Instrucción  Públicas,  no  tiene  la  im- 
portancia transcendental  del  que  combato.  Se  dirige 
más  á  buscar,  á  hacer  efectivas  las  responsabilidades 
de  los  malos  administradores,  que  á  la  creación  de 
tribunales  inquisitoriales,  de  acción  política  posible. 

No  creo  que  á  la  Legislatura  deben  traerse  las 
cuentas  de  « todos  los  funcionarios  y  administradores 
de  caudales  públicos  de  la  Provincia»;  pero,  tampoco 
creo  que  ninguno  de  aquéllos  deba  quedar  sin  con- 
tralor y  fiscalización. 

Este  fué  el  propósito  de  la  Convención  de  1873 
al  sancionar  el  artículo  que  figuró  en  su  Constitu- 
ción; este  era  el  objeto  de  la  comisión  central  de  la 
Convención  de  1 882  -  1 889,  al  proponer  el  artículo 
rechazado  para  aceptar  el  actual;  y,  en  esa  tendencia 
se  encuentra,  todavía  hoy,  la  nueva  reforma  que  se 
propone. 

Yo  entiendo  que  la  Legislatura  debe  examinar, 
aprobar  ó  condenar  las  cuentas  de  inversión  que  le 
presente  el  Poder  Ejecutivo. 
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Creo  que  á  la  Contaduría  General  del  Estado  de- 
ben rendirle  cuenta  de  la  inversión  de  los  fondos 
que  reciban,  todos  los  funcionarios  ó  administradores 
que  los  reciban  de  la  Tesorería  General. 

Y  pienso,  finalmente,  que  las  Municipalidades,  la 
Dirección  de  Escuelas,  y  todas  aquellas  corporaciones 
ó  individuos  que  perciban,  administren  é  inviertan 
fondos,  que  no  les  entrega  el  tesoro  provincial,  deben, 
también,  rendir  sus  cuentas  ante  alguna  oficina  que 
no  dependa  de  su  autoridad,  y  que  tenga  por  origen 
la  intervención  de  los  altos  poderes  del  Estado. 

Con  estas  ideas,  al  proponer  el  reemplazo  del  in- 
ciso 12  del  artículo  99,  me  parece  que  debo  sacarte 
del  grupo  de  las  atribuciones  generales  y  ordinarias 
del  Poder  Legislativo,  para  hacer  de  esta  materia  un 
capítulo  aparte,  que  figuraría  después  del  inciso  16, 
que  es  el  que,  en  la  actual  Constitución,  cierra  el 
Capítulo  V,  de  la  Sección  Tercera. 
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CAPÍTULO  IV 

DEL  EXAMEN   DE  LAS  CUENTAS   DE  INVERSIÓN 

DE  LAS   RENTAS 

En  la  sanción  de  todas  las  leyes  colabora  el  Po- 
der Ejecutivo,  no  sólo  porque  sus  ministros  tienen 
acceso  á  las  Cámaras  y  pueden  tomar  parte  en  sus 
debates,  sino  también  porque  el  Gobernador  posee 
el  veto  como  arma  para  detener  la  sanción  legisla- 
tiva con  que  no  esté  conforme. 

Al  establecer,  en  este  capítulo,  el  deber  de  la  Le- 
gislatura de  dictar  la  ley  que  organice  las  oficinas 
fiscales  de  la  inversión  de  las  rentas  de  la  Provincia, 
va  sobreentendido  que  reconozco  al  Poder  Ejecutivo 
sus  facultades  de  colegislador,  en  toda  la  amplitud 
que  la  Constitución  y  el  sistema  del  gobierno  repre- 
sentativo le  conceden. 

Hago  esta  advertencia  para  que  se  comprenda  que, 
en  la  creación  de  las  oficinas  que  voy  á  proponer, 
quiero  que  también  intervenga  el  Poder  Ejecutivo, 
jefe  de  la  administración,  y  á  quien  no  puede  con- 
siderársele como  un   indiferente  en  todo  lo  que  se 
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refiera  á  la  percepción  é  inversión  de  los  caudales 
públicos. 

Por  su  lado,  el  Fiscal  de  Estado,  —  de  quien  hicie- 
ron un  mero  procurador  los  creadores  del  Tribunal 
de  Cuentas,  —  debiera  tener  una  intervención  más  per- 
sonal y  más  decisiva  en  el  examen  de  las  cuentas 
en  que  se  trata  del  patrimonio  del  fisco,  del  que  él 
—  el  Fiscal  —  es  el  defensor  nato,  creado  por  la 
Constitución. 

Este  funcionario,  en  unión  con  el  Contador  y  el 
Tesorero,  son  los  verdaderos  guardianes  constitucio- 
nales de  la  inversión  de  las  rentas. 

En  los  Estados  Unidos,  como  en  muchos  otros 
países,  se  atribuye  tanta  importancia  á  las  funciones 
de  estos  tres  empleados,  que  les  hacen  motivo  de  la 
elección  directa  por  el  pueblo,  —  como  se  ha  visto 
más  adelante, — y  se  les  rodea  de  muchas  prerrogati- 
vas y  consideraciones  en  el  desempeño  de  sus  cargos. 

Al  organizar  yo  las  oficinas  para  el  examen  de  las 
cuentas  de  inversión  de  las  rentas  públicas,  no  he 
podido,  pues,  prescindir  de  ellos,  haciéndoles  formar 
parte  de  aquéllas. 

Con  estas  explicaciones  precedentes,  voy  ahora  á 
presentar  los  artículos  con  que  propongo  reemplazar 
el  inciso  14  del  artículo  99,  y  que  serían  los  si- 
guientes: 
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Artículo  I.  La  Legislatura  organizaráj  á  la  bre- 
vedad  posible,  las  oficinas  encargadas  del  examen 
de  las  cuentas  de  percepción  é  inversión  de  ren- 
tas públicas,  sobre  las  bases  siguientes: 

a)  Habrá  una  oficina  de  contabilidad,  dependiente 
de  la  Legislatura,  compuesta  de  un  presidente 
que  deberá  tener  las  mismas  condiciones  exi- 
gidas para  los  camaristas,  y  cuatro  contadores 
como  vocales,  nombrados:  el  primero,  por  el 
Senado;  j/,  los  segundos,  por  la  Cámara  de 
Diputados,  que  tendrá  á  su  cargo  el  examen 
anual  de  las  cuentas  de  la  Administración  ge- 
neral  de  la  Provincia.  Los  miembros  de  esta 
ofwina  durarán  en  el  desempeño  de  sus  cargos, 
mientras  dure  su  buena  conducta,  pudiendo  ser 
destituidos  por  la  misma  cámara  que  los  nombró. 

b)  Las  cuentas  de  percepción  é  inversión  de  las 
rentas  generales  de  la  Provincia^  serán  pre- 
sentadas á  esta  oficina,  por  el  Contador  Ge- 
neral, el  Z*"  de  Mayo  de  cada  año,  debiendo 
contener  el  balance  del  ejercicio  vencido  el  año 
económico  anterbr. 

c)  Antes  del  P  de  Mayo  del  año  siguiente,  la 
oficina  de  contabilidad  de  la  Legislatura  deberá 
haber  examinado  las  cuentas  del  año  anterior, 
á  fin  de  poder  presentar,  á  cada  cámara,  im- 
preso,  un  informe  detallado,  con  el  dictamen 
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correspondiente^  aconsejando  su  aprobcLción  ó 
desaprobación. 
d)  Una  copia  auténtica  de  ese  informe  y  dicta- 
men,  le  será  pasada  al  Fiscal  de  Estado  á  los 
efectos  del  ejercicio  de  las  funciones  que  le  co- 
rrespondan, según  su  propia  apreciación  de  los 
hechos. 
Inciso  transitorio.  —  £"/  personal  actual,  del  Tri- 
bunal de  Cuentas,  pasará  á  formar  la  oficina 
de  contabilidad  de  la  Legislatura,  no  pudiendo 
ser  removido  sino  en  las  condiciones  del  in- 
ciso a). 

Artículo  II.  Independientemente  de  la  oficina 
precedente,  se  organizará,  en  la  Contaduría  Ge- 
neral y  bajo  la  presidencia  del  Contador,  y  cua- 
tro contadores  como  vocales,  otra  <^  Oficina  Revi- 
sara de  Cuentas  y>,  que  tendrá  á  su  cargo  el  examen 
de  las  cuentas  de  percepción  y  de  inversión  de 
rentas  y  caudales  públicos,  hecha  por  todos  los 
funcionarios,  administradores,  habilitados '  ó  per- 
sonas que  perciban  ó  administren  dineros  públicos, 
de  cualquier  naturaleza  y  origen,  á  cuyo  efecto 
la  ley  determinará  los  plazos  y  la  forma  en  que 
esas  cuentas  deben  ser  presentadas. 

Artículo  III.  Cuando  la  « Oficina  Revisara  de 
Cuentas  y>  encuentre  motivos  para  observar  algu- 
nas de  las  presentadas,  podrá  recabar  los  informes 
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que  juzgue  necesarios  de  las  personas  que  en  ellas 
intervinieron;  y,  si  después  de  pedir  las  explica- 
ciones que  creyese  oportunas,  la  mayoría  de  sus 
miembros  insistiese  en  creer  que  se  habían  co- 
metido irregularidades,  se  remitirán  los  antece- 
dentes, acompañados  de  un  informe  motivado, 
al  Fiscal  de  Estado,  para  que  proceda  como  lo 
estime  de  su  deber. 

Artículo  IV.  Cuando  las  cuentas  presentadas 
no  ofreciesen  dificultades,  serán  aprobadas  por 
la  oficina  revisadora,  comunicándose  esa  resolu- 
ción á  la  autoridad,  funcionario,  administrador 
ó  interesado  que  las  hubiese  presentado. 

Artículo  V.  En  todos  los  casos  en  que  el 
Contador  General  no  pueda  presidir  la  Oficina 
de  Revisación,  le  reemplazará,  en  esas  funciones, 
el  Tesorero  General  de  la  Provincia. 

Artículo  VI.  Los  contadores  que  sean  emplea- 
dos en  la  Contaduría  General,  pueden  formar 
parte  de  la  Oficina  de  Revisación  de  cuentas. 

Artículo  VII.  La  Oficina  de  Revisación  deberá 
expedirse,  en  todos  los  casos,  dentro  de  los  seis 
meses  posteriores  á  la  presentación  de  las  cuen- 
tas que  debe  examinar. 

Después  de  lo  que  he  expuesto  al   aconsejar  la 
supresión  del  inciso  12  del  artículo  99,  poco  tendré 
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que  decir  para  fundar  cada  uno  de  los  artículos  con 
que  propongo  reemplazar  á  aquél,  y  á  los  que  he 
puesto  provisoriamente  números  romanos,  porque  no 
puedo  saber  todavía  cuáles  serán  los  correlativos 
que  les  corresponderán  en  el  «  Proyecto  de  Consti- 
tución reformada»,  con  arreglo  al  Plan  detallado  en 
esta  obra. 

El  artículo  I 

En  el  Tribunal  de  Cuentas,  el  nombramiento  de 
sus  miembros  se  hace  por  el  Poder  Ejecutivo,  con 
acuerdo  del  Senado.  Yo  abandono  este  sistema 

Me  parece  inconveniente  que  aquéllos  que  han  de 
juzgar  los  actos  del  Poder  Ejecutivo,  como  adminis- 
trador de  las  rentas  públicas,  sean  nombrados  por  el 
mismo  gobernador,  aun  cuando  se  agregue  el  requi- 
sito del  acuerdo  del  Senado.  Me  parece  también  que, 
desde  que  es  al  Poder  Legislativo  al  que  siempre  se 
le  ha  confiado  la  misión  de  examinar  las  cuentas 
del  poder  administrador,  no  hay  motivo  para  que  se 
prescinda,  sin  causa  alguna,  de  la  intervención  de  la 
Cámara  de  Diputados,  en  la  designación  del  perso- 
nal de  una  Oficina  de  Contabilidad,  que  debe  de- 
pender exclusivamente  de  la  Legislatura. 

Estas  consideraciones  me  han  hecho  proyectar  una 
forma  de  nombramientos  para  esta  oficina,  que  satis- 
face todas  las  exigencias. 
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Como  conservo  en  esta  nueva  dependencia  de  la 
Legislatura,  la  misma  composición  que  tenía  el  Tri- 
bunal de  Cuentas,  tanto  en  cuanto  al  número  de  sus 
miembros,  cuanto  á  las  calidades,  he  creído  que  el 
Senado,  que  es  la  rama  menos  numerosa  del  Poder 
Legislativo,  pero,  al  mismo  tiempo  el  cuerpo  conser- 
vador, podría  nombrar  el  Presidente  de  la  Oficina, 
que  debe  ser  un  abogado,  que  reúna  las  condicio- 
nes exigidas  para  ser  camarista.  Esta  designación  es, 
indudablemente,  la  más  importante  en  el  personal  de 
la  oficina  que  proyecto;  y,  por  tanto,  aun  cuando  el 
número  de  nombramientos  confiados  á  la  Cámara 
de  Diputados  es  mayor,  la  importancia  del  uno  com- 
pensa la  cifra  de  los  otros. 

La  Constitución  actual  ha  hecho  inamovibles  —  no 
siendo  por  el  juicio  político  —  á  los  miembros  del 
Tribunal  de  Cuentas.  Yo  les  conservo  en  sus  puestos 
mientras  dure  su  buena  conducta;  pero  establezco 
que  pueden  ser  destituidos,  cuando  aquélla  ha  dejado 
de  ser  correcta,  por  la  misma  Cámara  que  los  hu- 
biera nombrado. 

Como  el  personal  actual  del  Tribunal  de  Cuentas, 
fué  nombrado  per  vitaniy—y  aun  cuando  nadie  puede 
adquirir  irrevocablemente  derechos  contra  una  ley  de 
orden  público,  como  lo  son  las  Constituciones,— yo 
he  proyectado  una  disposición  transitoria  (que  podrá 
colocarse  entre  las  demás  del  mismo  carácter),  por 
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la  cual  establezco  que  el  Tribunal  de  Cuentas  actual 
formará  la  Oficina  de  Contabilidad  de  la  Legislatura. 

Me  ha  inducido  á  esto,  no  sólo  la  conducta  polí- 
tica irreprochable  de  los  miembros  del  Tribunal  de 
Cuentas,  en  el  desempeño  de  sus  funciones,  sino  tam- 
bién un  antecedente  que  no  debo  olvidar. 

Cuando  se  dictó  la  Constitución  de  1873,  queda- 
ron fuera  de  la  nueva  organización  algunos  miem- 
bros del  Poder  Judicial,  que  habían  sido  nombrados 
también  per  vitam,  bajo  el  imperio  de  la  Constitu- 
ción de  1854. 

La  Legislatura  les  reconoció,  á  todos  ellos,  una 
pensión  igual  á  su  sueldo;  y  cuando,  alguna  vez, 
quiso  quitárseles  ó  disminuírseles,  como  si  fuese  sim- 
plemente graciable,  uno  de  los  interesados  ocurrió  á 
los  tribunales,  que  le  reconocieron  el  derecho  de  se- 
guir recibiendo  su  jubilación. 

Acaso  podría  reproducirse  el  caso,  si  hoy,  al  su- 
primir el  Tribunal  de  Cuentas,  se  prescindiese  tam- 
bién de  su  personal. 

El  mecanismo  establecido  en  este  artículo  I,  para 
el  examen  de  las  cuentas,  importa  hacer  forzoso  ese 
examen  dentro  del  año  de  presentados  los  balances, 
dejando  que,  en  vista  del  informe  de  la  Oficina  de 
Contabilidad,  las  Cámaras  Legislativas  adopten  la  re- 
solución que  les  parezca  oportuna,  sin  perjuicio  de 
las  acciones  que  el   Fiscal  de  Estado  puede  asumir 
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independientemente,  y  en   cumplimiento   de   la   alta 
misión  que  le  está  confiada. 


Los  demás  artículos 

En  distintas  páginas  de  esta  obra,  he  manifestado 
cuál  es  la  importancia  que  yo  le  atribuyo  al  Conta- 
dor General  de  la  Provincia.  Dada  mi  manera  de 
pensar,  no  debe  extrañarse  que  proyecte  una  «Ofi- 
cina de  Revisación  de  cuentas»,  presidida  por  ese  fun- 
cionario, á  cuyo  examen  y  aprobación  se  someterán 
las  cuentas  de  todas  las  personas  que  administren 
fondos  permanentemente,  por  razón  de  sus  puestos, 
ó  que  los  reciban  incidental  ó  accidentalmente  con 
un  destino  y  objeto  determinados. 

Esta  oficina  debe  tener  funciones  distintas  de  las 
ordinarias  de  la  Contaduría  General,  y  que  podrían 
ser  las  mismas  que  actualmente  le  acuerda  la  ley  de 
24  de  Enero  de  1890,  en  sus  artículos  107  y  siguien- 
tes; pero  me  ha  parecido  que,  en  esta  materia,  de- 
berían fijarse  en  la  Constitución  ciertos  principios 
permanentes,  á  fin  de  que  la  ley  no  los  desnaturalice. 

Aun  cuando  no  es  de  este  lugar  el  examen  de  la 
ley  de  Contabilidad  que  hoy  rige  en  la  Provincia, 
diré  que  es  mi  convicción  que  en  ella  no  se  ha 
dado  al  Contador  General  ni  al  Fiscal  de  Estado  el 
carácter  que  tienen  por  la  Constitución,  pareciendo 


5  58  REFORMA  DE   LA  CONSTITUCIÓN 


más  bien  aquellos  funcionarios  simples  empleados 
administrativos,  que  funcionarios  independientes,  con 
misión  y  atribuciones  propias. 

Es  con  ese  objeto  que  he  entrado  en  ciertos  de- 
talles reglamentarios,  que  son  precisamente  contrarios 
á  disposiciones  de  la  ley  actual  de  la  materia;  y,  que, 
por  tanto,  me  parece  indispensable  hacer  figurar  en 
la  Constitución. 

Mientras  se  perciben  las  rentas  y  se  invierten 
actualmente,  es  el  Poder  Ejecutivo,  —  el  Ministro  de 
Hacienda,  —  quien  más  intervención  debe  tomar.  Pero 
una  vez  que  se  trata  de  la  rendición  de  cuentas  de 
fondos  ya  invertidos,  entonces,  son  el  Contador  Ge- 
neral y  el  Fiscal  de  Estado  los  que  más  deben  inter- 
venir, para  resolver  por  sí  lo  que  debe  hacerse  en 
presencia  de  los  hechos,  sin  esperar,  para  proceder, 
á  que  otro  funcionario  les  mande. 

El  Fiscal  de  Estado  tiene  siempre  misión  propia 
para  velar  por  los  intereses  del  fisco;  y  si  resulta 
que,  en  su  concepto,  se  ha  producido  una  defrauda- 
ción, tiene  el  derecho  de  procurar  que  los  fondos 
defraudados  vuelvan  al  tesoro. 

He  necesitado  ser  muy  extenso  al  tratar  de  este 
asunto,  porque  me  parece  que  la  materia  es  tanto 
más  importante,  cuanto  que  ella  afecta  la  regulari- 
dad en  la  percepción  y  en  la  inversión  de  las  rentas 
publicas. 


j 


EDUCACIÓN   DEL   PUEBLO  5  5  Q 


CAPITULO  V 

EDUCACIÓN   DEL  PUEBLO 

La  cuestión  de  la  educación  del  pueblo  es  uno  de 
los  problemas  que  más  preocupan  hoy  á  todos  los 
publicistas  y  hombres  de  Estado. 

Ya  no  es  poblar  el  secreto  de  la  prosperidad  de 
la  República  Argentina;  y,  sobre  todo,  de  la  Provin- 
vincia  de  Buenos  Aires,  cuya  inmensa  zona  territo- 
rial ocupa  tan  vastas  planicies. 

Destruido  el  peligro  del  indio  salvaje,  el  desierto 
se  ha  revelado  como  el  campo  feraz,  apto  para 
todos  los  destinos  que  el  hombre  puede  dar  á  la 
tierra. 

Hoy  la  población  es  atraída  por  el  propio  interés 
del  poblador.  Ya  no  necesitamos  fomentar  la  inmi- 
gración, con  el  estímulo  del  pasaje  pagado,  ni  con 
la  propaganda  costosa  de  agentes  interesados. 

Son  las  comodidades  de  la  vida,  es  la  libertad  de 
que  aquí  goza  el  extranjero  que  llega  á  nuestras 
playas,  lo  que  le  hace  comunicar  á  sus  parientes  y 
amigos  de  Europa  las  ventajas  que  tiene  nuestro 
país  para  ellos. 
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Pero,  si  es  cierto  que  la  inmigración  viene  espon- 
tánea y  numerosa,  también  lo  es  que  nos  llega 
sumida  en  la  crasa  ignorancia  en  que  viven  las 
multitudes  europeas. 

Aumentamos  la  población,  pero,  con  ella,  aumen- 
tamos también  el  analfabetismo. 

Hoy  la  ignorancia  nos  perjudica  más  que  la  saba- 
na despoblada. 

Así  lo  comprendieron  ya,  hace  un  cuarto  de  siglo, 
los  hombres  ilustrados  que  formaron  la  Convención 
de  1870,  y  es  por  esta  razón  que,  en  el  primer  tra- 
bajo presentado  por  la  Comisión  encargada  de  pro- 
yectar el  capítulo  referente  al  Poder  Legislativo,— 
comisión  compuesta  del  doctor  Eduardo  Costa,  doc- 
tor Luis  Sáenz  Peña,  doctor  Emilio  de  Alvear  y 
doctor  Eugenio  Cambaceres,  —  se  les  ve  comenzar 
por  declarar  que  «siendo  la  difusión  de  la  enseñan- 
za esencial  á  la  conservación  de  los  derechos  y  de 
las  libertades  del  pueblo,  será  un  deber  de  la  Legis- 
latura asegurar  á  todos  los  habitantes  del  Estado 
los  beneficios  de  la  educación,  así  como  promover 
el  adelantamiento  de  las  ciencias  y  de  las  artes»  (0. 

Sobre  esta  base,  ellos  proyectaron  algunos  artícu- 
los en  su  proyecto,  dando  los  fundamentos  de  la  ley 
de  educación  común;  pero  dejando  siempre  el  con- 


(I)   Debates  de  la  Convención  de  i8jo-  i8y3,  tomo  I,  página  149. 
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tralor  y  la  vigilancia  de  ésta  á  los  altos  poderes  del 
Estado:  —  la  Legislatura  y  el  Ejecutivo. 

Sin  embargo,  la  Convención  estaba  dominada  por 
un  espíritu  de  descentralización  que  nadie  sabía  á 
dónde  llegaría. 

Apenas  empezados  los  debates  de  aquella  Conven- 
ción; apenas  conocidos  los  trabajos  de  sus  comisio- 
nes; cuando  sólo  se  habían  discutido  cuestiones  de 
reglamento,  uno  de  los  más  eminentes  é  ilustrados 
convencionales,  —  el  doctor  Vicente  Fidel  López,  — 
exclamaba: 

«Yo  declaro  mi  incompetencia  para  hacer  un 
trabajo  de  esta  naturaleza,  porque,  con  la  práctica 
que  la  discusión  me  ha  dado,  declaro  que  no  estamos 
preparados...  Yo  creo  que  haríamos  un  servicio  al 
país  demorando  la  discusión  de  este  proyecto. ..y>  d). 

Y,  ¡esa  era  la  verdad!  Los  convencionales  de  1873, 
— jóvenes  y  hombres  maduros,  —  éramos  víctimas  de 
nuestros  anhelos  patrióticos.  Esclavos  del  libro  y  de 
la  ciencia  agena;  admiradores  de  la  teoría  ó  de  la 
práctica  de  instituciones  que,  en  los  pueblos  de  otras 
razas  y  de  otras  costumbres,  aparentaban  resultados 
eximios, —  nos  propusimos  hacer  una  Constitución 
modelo,  donde  no  hubiese  libertad  que  no  estuviese 
establecida  y  garantida. 


(i)  Debates  de  la  Convenciórij  etc.,  tomo  I,  páginas  212  y  siguientes. 
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El  centralismo,  que  recordaba  al  caudillo  personal 
y  al  dominio  colectivo  de  la  metrópoli,  era  el  ene- 
migo que  nos  propusimos  combatir;  y,  para  vencerle, 
no  nos  preocupó  averiguar  si  hacíamos  obra  prác- 
tica y  útil,  ó  si  lanzábamos  á  la  Provincia  en  aven- 
turas peligrosas. 

Sintetizando  las  aspiraciones  liberales  del  gobierno 
que  quería  darse  á  la  Provincia  de  Buenos  Aires  en 
aquella  asamblea,  el  convencional  doctor  Rufino  de 
Elizalde,  estadista  probado,  ministro  permanente  de 
todos  los  gobiernos  presididos  por  el  general  Mitre, 
decía  en  la  sesión  de  23  de  Junio  de  1871: 

« Es  incuestionable  que  la  Municipalidad  debe  ser 
« á  la  Provincia,  b  que  la  Provincia  debe  ser  á  la 
«Nación;  y,  una  vez  que  convengamos  que  éste  es 
«^/  principio   verdadero^  ENTRARÉ    A    PROBAR   QUE 

«  HAY  UN  OLVIDO  COMPLETO  DE   LAS  CONDICIONES 
«  QUE   SE  DERIVAN  DE   ESTE   PRINCIPIO  ( i ). » 

Y  la  demostración  en  que  se  empeñaba  luego,  era 
para  convencer  á  sus  oyentes  de  que,  dada  la  inter- 
vención que  se  dejaba,  en  el  proyecto  de  constitu- 
ción, á  la  Legislatura,  al  Poder  Ejecutivo  y  ai  Poder 
Judicial  centrales,  en  asuntos  municipales,  « no  se  había 
tomado  por  base  el  principio  de  que  la  municipa- 
lidad es  á  la  Provincia,  lo  que  la  Provincia  es  á  la 
Nación.  > 


(i)   Debates  de  la  Conpenciórij  etc.,  tomo  I,  página  248. 
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En  menos  palabras:  la  Convención  de  1870  quiso 
crear  un  sistema  de  gobierno  federal  dentro  de  la 
Provincia  de  Buenos  Aires,  haciendo  de  las  autori- 
dades generales  simples  poderes  delegados,  con  focal- 
tades  enameradas  y  laxativas,  tales  como  son  las 
autoridades  que  componen  el  gobierno  federal  ar- 
gentino. 

Respondiendo  á  ese  propósito,  fué  que,  no  sólo  se 
crearon  estas  municipalidades  que  gobiernan  partidos 
de  más  de  un  millón  de  hectáreas  de  extensión, — 
como  Ouaminí,  Patagones  y  Trenque- Lauquen, — sino 
que,  dentro  de  esos  mismos  gobiernos  municipales, 
se  llevó  la  descentralización  al  extremo  de  crear  los 
Concejos  escolares  de  distrito,  popularmente  elegi- 
dos, é  independientes  de  las  autoridades  centrales  y 
locales. 

La  experiencia  ha  demostrado  el  error  que  enton- 
ces, se  cometió;  y  que,  lejos  de  enmendarse  en  1889, 
con  la  Constitución  reformada,  no  se  ha  hecho  más 
que  agravar  el  mal. 

Soy  acaso  el  más  convencido  de  los  argentinos  de 
que  sólo  la  educación  del  pueblo  nos  asegurará  la 
pureza  del  sufragio,  el  imperio  de  las  instituciones  y 
el  goce  tranquilo  de  las  libertades  civiles  y  políticas. 

Pero  tengo  también  el  mismo  convencimiento  de 
que,  la  educación  popular  no  dará  los  resultados  que 
se  anhelan  y  se  buscan,  si  el  gobierno  y  la  admi- 


5  64  REFORMA   DE  LA   CONSTITUCIÓM 

nistración  de  las  escuelas  comunes  y  sus  rentas,  con- 
tinúan bajo  el  actual  régimen  de  autonomía  é  inde- 
pendencia que  ha  dado  á  la  Dirección  y  al  Consejo 
General  la  Sección  séptima  de  la  Constitución. 

No  pienso  que  debemos  volver  á  la  centralización 
excesiva  de  los  tiempos  pasados;  pero  creo  que  no 
se  debe  tampoco  mantener  el  estado  de  cosas  actual, 
que  ofrece  sólo  inconvenientes  y  desventajas. 

Por  la  Constitución  vigente — y,  por  consecuencia 
por  la  ley  reglamentaria,  —  la  educación  común  tiene 
su  gobierno  propio,  con  su  poder  ejecutivo  y  su 
poder  legislativo,  sus  autoridades  municipales,  sus 
rentas  y  sus  contribuciones,  independiente  de  todo 
otro  poder  del  Estado. 

La  acción  del  Gobernador  de  la  Provincia,  como 
la  de  la  Legislatura,  hoy  sólo  puede  ser  coadyuvante, 
sin  que,  en  ningún  momento,  ella  pueda  ser  impera- 
tiva sobre  las  autoridades  escolares. 

Fuera  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  no  conozco 
una  organización  semejante  en  esta  materia. 

Los  Estados  Unidos,  el  Canadá,  la  Australia  y 
algunos  Cantones  Suizos,  son,  sin  duda  alguna,  los 
países  donde  las  constituciones  más  se  han  preocu- 
pado de  la  educación  del  pueblo,  estableciendo  rentas 
para  su  difusión,  haciéndola  obligatoria  en  cuanto  á 
la  instrucción  primaria,  y  recibiendo  de  los  potentados 
y  de  las  grandes  empresas,  inmensos  recursos  para 
formar  el  fondo  propio  y  permanente  de  escuelas. 
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Sin  embargo,  en  ninguno  de  esos  países,  los 
Boards  of  education  tienen  la  autonomía  ni  el  cúmu- 
lo de  facultades  que  la  Sección  Séptima  de  nuestra 
Constitución  les  da  á  las  autoridades  escolares  de  la 
Provincia  de  Buenos  Aires. 

He  buscado  en  los  Debates  de  la  Convención  de 
1870—1873,  el  origen  de  este  «gobierno  escolar», 
creado  por  una  comisión  especial  en  las  postrime- 
rías de  aquel  cuerpo,  y  no  he  hallado  nada,  absolu- 
tamente nada  á  este  respecto. 

En  la  sesión  de  18  de  Julio  de  1873,  hubo  una 
brevísima  discusión,  que  sólo  se  limitó  á  la  elección 
popular  de  los  consejos  escolares  de  distrito,  y  á  la 
designación  de  educación  común  en  vez  de  primaria. 
En  cuanto  á  los  motivos  por  los  cuales  se  abando- 
naba el  proyecto  primitivo  de  la  comisión  de  1870, 
que  conserva  al  Poder  Central  ciertas  atribuciones 
en  el  Régimen  Escolar,  no  hay  una  sola  palabra  que 
lo  explique  en  los  dos  gruesos  volúmenes  de  los  de- 
bates. 

Convencido,  pues,  de  que  obedezco  á  aspiraciones 
de  la  opinión  de  la  provincia,  aconsejo  una  reforma 
radical  en  esta  materia;  reforma  que  debe  empezar 
por  la  supresión  íntegra  de  la  Sección  Séptima  de  la 
actual  Constitución,  reemplazándola  por  un  capítulo 
en  la  Sección  Tercera,  que  se  refiere  al  Poder  Le- 
gislativo. 
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Esto  explicará  el  motivo  por  el  cual  me  he  ocu- 
pado, en  este  lugar,  de  la  educación,  que,  en  nuestra 
Constitución  vigente,  ocupa  una  de  las  últimas  sec- 
ciones. 

No  me  propongo  inventar  nada.  Acaso  habría 
bastado  modificar  brevemente  el  proyecto  primitivo 
presentado  á  la  Convención  de  1870  por  los  docto- 
res Costa,  Sáenz  Peña,  Alvear  y  Cambaceres,  por 
que  él  es  tomado  de  la  Constitución  del  Estado  de 
Florida,  y  es,  muíatis  mutandij  semejante  á  lo  que 
establecen  casi  todas  las  constituciones  norteamerica- 
nas ( I );  pero  la  experiencia  ha  aconsejado  á  la  actua- 


{ I)  ilc  aquí  el  texto  de  los  principales  artículos  de  aquel  proyecto: 

«  Art.  7*  A  más  de  los  recursos  que  cada  año  deberá  votar  la  Legislatura,  para  el 
fomento  de  la  educación,  con  arreglo  al  articulo  4*,  habrá  un  fondo  permanente  de 
escuelas,  que  se  constituirá  en  la  forma  siguiente:  las  cantidades  que  actualmente 
existen  depositadas  en  el  Banco  de  la  Provincia,  como  fondos  de  escuelas;  el  producto 
de  las  multas  que  por  cualquiera  autoridad  se  impusieren,  por  infracción  de  leyes  ó 
reglamentos,  y  que  no  tuvieren  aplicación  determinada  por  ley ;  los  bienes  que  por 
falta  de  herederos  correspondiesen  al  físco;  las  donaciones  de  particulares,  ya  pan 
este  objeto,  ó  ya  cuando  no  lo  tuvieren  determinado;  el  producto  de  las  tierras  que 
el  Congreso  Nacional  llegase  á  donar  á  las  provincias  para  el  fomento  de  la  educación; 
el  veinte  por  ciento  de  los  arrendamientos  y  de  la  venta  de  los  terrenos  de  propiedad 
de  la  Provincia ;  las  sumas  que  la  Legislatura  votase  para  este  mismo  objeto. 

«  Art.  8*  El  fondo  de  escuelas  será  sagrado  é  inviolable,  y  bajo  ningún  pretexto  po- 
drá ser  distraído  para  objetos  ajenos  á  su  destinación.  Sólo  se  podrá  disponer  de  su 
producto,  cuya  aplicación  será  con  toda  preferencia  la  construcción  de  edificios  para 
escuelas. 

«Art.  9*  La  voluntad  de  los  que  hiciesen  legados  ó  donaciones,  con  una  aplicación 
determinada,  será  igualmente  sagrada  ¿  inviolable. 

*  Art.  i  o.  Ninguna  cantidad  de  las  que  forman  el  fondo  de  escuelas,  podrá  ser 
colocada  de  otra  manera  que  en  Ü  Banco  de  la  Provincia,  ó  en  fondos  públicos  de 
la  misma  Provincia. 

«  Art.  1  I .  La  educación  será  obligatoria  para  todos  los  habitantes  de  la  Provincia, 
tan  luego  como  se  encuentre  en  ejercicio  un  número  bastante  de  escuelas. 

«  La  Legislatura  reglamenurá  la  penalidad  con  que  deba  castigarse  la  incuria  de 
los  padres,  tutores,  y  en  general,  de  todo  el  que  tenga  á  su   cargo  un  menor  en  es- 
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lidad  otros  medios  de  gobierno  y  administración  de 
las  escuelas,  más  en  armonía  con  las  necesidades  de 
la  presente  época 

Hay  el  derecho  de  exigir  que  no  se  retroceda  en 
el  camino  emprendido;  de  manera  que  cualquiera  re- 
forma que  se  introduzca  debe  tender  á  mejorar  lo 
existente. 

Para  tener  una  base  sobre  la  que  se  puedan  hacer 
los  comentarios  de  mi  proyecto  de  reformas,  voy  á 
presentarlo  en  los  dos  artículos  que  lo  forman,  y  que 
conservan,  en  lo  esencial,  las  disposiciones  actuales 
de  la  Constitución,  quitándole  sólo  la  absoluta  inde- 


tado  de  educarse  y  no  provea  á  su  educación,  y  determinará  la  oportunidad  en  que 
haya  de  principiar  á  hacerse  efectiva  en  todo  territorio  de  la  Provincia  ó  en  determt> 
nadas  localidades.» 

Independientemente  de  esos  artículos,  referentes  á  fondos,  la  misma  comisión  pro- 
ponía la  organización  del  gobierno  escolar,  en  la  forma  siguiente : 

Art.  i'En  la  primera  semana  de  su  administración,  el  Gobernador  de  la  Provin- 
cia (en  disidencia  el  señor  Alvear)  nombrará,  con  acuerdo  del  Senado,  un  superin- 
tendente general  de  educación  que  se  denominará  «  Director  General  de  Escuelas». 

Art.  2*  El  Director  General  durará  en  sus  funciones  el  período  ordinario  del  Go- 
bernador, tendrá  la  inspección  general  de  todas  las  escuelas  de  la  Provincia,  y  sus  de- 
beres y  atribuciones  serán  reglamentados  por  ley. 

Art.  3"  Para  la  mejor  administración  de  las  escuelas,  habrá  además  un  Consejo  de 
Instrucción  Pública,  que  se  compondrá  de  Vicegobernador  de  Estado,  del  Director 
del  Departamento,  del  Rector  de  la  Universidad  de  Buenos  Aires,  y  de  nueve  vocales 
que  nombrará  la  Cámara  de  Diputados,  y  que  se  renovarán  cada  año  por  terceras 
partes.  El  Director  General  de  Escuelas,  será  el  encargado  de  hacer  ejecutar  las  reso- 
luciones del  Consejo. 

An.  4' Serán  atribuciones  del  Consejo,  administrar  el  fondo  permanente  de  es- 
cuelas con  arreglo  á  la  ley  que  deberá  dictar  la  Legislatura,  dictar  los  reglamentos 
necesarios  para  la  administración  y  gobierno  de  las  escuelas,  determinar  los  métodos 
y  textos  que  hayan  de  seguirse  en  la  enseñanza,  y  entender  en  todo  lo  relativo  ó 
construcción  de  edificios  para  escuelas. 

Art.  5*  La  Legislatura  podrá  variar  la  organización  del  Consejo  de  Instrucción  Pú- 
blica, ampliar  ó  restringir  sus  atribuciones,  según  lo  estime  conveniente. 
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pendencia  que  hoy  tiene  la   Dirección  General  de 
Escuelas  ( i ). 


(i)  Las  disposiciones  de  la  Constitución  actual  que  no  se  conservan,  son  las  si- 
guientes : 

CAPITULO  I 

Art.  2  12.  La  Legislatura  dictará  las  leyes  necesarias  para  esublecer  y  organizar  un 
sistema  de  educación  común  y  organizará,  asimismo,  la  instrucción  secundaria  y  supe- 
rior; y  sostendrá  las  universidades,  colegios  é  institutos  destinados  á  dispensarlas. 

CAPÍTULO  11 

EDUCACIÓN   COMÚN 

An.  2  I  3.  Las  leyes  que  organicen  y  reglamenten  la  educación,  deberán  sujeurse  á 
las  reglas  siguientes : 

I 'La  educación  común  es  gratuiu  y  obligatoria,  en  las  condiciones  y  bajo  las  pe- 
nas que  la  ley  establezca. 

2*  La  dirección  facultativa  y  la  administración  general  de  las  escuelas  comunes  se- 
rán confíadas  á  un  Consejo  General  de  Educación  y  á  un  director  general  de  escuelas, 
cuyas  respectivas  atribuciones  serán  determinadas  por  la  ley. 

3*  El  director  general  de  escuelas  será  nombrado  por  el  Poder  Ejecutivo  con  acuerdo 
del  Senado  y  durará  en  sus  funciones  cuatro  años,  pudiendo  ser  reelecto. 

4*  El  Consejo  General  de  Educación  se  compondrá,  por  lo  menos,  de  ocho  personas 
más,  nombradas  por  el  Poder  Ejecutivo  con  acuerdo  de  la  Cámara  de  Diputados.  Se 
renovará  anualmente  por  partes  y  los  miembros  cesantes  podrán  ser  reelectos. 

5*  La  administración  local  y  el  gobierno  inmediato  de  las  escuelas  en  cuanto  no 
afecte  la  parte  técnica,  estarán  á  cargo  de  consejos  electivos  de  vecinos  de  cada  muni- 
cipio de  la  Provincia. 

Las  condiciones  que  deben  reunir  los  electores  serán  las  mismas  que  para  elegir 
municipales,  y  las  condiciones  de  elegibilidad  y  formación  de  los  consejos  serán  las 
mismas  de  las  municipalidades. 


8*  Cuando  la  contribución  escolar  de  un  distrito  no  sea  bastante  para  sufragar  los 
gasios  de  educación  del  mismo,  el  tesoro  público  llenará  el  déficit  que  resulte. 

/ 
í^omo  después  de  la  fedcraii/ación  de  la  Universidad  de  la  Capital  y  de  las  últimas 

cesiones  de  la  Provincia  á  la  Nación  de  todos  sus  elementos  universitarios,  la  Provin- 
cia no  tiene  actualmente  necesidad  de  esc  género  de  legislación,  también  indico  la 
supresión  de  lo  siguiente  : 

CAPÍTULO  III 

INSTRUCCIÓN   SECUNDARIA  Y   SUPERIOR 

Art.  214.  Lns  leyes  orgánicas  y  reglamentarias  de  la  instrucción  secundaria  y  su- 
perior, se  ajustarán  á  las  reglas  siguientes: 

I*  La  instrucción  secundaría  y  superior,  estarán  á  cargo  de  las  universidades  que 
se  fundaren  en  adelante. 
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He  aquí  esos  dos  artículos,  que  contienen  toda  la 
reforma  proyectada: 


Artículo  VIL  La  Legislatura  dictará  las  leyes 

orgánicas  que  organicen    la   educación    común, 

con  arreglo  á  las  siguientes  bases: 

V  La  educación  común  es  gratuita  y  obligatoria, 
debiendo  la  ley  establecer  las  penas  en  que 
incurrirán  los  infractores. 

2^  Se  establecerán  contribuciones  y  rentas  pro- 
pias de  la  educación  común  que  le  aseguren 
en  todo  tiempo  recursos  suficientes  para  su 
sostén,  difusión  y  mejoramiento,  que  regirán 
mientras  la  Legislatura  no  las  modifique.  La 


2*  La  enseñanza  será  accesible  para  toJos  los  habitantes  de  la  Provincia  y  gratuita 
con  las  limitaciones  que  la  ley  establezca. 

3*  Las  universidades  se  compondrán  de  un  consejo  superior  presidido  por  el  rec- 
tor y  de  las  diversas  facultades  establecidas  en  aquellas  por  las  leyes  de  su   creación. 

4*  El  consejo  universitario  será  formado  por  los  decanos  y  delegados  de  las  diver- 
sas facultades;  y  éstas  serán  integradas  por  miembros  ad-honorem_,  cuyas  condiciones 
y  nombramiento  determinará  la  ley. 

5*  Corresponderá  al  consejo  universitario :  dictar  los  reglamentos  que  exijan  el  or- 
den y  disciplina  de  los  establecimientos  de  su  dependencia ;  la  aprobación  de  los  pre- 
supuestos anuales  que  deben  ser  sometidos  á  la  sanción  legislativa ;  la  jurisdicción 
superior  policial  y  disciplina  que  las  leyes  y  reglamentos  le  acuerden,  y  la  decisión 
en  última  instancia  de  todas  las  cuestiones  contenciosas  decididas  en  primera  instancia 
por  una  de  las  facultades;  promover  el  perfeccionamiento  de  la  enseñanza;  proponer 
la  creación  de  nuevas  facultades  y  cátedras;  reglamentar  la  expedición  de  matrículas 
y  diplomas  y  fijar  los  derechos  que  puedan  cobrarse  por  ellos. 

6*  Corresponderá  á  las  facultades:  la  elección  de  su  decano  y  secretario:  el  nom- 
bramiento de  profesores  titulares  ó  interinos;  la  dirección  déla  enseñanza,  formación 
de  los  programas  y  la  recepción  de  exámenes  y  pruebas  en  sus  respectivos  ramos 
cieniíñcos;  fijar  las  condiciones  de  admisibilidad  de  los  alumnos;  administrar  los  fun- 
dos que  les  corresponden,  rindiendo  cuenta  al  consejo;  proponer  á  este  los  presu- 
puestos anuales,  y  toda  medida  conducente  á  la  mejora  de  los  estudios  ó  régimen 
interno  de  las  facultades . 
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contribución  escolar  de  cada  distrito  será  des- 
tinada á  sufragar  los  gastos  de  la  educación 
común  en  el  mismo,  preferentemente;  y  su  in- 
versión corresponderá  á  los  consejos  escolares. 

3*  Habrá,  además,  un  fondo  permanente  de  es- 
cuelas, depositado  á  premio  en  el  Banco  de 
la  Provincia  ó  en  fondos  públicos  de  la  misma, 
el  cual  será  inviolable,  sin  que  pueda  dispo- 
nerse más  que  de  su  renta  para  subvenir 
equitativa  y  concurrentemente  con  los  vecin- 
darios, á  la  adquisición  de  terrenos  y  construc- 
ción de  edificios  de  escuelas. 

4'  La  dirección  facultativa  de  las  escuelas  co- 
munes estará  á  cargo  de  un  superintendente 
y  un  Consejo  General,  compuesto  de  ocho 
miembros,  nombrados:  el  primero,  con  acuerdo 
del  Senado;  y,  los  últimos,  con  acuerdo  de  la 
Cámara  de  Diputados.  El  primero  durará  cua- 
tro años  en  el  ejercicio  de  sus  funciones;  y,  los 
segundos,  dos  años,  siendo  reelegibles. 

5^  El  Ministro  de  Instrucción  Pública  es  el  jefe 
nato  de  la  Dirección  de  Escuelas,  y  puede 
presidir  el  consejo  siempre  que  lo  estime  con- 
veniente. 

(f  La  ley  podrá  crear  comisiones  vecinales  para 
la  inspección  de  las  escuelas  comunes  en  los 
distintos  partidos  en  que  se  divide  la  Provin- 
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cia,  determinando  la  forma  de  su  nombramien- 
to, su  duración  y  sus  funciones. 

Artículo  VIIL  Cuando  las  condiciones  de  la 
Provincia  lo  aconsejen,  la  Legislatura  dictará 
las  leyes  orgánicas  y  reglamentarias  de  la  ense- 
ñanza secundaria  y  superior. 

Como  se  ve,  la  reforma  consiste,  principalmente, 
en  la  creación  de  un  Ministerio  de  Instrucción  Pú- 
blica, á  quien  se  declara  el  jefe  nato  de  todo  lo  re- 
ferente á  la  educación  popular. 

Actualmente,  el  Director  General  de  Escuelas  y  los 
miembros  del  Consejo  General,  son  funcionarios  que 
administran  ingentes  sumas  de  dinero,  y  tienen  altí- 
simas atribuciones;  y,  sin  embargo,  ni  la  constitución 
ni  las  leyes  han  establecido  la  forma  de  hacerles 
responsables,  en  los  casos  de  infracciones  á  sus 
deberes. 

La  ley  de  26  de  Febrero  de  1875,  se  ha  limitado, 
en  su  artículo  27,  á  establecer  la  responsabilidad  so- 
lidaria de  los  miembros  del  Consejo  General  por  la 
inversión  de  los  fondos  que  administran;  pero  esta 
disposición  es  inútil,  desde  que  ya  la  establece  el 
artículo  48  de  la  Constitución. 

Las  leyes  posteriores  de  17  de  Octubre  de  1905 
y  de  9  de  Enero  de  1907  (artículo  22)  no  han  mo- 
dificado aquella  situación;  de  manera  que,  mientras 
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la  Constitución  ha  estatuido  el  modo  de  proceder 
al  enjuiciamiento  del  Gobernador,  los  Ministros,  los 
miembros  de  la  Suprema  Corte,  los  Camaristas,  los 
Jueces,  el  Fiscal  de  Estado,  el  Tribunal  de  Cuentas, 
etcétera,  —  nada  se  ha  dispuesto  hasta  ahora  con  res- 
pecto á  los  directores  de  la  educación  común. 

La  contabilidad,  así  como  la  percepción  y  la  in- 
versión de  las  rentas  de  este  gran  departamento  del 
Gobierno  de  la  Provincia,  hoy  se  hace  sin  contralor 
alguno,  formulándose  los  contratos  y  cumpliéndose, 
dentro  de  la  administración  especial  creada  por  la 
Constitución,  sin  que  intervengan  la  Contaduría  Ge- 
neral, el  Fiscal  de  Estado,  el  Ministro  de  Gobierno 
ó  el  Gobernador. 

Y  para  que  nada  falte  á  este  gobierno  en  minia- 
tura, no  le  han  faltado  siquiera  los  conflictos  entre 
el  Director  y  el  Consejo  General,  conflictos  que  han 
venido  a  servir  para  revelar  aun  más  los  inconve- 
nientes de  esa  organización,  en  que  ni  aún  se  ha 
previsto  la  forma  de  solucionar  esas  rencillas  caseras, 
cuyos  efectos  se  sienten  en  los  momentos  mismos 
en  que  escribo. 

Felizmente,  hasta  ahora,  la  honorabilidad  de  las 
personas  que  forman  la 'Dirección  General  de  Escue- 
las, tanto  en  su  Presidencia  como  en  el  Consejo,  no 
ha  dado  lugar  á  escándalos  como  los  que  se  han 
producido  en  algunos  Estados  y  Universidades  norte- 
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americanos,  donde  las  rentas  escolares  ó  universita- 
rias suelen  contarse  por  centenares  de  millones. 

Entre  nosotros,  la  gestión  administrativa  de  las 
escuelas  comunes  ha  sido  honesta  en  todas  las  épo- 
cas, antes  y  después  de  la  Constitución  de  1 873;  pero 
esa  circunstancia  no  basta  para  detener  la  reforma. 

Lo  que  el  país  quiere  es  que  haya  un  departa- 
mento del  gobierno  que  se  ocupe  especialmente  de 
la  educación  é  instrucción  del  pueblo;  pero  nadie 
puede  sostener  que  es  indispensable  que  ese  depar- 
tamento tenga  tal  autonomía,  que  sea  completamente 
independiente  del  Poder  Ejecutivo  y  de  la  Legisla- 
tura, y,  en  sus  casos  de  conflicto  interno,  hasta  del 
Poder  Judicial. 

La  reforma  que  yo  propongo,  conserva  lo  esen- 
cial de  la  actual  Dirección  de  Escuelas,  centralizando 
sólo  la  parte  económica,  diré  así,  que  la  coloca  bajo 
la  dirección  de  un  Ministro  Secretario,  que  tendrá 
que  acordar  con  el  jefe  del  Estado  todo  lo  que  se 
resuelva;  y,  si  fuere  necesario,  hasta  asesorarse  de 
los  demás  colegas  de  ministerio. 

Si  hasta  ahora  se  ha  creído  que  el  Director  Ge- 
neral de  Escuelas  podía  desempeñar  las  funciones 
administrativas  que  le  están  confiadas,  con  más  razón 
deberá  reconocerse  que  un  Ministro  especial  de  ese 
.  ramo,  ocupado  sólo  de  él,  debe  tener  más  compe- 
tencia. 
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Por  otra  parte,  esta  intromisión  del  Gobernador  y 
de  un  Ministro  en  la  dirección  de  las  escuelas  pú- 
blicas, es,  como  lo  he  dicho,  lo  que  sucede  en  todos 
los  países  donde  la  educación  ha  sido  tema  prefe- 
rente de  los  constituyentes. 

No  citaré  más  que  á  los  Estados  Unidos,  porque 
esa  patria  de  Horacio  Mann,  no  sólo  es  la  madre 
de  las  escuelas  comunes,  sino  que  sus  gobernantes 
y  sus  millonarios  compiten  los  unos  con  los  otros, 
para  no  dejarse  aventajar  en  sus  actos  de  munifi- 
cencia para  con  las  escuelas  y  universidades. 

Sólo  entre  dos  millonarios  norteamericanos,— Car- 
negie  y  Rockefeller,  —  han  dado  más  de  trescientos 
millones  de  pesos  oro  para  esos  objetos. 

Para  administrar  tan  grandes  sumas,  ninguna  Cons- 
titución norteamericana  ha  creído  que  debía  crear  un 
pequeño  «gobierno  escolar»,  dentro  del  gran  go- 
bierno del  Estado  político.  Tampoco  han  creído  que 
los  gobernadores  y  sus  ministros,  debían  ser  excluí- 
dos  de  todo  lo  que  importase  dirección  de  escuelas, 
ni  que  el  Poder  Legislativo  debía  ser  sustituido  por 
el  Consejo  General  de  Educación. 

Todo  lo  contrario.  Allí  las  cosas  pasan,  más  ó 
menos,  como  las  propuso  la  primera  comisión  de  la 
Convención  de  1 870,  ó  como  yo  lo  propongo  en  los 
dos  artículos  que  vengo  estudiando. 

En  diecisiete  de  los  Estados  parciales  de  la  Unión 
Americana,  el  Superintendente  de  instrucción  pública. 
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{Superintendent  of  Public  Instrucüori),  es  elegido  di- 
rectamente por  el  pueblo  por  un  término  de  dos  á 
cuatro  años  (i);  y,  no  obstante  ese  origen,  el  superin- 
tendente no  es  el  jefe  del  departamento  de  escuelas, 
ni  tiene  las  facultades  que  nuestra  Constitución  y 
nuestras  leyes  conceden  al  actual  Director  General. 

En  los  demás  Estados,  son  las  Legislaturas  y  las 
Asambleas  Generales  las  que  disponen  lo  referente 
á  la  dirección  de  la  educación,  salvo  algunos  pocos, 
en  que,  la  Constitución,  crea  los  Boards  of  Educa- 
tíon,  con  facultades  más  ó  menos  amplias. 

La  composición  de  esos  Boards  of  Education  (que 
son  los  que  aquí  llamamos  Consejos  de  Educación), 
prueba  cuan  distinto  del  nuestro,  es  el  criterio  de  los 
norteamericanos,  en  asunto  que  conocen  tan  á  fondo. 

En  el  Estado  de  Alabama  (según  las  secciones  1, 
3  y  4  del  artículo  XI),  el  Board  se  compone  del 
Gobernador,  del  Superintendente  de  Instrucción  Pú- 
blica, y  de  dos  vocales  elegidos  por  cada  distrito 
congresional,  debiendo  éstos  durar  dos  años. 

En  el  Estado  de  Florida,  el  Board  se  compone  del 
Secretario  de  Estado,  del  Fiscal  de  Estado  {Attorney 
General)  y  Superintendente  de  instrucción  pública, 
(artículo  VIH,  sección  9). 


(i)  He  aquí  su  nómina:  Alabama,  2  años;  Arkansas,  4  años;  California,  4  años, 
Illinois,  4  años;  Indiana,  2  años;  Kansas,  2  años;  Louisiana,  4  años;  Michigan,  2 
años;  Missisbippi,  4  años;  Misouri,  4  años;  Nevada,  2  años;  Carolina  del  Norte, 
4  años;  Texas,  4  años;  Carolina  del  Sud,  2  años;  West  Virginia,  2  años  y  Wis- 
consin....  Keotuky  4  años. 
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En  lowa,  la  componen  el  Vicegobernador  y  un 
vocal  elegido  por  cada  distrito  judicial  (artículo  IX, 
sección  1,  2  y  3);  pero  sólo  la  Asamblea  Legislativa 
puede  resolver  la  inversión  de  las  rentas  de  las  es- 
cuelas (artículo  IX,  sección  2  y  7). 

En  Michigan,  forman  el  Board  tres  miembros  ele- 
gidos por  seis  años;  pero  son  miembros  ex  qfficio 
de  la  oficina:  el  Secretario  de  Estado  y  el  Superin- 
tendente de  instrucción  pública  (artículo  XIII,  sec- 
ción 9). 

En  Mississippi:  el  Secretario  de  Estado,  el  Fiscal 
de  Estado  {Attorney  General),  y  el  Superintendente 
de  instrucción  pública  (artículo  VIII,  sección  3). 

En  Missouri:  el  Secretario  de  Estado,  el  Fiscal  de 
Estado  y  el  Superintendente  (artículo  IX,  sección  3). 

En  la  Carolina  del  Norte:  el  Gobernador,  el  Vice- 
gobernador, Secretario  de  Estado,  Tesorero,  Conta- 
dor {Auditor),  Superintendente  de  obras  públicas, 
Superintendente  de  instrucción  pública  y  Fiscal  de 
Estado  (artículo  IX,  sección  7). 

En  Carolina  del  Sud:  el  Secretario  de  Estado,  el 
Superintendente,  y  un  Comisionado  escolar  {School 
Commissioner)  elegido  cada  dos  años  en  cada  con- 
dado {county)  (artículo  X,  sección  2). 

En  Virginia:  el  Gobernador,  el  Superintendente  de 
instrucción  pública  y  el  Fiscal  de  Estado  {Attorney 
General)  (artículo  VIH,  sección  2). 

Las  facultades  que  se  acuerdan  á  estos  Boards  of 
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Education  en  algunos  Estados,  llegan  hasta  las  de 
legislar  sobre  los  fondos  escolares;  pero  sus  resolucio- 
nes están  sujetas  al  veto  del  gobernador,  como  en 
Alabama  (artículo  XI,  sección  1  y  5),  ó  á  la  apro- 
bación de  la  Asamblea  General,  como  sucede  en 
lowa  (artículo,  X,  sección  7)  y  en  la  Carolina  del 
Norte  (artículo  IX,  sección  9). 

En  todos  los  demás  Estados  de  la  Unión  Ameri- 
cana, son  las  Legislaturas  las  que  tienen  la  alta  mi- 
sión de  organizar  las  direcciones  y  administraciones 
de  las  escuelas,  sobre  bases  constitucionales,  más  ó 
menos  en  la  forma  en  que  yo  las  presento. 

No  hay,  como  se  ve,  un  solo  Estado  que  excluya 
la  acción  del  Gobernador,  de  su  Ministro,  de  sus 
altos  funcionarios  y  de  su  Legislatura,  de  la  dirección 
de  sus  escuelas;  y  el  resultado  ha  debido  ser  satis- 
factorio cuando  siendo  tan  numerosos  aquellos  Esta- 
dos, ninguna  de  sus  constituciones  ha  constituido 
este  pequeño  gobierno  escolar  que  nosotros  tenemos. 

En  los  Estados  de  la  Unión  no  hay  sino  un  solo 
Secretario  de  Estado,  generalmente  elegido  popular- 
mente; de  manera  que  ese  superintendente  de  ins- 
trucción pública,  elegido  en  las  mismas  condiciones 
que  el  Secretario  de  Estado,  equivale  al  nuevo  Minis- 
tro de  Instrucción  Pública,  que  yo  creo  en  mi  pro- 
yecto de  reforma. 

Me  parece  que  no  existiendo  en  las  prácticas  uni- 
versales ninguna  que  pueda  apoyar  la  Sección  Séptima 
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de  la  actual  Constitución,  y  no  abonando  tampoco 
su  excelencia  la  experiencia  que  nosotros  hemos  he- 
cho de  ese  sistema,  —  es  sensato  ir  á  la  reforma 
aconsejada  por  todos  los  países  que  se  preocupan 
de  la  educación. 

Es  inútil  creer  que,  en  la  Provincia,  esta  descentra- 
lización excesiva  de  elementos,  pueda  ser  provechosa. 

La  federación  pierde  camino  hasta  en  los  mismos 
Estados  Unidos,  cuyas  últimas  enmiendas  constitucio- 
nales han  disminuido  los  derechos  de  los  Estados 
locales,  para  robustecer  la  fuerza  del  poder  central. 

Entre  nosotros,  son  muchos  los  publicistas  y  hom- 
bres públicos  que  están  convencidos  de  que  seríamos 
más  felices  si  nos  gobernásemos  por  el  sistema  uni- 
tario. 

No  persistamos,  pues,  en  el  error  de  1870.  Reac- 
cionemos; que,  dando  intervención  á  los  gobiernos  y 
á  la  Legislatura  en  la  dirección  y  administración  de 
las  escuelas,  aumentaremos  las  garantías  de  la  liber- 
tad, disminuyendo  el  número  de  los  analfabetos... 

Los  demás  puntos  que  comprende  la  reforma  pro- 
puesta, no  necesitan  comentarse. 

Toda  la  parte  referente  á  las  rentas  escolares,  se 
conserva  tal  como  hoy  se  encuentra  en  la  Constitu- 
ción actual;  y  si  se  suprime  lo  referente  á  las  regla- 
mentaciones de  estudios  universitarios,  es  porque  ac- 
tualmente serían  inútiles  aquellos  artículos. 
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CAPÍTULO  VI 

PROCEDIMIENTO  PARA  LA  SANCIÓN   DE  LAS  LEYES 

Pocas  reformas  hay  que  introducir  en  este  capítulo 
de  la  Constitución  vigente,  pero  ellas  son  todas  de 
relativa  importancia. 

La  primera  que  se  presenta  como  una  exigencia, 
es  la  del  artículo  102,  referente  al  procedimiento  que 
debe  emplearse  en  las  cámaras  para  sancionar  las 
leyes. 

Este  artículo  y  el  precedente  dicen  así: 

«Artículo  101.  Aprobado  un  proyecto  por  la 
cámara  de  su  origen,  pasará  para  su  revisión  á 
la  otra,  y  si  ésta  también  lo  aprobase,  se  comu- 
nicará al  Poder  Ejecutivo  para  su  promulgación. 

«Artículo  102.  Si  la  cámara  revisora  modifica 
el  proyecto  que  se  le  ha  remitido,  volverá  á  la 
iniciadora,  y  si  ésta  aprueba  las  modificaciones, 
pasará  al  Poder  Ejecutivo. 

«  Si  las  modificaciones  fuesen  rechazadas,  vol- 
verá por  segunda  vez  el  proyecto  á  la  cámara 
revisora,  y  si  ella  no  tuviese  dos  tercios  para 
insistir,  prevalecerá  la  sanción  de  la  iniciadora. 
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Pero  si  concurriesen  dos  tercios  de  votos  para 
sostener  las  modificaciones,  el  proyecto  pasará 
de  nuevo  á  la  cámara  de  su  origen,  la  que  ne- 
cesitará igualmente  el  voto  de  las  dos  terceras 
partes  de  sus  miembros  presentes,  para  que  su 
sanción  se  comunique  al  Poder  Ejecutivo. 

«  Si  la  cámara  revisora  insiste  en  sus  modifi- 
caciones por  unanimidad,  volverá  el  proyecto  á 
la  iniciadora.  Si  ésta  las  rechaza  también  por 
unanimidad,  se  considerará  desechado  el  pro- 
yecto; y,  en  caso  contrario,  quedará  sancionado 
con  las  modificaciones. 


Sobre  la  base  de  una  disposición  análoga  de  la 
Constitución  Nacional  Argentina,  la  Convención  de 
1870  introdujo  en  este  artículo  algunas  reformas,  que 
la  de  1882-1889,  intentó  á  su  vez  modificar,  pero 
sólo  con  la  supresión  del  último  párrafo. 

Sin  embargo,  la  reforma  exigida  es  más  radical. 
Esta  forma  en  la  tramitación  de  las  leyes  puede  llegar 
hasta  hacer  desaparecer  el  sistema  bi-camarista,  el  día 
en  que  un  partido  político  dispusiese  de  dos  terceras 
partes  de  votos  en  cualquiera  de  las  dos  cámaras. 

El  principio  universalmente  aceptado  en  todos  los 
países  donde  el  Poder  Legislativo  está  dividido  en 
dos  cámaras,  es  el  que  expresa  ó  tácitamente  está 
establecido  en  las  constituciones:  « Ningún  proyecto 
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se  convertirá  en  ley,  sin  el  asentimiento  de  la  mayoría 
de  los  miembros  electos,  de  cada  cámara » ( i ). 

Con  arreglo  á  esta  base  del  sistema  bi-camarista, 
no  es  posible  que  ley  alguna  se  promulgue,  sin  que 
la  mayoría  de  cada  una  de  las  cámaras  haya  concu- 
rrido con  su  voto  á  sancionar  cada  una  de  las  dis- 
posiciones contenidas  en  la  ley. 

En  la  República  Argentina,  y  en  la  mayor  parte 
de  sus  provincias,  así  como  en  Chile  y  en  el  Para- 
guay,— únicas  constituciones  que  contienen  disposi- 
ciones semejantes  á  la  de  que  me  ocupo,  —  se  han 
promulgado  muchas  leyes  que  no  han  contado  con 
la  sanción  de  una  de  las  Cámaras,  de  manera  que 
puede  afirmarse  que  ellas  fueron  el  resultado  de  una 
sanción  semejante  á  las  que  se  producen  en  los  paí- 
ses donde  el  Poder  Legislativo  está  formado  por 
una  sola  asamblea. 

Para  hacer  más  clara  la  demostración,  voy  á  tomar 
como  ejemplo  una  ley  histórica:  la  ley  que  señaló  á 
Villa  María  como  capital  de  la  República  Argentina, 
ley  que  no  tuvo  efecto  por  haberia  vetado  el  Presi- 
dente Sarmiento. 

En  la  cámara  iniciadora,  la  ley  se  sancionó  fijando 
la  ciudad  del  Rosario  como  capital  de  la  Nación. 
Pasó  el   proyecto   á   la  cámara   revisora,   y  ésta  lo 


(i)  Constitución  de  California,  artículo  IV,  sección    i6,  in  fine.  Las  demás  cons- 
tituciones se  expresan,  más  ó  menos,  en  los  mismos  términos. 
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modificó  cambiando  sólo  el  nombre  de  la  localidad, 
y  poniendo  Villa  María  en  vez  de  Rosario.  Devuel- 
to el  proyecto  modificado  á  la  cámara  de  su  origen, 
ésta  rechazó  por  simple  mayoría  la  enmienda,  y  re- 
mitió de  nuevo  la  ley  á  la  cámara  revisora,  la  que 
insistió  por  dos  tercios  de  votos  en  su  sanción  pri- 
mitiva, y  como  esos  dos  tercios  no  existieron  en  la 
cámara  iniciadora,  se  promulgó  como  ley  la  sanción 
de  la  revisora. 

El  resultado  jurídico  de  esta  tramitación  es  desas- 
troso para  el  sistema  bi- camarista.  La  opinión  de  la 
mayoría  de  la  cámara  iniciadora  desapareció  ante  las 
dos  terceras  partes  de  la  cámara  revisora. 

Supóngase  que  esa  cámara  revisora  fuese  el  actual 
Senado  Nacional,  compuesto  de  treinta  miembros,  de 
los  que  veinte  forman  los  dos  tercios.  Supóngase  que 
la  Cámara  de  Diputados,  compuesta  de  ciento  veinte 
miembros,  hubiese  sido  la  que  hubiese  iniciado  la 
ley,  y  la  que,  al  considerar  las  modificaciones  intro- 
ducidas por  el  Senado,  sólo  hubiera  tenido  setenta 
votos  para  rechazarías,  necesitando  ochenta  para  for- 
mar los  dos  tercios. 

La  ley  se  habría  promulgado  tal  como  lo  sancio- 
naron los  veinte  Senadores,  y  no  tal  cual  lo  deseaban 
los  setenta  Diputados,  produciéndose  así  un  acto 
completamente  contrario  á  los  principios  del  gobier- 
no representativo. 
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Estos  hechos  pueden  siempre  repetirse  en  la  pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  bajo  el  imperio  de  su  Cons- 
titución actual.  Si  cada  vez  que  la  Cámara  revisora 
no  tiene  dos  tercios  de  votos  para  sostener  sus  mo- 
dificaciones, ó  cada  vez  que  la  Cámara  iniciadora  no 
tiene  esos  dos  tercios  para  rechazar  las  modificacio- 
nes introducidas  por  la  revisora,  la  ley  ha  de  pro- 
mulgarse como  lo  resuelvan,  en  uno  ó  en  otro  caso, 
los  dos  tercios,  es  evidente  que  siempre  estaremos 
expuestos  á  que  se  promulguen  leyes  sancionadas 
por  una  sola  Cámara. 

Algunas  provincias  argentinas,  en  sus  convencio- 
nes parciales,  han  intentado  reformar  este  sistema 
empleado  para  la  sanción  de  las  leyes;  pero  el  res- 
peto á  la  tradición  nacional  les  ha  detenido. 

En  algunas  naciones,  imitando  á  la  Suecia  que 
inició  el  sistema  en  su  Constitución  de  1809,  han 
establecido  la  reunión  de  ambas  Cámaras  en  Asam- 
blea para  resolver  la  desinteligencia  producida  entre 
aquéllas  á  propósito  de  las  modificaciones  introduci- 
das en  los  proyectos  de  ley;  pero  por  ese  sistema 
el  número  de  los  senadores,  que  es  siempre  menor 
que  el  de  los  Diputados,  es  ahogado  por  el  de  estos 
últimos. 

Sin  embargo,  en  los  países  representativos,  donde 
se  ha  dejado  que  la  iniciativa  de  los  proyectos  de 
ley  pueda  hacerse  en  cualquiera  de  las  dos  Cámaras, 

39 
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—  como  sucede  en  la  Provincia,  —  el  procedimiento 
empleado  para  dirimir  las  diferencias  suscitadas  entre 
las  dos  Cámaras,  con  motivo  de  modificaciones  intro- 
ducidas en  los  proyectos  de  ley,  es  procurar  armo- 
nizar las  ideas  de  ambos  cuerpos  por  medio  de  una 
comisión  mixta,  compuesta  de  Senadores  y  Diputados. 

Cuando  una  Cámara  modifica  un  proyecto  de  ley 
aprobado  por  la  otra,  si  ésta  no  acepta  las  modifica- 
ciones, cada  una  de  ellas  nombra  una  comisión,  que 
se  reúne  procurando  dar  al  proyecto  una  forma  en 
que  se  armonicen  las  opiniones  de  ambas  Cámaras. 

Si  no  llegan  á  ese  resultado,  cada  comisión  da 
cuenta  á  su  Cámara  respectiva,  y  el  proyecto  se  re- 
puta desechado,  no  pudiendo  volver  á  presentarse  en 
las  sesiones  de  ese  año. 

Si,  por  el  contrario,  las  comisiones  se  ponen  de 
acuerdo,  las  dos  Cámaras  toman  en  consideración, 
separadamente,  el  proyecto  así  redactado,  y  si  am- 
bas lo  aprueban,  queda  sancionado  y  se  comunica  al 
Poder  Ejecutivo  para  que  lo  promulgue. 

Si  ambas  Cámaras  ó  alguna  de  ellas  no  se  con- 
forma con  el  proyecto  formulado  por  sus  comisiones, 
el  asunto  queda  suprimido,  y  no  puede  reproducirse 
en  las  sesiones  de  ese  período. 

Este  procedimiento  no  está  escrito  en  la  generali- 
dad de  las  constituciones,  sino  establecido  en  los  re- 
glamentos de  las  Cámaras  ó  en  leyes  especiales;  pero 
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yo  creo  que  hay  conveniencia  en  fijarlo  como  un 
principio  constitucional,  en  reemplazo  del  artículo  102 
de  la  Constitución  actual. 

Sería  ese  el  único  medio  de  hacer  una  verdad  del 
sistema  bi- camarista,  asegurando  á  cada  una  de  las 
ramas  del  Poder  Legislativo  una  influencia  igual  en 
el  desempeño  de  su  función  común  de  dictar  las 
leyes. 

Las  sanciones  deben  hacerse  por  el  asentimiento 
de  la  mayoría  de  cada  cuerpo,  sin  que  las  dos  ter- 
ceras partes  ó  la  unanimidad  con  que  la  una  presti- 
gia un  proyecto,  pueda  influir  sobre  las  decisiones 
de  la  otra. 

Con  estas  convicciones,  he  proyectado  la  reforma 
del  actual  artículo  101  en  la  forma  siguiente: 

Artículo  102.  Con  excepción  de  las  leyes  para 
cuya  sanción  esta  Constitución  exige  votaciones 
especiales,  todas  las  leyes  deberán  ser  sanciona- 
das  por  mayoría  absoluta  de  cada  Cámara,  reu- 
nida en  quorum  legal. 

Si  la  Cámara  revisara  de  un  proyecto  de  ley 
introdujese  en  él  reformas  ó  modificaciones,  lo 
remitirá  así  modificado  a  la  Cámara  iniciadora. 
Si  ésta  acepta  las  modificaciones,  el  proyecto  que- 
dará  sancionado,  y  se  comunicará  al  Poder  Eje- 
cutivo. Si,  por  el  contrario,  la  Cámara  iniciadora 
rechazase  las   modificaciones  introducidas  en  el 
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proyecto  por  la  revisora,  así  se  lo  hará  saber, 
invitándola  á  que,  en  la  próxima  sesión,  nombre 
una  comisión  de  cinco  de  sus  miembros  para  que, 
reunida  con  otra  comisión  del  mismo  número, 
que  nombrará  esa  Cámara  en  la  misma  sesión, 
procuren  dar  al  proyecto  una  forma  que  armo- 
nice las  opiniones  de  ambas  Cámaras.  Si  las 
comisiones  no  lograsen  ponerse  de  acuerdo  en  el 
término  de  quince  días  (prorrogables  por  resolu- 
ción separadamente  adoptada  por  cada  Cámara), 
se  dará  por  desechado  el  proyecto  y  no  podrá 
volver  á  presentarse  en  las  sesiones  de  ese  pe- 
ríodo. Si  las  comisiones  de  ambas  Cámaras  des- 
pachasen, de  acuerdo,  un  proyecto  de  ley,  cada 
Cámara  lo  considerará  separadamente,  y  si  am- 
bas lo  sancionaran  por  mayoría,  se  comunicará 
al  Poder  Ejecutivo.  Si  ambas  ó  cualquiera  de 
las  Cámaras  desechase  el  proyecto  de  las  comi- 
siones, el  asunto  se  tendrá  por  terminado  y  no 
podrá  volver  á  tratarse  en  las  sesiones  de  ese 
período. 


No  faltará,  tal  vez,  quién  me  acuse  de  ser  dema- 
siado minucioso  en  los  detalles;  pero  entiendo  que 
tienen  razón  los  jurisconsultos  y  tratadistas  anglosa- 
jones, que  sacrifican  las  bellezas  de  la  forma  literaria 
en  obsequio  de  la  claridad  del  concepto. 
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El  artículo  de  la  reforma,  tal  como  lo  proyecto,  no 
deja  nada  á  la  interpretación.  Lo  comprenderán  to- 
dos los  que  lo  lean,  aun  cuando  no  tengan  noticias 
de  los  comentarios  hechos  en  este  lugar. 

Con  su  sanción,  pierde  las  inmensas  ventajas  que, 
en  el  procedimiento  para  la  sanción  de  las  leyes,  tiene 
actualmente  la  Cámara  iniciadora,  cuya  simple  mayo- 
ría  necesita  de  dos  terceras  partes  de  la  Cámara  re- 
visora  para  ser  vencida;  puesto  que,  si  las  modifica- 
ciones que  ésta  introduzca  no  son  sostenidas  por  ese 
número  de  votos,  quedará  como  sanción  definitiva  lo 
que  resuelva  la  simple  mayoría  de  la  iniciadora. 

Sin  embargo,  en  los  Estados  Unidos,  con  motivo 
de  las  campañas  contra  los  trustSy  iniciadas  por  el 
Presidente  Roosevelt,  y  de  los  últimos  escándalos  elec- 
torales, se  ha  producido,  en  algunas  legislaturas  de 
Estado,  una  maniobra  que  es  necesario  evitar  que 
jamás  se  produzca  entre  nosotros. 

Es  un  principio  de  kx  parlamentaria  que,  cuando 
en  una  Cámara  se  ha  dado  entrada  á  un  proyecto 
de  ley  sobre  una  materia  ó  un  objeto  dado,  la  otra 
Cámara  no  puede  iniciar  un  debate  sobre  el  mismo 
asunto. 

Para  evitar  la  sanción  de  ciertas  leyes,  las  compa- 
ñías de  seguros,  los  trustistas  y  otros  interesados, 
hacían  que  sus  amigos  en  las  Legislaturas,  iniciaran 
la  discusión  de  aquéllas,  presentando  proyectos,  siem- 
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pre  morales  y  prohibitivos  ó  restrictivos  de  la  acción 
de  los  trusts. 

Esos  proyectos  pasaban  á  la  comisión  respectiva, 
donde  dormian  sin  despacho  alguno;  pero  produciendo 
el  efecto  que  sus  autores  buscaban,  que  era  impedir 
que  la  otra  Cámara  se  ocupase  de  proyectos  seme- 
jantes. 

Como  se  comprende,  este  es  un  medio  de  limitar 
las  facultades  de  la  Cámara  donde  los  proyectos  no 
se  presentasen,  cuyos  miembros  se  verían  cohibidos, 
durante  todo  un  período  legislativo,  no  pudiendo  pre- 
sentar proyectos  sobre  asuntos  en  que  tuviesen  inte- 
rés que  se  legislase. 

Para  establecer  principios  fijos  sobre  esta  materia, 
he  proyectado  un  artículo  nuevo,  al  que,  por  ahora, 
he  puesto  el  número  102  bis  y  en  el  que  comprendo 
las  dos  cuestiones: — la  presentación  de  proyectos 
iguales  en  ambas  Cámaras;  la  caducidad  de  aquéllos 
que  no  fuesen  tratados  en  un  término  dado. 

He  aquí  su  texto: 

Artículo  102  bis.  No  podrá  iniciarse  en  una 
Cámara  un  proyecto  de  ley  sobre  la  misma  ma- 
teria ó  con  el  mismo  objeto  que  sirviese  de  base 
á  otro  proyecto  de  ley  ya  presentado  en  la  otra 
Cámara,  y  del  que  se  hubiese  dado  cuenta  en 
sesión,  aun  cuando  su  discusión  no  hubiese  co- 
menzado.  Si  la  Cámara  en  que  se  presentó  el 
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proyecto,  no  se  ocupase  de  él  dos  meses  después 
de  su  presentación,  la  otra  podrá  ocuparse  del 
mismo  asunto  como  Cámara  iniciadora. 


La  primera  parte  de  este  artículo  tiene  su  aplica- 
ción á  hechos  que  se  han  producido  en  la  Provincia 
de  Buenos  Aires  y  aun  en  el  Congreso  Nacional. 
Como  no  existe  prohibición  alguna,  y  son  muchas 
las  ventajas  de  la  Cámara  iniciadora,  se  ha  produ- 
cido el  caso  de  que,  mientras  una  Cámara  discutía 
un  proyecto  sobre  una  materia  dada,  en  la  otra  se 
presentaba  otro  en  el  que  se  legislaba  sobre  el  mismo 
asunto. 

Alguna  vez,  con  ese  motivo,  se  ha  producido  des- 
acuerdos entre  el  Senado  y  la  Cámara  de  Diputa- 
dos, para  averiguar  cuál  era  la  Cámara  iniciadora, 
en  proyectos  cuya  materia  había  sido  discutida  en 
ambos  cuerpos,  casi  simultáneamente. 

La  segunda  parte  del  artículo,  tiende  á  impedir, 
como  ya  lo  he  dicho,  que,  por  medio  de  proyectos 
que  se  presentan,  y  no  se  despachan  por  las  Comi- 
siones ni  se  discuten  en  la  Cámara  en  que  se  ini- 
ciaron, queden  inutilizados  los  esfuerzos  de  los 
miembros  de  la  otra  Cámara  que  deseen  presentar 
proyectos  análogos. 

He  fijado  dos  meses  para  que  la  Cámara  que  re- 
cibió el  proyecto  inicie  su  debate,  porque  ese  término 
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es  la  mitad  del  período  ordinario  de  las  sesiones  de 
la  Legislatura,  y  me  parece  que  es  más  que  el  in- 
dispensabte  para  que  una  comisión  se  expida  sobre 
cualquier  proyecto,  y  para  que  una  Cámara  lo  ponga 
á  la  orden  del  día. 


Debate  en  particular 


Fuera  del  artículo  precedente, — y  de  la  separación 
que  hago,  más  adelante,  de  todo  lo  referente  á  la 
Asamblea  General,  —  no  propongo  en  el  Capítulo  VI 
de  la  Constitución  actual,  más  que  otras  dos  breves 
reformas,  sin  mayor  trascendencia  (i). 


(i)  Quedan  sin  modificación  alguna  propuesta.  las  siguientes  disposiciones  de  la 
Constitución  actual : 

Art.  loo.  Toda  ley  puede  tener  principio  en  cualquiera  de  las  cámaras  y  se  pro- 
pondrá en  forma  de  proyecto  por  cualquiera  de  los  miembros  de  cada  cámara  y  tam- 
bién por  el  Poder  Ejecutivo. 

Art.  I  o  I .  Aprobado  un  proyecto  por  la  cámara  de  su  origen,  pasará  para  su  re- 
visión á  la  otra,  y  si  ésta  también  lo  aprobase,  se  comunicará  al  Poder  Ejecutivo 
para  su  promulgación. 

Art.  io3.  Ningún  proyecto  de  ley  rechazado  toulmente  por  una  de  las  cámaras, 
podrá  repetirse  en  las  sesiones  de  aquel  año. 

Un  proyecto  sancionado  por  una  de  las  cámaras  y  no  tratado  por  la  otra  en  ese 
año  ó  en  el  siguiente,  se  considerará  rechazado. 

Art.  104.  £1  Poder  Ejecutivo  deberá  promulgar  los  proyectos  de  ley  sancionados 
dentro  de  diez  días  de  haberle  sido  remitidos  por  la  Legislatura,  pero  podrá  devol- 
verlos con  observaciones  durante  dicho  plazo,  y  si  una  vez  transcurrido  no  ha  hecho 
la  promulgación,  ni  los  ha  devuelto  con  sus  objeciones,  serán  ley  de  la  Provincia  y 
deberán  promulgarse  y  publicarse  en  el  día  inmediato  por  el  Poder  Ejecutivo,  ó  en 
su  defecto  se  publicarán  por  el  presidente  de  la  cámara  que  hubiese  prestado  la  san- 
ción dcñniíiva. 

En  cuanto  á  la  ley  general  de  presupuesto,  que  fuese  observada  por  el  Poder  Eje- 
cutivo, sólo  será  reconsiderada  en  la  parle  objetada,  quedando  en  vigencia  lo  demás 
de  ella. 
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La  primera  de  esas  modificaciones,  se  refiere  á  la 
discusión,  en  particular,  de  los  proyectos  de  ley. 
El  último  inciso  del  artículo  103,  dice  así: 

« No  podrá  discutirse  en  particular  un  pro- 
yecto en  el  mismo  día  en  que  se  hubiese  san- 
cionado en  general,  salvo  el  caso  de  leyes  ten- 
dentes á  contener  invasiones  ó  insurrecciones. » 

Esta  disposición  previsora,  —  como  otras  que  figuran 
en  diversas  constituciones,  exigiendo  dos  y  tres  lec- 
turas previas  de  un  proyecto,  en  distintas  sesiones, 
antes  de  entrar  á  tratarse,  —  tiene  por  sabio  propó- 
sito evitar  las  tentaciones  del  partidismo  político,  las 
improvisaciones  del  momento  actual  y  los  entusiasmos 
ó  las  emociones  de  acontecimientos  imprevistos. 

Los  constituyentes  han  querido  que,  después  de 
votado  en  general  un   proyecto  de  ley,  —  es  decir. 


An.  io5.  Si  antes  del  vencimiento  de  los  diez  dias  hubiese  tenido  lugar  la  clau- 
sura de  las  cámaras,  el  Poder  Ejecutivo  deberá,  dentro  de  dicho  término,  remitir 
el  proyecto  vetado  á  la  secretaría  de  la  cámara  de  su  origen,  sin  cuyo  requisito  no 
tendrá  efecto  el  veto. 

An.  106.  Devuelto  un  proyecto  por  el  Poder  Ejecutivo  será  reconsiderado  pri- 
mero en  la  cámara  de  su  origen,  pasando  luego  á  la  revísora;  y,  si  ambas  insisten 
en  su  sanción  por  el  voto  de  los  dos  tercios  de  sus  miembros  presentes,  el  proyecto 
será  ley  y  el  ejecutivo  se  hallará  obligado  á  promulgarlo.  En  caso  contrario,  no  podrá 
repetirse  en  las  sesiones  de  aquel  año. 

Art.  107.  Si  un  proyecto  de  ley  observado  volviere  á  ser  sancionado  en  uno  de 
los  dos  periodos  legislativos  subsiguientes,  el  Poder  Ejecutivo  no  podrá  observarlo 
de  nuevo,  estando  obligado  á  promulgarlo  como  ley. 

Art.    108.  En  la  sanción  de  las  leyes  se  usará  la  siguiente  fórmula: 

«El  Senado  y  Cámara  de  Diputados  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  sancionan 
con  fuerza  de  ley,  etc.  » 
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cuando  la  idea  que  éste  envuelve  ha  sido  aceptada,  — 
no  se  continúe  inmediatamente  el  debate  en  parti- 
cular, á  fin  de  que,  en  una  próxima  sesión,  más  re- 
posada y  tranquilamente,  vuelva  á  tratarse  el  mismo 
asunto. 

Lejos  de  mí  la  idea  de  reformar  semejante  previ- 
sora y  juiciosa  resolución.  Pero,  la  experiencia, — esa 
gran  maestra  de  la  humanidad, — ha  demostrado,  en 
este  caso,  como  en  otros  muchos,  que  todo  extremo 
es  inconveniente. 

La  limitación  al  principio  establecido,  á  sólo  los 
casos  en  que  se  trate  de  leyes  para  contener  inva- 
siones ó  suprimir  insurrecciones,  me  parece  una  exa- 
geración. 

Pueden  haber  muchos,  muchísimos  casos  en  que 
la  acción  inmediata,  sin  demoras,  de  la  Legislatura, 
sea  indispensable;  y,  entonces,  las  Cámaras  deben 
tener  libertad  para  funcionar  con  la  celeridad  que 
las .  circunstancias  reclamen,  sin  tropezar  con  una 
disposición  constitucional  que  detenga  su  acción  por 
unas  pocas  horas. 

Porque  ese  es  el  único  alcance  de  esta  disposi- 
ción, si  se  han  de  reunir  las  Cámaras  diariamente. 

Para  salvar  las  dificultades  de  ese  artículo,  en  la 
práctica,  los  senadores  y  diputados  han  tomado  la 
costumbre  de  reunirse  dos  veces,  una  antes  y  otra 
después  de  las  doce  de  la  noche,  haciendo  así  una 
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sesión  en  cada  día,  resultando  así  materialmente  res- 
petada la  disposición,  pero  no  moral  ni  filosófica- 
mente. 

Es,  pues,  menester  concluir  con  esas  maniobras  há- 
biles, legales  si  se  quiere,  pero  de  ninguna  manera 
revestidas  de  la  seriedad  que  reclaman  los  respetos  á 
la  Constitución. 

Con  este  fin,  yo  propondría  que  la  última  cláusula 
de  ese  párrafo  del  artículo  103,  se  reformase,  que- 
dando entonces  redactado  en  estos  términos: 

«No  podrá  discutirse  en  particular  un  pro- 
yecto en  el  mismo  día  en  que  se  hubiese  san- 
cionado en  general,  salvo  el  caso  en  que,  por 
tratarse  de  leyes  urgentes,  así  lo  resuelva  la  Cá- 
mara por  dos  tercios  de  votos  de  sus  miembros 
presentes. 

El  principio  queda  aquí  consagrado;  pero  la  excep- 
ción no  se  limita  taxativamente.  Ella  se  deja  al  cri- 
terio de  dos  tercios  de  votos  de  la  Cámara  que 
deba  tratar  el  asunto,  y  se  limita  al  caso  de  las 
«leyes  urgentes». 

Sé  bien  que  la  reforma  puede  dar  lugar  á  abusos, 
y  que,  el  favor  y  el  compañerismo  puede  hacer  pa- 
sar, bajo  la  bandera  de  «leyes  urgentes»,  contraban- 
dos políticos  ó  leyes  de  interés  puramente  particular; 
pero  es  preferible  que  exista  la  posibilidad  del  abuso, 


594 


REFORMA   DE   I  A   CONSTITUCIÓN 


antes  que  se  presente  el  caso  en  que  sea  necesaria 
una  ley,  que  no  pueda  sancionarse  oportunamente 
por  esa  cortapisa  constitucional. 


El  veto  de  los  impuestos 

La  otra  reforma  que  creo  conveniente  introducir, 
es  en  el  artículo  104.  Este  establece,  en  su  último 
párrafo,  con  muy  buen  criterio,  que,  cuando  la  ley 
del  Presupuesto,  fuese  observada  por  el  Poder  Eje- 
cutivo, «sólo  será  reconsiderada  en  la  parte  objetada, 
quedando  en  vigencia  lo  demás  de  ella  >. 

Esta  disposición  fué  introducida,  como  reforma  á 
la  Constitución  de  1873,  por  la  Comisión  Central 
que  nombró  la  Convención  de  1882-1889;  según 
puede  verse  en  el  Redactor  de  esa  Comisión  ( i ). 

Ella  es  indispensable  porque,  desde  que  se  con- 
serve al  Poder  Ejecutivo  la  facultad  del  veto,  debe 
mantenerse  el  principio  de  que,  el  veto  de  una  parte 
de  la  ley,  debe  bastar  para  que  no  se  promulgue, 
si  no  insiste  en  ella,  cada  Cámara,  por  dos  tercios 
de  votos. 

Casi  siempre  la  parte  observada  de  una  ley,  es 
aquélla  que  más  importancia  tiene;  de  manera  que 
la  regla  general  es  conveniente  y  necesaria. 


( I )  Obra  citada,  página  7  3 . 
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Pero,  tratándose  de  la  ley  de  presupuesto  no  pue- 
de ella  tener  aplicación,  porque  aquélla  se  compone 
sólo  de  una  serie  de  partidas,  que  autorizan  gastos 
ó  representan  sueldos  de  empleados;  de  manera  que 
puede  bien  observarse  por  el  Poder  Ejecutivo  una  ó 
varias  partidas,  sin  que  se  resienta  el  resto  de  la  ley. 

Pero,  la  Convención  de  1 889,  que  consagró  la  ex- 
cepción prudentemente,  estableciendo  que  sólo  se  con- 
sideraría vetada  la  parte  del  presupuesto  observada, 
olvidó  que  las  leyes  de  impuesto  se  encuentran  tam- 
bién en  las  mismas  condiciones. 

Últimamente  se  ha  producido  un  caso  que  de- 
muestra la  necesidad  de  equiparar  las  leyes  de  im- 
puesto al  presupuesto,  en  cuanto  á  los  efectos  del 
veto. 

Discutiendo  la  Legislatura  la  ley  de  patentes,  fijó 
una  á  los  casinos.  El  Poder  Ejecutivo  había  comba- 
tido esa  partida,  por  que,  de  la  discusión,  resultaba 
que  ella  importaba  autorizar  los  juegos  de  azar  en 
los  casinos  que  pagasen  aquella  patente. 

A  pesar  de  la  oposición  legislativa  y  ejecutiva,  la 
patente  pasó,  y  figura  en  la  ley  vigente. 

La  primera  idea  del  gobierno,  —  como  acto  de 
protesta  y  de  moral,  —  fué  vetar  esa  patente;  pero 
se  encontró  con  que,  el  veto  en  esa  parte  de  la  ley 
general  de  patentes,  le  exponía  á  quedarse  sin  el 
producto  de  todo  ese  impuesto,  puesto  que,  si  las 
Cámaras   no  hubiesen  tenido  dos  tercios  de  votos 
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para  insistir  en  su  sanción,  toda  la  ley  habría  que- 
dado sin  efecto,  con  arreglo  al  artículo  106  de  la 
Constitución. 

El  Poder  Ejecutivo  optó,  entonces,  por  no  vetar; 
pero,  como  la  patente  era  á  los  casinos,  y  éstos  no 
son  sinónimos  de  «  establecimientos  públicos  de  juegos 
í  de  azar»,  que  están  prohibidos  por  el  artículo  36  de 

la  Constitución,  el  Gobernador,  de  acuerdo  con  sus 
Ministros,  resolvió  que  se  hiciese  saber  á  los  que 
solicitasen  la  patente,  que  ella  no  les  autorizaba  á 
tener  juegos  de  azar,  y  ordenó  á  la  policía  que  no 
permitiese  esos  juegos  ni  aun  en  los  casinos  patenta- 
dos, porque  el  Poder  Ejecutivo  no  podía  interpretar 
la  ley  de  patentes  como  una  autorización  para  que 
se  violase  una  disposición  constitucional  expresa. 

He  recordado  este  antecedente  para  justificar  la 
reforma  que  propongo  al  último  párrafo  del  ar- 
tículo 104.  Ella  consiste  en  agregar,  después  de  la 
palabra  « presupuesto »,  estas  otras  « y  á  las  leyes  de 
impuestos »,  dejando  el  resto  del  inciso  como  se  halla 
actualmente. 

Si  se  aceptase  esa  reforma,  el  párrafo  sería  redac- 
tado en  los  términos  siguientes: 

« En  cuanto  á  la  ley  de  presupuesto  y  á  las 
leyes  de  impuestos,  que  \u^sen  observaífos  por 
el  Poder  Ejecutivo,  sólo  stxán  reconsiderabais  en 
la  parte  objetada,  quedando  en  vigencia  lo  demás 
de  ellos.» 
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CAPÍTULO  VII 


DE  LA  ASAMBLEA  GENERAL 


En  la  Constitución  vigente,  figuran  como  últimos 
artículos  de  la  Sección  Tercera,  que  trata  del  Poder 
Legislativo,  todas  las  disposiciones  que  se  refieren  á 
la  Asamblea  General  (O. 


( I )  Las  disposiciones  de  la  Consiitución  vigente,  son  las  siguientes: 

Art.  109.  Ambas  cámaras  sólo  se  reunirán  para  el  desempeño  de  las  funciones 
siguientes: 

I*  Apertura  y  clausura  de  las  sesiones. 

2*  Para  recibir  el  juramento  de  ley  al  gobernador  y  vicegobernador  de  la  Pro- 
vincia. 
3*  Para  tomar  en  consideración  las  renuncias  de  los  mismos  funcionarios. 
4*  Para  verifícar  la  elección  de  senadores  al  Congreso  Nacional. 
5*  Para  practicar  el  escrutinio  de  la  elección  de  electores  para  gobernador  y  vice- 
gobernador de  la  Provincia. 
6*  Para  practicar  el  escrutinio  del  plebiscito  sobre  reforma  de  la  Constitución,  y 
según  su  resultado,  convocar  la  Convención  Constituyente,  haciendo,  también, 
el  escrutinio  de  la  elección  de  convencionales. 
'  j'  Para  considerar  la  renuncia  de  los  senadores  y  diputados  electos  al  Congreso 
Nacional . 
Art.   lio.  Todos  los  nombramientos  que  se  defíeren  á  la  asamblea  general,  debe- 
rán hacerse  á  mayoría  absoluta  de  los  miembros  presentes. 

Art.  III.  Si,  hecho  el  escrutinio,  no  resultare  candidato  con  mayoría  absoluu, 
deberá  repetirse  la  votación,  contrayéndose  á  los  dos  candidatos  que  hubiesen  obteni- 
do más  votos  en  la  anterior,  y  en  caso  de  empate  decidirá  el  presidente. 

Art.  112.  De  las  excusaciones  que  se  presenten  de  nombramientos  hechos  por  la 
asamblea,  conocerá  ella  misma,  procediendo  según  fuese  su  resultado. 

Art.  I  I  3.  Las  reuniones  de  la  asamblea  general  serán  presididas  por  el  vicego- 
bernador, en  su  defecto  por  el  vicepresidente  del  Senado  y  á  falta  de  éste  por  el 
presidente  de  la  Cámara  de  Diputados. 

Art.  114.  No  podrá  funcionar  la  asamblea  sin  la  mayoría  absoluta  de  los  miem- 
bros de  cada  cámara. 
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En  distintos  capítulos  de  este  libro,  y  especialmente 
en  la  Primera  Parte,  he  tenido  ocasión  de  ocuparme 
del  papel  que  desempeña  la  Asamblea  General,  —  for- 
mada por  la  reunión  de  las  dos  cámaras  en  un  solo 
cuerpo,  —  en  nuestro  mecanismo  institucional. 

Esa  reunión  es  indispensable,  porque,  según  la 
Constitución  Nacional,  corresponde  á  las  Legislaturas 
Provinciales  la  elección  de  los  Senadores  al  Congreso; 
y  la  ley  nacional  de  elecciones,  determinando  la  forma 
y  las  épocas  de  esas  elecciones,  ha  hecho  imposible 
que  la  elección  se  hiciese  votando  separadamente 
cada  cámara  en  quorum  legal,  y  haciéndose  luego  el 
escrutinio  de  esos  votos  escritos,  como  se  hace  en 
algunos  casos  en  Suecia  y  Noruega. 

Desde  que  la  Asamblea  General  ha  de  reunirse 
para  fines  nacionales,  puede,  también,  utilizarse  de  ese 
cuerpo  para  objetos  provinciales,  en  los  que  no  pro- 
cederá como  Poder  Legislativo;  y,  en  que,  por  tanto, 
no  existe  el  peligro  de  la  absorción  del  Senado  por 
la  Cámara  de  Diputados. 

Desde  que  sus  funciones  van  á  quedar  reducidas 
á  prestar  acuerdos,  hacer  nombramientos  y  aceptar 
ó  desechar  renuncias,  todos  los  inconvenientes  que 
se  han  encontrado  á  la  reunión  de  la  Asamblea  des- 
aparecen. 

La  creación  de  la  Junta  Electoral  Permanente,  que 
se  hace  en  la  Sección  Segunda  reformada  {Régimen 
Electoral),  quita  á  la  Asamblea  General  las  atribu- 


DE   LA  ASAMBLEA  GENERAL 


599 


dones  de  hacer  escrutinios  electorales,  que  le  confe- 
rían los  incisos  5""  y  6*"  del  artículo  109,  y  que  eran 
las  más  importantes  y  discutidas  de  las  que  hoy 
tiene  aquella  Asamblea, 

Suprimidas  esas  cláusulas,  quedarían  todas  las 
demás,  siendo  menester  agregar  una  en  reemplazo 
de  la  5*,  y  que  tendría  por  objeto  disponer  la  reu- 
nión de  la  Asamblea  General  para  los  acuerdos  ne- 
cesarios para  el  nombramiento  de  los  miembros  de 
la  Suprema  Corte  de  Justicia 

Anticipo  esta  reforma,  propuesta  por  mí  al  actual 
sistema  establecido  en  la  Constitución,  para  el  nom- 
bramiento de  aquellos  magistrados,  porque  necesito 
justificar  la  introducción  del  nuevo  inciso  en  el  ar- 
tículo lOQ;  siendo  entendido  que,  si  la  combinación 
que,  en  el  lugar  correspondiente,  propongo  para  la 
organización  del  Poder  Judicial,  no  fuese  aceptada, 
sería  menester  suprimir  ó  no  sancionar  la  reforma 
propuesta  aquí,  y  que  consistiría  en  el  siguiente 
párrafo: 

5""  Para  prestar  ó  negar  los  acuerdos  soliciíados 
por  el  Poder  Ejecutivo  para  la  designación 
de  los  Ministros  de  la  Suprema  Corte  de 
Justicia  de  la  Provincia. 

En  cuanto  á  los  demás  artículos  de  esta  Sección, 
hasta  el  114  inclusive,  no  creo  que  deba  sufrir  re- 
forma alguna. 


SECCIÓN  CUARTA 
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ATRIBUCIONES  DEL  PODER  EJECUTIVO 


CAPÍTULO  I 
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Nada  encuentro  en  los  primeros  Capítulos  de  esta 
Sección,  que  reclame  una  reforma.  Desde  el  artículo 
115  hasta  el  140  inclusive,  me  parece  que  deben 
mantenerse  tales  cuales  se  encuentran  en  la  Consti- 
tución vigente  (i). 


( I )  He  aquf  el  texto  de  esos  artículos: 

CAPITULO  1 

DE  SU  NATURALEZA  Y   DURACIÓN 

Art.  I  I  5.  El  Poder  Ejecutivo  de  la  Provincia  será  desempeñado  por  un  ciudada- 
no con  el  título  de  Gobernador  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires. 

Art.  I  I  6.  Al  mismo  tiempo  y  por  el  mismo  período  que  se  elija  gobernador, 
será  elegido  un  vicegobernador. 

Art.   117.  Para  ser  elegido  gobernador  ó  vicegobernador,  se  requiere: 

I*  Haber  nacido  en  territorio  argentino  ó  ser  hijo  de  ciudadano  nativo  si  hubiese 
nacido  en  país  extranjero. 

2*  Tener  treinta  años  de  edad. 

3*  Cinco  años  de  domicilio  en  la  Provincia  con  ejercicio  de  ciudadanía  no  inte- 
rrumpida, si  no  hubiese  nacido  en  ella. 

Art.  118.  El  gobernador  y  vicegobernador  durarán  cuatro  años  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones  y  cesarán  en  ellas  en  el  mismo  día  en  que  expire  el  periodo  legal, 
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Todas  esas  disposiciones  se  refieren  á  la  naturaleza, 
la  duración  y  la  elección  del  Gobernador  y  Vicego- 


sin  que  evento  alguno  pueda  motivar  su  prorrogación  por  un  día  más,  ni  umpoco 
que  se  les  complete  más  tarde. 

Art.  119.  El  gobernador  y  vicegobernador  no  podrán  ser  reelegidos  en  el  periodo 
siguiente  á  su  elección. 

Tampoco  podrá  el  gobernador  ser  nombrado  vicegobernador,  ni  el  vicegobernador 
podrá  ser  nombrado  gobernador. 

Art.  120.  Si  ocurriese  muerte,  destitución,  renuncia,  enfermedad,  suspensión  ó 
ausencia,  las  funciones  del  gobernador  serán  desempeñadas  por  el  vicegobernador 
por  todo  el  resto  del  periodo  legal,  en  los  tres  primeros  casos,  ó  hasta  que  haya 
cesado  la  inhabilidad  accidental,  en  los  tres  últimos. 

Art.  121.  En  caso  de  muerte,  destitución,  renuncia  ó  inhabilidad  del  vicegober- 
nador, las  funciones  del  Poder  Ejecutivo  serán  desempeñadas  por  el  vicepresidente 
del  Senado,  tan  sólo  mientras  se  proceda  á  nueva  elección  para  completar  el  periodo 
legal,  no  pudiendo  esu  elección  recaer  en  dicho  funcionario. 

No  se  procederá  á  nueva  elección  cuando  el  tiempo  que  falte  para  completar  el 
período  gubernativo  no  exceda  de  un  año. 

Art.  122.  En  los  mismos  casos  en  que  el  vicegobernador  reemplaza  al  goberna- 
dor, el  vicepresidente  del  Senado  reemplaza  al  vicegobernador. 

Art.  123.  La  Legislatura  dictará  una  ley  que  determine  el  funcionario  que  deberá 
desempeñar  el  cargo  provisoriamente  para  los  casos  en  que  el  gobernador,  vicegober- 
nador y  vicepresidente  del  Senado  no  pudiesen  desempeñar  las  funciones  del  Poder 
Ejecutivo. 

Art.  124.  El  gobernador  y  vicegobernador,  en  ejercicio  de  sus  funciones,  residi- 
rán en  la  capital  de  la  Provincia  y  no  podrán  ausentarse  de  ella  por  más  de  treinta 
días  sin  permiso  de  la  Legislatura,  y  en  ningún  caso  del  territorio  de  la  Provincia 
sin  este  requisito. 

Art.  12  5.  En  el  receso  de  las  cámaras  sólo  podrán  ausenurse  por  un  motivo 
urgente  de  interés  público  y  por  el  tiempo  indispensable,  dando  cuenta  á  aquéllas 
oportunamente. 

Art.  126.  Al  tomar  posesión  del  cargo,  el  gobernador  y  el  vicegobernador  presta- 
rán juramento  ante  el  presidente  de  la  asamblea  legislativa  en  los  términos  siguientes: 

«Juro  por  Dios  y  por  la  Patria  y  sobre  estos  santos  evangelios,  observar  y  hacer 
observar  la  Constitución  de  la  Provincia,  desempeñando  con  lealtad  y  honradez  el 
cargo  de  gobernador  (ó  vicegobernador).  —  Si  asi  no  lo  hiciere.  Dios  y  la  Patria  rae 
lo  demanden . » 

Art.  127.  El  gobernador  y  el  vicegobernador  gozan  del  sueldo  que  la  ley  determi- 
ne, no  pudiendo  ser  alterado  en  el  período  de  sus  nombramientos.  Durante  éste  no 
podrá  ejercer  otro  empleo,  ni  recibir  otro  emolumento  de  la  Nación  ó  de  la  Provincia. 

CAPÍTULO  II 

ELECCIÓN    DE   GOBERNADOR 

Art.  128.  La  elección  de  gobernador  y  vicegobernador  se  practicará  del  modo 
siguiente: 
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bernador,  materias  que,  en  la  práctica,  no  han   ofre- 
cido dificultad  alguna. 


Seis  meses  antes  de  terminar  cl  periodo  gubernativo,  el  Poder  Ejecutivo,  dando 
treinta  días  de  término,  convocará  para  esta  elección  al  pueblo  de  la  Provincia. 

La  elección  de  los  electores  de  gobernador  y  vicegobernador  será  directa  y  de 
acuerdo  con  el  principio  establecido  en  el  artículo  5  i ,  correspondiendo  á  cada  sección 
elegir  tantos  electores  como  diputados  y  senadores. 

Cada  distrito  electoral  remitirá  dos  actas  de  la  elección  con  los  registros  y  las 
protestas,  si  las  hubiere,  una  al  presidente  del  Senado  y  otra  al  gobernador  de  la 
Provincia. 

Treinta  dias  después  de  la  elección,  reunidas  por  lo  menos  las  dos  terceras  parles 
de  las  actas  electorales,  tomando  por  base  la  totalidad  de  distritos,  se  hará  el  escrutinio 
de  votos  por  la  asamblea  legislativa. 

Esta,  por  cl  conducto  del  Poder  Ejecutivo,  hará  saber  su  nombramiento  á  los  que 
hubiesen  resultado  electos,  acompañando  una  acta  autorizada  de  la  sesión. 

Art.  129.  Si  no  hubiese  sido  posible  obtener  las  dos  terceras  partes  de  las  actas 
por  no  haber  concurrido  á  la  elección  algunos  distritos,  el  presidente  de  la  asamblea 
lo  comunicará  inmediatamente  al  Poder  Ejecutivo,  para  que  este,  dando  el  tiempo 
necesario,  convoque  nuevamente  á  elección  á  los  distritos  que  no  lo  hubiesen  veri- 
ficado. 

Art.  i3o.  Quince  días  después  de  las  comunicaciones  del  nombramiento  á  los 
ciudadanos  que  hubiesen  sido  electos,  se  reunirán  éstos  en  sesión  preparatoria  en  la 
sala  de  sesiones  de  la  asamblea  legislativa,  para  resolver  como  juez  único  sobre  la 
validez  de  las  elecciones  respectivas,  á  cuyo  efecto  el  presidente  de  la  asamblea  legis- 
lativa remitirá  las  actas  originales  con  los  registros  y  las  protestas  que  se  hubiesen 
acompañado. 

La  asamblea  se  expedirá  dentro  de  diez  dias,  contados  desde  su  primera  reunión, 
en  el  examen  de  las  actas. 

.\rt.  I  3  I .  Si  del  juicio  pronunciado  en  el  examen  de  las  actas  resultare  que  no 
había  dos  terceras  partes  de  electores  legalmente  nombrados,  se  procederá  según  lo 
prescrípto  en  el  articulo  129,  decretándose  nuevas  elecciones  donde  hubiesen  sido 
anuladas. 

Art.  I  3  2.  Ocho  dias  después  de  terminado  definitivamente  el  examen  de  las  actas, 
se  reunirá  la  convención  electoral  en  la  capital  de  la  Provincia  y  en  el  local  designa- 
do, necesitando  para  funcionar  dos  terceras  partes  de  ios  electores  convocados  cuyos 
diplomas  hayan  sido  aprobados;  nombrará  de  su  seno  un  presidente  y  dos  secretarios 
y  procederá  cada  elector  á  nombrar  gobernador  y  vicegobernador,  por  cédulas  firma- 
das, expresando  en  una  la  persona  por  quien  vota  para  gobernador  y  en  otra  para 
vicegobernador. 

El  presidente  de  la  asamblea  electoral  nombrará  cuatro  de  sus  miembros  para  que 
reunidos  á  los  dos  secretarios,  practiquen  cl  escrutinio,  comunicando  el  resultado  al 
presidente,  quien  anunciará  á  la  asamblea  el  número  de  votos  que  hayan  obtenido 
tales  candidatos  y  el  nombre  de  los  electores  que  hubiesen  votado  por  ellos. 

Los  que  hayan  obtenido  mayoría  absoluta  de  sufragios  con   relación  al  número  de 
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En  cuanto  á  las  atribuciones  que  la  constitución 
acuerda  al  Gobernador,  creo  que  la  primera  que  re- 
clama una  reforma  radical,  es  la  que  lleva  el  nú- 


electores  presentes,  serán  inmediatamente  proclamados,  por  el  presidente  de  la  con?en- 
ción,  gobernador  y  vicegobernador  de  la  Provincia. 

An.  ¡33.  Si  por  dividirse  la  votación  no  hubiese  mayoría  absoluta  en  favor  de 
un  candidato,  se  repetirá  la  votación  entre  los  que  hubiesen  obtenido  la  primera  y 
segunda  mayoría. 

En  los  casos  de  empate  se  repetirá  la  votación,  y  si  resultare  nuevo  empate,  deci- 
dirá el  presidente  de  la  convención. 

Art.  134.  La  convención  terminará  en  una  sola  sesión  el  nombramiento  de  go- 
bernador y  vicegobernador,  y  lo  hará  saber  al  gobernador  cesante  y  al  presidente  de 
la  asamblea  legislativa,  acompañando  copia  autorizada  del  acta  de  la  sesión,  á  fin  de 
que  sea  comunicada  á  los  electos. 

Art.  I  35.  Los  que  hayan  resuludo  electos  para  gobernador  y  vicegobernador, 
deberán  comunicará  la  convención  electoral  su  aceptación,  en  los  diez  dias  siguientes 
á  aquel  en  que  les  fué  comunicado  su  nombramiciito. 

La  convención  electoral  conocerá  en  las  excusaciones  que  presenten  los  nombrados 
antes  de  tomar  posesión  del  cargo,  y  en  caso  de  aceptarlas,  procederá  inmediatamente 
á  hacer  una  nueva  elección. 

Una  vez  en  posesión,  corresponde  á  la  asamblea  legislativa  conocer  de  las  renun- 
cias del  gobernador  y  vicegobernador. 

Art.  I  36.  Declarado  el  caso  de  proceder  á  nueva  elección,  el  ciudadano  en  ejerci- 
cio del  Poder  Ejecutivo  convocará  al  pueblo  de  la  Provincia,  con  arreglo  á  lo  esta- 
blecido en  la  Constitución,  para  la  nueva  elección  del  colegio  electoral,  que  debe 
verificar  el  nombramiento  de  gobernador  y  vicegobernador  para  todo  el  resto  del 
periodo  legal. 

Art.   137.  Para  ser  elector  se  exigen  los  mismos  requisitos  que  para  ser  diputado. 

No  podrán  ser  electores  los  dipuudos  ó  senadores,  tanto  de  la  Nación  como  de  la 
Provincia. 

Art.  i38.  El  elector  que  no  asistiese,  sin  causa  justificada,  puesta  oportunamente 
en  conocimiento  de  la  convención,  á  desempeñar  su  mandato  en  el  día  fijado,  incu- 
rrirá en  la  multa  de  ochocientos  pesos  nacionales  ó  cuatro  meses  de  prisión. 

El  presidente  de  la  convención  hará  saber  al  Poder  Ejecutivo  quienes  sean  los  que 
se  encuentren  en  este  caso,  á  fin  de  que  se  haga  efectiva  la  pena. 

Art.  I  39.  La  convención  resolverá  sobre  la  renuncia  de  sus  miembros  por  simple 
mayoría.  Podrá  reunirse  en  minoría  para  compelerá  los  inasistentes  que  no  se  hubie- 
ren presenudo  á  tercera  elución,  y  hasu  declararlos  cesantes,  y  para  que  se  ordene 
una  nueva  elección,  si  no  quedaren  Integráis  las  dos  terceras  partes  requeridas  en  el 
articulo  I  3  2 . 

Art.  140.  Los  electores  gozan  de  las  mismas  inmunidades  que  los  miembros  de 
la  Legislatura,  desde  el  día  de  su  elección  hasta  el  de  su  cese. 
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mero  3,  y  que  se  refiere  á  la  facultad  de  conmutar 

las  penas  impuestas  por  los  Tribunales  (i). 

El  texto  de  la  disposición  actual,  del  inciso  3""  del 
artículo  141,  dice  así: 

3°  El  Gobernador  podrá  conmutar  las  penas  im- 
puestas por  delitos  sujetos  á  la  jurisdicción 
provincial,  previo  informe  motivado  de  la  Su- 
prema Corte,  sobre  la  oportunidad  y  conve- 
niencia de  la  conmutación,  y  con  arreglo  á  la 
ley  reglamentaria  que  determinará  los  casos 
y  la  forma  en  que  pueda  solicitarse,  debiendo 
ponerse  en  conocimiento  de  la  Asamblea  Le- 
gislativa las  razones  que  hayan  motivado  en 
cada  caso  la  conmutación  de  la  pena. 

El  Gobernador  no  podrá  ejercer  esta  atri- 
bución cuando  se  trate  de  delitos  en  que  el  Se- 
nado conoce  como  juez,  y  de  aquéllos  come- 
tidos por  funcionarios  públicos  en  el  ejercicio 
de  sus  funciones. 


( 1 )  Los  primeros  incisos  que  establecen  las  atribuciones  del  Poder  Ejecutivo,  tam- 
poco creo  que  debe  reformarse.  Son  los  siguientes: 

CAPÍTULO  III 

ATRIBUCIONES   DEL   PODER   EJECUTIVO 

Art.   141.  El  gobernador  es  el  jefe  de  la  administración  de  la  Provincia,  y  tiene 
las  siguientes  atribuciones: 

1*  Promulgar  ó  hacer  ejecutar  las  leyes  de  la  Provincia,  facilitando  su  ejecución 

por  reglamentos  y  disposiciones  especiales  que  no  alteren  su  espíritu. 
2*  Concurrir  á  la  formación  de  las  leyes,  con  arreglo  á  la  Constitución,  teniendo 

el  derecho  de  iniciarlas  por  proyectos  presentados  á  las  cámaras,  y  de  tomar 

parte  en  su  discusión  por  medio  de  los  ministros.    . 
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Los  tratadistas  están  divididos  en  cuanto  á  la  con- 
veniencia de  conservar,  en  las  constituciones  actuales, 
la  facultad  de  gracia,  ya  sea  que  se  la  denomine 
indulto,  conmutación  ó  perdón. 

Sin  embargo,  sin  entrar  á  teorizar  sobre  la  mate- 
ria, ni  á  hacer  digresiones  académicas,  al  sostener  que 
debe  mantenerse  en  la  Constitución  esta  prerrogativa 
del  Poder  Ejecutivo,  creo  que  es  menester  reformar 
radicalmente  el  texto  del  inciso  3°  del  artículo  141. 

Desde  luego,  esa  prescripción  no  obedece  ni  á  las 
tradiciones  de  nuestra  raza  ni  á  los  orígenes  consti- 
tucionales de  nuestras  instituciones. 

Sin  recordar  que  el  indulto  ya  figuraba  en  el  de- 
recho romano,  vale  la  pena  de  decir  que  esta  pre- 
rrogativa de  los  soberanos  españoles,  para  abolir  los 
efectos  de  las  leyes  en  favor  de  los  condenados,  apa- 
rece en  las  Leyes  de  Partidas  como  una  regalía  verda- 
deramente humana  (i),  habiéndose  ejercido  en  nuestro 
país,  en  todos  los  tiempos,  antes  y  después  de  cons- 
tituirnos definitivamente  (2). 

Al  copiar  nuestra  Constitución  nacional  de  la  de 
los  Estados  Unidos,  no  tuvimos  dificultad  en  repro- 
ducir en  el  artículo  86,  inciso  ó"",  la  disposición  que 
los  norteamericanos  habían  importado  del  Common 


(i)  Leyes  i,  2,  3,  título  XXII,  Part.  7. 

(3)  Esututo  de  i8i5,  sec.  III,  art.  27;  Constitución  de  i  8  i  7,  scc.  III,  art.  32; 
Constitución  de  1819,  art.  89;   Constitución  de  1826,  art.  99. 
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Law  inglés,  dando  al  Presidente  de  la  República  la 
facultad  de  indultar  y  perdonar  que  tenían  los  mo- 
narcas ingleses,  los  Presidentes  y  los  Gobernadores 
de  los  Estados  Unidos. 

Casi  todas  las  constituciones  locales  argentinas  han 
conservado  esa  facultad,  más  ó  menos,  en  sus  condi-  ¡  j 

ciones  originarias,  sin  que  ninguna  de  ellas  la  haya 
desnaturalizado  quitándole  sus  caracteres  especiales, 
como  lo  hace  el  inciso  3"*  del  artículo  141  de  la  Cons- 
titución vigente. 

Por  esa  prescripción,  no  existen  ni  el  indulto  ni 
el  perdón,  que  son  las  altas  prerrogativas  de  la  gra- 
cia, ni  su  acción  es  personal,  exclusiva  del  goberna- 
dor, quien  no  puede  ejercer  esa  atribución  en  una 
forma  discrecional,  sin  más  limitaciones  que  el  res-  \ 

peto  á  las  facultades  de  los  otros  poderes.  [ 

No  es  cierto,  como  lo  sostienen  algunos,  —  como  ;. 

yo  mismo  lo  sostuve  siendo  muy  joven,— que  el  in- 
dulto y  la  conmutación  de  penas,  puedan  atentar 
contra  las  atribuciones  del  Poder  Judicial.  Por  el  con- 
trario, desde  sus  orígenes,  estas  facultades  han  te- 
nido, precisamente,  por  objeto,  llegar  allí  donde  no 
podía  alcanzar  el  Poder  Judicial. 

Se  han  confiado,  en  todas  partes,  al  Poder  Ejecu- 

m 

tivo,  porque  el  Poder  Legislativo,  que  sanciona  las 
leyes,  no  puede  dictar  sentencias,  y  el  Poder  Judicial 
que  aplica  esas  mismas  leyes  en   sus  sentencias,  no 
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puede  ser  facultado  para  reformar  sus  fallos  después 
de  dictarlos. 

Esta  atribución  para  perdonar  ó  modificar  la  in- 
tensidad de  las  penas,  se  funda,  más  que  en  el  posi- 
ble error  de  la  justicia,  en  la  imperfección  orgánica 
de  los  procedimientos,  que  no  pueden  ser  variados 
por  los  magistrados;  en  los  defectos  ú  omisiones  de 
las  defensas,  que  no  pueden  ser  suplidos  de  oficio 
por  los  jueces;  y,  finalmente,  en  las  circunstancias  es- 
peciales que  rodeen  al  hecho  concreto,  en  el  que,  no 
pudiendo  los  funcionarios  judiciales  dejar  de  aplicar 
las  leyes,  muchas  veces  crueles,  sienten  ellos  mismos 
la  necesidad  de  implorar  la  gracia  del  Poder  Ejecu- 
tivo para  corregir  una  injusticia  legal. 

Son  muchos  los  casos  en  que  los  tribunales,  des- 
pués de  haber  fallado  condenando  á  un  procesado, 
porque  la  ley  les  obliga  á  ello,  en  vista  de  la  espe- 
cialidad del  caso,  han  pedido  el  indulto  del  conde- 
nado. Yo  mismo,  como  Ministro  de  la  Suprema 
Corte  de  Justicia  Federal,  lo  he  hecho  en  un  caso 
en  que,  por  una  broma,  una  persona  adulteró  un  bi- 
llete de  un  peso  con  fragmentos  de  otro  de  cinco 
centavos,  apostando  públicamente  á  que  lo  hacía  cir- 
cular, sin  que  un  almacenero  se  apercibiese,  tal  era 
la  perfección  de  la  imitación.  Efectivamente:  el  bi- 
llete se  circuló,  y  el  sumario  y  la  prueba  revelaron 
al  autor,  á  quien  su  intención  bromista  no  podía  exi- 
mir de  la  severísima  pena  de  la  ley. 


LA    FACULTAD  DE   CONMUTAR  609 


0W 


.iw 


*  i* 


La  sentencia  definitiva  le  condenó  legalmente;  pero 
los  jueces  tuvimos  la  convicción  de  que  no  había  |:    - - 

habido  intención  criminal  en  aquel  acto,  que  lo  re- 
velaban como  tal  todas  sus  exterioridades  y  circuns- 
tancias; y,  con  esa  convicción,  pedimos  y  obtuvimos 
el  indulto  del  condenado,  que  había  sufrido  muchos 
meses  de  prisión  preventiva  para  purgar  su  broma 
criminaL 

En  ese  caso, —  como  en  casi  todos  los  de  indulto 
y  perdón, — ni  la  majestad,  ni  la  autoridad  de  la  jus- 
ticia, se  sintieron  afectadas;  y,  si  lo  recuerdo,  es  pre- 
cisamente para  sostener  que  es  menester  reformar  el 
inciso  3°  del  artículo  141,  en  sentido  de  dejar  al  Po- 
der Ejecutivo  el  derecho  de  acordar  esos  indultos  y 
esos  perdones,  | 

No  debe  deducirse  de  aquí  que  yo  quiero  que  se 
acuerde  al  Poder  Ejecutivo  una  facultad  tan  amplia 
como  la  que  existe  en  algunos  países, — y  alguna  vez 
ha  ejercido  el  Presidente  Argentino, — para  detenerla 
acción  de  la  justicia,  estorbando  la  prosecución  de 
un  proceso  y  evitando  un  fallo. 

No;  esa  atribución  sólo  puede  admitirse  en  causas 
políticas,  y  es  ejercida  por  el  Poder  Legislativo,  cuan- 
do acuerda  amnistías. 

Pero,  puede  acordarse  el  derecho  para  ejercerse 
«después  del  fallo  en  que  primero  se  ha  hecho  la 
clasificación  del  delito,  y  se  ha  designado  luego  al 
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delincuente  y  la  pena;  pues  de  otro  modo,  no  podría 
haber  indulto  en  el  sentido  de  la  constitución,  y  previo 
informe  judicial,  desde  que  no  se  sabe  quien  será 
declarado  culpable,  ni  podrían  conmutarse  penas  que 
no  son  conocidas,  ni  han  sido  pronunciadas  por  la 
única  autoridad  á  quien  le  ha  sido  conferida  esa 
facultad  »  (0. 

Por  la  Constitución  vigente,  el  Gobernador  de  la 
Provincia  sólo  tiene  facultad  para  conmutar  las  penas, 
lo  que  importa  simplemente  el  cambio  de  una  pena 
por  otra;  pero  no  puede  acordar  el  indulto  ni  el  per- 
dón, lo  que  es  ya  una  limitación  inmensa  á  la  facul- 
tad originaria  de  las  Leyes  de  Partidas  y  del  Com- 
mon  Law  inglés. 

Pero  esto  no  es  todo.  Exige,  además,  el  mismo 
inciso,  que  se  pida  un  informe,  previo  y  motivado,  á 
la  Suprema  Corte  <  sobre  la  oportunidad  y  conve- 
niencia de  la  conmutación»,  debiendo,  finalmente, 
<  ponerse  en  conocimiento  de  la  Asamblea  Legislativa, 
las  razones  que  hayan  motivado,  en  cada  caso,  la 
conmutación». 

Todas  estas  cortapisas  que  se  ponen  al  ejercicio 
de  esta  facultad,  aumentadas  por  «la  ley  reglamen- 
taria que  determinará  los  casos  y  la  forma  en  que 
pueda   solicitarse »    la   conmutación,  hacen   perfecta- 


( 1)  Dccisions  of  thc  Suprcmc  Court  of  ihc  United  States,  Ex  Parte  Garland,  Wal- 
lace,  tomo  IV,  página  3  3  3. 
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mente  inútil  mantener,  entre  las  atribuciones  del  Po- 
der Ejecutivo,  la  de  que  vengo  ocupándome,  si  ella 
sólo  ha  de  ejercerse  en  las  condiciones  del  inciso  3° 
del  artículo  141. 

Como  mis  ideas  son  otras,  y  como  yo  pienso  que 
la  facultad  debe  existir,  me  parece  que  debiera  repro- 
ducirse en  la  Constitución  de  la  Provincia  de  Buenos 
Aires  el  inciso  6°  del  artículo  86  de  la  Constitución 
Nacional,  con  las  breves  modificaciones  del  caso. 

Yo  propondría  la  reforma  en  los  términos  siguien- 


tes: 


Artículo  141.  Inciso  3° — El  Gobernador  podrá 
indultar  ó  conmutar  las  penas  por  delitos  sujetos 
á  la  jurisdicción  provincial,  previo  informe  del 
tribunal  de  última  instancia  en  el  caso,  en  el  que 
se  hará  constar  la  naturaleza  y  circunstancias 
del  delito  y  la  pena  que  hubiese  sido  impuesta. 
El  Gobernador  no  podrá  ejercer  esta  atribución 
cuando  se  trate  de  delitos  en  que  el  Senado 
conoce  como  juez,  y  de  aquellos  cometidos  por 
funcionarios  públicos  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones. 


La  única  restricción  que  aquí  se  pone  al  ejercicio 
de  la  gracia,  es  puramente  moral.  El  informe  del 
tribunal  que  hubiese  intervenido  en  última  instan- 
cia, tiene  por  objeto  hacer  que  el  Gobernador  co- 
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nozca  los  detalles  del  caso  en  que  va  á  ejercer  su 
alta  prerrogativa,  á  fin  de  que  pueda  resolver,  ante 
la  responsabilidad  que  asume,  si,  dadas  la  naturaleza 
y  las  circunstancias  del  caso,  le  es  lícito  indultar  ó 
conmutar,  sin  faltar  á  los  principios  de  la  moral,  de 
la  justicia  y  de  la  equidad. 

Es,  precisamente,  la  equidad  la  que,  en  los  mo- 
mentos actuales  me  induce  á  proponer  la  reforma  de 
este  inciso. 

Mientras  escribo  este  libro,  la  prensa  periódica  de 
la  República  entera  comenta  un  fallo,  dictado  por 
una  de  las  Cámaras  de  Apelación  de  la  Provincia  de 
Buenos  Aires,  por  el  que  acaba  de  condenarse  á 
diecisiete  años  de  presidio  á  un  pobre  paisano,  que 
hurtó  una  oveja  para  llevarle  carne  á  la  familia  ó  á 
la  concubina. 

No  entro  á  comentar  el  hecho,  ni  debo  condenar 
al  tribunal  que  ha  aplicado  la  ley  con  todo  su  rigor, 
buscando  tal  vez  mostrar  sus  atroces  resultados,  á 
fin  de  precipitar  su  reforma. 

Eso  mismo  hice  yo  en  una  causa  que  ha  llegado 
á  ser  célebre  en  los  anales  jurídicos  de  la  República 
Argentina.  Una  asociación  de  malhechores,  que  se 
denominaban  los  « Caballeros  de  la  noche »,  y  á 
quienes  presidía  un  noble  extranjero,  aventurero  en 
nuestro  país,  secuestró  de  su  tumba  el  cadáver  de 
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una  distinguida  matrona,  que  había  dejado  á  sus 
sucesores  una  cuantiosa  fortuna. 

El  hecho  se  producía  pocos  meses  después  que, 
al  sancionarse  por  la  Legislatura  de  Buenos  Aires 
un  Código  Penal,  los  liberales,  que  existían  en  la  Cá- 
mara, consiguieron  suprimir  del  proyecto  todas  las 
disposiciones  que  amparaban  á  la  religión  católica  y 
á  sus  ministros,  y,  entre  ellas,  el  artículo  que  penaba 
la  profanación  de  las  sepulturas  y  de  los  cadáveres. 

Cuando  los  «Caballeros  de  la  noche»  cometieron 
su  atentado,  yo  quise  conmover  á  la  sociedad  de- 
mostrando la  iniquidad  que  importaba  aquella  supre- 
sión, y  tomé  la  defensa  gratuita  de  los  malhechores, 
sin  más  objeto  que  el  de  demostrar  que,  en  esa 
época,  la  sustracción  de  cadáveres  no  era  un  delito 
punible. 

La  sentencia  se  dictó  en  la  forma  que  yo  la  espe- 
raba. Los  «^Caballeros  de  la  noche»  fueron  absuel- 
tos;  pero,  á  los  pocos  días,  se  reformaba  el  Código 
Penal,  y  se  incluía  entre  los  delitos  la  profanación 
de  las  sepulturas  y  de  los  muertos. 

Acaso  el  tribunal  que  acaba  de  condenar  á  dieci- 
siete años  de  presidio  al  infeliz  que  hurtó  una  oveja, 
ha  tenido  también  el  propósito  de  demostrar  al  Con- 
greso la  urgencia  de  reformar  el  Código  Penal,  ha- 
ciendo imposible  que  tales  sentencias  se  repitan. 
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Aplicando  el  caso  á  la  disposición  constitucional 
que  comento,  él  me  autoriza  para  invocarlo  en  favor 
de  la  reforma  que  propongo,  puesto  que  estoy  seguro 
de  que,  si  en  la  Constitución  actual  existiese  la 
facultad  que  consagra  la  enmienda  propuesta,  el 
Gotrernador  de  la  Provincia  habría  ya  acordado  el 
indulto  al  infeliz  condenado. 
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CAPITULO  II 

ACUERDOS  PARA  MINISTROS  Y  OTROS  EMPLEADOS  (D 

En  el  mismo  artículo  141,  debo  proponer  la  su- 
presión íntegra  del  inciso  que  lleva  el  numero  17,  y 
cuyo  texto  es  el  siguiente: 


<' 


17.  Nombra  con  acuerdo  del  Senado: 

« V  Los  Ministros  de  su  despacho,  sin  que 
para  su  exoneración  sea  necesario  dicho 
acuerdo. 


( I )  En  momentos  en  que  corrijo  las  pruebas  de  esta  Sección  de  mi  obra,  referente 
al  Poder  Ejecutivo,  aparece  en  el  diario  de  la  Capiul  Federal  El  Tiempo,  del  día  i  5 
de  Abril  último  (1907),  el  breve  artículo  que  transcribo  más  abajo. 

Para  que  mejor  se  comprenda  la  apreciación  de  ese  diario,  debo  advertir  que  ese 
articulo  ha  sido  inspirado  por  una  breve  noticia  que  publicó  La  Prensa,  en  la  que 
no  daba  informes  en  esta  parte,  sino  sobre  los  nombramientos  de  los  ministros.  Fe- 
lizmente, en  cuanto  á  los  demás  nombramientos  á  que  el  artículo  se  rcfíere,  hemos 
coincidido  El  Tiempo  y  yo,  puesto  que  en  mi  Plan  de  Reformas,  suprimo  los  acuer- 
dos á  que  el  diario  se  rcfíere. 

He  aquí  ese  articulo: 

«El  doctor  Luis  V.  Várela,  en  un  plan  de  reformas  de  la  Constitución  déla  Pro- 
vincia, sostiene  la  necesidad  de  dar  mayor  amplitud  á  las  atribuciones  del  Poder  Eje- 
cutivo, en  lo  relativo  á  nombramiento  de  ministros  y  primeros  magistrados. 

«Opinamos  de  la  misma  manera.  La  constitución  provincial  debe  equipararse  á 
la  nacional,  que  no  obliga  como  aquélla  á  que  el  Poder  Ejecutivo,  tenga  que  solici- 
tar la  anuencia  de  las  cámaras  para  designar  ministros.  Es  un  inconveniente,  una 
disminución  del  gobernante  y  puede  llegar  el  caso  de  ser  causa  de  serios  conflictos. 
En   la  Constitución  de  la  Provincia,   se  abusa  de  la  consulta  del  Poder  Ejecutivo  al 
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« 
« 


Los  Directores  administradores  de  los  es- 
tablecimientos públicos  y  las  comisiones 
encargadas  de  la  construcción  y  adminis- 
tración de  obras  públicas  de  la  Provincia. 
El  Presidente  del  Departamento  de  Inge- 
nieros y  el  Jefe  de  la  Oficina  de  Tierras 
Públicas. 

El  Fiscal  de  Estado. 
El  Director  general  de  Escuelas. 
Los  miembros  del  Tribunal  de  Cuentas. 
Y,  con  acuerdo  de  la  Cámara,  los  miembros 
«del  Consejo  General  de  Educación. 


40 
0^ 


« La  ley  determinará  en  los  casos  no  previs- 
te tos  por  esta  Constitución,  la  duración  de  estos 
«funcionarios,  debiendo  empezar  el  P  de  Junio 
«sus  respectivos  períodos.» 


Poder  Legíslaiivo  para  designación  de  funcionarios  y  bueno  será  que  cuando  se  haga 
ia  reforma,  se  limite  en  lo  posible  ese  sistema. 

«El  gobernador  debe  tener  atribución  suficiente  para  designar  sus  ministros  sin 
consultar  otros  intereses  más  que  los  del  Gobierno  y  de  la  Provincia;  más  aún,  de- 
biera designar  por  cuenta  propia  al  jefe  de  policía,  al  director  general  de  escuelas  y 
á  los  demás  funcionarios  que  están  bajo  su  dependencia  directa,  desde  el  momento 
que  sobre  él  van  á  pesar,  aunque  indirectamente,  las  responsabilidades  de  esos  cargos. 

«  Lo  que  pasa  con  la  Constitución  actual  es  una  invasión  de  facultades  del  Poder 
Legislativo,  que  no  tiene  razón  de  ser,  como  no  la  tendría  en  la  Constitución  Na- 
cional, porque  implica  supeditar  por  completo  la  acción  del  gobernante  á  la  mayon'a 
parlamentaria,  en  un  país  donde  no  existe  el  régimen  de  gobierno  que  da  ese  valer 
al  parlamento. 

«Por  lo  menos,  los  gobernadores  de  la  provincia  deben  tener  la  facultad  para  de- 
signar á  los  ministros  y  directores  de  reparticiones  como  la  de  Instrucción  Pública  y 
Policía.  » 
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La  supresión  de  este  inciso  importa  plantear,  para 
que  lo  resuelva  la  futura  Convención,  el  problema  po- 
lítico más  debatido  en  los  últimos  años,  sobre  todo 
desde  que  el  Senado  de  la  Provincia  comenzó  á 
obstaculizar  la  marcha  de  los  gobernadores,  negando 
al  doctor  Guillermo  Udaondo  el  acuerdo  para  el 
nombramiento  de  algunos  ministros. 

Las  mismas  dificultades  han  tenido  sus  sucesores, 
y  esto  ha  hecho  que  tanto  los  gobernantes,  como 
los  publicistas  y  la  prensa  periódica,  pidan  la  refor- 
ma de  esta  parte  de  la  actual  Constitución  de  Bue- 
nos Aires. 

En  otro  lugar  (O,  me  he  ocupado  ligeramente  de 
este  asunto.  Voy  á  hacerlo  aquí  con  toda  la  amplitud 
que  la  importancia  de  la  materia  requiere. 

En  la  Convención  de  1870,  el  eminente  doctor 
Vicente  Fidel  López,  pretendió  introducir  en  la  Cons- 
titución de  Buenos  Aires,  el  ministerio  parlamentario, 
tal  como  existe  en  Inglaterra  (2). 

Este  error  ad  ovo  se  perpetúa.  El  gabinete  inglés 
es  una  creación  providencial,  sin  ejemplo  y  sin  suce- 
sor, cuya  importancia  y  cuyas  condiciones  no  cono- 
cen los  mismos  publicistas  que  sobre  él  escriben. 

Gladstone,  el   más  grande  Ministro  de   la    Gran 


(1)  Véase  antes  página  174  y  siguientes. 

(2)  Véase  la  discusión  que  empieza  en  la  página  275    del  tomo  I   de  ios   Debates 
de  la  Conpención,  y  continúa  tomo  II,  página  776. 
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Bretaña,  en  su  último  medio  siglo,  y,  seguramente, 
uno  de  sus  más  eminentes  constitucionalistas,  no 
tuvo  empacho  en  afirmar,  en  1878,  que  el  juez  Li- 
vingstone,  que  había  contestado,  bajo  el  pseudónimo 
de  «Un  Colono  de  New  Jersey»,  la  obra  desfavorable 
del  inglés  Adams  sobre  la  Constitución  de  los  Esta- 
dos Unidos,  no  conocía  las  instituciones  inglesas,  y, 
sobre  todo,  la  organización  de  su  ministerio. 

«En  esa  obra, — dice  Gladstone, — no  hay  la  menor 
noción  de  nuestro  mecanismo  político {\) y> . 

Si  tratándose  de  hombres  tan  eruditos  como  Li- 
vingstone,  cuya  reputación  llena  la  literatura  jurídica 
de  América  é  Inglaterra,  Gladstone  le  cree  en  la  com- 
pleta ignorancia  del  mecanismo  político  constituido 
por  el  gabinete  británico,  debe  comprenderse  que  no 
somos  nosotros,  los  latinos,  los  que  mejor  hemos  de- 
bido saber  apreciar  aquella  institución. 

Y,  sin  embargo,  los  orígenes  del  actual  ministerio 
en  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  son  aquel  ministe- 
rio. En  la  Convención  de  1870,  lo  propuso  el  doc- 
tor López  haciendo  su  elogio;  y  si  no  se  aceptó, 
llegándose  por  concesiones  á  este  ministerio  híbrido, 
organizado  por  el  Poder  Ejecutivo,  con  acuerdo  del 
Senado,  fué  sólo  por  una  transacción  inexplicable  en 
los  hombres  de  ciencia. 


(i)  Gladstone:  Our  cousins  of  America j  publicado  en  la  North  American  Revew 
y  traducido  en  la  página  2  38  de  Cuestiones  Constitucionales  por  W.  E.  Gladstone, 
Madrid,  Simón  y  Osler,    1882. 
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La  importancia  del  ministerio,  en  las  funciones  del 
Poder  Ejecutivo,  ha  sido  motivo  de  discusiones  en 
la  prensa,— no  sólo  en  la  época  en  que  las  agitacio- 
nes políticas  discutían  si  debía  haber  «un  presidente 
para  un  ministerio»,  ó  «un  ministerio  para  un  presi- 
dente»,—  sino,  también,  recientemente,  cuando  se  ha 
querido  dar  á  la  reunión  de  los  ministros  del  Ejecu- 
tivo el  carácter  y  las  atribuciones  del  gabinete  inglés. 

Es  necesario  destruir  esos  errores,  porque  ellos  nos 
llevan  á  la  supremacia  parlamentaria,  que  engendra 
la  más  peligrosa  de  las  tiranías: — la  tiranía  de  las 
mayorías  anónimas,  que  Tocqueville  señala  como  el 
gran  peligro  de  las  instituciones  liberales  norteame- 
ricanas. 

El  gabinete  inglés,  «este  cuarto  poder  del  Estado, 
es  quizá  la  más  curiosa  creación  del  mundo  político 
en  los  tiempos  modernos,  no  por  su  grandeza,  sino 
por  lo  delicado,  lo  elástico  y  la  multiplicidad  de  for- 
mas en  que  puede  ejercer  su  poder». 

No  hay  otro  país  en  la  tierra  donde  esa  institución 
pudiese  existir,  porque,  tal  como  Gladstone  le  define 
y  le  aprecia,  ese  gabinete  es  el  fiel  de  una  balanza 
que  mantiene  el  equilibrio  que  « en  mecánica  se  llama 
la  compensación  de  fuerzas»,  y  que  en  el  gobierno 
de  la  Gran  Bretaña  coloca  en  un  platillo  al  sobe- 
rano y  en  el  otro  á  la  Cámara  de  los  Comunes  ( i ). 


(i)  Gladstone:  Obra  citada,  página  273. 
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« El  lazo  que  une  á  los  ministros  con  el  Parla- 
mento, —  dice  fel  erudito  estadista  inglés,  —  y  por  la 
Cámara  de  los  Comunes  al  pueblo,  es  el  comple- 
mento de  lo  que  les  une  como  ministros  á  la  Co- 
rona y  á  la  prerrogativa  real...  A  los  ministros  colo- 
cados en  esas  condiciones  es  á  los  que  corresponde 
velar  para  que  el  Parlamento  aconseje  y  sirva  leal- 
mente  á  la  Corona,  y  para  que  ésta  obre  de  un 
modo  absolutamente  conforme  con  las  obligaciones 
contraídas  con  la  nación. 

«No  quisiera  aventurarme,  —  agrega,  comparando 
el  gabinete  inglés  con  el  ministerio  americano;— no 
quisiera  aventurarme  á  decir  si  en  los  Estados  Uni- 
dos la  adopción  de  este  sistema  ocasionaría  ó  no  un 
gran  cambio  en  la  Constitución  federal;  pero  estoy 
seguro  de  que  su  abrogación  en  Inglaterra  alteraría 
la  forma  de  gobierno  ó  conduciría  á  una  crisis»  (d. 

Tenemos,  pues,  la  demostración  más  elocuente, 
hecha  por  un  hombre  que  ha  ocupado  las  eminen- 
cias del  gobierno  británico,  de  que  el  gabinete  inglés 
y  el  ministerio  americano,  son  extremos  opuestos, 
instituciones  distintas  y  sin  aplicación  posible  la  pri- 
mera donde  funciona  la  segunda. 

Me  parece,  pues,  que  no  necesito  decir  más  para 
demostrar  que  es  inaplicable  también   á  las  institu- 


ía G.adstone:  Obra  ciíada,  páginas  261   y  siguicnies: 
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ciones  argentinas,— y,  por  tanto,  á  las  de  las  Provin- 
cias,—  todo  cuanto  se  diga  y  argumente  en  favor  del 
parlamento  inglés  y  del  gabinete,  en  sus  relaciones 
con  aquél. 

Aquí  no  existe  ese  cuarto  poder,  de  que  hablan 
los  publicistas  británicos,  al  ocuparse  del  gabinete; 
ni  los  secretarios  de  Estado  ó  ministros  del  Poder 
Ejecutivo  de  nuestras  instituciones  republicanas,  tie- 
nen funciones  propias  de  intermediarios  entre  las 
Cámaras  y  los  jefes  del  Estado. 

Por  el  contrario:  en  Norte  América,  al  constituir 
las  tres  ramas  de  su  gobierno,  los  Estados  Unidos 
suprimieron  intencionalmente,  en  su  Constitución,  á 
gabinetes,  ministros  y  secretarios  de  Estado,  á  fin  de 
que,  desde  el  principio  de  su  vida  constitucional,  se 
comprendiese  que  abandonaban  el  parlamentarismo 
peculiar  y  propio  de  la  Gran  Bretaña,  sin  raíces  y 
sin  imitadores  en  América. 

Los  Secretarios  de  Estado  fueron  creados  después 
de  la  Constitución,  por  ley  del  Congreso  y  como 
funcionarios  necesarios  al  despacho  de  los  asuntos 
del  gobierno  federal. 

No  se  les  dio  entrada  en  las  Cámaras  ni  tienen 
derecho  de  presentar  proyectos;  ni,  en  una  palabra, 
los  ministros  del  Ejecutivo  norteamericano,  tienen  las 
atribuciones  constitucionales  que  tienen  entre  nosotros. 

Acaso  bastarían  estas  observaciones,  para  demostrar 
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que  allí, —  donde  se  exige  el  acuerdo  del  Senado  para 
el  nombramiento  de  todos  los  empleados  de  la  ad- 
ministración creados  por  la  ley,  —  es  perfectamente 
lógico  que  ese  acuerdo  también  se  exija  para  nom- 
brar á  los  ministros  del  Poder  Ejecutivo. 

Pero  esta  afirmación  adolecería  de  un  doble  olvido: 
uno  histórico,  y  otro  de  actualidad. 

El  histórico  se  refiere  al  origen  de  la  cláusula  que 
en  la  Constitución  de  los  Estados  Unidos  exige  el 
acuerdo  del  Senado  para  el  nombramiento  de  los 
empleados.  El  de  actualidad,  se  refiere  á  la  forma  en 
que  se  nombran  los  ministros  en  el  día,  en  los  Es- 
tados parciales  de  la  Unión. 

La  Constitución  norteamericana  fué  combatida,  en 
el  principio,  por  los  Estados  esclavócratas  del  Sud, 
que  temían  la  influencia  de  la  libertad  que  existía  en 
los  Estados  del  Norte;  mientras  que  algunos  hombres 
eminentes  del  Norte  desconfiaban  del  prestigio  que 
pudiese  ejercer  sobre  el  país  la  indiscutible  mayor 
preparación  intelectual  de  los  hombres  del  Sud. 

En  esta  lucha  de  influencias  y  de  temores  recí- 
procos, se  buscaron  por  los  patriotas  sinceros  los 
medios  de  conciliar  opiniones  y  allanar  dificultades. 

La  Confederación  de  1776  había  fracasado,  por- 
que los  Estados  sentían  disminuida  su  importancia, 
ante  las  facultades  del  poder  central. 

Era  menester  constituir  la  República  sobre  bases 
que  inspirasen  mayor  confianza. 
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Para  este  fin  se  ideó  el  sistema  admirable,  que 
organizó  el  Congreso  norteamericano:  en  el  Sena- 
do, están  representados  los  Estados,  en  su  indivi- 
dualidad autonómica,  como  partes  integrantes  de  la 
Unión  Americana;  y  es  por  esta  razón  que,  en  esa 
Cámara,  tiene  la  misma  representación  de  dos  Sena- 
dores Nueva  York,  con-  más  de  siete  millones  de  ha- 
bitantes, que  Vermont  con  trescientos  cuarenta  mil; 
— en  la  Cámara  de  Diputados,  está  representado  el 
pueblo  norteamericano  como  una  unidad  colectiva,  y 
cada  diputado  representa  un  número  igual  de  habi- 
tantes, sin  distinción  de  localidades,  y  sin  más  base 
que  la  de  la  población  total  de  la  Unión. 

No  bastó,  sin  embargo,  como  medio  de  asegurar 
la  unidad  nacional  esa  precaución.  Se  temía,  por 
muchos  Estados,  que  el  Presidente  de  la  República, 
forzosamente  nacido  en  uno  de  ellos,  iría  al  poder 
saturado  de  la  atmósfera  local  en  que  había  vivido, 
y  haria  de  las  oficinas  del  gobierno  federal,  una 
reunión  de  sus  parientes  y  amigos  del  Estado  en 
que  había  nacido  y  había  vivido.  Era  necesario  evi- 
tar este  dominio  de  una  localidad  sobre  las  demás; 
y,  el  medio  de  conseguirlo,  era  imponiendo  al  Pre- 
sidente el  deber  de  proponer  todos  los  empleados  de 
la  administración^  cualquiera  que  fuese  su  gerarquía, 
al  Senado,  que  era  el  representante  de  los  Estados, 
á  fin  de  que,  cada  senador,  defendiese  los  nombra- 
mientos en  favor  de  su  respectivo  representado. 


! 
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Y  así  fué  cómo  se  escribió  esa  cláusula  en  la  Cons- 
titución norteamericana;  pero  con  el  buen  sentido 
práctico  de  aquel  pueblo,  la  Constitución  no  impuso 
el  acuerdo  del  Senado  para  los  nombramientos  como 
una  prescripción  permanente  é  irremediable,  sino  que, 
por  el  contrario,  facultó  al  Congreso  para  que,  por 
medio  de  leyes,  autorizase  los  nombramientos  sin 
acuerdo,  y  así  se  ha  hecho  ya  por  muchas  leyes 
que  crean  empleos. 

Esta  es  la  historia  de  aquella  cláusula.  Vengamos 
ahora  á  la  actualidad. 

Al  organizarse  los  Estados,  en  sus  respectivas  cons- 
tituciones parciales  han  creado  los  Secretarios  de  Es- 
tado {Secretary  of  State)  que  equivalen  á  nuestros 
ministros. 

Sin  embargo,  como  la  organización  del  Senado  en 
todos  ellos  no  es  semejante  á  la  de  la  Unión,  puesto 
que  son  elegidos  directamente  por  el  pueblo,  como 
los  diputados,  —  las  constituciones  parciales  de  los 
Estados  no  han  copiado  de  la  nacional  la  cláusula 
referente  á  los  requisitos  para  el  nombramiento  de 
los  empleados,  y,  entre  ellos,  los  ministros. 

Seguro  estoy  de  que,  para  muchos,  será  una  sor- 
presa saber  que,  en  los  Estados  parciales  de  la  Unión 
Americana,  los  ministros  no  son  secretarios  del  go- 
bernador, sino  secretarios  del  Estado,  jefes  de  depar- 
tamento, que,  semejantes  al  Fiscal  de  Estado  {Attorney 
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General)  y  al  auditor,  tienen,  en  las  constituciones, 
fijado  un  término  de  duración  de  su  mandato,  tér- 
mino que,  en  algunos  casos,  es  más  largo  que  el  que 
duran  los  gobernadores. 

Para  simplificar  el  trabajo,  y  hacer  más  clara  la 
demostración,  voy  á  presentar  un  cuadro  donde  fi- 
gure la  manera  cómo  son  nombrados  los  secretarios 
de  Estado  en  cada  uno  de  los  Estados  Unidos,  y  el 
tiempo  que  dura  su  mandato;  pero,  conjuntamente, 
en  el  mismo  cuadro,  presentaré  la  forma  en  que  son 
elegidos,  en  los  mismos  Estados,  los  gobernadores  y 
sus  términos  respectivos,  así  como  los  Atíorney  Ge- 
neral  (Fiscales  de  Estado)  y  los  Auditors,  que  son 
los  contadores  generales,  encargados  del  contralor  en 
la  inversión  de  las  rentas. 

Esta  inclusión  en  el  cuadro  de  otros  funcionarios, 
además  de  los  ministros,  que  es  de  quienes  vengo 
ocupándome,  tiene  por  objeto  el  de  que  ese  mismo 
cuadro  sirva  para  las  otras  comparaciones  que  haré 
entre  funcionarios  americanos,  creados  por  las  cons- 
tituciones de  aquellos  Estados,  y  los  que  figuran 
en  la  de  Buenos  Aires. 

He  aquí  ese  cuadro,  formado  con  las  constitu- 
ciones compiladas  por  Hough,  á  cuya  obra  me  he 
referido  varias  veces. 


E    UA    COflSTITUCIÓH 
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De  ese  cuadro  resulta  que  en  los  Estados  parciales 
de  la  Unión  Americana,  los  Secretarios  de  Estado, 
son  funcionarios  populares,  sin  intervención  directa 
en  la  acción  del  Poder  Ejecutivo,  que,  según  todas 
las  constituciones  de  aquel  país,  nacional  y  locales, 
está  formado  por  una  sola  persona  ( i ) . 

En  esta  última  disposición,  está  explicada  la  manera 
de  nombrarse  los  ministros  en  los  Estados  Unidos. 
Equiparados  como  jefes  de  los  departamentos  de  Es- 
tado, á  esos  empleados  superiores,  como  el  Fiscal,  el 
Contador  y  el  Tesorero,  el  pueblo  norteamericano  ha 
tomado  ciertas  precauciones  especiales  para  su  desig- 
nación. Cuando  no  los  ha  elegido  él  mismo,  ha  he- 
cho que  la  Legislatura  los  eliga  de  acuerdo  con  el 
gobernador. 

Pero  este  ministerio  híbrido  de  nuestra  Constitu- 
ción; este  ministerio  en  que  los  Secretarios  de  Estado, 
acuerdan  y  despachan  con  el  gobernador,  firman  sus 
resoluciones  y  son  amovibles  á  voluntad  de  él, — ese 
ministerio  no  existe  sino  en  nuestras  democracias 
sudamericanas,   donde   hemos   hecho    un    amalgama 


( I )  «The  Executive  Power  of  ihe  Staie  shall  be  revesied  ¡n  a  Gobernor».  —  Geor- 
gia, art.  IV,  sec.  i;  Indiana  V,  sec.  i;  Michigan  V,  sec.  i;  Maryland  II,  sec.  i; 
New  Jcrse  V,  sec.  1;  New  York  IV,  sec.  i;  North  Carolina  III,  sec.  i;  Wisconsin 
V,  sec.  1;  Mississipi  V,  sec.  i;  Oregon  V,  sec.  1;  Rhode  Isiand  VII,  sec.  1;  Vir- 
ginia IV,  sec.  i;  West  Virginia  V,  sec.  i ;  Alabama  V,  sec.  4;  Arkansas  VI,  sec. 
2;  Connecticut  IV,  sec.  1;  Delawarc  III,  sec.  i;  Illinois  V,  sec.  6;  Kansas  I,  sec. 
3;  Maine  V,  sec.  i;  Nebraska  Ex,  sec.  6;  Ohio  III,  sec.  5;  Pennsylvania  II,  sec. 
i ;  Tennesse  III,  sec.   i . 
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informe  de  principios,  mezclando  instituciones  esen- 
ciales del  gobierno  parlamentario,  que  es  ministerial, 
con  instituciones  del  gobierno  unipersonal,  que  es 
exclusivamente  presidencial. 

En  el  régimen  ministerial^  que  es  el  resultado  del 
pariamentarismo,  el  Gobernador  del  Estado  no  es 
más  que  el  presidente  de  un  gabinete,  formado  por 
ministros,  que,  representantes  de  la  opinión  de  la 
mayoría  pariamentaria,  son  representantes  de  la  opi- 
nión pública. 

En  el  régimen  presidencial,  que  es  el  de  todas 
nuestras  constituciones,  el  gobernador  es  todo  el  Po- 
der Ejecutivo,  siendo  los  ministros  sólo  consejeros 
que  él  elige,  y  cuyas  opiniones  no  está  obligado  á 
seguir. 

Si,  como  el  general  Martín  Rodríguez,  en  1823, 
el  gobernador  quiere  prestigiar  su  gobierno  rodeán- 
dole de  opinión, —  sin  necesidad  de  tener  un  régimen 
ministerial  ni  pariamentario  escrito  en  la  Constitu- 
ción,— llama  á  formar  su  ministerio  á  hombres  como 
don  Bernardino  Rivadavia,  don  Manuel  José  García 
y  don  Julián  Segundo  de  Agüero,  legando  en  la  his- 
toria un  ejemplo  notable  de  un  gobierno  en  que,  el 
ministerio  gobernó  por  la  influencia  de  su  talento  y 
de  su  saber,  sin  oscurecer  la  figura  del  jefe  del  Es- 
tado, que  supo  elegiries  y  mantenerles  en  sus  puestos. 

Y  aquellos  tres  eminentes  ministros,  que  dejaron 
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en  nuestras  instituciones  huellas  imborrables  de  gran- 
deza y  libertad,  no  necesitaron  del  acuerdo  del  Se- 
nado para  ocupar  los  ministerios  y  servir  á  su  país. 
Es  probable  que  si,  en  esa  época,  don  Martín  Ro- 
dríguez hubiera  debido  requerir  el  acuerdo  de  la  Sala 
de  Representantes,  ésta  se  lo  habría  negado,  temiendo 
precisamente  los  prestigios  de  Rivadavia,  de  Agüero 
y  de  García 

Desde  el  momento  en  que  nuestra  Constitución  es 
presidencial;  desde  que  intencional  y  expresamente 
ha  excluido  el  régimen  de  gobierno  ministerialj  entre- 
gando todo  el  Poder  Ejecutivo  á  una  sola  persona^ 
—  los  ministros  no  pueden  ser  el  reflejo  de  la  ma- 
yoría paríamentaria,  porque  no  tendrían  papel  en  el 
gobierno. 

En  los  Estados  Unidos  hubo  un  ministro — Stan- 
ton,  ministro  de  la  guerra  de  Johnson,  —  que,  puesto 
en  lucha  con  el  Presidente,  quiso  sostener  que,  nom- 
brado con  acuerdo  del  Senado,  no  podía  ser  sepa- 
rado de  la  Secretaría  de  Estado  que  desempeñaba, 
sin  que  también  precediera  ese  acuerdo. 

Instalado  en  las  oficinas  del  Ministerio,  se  hizo  lle- 
var allí  una  cama  y  lo  necesario  para  vivir,  en  tanto 
que  la  Suprema  Corte  Federal,  resolvía  el  caso,  lle- 
vado por  él  ante  aquel  tribunal. 

El  fallo  fué  contrario  á  Stanton;  y,  desde  enton- 
ces, quedó  consagrado  el  principio  de  que,  si  bien  se 
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requiere  el  acuerdo  del  Senado  para  el  nombramiento 
de  todos  los  empleados,  incluso  los  ministros,  el  ejecu- 
tivo puede  destituirlos  sin  aquel  requisito. 

En  la  Constitución  actual  de  Buenos  Aires,  esa 
facultad  está  expresamente  consignada. 

¿Qué  objeto  tiene,  pues,  el  acuerdo  del  Senado 
para  el  nombramiento  de  los  ministros,  si  éstos  no 
tienen  las  garantías  de  permanencia  que,  en  el  régi- 
men parlamentario,  les  asegura  contar  con  las  ma- 
yorías parlamentarias? 

Un  ministro  que  no  puede  ser  sostenido  por  una 
decisión  del  Senado,  que  prestó  el  acuerdo  para  su 
nombramiento;  un  ministro  que  puede  ser  separado 
de  su  puesto  por  un  acto  voluntario,  aislado  y  per- 
sonal del  gobernador,  —  no  es  un  representante  de 
la  opinión  ni  del  poder  legislativo  en  el  gobierno. 
Es  un  simple  secretario  del  gobernador,  que  le  con- 
servará mientras  le  inspire  confianza  y  marche  de 
conformidad  con  él. 

Ese  acuerdo  del  Senado,  no  es,  pues,  una  garantía 
de  acierto  en  la  elección,  ni  siquiera  de  permanencia 
en  sus  funciones,  como  sucede  en  los  Estados  de  la 
Unión  Americana,  donde  los  ministros  son  elegidos 
conjuntamente  con  los  gobernadores  y  por  tiempo 
determinado. 

En  cambio,  la  exigencia  de  ese  acuerdo,  puede 
hacer,  en  las  Cámaras  obstruccionistas,  muy  difíciles 
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las  tareas  del  gobierno  regular,  alejando  de  los  mi- 
nisterios á  hombres  muy  competentes. 

Si,  al  menos,  para  establecer  la  compensación  de 
fuerzas  de  que  habla  Gladstone,  se  hubiese  dado  al 
Poder  Ejecutivo  la  facultad  de  disolver  las  Cámaras, 
el  obstruccionismo  se  evitaría. 

Pero,  sin  esa  facultad,  este  ministerio  repudiado  por 
los  mismos  parlamentaristas,  como  el  doctor  Vicente 
Fidel  López  en  la  Convención  de  1870-1873  d); 
este  ministerio  híbrido,  decía,  no  puede  subsistir,  des- 
pués de  los  pésimos  resultados  que  ha  dado  entre 
nosotros. 

He  demostrado,  en  las  páginas  que  preceden,  que 
la  organización  actual  del  ministerio,  con  el  acuerdo 
del  Senado,  no  responde  á  ningún  motivo  histórico, 
á  ningún  sistema  de  gobierno  conocido,  á  ninguna 
copia  servil  de  otras  constituciones,  ni  á  convenien- 
cia política  alguna. 

Voy  ahora  á  demostrar  que,  desde  que  se  promul- 
gó la  Constitución  de  1889,  los  gobernantes  y  los 
escritores  de  todos  los  partidos,  han  reconocido  que 
esa  cláusula  constitucional  no  ha  servido  sino  para 
entorpecer  la  marcha  regular  del  gobierno. 

Fué  el  primero  en  señalar  estos  inconvenientes,  el 


(i)  Véase  L.  V.  Várela:    Debates  de  la  Convención^  etc.,  tomo  II,  página  796  y 
siguientes 
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gobernador,  doctor  Guillermo  Udaondo,  con  quien 
se  ensayaron  las  primeras  armas  hostiles,  á  propósito 
de  los  acuerdos  para  el  nombramiento  de  ministros. 

En  su  Mensaje  á  la  Legislatura,  leído  el  P  de  Mayo 
de  1 895,  después  de  su  primer  año  de  gobierno,  decía 
lo  siguiente: 

«  No  sé  si  será  difícil  en  la  práctica  establecer  dónde 
terminan  los  intereses  legítimos  de  los  partidos  polí- 
ticos y  donde  comienzan  los  intereses  permanentes 
del  país;  pero  sí  sé  que  conviene  marcar  con  nitidez 
esa  línea  divisoria,  á  fin  de  dejar  fijadas  ante  la 
opinión  las  responsabilidades  de  aquéllos  que  dicién- 
dose sostenedores  de  un  principio  ó  de  una  idea 
política,  niegan  todo  concurso  al  progreso  general 
del  Estado. 

« Nuestro  régimen  político  consagra  la  existencia  de 
las  oposiciones  como  elementos  saludables,  llamados  á 
influir  en  el  mejoramiento  de  la  acción  gubernativa; 
acepta  el  juego  de  los  partidos  como  un  control  cons- 
tante que  impide  los  abusos,  rectifica  los  errores  y  de- 
fiende los  derechos  que  aquélla  pudiera  vulnerar.  Pero 
no  se  mejora  ni  se  controla  el  Gobierno  impidiéndole 
gobernar;  no  se  cumple  la  misión  que  los  partidos 
tienen  en  nuestro  mecanismo  institucional  cuando  se 
hace  plan  ó  programa  de  oponerse  á  todo  lo  que 
el  Gobierno  quiere  ó  hace,  sea  bueno  ó  malo. 

« A  este  respecto,  debo  recordaros  que  al  recibirme 
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de  la  alta  investidura  de  Gobernador  de  la  Provincia, 
os  dije  que  no  temía  las  oposiciones. 

<  Después  de  un  año  me  confirmo  en  ese  senti- 
miento. La  oposición  obliga  á  los  gobernantes  á  me- 
dir cada  paso  que  dan  y  es  benéfica  por  eso;  pero 
no  es  capaz  de  desviarlos  cuando  proceden  con  in- 
tención sincera  y  propósito  honrado,  ó  cuando  ella 
se  convierte  en  sistema  para  perturbar  el  armónico 
funcionamiento  de  los  poderes  públicos,  porque  en- 
tonces la  fuerza  que  dan  las  instituciones  es  más 
potente  que  los  intereses  transitorios  del  partidismo.  > 

El  gobernador  Udaondo  no  precisó  en  su  mensaje 
los  actos  con  que  se  le  había  hostilizado,  ni  la  forma 
de  esa  hostilidad;  pero  ella  fué  conocida  siempre;  y, 
cuando  el  gobernador,  doctor  Bernardo  de  Irigoyen, 
en  1898,  inició  la  reforma  del  artículo  de  la  Cons- 
titución, que  exige  el  acuerdo  del  Senado  para  el 
nombramiento  de  ministros,  la  prensa  periódica  de 
la  metrópoli,  y  la  local  de  La  Plata,  recordaron  la 
hostilidad  parlamentaria  que,  con  ese  motivo,  se  le 
hizo  al  gobernador  Udaondo  ( i ). 


i 


ii)  El  diario  «La  Nación»  Je  la  Capital  Federal,  de  fecha  14  de  Noviembre  de 
1898,  apoyando  la  reforma  del  artic«Io  á  que  se  alude  en  el  texto,  escribió  un  ar- 
tículo del  que  transcribo  los  pürrafos  si¿$uientes: 

«El  ensayo  es  una  especie  de  parlamentarismo  exótico  implantado  en  la  compo- 
sición del  gabinete,  en  que  consistía  otra  reforma,  no  se  apoyaba,  sin  duda,  en  tan 
buenas  razones  teóricas  como  el  anterior.  El  acuerdo  del  Senado,  necesario  para  de- 
signar los  Ministros  del  Ejecutivo,  era  el  ingerto  de  una  pieza  de  maquinaria  ó  un 
sistema  á  que  era  extraña.    El  gobierno  parlamentario  se  concibe  como   organismo 
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El  gobernador  Irigoyen,  en  el   Mensaje  con  que 
inició  la  reforma,  en  3  de  Diciembre  de   1898,  con- 


completo,  en  sus  elementos  propios,  su  funcionamiento  lógico  y  sus  correctivos  y 
válvulas  necesarias,  como  lo  es.  por  su  parte,  el  gobierno  presidencial.  Cada  cual 
tiene,  dentro  de  sí  mismo,  ios  medios  de  remediar  los  inconvenientes  de  que  es  sus- 
ceptible; pero  ninguno  de  ellos  debe  buscar  esr>s  medios  dentro  del  otro.  Si  el  gabi- 
nete parlamentario  se  encuentra  en  desacuerdo  en  el  Parlamento,  se  declara  la  diso- 
lución de  este  último,  y  se  recurre  á  nuevas  elecciones;  pero  si  gabinete  presidencial 
en  su  funcionamiento  no  halla  en  las  Cámaras  el  acuerdo  requerido  para  su  forma- 
ción, la  administración  se  verla  en  un  camino  sin  salida.  La  Constitución  no  hn 
previsto  nada  sobre  el  particular,  probablemente  porque  de  poco  le  servirían,  en  tal 
caso,  las  previsiones 

«  El  acuerdo  del  Senado  no  reviste,  por  otra  parte,  la  significación  que  se  le  atri- 
buye; porque  él  no  importa  la  participación  legislativa,  sino  la  de  la  mayoría  de  los 
senadores  en  la  composición  del  gabinete.  No  tuvo,  aparentemente  otro  objeto  que  el 
de  dar  mayor  garantía  al  acierto  de  la  elección,  pero  á  nadie  ocurrió  que  esa  garan- 
tía se  convirtiera  en  obstrucción,  y  que  el  Senado,  obedeciendo  á  móviles  políticos, 
resolviese  impedir  indefinidamente  la  composición  del  gabinete.  ^Qu¿  hacer  en  este 
caso?  El  Senado  no  podría  ser  obligado  moral  ni  materialmente  á  votar  candidaturas 
que  rechazaba;  y  el  Poder  Ejecutivo  debía  optar  entre  quedarse  sin  ministros  ó  re- 
currir al  fraude  legal  de  entregar  permanentemente  el  despacho  á  ministros  con  titulo 
de  oficiales  mayores,  sin  la  representación  constitucional  que  les  correspondía.  Ade- 
más del  punto  de  vista  de  la  reforma,  podría  haberse  procurado  limitar  la  facultad 
del  Senado,  obligándole  á  la  designación,  después  de  cierto  número  de  propuestas; 
pero,  aparte  de  esto,  envolvía  siempre  una  coacción  moral,  se  dejaba  en  pie  el  ca- 
rácter híbrido  del  ensayo  que  ha  dado  tan  malos  resultados.  Fuera  de  que,  las  cons- 
tituciones de  los  Estados  argentinos  deben  adaptarse  á  los  fundamentos  del  código 
nacional;  no  comprendiéndose  cómo  pueden  subsistir  prescripciones  contrarias  al  úl- 
timo, á  tal  punto,  que  si  la  intervención  fuera  llamada  alguna  vez,  por  incidentes 
de  este  género,  sería  aventurado  afirmar  que  el  Gobierno  Nacional  condenase  al  Eje- 
cutivo de  provincia  que  hubiera  prescindido  del  acuerdo  del  Senado  en  la  organización 
de  su  ministerio.  Por  todo  lo  cual,  y  en  previsión  de  conflictos  posibles,  lo  mejor  de 
todo  habría  sido  proceder  á  la  revisión  del  artículo  de  la  Constitución  provincial  que 
creó  el  parlamento  anómalo  á  que  se  ha  hecho  referencia. 

«  En  cuanto  á  las  opiniones  que  apoyan  la  solución,  no  es  posible  dudar  de  su 
generalidad  y  sinceridad.  Es  sabido  que  el  gobierno  del  doctor  Udaondo.  de  filiación 
cívica,  luchó  por  mucho  tiempo  contra  las  confabulaciones  que  le  impedían  integrar 
su  gabinete;  quedando  profundamente  convencido  de  que  el  acuerdo  del  Senado,  por 
los  inconvenientes  á  que  estaba  sujeto,  hacía  sumamente  difícil  el  funcionamiento  y 
la  constitución  del  Poder  Ejecutivo.  A  ese  gobierno  ha  sucedido  otro,  del  partido  ra- 
dical, antes  sostenedor  ó  usufructuario  de  ese  acuerdo,  pero  que  hoy  lo  repudia  de 
1.1  manera  más  decidida,  al  menos  por  lo  que  hace  á  la  fracción  representada  más  di- 
recumente  por  el  actual  señor  gobernador.  ¿Quiénes  quedan,  entonces,  sin  haberse 
pronunciado  alguna  vez  contra  el   gabinete   cuya  formación  requiere  el   permiso   del 
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sagró  un  extenso   párrafo  á  la   reforma  de  este  ar- 
tículo. 


Senado?  Los  afíliados  al  partido  nacional;  pero,  no  se  necesita  demostrar  que  si  és- 
tos fuesen  al  gobierno,  inmediatamente  serian  de  la  opinión  de  los  cívicos  y  de  los 
radicales  gubernistas,  puesto  que  las  fracciones  coaligadas  que  les  hiciesen  oposición 
en  las  Cámaras  no  dejarían  de  suscitarles  análogas  obstrucciones. 

«  Por  lo  que  hace  á  nuestra  opinión  aislada,  ella  no  puede  ser  sospechada  de  par- 
cialidad 

«  A  los  ojos  de  todos  salta  que,  si  se  conservan  los  procedimientos  existentes,  la 
acción  de  los  poderes  públicos  continuará  permaneciendo  casi  anulada,  precisamente 
cuando  con  mayor  anhelo  la  reclaman  los  intereses,  las  necesidades  y  el  progreso  de 
la  Provincia,  que  vejeta  tristemente  en  una  verdadera  orfandad;  con  Cámaras  que 
poco  pueden  hacer  funcionando  como  resortes  aislados,  y  con  gobiernos  absorbidos 
por  las  combinaciones  de  ensayo  que  no  resuelven  siquiera  el  problema  de  su  com- 
posición material. 

«^A  qué  se  debe  entonces  el  fracaso  de  la  tentativa  que  nos  ocupa?  Probablemente 
á  que  se  ha  procedido  á  su  respecto,  como  en  todo  lo  demás,  en  una  scmi-obscuridad 
que  la  ha  substraído  al  contacto  y  al  apoyo  oportuno  de  la  opinión. 

«Pero,  tarde  ó  temprano,  habrá  que  volver  á  la  solución  reclamada,  y  es  bueno 
dejar  constancia  de  que  las  opiniones  no  se  han  modificado  á  su  respecto. » 

Por  su  parte,  el  diario  «La  Tribuna»,  también  de  la  Capital  Federal,  ocupándose 
de  la  misma  reforma  en  su  editorial  del  7  de  Diciembre  de  1898,  decía  lo  siguiente, 
en  sus  párrafos  sustanciales  sobre  la  materia: 

«  Un  gran  jurisconsulto  decía  que  cuando  no  se  tiene  en  cuenta  las  consideraciones 
razonables  que  deben  templar  el  rigor  de  las  leyes,  la  justicia  se  conviene  en  injusti- 
cia. Cuando  usa  de  todos  sus  derechos,  cuando  abandona  la  razón  que  es  su  guía, 
la  justicia  llega  á  ser  insoportable. 

«  Eso  es  lo  que  hacen  precisamente  los  partidos  ó  legisladores  de  La  Plata,  cuando 
creen  usar  sencillamente  de  aquellas  atribuciones  constitucionales  que  han  sido  esta- 
blecidas para  garantir  el  buen  gobierno  de  In  sociedad,  y  no  para  satisfacer  el  espí- 
ritu de  la  oposición,  ó  para  provocar  la  división  y  la  anarquía  entre  las  ramas  ó 
departamentos  del  gobierno. 

«  El  Senado  tiene  allí  la  atribución  de  presur  su  acuerdo  al  gobernador  para  el 
nombramiento  de  ciertos  funcionarios  públicos,  comprendidos  los  mini.stros  del  Po- 
der Ejecutivo.  Es  una  función  delicada,  conferida  á  aquella  rama  de  la  Legislatura, 
con  el  fín  de  moderar  la  acción  del  Poder  Ejecutivo,  prevenir  el  abuso,  eviur  una 
elección  indigna. 

«  Pues  bien:  el  Senado  trata,  no  de  moderar,  sino  de  enfrenar  la  acción  del  Eje- 
cutivo; en  vez  de  prevenir  el  abuso,  extralimita  su  derecho;  en  lugar  de  limiurse  á 
evitar  una  elección  viciosa,  tacha  los  nombramientos  más  inatacables,  según  el  juicio 
general.  No  se  propone  rectificar,  sino  someter  al  gobernador;  no  quiere  asesorarle, 
sino  arrebatarle  el  gobierno,  aunque  desnaturalice  el  sistema  constitucional. 

«  Colocado  en  esa  actitud,  el  Senado  que  debe  prestar  su  acuerdo  al  Ejecuti]^,  y 
que  puede  negarlo,  sin  duda,  con  sujeción  á  las  ideas  y  á  los  fines 


o  al    hjecuti^,  y 
de  la  institTCión; 
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Tiene  tanto  peso  la  opinión  de  ese  jurisconsulto, 
que  creo  debo  transcribirlo  íntegro.  Dice  así: 

«Los  Constituyentes  de  1873  organizaron  un  go- 
bierno de  tendencias  parlamentarias,  aunque  no  de- 
finido francamente,  con  poderes  que  no  guardan  el 
equilibrio  necesario  para  el  desenvolvimiento  armó- 
nico de  la  vida  republicana.  Así,  la  Constitución  re- 
quiere el  acuerdo  del  Senado  para  el  nombramiento 
de  los  ministros  del  Gobierno;  este  requisito  previo 
no  rige,  ni  bajo  el  mismo  sistema  parlamentario. 

« Se  comprende  la  razón  de  esa  exigencia,  tratán- 
dose de  los  cargos  del  Poder  Judicial  ó  de  la  desig- 
nación  de  otros  funcionarios  de  análoga  categoría. 


el  Senado,  decimos,  extrema  su  derecho,  abusa  de  sus  facultades,  y  hace  imposible  el 
gobierno  regular  de  la  Provincia. 

«  De  esa  manera  se  quebranta  aquella  regla  salvadora  de  los  norteamericanos,  que 
aconseja  la  moderación,  el  sentimiento  de  los  deberes  recíprocos  y  de  las  responsabi- 
lidades consiguientes,  en  la  oposición  tanto  como  en  el  gobierno  y  en  sus  diferentes 
órganos.  Se  considera  justamente  que  en  en  ese  principio  están  encerradas  las  condi- 
ciones esenciales  del  gobierno  representativo  y  republicano. 

«  Hay  á  veces  en  las  instituciones,  por  bien  concebidas  que  sean,  contradicciones 
aparentes.  Si  el  buen  sentido,  la  tolerancia  reciproca,  el  sentimiento  del  bien  y  el 
patriotismo  ilustrado,  no  concurren  á  salvar  tales  diñcultades  con  sus  concesiones  y 
sus  transacciones  legitimas,  la  marcha  de  la  sociedad  y  del  gobierno  escollarla  á  cada 
pa¿o  entre  rechiflas  y  el  escarnio  del  mundo. 

«  Ningún  partido,  digno  de  ese  nombre,  debe  aceptar  la  responsabilidad  de  erro- 
res y  procedimientos  tan  funestos,  propios  sólo  para  provocar  y  ahondar  trastornos 
y  conflictos  sin  término.» 

También  «  Bl  Día»,  importante  diario  de  La  Plata,  en  su  número  del  5  de  Di- 
ciembre de  1898,  decía: 

«  Los  ministros  del  Poder  Ejecutivo  deben  ser  nombrados  por  el  jefe  de  la  Admi- 
nistración, ó  éste  debe  tener  facultad  para  disolver  las  Cámaras  para  que  el  régimen 
parlamentario  sea  completo,  y  justo  es  reconocer  que  lo  contrarío  acarrea  siempre  las 
situaciones  imposibles  á  que  llegó  por  estrecho  espíritu  de  partido  el  doctor  Udaondo 
y  á  que  ha  sido  arrastrado  por  una  oposición  obcecada  el  doctor  Irigoyen.» 
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los  que,  por  la  naturaleza  de  sus  funciones,  deben 
estar  al  abrigo  de  influencias  extrañas.  Pero  no  se 
descubre  que  aquélla  se  aplique  al  nombramiento  de 
los  ministros  del  Poder  Ejecutivo,  porque  resulta 
incongruente  con  el  espíritu  general  de  la  Cons- 
titución, que  ha  establecido  la  responsabilidad  del 
Gobernador  y  sus  Ministros,  y  consagrado  el  proce- 
dimiento para  haceria  efectiva.  Si  al  primero  están 
cometidas  las  funciones  inherentes  á  su  carácter  de 
jefe  de  la  Administración,  y  el  encargo  de  observar 
y  hacer  cumplir  la  Constitución  y  las  leyes,  lógico 
habría  sido  reconocer  el  derecho  de  elegir  libremente 
sus  colaboradores,  igualmente  responsables,  en  vez 
de  someterio  al  acuerdo  previo  del  Honorable  Se- 
nado, que  no  tiene,  por  su  parte,  responsabilidad  en 
los  actos  del  Poder  Ejecutivo,  y  que,  si  alguna  tu- 
viera, seria  remota  y  de  dudosa  eficacia. 

« Si  la  Constitución  quiso  sentar  por  ese  medio 
las  bases  del  sistema  parlamentario,  debió  acordar  al 
Poder  Ejecutivo,  como  contrapeso  lógico  y  destinado 
á  mantener  el  equilibrio  entre  los  poderes,  la  facultad 
correlativa  de  aplazar  las  sesiones  ó  de  disolver  las 
Cámaras,  convocando  á  nuevas  elecciones  para  con- 
sultar la  voluntad  del  pueblo  y  resolver  los  conflictos 
producidos. 

« De  otra  manera  resulta  un  gobierno  que  ofrece 
diariamente  todos  los  inconvenientes  del  sistema  men- 
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donado,  y  en  el  que  no  se  descubre,  con  relación  al 
Ejecutivo,  ni  á  los  verdaderos  intereses  del  Estado, 
una  sola  de  las  ventajas  que  se  le  atribuye  en  los 
países  que  lo  han  adoptado. 

«  El  Poder  Ejecutivo  prescinde  deliberadamente  de 
considerar  los  resultados  de  la  inteligencia  que  du- 
rante la  administración  anterior  y  en  los  seis  meses 
transcurridos  de  la  presente,  se  ha  dado  á  la  pres- 
cripción aludida,  y  se  limita  á  manifestar  que  la  in- 
tervención de  que  se  trata,  los  móviles  que  pueden 
influir  en  ella  y  la  forma  en  que  se  ejercita,  pueden 
alguna  vez  producir  conflictos  de  difícil  solución.>> 

Fueron  consultados  entonces,  por  el  mismo  gober- 
nador, muchos  abogados  y  hombres  políticos: — Quin- 
tana, Montes  de  Oca,  Manuel  D.  Pizarro,  Ferreyra, 
Demaría,  Rodríguez  Larreta,  J.  V.  González,  Alsina, 
Fonrouge,  Quesada,  J.  A.  Martínez,  Barroetaveña, 
Bianco  y  muchos  otros,  —  así  como  escribieron  so- 
bre este  punto  los  redactores  de  todos  los  diarios 
de  la  Capital  Federal  y  de  la  Provincia  de  Buenos 
Aires,  y  muchos  del  interior;  y,  con  una  rara  unani- 
midad, todas  las  opiniones  coincidieron  en  que  es 
indispensable  suprimir  de  la  Constitución  de  Buenos 
Aires,  el  acuerdo  del  Senado  para  el  nombramiento 
de  los  ministros. 

Creo  que  lo  expuesto  bastaría  para  justificar  la  su- 
presión de  las  disposiciones  contenidas  en  el  artículo 
141,  inciso  17.  Pero  aún  voy  á  agregar  otra  cita. 


_ 
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Para  terminar  con  esta  parte,  voy  á  transcribir  las 
breves  palabras  con  que  el  patriota  esclarecido  Adolfo 
Alsina,  terminaba  uno  de  los  discursos  con  que  com- 
batió este  ministerio  híbrido. 

«Es  doloroso,  señor  Presidente, — decía,  —  que  un 
país  como  el  nuestro,  en  que  han  tenido  asiento  como 
ministros  hombres  como  Rivadavia,  García,  el  señor 
doctor  Agüero  y  como  el  mismo  señor  Alvear,  que 
sostiene  esas  ideas,  se  les  haya  tratado  tan  mal,  dando 
á  entender  que  los  gobernantes,  cuando  ocupan  su 
puesto,  sólo  buscan  para  ayudaries  con  sus  tareas, 
lacayos  ú  otros  hombres  semejantes. 

«  Los  gobernantes  de  Buenos  Aires,  hasta  este  mo- 
mento, han  tenido  el  bastante  buen  sentido,  para 
elegir  como  consejeros,  no  lacayos,  sino  personas  ho- 
norables y  dignas,  bajo  todos  los  sentidos,  de  com- 
partir CQn  ellos  sus  arduas  tareas  ( i ) . » 

Harta  razón  tenía  el  doctor  Alsina.  En  la  tradi- 
ción de  los  gobiernos  nacional  y  provincial,  mientras 
los  ministros  fueron  nombrados  sin  acuerdo  del  Se- 
nado, figuran  los  hombres  más  eminentes  del  país, 
los  que  han  ocupado  después  las  más  altas  posicio- 
nes á  que  puede  aspirar  un  repúblico,  incluso  la  pre- 
sidencia de  la  Nación, — puesto  que  Mitre,  Sarmiento, 
Avellaneda,  Roca,  Uriburu,  Pellegrini  y  Quintana,  pre- 


(I)  Debates  de  la  Conpención  Constituyente,  tomo  I,  páginas  289  y  240. 
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sidentes  todos  ellos,  fueron  antes  ministros,  sin  acuerdo 
del  Senado. 

En  cambio,  el  obstruccionismo  de  una  de  las  Cá 
maras  de  la  Legislatura  de  Buenos  Aires,  ha  impe- 
dido que  ocupen  los  ministerios  de  su  gobierno 
hombres  eminentes,  cuyos  nombres  no  repito  aquí 
porque  viven  en  su  mayor  parte,  privando  así  á  la 
Provincia  de  los  servicios  de  algunos  de  sus  me- 
jores hijos. 
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CAPÍTULO  ni 

TÉRMINO  PARA  LLENAR  LAS  VACANTES 
DEL  PODER  JUDICIAL 

Voy  á  ocuparme  ahora  de  la  última  reforma  que 
propongo  en  la  Sección  Cuarta,  referente  al  Poder 
Ejecutivo  ( I ). 


<  I )  Las  demás  disposiciones  que  no  han  sido  reformadas,  son  las  siguientes: 

Articulo  141.  —  4*  Ejercerá  los  derechos  de  patronato  como  vicepatrono,  hasta 
que  el  Congreso  Nacional,  en  uso  de  la  atribución  décimanona  que  le  confíete  la 
Constitución  de  la  República,  dicte  la  ley  de  la  materia. 

5*  A  la  apertura  de  la  Legislatura,  la  informará  del  estado  general  de  la  adminis- 
tración . 

6*  Expide  las  órdenes  convenientes  para  las  elecciones  que  correspondan  de  sena- 
dores y  diputados  en  la  oportunidad  debida,  y  no  podrá  por  ningún  motivo  diferirlas, 
sin  acuerdo  de  la  Cámara  respectiva. 

7'  Convoca  á  sesiones  extraordinarias  á  la  Legislatura  ó  á  cualquiera  de  las  Cáma- 
ras, cuando  lo  exija  un  grande  interés  público,  salvo  el  derecho  del  cuerpo  convocado 
para  apreciar  y  decidir  después  de  reunido,  sobre  los  fundamentos  de  la  convocatoria. 

8'  Hacer  recaudar  las  rentas  de  la  Provincia  y  decretar  su  inversión,  con  arreglo  á 
las  ie>'es,  debiendo  hacer  publicar  mensualmente  el  estado  de  la  tesorería. 

9*  Celebra  y  fírma  tratados  parciales  con  otras  provincias  para  fínes  de  la  Admi- 
nistración de  Justicia,  de  intereses  económicos  y  trabajos  de  utilidad  común  con  apro- 
bación de  la  Legislatura  y  dando  conocimiento  al  Congreso  Nacional. 

I  o*  Es  el  comandante  en  jefe  de  las  fuerzas  militares  de  la  Provincia,  con  excep- 
ción de  aquéllas  que  hayan  sido  movilizadas  para  objetos  nacionales. 

I  I '  Moviliza  la  milicia  provincial  en  caso  de  conmoción  interior  que  ponga  en 
peligro  la  seguridad  de  la  Provincia,  con  autorización  de  la  Legislatura,  y  por  sf  solo 
durante  el  receso,  dando  cuenta  en  las  próximas  sesiones,  sin  perjuicio  de  hacerlo  in- 
mediaumente  á  la  autoridad  nacional. 

1  2*  Decreta  también  la  movilización  de  las  milicias,  en  los  casos  previstos  por  el 
inciso  vigésimocuarto,  articulo  sesenta  y  siete  de  la  Constitución  Nacional. 

I  3*  Expide  despachos  á  los  oficiales  que  nombre  para  organizar  la  milicia  de  la 
Provincia  y  para  poner  en  ejercicio  las  facultades  acordadas  en   los   dos  incisos  que 
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Después  de  lo  que  he  expuesto  en  las  páginas 
precedentes,  podría  creerse  inútil  el  artículo  143  de 
la  Constitución  actual,  cuyo  texto  dice  así: 

Artículo  143.  Estando  las  Cámaras  reunidas, 
la  propuesta  de  funcionarios  que  requieren  para 
su  nombramiento  el  acuerdo  del  Senado  ó  de 
la  Cámara  de  Diputados,  se  hará  dentro  de  los 
quince  días  de  ocurrida  la  vacante,  no  pudiendo 
el  Poder  Ejecutivo  insistir  sobre  un  candidato 
rechazado  por  el  Senado  ó  la  Cámara  de  Di- 
putados, en  su  caso,  durante  ese  año.  En  el 
receso,  la  propuesta  se  hará  dentro  del  mismo 
término,  convocándose  extraordinariamente,  al 
efecto,  á  la  cámara  respectiva. 

Con  excepción  de  los  ministros,  ninguno  de 
los    funcionarios   para   cuyo    nombramiento    se 


preceden.  En  cuanto  á  los  jefes,  expide  umbién  despachos  hasta  teniente  coronel. 
Para  dar  el  de  coronel  se  requiere  el  acuerdo  del  Senado. 

1 4*  Es  agente  inmediato  y  directo  del  gobierno  nacional  para  hacer  cumplir  en  la 
Provincia  la  Constitución  y  las  leyes  de  la  Nación. 

I  5*  Da  cuenta  á  las  Cámaras  legislativas,  con  arreglo  á  lo  establecido  en  el  inciso 
tercero  del  articulo  noventa  y  nueve,  del  estado  de  la  hacienda  y  de  la  inversión  dada 
á  los  fondos  votados  en  el  año  precedente,  remitiendo  en  el  mes  de  Mayo  los  presu- 
puestos de  la  administración  y  las  leyes  de  recursos. 

16*  No  podrá  acordar  goce  de  sueldo  ó  pensión  sino  por  alguno  de  los  títulos  que 
las  leyes  expresamente  determinan. 

Articulo  1 42.  No  puede  expedir  órdenes  y  decretos,  sin  la  fírma  del  ministro  res- 
pectivo. 

Podrá,  no  obstante,  expedirlos  en  caso  de  acefalía  de  ministros  y  mientras  se  pn>- 
vea  á  su  nombramiento,  autorizando  á  los  oficiales  mayores  de  los  ministerios  por  un 
decreto  especial.  Los  oficiales  mayores,  en  estos  casos,  quedan  sujetos  á  las  responsa- 
bilidades de  los  ministros. 
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requiere  el  acuerdo  ó  propuesta  por  terna  de 
alguna  de  las  cámaras,  podrá  ser  removido  sin 
el  mismo  requisito. 

No  podrá  mantenerse  este  texto  en  toda  su  inte- 
gridad. Sólo  deberá  reformarse,  porque  si  bien  en 
mi  Plan  de  reformas,  yo  suprimo  el  acuerdo  de  las 
Cámaras  cuando  se  trata  de  empleados  ó  funciona- 
rios administrativos,  en  general;  la  conservo  para  la 
organización  del  Poder  Judicial  y  para  el  Fiscal  de 
Estado. 

No  puede  pretenderse  que,  en  esto,  haya  falta  de 
lógica.  La  explicación  está  en  la  circunstancia  de 
que,  no  aceptando  la  elección  popular  de  los  jueces, 
y  siendo  el  Poder  Judicial  una  rama  independiente 
del  Gobierno,  hay  verdadera  conveniencia  en  que,  á 
su  organización,  concurran  los  otros  dos  poderes 
del  Estado. 

En  la  Sección  referente  al  Poder  Judicial,  al  expo- 
ner la  forma  de  organización  y  nombramiento  que 
propongo  para  los  tribunales,  tendré  ocasión  de  jus- 
tificar esta  doble  intervención  del  Poder  Ejecutivo  y 
del  Poder  Legislativo.  Por  ahora,  sólo  debo  dar  las 
razones  que  me  inducen  á  conservar,  en  principio, 
la  prescripción  imperativa  del  artículo  143. 

Desde  que  los  acuerdos  que  deben  pedirse  á  la 
Cámara  de  Diputados,  al  Senado  y  á  la  Asamblea 
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General,  sólo  tienen  por  objeto  llenar  las  vacantes 
del  Poder  Judicial  y  la  Fiscalía  de  Estado,  no  es  po- 
sible dejar  á  la  voluntad  y  al  criterio  del  gobernador 
la  elección  del  momento  en  que  han  de  llenarse  aque- 
llas vacantes,  ó  en  que  han  de  constituirse,  por  pri- 
mera vez,  los  tribunales,  cuando  ellos  son  de  nueva 
ó  reciente  creación. 

Mientras  se  ha  tratado  del  nombramiento  de  mi- 
nistros, los  gobernadores  han  podido  burlar  las  dis- 
posiciones constitucionales,  proponiendo  cada  quince 
días,  ministros  que  eran  rechazados.  Los  oficiales  ma- 
yores  llenaban  interinamente  las  vacantes,  y  la  mar- 
cha de  la  administración  no  se  interrumpía. 

Pero  no  sucederá  lo  mismo  cuando  se  trate  de  va- 
cantes de  funcionarios  del  Poder  Judicial,  que  no 
tienen  reemplazantes  constitucionales,  y  que  necesitan 
requisitos  y  condiciones  especiales  y  determinadas 
para  ejercer  el  imperio  que  se  les  confía. 

En  tales  circunstancias  es  indispensable  establecer, 
en  la  Constitución,  una  prescripción  que  emplace  al 
gobernador,  para  que,  dentro  de  términos  fijos,  haga 
los  nombramientos  ó  los  proponga,  según  su  caso. 

Al  efecto,  me  parece  que  el  artículo  debiera  tener 
la  siguiente  redacción: 

Artículo  143.  En  todos  los  casos  en  que  el 
Gobernador  deba  hacer  ó  proponer  nombramien- 
tos en  el  Poder  Judicial  ó  en  las  vacantes  de 
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Fiscal  de  Estado^  deberá  hacerlos  dentro  de  los 
quince  días  después  de  producida  la  vacante,  ó 
de  recibidas  las  propuestas,  en  su  caso. 

La  explicación  de  esta  redacción  es  indispensable, 
puesto  que,  hasta  este  momento,  el  lector  no  conoce 
la  organización  que  yo  propongo  para  el  Poder  Ju- 
dicial. 

En  mi  plan,  unos  magistrados  son  nombrados  por 
el  Poder  Ejecutivo  á  propuesta  de  las-  Cámaras  de 
Apelación;  otros,  por  Poder  Ejecutivo,  con  acuerdo 
de  la  Cámara  de  Diputados;  otros,  con  acuerdo  del 
Senado;  y,  finalmente,  otros,  con  acuerdo  de  la 
Asamblea  General. 

Es  menester  que  todos  los  casos  estén  previstos 
en  el  artículo  143,  y  creo  que  esto  se  consigue  con 
la  redacción  propuesta. 

No  he  sostenido  la  convocatoria  á  sesiones  ex- 
traordinarias de  las  Cámaras  para  esos  nombramien- 
tos,  tanto  porque  en  la  práctica  nunca  se  ha  conse- 
guido reunirías,  cuanto  porque,  hasta  ahora,  ha  dado 
excelentes  resultados  los  «nombramientos  en  comi- 
sión »,  hechos  durante  el  receso,  con  cargo  de  dar 
cuenta  y  obtener  el  acuerdo  respectivo  al  inaugu- 
rarse el  período  legislativo  inmediato. 

He  suprimido  también  la  prohibición  de  insistir  en 
un  candidato  rechazado,  porque  hace  pocos  años,  en 
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el  gobierno  federal,  pudo  verse  las  injusticias  á  que 
puede  dar  lugar  ese  procedimiento. 

Un  candidato  propuesto  y  rechazado,  suele  con- 
siderarse desconceptuado.  Sin  embargo,  dos  veces  el 
Senado  ha  negado  su  acuerdo  á  propuestas  del  Pre- 
sidente para  jueces,  sin  fundamento  alguno  para  pro- 
ceder de  esa  manera. 

Uno  de  esos  rechazos  quedó  sin  efecto,  porque 
el  mismo  Senado  reaccionó  ante  breves  explicaciones 
del  Ministro  de  Justicia,  que  desvanecieron  el  error 
en  que  se  había  incurrido. 

En  el  otro  caso,  nada  se  hizo,  porque  algunos  Se- 
nadores hicieron  saber  al  Poder  Ejecutivo  que  había 
una  mayoría  organizada  para  negar  al  Presidente  el 
derecho  de  insistencia,  y  aquel  magistrado  no  quiso 
hacer  la  cuestión  ante  el  temor  de  un  fracaso. 
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CAPÍTULO   IV 

DE  LOS  MINISTROS  SECRETARIOS  DEL  DESPACHO 

GENERAL 

En  el  capítulo  siguiente  de  la  Constitución  actual 
de  la  Provincia, —  el  que  se  refiere  á  la  organización 
y  atribuciones  de  los  Ministros  Secretarios  del  despa- 
cho, y  en  que  se  establecen  los  requisitos  personales 
para  aquellos  cargos, —  sólo  he  modificado  el  primero 
de  los  artículos,  que  es  el  que  lleva  el  número  144. 

En  cuanto  al  resto  de  ese  capítulo,  no  sólo  no 
propongo  reforma  alguna,  sino  que  su  propio  texto 
sirve  para  apoyar  cuanto  he  expuesto  en  contra  del 
acuerdo  del  Senado  que  hoy  se  exige  para  su  nom- 
bramiento (i). 


(i)  He  aquí  los  artículos  cuya  reforma  no  se  solicita: 

Art.  145.  Para  ser  nombrado  ministro,  se  requieren  las  mismas  condiciones  que 
esta  Constitución  determina  para  ser  elegido  diputado. 

Art.  146.  Los  ministros  secretarios  despacharán  de  acuerdo  con  el  gobernador  y 
refrendarán  con  su  ñrma  las  resoluciones  de  éste,  sin  cuyo  requisito  no  tendrán  efecto 
ni  se  les  dará  cumplimiento. 

Podrán,  no  obstante,  expedirse  por  si  solos  en  todo  lo  referente  al  régimen  eco- 
nómico de  sus  respectivos  departamentos  y  dictar  resoluciones  de  trámite. 

Art.  147.  Serán  responsables  de  todas  las  órdenes  y  resoluciones  que  autoricen, 
sin  que  puedan  pretender  eximirse  de  responsabilidad  por  haber  procedido  en  virtud 
de  orden  del  gobernador. 

Art.  148.  En  los  treinta  días  posteriores  á  ia  apertura  del  período  legislativo,  los 

43 


648 


REFORMA  DE  LA  CONSTITUCIÓN 


La  reforma  que  propongo  al  artículo  144,  es  más 
bien  de  forma  que  de  fondo. 

El  artículo,  tal  como  hoy  se  encuentra  en  la  Cons- 
titución, dice  así: 

Artículo  144.  El  despacho  de  los  negocios  ad- 
ministrativos de  la  Provincia  estará  á  cargo  de 
dos  ó  más  ministros  secretarios,  y  una  ley  espe- 
cial deslindará  los  ramos  y  las  funciones  adscrip- 
tas  al  despacho  de  cada  uno  de  los  ministerios. 

Aun  cuando,  con  esta  redacción,  puede  haber  en 
la  Provincia  tantos  Ministros  Secretarios,  cuantos 
quiera  crear  la  Legislatura,  dada  la  reforma  que  yo 
he  proyectado  en  lo  referente  á  la  instrucción  y  edu- 
cación, me  parece  indispensable  enumerar  aquí  los 
ministros,  sin  perjuicio  de  que  la  ley  reglamente  las 
funciones  y  dependencias  de  cada  uno  de  ellos. 

En  uno  de  los  capítulos  precedentes,  se  habla  de 
un  «Ministro  de  Instrucción  Pública»,  dándole  este 
nombre  en  el  texto  de  un  artículo  constitucional  pro- 
puesto ( I ) . 


ministros  presentarán  á  la  asamblea  la  memoria  detallada  del  estado  de  la  administra- 
ción, correspondiente  á  cada  uno  de  los  ministerios,  indicando  en  ella  las  reformas 
que  más  aconsejen  la  experiencia  y  el  estudio. 

Art.  149.  Los  ministros  pueden  concurrir  á  las  sesiones  de  las  cámaras  y  lomar 
parte  en  las  discusiones,  pero  no  tendrán  voto. 

Art.  1  5o.  Gozarán  por  sus  servicios  de  un  sueldo  establecido  por  la  ley,  que  no 
podrá  ser  aumentado  ni  disminuido  en  favor  ó  en  perjuicio  de  los  que  se  hallen  en 
ejercicio. 

( I )  Véase  antes  página  570. 
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No  me  parece,  pues,  correcto  que,  en  este  capítulo, 
destinado  expresamente  á  ocuparse  de  los  Ministros, 
nada  se  diga  de  ese  «Ministro  de  Instrucción»,  de- 
jándole comprendido  en  el  anónimo  de  todos  los  mi- 
nistros que  puede  crear  la  Legislatura,  y  sin  siquiera 
imponer  á  ésta  el  deber  de  crear  forzosamente  aquel 
Ministerio. 

Formando  los  tres  Ministerios  existentes  como  base, 
aumento  el  de  « Instrucción  Pública  »,  y  propongo  la 
reforma  en  los  términos  siguientes: 

Artículo  144.  El  despacho  de  los  negocios 
administrativos,  estará  á  cargo  de  cuatro  Minis- 
tros Secretarios,  que  se  denominarán  de  Gobier- 
no, de  Hacienda,  de  Obras  Públicas  y  de 
Instrucción  Pública. 

Una  ley  especial  deslindará  los  ramos  y  las 
funciones  adscriptas  al  despacho  de  cada  uno 
de  esos  Ministerios. 

Actualmente,  están  ya  deslindadas  las  funciones  de 
los  tres  primeros  Ministros;  y,  en  cuanto  al  cuarto, 
la  Constitución  y  la  ley  de  educación  común  bastan 
para  determinarlas. 

Tal  vez  habría  palabras  que  cambiar,  para  aclarar 
conceptos,  en  los  siguientes  artículos  de  este  mismo 
capítulo  (145  á  150),  pero  no  me  ocupo  de  ellos, 
no  sólo  porque  su  reforma  no  es  indispensable,  sino 
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porque  sus  propias  disposiciones  revelan  que  esas 
funciones  no  son  las  que  corresponden  á  los  minis- 
tros parlamentarios^  sino  las  que  tienen  los  Secretarios 
de  Estado  de  un  gobierno  representativo  presidencial. 

Entre  unos  y  otros  funcionarios,  hay  la  inmensa 
diferencia  de  que,  en  el  parlamentarismo,  el  gabinete 
gobierna;  y,  en  el  régimen  unipersonal,  quien  go- 
bierna es  el  jefe  del  Estado. 

El  ministerio  de  la  actual  Constitución  no  es  el 
ministerio  que  gobierne,  que  buscaba  el  doctor  Vi- 
cente Fidel  López  establecer  en  la  Constitución  de 
1873  (i);  pero,  es  por  lo  menos,  la  intromisión  inde- 
bida del  Poder  Legislativo  en  las  facultades  privati- 
vas del  Ejecutivo. 

Al  reformarse  la  Constitución  de  1854,  se  consi- 
deró que,  una  de  las  mayores  conquistas,  era  la  su- 
presión de  las  facultades  constituyentes  y  electivas 
que  tenía,  por  aquella  época,  la  Asamblea  General. 

Sin  embargo,  los  constituyentes  de  1873  no  fue- 
ron lógicos.  Si  quitaron  á  la  Asamblea  General  la 
facultad  de  nombrar  al  gobernador,  no  debieron  con- 
ferirle al  Senado  la  de  elegir  los  ministros. 

Por  otra  parte,  ese  acuerdo  no  es  una  garantía 
para  nada,  puesto  que  en  el  momento  en  que  un 
ministro  ya  nombrado,  se  niegue  á  suscribir  una  me- 


(i)  Véase  Debates  de  la  Conpención,  tomo  I,  páginas  275  y  siguientes. 
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dida  que  el  gobernador  quiera  adoptar,  éste  le  exo- 
nerará de  su  puesto,  y  llamará  al  oficial  mayor  para 
que  ponga  su  nombre  al  pie  de  la  firma  del  gober- 
nador. 

Sería  necesario  un  nuevo  acuerdo  para  nombrar 
nuevo  ministro;  pero,  el  gobernador  puede  gobernar 
con  los  oficiales  mayores,  proponiendo,  cada  quince 
días,  un  ministro  al  Senado,  que  le  rechazará,  ó 
aceptará.  En  el  primer  caso,  continuaría  gobernando 
con  los  oficiales  mayores;  en  el  segundo,  si  no  le 
convenía  el  ministro  aceptado,  lo  haría  renunciar,  y 
continuaría  siempre  sin  ministros  titulares. 

Esto  demuestra  que,  las  funciones  atribuidas  á  los 
ministros  en  este  capítulo  de  la  Constitución,  pue- 
den desempeñarías  los  oficiales  mayores,  sin  que  el 
sistema  de  gobierno  se  resienta,  porque  no  hay  en- 
tre nosotros  más  gobernante  que  el  Poder  Ejecutivo, 
formado  « por  un  ciudadano  con  el  nombre  de  Go- 
bernador de  la  Provincia»,  según  lo  dice  la  misma 
Constitución. 

Para  mantener  la  disposición  de  la  Constitución 
actual,  que  requiere  el  acuerdo  del  Senado  en  el 
nombramiento  de  los  ministros,  sería  menester  refor- 
mar los  artículos  145  á  150,  de  manera  que  aquéllos 
dejasen  de  ser  Secretarios  del  Gobernador,  para  ser 
ellos  los  gobernantes. 

Nuestra  Constitución  debe  dar  ministros  al  gober- 
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nador,  para  que  le  ayuden  en  el  gobierno  colabo- 
rando con    él;  y  no  un  gobernador  á  un  gabinete, 
que  sea  el  ünico  que  gobierne,  y  aquél  se  limite  á 
mandar  cumplir  lo  que  el  Ministerio  resuelva. 
Las  reformas  propuestas  buscan  lo  primero. 

Responsabilidad  del  Poder  Ejecutivo 

El  artículo  151  de  la  actual  Constitución,  dice  así: 

Artículo  151.  El  Gobernador  y  los  Ministros 
son  responsables  y  pueden  ser  acusados  ante  el 
Senado,  en  la  forma  establecida  en  la  Sección 
del  «  Poder  Legislativo  > ,  por  las  causas  que  de- 
termina el  inciso  segundo  del  artículo  sesenta  y 
ocho  de  esta  Constitución  y  por  abuso  de  su 
posición  oficial,  para  realizar  especulaciones  de 
comercio. 

Este  artículo  es  una  redundancia  inútil  y  peligrosa. 

La  responsabilidad  de  todos  los  mandatarios,  fun- 
cionarios y  empleados  públicos,  es  la  base  de  la 
democracia  representativa,  de  manera  que,  aun  cuando 
nada  se  hubiere  establecido  al  respecto  en  la  Cons- 
titución, aquella  responsabilidad  existiría. 

Pero  en  todas  nuestras  constituciones  —  incluso  la 
de  Buenos  Aires  —  no  sólo  se  ha  dado  á  la  Cámara 
de  Diputados  el  derecho  de  acusar  al  gobernador  y 
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á  los  ministros  (que  es  á  quienes  se  refiere  el  artículo 
151),  sino  que  también  se  ha  mandado  que  la  Le- 
gislatura dicte  una  ley  especial  que  establezca  la  res- 
ponsabilidad civil  de  todos  los  empleados  de  la  ad- 
ministración. 

El  artículo  151,  es,  pues,  inútil,  porque  es,  en  esa 
parte,  una  repetición  de  lo  ya  estatuido  en  otras 
disposiciones. 

Pero,  he  agregado  que,  mantener  ese  artículo,  en 
sus  términos  actuales,  puede  ofrecer  peligros  algu- 
na vez. 

Efectivamente:  ¿qué  ha  querido  decir  la  Conven- 
ción de  1873,  con  esa  cláusula  en  que  autoriza  á 
acusar  al  gobernador  por  abuso  de  su  posición  ofidal 
para  realizar  especulaciones  de  comercio? 

Los  que  no  han  vivido  en  esa  época,  y  no  han 
formado  parte  de  las  redacciones  de  diarios,  comités 
políticos  y  centros  donde  se  discutían  los  hombres  y 
los  acontecimientos,  ignoran  hoy  que  las  especula- 
ciones de  la  Bolsa,  sin  más  base  que  el  agio,  se  re- 
putaban operaciones  de  comercio.  Un  dato  oficial,  una 
noticia  salida  de  un  ministerio,  bastaba  para  hacer 
subir  ó  bajar  el  precio  del  oro  muchos  puntos,  pres- 
tándose á  especulaciones  que  producían  pingües  re- 
sultados. 

Los  hombres  de  gobierno  y  los  moralistas  de  la 
Convención,  quisieron   colocar  á  los  gobernantes  de 
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la  Provincia  fuera  del  alcance  de  la  sospecha  de  que 
ellos  fueran  capaces  de  abusar  de  su  posición  oficial, 
para  entrar  erl  esa  clase  de  especuladones  de  co- 
mercio; y  así,  de  paso,  perdido  en  un  artículo  cons- 
titucional inútil,  incluyeron  la  facultad  de  cualquiera 
del  pueblo  para  denunciar,  ante  la  Cámara  de  Dipu- 
tados, á  los  gobernantes  que  fuesen  sospechados  de 
esos  actos. 

Como  se  comprende,  ante  el  Senado  (que  es  lo 
que  dice  el  artículo  151),  no  acusa  más  que  la  Cá- 
mara de  Diputados,  y  esta  atribución,  por  cuales- 
quiera causas  no  enumeradas,  la  tiene  permanente 
aquel  cuerpo,  sin  que  sea  menester  que,  en  un  ar- 
tículo expreso  de  la  Constitución,  se  le  denuncie 
una  causal  determinada  como  motivo  de  acusación. 

Suprimido  el  artículo,  no  se  limita  la  facultad  de 
la  Cámara  de  Diputados.  Conservado,  se  puede  es- 
timular á  los  partidos  á  que  se  lancen  en  investiga- 
ciones de  las  operaciones  comerciales  que  haga  cual- 
quier gobernador  ó  ministro,  —  que  bien  pueden  ser 
hombres  de  negocios,  como  lo  han  sido  muchísimos 
en  nuestro  país,  —  para  averiguar  si  ellas  son  espe- 
culaciones hechas  con  abuso  de  su  posición  oficial. 

La  línea  que  señala  el  uso,  que  es  el  derecho,  del 
abuso,  que  es  la  infracción,  en  esta  clase  de  asuntos, 
no  puede  precisarse;  y,  por  tanto,  es  preferible  su- 
primir este  artículo  151,  que  á  nada  práctico  con- 
duce. 


DEL  FISCAL  DE  ESTADO,    CONTADOR  Y  TESORERO  65  5 


CAPÍTULO  V 

DEL  FISCAL  DE  ESTADO,  CONTADOR  Y  TESORERO 

DE  LA   PROVINCIA 


Del  Fiscal  de  Estado 

En  la  Constitución  de  1873  no  figuraba  el  Fiscal 
de  Estado,  como  una  institución  constitucional. 

Por  el  contrario.  Bajo  el  imperio  de  la  Constitu- 
ción de  1854,  con  motivo  de  una  apelación  del  Fis- 
cal de  Gobierno  (como  entonces  se  llamaba),  de  una 
resolución  administrativa,  el  puesto  fué  suprimido  de 
la  ley  del  presupuesto. 

En  la  penúltima  sesión  de  la  Convención  que  san- 
cionó la  actual  Constitución  (3  de  Octubre  de  1889), 
al  empezarse  el  debate,  el  secretario  del  cuerpo  hizo 
presente  que  la  «comisión  aconsejaba  el  siguiente  ar- 
tículo nuevo »  y  leyó  el  texto  del  que  hoy  figura'  en 
la  Constitución  con  el  número  de  152,  y  que  dice 
así  ( I ) : 


(I)  Véase  Debates  de  la  Convención  (1889),  tomo  II,  página  409. 
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« Artículo  1 52.  Habrá  un  Fiscal  de  Estado  en- 
cargado de  defender  el  patrimonio  del  Fisco, 
que  será  parte  legítima  en  los  juicios  contencioso- 
administrativos  y  en  todos  aquéllos  en  que  se 
controviertan  intereses  del  Estado. 

«  La  ley  determinará  los  casos  y  la  forma  en 
que  ha  de  ejercer  sus  funciones. 

<^  Para  desempeñar  este  puesto  se  requieren 
las  mismas  condiciones  exigidas  para  los  miem- 
bros de  las  Cámaras  de  Apelación  y  no  podrá 
ser  removido  sino  por  las  mismas  causas  y  en 
las  mismas  condiciones  de  aquéllos.  Su  nom- 
bramiento corresponde  al  Poder  Ejecutivo  con 
acuerdo  del  Senado.» 

Nadie  tomó  la  palabra  para  explicar  los  funda- 
mentos de  este  artículo,  ni  siquiera  fué  votado  por 
el  cuerpo. 

Un  señor  convencional  hizo  moción  para  que  se 
dieran  por  aprobados  los  artículos  que  no  fuesen 
observados;  y  como  no  lo  fuese  el  nuevo  presentado 
tan  á  última  hora  por  la  Comisión,  se  dio  por  apro- 
bado en  silencio. 

Doy  los  antecedentes  de  esta  disposición,  porque 
la  interpretación  que  la  ley  de  12  de  Abril  de  1901 
le  ha  dado,  me  hace  indispensable  proponer  una  re- 
forma, que  aclare  el  alcance  del  artículo  152  de  la 
Constitución. 
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Muchas  veces,  en  el  curso  de  este  libro,  he  tenido 
ocasión  de  ocuparme  de  la  importancia  que  atribuyo 
al  Fiscal  de  Estado,  en  el  desempeño  de  sus  funcio- 
nes legales;  pero  no  puedo  aceptar  que  se  quiera 
hacer  de  este  defensor  del  patrimonio  del  fisco,  un 
funcionario  encargado  de  vigilar  todos  los  actos  ad- 
ministrativos del  Poder  Ejecutivo,  con  acción  para 
llevar  esos  actos  ante  los  tribunales,  siempre  que,  di- 
recta ó  indirectamente,  sean  afectados  por  ellos  los 
intereses  fiscales. 

Cuando  redacté  el  Proyecto  de  Código  de  lo  Con- 
tenciosO' Administrativo  para  la  Provincia  de  Buenos 
Aires,  limité  la  acción  del  Fiscal  de  Estado,  en  cuanto 
se  tratara  del  Poder  Ejecutivo,  fundando  en  largas 
consideraciones  esa  resolución,  en  la  introducción  del 
trabajo  ( i ). 

En  el  artículo  22  de  mi  proyecto  de  Código,  yo 
precisaba  las  facultades  del  Fiscal  de  Estado,  en  los 
juicios  contencioso -administrativos,  dando  al  artículo 
152  de  la  Constitución  la  única  interpretación  posi- 
ble, dentro  del  derecho  constitucional. 

Una  de  las  supresiones  que  hizo  la  Legislatura  al 
sancionar  aquel  proyecto,  fué  la  de  ese  artículo,  por 
cuyo  motivo  no  figuran  sus  fundamentos  en  las  edi- 
ciones oficiales  y  particulares  que  se  han  hecho  del 
Código  de  lo  contencioso -administrativo. 


(I)  Véase  obra  citada,  página  46. 
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Hoy,  que  llega  el  momento  de  introducir  en  la 
Constitución  la  reforma  que  no  pude  introducir  en 
aquella  ley,  me  parece  oportuno  reproducir  aquí,  lo 
que  allí  dije: 

« La  Constitución  de  la  Provincia  no  ha  dado  á 
los  actos  del  Poder  Ejecutivo  más  jueces  que:  los 
tribunales,  cuando  se  trata  de  sus  procederes  como 
poder  público  ó  como  persona  jurídica,  afectando  con 
ellos  derechos  particulares;  y  las  Cámaras  Legislati- 
vas, cuando  se  trata  de  sus  actos  sujetos  al  juicio 
político. 

« No  hay,  pues,  fundamento  institucional  alguno 
que  pueda  autorizar  esa  acción  que  la  ley  de  Abril  de 
1901  autoriza  al  Fiscal  de  Estado  á  deducir,  cuando, 
á  su  juicio,  las  resoluciones  del  Poder  Ejecutivo  fue- 
sen dictadas  « con  transgresión  de  la  Constitución  y 
de  la  ley». 

« No  hay  ejemplo,  en  la  legislación  del  mundo,  en 
que  un  Fiscal  de  Estado  pueda  promover  demandas 
contra  el  representante  legal  de  la  soberanía.  Como 
gobernante,  según  la  Constitución  de  la  Provincia,  el 
Gobernador  «  es  el  Jefe  de  la  Admistración  de  la 
Provincia»;  y,  por  tanto,  no  es  explicable  que  un 
funcionario  subalterno  de  ese  jefe  pueda  «deducir 
la  demanda  contencioso  -  administrativa  ó  la  repetida 
queja  por  inconstitucionalidad  »,  cuando  crea  que  las 
resoluciones  administrativas  afectan  el  patrimonio  del 
Estado. 
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«  Los  actos  inconstitucionales  del  gobernador,  dan 
lugar  al  juicio  político,  pero  no  á  las  demandas  con- 
tencioso-administrativas. 

«  Es  verdad  que  el  artículo  1 52  de  la  Constitu- 
ción hace  del  Fiscal  de  Estado  « el  encargado  de  de- 
fender  el  patrimonio  del  Fisco»,  pero  nunca  ha  po- 
dido suponerse  que  esa  defensa  sea  en  contra  de 
los  actos  del  gobernador,  que  debe  ser  reputado  el 
defensor  perpetuo  y  celoso  del  mismo  patrimonio  que 
él  está  encargado  de  administrar,  bajo  responsabili- 
dades personales  y  con  cargo  de  dar  cuenta  perió- 
dica de  su  administración  á  su  único  juez,  que  es 
la  Legislatura. 

« La  defensa  que  la  Constitución  ha  encomendado 
al  Fiscal,  es  en  contra  de  las  asechanzas  ó  actos  de 
los  particulares,  en  sus  relaciones  con  el  patrimonio 
fiscal,  y  de  otras  administraciones  que  puedan  inva- 
dir los  derechos  ó  perjudicar  los  intereses  del  Estado 

general,  al   adoptar  medidas  que  se   relacionan  con 
su  propio  patrimonio. 

«  En  la  organización  administrativa  de  la  Provin- 
cia de  Buenos  Aires,  existe  un  patrimonio  fiscal,  que 
es  el  que  se  forma  de  los  bienes  y  de  las  rentas 
generales  de  la  Provincia,  y  al  que  administra  el  Po- 
der Ejecutivo,  y  el  que  está  encargado  de  defender 
el  Fiscal  de  Estado;  existe  el  patrimonio  municipal, 
propio  de  cada  municipio,  formado  con  los  bienes  y 
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las  rentas  peculiares  á  las  comunas,  independiente  y 
distinto  del  patrimonio  fiscal  y  del  de  cada  uno  de 
los  demás  municipios;  y  existe  el  patrimonio  escolar, 
que  administra,  por  mandato  constitucional,  el  Con- 
sejo General  de  Educación  y  que  se  forma  de  las 
rentas  que,  con  ese  fin,  han  creado  distintas  leyes,  y 
es  diferente  del  patrimonio  fiscal  y  del  municipal. 

« Nada  tiene  que  hacer  el  Fiscal  de  Estado  con 
esos  últimos  patrimonios;  pero  si  los  actos  de  las 
Municipalidades,  del  Consejo  de  Educación  ó  de  cual- 
quiera otra  institución  ó  de  un  particular,  llegasen  á 
afectar  el  patrimonio  fiscal  que  él  tutela  y  defiende, 
entonces  es  su  deber  salir  al  juicio  ó  promoverlo 
para  defenderlo. 

« Esa  es  la  misión  que,  en  esa  parte,  le  ha  dado 
la  Constitución,  sin  que  ella  pueda  extenderse  hasta 
la  de  demandar  al  mismo  Gobernador,  como  hoy 
sucede,  en  virtud  del  artículo  4°  de  la  ley  de  Abril 
de  1901. 

« Lo  mismo  sucede  respecto  del  segundo  período 
del  artículo  152  de  la  Constitución,  que  hace  del 
Fiscal  de  Estado  « parte  legítima  en  los  juicios  con- 
tencioso-administrativos,  y  en  todos  aquéllos  en  que 
se  controviertan  intereses  del  Estado». 

« El  Fiscal  de  Estado  es  parte  en  esos  juicios,  aun 
cuando  en  ellos  no  se  trate  del  patrimonio  del  fisco, 
precisamente  porque  es  el    representante    legal    que 
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tiene  el  Gobernador  para  representar  á  la  Adminis- 
tración General  de  la  Provincia,  en  las  acciones  que 
contra  ella  se  entablan,  cualesquiera  que  sean  esas 
acciones,  ó  en  las  que  la  administración  tenga  que 
entablar  contra  otras  administraciones  ó  particulares. 

«Y  es  tanto  así  que,  en  todas  las  leyes  que  he 
estudiado  para  preparar  este  proyecto  y  en  todos  los 
autores  que  he  consultado,  es  unánime  y  uniforme 
la  prescripción  y  la  doctrina  de  que  el  Fiscal  de 
Estado,  no  podrá  desistir  de  una  demanda  instau- 
rada, en  nombre  de  la  administración,  ni  dejar  de 
contestar  una  demanda  deducida  en  contra  de  ella, 
sin  mandato  expreso  dado  al  efecto  por  la  autoridad 
administrativa  á  quien  representa, 

« Es  sabido  que  nosotros  no  hemos  inventado  un 
gobierno,  ni  siquiera  hemos  creado  instituciones  nue- 
vas. Todo  cuanto  dicen  nuestras  constituciones,  lo 
hemos  encontrado  hecho  y  en  ejercicio  en  pueblos 
que  nos  han  servido  de  modelo.  Les  hemos  copiado 
lo  que  nos  ha  parecido  mejor  y  más  adaptable  á 
nuestro  propio  organismo;  y,  al  sancionarlo  como 
institución  propia,  lo  hemos  hecho  con  los  caracteres 
que  la  sanción  que  copiábamos  tenía  en  el  país  de 
donde  la  transplantábamos  al  nuestro. 

« El  ministerio  fiscal  viene  figurando  en  la  legis- 
lación del  mundo  desde  que,  entre  los  romanos,  se 
instituyó  el  fiscus. 
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«  El  representante  de  ese  patrimonio,  en  su  origen, 
no  era  otra  cosa  que  el  agente  mediante  el  cual  el 
soberano  defendía  su  patrimonio  contra  cualquiera 
que  lo  detentase  ó  lo  amenazara. 

«  Más  tarde,  cuando  las  instituciones  fueron  cam- 
biando, y  los  fiscales  fueron  asumiendo  la  impor- 
tancia de  un  ministerio,  sus  atribuciones  se  extendieron 
hasta  convertirse  en  una  especie  de  curador  del  patri- 
monio del  Estado,  asumiendo  el  carácter  de  repre- 
sentante de  la  acción  pública,  pero  no  contra  el  poder 
público,  sino  como  su  agente  para  defender  los  actos 
de  los  que  administraban  aquel  patrimonio. 

« No  se  encontrará,  en  país  alguno  de  la  tierra, 
una  ley  que  contenga  un  artículo  que  disponga  « que 
cuando  el  Fiscal  de  Estado  demande  ante  la  Suprema 
Corte  al  Poder  Ejecutivo,  la  defensa  de  éste  corres- 
ponderá al  Asesor  de  Gobierno»  (ley  de  12  de  Abril 
de  1901,  artículo  13);  y  no  se  encontrará  esa  ley, 
porque  en  parte  alguna  de  la  tierra  existe  la  posibi- 
lidad de  que  el  Poder  Ejecutivo  del  Estado,  pueda 
ser  demandado  por  el  Fiscal. 

« Hay  una  verdadera  anomalía  en  las  disposiciones 
legales  hoy  en  vigor,  por  cuanto  vienen  ellas  á  crear 
un  poder  institucional  en  el  Fiscal  de  Estado,  supe- 
rior al  mismo  Gobernador  de  la  Provincia  y  sin  las 
responsabilidades  de  éste  ( i ). » 

(i)  Proyecto  del  Código  de  lo  Contencioso- Administrativo  para  la  Provincia  de 
Buenos  Aires,  por  Luis  V.  Várela,  página  144. 


DEL   FISCAL   DE  ESTADO,    CONTADOR  Y  TESORERO  663 

Esto  escribía  yo  en  1904,  Después  de  la  actitud 
de  la  Legislatura,  manteniendo  al  Fiscal  de  Estado 
la  facultad  de  demandar  al  Poder  Ejecutivo  por  sus 
actos  administrativos,  me  he  ocupado,  especialmente, 
de  buscar  en  otros  países,  una  institución  con  seme- 
jantes facultades. 

Debo  declarar  que  no  lo  he  hallado.  No  hay  país 
en  la  tierra,  donde,  fuera  de  los  tres  poderes  que 
Montesquieu  definía:  —  Legislativo,  Ejecutivo  y  Judi- 
cial,—  exista  este  otro,  —  el  Fiscal  de  Estado^  —  que 
puede  llegar  á  estar  arriba  de  los  dos  primeros,  si 
se  mantienen  las  teorías  que  han  triunfado  en  la  ley 
de  12  de  Abril  de  1901. 

Tratándose  de  la  reforma  de  la  Constitución,  en 
esta  parte,  me  parece  que  debo  ocuparme  del  carácter 
que  hoy  tiene  aquel  alto  empleado,  —  no  ya  en  los 
juicios  contencioso-administrativos,  —  sino  en  todo  el 
mecanismo  institucional. 

Para  mí,  es  indudable  que  si  la  intención  de  los 
convencionales  de  1889,  fué  dar  al  Fiscal  de  Estado 
otras  funciones  que  aquéllas  que,  en  la  ciencia  polí- 
tica y  administrativa,  tienen  los  funcionarios  de  ese 
nombre,  es  seguro  que  alguno  habría  dicho  siquiera 
una  palabra  que  explicase  esta  innovación  trascen- 
dental; y,  en  ese  caso,  el  artículo  152  no  se  hubiera 
declarado  sancionado,  sin  siquiera  votarse. 
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El  Atíorney  General  que  crean  las  constituciones 
norteamericanas, — y  que  es  el  funcionario  que  equi- 
vale á  nuestro  Fiscal  de  Estado, — es  un  empleado 
del  departamento  ejecutivo;  y,  por  consiguiente,  sin 
facultades  para  ejercer  acciones  contra  el  jefe  de  ese 
departamento,  que  es  el  Gobernador  personalmente. 

Como  se  ha  dicho  en  varios  párrafos  de  esta 
obra,  los  Atíorney  General  norteamericanos  son  ele- 
gidos, por  lo  común,  por  el  pueblo,  ó  con  los  mis- 
mos requisitos  que  nuestro  Fiscal  de  Estado,  forman- 
do parte  del  Board  of  Educatbn,  del  Board  of  the 
State  Prísons  Commissioners,  del  Gabinet  of  Admi- 
nistrative  Ojficers,  etc,  etc;  pero,  á  pesar  de  esas 
altas  funciones  y  las  demás  uniformemente  anexas 
á  su  cargo,  los  Attorney  General  no  tienen  jamás 
atribuciones  propias  para  promover  acciones  contra 
ningún  poder  público. 

Voy  á  traducir  literalmente  de  algunas  constitucio- 
nes parciales  de  los  Estados  Unidos,  las  atribuciones 
ordinarias  que  ellas  confieren  á  su  Attorney  Generalj 
y  por  ellas  se  verá  el  carácter  que  este  funcionario 
tiene  en  el  mecanismo  del  gobierno  representativo 
republicano  que  rige  en  Norte  América. 

Al  hacerlo,  llamaré  la  atención  sobre  esas  disposi- 
ciones, pues  que  ellas  son  idénticas  á  las  que,  en 
globo,  confiere  nuestro  artículo  152,  que  ha  extrali- 
mitado la  ley  de  12  de  Abril  de  1901. 
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Esos  mismos  deberes  y  facultades  de  las  constitu- 
ciones de  los  Estados  Unidos,  eran  los  que  tenía  el 
Fiscal  de  Gobierno,  bajo  el  imperio  de  la  Constitu- 
ción de  1854. 

La  Constitución  de  Alabama,  en  su  artículo  VI, 
sección  16,  establece  que:  «El  Atíorney  General  re- 
sidirá en  el  asiento  del  Gobierno  y  será  el  funcio- 
nario legal  del  Estado  {tíie  law  offtcer  of  the  State). 
Durante  las  sesiones  de  la  Asamblea  General,  pro- 
porcionará á  las  comisiones  de  cualquiera  de  las 
Cámaras,  cuando  fuese  requerido,  proyectos  de  ley 
y  opiniones  escritas  sobre  cualquier  materia  que  ten- 
gan en  su  consideración  las  comisiones,  y  llenará 
todos  los  demás  deberes  que  se  le  impongan  por 
medio  de  ley.» 

La  Constitución  de  Florida,  en  su  artículo  VII,  que 
se  titula  «Departamento  Administrativo)^,  y  en  el  que 
se  ocupa,  como  en  el  capítulo  XI  de  la  Constitu- 
ción de  Buenos  Aires  también  del  Tesorero  y  del 
Contador,  dice  en  su  sección  tercera  lo  siguiente,  á 
propósito  del  Attorney  General: 

« El  Attorney  General  será  el  consejero  legal  {legal 
advíser)  del  Gobernador  y  de  cada  uno  de  los  fun- 
cionarios del  gabinete  y  llenará  los  demás  deberes 
legales  que  el  Gobernador  le  encarge  ó  que  se  esta- 
blezcan por  la  ley.  Será  también  el  relator  {repórter) 
de  la  Suprema  Corte.» 
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La  Constitución  de  Georgia,  en  su  artículo  V,  sec- 
ción 1\  párrafo  2\  dice:  «Será  el  deber  del  Attorney 
General  actual,  como  el  consejero  legal  del  Departa- 
mento Ejecutivo,  representar  al  Estado  en  todos  los 
casos  civiles  y  criminales,  ante  la  Suprema  Corte  ó 
Cortes  Superiores,  cuando  así  se  lo  requiera  el  Go- 
bernador, lo  mismo  que  llenará  los  demás  servicios 
que  establezca  la  ley.» 

La  Constitución  de  Maryland,  en  su  artículo  V, 
párrafo  3^  establece  que:  «  Será  el  deber  del  Attor- 
ney General  seguir  y  defender,  en  representación  del 
Estado,  los  juicios  que,  en  la  época  de  su  nombra- 
miento, estén  pendientes  en  las  Cortes  de  Apelación, 
ó  en  la  Suprema  Corte  de  los  Estados  Unidos,  por 
ó  contra  el  Estado,  ó  en  que  el  Estado  pueda  tener 
interés;  y  dará  su  opinión  por  escrito  siempre  que  se 
lo  pida  la  Asamblea  General  ó  cualquiera  de  sus 
ramas,  ó  el  Gobernador  ó  el  Contador  ó  el  Tesorero 
ó  cualquier  Procurador  de  Estado  {State  Attorney), 
sobre  cualquier  materia  legal  ó  asunto  que  penda  de 
ellos  ó  de  cualquiera  de  ellos;  y  cuando  se  lo  requie- 
ran el  Gobernador  ó  la  Asamblea  General,  ayudará 
á  cualquier  Procurador  del  Estado  en  la  prosecución 
de  cualquier  juicio  ó  acción  promovida  por  el  Estado 
en  cualquier  Corte  de  este  Estado;  y  promoverá  y 
continuará  ó  defenderá  cualquier  juicio  ó  acción  ante 
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cualquiera  de  las  mencionadas  Cortes,  en  representa- 
ción del  Estado,  siempre  que  la  Asamblea  General  ó 
el  Gobernador,  procediendo  con  arreglo  á  la  ley,  le 
ordenen  que  los  inicie,  los  continúe  ó  los  defienda...» 

La  Constitución  de  Carolina  del  Norte,  en  su  ar- 
tículo III,  sección  14,  después  de  constituir  el  Consejo 
de  Estado,  con  el  Secretario  de  Estado,  el  Auditor, 
el  Tesorero,  Superintendente  de  Obras  Publicas  y  el 
Superintendente  de  Instrucción  Pública,  agrega,  á 
propósito  del  Attorney  General,  sólo  las  dos  líneas 
siguientes: 

«  El  Attorney  General  será  ex  offícío  el  consejero 
legal  del  Departamento  Ejecutivo.» 

La  Constitución  de  Texas,  en  el  artículo  IV,  sec- 
ción 23,  dice  así: 

«  Habrá  un  Attorney  General  del  Estado,  que  ten- 
drá las  mismas  calificaciones  que  el  Gobernador,  el 
Vicegobernador,  el  Controlador  de  las  cuentas  pú- 
blicas (Contador  General)  y  el  Tesorero,  que  será 
nombrado  por  el  Gobernador  con  noticia  y  acuerdo 
del  Senado.  Ejercerá  sus  funciones  por  el  término 
de  cuatro  anos.  Residirá  en  la  capital  del  Estado 
durante  su  mandato.  Representará  los  intereses  del 
Estado  en  todos  los  juicios  y  pleitos  ante  la  Supre- 
ma Corte,  en  que  el  Estado  sea  una  parte;  vigilará, 
instruirá  y  dirigirá  la  acción  oficial  de  los  Attorneys 
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dedistrito  á  fin  de  asegurar  todas  las  multas  y  penas, 
etc.;  y  dará,  cuando  fuese  necesario,  su  opinión  legal 
por  escrito  á  todos  los  funcionarios  del  gobierno, 
llenando  los  demás  deberes  que  la  ley  le  imponga.» 

Sería  inútil  seguir  haciendo  más  traducciones.  To- 
das las  constituciones  norteamericanas  que  se  ocupan 
de  las  funciones  de  sus  Aüorneys  Generales, —  que 
como  se  ha  visto,  son  nuestro  Fiscal  de  Estado  y  el 
Procurador  General  de  la  Nación, — lo  hacen,  más  ó 
menos,  en  los  mismos  términos  de  los  artículos  que 
acabo  de  reproducir. 

Esos  son  los  principios  del  gobierno  que  nos  rige, 
y  á  ellos  debemos  someternos,  prescindiendo  de  las 
novedades  é  improvisaciones  que  se  revelan,  más  que 
en  el  artículo  152  de  la  Constitución,  en  la  regla- 
mentación que  de  él  ha  hecho  la  ley  de  12  de  Abril 
de  1901. 

Con  estas  convicciones,  me  parece  indispensable  la 
reforma  del  artículo  constitucional  de  que  vengo  ocu- 
pándome, manteniendo  la  creación  constitucional,  y 
si  se  quiere  inamovible  del  Fiscal  de  Estado,  pero 
reformando  el  primer  párrafo  del  artículo  152  de  ma- 
nera que  su  alcance  no  pueda  prestarse  á  interpreta- 
ciones tan  contrarias  al  gobierno  representativo  como 
las  que  se  le  han  dado,  y  están  hoy  en  vigor. 

Yo  redactaría  la  reforma  en  los  siguientes  tér- 
minos: 
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Artículo  1 52.  Habrá  un  Fiscal  de  Estado  que 
será  el  representante  legal  de  la  Provincia  en 
todos  los  juicios  en  que  se  controviertan  intereses 
de  la  Provincia  y  en  los  juicios  contencioso -ad- 
ministrativos que  se  promueban  contra  resolucio- 
nes del  Poder  Ejecutivo.  Dará  su  dictamen  escrito 
siempre  que  se  lo  soliciten  el  gobernador  ó  cual- 
quiera de  las  Cámaras  de  la  Legislatura,  debiendo 
intervenir  en  todo  asunto  que  interese  al  patri- 
monio del  fisco.  La  ley  determinará  la  forma  en 
que  este  funcionario  ha  de  ofrecer  sus  funciones. 
(El  último  párrafo  debe  mantenerse  como  se 
encuentra  en  la  Constitución  actual.) 

Se  verá  que,  á  las  atribuciones  generales  y  habi- 
tuales del  Fiscal  de  Estado,  he  agregado  la  de  que 
pueda  ser  requerido  su  informe  por  las  Cámaras  de 
la  Legislatura. 

Lejos  de  ser  esta  una  novedad  ni  una  invención 
mía,  es  una  simple  copia  de  lo  que  pasa  en  los  Es- 
tados Unidos. 

Allí  se  escribió  en  las  constituciones  locales  este 
deber  del  Attorney  General,  después  de  haberse  ne- 
gado, con  el  apoyo  de  la  Suprema  Corte  Federal, 
el  Attorney  General  de  la  Unión,  á  evacuar  un  in- 
forme que  le  solicitó  una  comisión  de  la  Cámara  de 
Diputados. 
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Entre  nosotros,  alguna  vez  se  ha  intentado  pedir 
también  informe  al  Fiscal  de  Gobierno  por  alguna 
de  las  Cámaras  Legislativas,  y  hasta  quiso  encargár- 
sele la  defensa  de  la  Cámara  de  Diputados  en  un 
recurso  de  habeos  corpas  llevado  ante  la  Corte  Su- 
prema de  la  Provincia  por  dos  periodistas  detenidos 
por  orden  de  aquel  cuerpo,  con  motivo  de  publica- 
ciones que  fueron  consideradas  un  desacato  á  las 
prerrogativas  parlamentarias.  Ni  una  ni  otra  cosa  se 
hizo,  porque,  en  el  primer  caso,  se  dudó  de  la  fa- 
cultad para  hacerlo;  y,  en  el  segundo,  se  tenía  la  se- 
guridad de  que  el  Fiscal  de  Gobierno  de  esa  época 
no  habría  aceptado  el  mandato  por  los  vínculos  po- 
líticos que  le  ligaban  á  los  detenidos. 

Yo  pienso  que  un  funcionario  de  las  condiciones 
del  que  la  Constitución  crea  en  el  Fiscal  de  Estado 
debe  ser  el  consejero  legal  de  los  poderes  públicos, 
para  desempeño  de  los  cuales  no  es  un  requisito  in- 
dispensable el  título  de  abogado. 

Esto  explicará  suficientemente  la  reforma  que  pro- 
pongo. 
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II 

Del  Contador  y  Tesorero  de  la  Provincia 

La  Constitución  actual  establece,  con  respecto  á 
los  Contadores  y  Tesoreros  de  la  Provincia,  las  dis- 
posiciones que  se  contienen  en  los  tres  artículos  si- 
guientes: 

Artículo  153.  El  Contador  y  Subcontador,  el 
Tesorero  y  Subtesorero  serán  nombrados  en  la 
forma  prescripta  en  el  artículo  77  y  durarán 
cuatro  años,  pudiendo  ser  reelectos. 

Artículo  154.  El  Contador  y  Subcontador,  no 
podrán  autorizar  pago  alguno  que  no  sea  arre- 
glado á  la  ley  general  del  presupuesto  ó  á  le- 
yes especiales,  ó  en  los  casos  del  artículo  15Q. 

Artículo  155.  El  Tesorero  no  podrá  efectuar 
pagos  que  no  hayan  sido  previamente  autoriza- 
dos por  el  Contador. 

Estas  tres  disposiciones  deben  mantenerse,  en  cuan- 
to á  su  parte  fundamental;  pero  deben  reformarse 
en  cuanto  á  la  redacción,  no  sólo  porque  los  núme- 
ros de  artículos  que  se  citan  en  el  texto  del  153  y 
154  (artículo  77  y  159)  no  serán  los  que  correspon- 
derán á  las  disposiciones  á  que  se  alude,  en  la  nu- 
meración definitiva  de  la  nueva  Constitución,  sino 
también  porque  no  es  correcto  que  para  averiguar 
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la  forma  en  que  han  de  ser  nombrados  los  Conta- 
dores y  Tesoreros,  y  los  casos  en  que  éstos  puedan 
autorizar  pagos,  sea  menester  ir  á  buscar  estos  de- 
talles al  principio  y  al  fin  de  la  Constitución,  en  dis- 
posiciones que  se  encuentran  en  capítulos  distintos, 
y  que  no  se  refieren,  como  éste,  expresamente  á 
aquellos  funcionarios  administrativos. 

Además,  suprimida  la  última  parte  del  artículo  143 
actual,  es  necesario  proveer  al  caso  de  remoción  de 
los  Contadores  y  Tesoreros;  y,  en  ninguna  parte  de 
la  Constitución,  me  parece  que  debe  establecerse  lo 
referente  á  esa  materia,  con  más  oportunidad  que 
en  este  capítulo. 

Como  en  el  fondo  no  altero  en  nada  lo  existente, 
sino  que  me  limito  á  cambiar  la  redacción,  no  veo 
la  necesidad  de  ocuparme  en  explicar  el  alcance  de 
estas  disposiciones  constitucionales,  que,  por  otra 
parte,  ya  han  sido  reglamentadas  por  la  Legislatura. 

Por  consecuencia,  me  limitaré  á  presentar  aquí  la 
nueva  redacción  que  propongo: 

Artículo  153.  El  Contador  y  Siibcontador,  el 
Tesorero  y  Subtesorero  serán  nombrados  por  el 
Poder  Ejecutivo  de  una  terna  alternativa  que, 
para  cada  nombramiento,  le  presentará  el  Senado. 
Durarán  cuatro  años,  pudiendo  ser  reelectos.  No 
podrán  ser  removidos  sin  el  acuerdo  de  la  misma 
Cámara. 
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Aparentemente  el  último  inciso  de  este  artículo 
modifica  la  forma  que  establece  el  artículo  143  ac- 
tual para  la  remoción  de  estos  empleados,  pues  allí 
se  dice  que  «  ninguno  de  los  funcionarios,  para  cuyo 
nombramiento  se  requiere  el  acuerdo  ó  propuesta  por 
terna  de  alguna  de  las  Cámaras,  podrá  ser  removido 
sin  el  mismo  requisito »,  —  pero  en  realidad  no  existe 
tal  modificación. 

El  artículo  143  fué  mal  redactado  en  esa  parte, 
pues  no  puede  haber  sido  la  intención  de  los  con- 
vencionales que,  para  remover  á  un  Tesorero  ó  Con- 
tador, el  Poder  Ejecutivo  formase  ternas  alternativas 
imposibles,  puesto  que  aquél  es  el  requisito  constitu- 
cional para  su  nombramiento.  La  terna  es  indispen- 
sable para  dejar  al  Poder  Ejecutivo  la  facultad  de 
optar  entre  tres  nombres,  eligiendo  el  único  que  ha 
de  ser  nombrado;  pero,  una  vez  que  la  designación 
ha  sido  hecha,  la  terna  desaparece  por  completo;  y, 
por  tanto,  no  hay  medio  de  pedir  la  remoción  con 
el  mismo  requisito  que  se  llenó  para  el  nombramiento. 

Yo  entiendo  que  lo  que  se  buscó  con  esa  pres- 
cripción fué  evitar  que  el  Contador  y  el  Tesorero,  que 
pueden  resistirse  al  pago  de  sumas  mandadas  abo- 
nar por  el  Poder  Ejecutivo,  pudiesen  ser  destituidos, 
sin  más  trámite,  sólo  por  cumplir  con  su  deber. 

Esta  garantía  queda  acordada  con  sólo  establecer 
la  necesidad  del  acuerdo  del  Senado  para  la  remo- 
ción. 
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Artículo  154.  El  Contador  y  Subcontador  no 
podrán  autorizar  pago  alguno  que  no  sea  arre- 
glado á  la  ley  general  de  presupuesto  ó  á  leyes 
especiales,  óy  en  los  casos  de  juicios  contencioso- 
administrativos,  cuando  la  Suprema  Corte  de  la 
Provincia  ordenase  directamente  un  pago. 

Artículo  155.  El  Tesorero  no  podrá  ejecutar 
pagos  que  no  hayan  sido  previamente  autoriza- 
dos por  el  Contador.  Antes  de  verificar  un  pago, 
el  Tesorero  podrá  observárselo  al  Contador,  por 
escrito,  si,  en  su  concepto,  no  estuviese  autorizado 
en  alguna  de  las  formas  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo anterior;  pero  si  el  Contador  insistiese, 
verificará  el  pago,  quedando  exento  de  respon- 
sabilidad personal. 

He  creído  deber  agregar  un  inciso  al  artículo  155 
que  salve  al  Tesorero  de  las  responsabilidades  en 
que  pudiese  incurrir  si  se  llegasen  á  verificar  pagos 
que  no  estuviesen  autorizados  en  las  condiciones 
establecidas  por  el  artículo  154. 

Aun  cuando  parece  desprenderse  del  texto  del  ar- 
tículo 155  actual,  que  el  Tesorero  no  tiene  criterio 
propio  al  verificar  los  pagos,  y  que  sólo  debe  abo- 
nar todos  aquellos  que  la  Contaduría  autorice,  —  en 
mi  concepto,  no  fué  esa  la  intención  de  los  consti- 
tuyentes, que  exigieron  los  mismos  requisitos  para  el 
nombramiento  del  Tesorero,  que  para  el   Contador. 
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Esta  consideración  me  ha  inducido  á  proyectar  la 
reforma  que  presento;  reforma  cuya  ventaja  puede 
ser  la  de  hacer  reaccionar  al  Contador  si  hubiese 
cometido  un  error  al  autorizar  el  pago,  y  cuyo  tíni- 
co inconveniente  podría  ser  el  de  hacer  esperar  unos 
días  más  el  abono  de  una  cuenta  ó  de  un  servicio 
cualquiera. 


SECCIÓN   QUINTA 
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GENERALIDADES 

I.  NOMBRAMIENTOS  —  II.   DURACIÓN    DEL   CARGO 
III.   DESCENTRALIZACIÓN 

Pocas  cuestiones  han  apasionado  más  los  ánimos, 
en  los  últimos  tiempos,  que  la  necesidad  de  refor- 
mas en  el  Poder  Judicial  de  la  Provincia  de  Buenos 
Aires. 

No  se  ha  clamado  contra  los  hombres,  no  se  han 
acusado  á  los  jueces  por  incorrecciones,  por  faltas  ó 
por  delitos.  No;  el  ataque  es  más  radical. 

Se  combate  la  organización  actual  de  todo  el  Po- 
der Judicial,  y  el  ataque  no  se  produce  sólo  en  la 
opinión,  sino  que  son  también  los  magistrados  los 
que  más  claman  por  la  reforma. 

Esta  universalidad  del  clamor  tiene  su  fundamento 
y  su  razón  de  ser  justificadísimos. 
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La  Convención  de  1870-1873  hizo  de  la  cuestión 
judicial  uno  de  sus  principales  puntos  de  debate,  des- 
filando en  ese  concurso  de  elocuencia  y  del  saber, 
todos  los  oradores  más  distinguidos  de  aquel  cuerpo. 

Cuando  más  tarde,  treinta  años  después  de  aque- 
llos días,  se  vuelven  á  leer  las  páginas  en  que  se  han 
recogido,  truncos,  los  bellos  discursos  de  algunos,  no 
se  sabe  qué  admirar  más,  en  aquellos  hombres,  si  la 
erudición  de  sus  exposiciones  ó  la  falta  de  sentido 
práctico  con  que  procedían. 

Esto  me  acontece  á  mí,  que  fui  actor  modesto  y 
espectador  anhelante,  en  aquel  hermosísimo  escenario. 

Hoy,  las  teorías  de  entonces  aparecen  desprestigia- 
das en  todas  sus  tendencias.  Las  unas,  —  como  el  ju- 
rado en  materia  de  pruebas  en  los  pleitos  civiles  y 
en  los  juicios  criminales,  —  porque  no  han  sido  si- 
quiera ensayadas,  convencidos,  acaso,  los  legisladores 
de  todos  los  tiempos  posteriores  á  la  convención,  de 
que  el  ensayo  sería  un  fracaso  desastroso. 

Las  otras,  —  como  las  imposiciones  á  los  tribuna- 
les colegiados,  de  dividir  y  plantear  en  sus  fallos 
todas  las  cuestiones  de  hecho  y  de  derecho,  discuti- 
das, fundando  cada  una  de  ellas,— porque  su  des- 
prestigio  ha  nacido  del  exceso  de  trabajo  inútil  que 
esa  prescripción  constitucional  arroja  sobre  la  con- 
ciencia de  los  jueces,  haciendo  así  imposible  realizar 
el  ideal  de  la  justicia  rápida  y  barata. 
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Nunca  como  ahora, — al  estudiar  el  Plan  de  Re- 
formas  de  la  Constitución  de  Buenos  Aires,  —  he 
podido  comprender  todo  el  alcance  de  la  distinción 
que  Bryce,  el  célebre  publicista  anglosajón,  hace 
entre  las  constituciones  rígidas  y  las  constituciones 
flexibles. 

Comparando  las  instituciones  norteamericanas  con 
las  de  su  país, —  la  Inglaterra, — encuentra  Bryce  pre- 
feribles estas  últimas,  precisamente  porque  no  están 
codificadas  ni  metodizadas,  ó  escritas  en  una  serie 
de  leyes,  como  la  actual  Constitución  de  la  Francia, 
de  manera  que  ellas  no  son  rígidas,  inflexibles,  per- 
manentes, inmutables  sino  mediante  largos  procedi- 
mientos, para  lo  cual  los  constitución  alistas  de  los 
Estados  Unidos  inventaron  esa  legislatura  con  man- 
dato especial: — la  Convención  Constituyente. 

El  publicista  inglés, —  hijo  legítimo  del  common  law 
británico,  —  halla  que  es  más  humano,  más  práctico, 
más  liberal  y  más  conveniente,  que  las  leyes  institu- 
cionales vayan  modificándose  según  vayan  exigién- 
dolo las  costumbres,  y  las  vayan  fijando  los  prece- 
dentes y  la  jurisprudencia,  que  es  lo  que  se  llama 
el  derecho  consuetudinario. 

A  esta  clase  de  constituciones  no  escritas,  es  á 
las  que  Bryce  llama  flexibles,  porque  las  costumbres 
y  los  precedentes,  se  van  destruyendo  lo  mismo  que 
se  formaron,  sin  el  concurso  de  una  ley  positiva  del 

45 


68o  REFORMA   DE  LA  CONSTITUCIÓN 


Parlamento,  de  manera  que,  en  su  ductilidad  acomo- 
daticia,—  en  su  flexibilidad,  para  usar  la  palabra  de 
Bryce,— la  Constitución  va  cambiando  sus  institu- 
ciones sin  necesidad  de  la  intervención  solemne  y 
directa  del  Poder  Legislativo,  que  es  lo  que  hace 
difícil  toda  reforma,  en  las  constituciones  rígidas. 

No  es  mi  propósito  entrar  á  discutir  cuál  es  el 
sistema  más  conveniente  para  la  organización  de  los 
pueblos  libres,  —  si  el  de  las  constituciones  escritas, 
que  hemos  adoptado  todos  los  países  representativos 
de  la  América,  que  lo  inventó,  ó  el  del  derecho  con- 
suetudinario, que  ha  formado  la  ley  de  la  costumbre 
y  del  precedente.  Tal  discusión  estaría  fuera  de  lugar 
en  este  libro;  pero,  si  bien  soy  partidario  decidido 
de  las  constituciones  escritas,  —  que  limitan  taxativa- 
mente las  facultades  de  los  poderes  públicos,  —  debo 
declarar  que  creo  que  tiene  razón  el  eminente  publi- 
cista británico  cuando  prefiere  las  constituciones  fle- 
xibles. 

Yo  creo  que  dentro  del  régimen  de  las  constitu- 
ciones escritas,  cabe  la  flexibilidad  tan  deseada  por 
Bryce. 

Sin  hacer  del  common  law  una  base  de  institu- 
ciones en  los  pueblos  latinos,  —  precisamente  porque 
no  tenemos  la  costumbre  de  hacer  leyes  de  nuestros 
precedentes, — á  tal  extremo  que  el  Código  Civil  lo 
prohibe  expresamente,  —  sin  recurrir  al  derecho  con- 
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suetudínario,  decía,  para  dar  movilidad  y  actualidad 
á  las  instituciones  constitucionales,  me  parece  que, 
ese  mismo  resultado,  puede  obtenerse  limitando  las 
constituciones  escritas  á  aquellas  declaraciones  de 
principios,  á  aquellas  organizaciones  de  poderes  que 
tengan  carácter  esencial  y  permanente,  sin  entrar  en 
los  detalles  que,  rígidos  y  enclavados  en  las  cartas 
fundamentales  de  los  pueblos,  aparecen  en  ciertas 
épocas  como  un  anacronismo,  condenado  por  la  ac- 
tualidad, ó  como  una  remora  que  retarda  el  desen- 
volvimiento del  progreso  y  de  la  libertad  misma. 

Un  ejemplo  de  esta  clase  de  constituciones  ha 
podido  estudiarlo  Bryce  en  la  Australia,  colonia  in- 
glesa, organizada  hoy  como  una  república  autónoma, 
bajo  el  nombre  internacional  de  The  Commonwealth 
of  Australia,  y  con  una  constitución  escrita,  que  ex- 
cluye y  prohibe  el  common  law  inglés. 

Una  ley  del  Parlamento,  dictada  en  Julio  de  1900, 
aprobó  la  confederación  de  las  colonias  australianas 
de  la  Nueva  Gales  del  Sud,  Queensland,  Australia 
del  Sud,  Tasmania,  Victoria  y  Australia  Occidental, 
las  que  se  constituyeron,  el  P  de  Enero  de  1901,  en 
una  unión  federal  indisoluble,  bajo  la  corona  de  la 
Gran  Bretaña;  lo  que  quiere  decir  que  se  formaba, 
al  amparo  del  pabellón  del  Reino  Unido,  una  nueva 
nación,  con  su  Constitución  y  su  Parlamento  propios 
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y  hasta  con  su  propia  bandera,  diferente  de  la  de 
la  Oran  Bretaña  ( i ). 

Por  esa  Constitución,  sólo  el  gobernador  general 
representa  al  rey  del  Reino  Unido,  que  es  quien  le 
nombra,  siendo  el  Senado  compuesto  de  senadores 
elegidos  por  seis  años  por  los  parlamentos  de  los 
« Estados  >  que  forman  la  Unión,  en  razón  de  seis 
miembros  por  cada  Estado,  y  la  Cámara  de  Repre- 
sentantes, compuesta  de  miembros  elegidos,  por  tres 
años,  por  el  sufragio  del  pueblo  de  toda  la  confe- 
deración, en  un  número  doble  de  los  senadores.  El 
Poder  Judicial  está  organizado  independientemente 
para  lo  federal  y  para  lo  local,  más  ó  menos,  sobre 
la  base  de  las  instituciones  judiciarias  británicas. 

Sin  embargo  de  ser  escrita  la  Constitución  de  Aus- 
tralia, ella  es  eminentemente  flexible,  pues  en  ella  no 
se  han  consignado  más  que  los  principios  sustancia- 
les é  indispensables  para  la  organización  del  gobierno 
y  el  mantenimiento  de  la  libertad. 

Hombres  prácticos  los  autores  de  esa  Constitución, 
han  dado  á  su  Legislatura  todas  las  facultades  que 
en  el  derecho  consuetudinario  inglés  se  deja  á  la 
costumbre  y  á  los  precedentes,  haciendo  que  sea  la 


( I )  La  bandera  que  flota  en  los  edifícios  públicos  de  la  Australia,  corno  emblema  de 
la  soberanía  nacional  de  aquella  Confederación  (Commonwealth) ^  es  azul;  en  el  án- 
gulo superior  cerca  del  asta,  el  Jack  de  la  Unión;  en  el  ángulo  inferior  tiene  una  es- 
trella de  seis  rayos,  simbolizando  los  seis  Estados  confederados;  y,  en  la  parte  flotante 
de  la  bandera,  las  cinco  estrellas  de  la  Cruz  de  Australia. 
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ley  la  que  establezca  las  prescripciones  que  en  Ingla- 
terra sólo  establecen  la  historia  y  el  hábito. 

Si  me  he  ocupado  de  esta  Constitución  es  para 
demostrar  que  es  posible  que  se  dicten  constitucio- 
nes flexibles,  aunque  éstas  sean  escritas;  y  que,  por 
tanto,  nosotros  también  podemos  dictar,  para  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  una  Constitución  en  esas 
condiciones,  sólo  con  suprimirte  á  la  vigente  todo  lo 
que  en  ella  existe  de  superfino. 

Y  es,  especialmente,  en  las  Secciones  que  se  refie- 
ren al  Poder  Judicial  y  al  Régimen  Municipal, 
donde  más  necesarias  se  hacen  esas  supresiones,  no 
para  disminuir  garantías  ni  para  modificar  institucio- 
nes existentes,  sino  para  reducir  las  prescripciones 
constitucionales  á  sólo  aquello  que  sea  sustancial- 
mente  institucional,  dejando  á  los  poderes  públicos 
constituidos  la  facultad  de  ir  modificando,  por  medio 
de  leyes  sucesivas,  todo  aquello  que  las  costumbres 
y  las  actualidades  exijan,  sin  cambiar  los  fundamen- 
tos del  sistema  republicano  representativo. 

Ocupándome,  por  ahora,  sólo  del  poder  que  es 
materia  de  este  Capítulo,  antes  de  entrar  á  proponer 
las  grandes  reformas  que,  en  mi  concepto,  deben  in- 
troducirse en  él,  voy  á  tomar  en  consideración,  bre- 
vemente, las  distintas  opiniones  que  existen  y  se  de- 
baten y  se  sostienen  alternativamente,  dentro  y  fuera 
de  la  Provincia,  sobre  el   trípode  en  que  debe  des- 
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cansar  todo  poder  judicial  bien  organizado:  —  I.  La 
forma  del  nombramiento  de  los  funcionarios  y  em- 
pleados letrados  de  ese  Poder;  H.  La  amovilidad  pe- 
riódica, ó  la  inamovilidad,  mientras  dure  la  buena 
conducta  de  los  jueces  de  todas  las  gerarquías;  IlL  La 
centralización  ó  descentralización  de  los  tribunales  en- 
cargados de  administrar  la  justicia  de  mayor  cuantía. 


De  los  nombramientos  en  el  Poder  Judicial 

No  es  de  hoy  que  se  discute  la  mejor  forma  de 
nombramientos  para  los  jueces.  Es  esta  una  cuestión 
que,  desde  que  desapareció  el  poder  absoluto  de  los 
reyes,  ha  agitado  á  los  publicistas  de  todos  los  tiem- 
pos. 

No  hay  para  qué  remontarse  mas  allá  del  siglo 
XVIII,  cuya  filosofía  política  trastornó  las  institucio- 
nes de  la  Europa  continental,  haciendo  que  brotase 
verdaderamente  el  famoso  árbol  de  la  Libertad  que 
los  revolucionarios  franceses  plantaban  en  medio  de 
los  desenfrenos  sangrientos  de  aquel  acontecimiento 
secular,  en  que,  á  la  par  de  la  cabeza  de  los  reyes, 
caían  las  cabezas  de  los  demagogos. 

No  hay  para  qué  hacer,  tampoco,  un  estudio  de 
los  orígenes  históricos  de  las  instituciones  de  la  jus- 
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ticia,  para  buscar,  en  sus  fuentes,  la  mejor  forma  del 
nombramiento  de  los  jueces. 

No  se  trata  de  una  obra  didáctica,  ni  de  una  ex- 
posición dogmática  de  doctrinas.  Se  trata  de  buscar 
las  mejores  instituciones  prácticas  para  que  rijan  en 
la  Provincia  de  Buenos  Aires,  aprovechando,  más 
que  las  lecciones  que  los  maestros  enseñan  en  sus 
libros,  lo  que  la  experiencia  propia  y  extraña  nos  ha 
enseñado  con  sus  lecciones. 

Entre  nosotros,  después  de  la  organización  defini- 
tiva de  la  República,  tanto  en  la  Nación  como  en 
las  Provincias,  los  nombramientos  de  los  jueces  de 
todas  las  instancias,  se  han  hecho  directamente  por 
los  Poderes  Ejecutivos,  unas  veces  con  acuerdo  del 
Senado,  y  otras  sin  acuerdo  de  nadie. 

La  primera  vez  que  en  la  República  Argentina  se 
trató  de  cambiar  esa  forma  del  nombramiento  de  los 
miembros  del  Poder  Judicial,  fué  en  la  Convención 
de  1870  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires. 

Basta  leer  sus  debates  para  que  se  vea  que,  en 
aquella  Asamblea,  desfilaron  todos  los  sistemas  co- 
nocidos, practicados  ó  no,  para  el  nombramiento  de 
los  jueces,  concluyéndose  por  adoptar  el  sistema  que 
hoy  rige  en  la  Provincia, — el  nombramiento  por  el 
Poder  Ejecutivo  con  acuerdo  del  Senado, — porque 
es  lo  que  establece  la  Constitución  Nacional  Argen- 
tina. 
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En  la  Convención  de  1870  se  propuso  por  comi- 
siones y  por  convencionales,  hacer  los  nombramien- 
tos de  jueces  por  todos  los  siguientes  sistemas: 

1°  Elegidos  directamente  por  el  pueblo; 

2"  Elegidos  por  las  dos  Cámaras  Legislativas,  reu- 
nidas en  Asamblea,  y  á  pluralidad  de  votos; 

y  Nombrados  por  el  Gobernador,  con  acuerdo 
del  Senado,  y  previa  consulta  del  Superior  Tribunal 
de  Justicia  sobre  las  aptitudes  y  condiciones  del  can- 
didato; 

4°  Por  concurso  de  oposición  entre  los  candida- 
tos que  se  presentasen; 

5°  Por  ascenso,  llenándose  las  vacantes  por  el 
Gobernador  con  acuerdo  del  Senado; 

6*"  Por  el  Gobernador,  con  acuerdo  de  la  Asamblea 
General,  formada  por  la  reunión  de  las  dos  Cámaras; 

T  Por  el  Gobernador,  con  acuerdo  del  Senado. 

Todos  estos  sistemas  de  nombramiento  de  los  jue- 
ces fueron  propuestos  y  discutidos,  con  más  ó  menos 
extensión,  por  hombres  tan  eminentes  como  Mitre, 
Rawson,  Alsina,  Elizalde,  López  (V.  F.),  Del  Valle, 
Goyena,  Estrada,  Navarro  Viola,  Ocantos,  Moreno, 
Malaver,  Langenheim,  Irigoyen,  Costa  (E.),  Gutiérrez 
(J.  M.)  y  Villegas  (S.), —  para  no  nombrar  más  que 
á  los  muertos, —  concluyéndose  por  aceptar  la  repro- 
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ducción  de  lo  que  estaba  establecido  en  la  Consti- 
tución Nacional  (O. 

En  la  actualidad,  la  divergencia  de  opiniones  no 
se  divide  en  tantos  fragmentos;  pero  hay  muchos 
que  persisten  en  defender  algunos  de  los  sistemas 
preconizados  en  aquella  época. 

Se  pretende,  por  ejemplo,  venir  á  la  elección  directa 
de  los  jueces  por  los  electores  que  puedan  votar  en 
las  elecciones  políticas,  apoyándose  sus  sostenedores 
en  el  argumento  capital  con  que  se  ha  defendido 
siempre  esta  forma  de  nombramiento:  «  Desde  que 
se  trata,  —  dicen, —  de  la  constitución  de  uno  de  los 
tres  poderes  en  que  el  pueblo  delega  sus  facultades, 
el  nombramiento  de  los  mandatarios  debe  hacerse 
directamente  por  el  mandante,  á  fin  de  que  el  man- 
dato exista  verdaderamente.» 

El  argumento  tendría  fuerza  si,  entre  nosotros, 
sucediese  lo  que  pasaba  en  Nueva  York  antes  de  la 
última  reforma  constitucional;  si  todos  los  poderes 
del  Estado, —  Legislativo,  Ejecutivo  y  Judicial, —  fue- 
sen elegidos  directamente  por  el  pueblo,  así  como 
también  las  Municipalidades,  Intendentes  de  Instruc- 
ción Pública,  Attorney  General,  Auditores,  etc.,  etc.; 
es  decir,  si  en  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  la  cos- 
tumbre y  la  práctica  de  las  instituciones,  hubiesen 


(1)  Véase  Luis  V.  Várela:  Debates  de  la  Convención  de  Buenos  Aires,  etc.,  espe- 
cialmente el  tomo  II,  desde  la  página  849  á  943. 
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hecho  de  la  elección  de  primer  grado  la  forma  habi- 
tual y  ordinaria  de  todos  los  nombramientos  de  fun- 
cionarios públicos. 

Pero  nosotros  no  tenemos  precedentes  de  haber 
elegido,  por  medio  de  la  votación  popular,  al  cons- 
tituir las  autoridades  del  Estado,  más  que  á  los 
miembros  del  Poder  Legislativo;  y  sería  un  cambio 
demasiado  brusco  y  perjudicial  el  de  obligar  al  pue- 
blo á  elegir  sus  propios  jueces,  cuando  esos  jueces 
deben  ser  abogados  y  tienen  que  reunir  condiciones 
peculiares  para  ser  nombrados. 

En  todos  los  Estados  norteamericanos  donde  existe 
la  elección  popular  de  los  jueces,  sólo  votan  los  elec- 
tores calificados,  porque  no  existe  en  ellos  el  sufragio 
universal.  La  calificación  de  los  electores  exige,  inva- 
riablemente, que  éstos  sepan  leer  y  escribir;  pero,  en 
algunos  Estados,  aquélla  se  extiende  á  exigencias  de 
otro  género,  cuando  se  trata  de  la  elección  de  jue- 
ces, tales  como  las  de  pago  de  impuestos,  posesión 
de  rentas  determinadas  y  hasta  ciertas  condiciones 
personales  del  estado  civil, — la  de  ser  casado,  por 
ejemplo. 

Para  que  los  electores  pudieran  elegir  con  acierto 
los  mejores  jueces,  sería  menester  que  conociesen 
las  aptitudes  de  intelectualidad,  honradez,  laboriosi- 
dad y  hasta  de  salud  de  todos  los  abogados,  cosa 
que  es  imposible,  puesto  que  no  se  trata  de  perso- 
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nalidades  políticas  que  anden  exhibiendo  sus  cuali- 
dades de  juristas,  como  los  candidatos  á  la  Legisla- 
tura que  hacen  la  propaganda  de  su  elección  por 
medio  de  discursos  ante  los  electores,  para  mostrarse 
oradores  y  políticos. 

Este  inconveniente  lo  han  notado  en  los  Estados 
Unidos,  todos  los  que,  con  el  presidente  Roosevelt 
á  la  cabeza,  han  emprendido,  en  los  últimos  años, 
una  campaña  implacable  contra  las  compañías  de 
seguros  y  los  trust,  que  han  venido  haciendo  las 
elecciones  de  diputados  y  de  jueces,  por  medio  de  la 
corruf)ción  del  sufragio. 

Tras  de  los  escándalos  producidos  en  Nueva  York 
y  en  California,  en  los  que  han  aparecido  compro- 
metidos miembros  de  las  Legislaturas  y  del  Poder 
Judicial,  se  ha  sentido  una  reacción  completa,  con 
respecto  á  esta  forma  de  nombramientos  de  jueces, 
por  medio  de  la  elección  directa  del  pueblo.  Ya  se 
han  reformado  algunas  constituciones;  y,  en  estos 
momentos,  se  discute  la  reforma  de  otras,  siendo 
universal  la  opinión  de  los  publicistas  que  piensan 
que  hay  más  peligro  en  la  organización  del  Poder 
Judicial  directamente  por  el  pueblo,  que  en  su  cons- 
titución por  medio  de  los  otros  poderes. 

Fuera  de  los  inconvenientes  generales  que  se  se- 
ñalan á  esa  forma  de  nombramiento,  existe  otro, 
especialmente  entre  nosotros,  que  no  puede  dejarse 
de  tener  en  cuenta. 
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Durante  muchos  años,  nuestros  principales  aboga- 
dos, —  aquéllos  que  por  su  saber  y  su  habilidad  eran 
más  solicitados  por  los  dueños  de  pleitos,  —  se  han 
resistido  á  aceptar  puestos  en  la  magistratura,  y  ac- 
tualmente mismo,  se  necesitan  esfuerzos  especiales  de 
los  gobernantes  para  decidirles  á  que  acepten  formar 
parte  del  Poder  Judicial. 

Si,  entre  nosotros,  la  elección  se  entregase  al  pueblo, 
es  seguro  que  éste  votaría  por  aquellos  abogados 
cuya  reputación  se  hubiese  extendido  más  en  las 
masas  populares,  resultando  de  ahí  que  las  elecciones 
se  harían  inútilmente,  puesto  que  4os  abogados  ele- 
gidos jueces,  no  estarían  obligados  á  aceptar  aquellos 
puestos  y  seguramente  no  los  aceptarían  voluntaria- 
mente. 

Estas  consideraciones  me  han  inducido  á  no  pro- 
poner como  reforma  del  sistema  actual  de  nombra- 
miento de  los  jueces,  la  elección  directa  por  parte 
del  pueblo. 

La  designación  de  los  miembros  del  Poder  Judicial 
por  las  Cámaras  Legislativas,  reunidas  en  asamblea, 
no  es  una  novedad  presentada  por  primera  vez  en 
la  Convención  de  1870.  Esa  forma  de  nombramiento 
existe  en  algunos  Estados  de  la  Unión  Americana  (n. 


(I)  Véase  Consiitucioncs  de:  New  Jersey,  art.  VII  $  2,  sección  2;  Rohdc  Island, 
art.  X,  scc.  4;  Carolina  del  Sud,  art.  IX,  sec.  i3;  Vermont,  art.  II.  scc.  9.;  Vir- 
ginia, art.  VI,  scc.  II;  Connecticut,  ari.  V,  sec.  3. 
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pero  sólo  para  el  nombramiento  de  la  Suprema  Corte 
de  Justicia. 

En  mi  concepto,  aun  cuando  se  trate  de  una  elec- 
ción de  segundo  grado,  como  el  objeto  es  consti- 
tuir á  uno  de  los  tres  poderes  del  Estado,  me  parece 
que  no  debe  prescindirse  de  darle  intervención  á  nin- 
guno de  los  otros  dos.  Así  como  combatiría  la  de- 
signación de  los  miembros  del  Poder  Judicial  por 
nombramiento  exclusivo  del  gobernador,  no  acepto, 
tampoco,  la  designación  hecha  por  la  asamblea,  á  plu- 
ralidad de  votos. 

Me  satisface  el  sistema  de  buscar  el  asentimiento 
de  la  mayoría  de  los  legisladores  para  el  nombra- 
miento de  los  miembros  de  la  Suprema  Corte  de 
Justicia;  pero  me  parece  que  ese  asentimiento  debe 
buscarse  por  medio  de  una  propuesta  que  el  gober- 
nador haga  á  la  asamblea  de  los  candidatos  para 
ocupar  los  puestos  de  ministros  de  aquel  tribunal. 

Desde  que  lo  que  se  busca  es  rodear  de  mayores 
garantías  el  nombramiento  de  los  miembros  del  más 
alto  tribunal  de  la  Provincia,  estoy  convencido  de  que 
ese  resultado  se  consigue  acordando  al  Poder  Ejecu- 
tivo la  facultad  de  proponer  los  candidatos  y  á  la 
Asamblea  General  la  de  aceptar  ó  rechazar  el  can- 
didato propuesto. 

El  tercer  sistema  que  tuvo  sus  expositores  en  la 
Convención  de  1870,—  el  nombramiento  de  los  jueces 
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por  el  gobernador,  con  acuerdo  del  Senado,  y  previo 
informe  del  tribunal  superior  sobre  las  aptitudes  y 
condiciones  del  candidatOy  —  me  parece  inaceptable  en 
su  última  parte. 

Habna  inconveniencia  en  obligar  á  la  Corte  Su- 
prema á  emitir  juicio  sobre  los  candidatos  que  el 
Poder  Ejecutivo  le  presentase  para  jueces.  Si  aquéllos 
eran  miembros  del  Poder  Judicial  y  sólo  se  tratase 
de  un  ascenso,  es  seguro  que  en  ningún  caso  la  Corte 
se  pronunciaría  en  contra  del  candidato  propuesto, 
por  que  tal  actitud  bastaría  para  desprestigiar  á  ese 
magistrado  en  el  puesto  que  ocupase,  alcanzando  ese 
desprestigio  á  toda  la  administración  de  justicia,  que 
continuaría  teniendo  entre  sus  miembros  á  un  juez 
desestimado  por  su  superior  en  un  informe  oficial. 

Si  se  tratase  de  un  abogado  del  foro,  practicase 
ó  no  su  profesión  en  la  Capital  de  la  Provincia,  la 
Corte  no  estaría  habilitada  para  pronunciarse  á  su 
respecto,  porque  son  muchos  los  abogados  distingui- 
dos, inteligentes,  ilustrados,  aptos  para  jueces,  cuyas 
condiciones  no  tiene  oportunidad  de  conocer  la  Su- 
prema Corte,  ya  sea  por  no  haber  ellos  practicado 
ante  esa  instancia,  ó  ya  sea  porque,  en  los  asuntos 
en  que  esos  abogados  hubiesen  intervenido  en  la 
Corte,  no  tuvieran  ocasión  de  demostrar  sus  condi- 
ciones especiales  para  miembros  del  Poder  Judicial. 

El  cuarto  sistema,  —  el  concurso  de  oposición  en- 
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tre  los  candidatos,  —  que  es  una  verdadera  novedad 
en  esta  materia,  no  me  parece  que  pueda  aceptarse, 
ni  siquiera  como  tema  de  discusión. 

En  un  concurso  pueden  acreditarse  las  condiciones 
intelectuales  de  un  candidato;  puede  demostrarse  su 
ciencia,  su  preparación,  su  práctica  en  una  materia 
cualquiera,  pero  no  puede  probarse  una  honorabilidad 
intachable,  una  voluntad  inquebrantable,  una  rectitud 
inconmovible,  una  austeridad  incorruptible  y  una  fir- 
meza de  carácter  capaz  de  aceptar  todas  las  situacio- 
nes, condenando  al  amigo  y  absolviendo  al  adversario, 
—  condiciones  todas  indispensables  en  un  buen  juez. 

Me  parece  que  basta  esta  sola  consideración  para 
justificarme  por  rechazar  el  concurso  de  oposición, 
como  medio  de  proveer  los  puestos  en  la  magis- 
tratura. 

El  quinto  sistema,  —  que  es  el  llenar  las  vacantes 
por  ascenso,  —  es  indudablemente  aceptable  con  el 
objeto  de  formar  entre  nosotros  la  carrera  de  la  ma- 
gistratura, llegando,  como  en  Francia,  en  Alemania, 
en  la  misma  Inglaterra,  á  formar  lo  que  en  esos 
países  se  llama  la  nobleza  de  togcL,  y  que  la  consti- 
tuyen familias  que  vienen  ejerciendo  puestos  judiciales 
por  tiempos  casi  inmemoriales. 

El  ascenso  es,  sin  cuestión,  un  gran  estímulo  para 
el  buen  desempeño  de  la  magistratura;  pero  yo  creo 
que  perdería  su  prestigio  el  día  en  que  de  un  dere- 
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cho  en  expectativa,  problemático,  que  es  sólo  una 
esperanza,  se  convirtiese  en  un  derecho  adquirido, 
legítimo,  que  es  una  realidad  exigible. 

Los  jueces  inferiores,  que  se  propongan  hacer  ca- 
rrera en  el  Poder  Judicial,  estarán  más  estimulados 
para  desempeñar  bien  sus  funciones  por  la  esperanza 
de  ser  ascendidos  que  por  la  seguridad  de  que  ocu- 
parán las  vacantes  que  se  produzcan,  aun  cuando 
hayan  sido  negligentes  ó  ignorantes  en  sus  puestos 
subalternos. 

Yo  adopto,  en  mi  combinación,  el  ascenso  de  los 
magistrados,  desde  los  más  humildes  puestos  de  los 
ministerios  públicos,  hasta  la  Suprema  Corte  de  Jus- 
ticia, 

Pero,  en  la  forma  en  que  lo  propongo,  no  hay 
momento  alguno  en  que  ningún  magistrado  tenga 
derecho  para  ocupar  una  vacante  superior  que  se 
hubiera  producido. 

Cuando  haya  que  proveer  un  puesto  en  una  Cá- 
mara de  Apelaciones,  todos  los  jueces  de  primera 
instancia  de  la  Provincia,  saben  que  el  candidato 
saldrá  de  entre  ellos;  pero  no  será  ni  el  más  antiguo, 
ni  el  de  más  edad,  ni  el  más  recomendado.  Será 
aquel  que  el  Poder  Ejecutivo  elija  de  una  terna  que 
le  propondrá  la  Corte  Suprema;  y  aun  ese  mismo 
candidato  no  estará  seguro  de  ocupar  la  vacante, 
puesto  que  deberá  ser  propuesto  al  Senado  y  este 
cuerpo  puede  rechazarlo. 


DE  LOS  NOMBRAMIENTOS  EN   EL  PODER  JUDICIAL  69 5 

No  debo  detenerme  aquí,— donde  sólo  me  ocupo 
del  examen  propuesto  en  la  Convención  de  1870 
para  el  nombramiento  de  los  jueces,  —  á  hacer  la  ex- 
posición de  mi  Plan  de  Reformas  en  lo  referente  á 
los  nombramientos  del  Poder  Judicial;  pero,  sin  temor 
de  repetirme  más  adelante,  puedo  anticipar  que,  con 
arreglo  á  ese  plan,  los  magistrados  serán  nombrados 
con  el  concurso  de  los  tres  altos  poderes  del  Es- 
tado, y  en  tales  condiciones  que  los  ascensos  en  la 
magistratura  serán  escrupulosamente  respetados,  no 
por  razón  de  tiempo  en  el  servicio  ó  de  antigüedad 
ó  edad  en  los  candidatos,  sino  por  razón  de  sus 
méritos,  apreciados  por  quienes  pueden  hacerlo. 

Pero  no  es  posible  cerrar  completamente  las  puer- 
tas á  la  colocación  en  el  Poder  Judicial  de  funciona- 
rios meritorios  y  competentes,  que  hayan  servido  al 
país  en  otros  puestos  eminentes. 

A  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Federal  han  sido 
llevados,  en  distintas  ocasiones,  abogados  que  habían 
desempeñado  los  ministerios  de  la  nación.  Recuerdo, 
entre  ellos,  á  los  doctores  José  Benjamín  Gorostia- 
ga,  Saturnino  María  Laspiur,  Uladislao  Frías,  Onési- 
mo  Leguizamón,  Manuel  D.  Pizarro,  Benjamín  Paz, 
Eduardo  Costa,  Calixto  de  la  Torre,  Benjamín  Vic- 
torica,  Antonio  Bermejo  y  otros  que  acaso  no  me 
vienen  á  la  memoria  en  este  momento. 

Esa  puerta  yo  también  la  dejo  abierta,  á  pesar  de 
los  ascensos.  46 
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El  sexto  sistema  que  se  propuso  en  la  Conven- 
ción, y  que  es  el  nombramiento  hecho  por  el  gober- 
nador, con  acuerdo  de  las  dos  Cámaras  reunidas  en 
Asamblea,  he  dicho  anteriormente  que  lo  acepto  y 
la  adopto  en  cuanto  se  refiere  al  nombramiento  de 
los  ministros  de  la  Corte  Suprema. 

Al  ocuparme  especialmente  de  la  organización  de 
este  tribunal,  tendré  oportunidad  de  decir  algo  más 
á  su  respecto. 

El  séptimo  sistema,  —  el  nombramiento  por  el  go- 
bernador con  acuerdo  del  Senado,  —  es  el  de  la 
Constitución  actual.  Lejos  de  combatirlo,  en  el  plan 
que  yo  adopto,  me  sirvo  de  ese  medio  para  el  nom- 
bramiento de  los  miembros  de  la  Cámara  de  Apela- 
ción, estableciendo  así  una  diferencia  entre  la  forma 
empleada  para  designar  á  estos  últimos  y  la  que  he 
indicado  para  los  ministros  de  la  Corte. 

En  cuanto  á  los  jueces  de  primera  instancia,  yo 
indico  la  conveniencia  de  que  ellos  sean  nombrados 
por  el  gobernador  con  el  acuerdo  de  la  Cámara  de 
Diputados,  y  la  intervención  del  Poder  Judicial;  pero 
no  es  ésta  la  oportunidad  de  dar  ios  fundamentos 
de  esa  reforma. 

Estudiados  así  todos  los  sistemas  propuestos  é  in- 
dicados para  el  nombramiento  de  los  miembros  del 
Poder  Judicial,  paso  ahora  á  ocuparme  del  término 
que  debe  durar  el  mandato  que  se  confía  á  estos 
funcionarios. 
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Amovilidad  é  inamovilidad  de  los  Jueces 

Otra  de  las  cuestiones  que  más  han  apasionado 
siempre  á  ios  que  han  discutido  la  organización  del 
Poder  Judicial,  en  los  países  representativos,  es  la  de 
resolver  si  los  jueces  deben  ó  no  ser  amovibles. 

Cualquier  libro  de  derecho  constitucional  que  se 
tome;  cualquier  manual  de  instrucción  cívica,  servirá 
para  conocer  los  argumentos  que  se  hacen  en  pro  y 
en  contra  de  la  amovilidad  de  los  jueces. 

Hoy,  ya  no  se  teoriza  sobre  la  materia.  Se  estu- 
dian los  resultados  prácticos  obtenidos  por  uno  y 
por  otro  sistema,  y  se  aprende  en  las  lecciones  de 
la  experiencia  propia  y  extraña. 

La  amovilidad  de  los  jueces  ha  acompañado  siem- 
pre al  sistema  de  su  nombramiento  por  medio  del 
voto  popular.  En  todos  los  Estados  de  la  Unión 
Americana,  donde  se  eligen  los  jueces  en  comicios 
públicos,  el  término  de  su  mandato,  es  más  ó  me- 
nos limitado.  Lo  mismo  sucede  con  los  pocos  Esta- 
dos donde  el  nombramiento  de  las  Cortes  Supremas 
se  hace  por  las  dos  Cámaras  reunidas  en  Asamblea. 

Hay  muchos  Estados  donde  las  Constituciones  es- 
tablecen expresamente  que  el  mandato  será  por  la 
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vida  {for  Ufé),  y  otras  que  dejan  que  la  ley  establez- 
ca el  término  ( i ) . 

Lo  que  es  uniforme  en  todos,  es  la  declaración 
de  que  los  jueces  serán  reelegibles. 

Me  he  ocupado  de  los  jueces  norteamericanos,  con 
preferencia,  porque  es  en  aquella  nación  donde  la 
amovilidad  es  más  frecuente,  pues  las  elecciones  po- 
pulares hacen  que  los  partidos  políticos  se  mezclen 
con  interés  en  la  organización  de  la  judicatura. 

Y,  sobre  todo,  porque  yo  entiendo  que  son  cosas 
inseparables  la  elección  popular  de  los  jueces  y  su 
amovilidad,  como  lo  son  la  inamovilidad  de  los  tri- 
bunales supremos  del  nombramiento  de  sus  miem- 
bros por  el  acuerdo  del  Poder  Ejecutivo  y  el  Poder 
Legislativo,  por  lo  menos. 

La  razón  es  obvia,  y  se  revela  por  sí  misma. 

Si  los  miembros  de  la  Corte  Suprema  fuesen  amo- 
vibles, pero  pudiesen  ser  reelectos,  habría  el  peligro 
de  que,  en  los  casos  en  que  aquélla  debiese  juzgar 
de  la  constitucionalidad  ó  inconstitucionalidad  de  le- 


(I)  Son  nombrados  por  término  los  jueces,  según  sus  constituciones,  en  Arkansas, 
por  8  años,  art.  VII,  sec.  3  ;  en  Indiana,  por  6  años,  VII,  2  ;  en  Michigan,  por  8 
años,  VII,  3  ;  en  Misslssipi,  por  9  años,  VI,  3;  en  Nueva  York,  por  14  años  la 
Corte,  por  8  años  los  demás,  VI,  2,  4,  6  y  i  7  ;  en  Carolina  del  Sud,  por  6  años, 
IV,  2  ;  en  Texas,  por  9  años,  V,  2  ;  en  Virginia,  por  i  2  años,  VI,  2  ;  en  West 
Virginia,  por  i  2  años,  VI,  7;  en  Kentucky,  por  8  años,  IV,  2,  4  y  6;  en  Maryland, 
por  i5  años,  IV,  3  y  14;  en  Nueva  Jersey,  por  6  años,  VI,  Sec.  2,  §  »• 

En  algunos  Estados,  el  término  del  mandato  judicial  disminuye,  según  la  jerar- 
quía que  el  juez  ocupa  en  la  escala  jurisdiccional.  Las  cifras  que  preceden  son  las 
más  altas. 
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yes  ó  actos  de  los  poderes  políticos,  los  jueces  fue- 
sen influenciados  en  sus  decisiones  por  la  promesa 
de  una  reelección,  ya  que  no  por  la  amenaza  de 
no  ser  reelectos. 

Así  como  la  inamovilidad  de  los  jueces  en  la 
vieja  Europa,  fué  una  garantía  de  seguridad  arran- 
cada por  el  pueblo  á  la  Corona,  para  colocar  á  la 
rectitud  de  la  justicia  arriba  de  la  arbitrariedad  de 
los  reyes,  —  lo  mismo  en  las  repúblicas  representati- 
vas, al  crear  el  pueblo  en  sus  Constituciones  el  Po- 
der Judicial,  quiso  colocar  la  autoridad  de  sus  fallos, 
arriba  de  las  sanciones  de  la  Legislatura  y  de  los 
actos  del  Poder  Ejecutivo. 

La  Constitución  nacional  de  los  Estados  Unidos, 
estableció  la  inamovilidad  de  los  jueces,  precisamente 
porque  depositó  en  ellos  la  facultad  de  juzgar  los 
actos  del  Presidente  y  del  Congreso,  y  no  quiso  ex- 
poner á  los  magistrados  á  ser  acechados  por  las 
promesas  de  reelecciones  ni  por  las  amenazas  de 
persecuciones. 

Fueron  en  vano  los  esfuerzos  de  Jefferson  para 
conseguir  la  reforma  de  la  Constitución  nacional, 
en  esa  parte  sustancial,  por  medio  de  una  enmienda 
que  hiciese  amovibles  á  los  jueces.  El  Congreso  no 
oyó  la  voz  de  uno  de  sus  apóstoles  en  los  días  de 
la  organización,  porque  temió  que  se  produjese  la 
lucha  entre  el  Poder  Judicial  y  los  otros  poderes,  á 
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los  cuales  tenía  que  juzgar,  ó  viniese  la  sumisión  de 
los  magistrados  á  los  halagos  de  reelecciones  hechos 
por  el  Congreso  y  el  Presidente. 

Se  dirá  que,  en  las  constituciones  parciales,  los 
Estados  establecieron  la  amovilidad  de  los  jueces.  Es 
muy  cierto;  pero  es  menester  observar  que,  en  la 
misma  Constitución  en  que  se  hace  amovible  á  los 
jueces,  se  entrega  su  nombramiento  al  pueblo;  de 
manera  que,  los  fallos  justicieros  que  los  buenos 
jueces  dictasen  contra  las  leyes  inconstitucionales  ó 
los  decretos  abusivos,  en  vez  de  acarrearles  la  per- 
secución de  sus  electores,  les  atraería  sus  simpatías 
y  sus  votos,  precisamente  por  haber  sabido  cumplir 
su  deber  contra  los  poderosos. 

No  se  encuentra  en  las  mismas  condiciones  el  juez 
amovible,  que  espera  su  reelección  del  Gobernador, 
cuyos  actos  debe  juzgar,  y  de  la  Legislatura,  cuyas 
leyes  puede  declarar  inconstitucionales,  —  que  el  juez 
que  la  espera  del  voto  directo  del  pueblo,  cuyos 
actos  colectivos  jamás  caen  bajo  su  jurisdicción. 

Más  que  en  las  monarquías,  la  inamovilidad  de 
los  jueces  es  garantía  de  independecia  de  la  justicia 
en  las  repúblicas  representativas;  porque  es  en  las 
constituciones  de  estos  países,  donde  se  ha  creado 
un  tribunal  cuyos  fallos  pueden  anular  la  eficacia  de 
los  actos  de  los  demás  poderes. 

Desarmada,  y  sin  más  apoyo  para  su  derecho  que 
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la  fuerza  de  sus  decisiones,  «cuando  procede  dentro 
de  la  órbita  de  sus  facultades»,  como  dice  un  fallo 
de  la  Corte  de  los  Estados  Unidos,  el  más  alto  tri- 
bunal de  la  Provincia  no  puede  crearse  sino  sobre 
las  bases  de  la  más  absoluta  independencia  para  sus 
decisiones. 

De  ahí  resulta  que,  en  los  mismos  Estados  Uni- 
dos, donde  los  jueces  inferiores  son  amovibles  cada 
tres  años  y  los  de  las  Cámaras  de  Apelaciones  cada 
seis  ú  ocho  años,  los  de  la  Suprema  Corte  ejercen 
su  mandato  por  la  vida  ó  « mientras  dure  su  buena 
conducta»,  que  es  la  más  correcta  forma  de  la  ina- 
movilidad  judicial 

Sin  embargo,  tratándose  de  los  magistrados  infe- 
riores á  la  Suprema  Corte,  que  no  tienen  por  misión 
juzgar  definivamente  y  sin  recursos,  de  los  actos  de 
los  poderes  políticos  del  Estado,  no  hay  el  peligro 
directo  que  existe  para  con  los  miembros  de  aquel 
tribunal,  y  se  sostendrá  entonces  que,  para  éstos,  la 
amovilidad  es  conveniente. 

Los  más  decididos  partidarios  de  la  amovilidad,  en 
la  Convención  de  1870,  argumentaban  ad  hominem, 
refiriéndose  á  los  jueces  octogenarios  que  ocupaban 
entonces  la  magistratura,  sosteniendo  que  era  menes- 
ter llevar  á  la  justicia,  con  los  hombres  jóvenes,  las 
ideas  nuevas  ( i ). 


(i)  Véase  L.  V.  Várela:  Debates  de  la  Convenciórij  etc.,  tomo  II,  páginas  91  i  y 
siguientes. 
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Se  agregaba  que  los  jueces  inamovibles,  eran  la 
negación  de  todo  progreso  institucional,  porque  se- 
guros aquellos  de  su  permanencia  en  el  puesto,  no 
se  preocupaban  de  seguir,  en  los  libros,  los  adelan- 
tos de  la  ciencia,  y  no  estudiaban  los  autos  para 
fallar,  en  la  seguridad  de  que  sus  sueldos  no  corrían 
peligro  por  su  negligencia,  desde  que  sólo  podían 
ser  removidos  por  el  juicio  político,  y  las  dificulta- 
des de  éste  lo  hacían  casi  imposible. 

Me  parece  que  hay  mucho  de  exageración  en  esas 
apreciaciones  que,  por  otra  parte,  ofrecen  argumentos 
contraproducentes. 

Si  los  malos  jueces  inamovibles  son  negligentes 
y  dejan  de  estudiar,  porque  tienen  segura  la  |>erma- 
nencia  en  sus  puestos,  los  jueces  amovibles,  buenos 
ó  malos,  no  se  empeñarán  mucho  en  atender  su 
despacho,  si  saben  que  su  judicatura  está  sujeta  á 
humillaciones  para  con  el  gobernador,  que  debe 
proponer  su  reelección  ó  su  reemplazante,  ó  á  ser 
abandonada  por  él,  si  tiene  motivos  para  saber  que 
no  será  reelecto. 

¿Qué  estímulo  para  atender  con  asiduidad  su  juz- 
gado puede  tener  un  juez  elegido  por  tres  años,— 
como  se  proponía  en  la  Convención  de  1870, — si  á 
los  seis  meses  ó  un  año  de  ocupar  el  puesto,  sabe 
que  éste  ha  sido  ofrecido  por  el  Gobernador  á  al- 
gún amigo  político  para  algún  pariente? 


i 
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Porque  también  ese  peligro  ofrece  la  amovilidad: 
los  puestos  de  la  administración  de  justicia  pueden 
servir  al  trueque  de  combinaciones  políticas  sobre  la 
base  del  toma  et  daca, — do  ut  des. 

Sin  embargo,  no  puede  negarse  que  hay  peligro 
en  la  inamovilidad  absoluta,  tratándose  de  los  jueces 
subalternos,  sobre  todo,  cuando  son  la  base  de  todos 
los  procedimientos  y  la  garantía  inicial  que  la  justi- 
cia ofrece  al  pueblo. 

Es,  pues,  menester  buscar  un  medio  de  conciliar 
los  dos  extremos  en  que  se  coloca  la  cuestión:  — la 
inamovilidad,  desde  el  momento  del  nombramiento, 
y  la  amovilidad  periódica,  sin  garantía  alguna  de 
reelección,  caso  de  buena  conducta  y  de  competen- 
cia acreditadas. 

El  plan  que  yo  he  combinado,  me  parece  que 
concilla  esos  extremos.  Es  lo  que  yo  llamo  una  amo- 
vilidad- inamovible. 

Yo  propongo  la  fijación  de  un  término  para  el 
mandato  de  los  jueces;  pero  establezco  que,  á  la 
expiración  de  ese  término,  no  será  facultativo  en  el 
Poder  Ejecutivo  el  proponer  la  reelección  de  esos 
mismos  jueces,  sino  que  será  imperativo  el  deber  de 
hacerlo,  para  que  las  Cámaras  legislativas  presten  ó 
no  el  acuerdo,  según  la  opinión  que  se  haya  for- 
mado en  el  pueblo,  allí  representado,  sobre  la  com- 
petencia y  la  conducta  de  aquellos  magistrados  en 
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el  primer  período  de  su  mandato,  y,  en  algunos,  en 
el  segundo. 

En  breves  palabras  explicaré  el  sistema  que  yo  pro- 
pongo. 

El  mayor  ataque  que  se  hace  á  la  inamovilidad 
de  los  jueces,  no  se  refiere  á  los  miembros  de  los 
tribunales  superiores,  sino  á  los  jueces  subalternos. 

«  En  la  primera  instancia,—  se  dice, —  los  jueces 
únicos  hacen  lo  que  mejor  les  parece.  Cuando  no 
quieren  estudiar  un  asunto  se  escudan  con  la  segu- 
ridad de  que  su  fallo  será  apelado;  y,  por  tanto,  no 
vale  la  pena  de  preocuparse  mucho  de  una  sentencia 
que,  seguramente,  no  quedará  firme  antes  de  nuevos 
estudios  hechos  por  la  Cámara  de  Apelaciones,  ó 
por  la  Corte,  en  esos  frecuentes  casos  en  que  se 
admite  una  tercera  instancia.» 

Es  evidente  que  cuando  se  trate  de  magistrados 
que  así  piensan;  de  jueces  que  consideren  la  primera 
instancia  como  una  simple  estación  de  tránsito  para 
llegar  á  la  terminal,  que  es  el  tribunal  de  apelación 
que  debe  resolver  en  definitiva;  —  es  evidente,  decía, 
que,  cuando  se  trate  de  funcionarios  de  esta  clase, 
la  inamovilidad  es  un  grave  inconveniente. 

Pero,  como  lo  he  dicho,  puede  arbitrarse  un  medio 
por  el  cual  los  jueces  tengan  la  seguridad  de  no  ser 
suplantados  por  el  favoritismo  de  un  gobernante,  des- 
pués de  un  término  más  ó  menos  largo;  y  en  que 
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ei  pueblo  y  los  poderes  públicos  tengan,  á  su  vez, 
seguridad  de  que  esos  jueces  estudiarán  y  se  em- 
peñarán, con  su  conducta,  en  demostrarse  aptos  y 
dignos  para  esos  cargos,  ó  serán  removidos. 

En  la  combinación  que  presento  para  organizar 
al  Poder  Judicial,  hago  inamovibles  á  los  ministros 
de  la  Suprema  Corte;  y,  esa  inamovilidad,  desde  el 
día  de  su  nombramiento,  se  explica,  no  sólo  por  las 
mayores  garantías  de  acierto  que  se  buscan  en  el 
nombramiento, — hecho  por  el  Gobernador  con  acuer- 
do de  las  dos  Cámaras  reunidas  en  Asamblea, — sino 
también  por  las  condiciones  personales,  por  los  re- 
quisitos que  debe  reunir  el  candidato  á  aquellos  pues- 
tos, y,  sobre  todo,  por  la  naturaleza  de  las  funciones 
que  desempeña  la  Corte  Suprema,  como  juez  de  la 
constitucionalidad  de  las  leyes  y  decretos. 

En  cuanto  á  los  miembros  de  las  Cámaras  de 
Apelación  y  los  jueces  letrados  de  primera  instancia, 
propongo  un  sistema  nuevo,  que  ofrece  las  ventajas 
de  una  amovilidad  y  una  inamovilidad  relativas;  algo 
semejante  al  ejercicio  del  mandato  « mientras  dure  la 
buena  conducta*;  pero  en  que  puede  ser  removido 
el  mal  funcionario,  el  juez  ignorante  ó  negligente  y 
hasta  el  inutilizado,  sin  que  sean  menester  los  jui- 
cios políticos,  que  hoy  se  establecen  como  único 
modo  de  remoción. 

Este  nuevo  sistema  consiste  en  hacer  que  el  nom- 
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bramiento  de  los  jueces  de  primera  Instancia  se  haga 
por  un  número  limitado  de  años,  y  el  de  los  miem- 
bros de  las  Cámaras  de  Apelación  por  el  doble  de 
ese  tiempo. 

Al  expirar  estos  términos,  el  Poder  Ejecutivo  so- 
mete á  un  nuevo  acuerdo  de  la  Cámara  respectiva  á 
los  camaristas  ó  jueces  que  están  desempeñando  ac- 
tualmente esas  funciones. 

Esta  operación  se  repite  durante  dos  períodos  su- 
cesivos en  cuanto  á  los  jueces  de  primera  instancia; 
una  sola  vez  en  cuanto  á  los  camaristas. 

Si  el  nombramiento  es  ratificado  por  los  nuevos 
acuerdos,  los  aceptados  quedan  ya  como  magistra- 
dos inamovibles.  Si  son  rechazados,  son  reemplaza- 
dos inmediatamente,  con  derecho  á  una  jubilación 
en  relación  á  sus  años  de  servicio. 

Al  ocuparme,  más  adelante  de  la  organización  del 
Poder  Judicial,  con  ocasión  del  nombramiento  y  du- 
ración del  cargo  de  sus  miembros,  tendré  oportuni- 
dad de  dar  mayores  explicaciones  de  esta  sencilla 
combinación,  que  concilia  las  opiniones  de  los  parti- 
darios de  la  amovilidad  y  de  los  de  la  inamovilidad. 
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III 

* 

Descentralización  de  los  Tribunales 

El  artículo  156  de  la  Constitución  actual,  que,  en 
mi  Plan  de  Reformas  es  suprimido,  reemplazándolo 
por  otros,  establece  que: 

Artículo  156.  El  Poder  Judicial  será  desempe- 
ñado por  una  Suprema  Corte  de  Justicia,  Cá- 
maras de  Apelación,  y  demás  tribunales,  jueces 
y  jurados  que  esta  Constitución  establece  y  au- 
toriza, consultando  la  descentraüzadón  posible  en 
su  jurisdicción  territorial  y  en  la  de  su  compe- 
tencia por  la  materia  ó  naturaleza  de  las  causas 
que  dan  origen  al  procedimiento. 

He  subrayado  las  frases  que  se  refieren  á  la  des- 
centralización del  Poder  Judicial,  que  son,  precisa- 
mente, las  que  han  motivado  mi  resolución  de  acon- 
sejar que  sea  suprimido  ese  artículo. 

Cuando  la  Convención  de  1870  sancionó  esta  dis- 
posición (que,  en  la  Constitución  de  1873,  lleva  el 
número  155),  los  constituyentes  nos  encontrábamos 
sometidos  á  la  doble  influencia  de  las  instituciones 
norteamericanas  y  de  los  libros  que  teorizaban  sobre 
derecho  constitucional. 

Legislábamos  bajo  la  presión  de  factores  extraños 
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á  nuestra  vida  práctica  y  al  medio  ambiente  en  que 
debían  aplicarse  las  leyes  fundamentales  que  sancio- 
nábamos, después  de  los  debates  más  eruditos  que 
jamás  se  hayan  producido  en   nuestros  parlamentos. 

Fué  bajo  de  esa  extraña  sujestión  que  se  desarro- 
llaron las  ideas  de  descentralización  que  dominan  en 
todo  aquel  admirable  instrumento  teórico. 

Al  copiar  instituciones  extranjeras  y  empeñarnos 
en  aplicarlas  á  nuestro  país,  en  materia  de  descen- 
tralización judiciaria,  olvidamos  por  completo  la  dife- 
rencia radical  que  existe  entre  la  extensión  territorial 
y  la  población  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  y 
los  mismos  factores  en  los  países  que  copiábamos. 

Es  muy  fácil  descentralizar  la  justicia,  dividiéndola 
en  multitud  de  tribunales  que  la  administren,  cuando 
se  trata  de  poblaciones  aglomeradas  que  ocupan  unos 
cuantos  kilómetros  cuadrados  de  territorio;  pero  esto 
es  imposible  cuando  se  trata  de  zonas  tan  extensas 
como  la  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  donde  la 
población  está  diseminada  en  proporciones  que  no 
se  presenta  en  ningún  otro  país  de  la  tierra. 

En  Europa,  basta  arrojar  una  mirada  sobre  sus 
mapas  para  darnos  cuenta  de  que,  dentro  del  tem- 
torio  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  caben  varias 
de  las  naciones  más  populosas  del  continente,  é  ínte- 
gramente la  Inglaterra  y  el  País  de  Gales,  la  Escocia 
y  la  Irlanda. 
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Se  explica  que,  en  cualquiera  de  esos  países,  que 
alcanzan  á  tener  centenares  de  habitantes  por  kiló.% 
metro  cuadrado,  puedan  ponerse,  y  deban  ponerse 
muchos  tribunales  que  atiendan  la  administración  ju- 
dicial; pero,  entre  nosotros,  es  imposible  la  imitación. 

En  Alemania,  por  ejemplo,  la  Prusia,  que  es  el 
más  grande  y  más  poblado  de  los  estados  germani- 
ces, no  tiene  más  que  348.658  kilómetros  cuadra- 
dos de  extensión,  con  una  población  que  alcanzaba, 
el  P  de  Diciembre  de  1905,  á  37.293.324  habitantes, 
lo  que  da  una  proporción  de  ciento  siete  habitantes 
por  kilómetro  cuadrado. 

Y  si  de  los  grandes  Estados  descendemos  á  los 
pequeños,  nos  encontraremos  con  que  Bremen,  con 
una  extensión  territorial  de  256  kilómetros  cuadrados, 
tiene  una  población  de  263.440  habitantes,  lo  que  da 
una  proporción  de  1029  habitantes  por  kilómetro;  y 
Hamburgo,  que  no  tiene  más  que  415  kilómetros  de 
territorio,  tiene  una  población  de  874.878  habitantes, 
equivalente  á  2108  habitantes  por  kilómetro. 

Y  lo  que  sucede  en  Alemania  se  repite  en  toda 
la  Europa;  se  repite  en  Austria,  donde  con  un  terri- 
torio de  300.193  kilómetros  cuadrados,  se  agita  una 
población  de  26.150.708  habitantes,  siendo  de  notar- 
se, al  respecto,  Trieste,  cuyo  territorio  de  95  kilóme- 
tros, contiene  178.599  habitantes,  dando  una  propor- 
ción de  1879  habitantes  por  kilómetro. 
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La  Gran  Bretaña,  que  se  cita  tanto  cuando  se  ha- 
bla de  la  descentralización  judiciaría,  tiene  fundados 
motivos  para  establecerla,  puesto  que  en  314.339 
kilómetros  cuadrados  que  mide  el  Reino  Unido,  se 
agitan  44.177.016  habitantes. 

En  cuanto  á  la  Francia,  cuya  extensión  territorial 
está  en  relación  con  la  de  la  Provincia  de  Buenos 
Aires,  puesto  que  sólo  mide  536.464  kilómetros  cua- 
drados, tiene  una  población  de  38.961.945  habitantes, 
lo  que  da  setenta  y  cuatro  por  cada  kilómetro. 

Lo  mismo  acontece  en  Italia,  cuyo  suelo  mide 
286.682  kilómetros,  para  hospedar  á  33.738.198  ha- 
bitantes que  producen  un  promedio  de  ciento  dieci- 
ocho habitantes  por  kilómetro. 

La  España,  que  no  puede  citarse  como  uno  de  los 
países  pequeños  de  la  Europa,  pues  mide  504.569 
kilómetros,  sólo  tiene  18.617.056  habitantes,  con  una 
proporción  de  treinta  y  siete  habitantes  por  kilóme- 
tro, lo  que  explica  que,  en  esa  nación,  no  haya  po- 
dido hacerse  la  descentralización  judiciaria  en  las 
proporciones  en  que  se  ha  hecho  en  otros  países. 

Y  para  terminar  con  las  naciones  del  viejo  conti- 
nente, citaré  á  la  Suiza,  la  república  feliz,  imposible 
de  ser  imitada,  porque  en  ella  no  existe  ni  siquiera 
la  unidad  de  idioma,  de  religión  y  de  instituciones, 
puesto  que  hay  cantones  franceses,  italianos  y  alema- 
nes, que  profesan  el  catolicismo  ó  el  protestantismo, 
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y  que  tienen  cada  uno  su  constitución  y  sus  códigos 
propios,  inspirados  cada  uno  por  las  tradiciones  pro- 
pias de  la  comarca,  sin  más  vínculo  entre  sí  que 
ese  lazo  federal  que  une,  pero  que  no  oprime;  para 
terminar,  decía,  citaré  esa  Suiza  amada  de  los  poetas 
y  de  los  touristas,  y  ella  me  servirá  mejor  que  nin- 
gún otro  ejemplo  para  demostrar  dónde  es  posible 
y  dónde  no  es  práctica  la  descentralización  del  Po- 
der Judicial. 

La  Suiza  tiene  sólo  41.336  kilómetros  cuadrados 
de  extensión,  con  una  población  de  3.315.443  habi- 
tantes, lo  que  produce  una  proporción  de  ochenta 
habitantes  por  kilómetro;  hay  en  esa  República  can- 
tones, como  el  de  Ginebra,  que  con  una  extensión 
territorial  de  279  kilómetros  cuadrados,  tiene  una 
población  de  132.609  habitantes,  lo  que  ofrece  un 
resultado  de  cuatrocientos  setenta  y  un  habitantes 
por  kilómetro. 

En  estos  países,  la  descentralización  es  defendida 
por  sus  publicistas  como  una  necesidad,  y  esa  exi- 
gencia se  explica  fácilmente. 

En  cualquier  punto  de  esos  pequeños  territorios, 
inmensamente  poblados,  hay  trabajo  para  jueces  y 
Cámaras  de  Apelación,  porque  las  agitaciones  de  la 
vida  multiplican  los  juicios  á  medida  que  es  mayor 
el  número  de  los  habitantes  de  cada  distrito  judicial. 

Los  publicistas  que  estudian  las  instituciones  de 
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esos  países, —  prácticos  ante  todo, — se  ocupan  de  las 
necesidades  actuales  y  peculiares  de  cada  uno  de 
ellos,  sin  buscar  el  ejemplo  ageno  ni  enseñar  la  imi- 
tación del  vecino  ó  del  extraño,  cuyas  condiciones 
sociales,  de  población  y  de  idiosincrasia  nacional,  no 
son  iguales. 

Entre  nosotros  no  sucedió  eso,  cuando  discutíamos 
y  sancionábamos  la  Constitución  de  1873,  en  la  que 
se  incluyó  esta  declaración,  más  que  prescripción^  que 
contiene  el  artículo  156.  Nos  sedujeron  los  resultados 
espléndidos  de  la  descentralización  judiciaría  de  que 
nos  hablaban  los  libros  ingleses,  franceses,  italianos, 
alemanes,  etc,  etc.;  y,  sin  preocuparnos  de  buscar  las 
causas  de  aquellos  resultados,  decretamos  la  descen- 
tralización judicial,  escudada  en  lo  ^posibie»,  palabra 
incluida  en  el  artículo,  para  no  hacerlo  obligatorio. 

Como  en  la  Convención  de  1870  (y  en  este 
mismo  libro),  se  han  tomado  las  disposiciones  de  las 
constituciones  parciales  de  los  Estados  de  la  Unión 
Americana,  como  modelo  ó  como  ejemplo  de  nues- 
tras propias  instituciones,  voy  á  demostrar  que  las 
observaciones  que  acabo  de  hacer  á  la  descentrali- 
zación del  Poder  Judicial  en  Europa,  son  también 
aplicables  á  los  Estados  Unidos  de  América 

El  siguiente  cuadro  servirá  para  indicar  la  rela- 
ción en  que  se  halla,  en  cada  uno  de  los  actuales 
Estados  de  Norte  América,  su  población  total,  con 
respecto  á  su  respectiva  extensión  territorial. 
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ESTADOS 


Aiabama 

Arkansas 

California    

Carolina  del  Norte 
Carolina  del  Sud   . 

Colorado 

Connecticut 

Dakota  del  Norte   . 
Dakota  del  Sud .  . . 

Dclawsre 

Florida 


Georgia 

Idaho      

Illinois 

Indiana 

lowa 

Kansas 

Kentucky 

Louisiana 

Maine 

Maryland 

Massachusctts 

Michigan 

Minnesota    

Mississippi  

Missouri    

Montana 

Nebraska 

Mevada 

New  llampshire   . 

New  Jersey 

New  York  

Ohio  

Okiahma 

Oregon ... 

Pennsylvania 

Rbode  Island..... 

Tenncssee    , 

Texas 

Utah     

Vennont 

Viiiginia    

Virginia  del  Oeste 

Washington    

^Visconsin   

VVyoniing    


Kilómetros 
cuadrados 


i34  043 

137  855 

409  807 

i36  420 

80  41  I 

269  269 

14  534 

i83  569 

200  924 

6  164 

I  52  762 

i53  933 

217  106 

146  795 

94  16  I 

175  733 

212  983 

104  456 

128  526 

85  568 

3i  848 

22  i33 

i5 i 923 

217  088 

121  5  I  5 

179  o58 

38o  872 

200  797 

286  677 

24  285 

21  164 

I  3o  994 

106  240 

181 583 

35o  800 

I  16  641 

3  23o 

108  921 
688  940 
219  955 

24767 

109  63o 
63463 

182  779 
144  845 
253  494 


Población 


I  828  697 
I  3  I  I  564 
I  485  o53 
I  893  810 

1  340  3i6 
539  700 
908  420 
3  19  146 
401 570 
184  735 
528  542 

2  2 16  33  I 
161  772 

4  821  55o 
2  5  16  462 
2  23i  853 

I  470495 

2 147  174 

I  38i  625 

694  466 

1  188  044 

2  8o5  346 

2  420  982 
I  75  I  394 
I  55  I  270 

3  I06665 
243  329 

I  066  3oo 

42  335 

41  I  588 

1  883  669 
7  268  894 

4  i57  545 

790  391 

4i3  536 

6  3o2  I  I  5 

428  556 

2  020  6  I  6 

3  048  7  10 
276749 
343  641 

1  854  184 
5i8  io3 
958  800 

2  069  042 

92  53  I 


Población 
por  km .  n 

14 

9 

4 
14 

«7 

2 

62 

»,7 

2 

3o 
3 

14 
0,8 
33 
27 
i5 

7 
20 

I  I 

8 

37 

I  27 

16 

8 

i3 

17 
0,6 
5 

0,1 
17 
89 
55 

39 
4 
1.7 

54 
i33 

18 

4 
1.3 

14 

17 
3 

i5 

14 
0.3 


7  I  4  REFORMA   DE   LA   COMSTITUCIÓN 

En  todos  estos  Estados  también  se  ha  buscado 
que  la  administración  de  justicia  se  haga  por  medio 
de  jueces  que  se  encuentren  lo  más  cerca  posible 
de  los  habitantes  del  país  que  han  de  necesitarles. 

Con  ese  objeto,  las  Constituciones  han  empleado 
distintos  sistemas. 

Unas  han  formado  los  distritos  judiciales  en  el 
mismo  cuerpo  de  la  Constitución  (i);  otras  lo  han 
dejado  á  la  ley,  pero  han  prohibido  que,  en  ningún 
caso,  se  disminuya  el  número  ni  la  colocación  de 
los  jueces  ya  creados;  otras,  en  fin,  han  determinado 
que,  después  de  cada  censo  decenal,  se  establezcan 
nuevas  subdivisiones  territoriales,  á  fin  de  formar  dis- 
tritos judiciales  de  poblaciones  relativamente  iguales. 

Sobre  esta  base,  las  Legislaturas  están  autorizadas 
para  dictar  las  leyes  orgánicas  de  los  tribunales,  lle- 
gando algunas  Constituciones  (2)  hasta  determinar  el 
número  de  juzgados  ó  Cortes  inferiores  que  han  de 


(1)  Florida,  art.  XVI,  scc.  3;  Kansas,  III,  i8;  Minossota;  Schcd,  39;  Michi- 
gan, Sch.  14;  Nevada,  VI,  5;  Carolina  del  Norte,  IV,  i3;  Oregon,  Schcd,  11; 
Virginia,  VI,  9;   West  Virginia,  VI,   2;  Wisconsin,  VII,  5,    11. 

(2)  Véanse  las  Constiiucioncs  de:  Atasca,  que  forma  distritos  de  tres  á  ocho  con- 
dados, VI,  4,  6  y  12;  Arkansas  VII,   i  y  5;  California   VI,    9   y  12;   Connelicul 

V,  Delawarc  VI;  Florida  VI  y  7;  Georgia  V  y  4;  Illinois  VI,  4  á  33;  Indiana 
VII,  3  8  y  9;  lowa  V  y  5;  Kansas  III,  5,  14  y  18;  Kcntucki  IV,  19  J  ^7'" 
Louisiana  83;  Maine  VI  y  i;  Maryland  IV,  19,  20  y  21;  Massachusctts  PII.  C, 
3;  Michigan  SCIf,  VI,  29;  Minnesota  VI,  4;  Sch.  4;  Mississippt  VI,  i3  y  i3; 
Missouri  VI,  5.  ¡3,  14;  Ncbraska  Sud  3;  Nevada  VI,  3,  5,  7;  New  Jersey  VI,  5, 
2;  New  York  VI,  6;  North  Carolina  IV,  12,  i3;  Ohio  IV,  3,  5,  XI,  12;  Oregon, 
Vil,  2,  8;  Sch  11;  Pennsylvania  V,  3;    South  Carolina  II,  3,  4,   16;  Tennessee. 

VI,  1;  Texas  V,  6;  Virginia  VI,  9,  10,  12;  West  Virginia  VI,   2,  3,  5;  Wisconsin 

VII,  5,   II. 
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formar  el  distrito  jurisdiccional  de  cada  Cámara  de 
Apelación. 

Es  indudable  que  la  extensión  territorial  de  los 
Estados  Unidos  es  inmensa,  y  compite  con  ventaja 
con  la  de  la  República  Argentina;  pero,  en  lo  que 
se  refiere  á  la  extensión  territorial  de  cada  Estado 
parcialmente,  ninguno  hay  que  tenga  la  de  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires. 

Basta  examinar  en  detalle  el  cuadro  precedente, 
para  darse  cuenta  de  que  hay  partidos  en  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  que  tienen  la  extensión  terri- 
torial de  algunos  de  los  Estados  de  la  Unión  Ame- 
ricana, y  en  los  que,  la  población,  es  mayor  que  la 
de  toda  la  Provincia. 

De  ahí  resulta  que,  siendo  algunos  de  los  partidos 
en  que  está  dividida  la  Provincia,  tan  extensos  como 
los  Estados  parciales  de  la  Unión  Americana,—  sería 
menester  que  cada  uno  de  aquéllos  tuviese  la  pobla- 
ción de  cada  uno  de  éstos,  para  que  pudiese  aplicár- 
seles la  misma  descentralización  judicial  que  tienen, 
en  los  Estados  Unidos,  establecidas  las  constitucio- 
nes ó  leyes  locales. 

Un  ejemplo  aclarará  la  exposición. 

El  Estado  de  Rohde  Island  tiene  3220  kilómetros 
de  extensión  y  428.556  habitantes.  Según  la  Consti- 
tución de  ese  Estado,  su  Poder  Judicial  debe  ser 
ejercido  por  una  Corte  Suprema,  y  los  demás  jueces 
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y  tribunales  que  designe  la  ley.  Ese  Estado  ha  sido 
dividido,  por  las  leyes,  en  distritos  judiciales  para 
Jueces  de  primera  Instancia,  y  luego  ha  formado 
distritos  judiciales  para  las  Cámaras  de  Apelación, 
creando  tantas  de  éstas  cuantas  veces  hay  cinco 
Jueces  de  primera  Instancia. 

Estos  distritos  son  servidos,  unos  por  Cámaras 
permanentes  y  otros  por  Cámaras  viajeras.  La  po- 
blación  es  la  base  de  la  división  territorial. 

Relacionando  estos  antecedentes  con  lo  que  pasa 
en  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  resulta  que  el  solo 
partido  de  Patagones,  tiene  una  extensión  territorial 
de  1.388.800  hectáreas,  que  representan  13.888  kiló- 
metros cuadrados,  es  decir  cuatro  veces  la  extensión 
total  del  Estado  de  Rhode  Island.  La  población  de 
Patagones  (partido),  según  el  Censo  Nacional  de  1895, 
era,  en  esa  época  de  4641  habitantes,  divididos  en 
2096  habitantes  de  población  urbana  y  2545  de 
población  rural.  Estas  cifras  de  población  represen- 
tan casi  exactamente  la  décima  parte  de  la  población 
de  Rohde  Island. 

Aplicando  ahora  las  cifras  precedentes  á  la  descen- 
tralización judiciaria,  resultaría  que,  mientras  en  el 
Estado  norteamericano  de  que  me  ocupo,  se  podría 
perfectamente  hacer  una  división  territorial  de  veiiút 
distritos  de  jueces  de  primera  instancia^  cada  uno  de 
una  extensión  territorial  de  161  kilómetros  de  exten- 
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sión  (3220  k^  v  20  =  161  k^),  con  una  población  cada 
uno  de  21.427  habitantes  (428.550  ^  20  =  21.427  ha- 
bitantes),—  si  nosotros  hiciéramos  lo  mismo  con  el 
partido  de  Patagones,  resultaría  que  cada  uno  de 
los  veinte  distritos  de  jueces  de  primera  instancia, 
tendría  una  extensión  de  694  kilómetros  cuadrados 
(13.888  k'  ^  20  =  694  k-)—  CUATRO  VECES  MAYOR 

QUE  EL  DE  Rhode  Island,  —  con  una  población, 
cada  distrito,  de  232  habitantes  (4.621  v  20  =  232 
habitantes),  es  decir,  cien  veces  MENOR  que  la  de 
Rhode  Island. 

Ante  este  resultado  práctico  de  la  aplicación  del 
sistema  de  descentralización  del  mundo  entero,  en  un 
país  de  tan  vasta  extensión  territorial  y  tan  pequeña 
población,  me  parece  que  no  es  posible  pretender 
que  sigamos  ciegamente  lo  que  los  libros  enseñan 
para  otros  países  que  no  se  encuentran  en  las  con- 
diciones en  que  la  Provincia  de  Buenos  Aires  se 
halla,  con  respecto  á  la  relación  entre  el  número  de 
sus  habitantes  y  sus  inmensas  sabanas  desiertas. 

Si  á  las  observaciones  hechas,  en  globo,  en  el 
ejemplo  precedente,  se  agrega  que  la  mitad  del  dila- 
tado partido  de  Patagones,  es  población  urbana,  es 
decir,  la  que  está  aglomerada  en  la  ciudad  cabeza 
del  partido, —  entonces  tendremos  un  resultado  aún 
más  desastroso,  puesto  que  habría  que  ir  á  llevar  la 
justicia   descentralizada,   al   hogar  lejanísimo  de  los 
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2545  habitantes  diseminados  en  los  13.888  kilóme- 
tros cuadrados  de  territorio  rural  de  aquel  partido. 

He  hecho  esta  larga  exposición  para  demostrar  que 
no  es  posible  la  descentralización  judiciaria,  en  la 
forma  que  la  persiguen  y  pretenden  los  que  encuen- 
tran injusto  que  los  habitantes  de  los  lejanos  con- 
fines de  la  Provincia,  tengan  que  ocurrir  á  las  sedes 
de  las  actuales  autoridades  judiciales  en  los  cuatro 
departamentos  en  que  la  Provincia  está  dividida. 

Sin  embargo,  lo  expuesto  no  importa  tampoco  es- 
tablecer que  yo  pienso  que  deben  mantenerse  las 
cosas  como  hoy  se  hallan.  No;  todo  lo  contrario:— 
pienso  que  debe  hacerse  una  reforma  importante  y 
radical  en  la  organización  actual  de  las  autoridades 
que  constituyen  el  Poder  Judicial. 

Las  cifras  de  habitantes  de  Patagones  de  que  me 
he  servido,  son  las  que  ofrece  el  censo  de  1895. 
Desde  entonces  la  Provincia  de  Buenos  Aires  ha  au- 
mentado su  población  en  proporciones  insólitas,  al 
extremo  de  que  casi  puede  considerarse  doblada  en 
los  doce  años  transcurridos. 

Además,  si  en  aquel  censo  pudo  figurar  un  solo 
pueblo  6  centro  urbano  en  cada  partido  (O,  —  hoy 
hay  muchas  aldeas  y  villorrios  relativamente  impor- 
tantes, núcleos  de  poblaciones  urbanas  que  irán  cre- 


(i)  V¿ase  Censo  Nacional  Argentino  de  1895,  tomo  II,  capitulo  III,  página  Sy. 
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ciendo,  y  que  pueden  bien  servir  de  base  á  un  sis- 
tema de  descentralización  judicial  progresiva,  que  la 
ley  irá  desarrollando,  conjuntamente  con  el  creci- 
miento de  nuestro  número  de  habitantes  y  el  au- 
mento de  nuestros  centros  urbanos. 

En  el  Plan  de  Reformas  que  yo  proyecto,  como 
se  verá  más  adelante,  he  procurado  asegurar  la  des- 
centralización posible,  de  que  habla  el  artículo  156 
de  la  Constitución;  pero  haciendo  una  Constitución 
flexible,  como  aconseja  Bryce,  á  fin  de  no  dificultar 
las  mutaciones  y  cambios  que,  en  el  Poder  Judicial, 
aconseje  la  experiencia. 

Al  efecto,  abandono  el  sistema  de  algunas  consti- 
tuciones norteamericanas,  que  llevan  su  minuciosidad 
hasta  fijar,  en  la  misma  Constitución,  los  distritos  y 
la  composición  de  ellos,  y  establezco  sólo  las  reglas 
sobre  las  en  que  deben  basarse  las  leyes  judiciarias; 
empleando  el  plural — las  leyes — porque  creo  que 
éstas  no  deben  permanecer  inmovibles,  estacionarias, 
cuando  las  necesidades  del  progreso  y  de  las  cos- 
tumbres les  exijan  cambios. 

Como  en  la  Provincia  hay  ya  un  numero  suficiente 
de  centros  urbanos  bastante  importantes,  como  para 
que  en  ellos  puedan  establecerse  Juzgados  de  primera 
instancia,— sin  fijar  su  número,  yo  propongo  que  se 
faculte  á  la  Legislatura  para  que  se  creen  los  jueces 
de  primera  instancia  que  fuesen   necesarios,  siempre 
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que  puedan  formarse  distritos  judiciales  de  una  po- 
blación mínima  determinada,  reuniendo  las  poblacio- 
nes rurales  circunvecinas  á  algún  centro  urbano. 

Estos  jueces  de  primera  instancia  ejercerán  la  justi- 
cia de  apelación  de  los  jueces  de  paz,  cuyo  número 
también  propongo  que  se  aumente,  debiendo  haber 
uno  en  cada  pueblo,  aldea  ó  villa  que  cuente  con  un 
número  señalado  de  habitantes;  pero,  en  cambio,  li- 
mito las  facultades  actuales  de  esa  justicia  de  menor 
cuantía. 

Este  sistema  de  organización  judiciaria, — que  puede 
tener  inconvenientes  que  no  apercibo,  sirio  fuera  el 
de  la  falta  actual  de  foro, — puede  servir  para  fo- 
mentar el  desarrollo  intelectual  y  moral  en  la  Pro- 
vincia. 

Si  es  cierto  que  no  hay  foro  en  San  Fernando, 
en  Chascomús,  en  Zarate,  en  San  Isidro,  en  Veinti- 
cinco de  Mayo,  en  Pueyrredón,  en  Campana,  en  Sal- 
to, en  Chivilcoy,  en  Azul,  en  Pergamino,  en  Barra- 
cas al  Sud,  —  centros  urbanos  todos  ellos  con  más 
de  cinco  mil  habitantes  y  algunos  casi  con  diez  mil, 
—  también  lo  es  que  hoy  existen  en  la  capital  de  la 
República  y  en  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  cientos 
de  abogados  que  no  pueden  ejercer  su  profesión 
porque,  en  los  actuales  foros,  están  ya  formadas  los 
estudios  que  se  dividen  la  clientela,  por  el  prestigio 
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de  sus  letrados  directores,  establecidos  desde  hace 
largos  años. 

Pero  mañana,  si  se  creasen  nuevos  juzgados  de 
primera  instancia,  y  se  completase  la  organización 
con  las  Cámaras  viajeras  ó  permanentes  de  Apela- 
ción, que  proporcionarían  trabajo  á  los  abogados,  es 
seguro  que,  muy  luego  de  establecidos  los  nuevos 
tribunales,  se  organizarían  foros,  más  ó  menos  nu- 
merosos, según  fuese  la  importancia  de  los  distritos 
judiciarios. 

He  hablado  de  Cámaras  de  Apelación  viajeras  ó 
permanentes*,  y,  aun  cuando  al  estudiar  el  artículo 
respectivo  del  capítulo  referente  á  la  Organización 
del  Poder  Judicial,  deberé  tratar  especialmente  este 
punto,  anticiparé  aquí  el  alcance  de  aquella  frase. 

En  la  situación  actual  de  la  Provincia  de  Buenos 
Aires,  en  lo  qué  se  refiere  á  su  población  y  á  su 
territorio  despoblado,  —  las  Cámaras  de  Apelación 
existentes  deben  permanecer  donde  se  encuentran, 
no  sólo  por  la  tradición  judicial  que  representan, 
sino  también  porque  los  habitantes  de  los  Departa- 
mentos judiciales  en  que  ellas  se  hallan  situadas,  ya 
están  habituados  á  ocurrir  á  esas  sedes. 

Por  otra  parte,  las  vías  de  comunicación  han  sido 
consultadas  para  el  fácil  acceso  á  esas  capitales  de 
Departamento  judicial,  sin  que  ofrezca  ningún  incon- 
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veniente  el  hecho  de  que,  dentro  de  ellas  mismas,  se 
establezcan  nuevos  Juzgados  de  primera  instancia, 
subordinados  á  la  jurisdicción  de  esas  mismas  Q- 
maras  permanentes  existentes. 

Esas  Cámaras  permanentes  serían  algo  semejante 
á  las  actuales  Cámaras  Federales,  que  ejercen  la  juris- 
dicción de  apelación  de  los  Juzgados  de  Sección  de 
todas  las  Provincias  que  la  ley  ha  colocado  dentro 
del  radio  de  su  mandato. 

En  cuanto  á  las  Cámaras  Viajeras  de  Apelación, 
tan  utilizadas  en  los  Estados  Unidos,  se  emplearían 
para  que  recorrieran  periódicamente,  en  épocas  fijas, 
determinadas  de  antemano  por  la  ley,  los  asientos  de 
los  nuevos  Juzgados  de  primera  Instancia  que  se 
creasen,  ó  de  los  que,  de  aquellos  actuales,  quedasen 
en  los  nuevos  Departamentos  Judiciales  que  se  for- 
masen con  los  distritos  territoriales  del  número  de 
jueces  de  primera  instancia  que  la  ley  establezca 

El  objeto  de  estas  Cámaras  Viajeras,  es  el  mismo 
que  tuvieron  sus  creadores,  los  norteamericanos. 

Como,  tratándose  de  un  territorio  tan  vasto  como 
el  de  la  Provincia,  lo  probable  es  que  los  nuevos 
Juzgados  de  primera  Instancia  que  se  creen,  queden 
á  larga  distancia  los  unos  de  los  otros,  de  manera 
que  habría  inconveniencia  en  situar  en  un  punto  dado 
la  Cámara,  obligando  á  todos  los  litigantes  de  los 
demás  distritos  á  ocurrir  á  aquel   punto,   haciendo 
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gastos  de  transporte  y  permanencia,  que  no  tendrían 
que  hacer  los  dueños  de  pleitos  que  residiesen  en 
el  lugar  de  la  sede  permanente  de  la  Cámara  de 
Apelaciones. 

Como  estos  tribunales  se  compondrán  de  tres  ó 
cinco  miembros  y  un  fiscal,  no  sería  mucho  trabajo 
que  cada  tres  ó  cuatro  meses  se  trasladasen  sus  miem- 
bros en  corporación  al  asiento  de  los  juzgados  de 
primera  instancia  de  su  jurisdicción,  para  permanecer 
en  ellos  el  tiempo  que  la  ley  fijara,  atendiendo,  des- 
pachando y  resolviendo  las  causas  ya  apeladas  en 
primera  instancia,  y  en  que  estarían  hasta  tramitados 
los  procedimientos  de  la  alzada. 

Más  adelante,  deberé  tratar  de  los  detalles  de  esta 
institución,  que  está  autorizada  por  la  Constitución 
vigente,  pero  de  la  que  no  se  han  ocupado  hasta 
ahora  nuestras  leyes. 

Creo  que  lo  expuesto  en  este  capítulo,  basta  para 
dejar  claramente  bosquejadas  mis  ideas  con  respecto 
á  la  descentralización  del  Poder  Judicial.  Los  roma- 
nos tenían  razón:  —  In  medio  ventas.  Ni  la  centrali- 
zación absoluta,  ni  la  descentralización  inconveniente. 

Lo  práctico,  lo  hacedero  y  lo  que  aconsejan  la  pru- 
dencia y  la  observación,  es  dejar  á  la  Legislatura  la 
facultad  y  el  deber  de  proceder  como  lo  aconsejen 
los  progresos  y  las  modalidades  de  las  situaciones 
futuras,  pero  limitando  sus  atribuciones  con  prescrip- 
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dones  imperativas  que  le  señalen  rumbos  fijos  en  su 
manera  de  proceder. 

Ai  estudiar,  en  los  capítulos  siguientes,  todos  los 
detalles  de  la  organización  y  desenvolvimiento  del 
Poder  Judicial,  tendré  oportunidad  para  volver  á  ocu- 
parme de  estos  asuntos. 
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CAPÍTULO  I 

ORGANIZACIÓN   DEL  PODER  JUDICIAL 

En  la  Constitución  vigente,  la  división  de  los  Ca- 
pítulos en  que  está  repartida  la  materia  judiciaria,  no 
me  parece  la  más  conveniente. 

Como  yo  he  organizado  de  una  manera  comple- 
tamente distinta  esa  subdivisión  de  las  distintas  ma- 
terias que  esta  sección  comprende,  me  parece  lo  más 
conveniente  hacer  aquí,  lo  mismo  que  hice  con  la 
Sección  Segunda,  referente  al  Régimen  Electoral, 
presentando  íntegro  mi  proyecto  en  el  texto;  y,  en  la 
nota,  el  respectivo  Capítulo  de  la  Constitución  ac- 
tual  (i). 


(i)    He  aquf  el  capítulo  correspondiente: 

PODER  JUDICIAL 

CAPÍTULO  I 

Art.  I  56.  El  Poder  Judicial  será  desempeñado  por  una  Suprema  Corte  de  Jus- 
ticia, Cámaras  de  Apelación,  y  demás  tribunales,  jueces  y  jurados  que  esta  Consti- 
tución establece  y  autoriza,  consultando  la  descentralización  posible  en  su  jurisdic- 
ción territorial  y  en  la  de  su  competencia  por  la  materia  ó  naturaleza  de  las  causas 
que  dan  origen  al  procedimiento. 

CAPÍTULO  II 

ATRIBUCIONES  DE  LA    SUPREMA   CORTE  DE  JUSTICIA 

Art.   I  57.   La  Suprema  Corte  de  Justicia  tiene  las  siguientes  atribuciones: 
I*    Ejercer  la  jurisdicción  originaria  y  de  apelación  para  conocer  y  resolver  acerca 
de  la  constitucionalidad  ó  inconstitucionalidad  de  leyes,    decretos,  ordenanzas 
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Pero,  antes  de  presentar  nú  extenso  proyecto  de 


ó  reglamentos  que  estatuyan   sobre  materia  regida  por  esta  Constitución  y  se 
controvierta  por  parte  interesada. 
2'    Conoce  y  resuelve  originaria  y  exclusivamente  en   las  causas  de  competencia 
entre  los  poderes  públicos  de  la  provincia  y  en  las  que  se  susciten  enire  los 
tribunales  de  justicia  con  motivo  de  su  jurisdicción  respectiva. 
3*    Decide  las  causas  contcnctoso-administrativas  en  única  instancia  y  en  juicio 
pleno,  previa  denegación  ó  retardación  de  la  autoiidad  administrativa  compe- 
tente al  reconocimiento  de  los  derechos  que  se  gestionan  por  pane  interesada. 
La  ley  determinará  el  plazo  dentro  del  cual  podrá  deducirse   la  acción  ante  la 
Corte  y  los  demás  procedimientos  de  este  juicio. 
4*    Conoce  de  los  recursos  de  fuerza. 

5*  Conoce  en  consulta  ó  en  grado  de  apelación  y  en  tribunal  pleno  de  las  causas 
en  que  se  imponga  la  pena  capital,  al  solo  efecto  de  decidir  si  la  ley  en  que 
se  funda  la  sentencia  es  ó  no  aplicable  al  caso. 
6*  Conoce  y  resuelve  en  grado  de  apelación  de  la  aplicabilidad  de  la  ley  en  que 
los  tribunales  de  justicia  en  última  instancia  fundan  su  sentencia  á  la  cuestión 
que  por  ella  deciden,  con  las  restricciones  que  las  leyes  de  procedimientos  es- 
tablezcan á  esta  clase  de  recursos. 
7*    Conoce  privativamente  de  los  casos  de  reducción  de  pena  autorizados  por  el 

Código  Penal. 
8*    Ejerce  la  jurisdicción  exclusiva  en  el  régimen  interno  de  las  cárceles  de  de- 
tenidos. 
Art.  I  58.  La  presidencia  de  la   Suprema  Corte  se  turnará  anualmente  entre  sus 
miembros,  principiando  por  el  de  mayor  edad. 

Art.  I  59.  En  las  causas  contencioso -administrativas,  la  Corte  Suprema  tendrá  fa- 
cultad de  mandar  cumplir  directamente  sus  sentencias  por  las  oficinas  ó  empleados 
respectivos,  sí  la  autoridad  administrativa  no  lo  hiciese  dentro  de  los  sesenta  días  de 
notificada  la  sentencia.  Los  empicados  á  que  alude  e^tc  articulo  serán  responsables 
por  la  falta  de  cumplimiento  de  las  disposiciones  de  la  Suprema  Corte. 

Art.  160.  La  Suprema  Corte  hará  su  reglamento  y  podrá  establecer  las  medidas 
disciplinaras  que  considere  convenientes  á  la  mejor  administración  de  justicia. 

Art.  161.  Debe  pasar  anualmente  á  la  Legislatura  una  memoria  ó  informe  sobre 
el  estado  en  que  se  halla  dicha  administración,  á  cuyo  efecto  puede  pedir  á  los  de- 
más tribunales  de  la  Provincia  los  datos  que  crea  convenientes  y  proponer  en  lorna 
de  proyecto  las  reformas  de  procedimiento  y  organización  que  sean  corapatiW^s  con 
lo  estatuido  en  esta  Constitución  y  tiendan  á  mejorarla. 

CAPITULO  III 

ADMINISTRACIÓN   DK  JUSTICIA   EN    MATERIA  CIVIL  Y   COMERCIAL 

Art.  162.  La  Legislatura  establecerá  Cámaras  de  Apelación  y  tribunales  ó  jueces 
de  primera  instancia  en  lo  Civil  y  Comercial  permanentes  en  la  ciudad  de  M  1^'^^' 
determinando  los  límites  de  su  jurisdicción  territorial  y  las  materias  de  su  competen" 
cia  en  su  fuero  respectivo.  En  el  resto  de  la  provincia  los  establecerá  perma"^"^*^^ '^ 
viajeros,  organizando  los  distritos  judiciales  que  considere  convenientes. 
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reformas,  quiero  dar  algunas  breves  explicaciones  so- 


An.  i63.  La  prueba  de  los  hechos  controvcnidos  en  las  causas  civiles  y  comercia- 
les se  deferirá,  á  petición  de  cualquiera  de  las  partes,  á  un  jury  que  se  denominará 
de  prueba  y  será  presidido  por  un  juez  letrado.  El  jury  dará  su  veredicto  declarando 
los  hechos  que  han  sido  probados  y  los  que  no  lo  han  sido. 

Art.  164.  Contra  el  veredicto  del  jury  se  concederá  el  recurso  de  apelación  para 
ante  la  Cámara  de  Apelación  respectiva,  que  se  limitará  á  reconocer  y  resolver  sobre 
la  legalidad  ó  ilegalidad  de  sus  procedimientos  y  de  la  prueba  que  ha  estimado  dicho 
jury  al  declarar  probados  ó  no  probados  los  hechos  controvertidos  ó  alguno  de  ellos. 

Art.  I  6 5 .  Declarado  ilegal  ó  nulo  el  procedimiento  por  la  Cámara  de  Apelación, 
la  prueba  se  deferirá  á  otro  jury. 

Art.  166.  No  reclamado  el  veredicto  del  jury,  ó  resuelto  el  recurso  que  contra  él 
se  hubiese  interpuesto  en  razón  de  la  legalidad  ó  ilegalidad  de  la  prueba,  el  juez  ó 
tribunal  ante  quien  se  ha  iniciado  la  causa  dictará  sentencia  aplicando  el  derecho  á 
los  hechos  probados  y  á  los  aceptados  por  las  partes  como  verdaderos,  de  la  manera 
que  expresa  esta  Constitución  y  determine  la  ley  de  procedimientos.  Contra  su  sen- 
tencia &e  otorgarán  los  recursos  que  dicha  ley  de  procedimientos  establezca  para  ante 
la  competente  Cámara  de  Apelación. 

Art.  167.  La  ley  reglamenurá  el  modo  cómo  se  ha  de  constituir  el  jurado  de  prueba, 
el  procedimiento  que  ante  el  debe  observarse  y  las  atribuciones  del  juez  que  lo  preside. 

Art.  168.  La  Legislatura  queda  autorizada  para  limitar  el  procedimiento  de  la 
prueba  por  jurados  si  en  la  práctica  no  diese  resultados  favorables,  previo  informe  c 
indagaciones  de  la  Suprema  Corie  de  Justicia. 

Art.  169.  La  prueba  de  los  hechos  controvertidos  en  las  causas  civiles  y  comercia- 
les para  cuya  apreciación  se  requieran  conocimientos  en  alguna  ciencia,  arte  ó  indus- 
tria, será  deferida  á  un  jury  de  peritos. 

Art.  170.  La  Legislatura  creará  una  jurisdicción  especial  de  tierras  para  todos  los 
negocios  y  causas  que  requieran  conocimientos  especiales  de  agrimensura  y  organizará 
el  tribunal  que  debe  conocer  de  ellos  con  sujeción  al  principio  de  la  separación  del 
hecho  del  derecho. 

Art.  171.  Mientras  la  Legislatura  no  dicte  la  ley  reglamentaria  del  jurado  de  prueba, 
y  después  de  dictada,  cuando  ninguna  de  las  partes  lo  solicite,  la  prueba  será  pro- 
ducida ante  el  juez  ó  tribunal  que  conozca  de  la  causa,  en  audiencia  pública  y  apre- 
ciada por  el  mismo  al  pronunciar  sentencia. 

Art.  172.  En  las  causas  en  que  la  prueba  no  se  difíera  al  jurado,  los  tribunales 
colegiados  que  conozcan  de  ellas  originariamente  ó  en  virtud  de  recursos,  establecerán 
primero  las  cuestiones  de  hecho  y  en  seguida  las  de  derecho  sometidas  á  su  decisión  y 
votarán  separadamente  cada  una  de  ellas  en  el  mismo  orden . 

Art.  I  73.  El  voto  en  cada  una  de  las  cuestiones  de  hecho  ó  de  derecho  será  fun- 
dado y  la  votación  principiará  por  el  miembro  del  tribunal  que  resulte  de  la  insacu- 
lación que  al  efecto  debe  practicarse. 

Art.  174.  Los  procedimientos  ante  los  tribunales  son  públicos;  sus  acuerdos  y 
sentencias  se  redactarán  en  los  libros  que  deben  llevar  y  custodiar  y  en  los  autos  de 
las  causas  en  que  conocen  y  publicarse  en  sus  salas  respectivas  de  audiencia,  á 
menos  que  á  juicio  del  tribunal  ante  quien  penden,  la  publicidad  sea  peligrosa  para 
las  buenas  costumbres,  en  cuyo  caso  debe  declararlo  así  por  medio  de  un  auto. 
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bre  los  motivos  que  me  han  inducido  á  alterar  la 
colocación  de  los  capítulos  en  esta  sección  de  la 
Constitución  vigente. 


Art.  175.  Queda  establecida  ante  todos  los  tribunales  de  la  provincia  U  libre 
defensa  en  causa  civil  propia  y  la  libre  representación  con  las  restricciones  que  esia- 
blezca  la  ley  de  la  materia. 

CAPÍTULO  IV 

ADMINISTRACIÓN   DE  JUSTICIA   EN   LO   CRIMINAL 

Art.  176.  Toda  causa  por  hecho  calificado  de  criminal  por  la  ley  será  juzgada 
con  la  intervención  de  dos  jurys;  uno  que  declare  si  hay  lugar  ó  no  á  acusación, 
otro  que  decida  si  el  acusado  es  ó  no  culpable  del  hecho  que  se  le  imputa. 

Art.  177.  La  ley  organizará  los  tribunales  que  deban  aplicar  el  derecho  en  mate- 
ria criminal,  el  modo  y  forma  cómo  deben  constituirse  los  jurys  y  el  procedimiento 
que  deba  observarse. 

Art.  178.  Las  sentencias  que  pronuncien  los  jueces  y  tribunales  letrados  en  lo 
Civil,  Comercial,  Criminal  y  Correccional,  serán  fundadas  en  el  texto  expreso  de  la 
ley;  y,  á  falta  de  éste,  en  los  principios  jurídicos  de  la  legislación  vigente  eo  la 
materia  respectiva;  y,  en  defecto  de  éstos,  en  los  principios  generales  del  derecho, 
teniendo  en  consideración  las  circunsuncias  del  caso. 

Art.  179.  La  Legislatura  puede  modificar  las  bases  establecidas  en  el  articulo  176 
para  el  enjuiciamiento  por  dos  jurys  en  las  causas  criminales,  por  mayoria  de  votos, 
si  en  la  práctica  ofreciese  graves  inconvenientes;  y  Itmiurlo  por  dos  terceras  partes 
de  votos  si  diese  resultados  desfavorables  y  previo  informe  motivado  de  la  Suprema 
Corte  de  Justicia. 

Art.  180.  Mientras  no  se  establezca  el  juicio  por  jurados,  la  Legislatura  podrá 
dictar  la  ley  de  procedimientos  en  materia  criminal  y  correccional. 

CAPITULO  V 

JUSTICIA  DE  PAZ 

Art.  I  8  I .  La  Legislatura  establecerá  juzgados  de  paz  en  toda  la  Provincia,  teniendo 
en  consideración  la  extensión  territorial  de  cada  distrito  y  su  población. 

Art.  182.  La  elección  de  jueces  de  paz  recaerá  en  ciudadanos  mayores  de  veinti- 
cinco años,  contribuyentes,  con  residencia  dedos  años  por  lo  menos  en  el  distrito  en 
que  deban  desempeñar  sus  funciones  y  que  sepan  leer  y  escribir. 

Art.  I  83.  Serán  nombrados  por  el  Poder  Ejecutivo  á  propuesta  en  terna  por  las 
municipalidades. 

Art.  184.  La  ley  determinará  la  forma  y  tiempo  en  que  debe  hacerse  el  nombra- 
miento de  jueces  de  paz  y  suplentes  y  la  duración  de  sus  funciones. 

Art.  I  85.  Los  jueces  de  paz  son  funcionarios  exclusivamente  judiciales  y  agentes 
de  los  tribunales  de  justicia,  y  su  competencia  general  y  especial  será  determinada 
por  la  ley. 

Art.  186.  Los  jueces  de  paz  conocerán   y  resolverán  las  causas  de  su  competencia 
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El  primer  capítulo,  sin  título  específico,  no  contiene 
más  que  un  artículo,  en  el  que  se  limita  á  enumerar 
los  Tribunales  que  formarán  el   Poder  Judicial,  y  á 


en  procedimiento  verbal  y  actuado,  y  de  los  recursos  que  se  concederán  contra  sus 
resoluciones,  conocerán  los  tribunales  de  vecindario  que  organizará  la  ley  de  la  ma- 
teria, de  modo  que  dichas  causas  queden  terminadas  en  el  mismo  distrito. 

CAPITULO   VI 

ELECCIÓN,    DURACIÓN   Y   RESPONSABILIDAD    DE  LOS 
MIEMBROS   UEL  PODER  JUDICIAL 

Ari.  187.  Los  jueces  letrados  y  el  procurador  de  la  Corte  serán  nombrados  por  el 
Poder  Ejecutivo  con  acuerdo  del  Senado. 

Ari.  188.  Los  jueces  letrados  y  el  procurador  de  la  Corte  conservarán  sus  empleos 
mientras  dure  su  buena  conducta. 

Art.  189.  Para  ser  juez  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  y  procurador  de  ella  se 
requiere : 

Haber  nacido  en  territorio  argentino  ó  ser  hijo  de  ciudadano  nativo  si  hubiese  na- 
cido en  pais  extranjero,  titulo  ó  diploma  que  acredite  suñciencia  en  la  ciencia  del 
derecho  reconocido  por  autoridad  competente  en  la  forma  que  determine  la  ley;  treinta 
años  de  edad  y  menos  de  setenta,  y  diez  á  lo  menos  de  ejercicio  en  la  profesión  de 
abogado  ó  en  el  desempeño  de  alguna  magistratura.  Para  serlo  de  las  Cámaras  de 
Apelación  basurán  seis  años. 

Art.  190.  Para  ser  juez  de  primera  instancia  se  requiere,  tres  años  de  práctica  en 
la  profesión  de  abogado,  ciudadanía  en  ejercicio  y  veinticinco  años  de  edad. 

Art.  191.  Los  jueces  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  prestarán  juramento  ante  su 
presidente  de  desempeñar  fíelmente  el  cargo.  El  presidente  lo  prestará  ante  la  Suprema 
Corte,  y  los  demás  jueces  ante  quien  determine  el  mismo  tribunal. 

Art.  192.  Los  jueces  de  la  Suprema  Corte,  Cámaras  de  Apelación  y  de  Primera 
Instancia  no  pueden  ser  suspendidos  en  el  ejercicio  de  sus  cargos  sino  en  el  caso  de 
acusación  y  con  sujeción  á  lo  que  se  dispone  en  esta  Constitución. 

Art.  193.  Los  jueces  de  las  Cámaras  de  Apelación  y  de  Primera  Instancia  pueden 
ser  acusados  por  cualquiera  del  pueblo  por  delitos  ó  faltas  graves  cometidas  en  el  des- 
empeño de  sus  funciones  ante  un  jury  califícado,  compuesto  de  siete  diputados  y 
cinco  senadores,  profesores  de  derecho;  y,  cuando  no  los  haya,  se  integrará  con  le- 
trados que  tengan  las  condiciones  necesarias  para  ser  electos  senadores. 

Art.  194.  El  juez  acusado  quedará  suspendido  en  el  ejercicio  de  su  cargo  desde  el 
día  que  el  jury  admita  la  acusación. 

Art.  195.  El  jury  dará  su  veredicto  con  arreglo  á  derecho,  declarando  al  juez  acu- 
sado culpable  ó  no  culpable  del  hecho  ó  hechos  que  se  le  imputen. 

.Art.  196.  Pronunciado  el  veredicto  de  culpabilidad,  la  causa  se  remitirá  al  juez 
ordinario  competente  para  que  aplique  la  ley  penal. 

Art.  197.  La  ley  determinará  los  delitos  y  faltas  de  los  jueces  acusables  ante  el 
jury  y  reglamentará  el  procedimiento  que  ante  ¿1  debe  observarse. 
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hacer  la  declaración  de  descentralización  de  que  ya 
me  he  ocupado. 

Ese  capítulo,  yo  lo  reemplazo  en  mi  proyecto  por 
el  artículo  \\  en  el  que  soy  más  preciso,  puesto  que, 
no  sólo  enumero  todos  los  Tribunales  existentes,  sino 
que  doy  á  la  Legislatura  la  facultad  de  crear  en  la 
Ley  Orgánica  de  los  Tribunales,  ó  por  leyes  poste- 
riores, los  demás  tribunales  que  la  experiencia  ó  la 
necesidad  demuestren  que  son  necesarios, 

El  artículo  170  de  la  actual  Constitución,  faculta 
á  la  Legislatura  para  crear  una  jurisdicción  especial 
de  tierras,  Tribunal  que  no  ha  sido  creado  hasta  ahora, 
y  cuya  necesidad  no  ha  sido  sentida,  y  lo   será  me- 


Art.  198.  Los  jueces  acusados  de  delitos  ajenos  á  sus  funciones  serán  juzgados  en 
la  misma  forma  que  los  demás  habitantes  de  la  provincia,  quedando  suspendidos  desde 
el  día  en  que  se  haga  lugar  á  la  acusación. 

Art.  199.  La  ley  determinará  el  modo  y  forma  cómo  deben  ser  nombrados  los 
demás  funcionarios  que  intervienen  en  los  juicios,  la  duración  de  sus  funciones,  la 
organización  del  jury  que  debe  conocer  y  resolver  en  las  acusaciones  que  contra  ellos 
se  establezcan  por  delitos  ó  faltas  cometidos  en  el  ejercicio  de  sus  respectivos  cargos  y 
el  procedimiento  que  debe  observar  el  jury. 

CAPÍTULO  VII 

TRIBUNALES    MILITARES 

Art.   200.  Se  establecerán  tribunales  milíures  bajo  los  mismos  principios  que  los 
nacionales,  para  conocer  en  las  causas  que  se  formen  por  delitos  ó  faltas  que  cometan*. 
I*  Los  guardias  nacionales  movilizados  por  la  Nación  antes  de  haber  sido  entre- 
gados á  ésta. 
2*  Los  guardias  nacionales  empleados  en  servicio  de  la  Provincia. 
3*  Las  personas  que  formen  parte  de  las  fuerzas  de  mar  y  tierra  que  levántela 
Provincia  en  los  casos  establecidos  por  la  Constitución  Nacional,  antes  cié  estar 
bajo  la  jurisdicción  del  gobierno  de  la  Nación. 
Art.  201.  La  Legislatura  determinará  los  delitos  ó  faltas  de  que  deben  conocer 
estos  tribunales  y  las  penas  que  deben  aplicarse,  sujetándose  á  lo  que  determif^^  '^*' 
leyes  nacionales  y  pudiendo  únicamente  establecer  lo  que  creyese  conveniente  ^^^ 
los  puntos  no  legislados  por  la  Nación  y  en  tanto  que  ésta  no  lo  hiciere. 
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nos  después  de  la  sanción   del   Código  de  Procedi- 
mientos en  lo  contencioso -administrativo. 

La  presencia  de  ese  artículo  en  nuestra  Constitu- 
ción, es  una  nueva  prueba  del  servilismo  con  que 
hemos  copiado  siempre  las  instituciones  norteameri- 
canas. Desde  el  establecimiento  de  las  Colonias  In- 
glesas en  la  América  del  Norte,  las  cuestiones  de  la 
tierra  pública,  al  pasar  aP  dominio  de  los  particulares, 
fueron  las  que  más  preocuparon  a  los  primitivos  po- 
bladores. 

Con  ese  motivo,  ya  en  las  Charters  primitivas 
figuraron  estos  tribunales  de  tierras,  que  en  forma 
tan  extraña, —  mezcla  de  técnicos  y  jurídicos, —  intro- 
dujimos en  la  Convención  de  1873. 

En  la  Provincia  de  Buenos  Aires  también  las  cues- 
tiones de  la  tierra  pública  han  ocupado  mucho  la  aten- 
ción y  el  estudio  de  los  jurisconsultos,  de  los  esta- 
distas y  de  los  legisladores.  Forma  un  grueso  volumen 
la  colección  de  leyes  sobre  esa  materia,  y  es  mucho 
lo  que  sobre  ella  se  ha  escrito  en  la  prensa,  en  fo- 
lletos y  en  alegatos  notables. 

Desde  muy  remotos  tiempos,  existe  en  las  depen- 
dencias del  Gobierno  de  la  Provincia,  una  Oficina  de 
Tierras  Públicas,  ante  la  cual  se  tramitaban  todos  los 
asuntos  que  á  ella  se  referían,  para  ir,  por  lo  general, 
á  terminar  en  una  instancia  ante  la  Suprema  Corte 
actual  ó  el  antiguo  Tribunal  de  Justicia. 
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Sin  procedimientos  precisos,  establecidos  por  leyes 
ó  decretos,  las  tramitaciones  que  se  seguían  ante  la 
Oficina  de  Tierras  Públicas,  tenían  algo  del  carácter 
de  los  juicios  administrativo -contenciosos,  de  manera 
que,  hoy,  que  la  Provincia  tiene  un  Código  especial 
sobre  esa  materia,  la  oficina  de  que  me  ocupo  ha 
quedado  como  una  mera  dependencia  del  Poder 
Ejecutivo;  y,  en  cuanto  al  tribunal  especial  de  que 
habla  el  artículo  170,  no  puede  ser  otro  que  la 
Suprema  Corte  de  justicia,  á  la  que  el  artículo  157 
da  jurisdicción  exclusiva  y  privativa  al  respecto. 

Esto  explicará  los  motivos  por  los  cuales  no  he 
incluido  el  tribunal  especial  de  tierras,  entre  los  que 
se  enumeran  en  el  artículo  V  de  mi  proyecto  de  re- 
formas. 

En  la  Constitución  actual,  inmediatamente  después 
de  determinarse  la  forma  en  que  ha  de  organizarse 
el  Poder  judicial,  entran  los  capítulos  siguientes  á 
ocuparse  de  las  atribuciones  de  la  Suprema  Corte, 
de  la  administración  de  la  justicia  en  materia  civil, 
comercial,  criminal  y  de  menor  cuantía  (jueces  de  paz), 
para  llegar  luego  á  determinar  la  forma  de  elección 
y  de  duración  de  los  distintos  tribunales. 

Me  ha  parecido  más  correcto  concentrar  en  un 
solo  capítulo,  —  el  primero  de  mi  proyecto,  —  todas 
aquellas  disposiciones  que  condicen  con  la  organiza- 
ción del  Poder  judicial,  que  se  refieren  á  prescrip- 
ciones comunes  á  todos  los  jueces. 
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Esta  forma  de  proceder  me  ha  parecido  más  lógica. 
Una  vez  organizado  el  Poder  Judicial,  determinada 
la  forma  de  sus  nombramientos,  establecidas  las  dis- 
posiciones generales  que  afectan  á  todos  los  tribu- 
nales individuales  y  colectivos;  determinadas  las  for- 
malidades con  que  deben  proceder  en  los  fallos, — 
recién  entonces,  en  mi  proyecto  entro  á  ocuparme 
de  esos  tribunales,  —  según  su  propia  gerarquía  y  ju- 
risdicción. 

Explicados  así  los  móviles  que  me  han  conducido 
al  alterar  el  orden  en  que  están  colocadas,  en  la 
Constitución  actual,  las  distintas  materias  referentes  á 
esta  sección,  voy  á  presentar  el  proyecto  completo 
con  que,  en  mi  plan  de  reformas,  reemplazo  la  actual 
Sección  Quinta  de  la  Constitución;  debiendo  prevenir 
que,  á  fin  de  mantener  la  unidad  del  pensamiento, 
he  transcripto  en  él  todas  las  disposiciones  de  la 
actual  Constitución  que  no  me  ha  parecido  que  de- 
bieran reformarse  y  que,  por  tanto,  conservo  sin  al- 
teración alguna. 

He  aquí  el  texto  de  ese  proyecto: 
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CAPÍTULO  I 

Organización  del  Poder  Judicial 

Art.  lo  El  Poder  Judicial  de  la  Provincia  será  desempe- 
ñado: 

a)  Por  una  Suprema  Corte  de  Justicia; 

b)  Por  Cámaras  de  Apelación  permanentes  ó  viajeras; 

c)  Por  Jueces  de  primera  Instancia; 

d)  Por  Jueces  de  Paz; 

e)  Por  Tribunales  Militares; 

f)  Por  los  demás  Tribunales  que  se  creen  por  ley. 
Art.  2°  La  Suprema  Corte  de  Justicia  se  compondrá  de 

cinco  Ministros  (que  la  Legislatura  podrá  aumentar  hasta 
nueve,  después  de  diez  años  de  promulgada  esta  Cons- 
titución), y  de  un  Procurador  General,  nombrados  por  el 
Poder  Ejecutivo,  con  acuerdo  de  las  dos  Cámaras  Legislati- 
vas, reunidas  en  Asamblea  General,  de  una  tema  de  ca- 
maristas que  le  presentará  la  misma  Corte,  y  conservarán 
sus  puestos  mientras  no  sean  removidos  por  medio  del 
juicio  político  ó  no  lleguen  á  la  edad  de  setenta  años. 

El  Poder  Ejecutivo  podrá,  sin  embargo,  prescindir  de  esa 
tema  cuando  propusiese  para  llenar  la  vacante  á  algún  abo- 
gado que  hubiese  sido  Gobemador  de  la  Provincia,  ó  Mi- 
nistro de  la  Nación  ó  de  la  Provincia  ó  Fiscal  de  Estado. 

Art.  3°  Para  ser  Juez  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  y 
Procurador  de  ella,  se  requiere: 

Ser  ciudadano  argentino,  en  el  ejercicio  de  la  ciudadanía; 
tener  título  ó  diploma  que  acredite  suficiencia  en  la  ciencia 
del  derecho,  reconocido  por  autoridad  competente  en  la 
forma  que  determine  la  ley;  treinta  y  cinco  años  de  edad 
y  menos  de  setenta,  y  diez  á  lo  menos  de  ejercicio  en  la 
profesión  de  abogado  ó  en  el  desempeño  de  algún  puesto 
letrado  judicial. 


I 
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Art.  4^  Los  miembros  de  la  Cámara  de  Apelaciones  serán 
nombrados  por  el  Poder  Ejecutivo,  con  acuerdo  del  Sena- 
do, de  una  tema  formada  por  Jueces  de  primera  Instancia 
ó  Secretarios  de  la  Suprema  Corte  que  le  presentará  este 
tribunal. 

Cada  Cámara  de  Apelación  se  compondrá  por  lo  menos 
de  tres  jueces  y  cuando  más  de  cinco,  debiendo  cada  una 
tener  un  Fiscal,  que  se  reputará  miembro  del  Tribunal. 

Art.  5<>  Para  ser  nombrado  miembro  de  las  Cámaras  de 
Apelación,  se  requieren  las  mismas  condiciones  que  para 
ministro  de  la  Suprema  Corte,  con  solo  treinta  años  de 
edad  y  seis  en  la  práctica  de  la  profesión. 

Art  &^  Los  miembros  de  las  Cámaras  de  Apelación  con- 
servarán sus  empleos  durante  ocho  años,  después  de  los 
cuales  serán  nuevamente  propuestos  al  Senado  por  el  Po- 
der Ejecutivo;  y,  si  fuesen  ratificados  en  sus  puestos,  los 
conservarán  hasta  que  cumplan  setenta  años  ó  fuesen  re- 
movidos por  medio  del  juicio  político. 

Art  7°  Los  jueces  de  primera  Instancia  serán  nombrados 
por  el  Poder  Ejecutivo,  con  acuerdo  de  la  Cámara  de 
Diputados,  de  una  terna  de  los  representantes  de  los  mi- 
nisterios públicos  en  primera  Instancia,  ó  Secretarios  de  las 
Cámaras  de  Apelaciones  que  propondrán  estas  mismas  al 
Gobernador. 

Para  ser  nombrado,  se  requieren:  ciudadanía  argentina 
en  ejercicio,  veinticinco  años  de  edad  y  tres  años  de  prác- 
tica en  la  profesión  de  abogado,  ó  en  algún  puesto  judi- 
cial (I). 


(i)  En  un  articulo  publicado  en  La  Prensa  de  la  capital,  del  fS  de  Abril,  se 
aprecia  de  la  siguiente  manera  la  reforma  propuesta  en  el  Poder  Judicial : 

«  La  organización  judicial  propuesta  se  ajusta  álos  buenos  principios  y  se  armoniza 
con  lo  que  pudiéramos  llamar  nuestra  idiosincrasia  ó  manera  de  ser.  El  autor  del 
plan  de  enmiendas  concilia  la  inamoviüdad  de  los  jueces  con  los  inierescs  sociales 
perjudicados  por  el  juez  vitalicio,  en  nuestro  país,  en  donde  la  responsabilidad,  de 
esa  clase  de  funcionarios,  es  poco  menos  que  ilusoria.  Paréccnos  que  la  fórmula  ha 
sido  bien  encontrada». 
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Art.  8^  Después  de  cuatro  años,  y  de  ocho  años  en  el 
desempeño  de  sus  funciones,  el  Poder  Ejecutivo  someterá  á 
un  nuevo  acuerdo  de  la  Cámara  de  Diputados  la  continua- 
ción en  sus  puestos  de  los  jueces  de  primera  Instancia;  y, 
sí  el  acuerdo  fuese  prestado  las  dos  veces,  conservarán  ei 
cargo  hasta  que  cumplan  setenta  años  ó  fuesen  removidos 
por  medio  del  juicio  político. 

Art.  9^  En  todos  los  casos  en  que  las  nuevas  propuestas 
de  miembros  de  las  Cámaras  de  Apelación  y  de  jueces  fue- 
sen rechazadas,  y  cuando  se  produzcan  vacantes,  el  Poder 
Ejecutivo  procederá  á  nombrar  el  reemplazante  dentro  de 
los  quince  días  de  producidas  aquéllas. 

Si  no  lo  hiciese,  la  Corte  Suprema  en  su  caso,  y  la  Cá- 
mara de  Apelaciones  respectiva,  en  el  suyo,  remitirán  la 
tema  de  candidatos  á  la  Asamblea  General  ó  á  la  Cámara 
á  que  corresponda,  la  cual  hará  el  nombramiento  directa- 
mente, dentro  de  aquella  tema,  por  votación  nominal  y  á 
pluralidad  de  votos,  hasta  obtener  la  mayoría  absoluta. 

Si  la  Suprema  Corte  ó  la  Cámara  respectiva,  no  elevasen 
la  terna  correspondiente  dentro  de  los  quince  días  después 
de  producida  la  vacante,  el  Poder  Ejecutivo  hará  la  pro- 
puesta prescindiendo  de  ese  requisito. 

Si  la  Asamblea  General  ó  la  Cámara  de  Diputados  ó  el 
Senado,  en  sus  respectivos  casos,  no  se  reuniesen  ni  pres- 
tasen ó  rechazasen  el  acuerdo  solicitado  por  el  Poder  Eje- 
cutivo dentro  de  los  quince  días  después  de  la  citación 
para  reunirse,  se  considerará  hecho  el  nombramiento  en 
la  forma  propuesta  por  el  Poder  Ejecutivo. 

Art.  10.  Los  miembros  de  las  Cámaras  de  Apelaciones  y 
los  Jueces  de  primera  Instancia  que,  después  de  haber  desem- 
peñado su  puesto  por  uno  ó  más  períodos,  no  fuesen  con- 
firmados en  sus  nombramientos  por  la  Cámara  respectiva, 
tendrán  derecho  á  una  pensión  vitalicia  equivalente  á  tantas 
treintavas  partes  del  último  sueldo  que  percibían,  cuantos 
fuesen  los  años  que  hubiesen  servido  en  la  magistratura. 

Art.  1 1 .  Los  Agentes  Fiscales,  Defensores  de  Menores  y 
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demás  funcionarios  judiciales  que  deban  ser  abogados,  serán 
nombrados  por  el  Poder  Ejecutivo  con  el  acuerdo  de  la 
Cámara  de  Apelaciones  del  Departamento  judicial  respectivo 
en  que  deban  desempeñar  sus  funciones. 

Para  ser  nombrados  para  aquellos  cargos  se  requiere 
título  de  abogado,  veintidós  años  de  edad  y  ciudadanía 
argentina  en  ejercicio.  Durarán  en  sus  funciones  dos  años, 
debiendo  ratificarse  aquel  nombramiento  por  la  Cámara  de 
Apelaciones  respectiva  cada  vez  que  ese  tiempo  transcurra, 
sin  necesidad  de  nueva  propuesta  del  Poder  Ejecutivo. 

Art.  12.  Los  jueces  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia 
prestarán  juramento  ante  su  presidente  de  desempeñar  fiel- 
mente el  cargo.  El  presidente  lo  prestará  ante  la  Suprema 
Corte,  y  los  demás  jueces  ante  quien  determine  el  mismo 
tribunal. 

Art.  13.  Los  jueces  de  la  Suprema  Corte,  Cámaras  de 
Apelaciones  y  de  primera  Instancia,  no  pueden  ser  sus- 
pendidos en  el  ejercicio  de  sus  cargos  sino  en  el  caso  de 
acusación  y  con  sujeción  á  lo  que  se  dispone  en  esta 
Constitución. 

Art.  14.  Los  miembros  del  Poder  Judicial  gozarán  de  los 
sueldos  que  les  señale  la  ley  del  presupuesto,  que  no  po- 
drán ser  disminuidos  sino  en  los  casos  en  que  lo  sean  los 
del  Gobernador  y  los  miembros  de  la  Legislatura. 

Art  15.  Los  procedimientos  en  todas  las  causas  civiles  y 
criminales,  serán  públicos,  no  pudiendo  la  ley  establecer 
otras  limitaciones  que  aquéllas  en  que  el  secreto  sea  recla- 
mado por  la  moral  pública  ó  el  honor  de  los  interesados, 
no  procesados. 

Art.  16.  Las  sentencias  que  pronuncien  los  jueces  y  tri- 
bunales letrados  de  cualquiera  jurisdicción,  serán  fundadas  en 
el  texto  expreso  de  la  ley;  y,  á  falta  de  ésta,  en  los  princi- 
pios generales  del  derecho,  según  la  materia  del  caso. 

Art.  17.  La  Suprema  Corte  ejerce  la  superintendencia  del 
personal  de  todos  los  tribunales  de  la  Provincia,  con  facul- 
tad para  imponer  multas,  como  pena  disciplinaria,  que  no 
podrán  exceder  del  diez  por  ciento  del  sueldo  del  multado. 
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Art.  18.  Independientemente  de  la  superintendencia  gene- 
ral que  ejerce  la  Suprema  Corte,  cada  Cámara  de  Apelaciones 
la  ejercerá  sobre  el  personal  subalterno  de  su  respectivo 
departamento  judicial,  con  facultad  para  solicitar  de  la  Su- 
prema Corte  las  penas  disciplinarias  de  multas  que  aeyese 
necesario  imponer  para  la  mejor  administración  de  justicia. 

Art  19.  La  jurisdicción  sobre  el  régimen  interno  de  las 
cárceles  de  detenidos  procesados,  la  ejercerán  la  Suprema 
Corte  en  la  Capital  de  la  Provincia,  y  las  respectivas  Cá- 
maras de  Apelaciones  en  los  Departamentos  judiciales,  con 
facultad  para  imponer  á  sus  empleados  penas  disciplinarías, 
en  las  mismas  condiciones  que  á  los  empleados  del  Poder 
Judicial. 

Art.  20.  La  Suprena  Corte  será  el  tribunal  encargado  de 
juzgar  y  aplicar  á  los  jueces  y  tribunales  las  penas  de  mul- 
ta que  esta  ley  establece,  y  las  que  ella  les  imponga  como 
corrección  disciplinaría,  comunicándolo,  al  efecto,  al  Poder 
Ejecutivo,  para  que  aquellas  multas  sean  deducidas  de  los 
haberes  más  próximos  que  los  jueces  multados  deban  per- 
cibir. Esta  acción  podrá  ejercerla  cualquiera  interesado  que 
haya  intervenido  en  el  asunto  en  que  el  magistrado  incurrió 
en  la  multa. 

Art.  21.  Las  disposiciones  de  este  capítulo,  referentes  á 
nuevos  acuerdos  para  jueces,  río  serán  aplicables  al  perso- 
nal existente  de  la  Administración  de  Justicia,  que  conti- 
nuará en  sus  condiciones  actuales. 

Art.  22.  En  cualquiera  época  en  que  la  Legislatura  esta- 
blezca los  jurados  como  tribunales  para  apreciar  la  prueba 
en  matería  civil  ó  criminal,  los  tribunales  letrados  deberán 
observar  para  sus  fallos  las  disposiciones  establecidas  en  la 
Constitución. 
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CAPÍTULO  II 

Atribuciones  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia 

Art.  23.  La  Suprema  Corte  de  Justicia,  tiene  las  siguien- 
tes atribuciones: 

1^  Ejerce  la  jurisdicción  originaria  y  de  apelación  para 
conocer  y  resolver  en  todas  las  causas  que  versen  so- 
bre puntos  regidos  por  la  Constitución  ó  las  leyes  de 
la  Provincia,  y  que  se  controviertan  por  parte  intere- 
sada, en  juicio  contencioso. 

2^  Conoce  y  resuelve  exclusivamente  en  las  causas  de 
competencia  que  se  susciten  entre  los  tribunales  de 
justicia  con  motivo  de  su  jurisdicción  respectiva. 

3^  Decide  las  causas  contencioso -administrativas  en  única 
instancia  y  en  juicio  pleno,  previa  denegación  ó  retar- 
dación de  la  autoridad  administrativa  competente  al 
reconocimiento  de  los  derechos  que  se  gestionan  por 
parte  interesada.  La  ley  determinará  el  plazo  dentro 
del  cual  podrá  deducirse  la  acción  ante  la  Corte  y 
los  demás  procedimientos  de  este  juicio. 

4^  En  las  causas  contencioso-administrativas,  la  Corte 
Suprema  tendrá  facultad  de  mandar  cumplir  directa- 
mente sus  sentencias  por  las  oficinas  ó  empleados 
respectivos,  si  la  autoridad  administrativa  no  lo  hiciese 
dentro  de  los  sesenta  días  de  notificada  la  sentencia. 
Los  empleados  á  que  alude  este  inciso  serán  respon- 
sables por  la  falta  de  cumplimiento  de  las  disposicio- 
nes de  la  Suprema  Corte. 

5^  La  pena  de  muerte  no  podrá  ser  aplicada  en  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  sino  previa  confirmación  de 
la  sentencia  definitiva,  por  el  voto  unánime  de  todos 
los  miembros  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  á  la 
que  deberán  elevarse  los  autos  en  apelación  ó  en  con- 
sulta en  la  forma  que  lo  establezcan  las  leyes  de  pro- 
cedimiento. 
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6^  Conoce  y  resuelve  en  grado  de  apelación  de  la  apli- 
cabitídad  de  la  ley  en  que  los  tribunales  de  justicia, 
en  última  instancia  fundan  su  sentencia,  á  la  cuestión 
que  por  ella  deciden,  con  las  restricciones  que  las 
leyes  de  procedimientos  establezcan  á  esta  dase  de  re- 
cursos. En  las  causas  civiles  y  comerciales,  este  re- 
curso sólo  será  concedido  en  el  efecto  devolutivo, 
cuando  la  parte  ganadora  del  pleito  diese  fianza  sufi- 
ciente, á  juicio  de  la  Suprema  Corte,  por  las  conse- 
cuencias del  juicio. 
7*  Conoce  privativamente  de  los  casos  de  reducción  de 

penas  autorizados  por  el  Código  Penal. 
Art  24.  La  presidencia  de  la  Suprema  Corte  se  turnará 
anualmente  entre  sus  miembros,  principiando  por  el  de  ma- 
yor edad. 

Art.  25.  La  Suprema  Corte  hará  su  reglamento  y  podra 
establecer  las  medidas  disciplinarías  que  considere  conve- 
nientes á  la  mejor  administración  de  justicia. 

Art  26.  Debe  pasar  anualmente  á  la  Legislatura  una  m^ 
moría  ó  informe  sobre  el  estado  en  que  se  halla  dicha  ad- 
ministración, á  cuyo  efecto  puede  pedir  á  los  demás  tribu- 
nales de  la  Provincia  los  datos  que  crea  convenientes  y 
proponer,  en  forma  de  proyectos,  las  reformas  de  procedi- 
miento y  organización  que  sean  compatibles  con  lo  esta- 
tuido en  esta  Constitución  y  tiendan  á  mejorarla. 

CAPÍTUIO  ni 

Administración  de  la  Justicia  Civil  y  Comercial 

Art.  27.  Dentro  de  los  dos  años  siguientes  á  la  promul- 
gación de  esta  Constitución,  la  Legislatura  dividirá  d  terri- 
torio de  la  Provincia  en  distrítos  judiciales,  aproximada- 
mente de  la  misma  población,  y  sobre  la  base  de  núcleos 
urbanos  que  tengan,  por  los  menos,  cinco  mil  habitantes. 

Art  28.  En  cada  distríto  judicial  deberá  existir,  por  lo 
menos,  un  Juez  de  prímera  Instancia,  con  la  jurisdicción 
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correspondiente  á  esta  dase  de  tribunales,  pudiendo  ser  á 
la  vez  juez  del  Crimen,  sí  así  lo  estableciesen  las  leyes  de  la 
materia. 

Art.  29.  La  jurisdicción  de  apelación  será  ejercida  por  Cá- 
maras permanentes  ó  viajeras,  que  actuarán  en  departamentos 
judiciales,  formados  del  número  de  circuitos  judiciales  que 
la  ley  determine,  teniendo  en  cuenta  la  población,  la  ex- 
tensión territorial  y  las  facilidades  para  la  viabilidad. 

Art.  30.  Los  Juzgados  de  primera  Instancia  y  las  Cáma- 
ras de  Apelaciones  tendrán  el  personal  subalterno  que  esta- 
blezca la  ley  orgánica  de  los  tribunales,  de  acuerdo  con 
las  leyes  de  procedimiento. 

CAPÍTULO    IV 

De  la  Administración  de  la  Justicia  en  lo  Criminal 

y  Correccional 

Art.  31.  En  cada  departamento  judicial  habrá,  por  lo  me- 
nos, tres  Jueces  de  primera  Instancia  en  lo  Criminal  y  Co- 
rreccional, pudiendo  ejercer  estas  jurisdicciones  los  mismos 
jueces  en  lo  Civil  y  Comercial,  si  así  lo  determinase  la  ley. 

Art.  32.  Los  jueces  del  Crimen  y  Correccional  serán  los 
encargados  de  instruir  y  formar  los  sumarios  y  tramitar  el 
juicio  plenario  hasta  el  estado  de  sentencia,  pudiendo  ape- 
larse de  sus  resoluciones  para  ante  la  Cámara  respectiva  en 
los  casos  y  en  los  términos  que  establezca  la  ley  de  la 
materia. 

Art.  33.  El  fallo  de  las  causas  correccionales  será  pro- 
nunciado por  el  mismo  Juez  de  primera  Instancia  que  hu- 
biese intervenido  en  la  causa,  con  apelación  ante  la  Cámara 
respectiva. 

Art  34.  El  fallo  en  las  causas  criminales  será  pronuncia- 
do por  un  tribunal  compuesto  de  tres  Jueces  del  Crimen, 
previa  una  audiencia  pública,  en  la  que  el  Ministerio  Fiscal 
y  los  defensores  podrán  hacer  la  acusación  y  la  defensa 
orales  correspondientes  al  caso. 
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Art.  35.  Ese  fallo  será  apelable  ante  la  Cámara  respectiva, 
la  que  no  podrá  dictar  el  fallo  definitivo  sin  convocar  á 
las  partes  á  una  audiencia  pública  en  la  que  podrán  hacer- 
se informes  verbales. 

Art  36.  El  Código  de  procedimientos  en  lo  Criminal 
reglamentará  los  artículos  precedentes,  fijando  los  términos 
en  que  los  Jueces  del  Crimen  deben  reunirse  para  fallar 
las  causas  de  su  jurisdicción,  estableciendo  los  plazos  para 
los  procedimientos,  de  manera  que  todas  las  causas  crimi- 
nales queden  terminadas  dentro  de  los  seis  meses  de  su 
iniciación. 

Art.  37.  Si  esos  plazos  excediesen,  sin  culpa  del  procesa- 
do, cada  día  de  detención  que  lo  exceda  se  le  computará 
por  tres  días  de  la  pena  á  que  fuese  condenado;  y,  si  fu^ 
se  absuelto,  tendrá  derecho  para  hacerse  indemnizar  por  su 
prisión  indebida  por  los  magistrados  judiciales  que  fuesen 
responsables  de  ella. 

Art.  38.  Mientras  la  ley  orgánica  de  los  tribunales  y  los 
códigos  de  procedimientos  no  se  reformen  con  arralo  á 
las  prescripciones  de  esta  Constitución,  la  justicia  en  lo 
Criminal  y  Correccional  será  administrada  en  la  fomia  exis- 
tente; pero  los  detenidos  tendrán  derecho  á  la  aplicación 
de  lo  que,  á  su  respecto,  se  establece  en  el  artículo  pre- 
cedente. 

CAPÍTULO  V 

De  la  Justicia  de  Paz 

Art.  39.  La  L^islatura  dictará  la  ley  de  Justicia  de  Paz 
con  arreglo  á  las  siguientes  bases: 

1*  Habrá  un  juez  de  paz  titular  y  otro  suplente  en  cada 
centro  urbano  cuya  población  exceda  de  25O0  habi- 
tantes. 

2*  El  territorio  rural  de  la  Provincia,  fuera  de  los  ejidos 
de  los  pueblos,  será  dividido  en  distritos  que  conten- 
gan más  ó   menos  la  misma  población,  en  los  que 
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ejercerá  la  justicia  de  menor  cuantía  un  juez  de  paz, 
ó  un  suplente  en  su  caso. 

3^  De  las  sentencias  dictadas  por  los  jueces  de  paz,  se 
apelará  ante  los  jueces  de  primera  Instancia  que  ten- 
gan jurisdicción  en  el  distrito  correspondiente. 

4^  En  ningún  caso  los  jueces  de  paz  podrán  ejercer  la 
jurisdicción  correccional  ó  criminal. 

Art  40.  Los  jueces  de  paz  serán  nombrados  por  el  Poder 
Ejecutivo  á  propuesta,  en  terna,  de  la  Cámara  de  Apelacio- 
nes del  distrito  correspondiente. 

Art  41.  La  elección  de  jueces  de  paz  recaerá  en  ciuda- 
danos mayores  de  veinticinco  años,  contribuyentes,  con 
residencia  de  dos  años  por  los  menos  en  el  distrito  en 
que  deban  desempeñar  sus  funciones  y  que  sepan  leer  y 
escribir. 

Art.  42.  La  ley  determinará  la  forma  y  tiempo  en  que 
debe  hacerse  el  nombramiento  de  jueces  de  paz  y  suplentes 
y  la  duración  de  sus  funciones. 

Art.  43.  Los  jueces  de  paz  son  funcionarios  exclusiva- 
mente judiciales  y  agentes  de  los  tribunales  de  justicia  y 
su  competencia  general  y  especial  será  determinada  por  la 
ley. 

Art  44.  Los  jueces  de  paz  conocerán  y  resolverán  las 
causas  de  su  competencia  en  procedimiento  verbal  y  ac- 
tuado. 

Art.  45.  La  Legislatura  podrá  crear  tribunales  inferiores 
á  la  Justicia  de  Paz,  con  apelación  ante  ésta,  establecién- 
dose en  la  ley  la  forma  del  nombramiento,  las  condicio- 
nes para  ser  nombrado,  la  jurisdicción  y  los  procedimientos 
ante  esos  tribunales. 
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CAPÍTULO  VI 

Tribunales  Militares 

Art.  46.  Se  esiablecerán  Tribunales  Militares  bajo  los  mis- 
mos principios  que  los  nacionales,  para  conocer  en  las 
causas  que  se  formen  por  delitos  ó  faltas  que  cometan: 
P  Los  guardias  nacionales  movilizados  por  la  Nación 
antes  de  haber  sido  entregados  á  ésta. 
2^  Los  guardias  nacionales  empleados  en  servicio  de  la 

Provincia. 
3^  Las  personas  que  formen  parte  de  las  fuerzas  de  mar 
y  tierra  que  levante  la  Provincia  en  los  casos  estable- 
cidos por  la  Constitución  Nacional,  antes  de  estar  bajo 
la  jurisdicción  del  gobierno  de  la  Nación. 
Art  47.  La  Legislatura  determinará  los  delitos  ó  faltas  de 
que  deben  conocer  estos  tribunales  y  las  penas  que  deben 
aplicarse,  sujetándose  á  lo  que  determinan  las  leyes  nacio- 
nales y  pudiendo  únicamente  establecer  lo  que  creyese  con- 
veniente sobre  los  puntos  no  l^islados  por  la  Nación  y 
en  tanto  que  ésta  no  lo  hiciere. 


Presentado  así  el  trabajo  en  su  conjunto,  tócame 
ahora  la  tarea  de  explicar  detallada  y  aisladamente 
cada  uno  de  sus  artículos. 

Para  facilitar  la  lectura  y  la  compulsa  de  las  citas, 
he  puesto  á  esta  Sección  una  numeración  sucesiva 
de  todos  los  artículos,  empezando  por  el  uno,  por 
cuanto  habría  sido  imposible  conservarles  los  núme- 
ros de  la  actual  Constitución,  puesto  que,  en  mu- 
chos casos,  se  trata  de  materias  no  legisladas  por  la 
Carta  vigente. 
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S  I.  Organización  de  la  Suprema  Corte 

Para  seguir  un  orden  metódico  en  la  exposición 
de  la  Sección  referente  al  Poder  Judicial,  al  estudiarla 
en  sus  detalles,  es  menester  no  separarse  del  proyecto 
de  reformas  presentado. 

El  primer  artículo,  no  necesita  mayores  explicacio- 
nes que  las  que  ya  se  han  dado.  Él  comprende  todos 
los  tribunales  que,  por  la  Constitución  reformada,  po- 
drán ejercer  la  administración  de  justicia;  pero  nada 
dice  con  respecto  á  las  condiciones  de  su  elegibili- 
dad, duración  y  funciones  jurisdiccionales. 

El  texto  del  artículo  reformado,  es  el  siguiente: 

«  Artículo  V  El  Poder  Judicial  de  la  Provincia 
será  desempeñado: 
A)  Por  una  Corte  Suprema  de  Justicia; 
b)  Por  Cámaras  de  Apelaciones  permanentes 
ó  viajeras; 

C)  Por  jueces  de  primera  instancia; 

D)  Por  jueces  de  paz; 

e)  Por  tribunales  militares; 

f)  Por  los   demás   tribunales    que   se  creen 
por  ley. 

La  diferencia  que  existe  entre  este  artículo  y  el 
que  actualmente  figura  en  la  Constitución,  es  la  de 
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que,  en  el  del  proyecto  de  reforma,  se  enumeran 
todos  los  tribunales,  sin  decir  nada  respecto  á  prin- 
cipios de  centralización  ó  descentralización;  mientras 
que  en  el  de  la  Carta  Provincial  vigente,  se  establece 
la  obligación  de  consultar  «la  descentralización  po- 
sible», lo  que  importa  establecer  esa  descentralización 
como  base  ineludible,  de  la  organización  de  los  tri- 
bunales. 

En  el  capítulo  precedente,  me  he  ocupado  exten- 
samente de  esa  cuestión,  en  términos  generales.  Aquí 
sólo  puedo  agregar  que  no  hay  conveniencia  alguna 
en  consignar,  en  la  Constitución,  esta  prescripción 
rígida,  que  puede  ser  una  remora  á  la  sanción  de 
las  leyes,  si  la  experiencia  demuestra,  dentro  de  al- 
gunos años,  que  la  centralización  de  los  tribunales 
en  la  capital  y  en  los  grandes  centros  urbanos  de 
la  Provincia,  —  como  hoy  lo  sostienen  muchos,— es 
una  solución  más  práctica  del  problema  judiciario  que 
la  prescripción  teórica  establecida  en  la  Constitución. 

Después  de  este  artículo,  el  siguiente  deterjnina 
todas  las  circunstancias  que  se  refieren  al  |>ersonal, 
á  la  forma  del  nombramiento  y  á  la  duración  del 
mandato  de  los  miembros  de  la  Suprema  Corte. 

En  el  texto  de  este  artículo  se  han  reunido  dis- 
posiciones que,  en  la  actual  Constitución,  están  esta- 
blecidas en  distintos  artículos. 

Me  parece  que  es  más  correcto  que,  cuando  se 
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habla  de  la  existencia  de  ia  Suprema  Corte,  se  de- 
terminen allí  mismo  su  composición  y  su  origen. 
El  texto  de  la  reforma  propuesta  es  como  sigue: 

Artículo  2"  La  Suprema  Corte  de  Justicia  se 
compondrá  de  cinco  Ministros  {que  la  Legisla- 
tura podrá  aumentar  hasta  nueve  después  de 
diez  años  de  promulgada  esta  Constitución)  y 
de  un  Procurador  General,  nombrados  por  el 
Poder  Ejecutivo,  con  acuerdo  de  las  dos  Cáma- 
ras Legislativas,  reunidas  en  Asamblea  General, 
de  una  terna  de  Camaristas  que  le  presentará 
la  misma  Corte,  y  conservarán  sus  puestos  mien- 
tras no  sean  removidos  por  medio  del  juicio  po- 
lítico ó  no  lleguen  á  la  edad  de  setenta  años. 
El  Poder  Ejecutivo  podrá,  sin  embargo,  prescin- 

m 

dir  de  esa  terna,  cuando  propusiese  para  llenar 
la  vacante  á  algún  abogado  que  hubiese  sido 
Gobernador  de  la  Provincia  ó  Ministro  de  la 
Nación  ó  de  la  Provincia,  ó  Fiscal  de  Estado. 

Actualmente,  la  Suprema  Corte  se  compone  de 
cinco  ministros  y  un  Procurador  General;  yo  conser- 
vo esa  cifra  porque  me  parece  la  mínima  posible  en 
las  condiciones  actuales  de  la  Provincia;  pero  en  la 
esperanza  de  que  la  futura  Constitución  sea  soste- 
nida por  el  pueblo,  sin  exigir  su  reforma  frecuente, 
he  creído  que  la  Legislatura  debiera  ser  autorizada 
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á  aumentar  su  número,  si  la  experiencia  demostraba 
que,  el  recargo  de  trabajo,  hacía  necesario  aquel  au- 
mento. 

Es  esta  una  medida  de  previsión  y  de  prudencia, 
que  hará  flexible  la  Constitución  en  esa  parte,  faci- 
litando la  organización  más  conveniente  del  alto  tri- 
bunal en  cualesquiera  circunstancias  futuras  que  se 
presenten. 

Dos  limitaciones  se  señalan  á  la  facultad  legislativa: 
la  de  que  el  número  de  ministros  no  pueda  aumen- 
tarse á  más  de  nueve,  y  la  de  que,  el  primer  aumen- 
to, que  puede  ser  solo  á  siete  ministros,  no  se  haga 
antes  de  pasados  diez  años  de  promulgada  la  Cons- 
titución. 

La  primera,  tiene  como  fundamento  la  necesidad 
de  que,  en  ninguna  época,  exista  un  Tribunal  cole- 
giado tan  numeroso  que  la  dificultad  de  su  reunión 
haga  difíciles  los  acuerdos,  y,  más  aún,  el  despacho 
rápido  de  los  asuntos. 

Esta  clase  de  tribunales  tienen  su  origen  en  los 
Estados  Unidos,  y  allí,  con  setenta  y  cinco  millones 
de  habitantes  que  cuenta  la  gran  nación  del  norte, 
su  Corte  Suprema  no  ha  excedido  jamás  la  cifra  que 
yo  señalo. 

En  cuanto  al  nombramiento,  adopto  el  sistema  de 
que  ya  he  hablado  en  el  capítulo  precedente. 

Desde  que  me  preocupé  de  estudiar  la  mejor  forma 
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de  constituir  el  Poder  Judicial,  abandonando  la  elec- 
ción popular,  pensé  que  ella  debía  odedecer  á  una 
regla  invariable.  Desde  que  se  trata  de  una  elección 
de  segundo  grado,  de  funcionarios  que  van  á  ejercer 
atribuciones  pertenecientes  al  pueblo,  y  que  éste  con- 
fía á  mandatarios  especiales,  lo  que  más  se  acerca  á 
las  fuentes  del  sistema  representativo,  es  hacer  inter- 
venir en  la  organización  de  este  poder  del  Estado  á 
todos  los  poderes  públicos  que  ejercen  la  soberanía 
delegada  del  pueblo. 

Si  se  tratase  de  un  país  nuevo,  que  fuese  á  cons- 
tituirse recientemente,  en  el  que  no  existiesen  todavía 
autoridades,  sería  imposible  darle  intervención  al  Po- 
der Judicial  para  constituir  su  propio  personal. 

Pero  la  futura  Convención  va  á  legislar  para  una 
provincia  que  ya  tiene  sus  poderes  públicos  organi- 
zados y  funcionando,  tratándose  sólo  de  mejorar,  en 
lo  posible,  lo  existente,  pero  sin  destruir  nada  en  ab- 
soluto, para  luego  reconstruir  sobre  las  ruinas  de  lo 
pasado. 

Hoy,  puede  aplicarse  el  sistema  propuesto  por  mí, 
en  toda  su  extensión,  porque  el  Poder  Judicial,  que 
está  funcionando,  se  halla  habilitado  para  aplicarlo 
inmediatamente. 

Tratándose  de  los  miembros  de  la  Suprema  Corte, 
—  inamovibles  ( i ),  desde  el  momento  de  su    nom- 


( I )  Véase  antes  página  702 
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bramiento,  por  las  razones  recientemente  expuestas, 
—  yo  propongo  como  forma  para  su  nombramiento, 
la  presentación  al  Poder  Ejecutivo  de  una  terna  de 
candidatos,  formada  por  la  misma  Corte  de  los  ca- 
maristas existentes;  y,  entre  los  cuales,  el  gobernador 
debe  elegir  el  que  proponga  á  la  Asamblea  General, 
formada  por  la  reunión  de  las  dos  Cámaras. 

En  el  primer  momento,  —  lo  confieso,  —  hube  de 
prescindir  de  la  terna,  tratándose  de  los  miembros 
de  la  Corte,  por  razones  especiales. 

Yo  entiendo  que  los  miembros  del  Supremo  Tri- 
bunal de  la  Nación  y  de  la  Provincia,  no  deben  ser 
simples  jueces,  esclavos  de  la  ley  escrita. 

He.  pertenecido,  durante  muchos  años,  á  los  dos 
tribunales,  sucesivamente,  y  allí  he  podido  aprender 
que,  en  más  de  una  ocasión,  los  miembros  de  la 
Corte  necesitan  proceder  como  hombres  de  Estado, 
más  que  como  jueces;  y,  sin  violar  las  leyes  ni  violen- 
tarlas, aplicarles,  al  interpretarlas,  el  criterio  de  Bryce, 
respecto  á  las  constituciones:  darles  una  interpreta- 
ción flexible  que  salve  siempre  los  altos  intereses  del 
país,  que  deben  siempre  privar  sobre  los  altos  in- 
tereses particulares  de  sus  habitantes. 

Con  este  criterio,  se  me  ocurría  que,  cuando  se 
tratase  de  llenar  vacantes  en  la  Suprema  Corte,  po- 
dría prescindirse  de  la  terna  de  camaristas,  dejando 
que  el  Poder  Ejecutivo  y  la  Asamblea   Legislativa, 
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eligiesen  el  hombre  más  conveniente  en  el  momento 
de  hacer  el  nombramiento,  sin  hallarse  cohibidos 
aquellos  poderes  por  la  prescripción  constitucional 
imperativa. 

Sin  embargo,  desistí  de  ese  primer  plan,  porque 
con  él  limitaba  el  estímulo  del  ascenso;  puesto  que 
los  magistrados  que  llegasen  á  las  Cámaras  de  Ape- 
laciones, sin  la  esperanza  de  entrar  á  formar  la  terna 
obligatoria,  cada  vez  que  hubiese  una  vacante  en  la 
Corte,  no  se  empeñarían  en  ser  buenos  jueces. 

Esta  reflexión  me  decidió  á  establecer  la  terna  en 
la  forma  que  se  lee  en  el  artículo  segundo  del  Plan 
de  Reformas  al  Poder  Judicial;  pero  creí  deber  poner 
una  excepción,  en  favor  de  esos  hombres  públicos, 
de  esos  estadistas  que  suelen  ser  necesarios  en  la 
Corte  de  cuando  en  cuando. 

Hubo  una  época  en  los  Estados  Unidos  en  que 
las  cuestiones  económicas  conmovían  á  todo  el  país. 
El  green  back^  ese  papel  moneda  que  llegó  á  perder 
todo  su  prestigio,  se  hizo  un  elemento  de  combates 
y  combinaciones  políticas. 

Los  dos  partidos  tradicionales  de  aquel  país,  que, 
en  sus  plataformas,  como  ellos  llaman  á  sus  progra- 
mas políticos,  tienen  escritos  los  principios  econó- 
micos que  profesan,  se  sintieron  alarmados  por  ciertas 
interpretaciones  dadas  por  la  Suprema  Corte,  á  al- 
gunas leyes  del  Congreso. 
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Era  entonces  uno  de  los  Secretarios  de  Estado  del 
inmortal  Abraham  Lincoln,  el  célebre  jurisconsulto 
S.  P.  Chase.  Para  procurar  reformar  aquella  jurispru- 
dencia que  la  Suprema  Corte  establecía,  el  Congreso 
resolvió  aumentar  hasta  nueve  el  número  de  los 
jueces  de  aquel  alto  tribunal,  que,  entonces,  sólo  se 
componía  de  siete. 

Se  dictaron  las  leyes  al  efecto,  y  el  Secretario  de 
Estado  Chase,  pasó  á  ser  Chief  Justice  de  la  Suprema 
Corte,  donde  ha  dejado  la  más  luminosa  huella  de 
su  paso,  en  fallos  que  se  citan  á  cada  momento  en 
las  cuestiones  constitucionales. 

Es  posible  que,  en  la  Provincia  de  Buenos  Aires, 
llegue  el  momento  en  que  el  gobierno  y  las  cámaras 
crean  que  hay  conveniencia  en  que,  una  persona- 
lidad política  determinada,  ocupe  un  puesto  en  la 
Suprema  Corte,  como  en  el  caso  recordado  de  Chase. 

Para  esas  circunstancias,  he  puesto  el  inciso  en 
que  se  autoriza  al  gobernador  á  prescindir  de  la 
terna  de  camaristas,  presentada  por  la  Corte  Supre- 
ma para  llenar  las  vacantes  de  sus  miembros,  cuan- 
do se  trate  de  proponer  un  abogado  que  haya  sido 
Gobernador,  Ministro  ó  Fiscal  de  Estado. 

Me  parece  que  la  excepción  es  justa  y  conve- 
niente. 

En  la  Nación,  se  ha  visto,  como  lo  he  recordado 
antes,  que  son  muchos  los  ex- ministros  que  han  pa- 
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sado  de  la  Secretaría  de  Estado  á  la  Suprema  Corte, 
habiéndose  notado  siempre  que  la  opinión  pública 
aplaudía  esos  nombramientos  (i). 

Por  otra  parte,  la  excepción  no  ofrece  peligro  al- 
guno. Es  tan  pequeño  el  número  de  abogados  que 
se  encuentran  en  esas  condiciones,  que  ellos  no 
serán  una  amenaza  para  el  ascenso  de  los  camaris- 
tas ni  una  arma  política  en  manos  del  gobernador. 

Los  hombres  que  han  ocupado  esas  posiciones, 
debe  suponerse  que  son  personas  que  gozan  de  una 
absoluta  independencia  de  carácter,  y  que  no  irán  á 
la  Corte  á  servir  intereses  personales  de  quien  les 
nombre. 

Esto  en  cuanto  á  los  abogados  que  hubiesen  sido 
gobernadores  y  ministros. 

En  cuanto  al  Fiscal  de  Estado,  es  la  misma  Cons- 
titución actual  la  que,  en  su  artículo  152,  le  equipara 
á  los  Camaristas,  al  determinar  los  requisitos  para 
su  nombramiento  y  para  su  remoción. 

Nada,  pues,  mas  lógico  que  equipararle  también  á 
ellos  cuando  se  trate  de  su  ascenso. 

CONDICIONES  PARA  SER   MIEMBRO  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

El  texto  del  artículo  3"*  del  capítulo  propuesto  por 
mí,  en  reemplazo  del  existente  en  la  actual  Constitu- 
ción, dice  así: 


:.-'%  w  * 


(I)  Véase  antes  página  695 
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Artículo  3*"  Para  ser  juez  de  la  Suprema  Corte 
de  justicia  y  Procurador  de  ella,  se  requiere: 

Ser  ciudadano  argentino  en  el  ejercicio  de  la 
ciudadanía,  tener  título  ó  diploma  que  acredite 
suficiencia  en  la  ciencia  del  derecho,  reconocida 
por  autoridad  competente,  en  la  forma  que  de- 
termina la  ley;  treinta  y  cinco  años  de  edad,  y 
menos  de  setenta,  y  diez,  á  lo  menos,  de  ejerci- 
cio en  la  profesión  de  abogado  ó  en  el  desem- 
peño de  algún  puesto  letrado  judicial 

Este  artículo  es  la  repetición  del  que  figura  en  la 
actual  Constitución,  con  una  reforma  de  fondo  y  una 
ampliación  de  forma. 

La  primera  es  la  que  eleva  á  treinta  y  cinco  años 
la  edad  exigida  para  poder  ser  nombrado  Ministro 
de  la  Suprema  Corte. 

La  segunda,  es  aclarando  el  concepto  de  lo  que 
debe  entenderse  por  «ejercicio  de  la  profesión  de 
abogado ». 

Un  magistrado  no  ejerce  su  profesión,  por  más  que 
desempeñe  un  puesto  para  el  que  se  requiera  aquel 
título  profesional. 

Pero  la  Constitución  ha  querido  que,  independien- 
temente de  aquel  requisito,  tenga  práctica  profesional, 
todo  aquél  que  hubiera  de  ocupar  un  puesto  en  la 
magistratura  suprema  ó  inferior  de  la  Provincia,  y  es 


] 


ORGANIZACIÓN   DEL   PODER  JUDICIAL  7  55 

por  esta  razón  que,  todas  las  Constituciones  que  he- 
mos tenido,  han  establecido  esa  exigencia. 

La  profesión  de  abogado  no  equivale  al  ejercicio 
de  la  magistratura  en  el  tecnicismo  del  lenguaje  en 
su  significado  preciso;  pero  él  equivale,  para  los  efec- 
tos que  se  buscan  en  la  prescripción  constitucional, 
de  manera  que  yo  he  creído  deber  equipararlos  en 
la  disposición  transcripta  como  reforma  ó  adición  á 
las  exigencias  vigentes. 

En  cuanto  al  aumento  de  edad  que  proyecto  fi- 
jando la  de  treinta  y  cinco  años  en  vez  de  los  treinta 
que  establece  el  artículo  1 89  de  la  Constitución  actual, 
la  explicación  está  en  la  misma  escala  de  ascenso  que 
proyecto  que  se  establezca  en  la  magistratura,  siendo 
esto  tanto  más  justificado  cuanto  que  no  me  parece 
que  deba  tenerse  la  misma  exigencia,  á  ése  res- 
pecto, para  ser  miembro  de  la  Corte  que  para  ser 
miembro  de  las  Cámaras  de  Apelaciones. 


S  II.  Del  nombramiento  de  los  miembros  de  las  Cámaras 

de  Apelaciones 

Como  mi  objeto,  en  la  estructura  que  he  dado  á 
la  organización  del  Poder  Judicial,  es  dejar  estableci- 
do primeramente  la  manera  cómo  han  de  constituir- 
se todos  los  tribunales,  para  luego  ocuparme  de  su 
funcionamiento  y  atribuciones, — después  de  dejar  or- 
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ganizada  la  Corte  Suprema,  el  artículo  siguiente  se 
ocupa  de  la  organización  de  las  Cámaras  de  Apela- 
ción. 

El  texto  que  se  transcribe  á  continuación,  sólo  se 
refiere  á  la  forma  del  nombramiento: 

Artículo  4"*  Los  miembros  de  la  Cámara  de 
Apelaciones  serán  nombrados  por  el  Poder  Eje- 
cutivo, con  acuerdo  del  Senado,  de  una  terna 
formada  por  Jueces  de  primera  Instancia  ó  Se- 
cretarios de  la  Suprema  Corte,  que  le  presentará 
este  tribunal. 

Cada  Cámara  de  Apeladón  se  compondráy  por 
lo  menos,  de  tres  jueces  y  cuando  más  de  anco, 
debiendo  cada  una  tener  un  Fiscal,  que  se  repu- 
tará miembro  del  Tribunal. 

Completando  esa  disposición,  el  artículo  5**  de  mi 
proyecto  de  reformas  reproduce  la  disposición  final 
del  189  de  la  Constitución  vigente,  sin  más  altera- 
ción que  la  forma  en  la  redacción. 

Ese  artículo,  del  que  he  creído  deber  hacer  uno 
nuevo,  por  la  colocación  que  le  he  dado,  es  el  si- 
guiente: 

Artículo  S"*  Para  ser  nombrado  miembro  de 
las  Cámaras  de  Apelación,  se  requieren  las  mis- 
mas condiciones  que  para  ministro  de  la  Supre- 
ma Corte,  con  solo  treinta  años  de  edad  y  seis 
en  la  práctica  de  la  profesión. 
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La  parte  importante  y  sustancial  de  las  dos  refor- 
mas precedentes  es  la  que  se  refiere  á  los  nombra- 
mientos de  los  miembros  de  las  Cámaras  de  Apela- 
ciones. 

Por  el  sistema  actual,  también  propone  el  Poder 
Ejecutivo  los  candidatos  al  Senado;  pero  esa  pro- 
puesta puede  hacerla  eligiendo  cualquier  abogado,  de 
dentro  ó  fuera  de  la  Provincia,  pertenezca  ó  no  á  su 
administración  de  justicia,  esté  ó  no  inscripto  en  la 

matrícula,  siempre  que  tenga  título,  sea  argentino  y 

f 

tenga  treinta  años  de  edad. 

En  la  reforma  proyectada,  se  limita  la  acción  del 
Poder  Ejecutivo,  obligándole  á  que  la  propuesta  se 
haga  dentro  de  una  terna  de  jueces  de  primera  Ins- 
tancia ó  secretarios  de  la  Suprema  Corte,  que  deberá 
presentarles  este  tribunal  superior. 

Esta  limitación  ofrece  muchas  ventajas.  Desde  luego 
es  un  poderoso  estímalo  para  la  buena  conducta  y 
el  mayor  estudio  y  contracción  de  los  jueces  inferio- 
res, en  el  desempeño  de  sus  funciones. 

Todo  juez  de  primera  instancia  que  sepa  que  su 
ascenso  no  depende  del  mayor  ó  menor  tiempo  que 
haya  ocupado  ese  puesto,  sino  del  hecho  de  figurar 
en  la  terna  que  la  Corte  Suprema  forme  para  llenar 
las  vacantes  de  camaristas,  se  preocupará  de  demos- 
trar, con  sus  actos  y  con  sus  fallos,  que  es  un  ma- 
gistrado digno  del  ascenso,  estableciéndose  así  una 
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noble  competencia  entre  todos  los  jueces  de  primera 
instancia,  para  conseguir  ser  los  preferidos  en  el  mo- 
mento de  formarse  las  ternas. 

Al  dar  intervención  en  estos  nombramientos  á  la 
Suprema  Corte,  hago  que  intervenga  en  ellos  el 
Poder  judicial,  interviniendo  el  Poder  Legislativo  por 
el  necesario  acuerdo  del  Senado,  y  el  Poder  Ejecu- 
tivo, por  ser  el  Gobernador  quién  propone. 

Se  observará  que,  mientras  para  los  miembros  de 
la  Corte  se  exige  el  acuerdo  de  la  Asamblea  Gene- 
ral, para  los  Camaristas  sólo  se  exige  el  del  Senado. 

Bastaría  para  justificar  esta  fórmula  en  esos  nom- 
bramientos, invocar  las  disposiciones  existentes  en  la 
Constitución,  las  que  vienen  figurando  en  ella  des- 
de 1873. 

Sin  embargo,  puede  defenderse  este  artículo  recor- 
dando también  que,  en  el  plan  de  reformas  que  pro- 
pongo, doy  á  la  Cámara  de  Diputados  la  facultad  de 
prestar  los  acuerdos  para  el  nombramiento  de  los 
jueces  de  primera  instancia,  buscando  que  no  suceda, 
como  ahora,  en  que  una  sola  Cámara  es  la  única 
que  interviene  en  la  organización  del  Poder  Judicial, 
y  haciendo  así  obligatoria  la  intervención  de  ambas 
ramas  del  Poder  Legislativo. 

He  dejado  intencionalmente,  para  este  punto,  la 
explicación  de  los  motivos  que  me  han  inducido  á 
modificar  las  exigencias  de  la   Constitución   actual, 
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con  respecto  á  la  ciudadanía,  cuando  se  trata  de  los 
cargos  de  ministros  de  la  Suprema  Corte  y  de  miem- 
bros de  las  Cámaras  de  Apelaciones. 

Según  la  Constitución  vigente,  para  ser  nombrado 
para  alguno  de  esos  cargos,  se  requiere  «haber  na- 
cido en  territorio  argentino  ó  ser  hijo  de  ciudadano 
nativo,  si  hubiese  nacido  en  país  extranjero».  Yo 
propongo  que,  en  la  reforma,  sólo  se  establezca  que 
deberá  «ser  ciudadano  argentino,  en  el  ejercicio  de 
la  ciudadanía». 

La  diferencia  puede  parecer  sustancial  á  los  aman- 
tes del  terruño,  que  no  se  han  preocupado  de  estu- 
diar esta  cuestión  bajo  las  distintas  faces  que  pre- 
senta. 

La  ciudadanía  nativa  ó  de  origen  para  el  ejercicio 
de  ciertos  puestos  públicos,  no  ha  sido  exigida  en 
las  épocas  difíciles  de  la  organización  nacional,  y 
es  una  injusticia  venirla  á  exigir  hoy,  cuando  hemos 
constituido  la  patria  y  tenemos  instituciones  con  el 
esfuerzo  y  el  tributo  de  sangre  de  muchísimos  ex- 
tranjeros, definitivamente  vinculados  á  nuestro  país. 

Se  explica  que,  para  ser  Gobernador  de  Buenos 
Aires,  se  haya  exigido  la  condición  de  ciudadano  na- 
tivo ó  hijo  de  ciudadano  nativo,  nacido  en  país  ex- 
tranjero, porque  el  ejercicio  de  la  ciudadanía  de  los 
naturalizados  depende  de  su  sola  voluntad,  desde  que 
pueden  volver  á  su  ciudadanía  originaria  el  día  en 
que  pidiesen  su  rehabilitación  al  gobierno  respectivo. 

5o 
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Si  tal  hecho  se  produjese  podría  resultar  que  un 
extranjero  ha  ocupado  el  mando  supremo  del  país, 
lo  que  no  sería  completamente  correcto. 

Pero  cuando  se  trata  de  los  miembros  del  Poder 
Judicial,  y  sobre  todo  de  los  tribunales  colectivos,  no 
hay  peligro  alguno  en  que  los  extranjeros  naturaliza- 
dos, que  se  encuentren  en  el  ejercicio  de  la  ciudada- 
nía, puedan  formar  parte  de  ellos. 

En  nuestras  tradiciones  institucionales,  desde  la 
Asamblea  de  1813,  se  ha  notado  esta  tendencia  á 
igualar  en  el  ejercicio  de  los  derechos  del  ciudadano 
á  todos  los  nacidos  en  la  América  del  Sud;  tenden- 
cia que  se  acentuó  más  efectivamente  en  el  Congre- 
so Internacional  de  Montevideo,  donde  se  celebraron 
tratados  casi  fraternales. 

En  el  Congreso  de  1816,  no  se  buscó  establecer 
diferencia  entre  los  ciudadanos  nativos  y  los  natura- 
lizados, buscándose  sólo  asegurar  la  lealtad  de  los 
que  se  naturalizasen  por  medio  de  juramentos  y  otros 
requisitos,  y  declarando  que  « no  se  concederá  carta 
de  ciudadanía  al  que  no  haya  residido  cuatro  años 
dentro  del  territorio  del  Estado,  á  menos  que  un 
mérito  relevante,  servicios  distinguidos  ó  la  utilidad 
de  la  Nación,  exijan  dispensar  ese  término  »(i). 

Los  constituyentes  de  1819  no  exigieron  para  ser 

( 1 )  Véase  ley  de  29  de  Agosto  de  i  8  i  7 .  —  Registro  Nacional,  tomo  I,  página  434. 
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miembros  del  Poder  Legislativo  y  judicial  más  que 
la  calidad  de  ciudadano,  con  las  circunstancias  de 
edad  y  otros  requisitos,  exigiendo  sólo  la  ciudadanía 
natural  para  el  Director  del  Estado. 

Hablando  de  esta  misma  cuestión,  un  erudito  es- 
critor, que  ocupa  un  puesto  en  la  magistratura  de 
Buenos  Aires,  recuerda  un  hecho  que  vale  la  pena 
de  consignarlo  en  apoyo  de  la  reforma  que  propongo. 
Todos  sabemos  que  la  horrenda  noche  de  la  anar- 
quía oscureció  al  país  durante  el  año  XX,  que  ame- 
nazó disolvernos  y  ensangrentarnos  para  siempre. 

Como  para  realizar  la  promesa  del  clásico  latino: 
Post  nubila  PhoBbus,  —  vino  después  de  esos  días 
luctuosos  el  célebre  gobierno  del  general  Martín 
Rodríguez,  con  el  ministerio  de  Rivadavia,  Agüero  y 
García. 

Refiriéndose  á  esa  época,  y  á  esta  cuestión  de  la 
ciudadanía  para  ejercer  puestos  públicos,  el  escritor 
á  que  me  he  referido  dice  lo  siguiente: 

« Durante  la  época  brillante  del  ministerio  de 
« Rivadavia,  en  la  administración  del  general  Rodrí- 
«guez,  el  general  Bolívar,  en  medio  de  sus  triunfos, 
dirigió  una  nota  al  gobierno  argentino  (1824),  ma- 
nifestándole que  consideraba  conveniente  que,  en 
Buenos  Aires,  se  dictara  una  ley  estableciendo  que 
«todo  ciudadano  de  Sud  América,  lo  era  en  cada 
« una  de  las  secciones  sudamericanas,  y  que  podía 
« optar,  por  ese  solo  hecho,  al  desempeño  de  funcio- 
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nes  públicas.  Rivadavia  contestó  que  no  necesitaba 
que  la  Junta  de  Representantes  de  Buenos  Aires 
« dictara  tal  ley,  pues  no  había  para  qué  sancionar 
por  ese  medio  lo  que  era  un  hecho  indiscutible, 
que  nadie  ponía  en  duda  y  que  Buenos  Aires 
practicaba  desde  los  orígenes  de  la  guerra  por  la 
<-  independencia  ( i ). » 

La  Constitución  de  1826  exigía  para  ser  miembro 
de  la  Corte  <  las  cualidades  que  se  exigen  para  ser 
Senador,  letrado  recibido,  con  ocho  años  de  ejercicio 
y  cuarenta  de  edad»;  y,  por  aquella  Constitución, 
sólo  se  exigía  para  ser  Senador  ó  Diputado  la  ciu- 
dadanía en  ejercicio  (2). 

Saltando  el  largo  lapso  de  la  tiranía,  llegamos  á 
la  Constitución  nacional  de  1853,  y  en  ella  se  esta- 
blece que  para  ser  miembro  de  la  Suprema  Corte 
Federal,  basta  ser  -  abogado  de  la  Nación,  con  ocho 
años  de  ejercicio  y  tener  las  calidades  requeridas 
para  ser  Senador»,  y  esas  calidades  son  las  de  «tener 
treinta  años,  haber  sido  seis  años  ciudadano  de  la 
Nación,  disfrutar  de  una  renta  anual  de  dos  mil 
pesos  fuertes  ó  de  una  entrada  equivalente».  Esas 
disposiciones  están  todavía  en  vigor,  después  de  las 
reformas  de  1860,  1866  y  1897(3). 


(i)  Alberto  Pai.omeque:  I.a   Constitución  de  Buenos  Aires,   etc.;   Tribuna  de  la 
Capital  Federal  del   i6  de  Enero  de  1907. 

(2)  Constitución  de  1826,  artículos  i5,   24  y  112. 

(3)  Véase  artículos  de  la  Constitución  Nacional  47   y  67. 


ORGANIZACIÓN   DEL  PODER  JUDICIAL  763 

La  Constitución  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires 
de  1873,  en  cuya  sanción  tomaron  parte  los  hombres 
más  eminentes  del  país  y  más  experimentados  en  la 
ciencia  del  gobierno,  establecía  en  su  artículo  186 
que  «para  ser  juez  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia 
se  requiere  ciudadanía  en  ejercicio  >>y  exigiendo  la  mis- 
ma condición  para  ser  miembro  de  las  Cámaras  de 
Apelación. 

Cuando  se  reunió  la  Convención  de  1882,  la  co- 
misión central  que  preparó  el  plan  de  reformas,  acon- 
sejó que  se  mantuviese  la  disposición  tal  cual  existía; 
pero,  al  discutir  este  punto  la  Asamblea  Constitu- 
yente, lo  reformó  estableciendo,  en  la  Constitución 
de  1889,  la  disposición  que  hoy  rige,  y  que  yo  no 
encuentro  justificada. 

No  hay  motivo  para  romper  con  nuestra  tradición 
de  afecto  y  de  instituciones,  excluyendo  á  los  extran- 
jeros naturalizados  de  los  altos  puestos  de  la  magis- 
tratura, 

Y  esto  se  hace  más  grave  y  más  trascendental  si 
se  acepta  él  Plan  de  Reformas  que  yo  propongo, 
basado  en  el  ascenso  sucesivo  desde  los  humildes 
puestos  de  los  ministerios  fiscales,  hasta  la  más  alta 
gerarquía  judicial  de  la  Provincia. 

No  habría  razón,  no  habría  fundamento,  no  ha- 
bría equidad  en  aceptar  los  servicios  de  un  extran- 
jero  naturalizado  en  los  empleos  inferiores,  cerrán- 
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dolé  las  puertas  á  toda  ambición  y  privándole  de 
todo  estímulo  para  ascender,  el  día  que  llegase  á  ser 
juez  de  primera  instancia. 

Me  parece  que  bastan  las  razones  expuestas  para 
justificar  las  reformas  que  propongo,  que,  por  otra 
parte,  no  es  sino  la  vuelta  á  nuestras  tradiciones 
constitucionales  y  á  nuestros  afectos  históricos. 


S  111.  Duración  del  mandato  en  las  Cámaras 

de  Apelaciones 

He  dicho,  al  ocuparme  del  Poder  judicial  en  ge- 
neral, que  había  inventado  un  sistema  de  amovilidad^ 
inamovible,  que  concilia  todas  las  opiniones  de  los 
que  defienden  la  inamovilidad  de  los  jueces  y  de  los 
que  exigen  su  renovación  periódica. 

La  primera  aplicación  que  hago  de  ese  sistema,  es 
al  tratar  de  la  duración  del  mandato  en  los  jueces 
que  deben  formar  las  Cámaras  de  Apelación. 

El  artículo  en  que  lo  propongo  está  concebido  en 
los  siguientes  términos: 

Artículo  6"*  Los  miembros  de  las  Cámaras  de 
Apelación  conservarán  sus  empleos  durante  ocho 
años,  después  de  los  cuales  serán  nuevamente 
propuestos  al  Senado  por  el  Poder  Ejecutivo;  y^ 
si  fuesen  ratificados  en  sus  puestos,  los  conser- 
varán hasta  que  cumplan  setenta  años  ó  fuesen 
removidos  por  medio  del  juicio  político. 
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Por  esta  disposición,  los  miembros  de  las  Cáma- 
ras de  Apelaciones  son  nombrados  sólo  por  ocho 
años;  pero,  desde  el  día  de  su  nombramiento,  ellos 
saben  que  el  Poder  Ejecutivo  está  obligado  á  pro- 
ponerles de  nuevo  para  que  continúen  desempeñando 
el  mismo  puesto,  una  vez  que  termine  aquel  período; 
de  manera  que  al  desempeñar  sus  funciones  ya  van 
prevenidos  que,  su  inamovilidad,  dependerá  sólo  de  su 
conducta  durante  los  primeros  ocho  años  en  que 
ejerzan  la  magistratura  de  apelación. 

Si  después  de  ese  término,  al  ser  de  nuevo  pro- 
puestos, fuesen  aceptados  por  la  Cámara,  sus  nom- 
bramientos se  tendrán  por  definitivos,  no  pudiendo 
ser  removidos  sino  por  medio  del  juicio  político,  ó 
cuando  cumplan  setenta  años  que  es  el  máximo 
fijado  por  la  Constitución  al  desempeño  de  toda  ma- 
gistratura judicial. 

La  explicación  de  esta  combinación  es  bien  sencilla. 

Para  ser  nombrado  Juez  de  primera  Instancia  se 
requieren  veinticinco  años  de  edad  y  tres  años  de 
práctica.  Para  ser  nombrado  Camarista,  se  requieren 
treinta  años  y  seis  de  ejercicio  de  la  profesión. 

Como  los  camaristas  deben  ser  nombrados  de  en- 
tre los  Jueces  de  primera  Instancia,  es  lo  probable, 
lo  general  y  lo  humano,  que  ningún  abogado  llegue 
á  ser  nombrado  Camarista  con  menos  de  treinta  y 
dos  á  treinta  y  cinco  años,  de  manera  que,  ejerciendo 
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el  mandato  durante  ocho  años,  resultará  que,  cuando 
su  nombramiento  sea  confirmado  por  el  Senado,  los 
camaristas  tendrán  más  de  cuarenta  años. 

Si  este  segundo  acuerdo  sólo  les  diese  el  derecho 
de  ocupar  sus  cargos  por  otro  período  de  ocho  años, 
resultaría  que  estarían  expuestos  en  la  segunda  vez 
que  fuesen  propuestos,  á  ser  rechazados  cuando  tu- 
viesen más  ó  menos  cincuenta  años;  es  decir,  en  una 
época  de  la  vida  en  que  habrían  ejercido  la  magis- 
tratura por  más  de  veinte  años,  y  cuando  ya  no  ten- 
drían actividades  ni  fortaleza  para  abrir  un  estudio 
y  empezar  de  nuevo  la  lucha  por  la  existencia  en  el 
ejercicio  de  la  profesión. 

Me  parece  que  un  magistrado  que  ha  pasado  por 
esas  pruebas,  debe  quedar  inamovible  en  su  puesto, 
y  esto  es  lo  que  propongo  en  la  reforma  de  que  me 
ocupo  en  este  parágrafo. 

,S  IV.  Nombramiento  y  duración  de  los  Jueces 
de  primera  Instancia 

Poco  tendré  que  decir  para  fundar  los  dos  artícu- 
los que  se  refieren  á  la  forma  del  nombramiento  y 
á  la  duración  del  empleo,  en  lo  que  corresponde  á 
los  Jueces  de  primera  instancia. 

Esos  dos  artículos  dicen  lo  siguiente: 

Artículo  7""  Los  jueces  de   primera    Instancia 
serán  nombrados   por   el    Poder   Ejecutivo,  con 
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acuerdo  de  la  Cámara  de  Diputados,  de  una 
terna  de  los  representantes  de  los  ministerios  pú- 
blicos en  primera  Instancia  ó  Secretarios  de  las 
Cámaras  de  Apelaciones  que  propondrán  estas 
mismas  al  Gobernador.  Para  ser  nombrado,  se 
requieren  ciudadanía  argentina  en  ejercicio,  veinti- 
cinco años  de  edad  y  tres  años  de  práctica  en  la 
profesión  de  abogado  ó  en  algún  puesto  judiciaL 
Artículo  8°  Después  de  cuatro  años  y  de  ocho 
años  en  el  desempeño  de  sus  funciones,  el  Poder 
Ejecutivo  someterá  á  un  nuevo  acuerdo  de  la 
Cámara  de  Diputados  la  continuación  en  sus 
puestos  de  los  Jueces  de  primera  Instancia;  y,  si 
el  acuerdo  fuese  prestado  las  dos  veces,  conser- 
varán el  cargo  hasta  que  cumplan  setenta  años 
ó  fuesen  removidos  por  medio  del  juicio  político. 

Todo  cuanto  he  expuesto  con  respecto  á  los  miem- 
bros de  las  Cámaras  de  Apelaciones,  les  es  aplicable 
á  los  Jueces  de  primera  Instancia. 

En  cuanto  al  nombramiento,  propongo  que  el 
acuerdo  á  la  propuesta  del  Poder  Ejecutivo  lo  preste 
la  Cámara  de  Diputados,  porque  siendo  esta  la  rama 
más  numerosa  del  Poder  Legislativo,  y  la  que  más 
frecuentemente  se  renueva,  es  la  que  está  mas  habi- 
litada para  reflejar  las  palpitaciones  actuales  de  la 
opinión  pública  con  respecto  á  los  Jueces  de  primera 
Instancia. 
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Son  éstos  los  magistrados  que  más  directamente 
preocupan  á  los  litigantes,  porque,  siendo  uniperso- 
nal su  jurisdicción,  son  más  fáciles  el  error  y  el 
abuso  que  si  se  tratase  de  tribunales  colegiados. 

Un  mal  juez  de  primera  instancia  es  un  peligro 
mucho  mayor  que  el  de  un  camarista,  porque  si  bien 
los  fallos  de  aquél  pueden  ser  reformados  ó  revoca- 
dos en  la  apelación,  los  procedimientos  se  prestan 
siempre  á  servir  á  los  malos  jueces  para  escudar  sus 
faltas  ó  para  evitar  que  ellas  lleguen  á  conocimiento 
del  superior. 

Renovándose  la  Cámara  de  Diputados  cada  año, 
este  cuerpo  estará  siempre  habilitado  para  saber  si 
el  juez,  que  ha  desempeñado  durante  cuatro  años  su 
mandato,  merece  ó  no  ser  confirmado  en  su  puesto 
por  otro  término  igual;  y,  al  ser  de  nuevo  propuesto 
por  segunda  vez,  después  de  ocho  años  de  ejercicio 
en  la  magistratura  de  primera  instancia,  la  Cámara  de 
Diputados  se  hallará  en  condiciones  de  darse  cuenta 
si  es  ó  no  conveniente  confirmar  ese  nombramiento 
á  perpetuidad. 

Este  doble  acuerdo  solicitado  una  vez  cada  cuatro 
años,  antes  de  que  un  juez  de  primera  instancia  lle- 
gue á  ser  inamovible,  será,  seguramente,  el  más  po- 
deroso estímulo  para  que  esos  funcionarios  se  dedi- 
quen al  cumplimiento  de  sus  deberes  con  la  asiduidad 
y  rectitud  que  el  puesto  requiere,  con  tanta  más  ra- 
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zón  cuanto  que,  debiendo  los  ascensos  á  camaristas 
producirse  por  medio  de  ternas  de  jueces  de  primera 
instancia,  formadas  por  la  Cámara  respectiva,  es  in- 
dudable que  el  interés  de  figurar  en  esas  ternas  será 
también  un  aliciente  para  que  los  funcionarios  infe- 
riores prueben,  ante  sus  superiores  gerárquicos,  sus 
condiciones  de  buenos  magistrados. 

Establece  el  artículo  séptimo  de  esta  reforma  que 
las  ternas  para  jueces  de  primera  instancia  se  forma- 
rán con  los  representantes  de  los  ministerios  públi- 
cos en  primera  instancia,  y  con  los  secretarios  de  las 
Cámaras  de  Apelación,  que  han  sido  siempre  equi- 
parados á  aquéllos. 

Esta  prescripción  es  perfectamente  lógica  con  todo 
el  plan  de  organización  del  Poder  Judicial  por  medio 
de  los  ascensos. 

Los  ministerios  públicos  en  primera  instancia  y  las 
secretarías  de  las  Cámaras  de  Apelación  son  el  pri- 
mer peldaño  de  la  escala  de  la  magistratura. 

Si  han  de  ascender  los  jueces  y  los  camaristas,  no 
hay  razón  para  que  no  asciendan  los  letrados  que 
ocupan  los  puestos  más  subalternos  en  el  organismo 
judiciario. 

^  V.  Reemplazo  de  las  vacantes 

Dos  casos  pueden  producirse  en  los  que  quede 
vacante  algún  puesto  en  la  magistratura:  la  cesación 
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del  ejercicio  del  puesto  por  muerte,  renuncia  ó  des- 
titución, ó  el  rechazo  de  la  propuesta,  hecha  por  el 
Poder  Ejecutivo,  tratándose  de  una  persona  que  esté 
desempeñando  el  empleo  para  que  se  le  propone. 

En  ambos  casos,  es  menester  establecer  en  la  Cons- 
titución el  deber  en  que  se  encuentra  el  Poder  Eje- 
cutivo de  llenar  la  vacante,  dentro  de  un  término 
dado,  y  proveer  lo  necesario  para  el  caso  de  que  no 
lo  hiciera. 

La  reforma  que  propongo  á  este  respecto  es  fun- 
damental. 

He  aquí  los  términos  en  que  la  presento: 

Artículo  9**  En  todos  los  casos  en  que  las 
nuevas  propuestas  de  miembros  de  las  Cámaras 
de  Apelación  y  de  jueces  fuesen  rechazadas  y 
cuando  se  produzcan  vacantes,  el  Poder  Ejecu- 
tivo procederá  á  nombrar  el  reemplazante  dentro 
de  los  quince  días  de  producidas  aquéllas. 

Si  no  lo  hiciese,  la  Corte  Suprema  en  su  ca- 
so, y  la  Cámara  de  ApeUiciones  respectiva,  en  el 
suyo,  remitirán  la  terna  de  candidatos  á  la  Asam- 
blea General  ó  á  la  Cámara  á  que  correspondUy 
la  cual  hará  el  nombramiento  directamente,  dentro 
de  aquella  terna,  por  votación  nominal  y  á  plu- 
ralidad de  votos  hasta  obtener  la  mayoría  abso- 
luta. 


ORGANIZACIÓN   DEL   PODER  JUDICIAL  77  I 

S¿  la  Suprema  Corte  ó  la  Cámara  respectiva, 
no  elevasen  la  terna  correspondiente  dentro  de 
los  quince  días  después  de  producida  la  vacante, 
el  Poder  Ejecutivo  hará  la  propuesta  prescin- 
diendo de  ese  requisito. 

Si  la  Asamblea  General  ó  la  Cámara  de  Di- 
putados ó  el  Senado,  en  sus  respectivos  casos, 
no  se  reuniesen  ni  prestasen  ó  rechazasen  el 
acuerdo  solicitado  por  el  Poder  Ejecutivo,  dentro 
de  los  quince  días  después  de  la  citación  para 
reunirse,  se  considerará  hecho  el  nombramiento 
en  la  forma  propuesta  por  el  Poder  Ejecutivo. 

Yo  sé  bien  que  en  la  Constitución  vigente  se 
previo  algo  de  lo  que  establezco  en  mi  proyecto  de 
reforma;  pero  ni  en  ella,  ni  en  ninguna  de  las  Cons- 
tituciones que  conozco,  figura  un  artículo  semejante 
al  que  presento,  en  todo  el  alcance  de  sus  proyec- 
ciones. 

En  alguna  parte  de  la  Constitución,  hay  disposi- 
ciones semejantes  al  primer  inciso  de  este  artículo,  y 
que,  en  distintas  épocas,  no  se  han  cumplido. 

Ha  habido  gobernadores  que  han  pasado  largos 
períodos  sin  nombrar  ministros,  miembros  de  los  tri- 
bunales y  otros  funcionarios,  no  obstante  que  la 
prescripción  constitucional  que  ordena  llenar  las  va- 
cantes, en  un  término  dado,  es  imperativa. 
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Repetir  aquellas  disposiciones  para  que  puedan  de 
nuevo  ser  burladas,  me  parece  que  sería  un  grave 
error  de  mi  parte,  encargado  de  proyectar  una  Cons- 
titución práctica. 

Suprimirlas  de  la  Constitución  sería  mucho  peor, 
pues  sería  justificar  los  procederes  de  aquellos  jefes 
del  Estado  que,  por  medios  más  ó  menos  regulares, 
eludieron  cumplir  aquellas  prescripciones. 

Para  evitar  que,  después  de  reformada  la  Consti- 
tución, se  repitan  los  hechos  que  condeno,  es  que  he 
proyectado  la  reforma  que  contiene  la  parte  final  de 
este  artículo. 

Ella  importa,  indudablemente,  una  innovación;  pero 
ella  es  aconsejada  por  la  experiencia,  y  puede  apo- 
yarse en  teorías  científicas  y  en  ejemplos  de  otros 
países. 

Científicamente  no  puede  dejarse  ad  libiUim  del 
Poder  Ejecutivo,  el  cumplimiento  de  prescripciones 
constitucionales,  en  materias  tan  importantes  como 
son  la  organización  de  los  altos  poderes  del  Estado. 

Y  esto  que  digo  del  Poder  Ejecutivo,  lo  repito 
de  la  Legislatura,  de  la  Corte  y  de  las  Cámaras  de 
justicia. 

Si  en  este  Plan  de  Reformas  he  previsto  el  caso 
en  que  el  Poder  Legislativo  deje  de  dictar  las  leyes 
complementarias  de  la  Constitución,  proveyendo  el 
remedio, —  ¿por  qué  había  de  prescindir  de  hacer  lo 
propio,  tratándose  del  Poder  Ejecutivo? 
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Más  de  una  vez  se  han  pasado  meses  y  hasta  años, 
en  la  Nación  y  en  la  Provincia,  sin  que  las  vacantes 
producidas  por  cualesquiera  causas  se  llenasen. 

Como  en  el  mecanismo  propuesto  por  mí  para 
constituir  el  Poder  Judicial,  intervienen  los  tres  pode- 
res,—  este  ultimo  formando  una  terna  de  candidatos, 
el  Poder  Ejecutivo  proponiendo  uno  de  éstos  al  Po- 
der Legislativo,  y  éste  aceptando  ó  rechazando  la 
propuesta, — me  parece  que  no  puede  dejarse  á  la  vo- 
luntad de  uno  de  esos  poderes  que  la  prescripción 
constitucional  se  cumpla  ó  deje  de  cumplirse. 

Siendo  al  Poder  Ejecutivo  á  quien  se  le  encarga, 
en  primer  término,  la  iniciativa  en  el  nombramiento, 
y  á  la  Corte  en  segundo,  es  lógico  que,  si  el  pri- 
mero falta  á  su  deber,  se  permita  que  el  segundo  lo 
cumpla,  prescindiendo  de  aquél. 

Esto  es  lo  que  establece  el  artículo  de  que  me 
ocupo. 

Si  dentro  de  los  quince  días  de  producida  una 
vacante  en  el  Poder  Judicial,  el  Poder  Ejecutivo  re- 
cibe la  terna  de  candidatos  que  la  Corte  debe  en- 
viarle y  no  procede  á  proponer  el  que  prefiera  á  la 
Asamblea  General,  al  Senado  ó  la  Cámara  de  Dipu- 
tados, según  el  caso,  —  la  Corte  Suprema  ó  la  Cá- 
mara de  Apelaciones  correspondiente,  la  misma  terna 
enviada  al  Poder  Ejecutivo,  la  remitirán  á  la  Cáma- 
ra que  debe  intervenir  en  el  nombramiento,  la  que, 
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votando  nominalmente  los  tres  nombres  propuestos, 
declarará  elegido  á  aquel  que  resulte  con  mayoría 
de  votos,  procediendo  por  exclusión  del  que  menos 
sufragio  hubiera  obtenido,  en  caso  de  que  la  prime- 
ra votación  no  hubiera  dado  resultado. 

Este  procedimiento  no  ofrecerá  más  inconveniente 
que  el  de  haberse  prescindido  del  Poder  Ejecutivo  en 
ese  caso;  pero  esto  no  tiene  gran  importancia  desde 
que,  aun  interviniendo,  su  acción  se  habría  limitado 
á  elegir  uno  de  los  tres  mismos  candidatos  que  se- 
rían votados  por  la  Asamblea  que  hiciere  directa- 
mente el  nombramiento. 

He  dicho  que  esta  forma  de  procedimientos  tiene 
precedente.  Efectivamente,  en  los  Estados  Unidos, 
Maine,  New  Hampshire,  Tennessee,  Vermont  y  Virgi- 
nia, el  Secretario  de  Estado  es  elegido  directamente 
por  las  dos  Cámaras  reunidas  en  Asamblea  General, 
votándose  los  candidatos  nominalmente,  por  medio 
de  boletas  escritas  ( i ). 

Es  verdad  que  el  procedimiento  no  se  emplea  para 
la  designación  de  jueces,  porque  allí  son  electos  ó 
popularmente  ó  simplemente  por  el  Poder  Ejecutivo 
con  acuerdo  del  Senado;  pero  yo  lo  encuentro  no 
sólo  aceptable,  sino  excelente,  para  conseguir  que  la 


(I)  Véase  (^onsiitución  de  Maine,  ari.  V,  parte  III,  sec.  i  y  4;  de  New  Hamp- 
shire, ari.  II,  scc.  67  y  sig.;  de  Tennessee,  art.  III,  sec.  17;  de  Vermont,  enmienda 
10;  de  Virginia,  art.  IV,  sec.  12. 
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Constitución  se  cumpla,  y  el  Poder  Judicial  tenga 
su  personal  íntegro,  cuando  el  Poder  Ejecutivo  falta 
premeditadamente  á  sus  mandatos. 

Pero,  así  como  el  Poder  Ejecutivo  puede  faltar  á 
sus  deberes,  también  los  tribunales  encargados  de 
presentar  las  ternas  pueden  incurrir  en  la  omisión, 
por  causas  de  otro  orden  que  las  que  puedan  mover 
al  Gobernador. 

Es  menester  no  obligar  al  Poder  Judicial  á  inter- 
venir en  los  nombramientos  de  sus  miembros,  si,  en 
el  concepto  de  la  mayoría  de  los  Tribunales  que 
deben  de  formar  las  ternas,  los  magistrados  subal- 
ternos no  merecen  ser  ascendidos  ó  todos  lo  merecen. 

El  Poder  Ejecutivo  tiene  donde  elegir  entre  tres 
candidatos  que  le  presentan  la  Corte  ó  las  Cámaras 
de  Apelaciones;  las  Cámaras  pueden  rechazar  los 
acuerdos  solicitados;  es,  pues,  menester  que,  á  su 
vez,  los  tribunales  colegiados  tengan  el  derecho  de 
abstenerse  de  juzgar  á  sus  subalternos,  y  de  no 
proponer  ningún  candidato,  si,  á  su  juicio,  no  están 
aquéllos  en  condiciones  de  ser  ascendidos  ó  lo  están 
todos. 

Para  esto,  bastará  que,  durante  los  quince  días 
que  sigan  á  la  vacante,  no  eleven  la  terna  corres- 
pondiente al  Poder  Ejecutivo. 

En  ese  caso,  el  Gobernador  propondrá  directa- 
mente á  la  Asamblea  ó  á  la  Cámara  el  candidato, 
que  deberá  pertenecer  al  Poder  Judicial.  5i 
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Desde  que  el  poder  encargado  de  proponer  la 
terna,  no  se  considera  en  condiciones  de  formarla, 
debe  respetarse  su  decisión,  y  prescindir  de  él,  ha- 
ciéndose los  nombramientos  sólo  con  el  concurso  del 
Poder  Ejecutivo  y  del  Legislativo. 

Pero,  puede  también  producirse  el  caso,  —  como 
ya  se  ha  producido, — de  que  presentada  la  propuesta 
para  un  candidato  para  la  magistratura,  la  Cámara 
Legislativa  correspondiente  no  lo  despache,  dejando 
dormir  la  propuesta  en  comisión  ó  en  secretaría,  ya 
sea  por  móviles  políticos  hostiles  al  candidato,  cuyos 
méritos  le  hagan  irrechazable,  ya  sea  por  la  eterna 
indiferencia  de  nuestros  legisladores  para  cumplir  con 
sus  deberes  ó  ya  sea  por  cualquiera  de  esos  móviles 
que  suelen  mover  á  las  mayorías  parlamentarias. 

Es,  pues,  necesario  prever  también  este  caso,  y  á 
eso  tiende  el  último  inciso  del  artículo  9*  del  Plan 
de  Reformas  á  esta  Sección  de  la  Constitución  vi- 
gente. 

En  el  supuesto  de  que  pasasen  quince  días  desde 
que  la  Asamblea  General  ó  la  Cámara  Legislativa, 
fué  citada  para  prestar  el  acuerdo,  sin  que  aquélla 
se  reuniere,  lo  prestase  ó  lo  rechazase,  el  nombra- 
miento se  reputará  hecho  en  la  forma  propuesta  por 
el  Poder  Ejecutivo. 

A  ese  nombramiento  no  habrá  concurrido  la  Le- 
gislatura, pero  habrán  concurrido  los  Poderes  Ejecu- 
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tivo  y  Judicial,  lo  que  me  parece  bastante  garantía, 
para  estos  casos  extraordinarios. 

Me  anima  la  esperanza  de  que  las  hipótesis  á  que 
provee  este  artículo  no  se  producirán  jamás;  pero 
desde  que  quiero  hacer  una  Constitución  práctica  é 
imparcial,  me  parece  que  he  debido  consignar  la  pres- 
cripción precedente. 


§  VI.  Pensión  á  los  Jueces  no  reelectos 

Sería  injusto,  sería  inequitativo  el  Plan  que  pro- 
¡Dongo,  si  los  jueces  cuyos  nombramientos  no  fuesen 
ratificados  en  el  segundo  y  tercer  acuerdo,  fuesen 
separados  de  sus  puestos  sin  ninguna  compensación. 

Los  camaristas  propuestos  para  miembros  de  la 
Suprema  Corte,  cuya  propuesta  rechace  la  Asamblea 
General,  continuarán  en  su  puesto  de  camaristas; 
pero  si,  después  de  desempeñar  este  puesto  ocho 
años,  al  ser  de  nuevo  propuestos,  fuesen  rechazados, 
no  podrían  ya  continuar  en  el  Poder  Judicial,  desde 
que  el  rechazo  de  la  propuesta,  representaría  la  pér- 
dida del  empleo  que  habían  venido  ejerciendo. 

Sin  embargo,  para  que  un  camarista  pueda  ser 
propuesto  una  segunda  vez,  es  indispensable  que  haya 
estado  ocho  años  en  la  Cámara  de  Apelaciones,  á  la 
que  tiene  que  haber  ascendido  después  de  haber  ser- 
vido el  puesto  de  Juez  de  primera  Instancia  y  acaso 
alguno  de  los  ministerios  públicos  del  Poder  Judicial. 
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Esta  consideración  me  ha  decidido  á  resolver  cons- 
titucionalmente  su  caso,  como  acaso  lo  resolvería  la 
ley  de  Montepío  civil;  pero  no  es  lo  mismo  dejar 
un  derecho  de  esta  naturaleza  expuesto  á  la  mutabi- 
lidad de  las  leyes,  que  dejarlo  consignado  en  forma 
permanente  en  la  Constitución. 

Con  ese  objeto  he  redactado  el  artículo  que  lleva 
el  número  10  en  las  reformas  que  propongo  en  este 
capítulo;  artículo  nuevo,  que  no  he  querido  someter 
á  la  ecuación  aritmética  de  las  actuales  ó  futuras  le- 
yes de  Montepío  civil  ó  de  pensiones,  sino  que  obe- 
dece á  una  regla  de  criterio  fija  y  general,  cualquiera 
que  sea  el  tiempo  de  servicio  del  magistrado  que  deja 
de  serio. 

He  aquí  ese  texto: 

Artículo  1 0.  Los  miembros  de  las  Cámaras  de 
Apelaciones  y  los  Jueces  de  primera  Instancia 
que,  después  de  haber  desempeñado  su  puesto  por 
uno  ó  más  períodos,  no  fuesen  confirmados  en 
sus  nombramientos  por  la  Cámara  respectivay 
tendrán  derecho  á  una  pensión  vitalicia  equiva- 
lente á  tantas  treintavas  partes  del  último  sueldo 
que  percibían,  cuantos  fuesen  los  años  que  hu- 
biesen servido  en  la  magistratura. 

Dos  cosas  necesito  hacer  notar  en  este  artículo. 
La  primera,  que  la  cuota  que  se  fija  para  la  pen- 
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sión  es  invariablemente  la  de  una  treintava  parte  del 
sueldo  de  que  actualmente  goza  el  empleado  en  el 
momento  de  su  separación. 

Esa  cifra  no  es  caprichosa.  Generalmente,  las  leyes 
de  pensiones  y  jubilaciones  fijan  treinta  años  como 
el  máximum  de  servicios  para  tener  derecho  al  retiro 
con  sueldo  íntegro. 

Hasta  hace  muy  poco  tiempo,  los  servicios  en  la 
magistratura  se  contaban  dobles. 

Yo  parto  de  esa  base  y  reconozco  una  treintava 
parte  de  sueldo  por  cada  año  de  servicio,  en  la  ma- 
gbtratura,  á  los  funcionarios  que  no  merezcan  el 
acuerdo  de  las  Cámaras  Legislativas  y  queden  ce- 
santes. 

El  segundo  punto  que  deseaba  hacer  notar,  es  que, 
en  este  artículo,  sólo  se  computan  los  servicios  pres- 
tados en  el  Poder  Judicial.  Es  posible  que,  fuera  de 
ellos,  el  postulante  tenga  servicios  que  se  computan 
por  la  ley  de  Montepío  civil;  pero  yo  no  los  tomo 
en  cuenta  en  mi  artículo. 

Si  al  interesado  conviene  más  acogerse  á  aquella 
ley,  estará  en  su  derecho.  Este  artículo  no  tiene  ca- 
rácter obligatorio,  ni  puede  servir  para  perjudicarte. 

Busco  sólo  fijar  una  regla  de  equidad,  para  los 
casos  que  él  prevé. 
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S  Vil.  De  los  ministerios  públicos  en  primera  instancia 

En  la  Constitución  vigente,  el  artículo  199  da  á 
la  Legislatura  el  encargo  de  determinar  el  modo  y 
forma  en  que  deben  ser  nombrados  los  demás  fun- 
cionarios que  intervienen  en  los  juicios.  En  estos  es 
indispensable,  imprescindible  la  intervención  de  los 
ministerios  públicos  fiscal  y  de  menores,  de  manera 
que  no  puede  haber  inconveniente  alguno  en  darles 
existencia  constitucional  permanente,  lo  mismo  que  á 
los  Jueces  de  primera  Instancia. 

Es  lo  que  he  pensado  al  tomar  á  esos  funciona- 
rios como  base  del  sistema  de  ascensos  que  organizo 
en  el  Plan  de  Reformas  que  propongo. 

El  siguiente  artículo  provee  al  nombramiento  y  du- 
ración del  cargo  de  esos  funcionarios  judiciales: 

Artículo  11.  Los  Agentes  Fiscales,  Defensores 
de  Menores  y  demás  funcionarios  judiciales  su- 
balternos, que  deban  ser  abogados^  serán  nom- 
brados por  el  Poder  Ejecutivo  con  el  acuerdo  de 
la  Cámara  de  Apelaciones  del  departamento  ju- 
dicial respectivo  en  que  deban  desempeñar  sus 
funciones.  Para  ser  nombrados  para  aquellos  car- 
gos, se  requiere  título  de  abogado,  veintidós  años 
de  edad  y  ciudadanía  argentina  en  ejercicio.  Du- 
rarán en  sus  funciones  dos  años,  debiendo  raíi- 
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ficarse  aquel  nombramiento  por  la  Cámara  de 
Apelaciones  respectiva  cada  vez  que  ese  tiempo 
transcurra^  sin  necesidad  de  nueva  propuesta  del 
Poder  Ejecutivo. 

Lo  que  he  dicho,  á  propósito  de  los  jueces  y  ca- 
maristas, sirve  de  suficiente  comentario  á  este  ar- 
tículo. 

Comprendo  que  más  de  uno  creerá  que  es  peli- 
groso establecer  sólo  veintidós  años  para  que  se  pue- 
dan ejercer  esos  empleos.  Yo  no  veo  inconveniente 
alguno,  desde  que  el  Código  Civil  fija  la  mayor  edad 
en  esa  época  de  la  vida. 

Por  otra  parte,  las  funciones  de  los  ministerios  pú- 
blicos en  primera  instancia  no  tienen  la  importancia 
de  las  resoluciones  definitivas,  desde  que  los  jueces 
pueden  apartarse  de  sus  dictámenes,  y  las  partes 
pueden  ocurrir,  en  apelación,  al  superior. 

Además,  si  es  verdad  que  de  entre  esos  funciona- 
rios que  ejercen  los  ministerios  públicos,  deben  ele- 
girse los  candidatos  para  formar  la  terna  para  Jueces 
de  primera  Instancia,  no  debe  olvidarse  que,  para 
este  empleo,  se  requieren  veinticinco  años  de  edad; 
y  que,  por  tanto,  no  podrán  ser  propuestos  los  que 
tengan  menos  de  esa  edad. 

Actualmente,  estos  nombramientos  se  hacen  direc- 
tamente por  el  Poder  Ejecutivo.  En  cambio,  en  otras 
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partes,  —  entre  ellas  en  algunos  Estados  de  la  Unión 
Americana, — son  los  tribunales  de  justicia  quienes  los 
nombran. 

Yo  he  adoptado  un  sistema  mixto.  El  Poder  Eje- 
cutivo propone  el  candidato;  pero  debe  ser  aceptado 
por  la  Cámara  de  Apelaciones  del  Departamento 
Judicial  donde  ese  empleado  ha  de  ejercer  sus  fun- 
ciones. 

Esta  concurrencia  de  dos  autoridades  para  esas 
designaciones,  ofrece,  seguramente,  mayores  garantías, 
que  si  fuesen  hechas  sólo  por  el  Poder  Ejecutivo,  ó 
sólo  por  la  Cámara 

S  VIH.  Sueldos  del  Poder  Judicial 

Los  artículos  12  y  13  que  figuran  en  este  capítulo, 
son  los  mismos  que,  en  la  Constitución  vigente,  fi- 
guran con  los  números  191  y  192.  No  creo  que  de- 
ben ser  reformados. 

El  artículo  siguiente,  el  14,  se  refiere  á  los  suel- 
dos de  los  miembros  del  Poder  Judicial. 

Provee  á  un  caso  que  conviene  dejar  constitucio- 
nalmente  resuelto.  Dice  así: 

Artículo  1 4.  Los  miembros  del  Poder  Judicial, 
gozarán  de  los  sueldos  que  les  señale  la  ley  del 
Presupuesto,  pero  no  podrán  ser  disminuidos  sino 
en  los  casos  en  que  lo  sean  los  del  Gobernador 
y  de  los  miembros  de  la  Legislatura. 
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Soy  partidario  de  que  la  remuneración  del  Poder 
Judicial  no  sea  disminuida,  porque  la  alteración  de 
esos  sueldos  sería  una  arma  terrible  puesta  en  manos 
de  los  poderes  políticos  para  influir  sobre  los  jueces. 

Pero,  cuando  se  trate  de  disminuciones  generales; 
cuando  se  trate  de  una  necesidad  del  erario,  que  ha- 
ga hacer  una  rebaja  á  toda  la  administración,  me  pa- 
rece que  es  equitativo  y  justo  que  también  se  com- 
prenda en  la  disminución  al  Poder  Judicial. 

Es  esto  tanto  más  regular,  cuanto  que,  aun  ha- 
ciéndose la  disminución  inmediatamente,  ella  no  sería 
aplicada  sino  en  el  período  gubernativo  inmediato, 
desde  que,  en  la  sección  del  Poder  Ejecutivo,  se  ha 
establecido  la  inamovilidad  de  los  sueldos  del  Gober- 
nador y  sus  Ministros,  mientras  dure  su  mandato. 

Pero,  como  el  Poder  Judicial  es  permanente,  la 
rebaja  que  no  puede  aplicarse  á  aquél,  podrá  apli- 
carse á  éste. 


^  IX.  Publicidad  de  los  procedimientos 

La  publicidad  de  los  procedimientos  está  ya  esta- 
blecida en  la  Constitución  vigente,  según  el  texto  del 
artículo  174;  pero,  como  esta  disposición  está  in- 
cluida en  el  capítulo  que  trata  de  la  administración 
de  la  justicia  civil  y  comercial,  se  conserva  en  lo 
criminal   el   secreto    inquisitorial  del    sumario,  en  el 
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que,  sin  conocimiento  del  procesado  ni  de  su  defensor, 
se  acumulan  pruebas  de  cargo,  buscadas  por  la  po- 
licía ó  por  el  juez. 

En  nuestra  justicia  penal  tenemos  el  inmenso  in- 
conveniente de  empeñarnos  siempre  en  encontrar  un 
criminal  en  todo  aquel  que  aparece  como  sospechado. 

Si  los  jueces  honrados,  si  los  legisladores,  si  la 
sociedad  y  la  prensa,  que  la  representa,  conociese  las 
iniquidades  que  se  cometen  á  título  de  pesquisa  ó 
investigación;  si  se  supiese  que  gentes  trabajadoras, 
industriales  probos,  y,  á  veces,  hasta  personas  de  ca- 
pital honestamente  ganado,  son  llevadas  á  las  comi- 
sarías sólo  para  satisfacer  anhelos  de  popularidad, 
por  funcionarios  que  tratan  de  encubrir  su  ignorancia 
ó  su  incompetencia  con  golpes  de  efecto,  —  entonces 
se  comprendería  cuan  necesario  es  que  el  juicio  cri- 
minal sea  público,  formándose  los  sumarios,  no  sólo 
con  noticia,  sino  con  intervención  de  los  detenidos 
procesados. 

Con  ese  propósito,  perseguido  hoy  en  el  mundo 
por  todos  los  publicistas  y,  especialmente,  por  los 
criminalistas  modernos,  he  proyectado  un  artículo  que 
no  es  más  que  la  ampliación  del  1 74  actual,  en  cuanto 
á  la  publicidad  de  los  juicios,  suprimiendo  á  aquél 
todo  lo  referente  á  la  manera  de  publicarse  las  sen- 
tencias, cosas  que  son  más  para  la  ley  de  procedi- 
mientos que  para  la  Constitución,  y  que,  entre  nos- 
otros, no  se  practican  aun  cuando  se  prescriban. 
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El  artículo  reformado  dice  así: 

Artículo  15.  Los  procedimientos  en  todas  las 
causas  civiles  y  criminales,  serán  públicos,  no 
padiendo  la  ley  establecer  otras  limitaciones  que 
aquellas  en  que  el  secreto  sea  reclamado  por  las 
circunstancias  del  proceso,  por  la  moral  pública 
ó  el  honor  de  los  interesados,  no  procesados. 

La  publicidad  es  la  regla  general  y  el  principio 
constitucional;  pero  como  el  secreto  puede  ser  indis- 
pensable, en  algunas  ocasiones,  tanto  en  la  jurisdic- 
ción civil  como  en  la  criminal,  unas  veces  por  la 
inmoralidad  de  las  causas  y  otras  para  evitar  que  las 
pruebas  se  destruyan  ó  inutilicen, —  en  el  mismo  ar- 
tículo propuesto  se  autoriza  á  los  jueces  á  decretar 
especialmente  el  secreto,  cuando  lo  consideren  indis- 
pensable. 

Como  las  leyes  procesales  han  de  reglamentar  este 
artículo,  no  hay  peligro  en  dejar  esa  libertad  á  los 
magistrados  que  intervienen  en  los  juicios,  porque, 
si  los  casos  no  fuesen  de  los  que  la  Constitución 
autoriza  á  tramitar  en  secreto,  las  partes  apelarían 
de  la  resolución,  para  hacer  que  los  juicios  fuesen 
públicos. 
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,S  X.  Los  fundamentos  de  las  sentencias 

Varios  artículos  de  la  Constitución  actual,— en- 
trando en  detalles  ágenos  á  la  Constitución  y  más 
propios  de  la  ley,  —  prescriben  á  los  jueces  de  pri- 
mera instancia  los  fundamentos  en  que  deben  apo- 
yar sus  sentencias,  y  á  los  tribunales  colegiados  la 
forma  en  que  han  de  sortear  los  expedientes,  esta- 
blecer las  cuestiones  de  hecho  y  de  derecho,  en  cada 
causa,  y  hasta  el  modo  cómo  debe  votarse  cada 
punto. 

Los  miembros  de  la  Corte,  los  camaristas  y  los 
abogados  enemigos  de  prolongar  los  pleitos,  saben 
que  esas  innecesarias  reglamentaciones  constitucio- 
nales, han  sido  una  remora  constante  en  nuestros 
tribunales. 

La  tercera  instancia  á  que  dan  lugar  los  recursos 
de  inaplicabilidad  de  ley  y  de  inconstitucionalidad  se 
multiplica,  fundándose  en  que  no  se  han  observado 
por  las  Cámaras  de  Apelación  estas  prescripciones, 
unas  veces  porque  han  dejado  de  plantear  una  de 
las  cuestiones  discutidas  en  los  autos,  otras  porque 
han  establecido  una  que  nadie  había  propuesto;  y, 
finalmente,  porque  han  dejado  de  resolver  alguna  de 
las  cuestiones  planteadas,  aun  cuando  su  resolución 
fuese  inútil,  desde  que,  con  las  ya  resueltas  en  la  sen- 
tencia, el  fallo  quedaba  fundado. 
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La  tercera  instancia  ya  no  existe,  en  los  tribunales 
bien  organizados,  sino  como  recurso  extraordinario, 
de  casación.  En  la  Provincia,  hoy,  es  un  recurso  or- 
dinario para  los  que  pierden  los  pleitos,  puesto  que 
lo  promueven  siempre  que  haya  una  apariencia  de 
razón  para  deducirlo. 

No  me  parece,  pues,  que  es  en  la  Constitución 
donde  deben  establecerse  estos  procedimientos  que, 
si  fuesen  buenos,  puede  prescribirlos  la  ley  de  pro- 
cedimientos; y  si, — como  los  reputan  muchos  magis- 
trados, y  yo  (que  lo  he  sido),  entre  ellos,  —  deben 
desaparecer,  cosa  que  no  podría  suceder  si  permane- 
ciesen enclavados,  rígidos,  en  la  carta  fundamental. 

Al  suprimir  los  detalles  de  procedimiento  á  que 
me  he  referido,  he  reformado  el  artículo  178  actual, 
redactándolo  de  manera  que  su  prescripción  esta- 
blezca el  principio  que  establecen  todas  las  legisla- 
ciones procesales:  —  toda  sentencia  debe  fundarse  en 
la  ley  positiva  existente;  y,  á  falta  de  ella,  en  los 
principios  generales  de  derecho  que  rijan  la  materia 
de  que  se  trate  en  la  sentencia. 

Y  esos  principios  generales  suelen  ser  mutables, 
según  los  progresos  de  la  ciencia  y  de  las  socieda- 
des, de  manera  que  la  prescripción  constitucional 
siempre  estará  en  lo  cierto,  puesto  que  la  exigencia 
es  sólo  de  que  los  fallos  se  ajusten,  á  falta  de  ley 
expresa,  á  los  principios  universales  del  derecho. 
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En  el  artículo  reformado,  he  establecido  que  esa 
regla  rige  para  los  tribunales  letrados  de  cualquier 
jurisdicción,  y  que  la  aplicación  de  los  principios,  á 
falta  de  ley,  se  hará  según  la  materia  del  caso. 

Esa  disposición  tiene  una  explicación  muy  sencilla. 
Con  frecuencia,  los  principios  que  rigen  las  cuestiones 
civiles,  no  son  los  mismos  que  rigen  la  materia  co- 
mercial y  criminal. 

El  Código  Civil  prohibe  que  se  invoque  la  costum- 
bre como  ley,  y  el  Código  de  Comercio  la  prescribe 
expresamente  para  los  casos  de  duda  en  ciertas  cues- 
tiones comerciales. 

La  manera  de  apreciar  la  prueba  en  materia  civil 
es  completamente  diferente  que  en  materia  criminal; 
et  sic  de  ca^íeris. 

Me  ha  parecido,  pues,  que  compendiando  en  un 
artículo  breve  toda  la  doctrina  que  rige  esta  materia, 
podía  establecerse  una  prescripción  imperativa  que 
obligase  á  todos  los  tribunales  á  fundar  sus  fallos 
en  leyes  positivas  ó  en  principios  universales,  dejando 
á  la  Legislatura  la  tarea  de  la  reglamentación. 

Con  ese  propósito  he  redactado  el  siguiente  artículo: 

Artículo  1 6.  Las  sentencias  que  pronuncien  los 
jueces  y  tribunales  letrados,  de  cualquier  Juris- 
dicción, serán  fundadas  en  el  texto  expreso  de 
la  ley;  y,  á  falta  de  ésta,  en  los  principios  gene- 
rales del  derecho,  según  la  materia  del  caso. 
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Se  verá  que  he  suprimido  del  texto  del  artículo 
178  actual  el  segundo  elemento  de  los  fundamentos 
de  los  fallos  que  el  artículo  invoca:  —  «los  principios 
jurídicos  de  la  legislación  vigente  en  la  materia  res- 
pectiva^j — que  la  Constitución  que  hoy  rige  en  la 
Provincia  obliga  á  los  jueces  á  conocer  y  aplicar. 

¿A  qué  legislación  vigente  ha  querido  referirse  el 
artículo  178? 

Según  los  debates  de  la  Convención  en  que  este 
artículo  fué  sancionado,  la  alusión  se  refiere  á  la  le- 
gislación de  las  naciones  civilizadas;  pero  es  menester 
no  olvidar,  á  este  respecto,  que  cada  país  dicta  las 
leyes  de  forma  y  de  fondo  que  le  son  más  pecu- 
liares, tomando  en  cuenta  sus  propias  necesidades, 
sus  costumbres,  sus  tradiciones  jurídicas  y  legislativas 
y  hasta  la  misma  idiosincrasia  propia  de  su  pueblo. 

La  imposición  á  los  jueces  de  aplicar  los  principios 
de  la  legislación  vigente  en  el  mundo,  les  obliga  á 
un  estudio  comparado,  no  sólo  de  las  leyes  sobre  la 
materia  del  pleito  que  deben  fallar,  sino  de  las  se- 
mejanzas ó  disparidades  que,  con  la  Provincia  de 
Buenos  Aires,  tenga  el  país  que  haya  dictado  aquella 
legislación. 

Si  esto  se  tratase  de  hacerio  en  un  solo  caso,  aca- 
so la  tarea  no  sería  difícil  ni  imposible;  pero  tratán- 
dose de  millares  de  pleitos  que  deben  fallar  nuestros 
tribunales,  sería  materialmente  imposible  que  los  jue- 
ces pudiesen  hacer  un  trabajo  semejante. 
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Por  otra  parte,  la  Convención  que  sancionó  el  ar- 
tículo 178  no  se  apercibió,  sin  duda,  de  que,  la  cláu- 
sula que  hace  prescriptivo,  para  los  jueces,  el  deber 
de  aplicar  la  legislación  vigente  en  el  mundo,  sobre 
la  materia  del  pleito,  daba  á  esa  legislación  valor 
legal  en  la  Provincia,  autorizado  á  las  partes  que  in- 
tervienen en  los  juicios  á  reclamar  su  aplicación, 
cuando  los  jueces  la  hubiesen  olvidado. 

Estas  consideraciones  son  las  que  me  han  decidido 
á  presentar  la  reforma  en  los  términos  concisos  en 
que  acabo  de  transcribirla. 


^  XI.  El  ejercicio  de  la  Superintendencia 

Actualmente,  la  Suprema  Corte  de  Justicia  es  la 
que  tiene  la  superintendencia  exclusiva  en  el  régimen 
de  las  cárceles  de  detenidos  y  en  la  administración 
de  justicia,  siendo  deficiente  una  y  otra  facultad,  por 
falta  de  medios  coercitivos  para  obligar  á  sus  subal- 
ternos á  que  cumplan  lo  que  la  Corte  ordena. 

No  me  explico  como  las  convenciones,  que  fueron 
tan  partidarias  de  la  descentralización,  pudieron  co- 
meter el  error  de  centralizar  en  la  Corte  Suprema,  que 
reside  en  la  capital  de  la  Provincia,  la  jurisdicción 
exclusiva,  como  lo  dice  el  inciso  8^  del  artículo  157, 
en  el  régimen  de  las  cárceles,  situadas  á  inmensas 
distancias  de  la  sede  de  este  tribunal,  y,  por  tanto, 


J 
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fuera  de  su  alcance  la  vigilancia  inmediata  de  esos 
establecimientos. 

Procurando  corregir  este  error,  yo  he  proyectado 
al  artículo  19  de  este  Plan  de  Reformas  del  Poder 
Judicial,  dando  á  cada  Cámara  de  Apelaciones  del 
Departamento  Judicial  donde  las  cárceles  estén  situa- 
das, la  jurisdicción  sobre  el  régimen  interno  de  las 
mismas,  con  facultades  para  aplicar  penas  disciplina- 
rias á  los  empleados  de  esos  establecimientos  que 
fuesen  negligentes  en  el  cumplimiento  de  sus  deberes. 

Esta  reforma,  que  considero  indispensable,  dará  co- 
mo resultado  inmediato  el  que  las  cárceles  de  dete- 
nidos estén  mejor  vigiladas,  no  por  que  la  Corte  Su- 
prema sea  actualmente  omisa  en  el  ejercicio  de  esa 
atribución,  sino  por  que  no  es  lo  mismo  vigilar,  desde 
un  punto  lejano,  un  establecimiento  de  esa  clase,  que 
vigilarlo  constante  y  permanentemente  en  el  mismo 
lugar  en  que  se  encuentra  situado. 

No  es  sólo  en  lo  que  se  refiere  á  las  cárceles  de 
detenidos,  en  lo  que  he  aumentado  las  atribuciones 
de  las  Cámaras  de  Apelación. 

Los  tres  artículos  siguientes  harán  conocer  cómo 
he  repartido,  entre  la  Corte  Suprema  y  las  Cámaras 
de  Apelación,  la  superintendencia  de  los  tribunales  de 
la  Provincia,  así  como  la  jurisdicción  sobre  el  régi- 
men interno  de  las  cárceles  de  detenidos. 

Estos  artículos  comprenden  varios  puntos  nuevos, 
que  es  menester  explicar:  52 
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Artículo  17.  La  Suprema  Corte  ejerce  la  su- 
perintendencia sobre  el  personal  de  todos  los  tri- 
bunales de  la  Provincia,  con  facultad  para  im- 
poner multas,  como  pena  dbciplinaria,  que  no 
podrán  exceder  del  diez  por  ciento  del  sueldo  del 
multado. 

Artículo  1 8.  Independientemente  de  la  superin- 
tendencia general  que  ejerce  la  Suprema  Corte, 
cada  Cámara  de  Apelaciones  la  ejercerá  sobre 
el  personal  subalterno  de  su  respectivo  departa- 
mento judicial,  con  facultad  para  solicitar  de  la 
Suprema  Corte  la  aplicación  de  las  penas  disá- 
plinarias  de  multas  que  creyese  necesario  impo- 
ner para  la  mejor  administración  de  justicia. 

Artículo  19.  La  jurisdicción  sobre  el  régimen 
interno  de  las  cárceles  de  detenidos  procesados, 
la  ejercerán  la  Suprema  Corte  en  la  Capital  de 
la  Provincia,  y  las  respectivas  Cámaras  de  Ape- 
laciones en  los  departamentos  judiciales,  con  fa- 
cultad para  imponer  á  sus  empleados  penas  dis- 
ciplinarias, en  las  mismas  condiciones  que  á  los 
empleados  del  Poder  Judicial. 

Como  se  verá,  en  estos  tres  artículos,  al  dividirla 
jurisdicción  que  hoy  ejerce  sólo  la  Corte,  se  autoriza 
la  aplicación  de  penas  disciplinarias  á  los  magistra- 
dos y  empleados  del  Poder  Judicial,  pudiendo  aqué- 
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lias  llegar  hasta  la  multa,  que  importe  el   diez  por 
ciento  del  sueldo  del  empleado. 

Propiamente,  no  puede  decirse  que  esto  sea  una 
novedad,  puesto  que  el  artículo  160  autoriza  á  la 
Suprema  Corte  para  «establecer  las  medidas  discipli- 
narias que  considere  convenientes  á  la  mejor  admi- 
nistración de  justicia»;  pero  jamás  se  ha  definido 
expresamente  cuál  era  el  alcance  de  esta  prescripción 
constitucional,  ni  hasta  dónde  llegan  las  facultades 
que  ella  confiere. 

En  los  artículos  precedentes,  se  declara  expresa- 
mente que  la  Corte  Suprema,  en  el  ejercicio  de  la  su- 
perintendencia sobre  el  personal  de  todos  los  Tribu- 
nales de  Justicia,  tiene  la  facultad  de  imponer  multas; 
de  manera  que  ya  no  podrán  ponerse  en  duda  estas 
atribuciones  que,  ejercidas  alguna  vez  por  ese  alto 
tribunal,  fueron  motivo  de  incidentes,  que  llegaron  á 
repercutir  en  la  Convención  de  1889,  donde  preten- 
dió someterse  el  ejercicio  de  la  facultad  disciplinaria 
á  la  revisión  del  actual  jury  de  enjuiciamiento  de  ma- 
gistrados. 

Pero  no  basta  que  la  Suprema  Corte  tenga  esa 
jurisdicción  de  superintendencia.  Es  menester  que 
también  la  tengan  las  Cámaras  de  Apelaciones,  con 
respecto  al  personal  subalterno  de  su  respectivo  de- 
partamento judicial,  porque  son  ellas  las  que  más 
directamente  conocen  la  conducta  y  los  procederes 
de  los  empleados  que  están  bajo  su  dependencia. 
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Sin  embargo,  he  querido  dar  las  mayores  garantías 
de  equidad  y  de  justicia  á  los  funcionarios  judiciales 
de  los  Departamentos;  y,  al  efecto,  si  bien  autorizo  á 
las  Cámaras  de  Apelación  para  imponer  pena  disci- 
plinaria, hago  que  la  Corte  Suprema  sea  la  que  haga 
la  aplicación  de  la  multa,  por  requisición  de  la  Cá- 
mara respectiva. 

Como  se  comprende,  la  Corte,  en  estos  casos,  tiene 
derecho  de  juzgar  de  la  justicia  y  oportunidad  en  la 
aplicación  de  la  multa,  de  manera  que  este  trámite 
indispensable  viene  á  tener  el  carácter  de  una  con- 
sulta que  el  superior  ratificará  ó  no,  según  lo  en- 
cuentre equitativo. 

El  máximum  que  se  ha  fijado  á  la  pena  discipli- 
naria pecuniaria,— el  diez  por  ciento  del  sueldo  del 
empleado  multado,— no  sólo  tiene  por  objeto  el  de- 
jar á  los  tribunales  un  máximum  y  un  mínimum  en- 
tre cuyos  extremos  puede  elegir  la  multa  apropiada 
á  la  falta  que  se  proponen  corregir,  sino  también 
fijar  una  regla  de  equidad,  puesto  que  cuanto  ma- 
yor sea  la  gerarquía  del  empleado,  mayor  será  su 
sueldo;  y,  por  tanto,  mayor  el  extremo  máximo  de 
la  multa,  pero  también  debe  reputarse  mayor  la  falta 
cuanto  más  alto  es  el  funcionario  que  la  comete. 

Se  ha  incluido  entre  los  empleados  que  pueden 
ser  objeto  de  penas  disciplinarias,  á  los  que  lo  son 
de  las  cárceles  de  detenidos. 
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La  explicación  de  esta  medida  está  en  las  condi- 
ciones especiales  en  que  se  encuentran  colocados 
esos  empleados.  Nuestras  cárceles  son,  á  la  vez,  de 
detenidos  encausados  y  de  reos  condenados,  de  ma- 
nera que  sus  empleados  son  nombrados  por  el  Po- 
der Ejecutivo  y  dependen  de  él. 

Si  no  se  concediese  á  los  tribunales,  que  ejercen 
jurisdicción  sobre  el  régimen  interno  de  aquellos  es- 
tablecimientos, la  facultad  de  imponer  estas  penas 
disciplinarias  á  aquellos  empleados  ejecutivos,  la  atri- 
bución sería  nula  é  ilusoria. 


^  XII.  Efectividad  de  las  multas 

En  la  Constitución  actual,  como  en  la  que  se 
proyecta,  existen  distintas  disposiciones,  que  imponen 
penas  á  los  magistrados  del  Poder  Judicial  que  de- 
jen de  llenar  ciertas  funciones  y  deberes  que  la  mis- 
ma Constitución  establece. 

Nada  hay  que  provea  á  la  manera  de  hacer  efec- 
tivas esas  penas;  y  de  ahí  resulta  que,  hasta  ahora, 
ellas  han  sido  letra  muerta  en  nuestra  carta  funda- 
mental. 

Las  inmunidades  de  que  están  rodeados  los  jue- 
ces, y  la  dificultad  para  enjuiciados,  acaso  ha  sido 
un  motivo  para  que  esto  suceda. 

Con  el  objeto  de  llenar  esta  omisión  he  proyec- 
tado el  artículo  20  de  este  capítulo,  que  dice  así: 
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Artículo  20.  La  Suprema  Corte  será  el  tri- 
bunal encargado  de  juzgar  y  aplicar  á  los  jueces 
y  tribunales  las  penas  de  multa  que  esta  ley  es- 
tablece, y  las  que  ella  les  imponga  como  corrección 
disciplinaria,  comunicándolo,  al  efecto,  al  Poder 
Ejecutivo,  para  que  aquellas  multas  sean  dedu- 
cidas de  los  haberes  más  próximos  que  los  jueces 
multados  deban  percibir.  Esta  acción  podrá  ejer- 
cerla cualquier  interesado  que  haya  intervenido 
en  el  asunto  en  que  el  magistrado  incurrió  en 
la  multa. 

Me  parece  que  no  puede  haber  peligro  alguno  en 
dar  á  la  Corte  esta  atribución,  puesto  que  es  este 
tribunal  el  que  ejerce  en  única  instancia  la  jurisdic- 
ción en  los  casos  más  graves,  tales  como  aquellos 
en  que  se  trata  de  resolver  sobre  la  constitucionalidad 
ó  inconstitucionalidad  de  las  leyes  ó  decretos  dictados 
por  los  poderes  políticos  del  país. 

La  acción  ante  la  Corte  sólo  debe  poder  ejerceria 
el  interesado,  que  ha  sido  perjudicado  por  los  actos 
ó  las  omisiones  de  un  juez,  y  esto  es  lo  que  provee 
el  artículo  que  acaba  de  transcribirse. 

Como,  tanto  por  la  clase  de  funcionarios  de  quie- 
nes se  trata,  como  por  el  tribunal  que  debe  imponer 
las  multas,  la  acción  debe  ser  rápida  é  inmediata,  el 
artículo    prescribe   que   aquéllas   se    harán  efectivas. 
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comunicándose  la  resolución  al  Poder  Ejecutivo,  á 
fin  de  que,  al  abonársele  al  funcionario  multado  su 
sueldo  inmediato,  las  multas  sean  deducidas. 


^Xni.  Excepción  en  favor  del  personal  actual 

El  artículo  21  es  una  excepción  hecha  en  favor 
del  personal  existente  en  la  administración  de  justicia, 
en  cuanto  se  refiere  á  las  ternas  y  á  los  acuerdos 
para  el  nombramiento  de  los  jueces  y  camaristas. 

Cuando  esos  funcionarios  fueron  nombrados,  lo 
fueron  en  el  carácter  de  inamovibles;  y,  aun  cuan- 
do nadie  tiene  derechos  irrevocablemente  adquiridos 
contra  una  ley  de  orden  público,  como  son  las 
constituciones,  me  ha  parecido  equitativo  hacer  la 
excepción  que  se  consigna  en  el  siguiente  artículo 
del  proyecto  de  reformas: 

Artículo  21.  Las  disposiciones  de  este  Capí- 
tulo referentes  d  nuevos  acuerdos  para  los  Jueces^ 
no  serán  aplicables  al  personal  existente  de  la 
administración  de  justicia,  que  continuará  en  sus 
condiciones  actuales. 
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S  XIV.  El  establecimiento  de  los  jurados 

Al  suprimir  del  Capítulo  referente  á  las  Declara- 
cbnes,  derechos  y  garantías,  los  artículos  que  se  re- 
ferian  al  establecimiento  del  juicio  por  jurados,  dije 
que  esa  supresión  no  importaba  quitarle  á  la  Legis- 
latura la  facultad  de  crear  aquellos  tribunales,  cuando 
llegase  la  oportunidad  de  hacerlo,  con  ventaja  para 
las  instituciones. 

En  el  siguiente  artículo  me  ocupo  del  caso,  puesto 
que  esa  materia  pertenece  al  Poder  Judicial. 

Pero,  como  el  establecimiento  de  los  jurados  no 
puede  quitar  su  carácter  á  los  jueces  de  derecho,  el 
artículo  también  se  ocupa  de  éstos.  Dice  así: 

Artículo  22.  En  cualquiera  época,  la  Legisla- 
tura podrá  establecer  los  Jurados  como  tribuna- 
les para  apreciar  la  prueba  en  materia  civil  ó 
criminal;  pero  los  tribunales  letrados  deberán 
siempre  observar  para  sus  fallos  las  disposicio- 
nes establecidas  en  la  Constitución. 

En  la  primera  parte,  se  autoriza  la  creación  de  los 
jurados;  en  la  segunda,  se  mantiene  en  los  jueces  la 
obligación  de  fallar  las  causas  de  su  competencia, 
no  obstante  la  existencia  de  aquellos  tribunales,  de 
acuerdo  con  las  prescripciones  de  la  Constitución. 
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CAPÍTULO  II 

ATRIBUCIONES  DE  LA  SUPREMA  CORTE   DE  JUSTICIA 

En  esta  parte  de  la  Constitución,  es  indispensable 
introducir  reformas  y  aclaraciones,  aconsejadas  por  la 
experiencia  de  los  últimos  años  en  que  ha  regido  la 
actual  Constitución  de  la  Provincia. 

Sobra  algo  y  falta  algo  en  las  atribuciones  que 
hoy  ejerce  el  más  alto  tribunal  de  la    Provincia. 

En  cuanto  á  lo  que  sobra,  lo  indicaré,  proponiendo 
la  reforma  respectiva,  al  estudiar,  en  detalle,  las  pres- 
cripciones de  este  Capítulo. 

En  cuanto  á  lo  que  falta,  lo  propondré  en  nuevos 
incisos  ó  en  artículos  nuevos  (según  el  caso),  y  será 
entonces  la  oportunidad  de  ocuparse  de  esas  cues- 
tiones. 

Voy,  pues,  á  examinar  ahora  los  incisos  de  las 
atribuciones  de  la  Suprema  Corte,  que,  en  mi  con- 
cepto, deben  ser  reformados. 

Atribución  en  materias  constitucionales 

INCISO  I*  DEL  ARTICULO  iby 

El  inciso  primero  del  artículo  157  de  la  actual 
Constitución  de  Buenos  Aires,  incluye  entre  las  atri- 
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buciones  de  la  Suprema  Corte  de  la  Provincia,  la  si- 
guiente: 

V  Ejerce  la  jurisdicción  originaria  y  de  apela- 
ción para  conocer  y  resolver  acerca  de  la 
constitucionalidad  ó  inconstitucionalidad  de 
leyes,  decretos,  ordenanzas  ó  reglamentos  que 
estatuyan  sobre  materia  regida  por  esta  Cons- 
titución y  se  controvierta  por  parte  intere- 
sada. 

Esta  disposición  necesita,  más  que  ser  refonnacla, 
ser  aclarada,  de  manera  que  diga  lo  que  sus  autores 
intentaron  que  dijese. 

Cuando  se  discutía,  en  la  Corte  Suprema,  la  san- 
ción de  la  Asamblea  Legislativa  que  anuló  las  elec- 
ciones de  convencionales  y  el  decreto  del  Poder  Eje- 
cutivo que  ordenó  otras,  —  de  que  se  ha  tratado  en 
la  Primera  Parte  de  este  trabajo,— los  actores,  apre- 
miados por  las  citas  que  el  Asesor  de  Gobierno  ha- 
bía hecho  de  los  fallos  de  la  Corte  Suprema  Nacio- 
nal, declarando  su  incompetencia  para  pronunciarse 
sobre  puntos  abstractos  ó  cuestiones  políticas,  citaron 
unas  breves  palabras  mías,  extractadas  de  un  escrito, 
en  las  que  yo  afirmo  que  la  Corte  Suprema  de  la 
provincia  tiene  más  y  mayores  facultades  que  la  Su- 
prema Corte  de  la  nación. 

De  aquí  querían  deducir  la  consecuencia  de  que, 
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en  la  cuestión  materia  de  aquel  juicio,  el  alto  tribu- 
nal provincial  podría  pronunciarse  en  la  cuestión,  aun 
cuando  el  tribunal  nacional  no  pudiese. 

La  explotación  de  mis  palabras  fué,  indudable- 
mente, habilidosa,  y  serviría  para  probar  que  tenía 
razón  el  célebre  canciller  francés  Talleyrand,  cuan- 
do decía:  « Dadme  dos  líneas  escritas  de  vuestra 
mano  sobre  cualquier  asunto  de  Estado,  y  me  com- 
prometo á  haceros  condenar.» 

Yo  afirmaba  entonces,  y  lo  repito  ahora,  que  la 
Corte  Suprema  de  la  Provincia  tiene  más  y  mayores 
atribuciones  que  la  de  la  nación;  pero  lo  decía  refi- 
riéndome expresamente  al  núm£ro  de  las  facultades 
de  uno  y  otro  poder,  y  la  extensión  de  esos  poderes 
en  casos  determinados,  en  que  la  Corte  provincial 
tiene  jurisdicción  y  la  nacional  no  la  posee. 

Pero,  tratándose  de  la  atribución  primera  del  ar- 
tículo 157,  —  que  era  la  invocada  en  aquel  juicio, — 
y  que  es  la  que  confiere  á  la  Corte  la  jurisdicción 
para  « resolver  acerca  de  la  constitucionalidad  ó  in- 
constitucionalidad  de  las  leyes,  decretos,  etc.,  que  es- 
tatuyan sobre  materias  regidas  por  la  Constitución», 
—  no  he  podido  decir  que  la  Corte  provincial  tu- 
viese más  facultades  que  la  nacional,  por  la  sencillí- 
sima razón  de  que  es  imposible  que,  sobre  esa  ma- 
teria, se  puedan  tener  mayores  atribuciones  que  las 
que  la  Constitución  Argentina  confiere  al   más  alto 
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tribunal  de  la  nación,  con  las  siguientes  palabras:— 
<<  Corresponde  á  la  Corte  Suprema  de  la  nación  el 
conocimiento  y  decisión  DE  TODAS  LAS  CAUSAS  gue 
versen  sobre  puntos  regidos  por  la  Constitución  y  las 
leyes  de  la  Nación.» 

La  jurisprudencia  norteamericana  y  argentina  han 
establecido  que  en  todas  las  causas  están  incluidas 
TODAS,  sin  excepción  alguna,  aquellas  causas  en  que 
se  ventile  algún   punto   regido  por  la  Constitución. 

En  el  caso  fallado  por  la  Corte  Provincial,  á  pro- 
pósito de  las  elecciones  para  la  Convención  de  1904, 
se  sostuvo  que,  no  siendo  la  resolución  de  la  Asam- 
blea General,  ni  una  «ley»,  ni  un  «decreto»,  ni  una 
«ordenanza»,  ni  un  «reglamento»,  que  «estatuyese 
sobre  materia  regida  por  la  Constitución», — la  Corte 
Provincial  carecía  de  facultades  para  entender  en  ese 
asunto,  puesto  que  la  jurisdicción  le  había  sido  con- 
ferida taxativa  y  enumeradamente  y  no  en  todas  las 
causas,  como  la  de  la  Corte  Suprema  Nacional. 

Esto  demuestra  que,  lejos  de  pensar  yo  que  la 
Corte  Suprema  de  la  Provincia  tiene  mds  y  mayores 
atribuciones  que  la  Nacional,  en  lo  referente  á  las 
declaraciones  de  inconstitucionalidad,  podría  sostener 
que,  á  ese  respecto,  su  jurisdicción  ha  sido  limitada. 
Y  es  tanto  así  que,  en  las  reformas  que  propongo, 
incluyo  la  supresión  de  la  enumeración  de  casos  que 
hace  el  inciso  V  del  artículo  157,  para  volver  á  la 


ATRIBUCIONES   DE   LA  SUPREMA   CORTE  DE  JUSTICIA  8o3 

fórmula  de  la  Constitución  norteamericana:  <^in  all 
cases ^,  —  que  es  la  de:  o^en  todas  las  causas»,  que 
emplea  la  Constitución  Nacional. 

Yo,  que  no  he  sostenido  que  en  este  inciso  pueda 
nadie  pretender  que  la  Corte  Provincial  tiene  hoy 
más  ó  mayores  atribuciones  que  la  de  la  Nación, 
no  quiero  que,  en  ninguna  época,  haya  alguien  que 
dude  de  que  sus  facultades  son  idénticas  á  las  del 
Tribunal  Nacional. 

Con  ese  propósito  propongo  que  el  primer  inciso 
del  artículo  157,  sea  redactado  en  la  forma  siguiente: 

1°  Ejerce  la  jurisdicción  originaria  y  de  Apela- 
ción para  conocer  y  resolver  en  todas  las 
causas  que  versen  sobre  puntos  regidos  por 
la  Constitución  ó  las  leyes  de  la  Provincia,  y 
que  se  controviertan  por  parte  interesada  en 
juicio  contencioso. 

Con  esta  reforma,  que  se  aparta  del  texto  nacional 
sólo  en  la  parte  final,  se  establece  una  redacción 
que  se  ajusta  en  un  todo  á  la  doctrina  de  los  tra- 
tadistas y  á  la  jurisprudencia  de  los  tribunales. 

Es  menester  que  la  Corte  Suprema  Provincial  ten- 
ga, en  la  decisión  de  puntos  regidos  por  la  Consti- 
tución y  las  leyes,  toda  la  amplitud  de  facultades 
que  tienen  las  Cortes  norteamericana  y  de  la  Nación 
Argentina;  pero  es  también  indispensable  dejar  clara 
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y  expresamente  establecido,  que  esa  jurisdicción  sólo 
puede  ser  puesta  en  acción  por  un  caso  concreto,  pro- 
ducido por  una  parte  interesada,  y  sobre  materias 
contenciosas. 

La  falta  de  precisión  y  de  claridad  en  los  términos 
de  la  prescripción,  ha  dado  motivo,  tanto  en  los  Es- 
tados Unidos  como  entre  nosotros,  para  que  las  Su- 
premas Cortes  de  ambos  países  tuviesen  que  decla- 
rar que,  aun  cuando  estén  regidos  por  la  Constitudóny 
todos  aquellos  actos  de  los  poderes  públicos  que 
no  sean  susceptibles  de  producir  un  caso  Judicial,  así 
como  todos  aquéllos  en  que  no  sea  una  parte  inte- 
resada, quien  pida  un  fallo  concreto  que  personalmente 
le  afecte,  los  tribunales  son  incompetentes  para  en- 
tender en  ellos. 

Con  la  redacción  propuesta,  tales  declaraciones 
serán  innecesarias. 


Conflictos  entre  poderes 

INCISO  2*  DEL  ARTÍCULO  iSy 


Entre  las  mayores  facultades  que  la  actual  Corte 
Suprema  de  la  Provincia  tiene,  con  relación  á  la 
Corte  Suprema  Federal,  está  la  de  dirimir  los  con- 
flictos  «entre  los  poderes  públicos  de  la  Prov^mcia». 

Efectivamente:  en  la  Nación,  no  puede  la  Corte 
Suprema  aceptar  la  solución  de  una  contienda  ^"^^^ 
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el  Congreso  y  el  Poder  Ejecutivo,  ó  entre  el  Senado 
y  la  Cámara  de  Diputados,  como  puede  hacerlo  la 
Corte  de  Buenos  Aires. 

Pero,  ¿es  conveniente  conservarle  esa  facultad? 

La  experiencia  ha  demostrado  que  no  hay  ventaja 
alguna,  y  que  puede  ofrecer  inconvenientes  serios. 

Cuando,  en  la  Convención  de  1873,  se  discutió 
esta  disposición,  se  dijo  que  el  objeto  con  que  ella 
se  incluía  en  la  Constitución,  era  que,  resolviéndose 
dentro  de  la  Provincia  misma,  y  por  sus  propias 
autoridades  constitucionales,  todos  los  conflictos  de 
poderes^  la  intervención  nacional  en  el  territorio  de 
Buenos  Aires,  se  hacía  imposible. 

Desgraciadamente,  los  hechos  desmintieron  las  es- 
peranzas. Nunca  ha  sido  más  intervenida  Buenos 
Aires,  que  bajo  el  imperio  de  las  constituciones  de 
1873  y  1889,  que  contienen  esa  cláusula! 

Y,  lo  que  es  más,  esas  intervenciones  han  tenido, 
como  única  causa,  conflictos  entre  la  Legislatura  y 
el  Poder  Ejecutivo  locales,  que  han  requerido  la  in- 
tervención del  gobierno  federal^  para  que  les  ampa- 
rase en  sus  recíprocas  pretensiones. 

Cuatro  veces, — sin  contar  la  gran  intervención  de 
1893,  después  de  la  revolución,  —  cuatro  veces  ha 
sido  intervenida  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  du- 
rante los  dos  períodos  gubernativos  anteriores;  y, 
aun  cuando  el   motivo  exclusivo,  de  esas  interven- 
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ciones,  era  un  conflicto  entre  los  poderes  legislativo 
y  ejecutivo,  ni  uno  ni  otro  de  aquellos  poderes, 
ocurrió  á  la  Suprema  Corte,  para  que  ejerciese  esa 
jurisdicción  que  le  confiere  actualmente  el  inciso  se- 
gundo del  artículo  157. 

Algo  más:  me  asiste  la  absoluta  convicción  de 
que,  si  el  caso  hubiese  sido  llevado  ante  aquel  alto 
tribunal,  su  decisión  no  habría  sido  acatada  por  el 
poder  á  quien  no  favoreciese  el  fallo,  produciéndose 
así,  de  todas  maneras,  la  necesidad  de  llamar  la  in- 
tervención nacional. 

Por  otra  parte,  cualquiera  que  sea  la  disposición 
que,  al  respecto,  establezca  la  Constitución  local, 
ésta  no  puede  anular  las  que  contienen  los  artículos 
S""  y  ó""  de  la  Constitución  Nacional. 

Si  la  Legislatura  se  siente  cohibida  por  la  acción 
del  Gobernador,  ó  vice- versa, — á  despecho  de  cuan- 
to diga  la  Constitución  de  la  Provincia, —  podrán 
aquéllos,  como  poderes  constituidos  regulares,  pedir 
la  intervención  del  Gobierno  Federal,  sometiendo  el 
caso  á  la  decisión  del  Congreso. 

El  inciso  2"  del  artículo  157  será  siempre  una  fa- 
cultad que  no  podrá  ejercer,  tratándose  de  los  altos 
poderes  del  Estado;  y,  por  tanto,  no  hay  objeto  prác- 
tico en  conservado. 

Sólo  un  caso  conozco  en  que  la  acción  de  la  Corte 
Suprema  de  la  Provincia  pudo  ser  eficaz: — el  con- 
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flicto  entre  la  Cámara  de  Diputados  y  el  Senado, 
con  respecto  á  la  facultad  para  iniciar  la  sanción  de 
los  presupuestos  generales;  y,  en  ese  caso,  la  resolu- 
ción pudo  dictarse,  aun  cuando  no  figurase  en  la 
Constitución  la  parte  que  es  objeto  del  inciso  se- 
gundo del  artículo  157. 

El  punto  estaba  regido  por  la  Constitución;  y,  por 
tanto,  pudo  haberse  resuelto  como  incluido  en  el  in- 
ciso V  del  mismo  artículo,  que  es  el  que  faculta  á 
la  Corte  Suprema  para  « resolver  acerca  de  la  cons- 
titucionalidad  ó  inconstitucionalidad  de  leyes,  decre- 
tos, ordenanzas  ó  reglamentos  que  estatuyan  sobre 
puntos  regidos  por  la  Constitución». 

El  caso  se  produjo,  porque  el  Senado  sostenía  que, 
con  arreglo  á  su  reglamento,  esa  Cámara  podía  ini- 
ciar la  sanción  de  los  presupuestos,  puesto  que  la 
Constitución  no  se  oponía  á  ello. 

Suprimida  la  parte  á  que  me  he  referido,  el  inciso 
segundo  del  artículo  1 57,  quedaría  redactado  en  esta 
forma: 

2"  Conoce  y  resuelve  exclusivamente  en  las  cau- 
sas de  competencia  que  se  susciten  entre  los 
tribunales  de  justicia,  con  motivo  de  su  juris- 
dicción respectiva. 

La  Corte  Suprema  es  la  que  debe  resolver,  en 
definitiva,  las  contiendas  de  competencia  entre  los 
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tribunales,  cuando  se  trate  de  deslindar  jurisdicciones. 
Esto  es  perfectamente  lógico,  desde  que  se  trata  de 
la  autoridad  judicial  más  alta  de  la  Provincia. 

A  ella  corresponde  exclusivamente  la  resolución  de 
los  conflictos  de  competencia  en  estos  casos. 

Jurisdicción  contencioso-administrativa 

INCISO  3'  DEL  ARTICULO   i57 

Es  esta  jurisdicción  también  otra  de  las  que  ejerce 
la  Corte  Suprema  de  la  Provincia,  y  que  no  la  tiene 
la  Corte  Suprema  Federal. 

A  este  respecto  no  propongo  propiamente  una  re- 
forma, sino  una  simple  alteración  en  la  colocación 
de  disposiciones  ya  existentes  en  la  actual  Constitu- 
ción. 

El  inciso  3^  del  artículo  157  da  la  jurisdicción  á 
la  Corte  Suprema  para  conocer  y  resolver  en  las 
causas  contencioso- administrativas;  y,  el  artículo  159, 
queriendo  hacer  que  los  particulares  que  pleitean  con 
la  autoridad  no  sufran  perjuicios,  ha  autorizado  á  la 
Suprema  Corte  á  mandar  cumplir  directamente  sus 
fallos  por  los  empleados  de  la  administración  que, 
por  razón  de  sus  funciones,  deban  cumplirlos. 

Habiendo  sido  yo  quien  inició  esta  reforma  en  la 
Convención  de  1882-1889,  no  puedo  sino  felici- 
tarme de  los  resultados  que  ella  ha  dado  como  ga- 
rantía efectiva  de  derechos. 

La  conservo,  pues,  tal  cual  ella  se  encuentra  hoy 
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consignada  en  la  Constitución;  pero  me  parece  que 
su  colocación  no  es  donde  se  encuentra,  sino  inme- 
diatamente después  del  inciso  3'  del  artículo  157, 
que  es  el  que  le  confiere  á  la  Suprema  Corte  la  ju- 
risdicción como  tribunal  de  tínica  instancia  en  la  ma- 
teria contencioso-administrativa. 

Esta  consideración  me  ha  hecho  colocar,  en  mi 
Plan  de  Reformas,  el  actual  artículo  159,  como  inciso 
cuarto  del  157,  entre  las  atribuciones  de  la  Suprema 
Corte,  dejando  así  completo  todo  lo  que  se  refiere  á 
ese  punto. 

Ha  sido  tanto  más  fácil  esta  transposición,  cuanto 
que  yo  propongo  la  supresión  del  actual  inciso  cuar- 
to del  artículo  157.  Esa  facultad  se  refiere  á  los 
recursos  de  fuerza  que  eran  las  apelaciones  que  an- 
tes se  hacían  de  los  tribunales  eclesiásticos,  en  las 
causas  de  divorcio  y  de  nulidad  de  matrimonio,  para 
ante  los  tribunales  civiles. 

La  ley  de  matrimonio  civil  ha  suprimido  toda  in- 
tervención de  la  iglesia  en  esos  asuntos;  y,  por  tanto, 
hoy  no  existen  recursos  de  fuerza  que  puedan  llevar- 
se ante  la  Suprema  Corte.  El  actual  inciso  cuarto  es, 
pues,  completamente  inútil. 

La  última  parte  del  inciso  tercero  se  refiere  á  la 
ley  que  debe  reglamentar  el  juicio  contencioso  -  ad- 
ministrativo. Cuando  escribo  este  trabajo,  ya  está 
sancionado  el  Código  de  la  materia;  pero,  me  ha  pa- 
recido que  debo  conservar  la  prescripción  constitucio- 
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nal,  por  cuanto  aquella  ley  es  mutable,  y  debe  siem- 
pre dejarse  á  la  Legislatura  la  facultad  de  dictarla  y 
reformarla. 

La  pena  de  muerte 

INCISO  5*  DEL  ARTICULO  iSy 

El  inciso  5°  del  artículo  157,  da  intervención  á  la 
Suprema  Corte,  en  los  casos  en  que  se  aplique  la 
pena  capital,  «al  solo  efecto  de  dicidir  si  la  ley  en 
que  se  funda  la  sentencia,  es  ó  no  aplicable  al  caso^. 

Me  parece  que  esta  disposición  debe  reformarse, 
poniéndola  más  en  armonía  con  el  espíritu  de  la 
época  y  con  las  exigencias  de  la  opinión. 

No  es  una  novedad  para  nadie  que  conozca  los 
antecedentes  de  mi  vida  pública,  la  afirmación  de 
que  soy  enemigo  implacable  de  la  pena  de  muerte. 

Si  reconozco  en  la  sociedad  la  necesidad  de  casti- 
gar para  corregir,  no  le  reconozco  el  derecho  de 
destruir  para  castigar. 

Toda  pena  debe  ser  reparable,  y  como  la  muerte 
no  lo  es,  no  puede  científicaniente  colocársela  entre 
el  grupo  de  los  castigos  que  los  jueces  pueden 
aplicar. 

Tanto  en  la  Convención  de  1873  como  en  la  1889, 
se  discutió  esta  cuestión,  triunfando  la  doctrina  que 
niega  á  las  provincias  el  derecho  de  abolir  la  pena 
de  muerte,  desde  que  ella  aparezca  establecida  en  el 
Código  Penal,  dictado  por  el  Congreso  Nacional. 
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El  principio  es  exacto;  pero  yo  creo  que,  consti- 
tucionalmente,  puede  hacerse  casi  imposible  la  apli- 
cación de  la  pena  capital  en  la  Provincia  de  Buenos 
Aires,  sin  que  para  ello  sea  menester  suprimirla  del 
Código  Penal. 

El  inciso  11  del  artículo  67  de  la  Constitución 
Argentina,  faculta  al  Congreso  para  dictar  los  Códi- 
gos de  fondo,  entre  ellos  el  Penal;  pero  deja  á  las 
provincias  el  derecho  de  dictar  las  leyes  procesales, 
mediante  las  cuales  los  tribunales  han  de  aplicar  aque- 
llos códigos. 

Es  ahí  donde  yo  he  buscado  la  solución  de  este 
interesante  problema. 

Al  reformar  el  inciso  quinto  del  artículo  157  actual, 
que  establece  las  atribuciones  de  la  Suprema  Corte 
en  los  casos  de  aplicación  de  pena  capital,  he  pro- 
yectado la  redacción  siguiente,  cuyo  fondo  sólo  afecta 
el  derecho  procesal,  y  que,  por  tanto,  la  Provincia 
tiene  facultad  para  reglamentar: 

5°  La  pena  de  muerte  no  podrá  ser  aplicada  en 
la  Provincia  de  Buenos  Aires  sino  previa  con- 
firmadón  de  la  sentencia  definitiva  por  el  voto 
unánime  de  todos  los  miembros  de  la  Supre- 
ma Corte  de  Justicia^  á  la  que  deberán  ele- 
varse los  autos  en  apelación  ó  en  consulta,  en 
la  forma  que  lo  establezcan  las  leyes  de  pro- 
cedimientos. 
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Por  esta  disposición,  yo  hago  obligatorio  que  todo 
expediente  donde  se  imponga  pena  capital,  se  eleve 
a  la  decisión  del  Tribunal  Supremo  de  la  Provincia, 
exigiendo  la  unanimidad  de  este  cuerpo  para  que  la 
sentencia  se  cumpla. 

En  la  práctica  actual,  este  requisito  también  está 
establecido,  pues,  como  sucedió  en  el  caso  del  cura 
de  Olavarría,  Castro  Rodríguez,  que  figura  en  las  cau- 
sas célebres  de  nuestro  país,  bastó  la  disidencia  de 
un  solo  ministro,  para  que  la  sentencia  capital  no  se 
cumpliese. 

Sin  embargo,  yo  entiendo  que  el  principio  debe 
ser  claramente  establecido  en  la  Constitución,  en  una 
forma  permanente  é  intergiversable,  y  es  por  esto  que 
he  redactado  el  inciso  que  acaba  de  leerse. 


La  inaplicabilidad  de  ley 

INCISO  6*  DEL  ARTÍCULO  iby 

En  distintos  capítulos  de  ^ta  obra  he  hablado 
del  recurso  de  inaplicabilidad  de  ley,  de  que  hoy 
conoce,  en  grado  de  apelación,  la  Suprema  Corte  de 
Justicia,  en  virtud  de  la  prescripción  establecida  en 
el  inciso  ó""  del  artículo  157  de  la  Constitución  actual. 

Sin  embargo  de  los  muchos  inconvenientes  que 
yo  le  encuentro  á  esta  tercera  instancia,  se  me  han 
hecho  argumentos,  por  parte  de  jueces  y  de  aboga- 
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dos,  que  me  han  decidido  á  dejar  la  prescripción  tal 
cual  se  encuentra  hoy  concedida. 

Pero,  comprendiendo  que,  en  la  mayor  parte  de 
los  casos,  ese  recurso  lo  buscan  los  malos  litigantes 
con  el  único  objeto  de  demorar  la  solución  final  de 
los  juicios,  he  creído  que  debía  procurar  conciliar 
los  derechos  de  los  que  entablen  el  recurso  ante  la 
Suprema  Corte,  y  de  los  que  hubiesen  ganado  el 
pleito  ante  la  Cámara  de  Apelaciones. 

Con  ese  objeto,  he  agregado  al  mencionado  inciso 
sexto,  el  párrafo  que  se  verá  á  continuación,  impreso 
en  letra  cursiva: 

ó""  Conoce  y  resuelve  en  grado  de  apelación  de 
la  aplicabilidad  de  la  ley  en  que  los  tribuna- 
les de  justicia  en  última  instancia,  fundan  su 
sentencia  á  la  cuestión  que  por  ella  deciden, 
con  las  restricciones  que  las  leyes  de  procedi- 
mientos establezcan  á  esta  clase  de  recursos. 
En  las  causas  civiles  y  comerciales,  este  re- 
curso sólo  será  concedido  en  el  efecto  devolu- 
tivo, cuando  la  parte  ganadora  del  pleito  diese 
fianza  suficiente,  a  juicio  de  la  Suprema  Cor- 
te, por  las  consecuencias  del  pleito. 

Lo  que  aquí  se  propone  es  lo  mismo  que  hoy  está 
establecido  en  los  juicios  ejecutivos.  Como  después 
de  éstos  puede  iniciarse  el  juicio  ordinario,  la  ley 
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manda  que  el  que  hubiese  obtenido  un  fallo  favorable 
en  el  primero,  dé  fianza  suficiente,  en  el  segundo, 
para  responder  á  las  resultas  del  pleito. 

Me  parece  que  establecido  el  recurso  en  esa  forma, 
no  habrá  inconveniente  alguno  para  nadie,  mante- 
niéndose  esta  tercera  instancia,  pero  evitándose  los 
perjuicios  que  ella  causa. 

Se  notará  que  el  requisito  de  la  fianza  sólo  lo 
exijo  para  las  causas  civiles  y  comerciales:  en  las 
criminales,  las  cosas  continuarán  como  hasta  hoy, 
pudiendo  recurrirse  ante  la  Suprema  Corte,  sin  más 
requisitos  que  los  que  establezcan  las  leyes  de  pro- 
cedimientos. 

La  razón  de  esta  diferencia,  está  en  las  naturalezas 
de  las  causas.  Yo  entiendo  que  cuando  se  trata  de 
la  libertad  y  de  la  vida  del  hombre,  la  defensa  debe 
llegar  hasta  la  exageración,  si  la  exageración  es  po- 
sible, tratándose  de  esas  cosas. 


Las  demás  disposiciones  que  la  Constitución  con- 
tiene en  el  capítulo  referente  á  las  atribuciones  de  la 
Suprema  Corte; ^artículo  157,  inciso  7°,  artículos  158, 
160  y  161:  —  las  conservo  íntegras,  tales  cuales  se 
encuentran  en  la  actual  Constitución  de  la  Provincia; 
y,  por  tanto,  no  tengo  necesidad  de  ocuparme  de  ellas. 
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CAPÍTULO  III 

ADMINISTRACIÓN   DE  LA  JUSTICIA  CIVIL  Y  COMERCIAL 

Una  de  las  más  grandes  reformas  que  propongo, 
es  el  aumento  de  jueces  de  primera  instancia  en  lo 
civil,  tomando  como  base  para  la  determinación  de 
su  número  y  su  situación,  la  población  de  la  Provin- 
cia, que  debe  ser  apreciada  al  subdividirse  el  territorio 
en  distritos  judiciales  donde  funcionarán  los  jueces 
letrados  inferiores. 

En  muchas  constituciones,  —  sobre  todo  en  Esta- 
dos Unidos,  —  la  subdivisión  está  hecha  en  ellas  mis- 
mas. Yo  he  preferido  establecer  el  principio,  la  regla 
fundamental,  y  dejar  que  la  Legislatura  haga  todo  lo 
que  sea  de  detalle. 

He  aquí  el  artículo  que  propongo: 

Artículo  27.  Dentro  de  los  dos  años  siguien- 
tes á  la  promulgación  de  esta  Constitución,  la 
Legislatura  dividirá  el  territorio  de  la  Provincia 
en  distritos  judiciales,  aproximadamente  de  la 
misma  población,  y  sobre  la  base  de  núcleos 
urbanos  que  tengan,  por  lo  menos,  cinco  mil  ha- 
biiantes. 
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Sobre  la  base  de  esta  disposición,  la  Legislatura 
puede  formar  los  distritos  judiciales,  buscando  darles 
la  mayor  homogeneidad  posible,  formándolos  siem- 
pre sobre  la  base  de  una  población  urbana  é  im- 
portante, y  con  territorios  que  estén  contiguos  los 
unos  á  los  otros. 

Una  vez  organizada  así  la  distribución  territorial 
de  la  Provincia,  y  sin  que  ella  tenga  el  inconve- 
niente de  la  inamovilidad  constitucional,  la  adminis- 
tración de  justicia  inferior,  en  lo  civil  y  comercial,  se 
organizará  como  lo  dispone  el  siguiente  artículo: 

Artículo  28.  En  cada  distrito  judicial  deberá 
existir,  por  b  menos,  un  juez  de  primera  instan- 
cia  con  la  jurisdicción  correspondiente  á  esta  clase 
de  tribunales,  pudiendo  ser  á  la  vez  Juez  del 
Crimen,  si  así  lo  estableciesen  las  leyes  de  la 
materia. 

Los  partidarios  de  la  descentralización  judicial,  ve- 
rán en  esta  reforma  llenado  el  colmo  de  sus  deseos. 
Sin  embargo,  no  ha  sido  el  propósito  de  obedecer 
á  ese  anhelo  lo  que  me  ha  inducido  á  proponerla, 
como  ya  he  tenido  oportunidad  de  manifestarlo. 

Cuando  se  estudie  el  cuadro  de  la  población  de 
la  Provincia,  con  relación  á  su  extensión  territorial, 
que  presento,  se  comprenderá  que  estas  subdivisio- 
nes territoriales  se  imponen,  como  una  exigencia  de 
las  necesidades  premiosas  de  las  distintas  localidades. 
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No  es  posible  continuar  con  el  reducidísimo  nú- 
mero de  jueces  de  primera  instancia  que  hoy  exis- 
ten. Más  que  la  cifra  de  la  población,  lo  dilatado, 
de  nuestras  campañas,  es  lo  que  reclama  un  aumento 
proporcional,  á  fin  de  que  todos  los  que  se  vean 
obligados  á  ocurrir  á  la  justicia,  tengan  jueces  letra- 
dos, más  ó  menos  inmediatos  al  lugar  de  su  domi- 
cilio. 

La  base  de  cada  distrito  judicial,  será  un  centro 
urbano  de  una  población  mínima  de  cinco  mil  habi- 
bitantes.  Son  muchos  los  que  hoy  cuentan  con  esa 
cifra,  como  ya  lo  he  demostrado  en  páginas  anterio- 
res (1),  de  manera  que  en  esos  núcleos  de  población 
podrán  organizarse  pequeños  foros,  bastantes  para 
servir  las  necesidades  de  aquellos  tribunales,  sin  que 
carezcan  de  los  elementos  de  sociabilidad  y  comodi- 
dades necesarias  á  la  vida  moderna. 

Teniendo  el  núcleo  exigido  por  la  Constitución, 
puede  decirse  que  se  tiene  ya  el  distrito  judicial,  puesto 
que  á  su  alrededor  existirán  siempre  otros  centros 
poblados  ó  habitantes  diseminados  para  formar  una 
población  determinada,  en  una  extensión  territorial  más 
ó  menos  fácil  de  ser  recorrida. 


(1)  V'éase  antes  página  720. 
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PARTIDOS 


La  PIau   

Adolfo  Alsina    

Almiranie  Brown 

Avellaneda     

Ayacucho       

Azul   

Bahía  Blanca    

Balcarce    

Baradero    

Bartolomé  Mitre   

Bolívar      

Bragado      

Brandzen 

Campana 

Cañuelas  

Carlos  Casares  (')    

Carlos  Tejedor 

Carmen  de  Arcco  .... 

CastclH    

Chacabuco       

Chascomús 

Chivilcoy 

(3olón     

Coronel  Dorrego  

Coronel  Pringics 

(Coronel  Suárez 

Dolores 

Exaltación  de  la  Cruz . 

Florencio  Várela     

General  Al  varado 

General  Alvcar    

General  Arenales     

General  Bclgrano 

General  I^vallc  

General  Paz      

General  Pinto 

General  Pueyrredón  ... 
General  Rodríguez  ....  | 

General  Sarmiento | 

General  V^illegas   i 


«o 


I  i66 

5  843 

I  2  I 

I  I  2 

a  746 
6  541 
3  493 

3  654 
2011 
I  70  I 
5  206 

3  062 
I  090 

I  I  25 

I  206 

4  002 
I  069 

1  954 

2  66  I 
4  189 
2  477 

981 
4  290 
5437 
ó  06  I 
I  923 
677 
I  72 

12  2  1 
4016 
I  7  I  O 

1  776 

2  949 
I  187 

4  293 

I  435 

382 

246 

8  2o5 


POBLACIÓN 


TOTAL 


Urbana 


82918 
6941 

8  607 

32  905 
1  8  079 

33  657 

34  643 
I  2  240 

18  266 
I  2  942 

19  989 
25214 

7  730 
I  I  865 
10167 

5  480 

9  o54 

5  700 
25  474 
19  589 
46  I  46 

6  oó3 

8  436 
10  088 
I  2  4  I  8 
23  859 
I  o  3  I  2 

4417 

4  757 

7  434 
3  327 

8  172 

8  686 
10357 

9  95o 
14  348 

5  684 

877» 
8  996 


51929 

2  499 
6110 

I  4  84  I 

4881 

1  I  I  07 
24  177 

5  753 
5  509 
4  276 

4  976 
8  320 
I  I  59 

7  475 

3  660 

I  25o 

5  161 

1  425 

6  623 

8  618 

2  1  690 

2  243 

1  434 

3  329 

2  857 
6  543 

3  196 
i  060 
2  188 
2  3o5 

332 

2  288 

3  I  27 

3  729 

2  089 

9  327 
2217 

3  157 
I  008 


Rural 


3o  989 

4442 

2  497 
I  8  064 
i3  198 
22  55o 
I  o  4Ó6 

6487 
12  757 

8  666 
I  5  o  I  3 
16  894 

6  571 
4  390 

6  5o7 

4  23o 

3  893 

4  275 
18  85i 
I  o  97  I 
24  456 

3  820 

7  002 

6  7^9 

9  56  I 
17316 

7116 
3  357 
2  56q 

5  I  29 

2  995 

5  884 

5  559 

6  628 

7  861 
5  02  I 

3  467 
5  614 
7988 


•m   W   •• 

c 


5^, 


17 

4 

4 
I  2 

I 

3 

5 

I 
i3 

I 

4 
6 

3 

3 

3 

5 
I 


4 

4 
3 

5 
3 
6 

4 
3 


I 

3 
4- 

2 
4 


4 


(I)    El  partido  Carlos  Casares  fue  creado  por  ley  8  de  Enero  de  1907 
La  población  de  los  partidos  está  calculada  para  fines  de  1906. 
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PARTIDOS 


Guaminf       

Juárez    

Junin   

Lamadrid      

Laprida  

Ljis  Conchas     

Las  Flores     

Las  fieras  

Las  Sierras 

Lincoln     

Lobería       .  . .   . 

Lobos    

Lomas  de  Zamora  .... 

Lujan  

Magdalena    

Maipú 

Marcos  Paz    

.Mar  Chiquita    

Matanza      

Mercedes     

Merlo 

Monte        

Moreno   

Morón     

Navarro     

Necochea      

Nueve  de  Julio 

Olavarría    

Patagones  

Pehuajó 

Pergamino     

Pila 

■    al^4  •■••■•■•  ••      •      ■■ 

Puan 

Quilmes      

Ramallo      

Kauch    

Rojas    

Saavedra  

Saladillo  

Sallo      

San  Andrés  de  Giles... 
San  Antonio  de  Areco. 


POBLACIÓN 

leos 
ición 

TOTAL 

Urbana 

Rural 

1  I  272 

I  0  877 

I  414 

9463 

8 

R  802 

1  6  0  I  4 

4484 

i  I  53o 

2 

2  238 

22  893 

9845 

i  3  048 

6 

4728 

8873 

2  839 

6  034 

2 

3  375 

7498 

1  874 

5  624 

2 

I  208 

14411 

7  782 

6  629 

2 

3  384 

18  598 

6  5  1  0 

I  2  088 

5 

733 

6  084 

I  825 

4  259 

I 

4  142 

4  020 

2  3oo 

I  720 

4 

8  328 

24  076 

4456 

I  9  620 

6 

5718 

12  332 

I  727 

10  6o5 

5 

I  725 

19  793 

8  708 

I  I  o85 

6 

226 

28  480 

¡6  234 

I  2  246 

7 

787 

22  23  I 

9337 

12  894 

8 

3475 

23  422 

6  324 

I  7  098 

6 

2  536 

8936 

4  02  1 

4915 

1 

464 

5  693 

3473 

2  220 

— 

3o58 

8  310 

2  I  60 

6  i5o 

3 

342 

7  o38 

3  167 

3  871 

5 

1  090 

26  322 

14477 

I  I  845 

5 

I  76 

5  589 

2  459 

3  I  3o 

3 

i  867 

7763 

2717 

5  046 

2 

182 

5  325 

2  769 

2  556 

i33 

12  753 

7  397 

5  356 

4 

1  62  I 

1  2  869 

4  I  18 

8  75i 

I 

7  29» 

16  892 

5  067 

1  1  825 

— 

6784 

33475 

9369 

24  i  06 

5 

7  7«4 

24548 

6  873 

i  7  675 

i3 

i3  888 

4  100 

I  804 

2  296 

ó  373 

24  326 

7  054 

17272 

5 

3  126 

37  084 

14836 

22  248 

10 

3445 

5  440 

5  440 

I 

645 

I  5  1  I  0 

2418 

12692 

10 

6  368 

5  800 

i  437 

4  363 

16 

3i3 

19  490 

6  626 

12  864 

6 

2  276 

I  I  680 

2  8o5 

8  881 

4 

4  269 

14027 

3  366 

10  66  I 

3 

I  984 

12  856 

5  657 

7  199 

3 

3491 

10  267 

4  148 

6  I  I  9 

5 

4099 

23  574 

4  007 

I  9  567 

4 

I  634 

10  778 

625i 

4  527 

I 

I  I  I  2 

14927 

4  o3  i 

10  896 

7 

i  078 

I  1  679 

4  905 

6  774 

3 
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Superficie 

km  1  ! 

POBLACIÓN 

IJ 

PARTIDOS 

TOTAL 

Urbana 

Rural 

rt 

San  Fernando     

San  Isidro  

San  .Martin    

San  Nicolás  

5i 

40 

9Ó 

842 

2  1  54 
1010 

934 
4  880 

4  270 

1  264 

8347 
6  ?37 

3  208 

2  341 

5  186 

35 

9  454 
882 

3o5  1  2  1 

18    159 

9  676 
10  944 
3  I  9  I  I 
23  483 

11125 

5676 
25  I  20 

9118 

3459 

i5  918 

18  121 
5  i5o 
5  672 

3i  393 
5  83o 
4  961 

20  759 

10  35  1 
5  253 
5  363 

21  382 
8689 

4  339 

1  816 
1  I  304 

2  280 
1  141 

5  137 

6  343 

I  3o4 
9418 

3  I  2  1 

9341 

7  808 
4423 

5  58i 
10  529 

14  794 
6786 

3  860 
i3  816 

6  838 
2  3i8 

10781 

1  1  778 

5  i5o 

4  368 
21  975 

2  709 

4961 

I  I  4  18 

I 

I 

12 

3 

San  Pedro     

San  Vicente     

4 

4 

Suipacha    

Tandil     

Tapaiqué    

Tordillo      

Trenque-Lauqucn    .... 
Tres  A  rro  vos    

1 
5 

7 
4 

Tuyú    

Vecino       

Veinticinco  de  Mayo... 

Vicente  López    

Villarino     

Zarate      

1 
5 
4 

2 

Total 

I  5o6  4  I  5 

583  521 

922  894 

302 

Nota  —  A  más  de  los  núcleos  de  población  que  figuran  en  el   préseme  cuadro, 
existe  la  ciudad  ó  pueblo  de  cada  partido  donde  residen  sus  autoridades. 


Estos  cuadros,  formados  sobre  la  base  de  los  datos 
reunidos  por  la  oficina  de  Estadística,  servirán  para 
demostrar  cuan  complicado  sería  el  problema,  si  la 
Convención  resolviese  establecer,  en  la  misma  Cons- 
titución, la  subdivisión  territorial  para  los  distritos 
judiciales. 

Con  el  objeto  de  que  sirvieran  á  la  mejor  inte- 
ligencia de  estos  artículos  de  la  Constitución,  y  de 
los  que  se  refieren  á  la  justicia  de  paz,  he  solicitado 
la  formación  de  los  cuadros  que  preceden  á  estas 
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líneas,  y  en  los  que  está  separadamente  designado: 
r  la  superficie  territorial  de  cada  partido  en  kilóme- 
tros cuadrados;  2'  la  población  total  de  cada  par- 
tido; 3^  la  población  urbana  de  sus  núcleos  pobla- 
dos; 4""  la  población  rural  que  habita  fuera  de  esos 
núcleos,  y  5*"  el  número  de  núcleos  de  población 
que  contiene  cada  partido  de  los  existentes  en  la 
Provincia. 

La  exactitud  de  esos  datos  es  indiscutible,  de  ma- 
nera que  ellos  pueden  servir  á  todos  los  cálculos  y 
combinaciones  que  se  hagan. 

En  esos  cuadros  se  verá  que  mientras  en  el  par- 
tido de  Avellaneda,  que  sólo  tiene  112  kilómetros 
cuadrados  de  extensión,  hay  doce  núcleos  de  pobla- 
ción, con  32.905  habitantes  en  todo  el  partido;  en 
Patagones,  con  1 3.800  kilómetros  cuadrados,  no  existe 
más  centro  urbano  que  aquel  donde  residen  sus  au- 
toridades. San  Fernando  y  San  Isidro,  el  primero 
con  sólo  51  kilómetros  cuadrados  y  el  segundo  con 
40,  tienen  aglomerada  en  esa  pequeña  extensión  te- 
rritorial, el  primero,  18.159  habitantes  y  el  segundo, 
9676;  lo  que  les  hace  indiscutiblemente  puntos  des- 
tinados á  servir  de  asiento  á  un  juzgado  de  primera 
instancia,  reclamado  por  las  exigencias  de  sus  pobla- 
ciones respectivas. 

Descomponiendo  las  cifras  de  ese  cuadro,  agru- 
pando poblaciones  cuyos  límites  se  tocan,  y  cónsul- 
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tando  la  viabilidad  que  facilite  el  acceso  de  todas 
las  localidades  al  punto  que  sirva  de  sede  al  juzgado, 
se  llenarán  los  objetos  del  artículo  de  la  Constitu- 
ción que  propongo. 

Fácilmente  se  comprende  que  en  el  impulso  del 
progreso  con  que  hoy  marcha  la  Provincia  de  Buenos 
Aires,  la  cifra  que  presenta  ese  cuadro  tiene  que  al- 
terarse frecuentemente. 

Al  mismo  tiempo  que  la  población  aumente,  por- 
que la  tierra  se  subdivida  y  desaparezcan  los  lati- 
fundios, —  que  hoy  pesan  sobre  nuestras  campañas 
como  los  feudos  de  la  edad  media  ó  los  señoríos 
de  la  Irlanda  actual, — tendrán  que  irse  alterando  las 
divisiones  territoriales  de  los  actuales  partidos;  y,  con 
ellas,  las  de  los  distritos  judiciales  que  deben  siempre 
marchar  de  acuerdo. 

Esta  circunstancia  hará  indispensable  modificar  de 
tiempo  en  tiempo  la  ley  que  organice  el  personal 
del  Poder  Judicial,  cosa  que  sena  imposible  si  esa 
división  territorial  se  estableciese  de  una  manera  per- 
manente en  la  Constitución. 

En  cuanto  á  la  jurisdicción  que  han  de  ejercer 
esos  jueces  de  primera  instancia,  he  creído  que  tam- 
bién debía  dejario  al  criterio  de  los  legisladores,  que 
procederán  según  la  densidad  de  la  población  de 
cada  distrito,  según  la  composición  de  esa  población 
y  según  sus  necesidades  peculiares. 


i 
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En  unos  puntos  lejanos,  donde  la  población  sea 
casi  exclusivamente  rural,  agrícola  ó  ganadera,  poco 
tendrá  que  hacer  un  juez  de  comercio,  de  manera 
que  la  ley  podrá,  sin  grandes  recargos  para  el  ma- 
gistrado, acumular  en  un  solo  juez  las  cuatro  juris- 
dicciones: civil,  comercial,  criminal  y  correccional. 

En  cambio,  en  otros  distritos  donde  la  vida  comer- 
cial sea  activa  y  las  transacciones  civiles  se  multipli- 
quen, debido  á  la  composición  de  sus  habitantes,  la 
ley  puede  determinar  que  haya  dos  ó  más  jueces  de 
primera  instancia,  dividiendo  entre  ellos  la  materia 
jurisdiccional.  Es  con  marcada  intención  y  después 
de  haberlo  meditado  mucho,  que  no  he  establecido 
en  la  reforma  que  la  ley  orgánica  del  Poder  Judicial 
debe  ser  uniforme  para  toda  la  Provincia.  Por  el 
contrario:  creo  que  ella  debe  responder  á  las  necesi- 
dades efectivas  de  cada  distrito  ó  departamento  judi- 
cial, consultando  sólo  la  más  rápida  administración 
de  la  justicia  en  cada  uno  de  ellos,  sin  formar  pre- 
cedentes ni  tomar  ejemplo  de  lo  que  se  haga  en  los 
distritos  ó  departamentos  limítrofes. 

Cumpliendo  el  propósito  con  que  he  hecho  todo 
este  trabajo,  sólo  establezco  los  principios  fundamen- 
tales de  la  organización  descentralizada  de  la  justicia 
letrada  de  primera  instancia.  La  ley  hará  todo  lo  de- 
más, con  la  amplitud  que  le  dejan  los  términos  nada 
restrictivos  de  los  artículos  constitucionales. 

54 
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De  las  Cámaras  de  Apelación 

Lo  expuesto  en  el  parágrafo  precedente,  basta  para 
fundar  las  disposiciones  que  se  refieren  á  las  Cáma- 
ras de  Apelaciones. 

El  siguiente  artículo  determina  la  regla  que  ha  de 
servir  para  organizar  los  Departamentos  Judiciales, 
formados  por  la  reunión  de  varios  distritos: 

Artículo  29.  La  jurisdicción  de  Apelaciones  será 
ejercida  por  Cámaras  permanentes  ó  viajeras  que 
actuarán  en  Departamentos  Judiciales  formados 
del  numero  de  Circuitos  Judiciales  que  la  ley  de- 
termine, teniendo  en  cuenta  la  población,  la  exten- 
sión territorial  y  las  facilidades  para  la  viabilidad. 

Cuando,  hace  algunos  años,  comencé  á  reunir  los 
elementos  para  una  obra  de  este  género,  organicé  un 
proyecto  de  Cámaras  de  Apelación,  siempre  viajeras, 
que  tenían  como  base  la  organización  de  las  Cortes 
de  Circuito  que  existen  en  los  Estados  Unidos,  tanto 
en  el  orden  nacional  como  en  el  local. 

Servían  de  base  para  constituir  esas  Cámaras,  los 
mismos  jueces  de  primera  instancia,  presididos  por  un 
magistrado  que  no  tenía  otra  misión  que  la  de  tra- 
mitar los  expedientes  en  la  segunda  instancia,  hasta 
ponerlos  en  estado  de  sentencia. 
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Confieso  que,  al  principio,  el  plan  me  sedujo.  Me 
parecía  económico,  fácil  y  rápido. 

Cada  juez  sustanciaba  y  fallaba  sus  causas  en  pri- 
mera instancia;  apeladas,  se  elevaban  al  presidente  de 
la  Cámara  del  Departamento,  quien  las  tramitaba 
hasta  poner  la  providencia  de  Autos  para  sentencia. 
Los  expedientes,  en  ese  estado,  esperaban  el  término 
de  la  Cámara  que  debía  reunirse  para  fallarios,  com- 
poniéndose esa  Cámara  de  tres  jueces  del  mismo 
Departamento  Judicial  que  no  hubiesen  intervenido 
en  el  juicio  que  debía  sentenciarse. 

Meditando,  más  tarde,  sobre  este  plan,  me  con- 
vencí de  que  tenía  grandes  inconvenientes.  El  prime- 
ro, era  la  necesidad  de  que  en  cada  Departamento 
Judicial  hubiese,  por  lo  menos,  cuatro  jueces  de  pri- 
mera instancia,  para  que  siempre  quedasen  tres  ha- 
bilitados para  formar  el  tribunal.  El  segundo,  era  la 
obligación  en  que  se  verían  todos  los  jueces  de 
abandonar  simultáneamente  sus  juzgados  para  con- 
currir á  formar  tribunales,  dejando  así  sin  justicia  de 
primera  instancia,  durante  mucho  tiempo,  á  sus  res- 
pectivos distritos.  Y,  el  tercero  y  principal,  era  el  de 
que,  debiendo  cada  juez  ser,  á  su  vez,  el  juez  de  sus 
propios  colegas,  concluirían  todos  por  tenerse  consi- 
deraciones recíprocas,  que  redundarían  siempre  en 
contra  de  los  litigantes. 

Es  humano,  es  lógico  que,  debiendo  juzgar  tres 
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jueces  á  uno  de  sus  colegas,  hayan  de  tener  consi- 
deración para  con  él,  para  que  éste,  á  su  vez,  al  juz- 
gar á  sus  otros  compañeros,  procediese  del  mismo 
modo, 

Esto  llevaría  á  la  confirmación  constante  de  todas 
las  sentencias. 

Persuadido  de  que  ese  sistema  no  ofrecía  bastan- 
tes garantías,  me  decidí  por  el  sistema  que  hoy  pro- 
pongo: las  Cámaras  de  Apelación  permanentes  ó  via- 
jeras, cuyas  ventajas  ya  he  expuesto  en  capítulos 
anteriores. 

Esas  Cámaras  serán  establecidas  por  la  ley  en  las 
condiciones  que  lo  aconsejen  las  exigencias  especia- 
les del  Departamento  Judicial  respectivo.  Allí  donde 
sea  necesaria  una  Cámara  permanente,  porque  la  po- 
blación esté  reunida  en  una  densidad  bastante  como 
para  servir  de  sede  á  ese  tribunal,  la  ley  determina- 
rá que  la  Cámara  sea  permanente;  y  donde  la  pobla- 
ción esté  diseminada,  con  los  asientos  de  los  jueces 
de  primera  instancia  lejanos  los  unos  de  los  otros, 
—  la  ley  establecerá  una  Cámara  viajera,  que  reco- 
rrerá su  departamento  en  las  épocas  fijas  que  se  de- 
termine, en  aquella  misma,  á  fin  de  que  todos,  jueces, 
abogados  y  clientes,  tengan  conocimiento  anticipado 
de  su  arribo. 

Con  los  Departamentos  Judiciales  sucederá  lo  mis- 
mo. Si  bien  la  reforma  recomienda  que  sean  tan  uni- 
formes cuanto  sea  posible,  en  lo  referente  á  su  po- 
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blación,  nada  se  dice  con  relación  al  número  de  dis- 
tritos judiciales  que  debe  formar  cada  departamento. 

Esto  se  deja  completamente  á  la  discreción  de  la 
Legislatura,  que  no  tiene  tampoco  limitación  alguna 
para  poder  alterar  esas  subdivisiones  y  agrupamien- 
tos  de  distrito,  cada  vez  que  lo  considerere  conve- 
niente; pues  en  esta  materia,  no  existen  los  peligros 
que  en  las  cuestiones  electorales. 

Me  parece  que,  con  lo  expuesto  aquí  y  en  otras 
partes  de  esta  obra,  justifico  suficientemente  esta  re- 
forma, y  el  sistema  que  propongo. 

No  debo  dejar  de  hacer  notar  aquí  la  importan- 
cia política  que  puede  llegar  á  tener  este  artículo, 
pues  que,  según  una  de  las  reformas  propuestas,  el 
juicio  de  todas  las  elecciones  de  Diputados  y  Sena- 
dores debe  hacerse  por  una  Junta  Electoral  Perma- 
nente, compuesta  exclusivamente  de  los  presidentes 
de  todas  las  Cámaras  de  Apelaciones  que  existan  en 
la  Provincia,  presididos  á  su  vez  por  el  presidente 
de  la  Suprema  Corte  de  Justicia. 

Del  número  de  Cámaras  de  Apelaciones  que  la 
Legislatura  cree,  con  arreglo  á  este  artículo,  depen- 
derá el  número  de  miembros  que  compondrán  la 
Junta  Electoral,  que  haga  los  escrutinios  y  juzgue  de 
la  validez  de  las  elecciones  políticas  en  la  Provincia. 

Cuando  el  Gobernador  doctor  Bernardo  de  Irigo- 
yen  indicó,  como  una  de  las  más  urgentes  reformas, 
la  de  quitar  á   los  cuerpos  legislativos  el  juicio  de 
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las  elecciones  de  sus  propios  miembros,  fueron  mu- 
chos los  que  se  levantaron  para  protestar  contra  esta 
heregía,  contraria  al  sistema  representativo,  según 
afirmaban. 

El  principal  argumento  en  que  se  apoyaban  era 
el  de  que,  siendo  el  Poder  Legislativo  el  represen- 
tante genuino  de  la  soberanía  del  pueblo,  su  organi- 
zación no  podía  confiarse  á  nadie,  puesto  que  tal 
procedimiento  sería  someter  la  soberanía  al  control 
de  funcionarios  subalternos. 

El  primer  error  que  se  cometía  era  el  de  suponer 
que  la  Legislatura  es  la  encarnación  de  la  soberanía 
del  pueblo. 

Sólo  en  un  país  de  la  tierra,  el  Parlamento  es  el 
soberano  absoluto;  y  ese  país  es  la  Oran  Bretaña, 
porque  allí  el  Pariamento  está  compuesto  del  Rey, 
de  su  familia,  de  la  alta  nobleza,  de  la  Iglesia,  de  la 
Cámara  de  los  Comunes  y  hasta  de  las  Universida- 
des, que  reunidos,  forman  ese  poder  cuya  omnipo- 
tencia Blackstone  ha  definido,  diciendo  que  ^^  puede 
hacerlo  todo,  menos  de  un  hombre  una  mujer,  y  de 
una  mujer  un  hombre». 

Pero  en  nuestra  democracia  representativa,  donde 
el  pueblo  es  el  soberano,  y  cada  poder  público  sólo 
lo  representajtn  la  parte  de  soberanía  que  en  él  se 
ha  delegado,  no  existe  tal  supremacía  por  parte  de 
la  Legislatura. 
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La  soberanía  ejecutiva  del  pueblo  la  ejerce  el  Po- 
der Ejecutivo;  la  soberanía  legislativa^  el  Poder  Le- 
gislativo, y  la  soberanía  judicial  el  Poder  Judicial. 

Y  ha  sido  tanto  el  temor  de  los  constituyentes 
norteamericanos  de  que  sus  Legislaturas  se  creyesen 
investidas  con  esas  facultades  soberanas  del  Parla- 
mento británico,  que,  al  dictar  sus  constituciones, 
consignaron  expresamente  estos  dos  principios: — no 
podrán  delegarse  las  facultades  de  un  poder  en  otro, 
ni  las  Legislaturas  podrán  dictar  leyes  que  importen 

sentencias,  como  lo  hace  el  Parlamento  inglés. 
El  argumento,  pues,  de  someter  una  soberanía  al 

control  de  otros  que  no  sean  la  soberanía  misma, 
desaparece,  puesto  que  el  poder  judicial  es  tan  sobe- 
rano como  el  legislativo. 

Y  el  argumento  desaparece  aún  más  radicalmente 
cuando  se  ve  que,  en  la  materia  de  que  me  ocupo, 
—  el  escrutinio  de  las  elecciones  políticas, —  es  preci- 
samente el  Parlamento  inglés,  el  omnipotente,  quien 
por  sus  leyes  de  1832  y  1839  se  desprendió  de  la 
facultad  de  juzgar  las  elecciones  de  sus  propios  miem- 
bros, y  dio  esa  misión  á  un  General  Committee  of 
Eledbns,  de  sus  propios  miembros,  con  facultad  para 
resolver  whether  the  election  is  void  (O,— si  la  elección 
es  nula, — resolución  que  se  cumple  infaliblemente. 


(f)   Cusiiing:    La w  and  Practice  of  Lcgislative    Assamblies,   página   62.   Véase 
artes  página  437. 
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No  puede  pretenderse  que  el  Parlamento  británico 
no  sea  un  cuerpo  representativo,  puesto  que  en  él 
han  aprendido  el  sistema  los  demás  países  de  la 
tierra;  y,  por  tanto,  desde  que  hoy  el  Parlamento 
británico  no  juzga  de  las  elecciones  de  sus  miem- 
bros, es  una  prueba  de  que  ese  juicio  no  es  esen- 
cial en  el  gobierno  representativo. 

Como  es  en  este  capítulo  en  el  que  me  ocupo 
de  la  organización  del  Poder  Judicial,  es  aquí  don- 
de corresponde  justificar  la  constitución  de  la  Junta 
Electoral  Permanente,  exclusivamente  con  miembros 
de  la  alta  magistratura. 

La  ley  inglesa  de  Roberto  Peel,  de  1839,  que  ha- 
bía constituido  la  Comisión  General  de  Elecciones 
con  miembros  de  la  Cámara  de  los  Comunes,  fué 
reformada  por  la  célebre  Parlamentary  Electbns  Ad 
of  1868,  que  fué  la  que  aumentó  prodigiosamente  el 
número  de  electores  en  la  Oran  Bretaña, 

Esa  ley,  en  la  parte  que  se  refiere  á  los  escrutinios 
de  los  miembros  de  la  Cámara  de  los  Comunes, 
reformó  la  de  1839,  quitando  absolutamente  al  par- 
lamento el  juicio  de  las  elecciones  de  sus  propios 
miembros,  y  entregándoselo  á  los  jueces  de  la  Alta 
Corte  de  Justicia. 

Uno  de  los  libros  más  reputados  de  derecho 
constitucional  inglés,  que  existe  en  la  actualidad,  es 
el   publicado  por  el  profesor  Sheldon  Amos,  y  que 
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lleva  por  título  Fifty  Years  of  the  English  Consti- 
tution,  1830  1880. 

Ese  libro  tiene  una  página  que  por  sí  sola  basta 
para  justificar  la  constitución  de  la  Junta  Electoral 
Permanente  en  la  forma  que  yo  la  proyecto. 

«  La  Cámara  de  los  Comunes,  —  dice  ese  autor,  — 
después  de  vacilar  mucho  en  su  acción,  la  que  con- 
siderando los  intereses  morales  comprometidos,  no 
puede  dejarse  de  considerar  como  culpable,  consintió 
en  adoptar  una  medida  efectivamente  práctica  para 
detener  y  castigar  las  prácticas  corrompidas  en  las 
elecciones.... 

«  Lo  que  dispuso  la  Ley  Parlamentaria  de  Eleccio- 
nes de  1868,  fué  transferir  del  viejo  tribunal  de  una 
comisión  especial  de  la  Cámara  de  los  Comunes  á  otro 
formado  de  jueces  de  la  Alta  Corte  de  Justicia,  la 
jurisdicción  ejercida  en  los  casos  que  se  alegasen 
prácticas  erróneas  (wrongful)  en  las  elecciones.  El 
nuevo  procedimiento  tiene  la  ventaja:  primero,  de  ase- 
gurar un  juicio  regular  de  acuerdo  con  los  bien 
conocidos  principios  de  la  prueba  judicial  (judicial 
evidencé)y  llevado  ante  un  juez  que  por  su  práctica 
é  indiscutible  imparcialidad,  puede  esperarse  que  pro- 
ceda, en  la  investigación,  con  tan  pequeño  interés 
político  en  el  asunto,  como  el  que  tendría  en  el 
caso  de  un  juicio  ordinario  cualquiera.  Se  ha  origi- 
nado la  cuestión  de  averiguar  si,  por  la  sanción  de 


83  2  REFORMA    DE   LA   CONSTITUCIÓN 


esa  ley,  la  Cámara  de  los  Comunes  se  ha  desprendido 
para  siempre  de  su  indudable  jurisdicción  en  los  casos 
de  reclamos  por  elecciones.  Según  la  ley,  los  jueces 
hacen  su  informe  á  la  Cámara  de  los  Comunes,  y 
se  les  exige  que  en  el  curso  de  su  informe  establezcan 
si  creen  que  las  prácticas  fraudulentas  han  prevalecido 
extensivamente.  Al  presentarse  este  informe,  cualquier 
miembro  puede  proponer,  y  la  Cámara  ordenar,  cual- 
quier medida  que  quiera,  sin  que  esto  le  esté  prohi- 
bido por  la  ley.  Pero  parecería  deducirse  del  debate 
que  tuvo  lugar  en  la  Cámara  de  los  Comunes  el  9 
de  Febrero  de  1 875,  que  ya  no  es  prácticamente  de  la 
competencia  de  la  Cámara  de  los  Comunes  más  que 
cumplir  los  lógicos  resultados  del  informe  de  los  jueces 
de  la  elección.  El  miembro  que  estaba  sentado  en  la 
Cámara  por  Stroud  {the  sitting  memher  for  Síroud), 
había  sido  declarado  por  los  jueces  de  la  elección 
no  elegido  debidamente  {not  duly  elected),  pero  los 
jueces  agregaban,  en  el  ultimo  párrafo  de  un  largo 
informe,  que  no  tenían  razones  para  creer  que  las 
prácticas  fraudulentas  habían  prevalecido  extensiva- 
mente. Al  proponerse  que  se  decretase  nueva  elección 
por  Stroud,  la  proposición  fué  combatida  y  en  vista 
del  informe  justificativo  de  los  jueces  de  la  elección, 
Mr.  Disraeli,  como  primer  ministro  y  leader  de  la  Cá- 
mara de  los  Comunes,  pronunció  un  discurso  que 
tiene  alguna  importancia  por  la  exactitud  con  que  pa- 
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rece  haber  expresado  el  pensamiento  de  la  Cámara. 
Mr.  Disraeli  dijo  que  la  Cámara  de  los  Comunes  no 
podía  negarse  á  dictar  un  writ  para  Stroud  sin  de- 
rogar la  ley  de  elecciones;  y,  según  lo  dijo,  sin  colo- 
car la  autoridad  de  la  Cámara,  «independientemente 
de  los  demás  poderes  del  reino ».  Refiriéndose  á  la 
ley  misma,  Mr.  Disraeli  dijo:  «  En  esa  ley  les  fueron 
«conferidos  ciertos  poderes  á  los  jueces,  que  aban- 
«  donó  la  Cámara  de  los  Comunes,  después  de  am- 
«  plia  discusión,  después  de  gran  meditación  y  con  el 
^debido  conocimiento  de  los  sacrificios  que  se  ha- 
«cían.  Si  ahora  hubiéramos  de  anunciar  que  la  de- 
«  cisión  de  un  juez,  que  ha  procedido  en  virtud  de 
«  aquella  autoridad,  no  nos  agrada,  adoptaríamos  una 
« decisión  contraria  á  lo  que  se  ha  hecho  público  de 
«acuerdo  con  las  previsiones  de  la  ley.  Sólo  puedo 
«  decir  á  este  respecto  que  si  semejante  moción  pasa- 
«  se,  la  autoridad  de  la  ley  habría  quedado  completa- 
<^  mente  invalidada.  Yo  no  creo,  sin  embargo,  que  la 
« ley  debe  ser  invalidada  ó  derogada.  Creo  que  ella 
«  ha  producido  bienes  al  país  y  á  la  Cámara  de  los 
«  Comunes.»  Y  concluye  diciendo:  «Yo  confío  que  la 
«  Cámara  no  consentirá  en  extraviarse  en  un  sendero 
« tan  peligroso  y  difícil  como  el  que  se  ha  indicado. 
« Estoy  seguro  de  que  si  lo  hiciéramos,  abriríamos 
« una  escena  de  confusión  que  no  terminaríamos  fá- 
«cilmente,  y  no  vendría  jamás  una  cuestión  de  pro- 
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« 


« 


«testa  electoral  ante  la  Cámara,  sin  que  se  hiciese 
alguna  proposición  tan  inconstitucional  en  su  ca- 
rácter, que  su  resultado  sería  la  degradación  de  la 
« autoridad  del  Parlamento  ( i ). » 

La  ley  de  1868,  entrega  el  juicio  de  las  elecciones 
del  Parlamento  inglés  á  una  Junta  de  Jueces  de  la 
Alta  Corte,  que  bien  pudiera  considerarse  análoga  á 
la  de  mi  proyecto;  de  manera  que,  al  proponer  la 
reforma  que  he  indicado  en  el  capítulo  referente  al 
Régimen  Electoral,  no  hago  sino  seguir  las  ense- 
ñanzas de  los  maestros  en  materia  de  instituciones 
libres,  entregando  el  juícb  de  las  elecciones,  á  los 
más  altos  jueces  de  la  Provincia  (2). 


(1)  SiiELDON  Amos:  Fifty  Years  of  the  Englhh  ConstitutUm,   páginos  43  á  45. 

(2)  AI  corregir  esta  parte  de  mi  trabajo,  los  grandes  diarios  de  la  Capital  de  la 
República  se  ocupan  de  esta  Junta  Electoral  de  Magistrados,  proyectada  por  mi  eo 
el  Plan  de  Reformas. 

La  Prensa  del  i5  de  Abril  de  1907  decía  lo  que  sigue,  en  un  articulo  en  que, 
como  se  ve,  se  ojupa  de  diversas  reformas : 

«El  interesante  embozo  del  trabajo  del  doctor  Luis  V.  Várela,  encomendado  por  el 
Poder  Ejecutivo  de  Buenos  Aires,  que  ayer  publicamos,  marca  un  paso  avanzado 
hacia  la  reforma  de  la  Constitución  de  la  provincia,  en  cuanto  señala  un  punto  de 
partida  que  facilita  y  aun  impulsa  esa  obra.  Debemos  suponer  que  e&tá  encontrada 
y  acordada  la  solución  del  litigio  que  surgió  de  la  convocatoria  de  asambleas  consti- 
tuyentes muertas,  pero  insepultas. 

«  El  trabajo  preliminar  con  que  el  Poder  Ejecutivo  concurre  á  la  reforma,  juzgado 
en  su  conjunto,  atestigua  á  la  vez  que  un  estudio  reflexivo  de  la  vasta  y  compleja 
materia,  el  propósito  de  combatir  las  causas  perturbadoras  de  la  vida  pública  de  la 
provincia,  en  el  Estado  y  en  el  Municipio,  pues  las  enmiendas  propuestas  abarcan  el 
régimen  electoral,  la  organización  de  la  legislatura  y  el  poder  judicial  y  la  adminii^- 
tración  comunal,  con  el  designio  bien  perceptible  de  eliminar  los  factores  y  ariifícios 
que  han  relajado  el  orden  institucional. 

«El  autor  del  plan  de  reformas,  guiado  por  ese  anhelo,  comienza  por  suprimir  la 
omnipotencia  de  las  Cámaras  legislativas  en  el  juicio  de  la  validez  de  los  títulos  de 
sus  miembros.    La  primera  autoridad  jurisdiccional  para  esa  función,  que  propone, 
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Pero,  suponiendo  que  tuviesen  razón  los  que  pre- 


es  formada  por  un  tribunal  de  altos  magistrados  judiciales,  á  la  cual  compete  cl  es- 
crutinio de  las  elecciones,  cuyas  deliberaciones  son  definitivas  en  cuanto  eliminan 
candidatos.  Pasado  el  expediente  á  las  Cámaras,  ésias  solamente  deben  declarar  nula 
la  elección  ó  rechazar  candidatos  que  dicho  tribunal  hubiese  consagrado  como  triun- 
fantes; pero  en  caso  alguno  aceptar  los  que  ¿1  hubiese  eliminado. 

«El  pensamiento  de  la  reforma  es  loable:  se  dirige  á  asegurar  la  mayor  suma  de 
girantias  de  la  libertad  del  sufragio  y  á  levantar  vallas  al  fraude  irresponsable.  Es 
una  precaución  heroica  contra  los  escrutinios  escandalosos  de  los  trustx  parlamenta- 
rios, los  cuales  destruyen  y  fabrican  elecciones  á  su  antojo  é  impunemente,  en  una 
trasnochada.  A  pesar  de  todo,  no  podemos  decidirnos,  por  primera  impresión,  en 
favor  de  la  enmienda,  la  cual,  evidcniemente,  desmedra  el  derecho  parlamentario, 
lan  fundamental  y  tan  respetable  en  las  democracias  orgánicas,  en  virtuJdcl  cual  el 
juez  de  los  actos  del  ejercicio  de  la  soberanía  en  el  comicio,  es  la  representación 
constituida  de  la  misma  soberanía  popular. 

«  Apuntamos  la  observación  como  anticipo  al  juicio  definitivo  que  formularemos 
cuando  conozcamos  in  extenso  los  fundamentos  del  criterio  jurídico  del  autor  del 
plan  de  reformas.» 

Con  respecto  al  último  párrafo  de  este  artículo,  los  fundamentos  de  mi  reforma 
están  dados  en  el  texto  de  este  capítulo  y,  antes,    páginas  422  y  siguientes. 

Otro  importante  diario  de  la  metrópoli.  La  Nación,  de  fecha  17  del  corriente, 
opinaba  sobre  esta  misma  cuestión  en  la  forma  siguiente: 

«  Pero  no  está  demás  recordar  que  desde  hace  más  de  sesenta  años  existe  en  In- 
glaterra un  tribunal  compuesto  de  miembros  de  la  magistratura,  que  dictamina  so- 
bre toda  elección  disputada  y  cuyos  dictámenes,  sin  una  sola  excepción,  han  sido 
siempre  aceptados  por  la  celosa  Cámara  de  los  Comunes. 

«  Sheldon  Amos  cita  el  discurso  que  pronunció  Lord  Bcaconsficid  en  la  cámara, 
sosteniendo  que  ésta  debía  aceptar  en  todas  sus  partes  un  dictamen  de  la  Junta  elec- 
toral. El  entonces  primer  ministro  de  Inglaterra  sintetiza  en  esa  pieza  de  gran  vuelo 
oratorio  todas  las  razones  que  han  movido  á  los  comunes  británicos  para  ir  poco  á 
poco  prescindiendo  de  intervenir  en  la  formación  de  los  procesos  electorales,  hasta 
llegará  la  creación  de  la  actual  Junta,  que  los  hace  por  completo  y  los  eleva  con  su 
opinión  bien  fundada.  Lord  Beaconstield  invoca  en  favor  de  la  autoridad  de  la 
Junta  los  más  elevados  principios  de  orden  po'itic3,  la  necesidad  de  atemperar  los 
juicios  necesariamente  parciales  de  la  mayoría  parlamentaria  con  el  consejo  desapa- 
sionado y  sereno  de  un  cuerpo  de  magistrados  sin  tacha ;  declara  que  en  la  existen- 
cia de  la  Junta  está  interesada  la  verdad  del  voto  público,  base  de  las  libertades  in- 
glesas, y  llega  hasta  invocar  el  honor  de  los  partidos  británicos  para  que  una  vez 
más  el  despacho  de  la  Junta  sea  respetado. 

«  Así  lo  resolvieron  los  fíeles  comunes,  y  así  lo  han  resuelto  siempre,  sin  excep- 
ción, toda  vez  que,  lachada  una  elección,  ha  tenido  que  intervenir  en  su  juicio  el 
citado  tribunal. > 

Debo  creer  que  la  alusión  que  se  hace  á  Sheldon  Amos,  se  refiere  al  pasaje  de  su 
obra  transcrito  en  el  texto,  pues  cuando  Disracli  pronunció  el  discurso  aludido,  no 
era  todavía  Lord  Beaconsfield. 
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tenden  que  las  Legislaturas  representan  la  soberanía, 
su  argumento  serviría  para  reclamar  para  el  Poder 
Legislativo,  y  no  PARA  CADA  CÁMARA  la  facultad  de 
juzgar  las  elecciones  de  los  miembros  de  ese  pxxier. 

Lo  que  hoy  establece  la  Constitución  de  Buenos 
Aires,  es  cosa  muy  distinta,  y  lo  que  se  produce  en 
la  práctica  aún  lo  es  peor. 

Según  la  Constitución,  cada  Cámara  es  el  juez  de 
las  elecciones  de  sus  miembros,  de  manera  que  no  es 
el  representante  de  la  soberanía,  —  que  es  el  Poder 
Legislativo, —  quien  debe  ser  el  juez,  sino  cada  una 
de  las  ramas  de  ese  poder,  que  no  me  parece  que, 
por  sí  sola,  represente  la  soberanía,  puesto  que  no 
tiene  potestad  propia  alguna,  salvo  alguna  incidental 
que  se  le  ha  dado  en  el  mecanismo  del  gobierno. 

Pero,  aun  es  peor  lo  que  sucede  en  la  práctica 
con  estos  juicios  de  elecciones  políticas. 

Según  la  Constitución,  las  Cámaras  no  pueden  fun- 
cionar sino  con  quorum  legal.  De  donde  se  deduce 
lógicamente  que,  no  existiendo  quorum,  no  existe 
Cámara. 

Sin  embargo,  por  los  reglamentos  del  Senado  y 
de  la  Cámara  de  Diputados,  en  la  renovación  que 
se  hace  de  esos  cuerpos,  cuando  se  renuevan  por 
mitad,  son  las  minorías  de  miembros  que  no  han 
terminado  su  mandato  las  que  aprueban  ó  rechazan 
las  elecciones  de  los  nuevamente  electos;  de  manera 


ADMINISTRACIÓN   DE   LA   JUSTICIA  CIVIL  Y   COMERCIAL  SSj 

que,  en  ningún  caso,  es  el  representante  de  la  sobe- 
ranía el  que  hace  el  juicio  de  las  elecciones,  puesto 
que  no  lo  es  el  Poder  Legislativo,  ni  siquiera  lo  es 
tampoco  cada  Cámara,  sino  una  minoría  de  ésta, 
que  no  tiene  número  fijo  para  funcionar. 

En  tal  situación,  al  proponer  la  reforma,  me  pare- 
ció que  desde  que  se  trataba  de  juzgar,  nadie  podía 
ser  mejor  Juez  que  los  miembros  del  Poder  Judicial. 
Con  estas  ideas  formé  la  Junta  Electoral  Permanente 
del  Presidente  de  la  Suprema  Corte  y  de  los  Presi- 
dentes de  todas  las  Cámaras  de  Apelación  que  exis- 
tan en  la  Provincia,  cuando  se  trate  del  juicio  de 
las  elecciones  de  Senadores  y  Diputados. 

El  artículo  de  la  reforma  de  que  me  ocupo  en  este 
momento,  deja  á  la  Legislatura  la  facultad  de  crear 
tantas  Cámaras  de  Apelación  cuantas  las  necesidades 
judiciales  de  la  Provincia  lo  exijan. 

Esto  hace  indeterminado  el  número  de  los  miem- 
bros de  la  Junta  Electoral,  dependiendo  del  número 
de  Cámaras  que  existan. 

Por  el  momento,  si  se  aceptase  la  reforma,  aun 
cuando  no  se  creasen  más  Cámaras  que  las  existen- 
tes en  la  Capital  de  la  Provincia  y  en  los  Departa- 
mentos, su  número  ya  sería  suficiente  para  ofrecer 
garantías,  puesto  que  sería  mayor  que  el  mismo 
General  Committee  of  Elecüons  del  Parlamento  bri- 
tánico. 
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No  habría  tampoco  peligro  de  que,  por  interés  de 
asegurar  éxitos  en  escrutinios,  la  Legislatura  crease 
más  Cámaras  de  Apelación  que  las  necesarias,  puesto 
que,  en  el  sistema  de  nombramientos  que  se  propo- 
ne, es  imposible  que  la  influencia  legislativa  preva- 
lezca en  la  designación  de  los  presidentes  de  aque- 
llos tribunales. 

Aun  cuando  los  miembros  del  Poder  judicial  están 
sujetos  al  juicio  político,  tampoco  esta  circunstancia 
puede  perjudicar  á  la  imparcialidad  de  los  procede- 
res de  la  Junta  Electoral,  porque  tanto  para  acusar 
como  para  condenar  se  requieren  dos  terceras  par- 
tes de  votos;  y  en  Cámaras  donde  es  forzosa  la 
representación  de  las  minorías,  es  imposible  que  se 
consiga  aquel  número  de  votos  para  acusaciones 
colectivas  sin  fundamento. 

Finalmente:  como  un  cuerpo  formado  sólo  de  los 
presidentes  de  los  más  altos  tribunales  de  la  Pro- 
vincia debe  contener  en  su  seno  hombres  de  todos 
los  partidos,  y  como  esos  presidentes  se  turnan  cada 
año,  es  indudable  que  no  puede  encontrarse  una 
asamblea  más  austera,  más  imparcial  y  más  respeta- 
ble para  confiarte  la  alta  misión  de  juzgar  de  las 
elecciones  de  los  Senadores  y  de  los  Diputados  que 
deben  formar  la  Legislatura. 
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El  último  artículo  de  este  capítulo  es  puramente 
de  forma.  Autoriza  á  la  Legislatura  á  crear  el  perso- 
nal subalterno  de  los  tribunales,  de  acuerdo  con  las 
leyes  de  procedimientos  que  dicte. 

Dice  así: 

Artículo  30.  Los  Juzgados  de  primera  Instan- 
cia y  las  Cámaras  de  Apelaciones,  tendrán  el 
personal  subalterno  que  establezca  la  Ley  orgá- 
nica de  los  Tribunales,  de  acuerdo  con  las  leyes 
de  procedimiento. 

Sin  esta  prescripción  expresa,  la  Legislatura  habría 
podido  dictar  esa  ley,  en  virtud  de  sus  facultades  ge- 
nerales; pero  creo  que  ella  completa  más  la  organi- 
zación del  Poder  Judicial  que  se  proyecta. 
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CAPÍTULO  IV 

ADMINISTRACIÓN   DE  LA  JUSTICIA   CRIMINAL 

Y  CORRECCIONAL 

Cuanto  se  ha  dicho  con  respecto  á  los  Distritos  y 
Departamentos  Judiciales,  para  los  jueces  y  Cámaras 
de  Apelaciones  en  lo  Civil  y  Comercial,  es  aplicable 
á  los  Jueces  en  lo  Criminal. 

La  única  diferencia  es  que,  dada  la  forma  en  que 
se  establece  en  la  Constitución  el  Tribunal  de  sen- 
tencia de  primera  instancia,  en  esta  materia,  se  hace 
indispensable  que,  en  cada  Departamento  Judicial, 
haya,  por  lo  menos,  tres  jueces  del  crimen. 

El  artículo  que  lo  establece  dice  así: 

Artículo  3Í.  En  cada  Departamento  Judicial 
habrá,  por  lo  menos,  tres  Jaeces  de  primera 
Instancia  en  lo  Criminal  y  Correccional,  pu- 
diendo  ejercer  estas  jurisdicciones  los  mismos 
Jueces  en  lo  Civil  y  Comercial,  si  así  b  deter- 
minase la  ley. 

Ya  anticipé,  al  ocuparme  de  los  Jueces  en  lo  Ci- 
vil y  Comercial,  que  éstos  podían  ejercer  las  tres  ju- 
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risdicciones,  incluso  la  Criminal.  Aquí  lo  repito,  á  fin 
de  que  no  quepa  la  mínima  duda,  y  no  se  crea  que 
esta  disposición  destruye  á  aquélla. 

Estos  Jueces  del  Crimen  desempeñan  propiamente 
las  funciones  de  jueces  correccionales  y  de  instruc- 
ción criminal,  pues  no  dictan  sentencias  sino  en  el 
primer  caso. 

Así  lo  establece  expresamente  el  siguiente  artículo, 
que  precisa  las  funciones  de  aquellos  jueces: 

Artículo  32.  Los  Jueces  del  Crimen  y  Corree- 
cional  serán  los  encargados  de  instruir  y  for- 
mar los  sumarios,  y  tramitar  el  juicio  plenario 
hasta  el  estado  de  sentenciOy  pudiendo  apelarse 
de  sus  resoluciones  para  ante  la  Cámara  res- 
pectiva, en  los  casos  y  en  los  términos  que  esta- 
blece la  ley  de  la  materia. 

Como  se  vé,  tanto  en  la  formación  del  sumario, 
como  en  el  plenario,  ellos  proceden  como  los  jueces 
de  la  Capital,  separadamente,  y  como  magistrados 
con  jurisdicción  é  imperio  sobre  las  materias  en  que 
intervienen. 

En  las  causas  correccionales,  aun  es  más  vasta 
esa  jurisdicción,  pues  llegan  hasta  fallarlas,  siendo  su 
fallo  directamente  recurrible  ante  la  Cámara  de  Ape- 
laciones como  lo  establece  el  artículo  siguiente: 
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Artículo  33.  El  fallo  de  las  causas  correcáo- 
nales  será  pronunciado  por  el  mismo  Juez  de 
primera  Instancia  que  hubiese  intervenido  en  la 
causa,  con  apelación  cuüe  la  Cámara  respectiva. 

En  los  juicios  correccionales,  en  que  la  pena  es 
mínima,  no  se  ha  reclamado  nunca  las  garantías 
buscadas  para  los  juicios  criminales,  en  que  la  pena 
puede  llegar  hasta  la  de  muerte,  siendo  siempre  la 
de  privación  de  la  libertad. 

Esta  consideración,  autoriza  á  establecer  una  dife- 
rencia entre  la  manera  de  fallarse  las  causas  correc- 
cionales y  las  criminales. 

Para  estas  últimas,  basta  el  mismo  juez  que  inter- 
vino desde  su  iniciación,  desde  que  es  un  procedi- 
miento verbal,  actuado,  breve,  el  que  es  menester  se- 
guir, pues,  de  lo  contrario,  se  expondría  á  que  el 
máximum  del  castigo  se  extinguiera  antes  del  fallo. 

Por  otra  parte,  desde  el  momento  en  que  se  con- 
cede apelación,  en  esas  mismas  causas,  la  garantía  de 
acierto  en  la  sentencia  se  tiene  en  la  intervención  de 
la  Cámara. 

Pero,  en  las  causas  criminales,  no  sucede  lo  mis- 
mo. Los  partidarios  del  jurado  y  muchos  publicistas 
modernos,  son  contrarios  de  los  tribunales  uniperso- 
nales en  materia  criminal.  Todos  combaten  el  sistema 
de  dejar  que  el  juez,  que  forma  el  sumario,  falle  p^^' 
sonal  y  exclusivamente  el  proceso. 
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En  las  antiguas  leyes  procesales,  un  juez  recusado 
no  quedaba  siempre  excluido  del  conocimiento  de  la 
causa.  Se  le  asociaba  á  otro  de  la  misma  gerarquía 
y  jurisdicción,  y  fallaban  conjuntamente  la  causa.  Si 
había  divergencia  de  opiniones,  se  llamaba  «  á  mayor 
número  dé  jueces»,  y  el  tribunal  compuesto  de  tres 
magistrados  resolvía  en  primera  instancia 

Yo  propongo  para  fallar,  también  en  primera  ins- 
tancia^ un  tribunal  de  tres  jueces  de  esa  categoría, 
cuando  se  trate  de  causas  criminales,  como  se  verá 
por  la  reforma  siguiente  que  propongo: 

Artículo  34.  El  fallo  en  las  causas  criminales 
será  pronunciado  por  un  tribunal  compuesto  de 
tres  jueces  del  CrimeUy  previa  una  audiencia  pú- 
blica en  la  que  el  ministerio  fiscal  y  los  defen- 
sores podrán  hacer  la  acusación  y  la  defensa 
orales  correspondientes  al  caso. 

Este  tribunal  de  tres  magistrados,  destruye  al  con- 
denado juez  único  de  sentencia,  y  forma  una  especie 
de  pequeño  jurado  letrado,  donde  siempre  figurarán 
dos  jueces  que  no  han  intervenido  en  la  formación 
del  expediente. 

Como  ninguno  habría  anticipado  opinión,  dictando 
una  sentencia,  este  tribunal  no  tiene  el  inconveniente 
que  he  señalado  al  formado  por  jueces  civiles,  y  del 
que  me  ocupé  al  hablar  de  las  Cámaras  viajeras. 
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El  fallo  de  primera  instancia,  por  un  tribunal  co- 
lectivo, ya  es  una  garantía;  pero,  ésta  se  aumenta,  si, 
después  de  terminados  los  procedimientos  escritos 
del  expediente,  se  hace  constitucbnalmente  obligatoria 
la  audiencia  pública,  donde,  como  en  los  jurados, 
puedan  hacerse  la  acusación  y  la  defensa  orales. 

Un  distinguido  magistrado  de  los  tribunales  de 
San  Nicolás  de  los  Arroyos,  en  una  interesante  mo- 
nografía (i),  ha  sostenido  también  la  inconveniencia 
del  jurado  popular,  proponiendo  reemplazarte  con  un 
tribunal  compuesto  de  tres  jueces,  que  instruirían  el 
sumario  y  fallarían  las  causas  en  cuerpo  colegiado. 

Sin  embargo,  hay  diferencias  radicales  entre  su 
sistema  y  el  mió. 

El  doctor  García  Reynoso  busca  las  garantías  para 
el  procesado  en  la  publicidad  de  la  prueba  y  de  la 
defensa,  mientras  que  hace  del  tribunal  de  tres  jueces 
una  única  instancia,  sin  más  recursos  que  los  de 
casación,  por  inaplicabilidad  de  ley  ó  inconstitucio- 
nalidad  del  fallo. 

Como  yo  no  proyecto  una  ley  de  procedimientos, 
sino  reformas  á  una  Constitución,  no  puedo  ocu- 
parme de  los  detalles  de  los  juicios,  tales  como  todo 
lo  referente  á  la  manera  de  producirse  las  pruebas 
en  los  procesos  criminales. 


( I )  M.  García  Revnosq  :  Observaciones  al  procedimiento  pena!  de  la  Provincia  de 
Buenos  Aires. 


i 
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Ya  he  establecido  el  principio  de  la  publicidad  de 
los  procedimientos;  y,  especialmente,  me  he  referido, 
á  ese  respecto,  á  la  formación  de  los  sumarios;  pero 
debo  declarar  sinceramente  que,  si  debiera  emitir  opi- 
nión sobre  la  conveniencia  de  la  prueba  testimonial 
pública,  ante  el  tribunal  de  jueces  que  proyecto,  co- 
mo se  produce  hoy  ante  los  jurados  europeos,  trepi- 
daría mucho  en  hacerla  obligatoria,  ante  considera- 
ciones económicas  de  gran  importancia. 

Los  testigos  son  elementos  indispensables  de  toda 
causa  criminal,  y  es  por  esto  que  la  ley  conmina  con 
penas  la  comparecencia  de  los  que  son  llamados  por 
los  jueces;  pero  esa  obligación  no  me  parece  que  de- 
be traer  aparejada  la  gratuitidad. 

En  Inglaterra,  como  en  otros  países,  se  paga  á  los 
testigos  una  indemnización  pecuniaria  por  el  tiempo 
que  pierde  yendo  á  prestar  declaración;  y  no  creo 
que  no  debiera  suceder  lo  mismo  entre  nosotros 
por  ser  un  país  latino. 

Pero  como  lo  he  dicho,  es  esta  materia  cuya  re- 
glamentación corresponde  á  la  ley,  así  como  la  forma 
en  que  se  han  de  oir  la  acusación  y  la  defensa. 

Por  lo  pronto,  en  el  proyecto  que  yo  presento,  ya 
queda  asegurada  una  audiencia  pública,  donde  pueden 
hacerse  orales  la  acusación  y  la  defensa,  y  esto  equi- 
vale al  procedimiento  ante  el  jurado  en  ese  momento 
del  juicio. 
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En  cuanto  á  la  única  instancia  que  propone  el 
doctor  García  Reynoso,  estoy  tan  decididamente  en 
contra  que,  como  se  ha  visto  en  los  capítulos  ante- 
riores, hago  obligatoria  la  tercera  instancia  cuando  se 
trata  de  la  aplicación  de  la  pena  capital,  y  no  exijo 
fianza  para  el  recurso  de  inconstitucionalidad,  cuando 
se  trata  de  causas  criminales. 

Me  parece  que  la  apelación  de  ese  tribunal  cole- 
giado, es  indispensable  para  otro  en  las  mismas  con- 
diciones; y  es  por  esta  razón  que  he  completado  mi 
proceso  en  la  administración  de  justicia  en  lo  crimi- 
nal, con  el  siguiente  artículo: 

Artículo  35.  Ese  fallo  será  apelable  ante  la  Cá- 
mara respectiva,  la  que  no  podrá  dictar  la  sen- 
tencia definitiva  sin  convocará  las  partes  á  una 
audiencia  publica  en  la  que  podrán  hacerse  in- 
formes verbales. 

No  empleo  más  que  los  términos  informes  verbales, 
porque,  en  el  tecnicismo  del  derecho  procesal,  así  se 
llaman  las  acusaciones  y  defensas  orales  que  se  ha- 
cen ante  los  tribunales  de  apelación. 

Como  en  primera  instancia,  tampoco  limito  en  esta 
instancia  la  facultad  de  la  Legislatura  para  que  pueda 
establecer  la  prueba  pública,  también  en  segunda  ins- 
tancia, si  la  considera  conveniente,  así  como  todas  las 
demás  garantías  procesales  que  encuentre  oportunas. 
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Una  sola  obligación  se  impone  á  la  Legislatura: 
la  de  dictar  la  ley  de  manera  que  todos  los  juicios 
criminales  queden  terminados  dentro  de  un  término 
dado.  Esta  es  una  materia  que  tiene  gran  importan- 
cia, y  á  la  que  he  creído  deber  dedicarle  especial 
atención  en  la  reforma  proyectada. 


La  terminación  de  los  juicios  criminales 

Dentro  y  fuera  del  país,  es  unánime  la  condena- 
ción que  merecen  los  tribunales  del  crimen  argenti- 
nos,— sin  distinción  de  provincias,— por  la  lentitud 
de  sus  procedimientos. 

No  hace  todavía  tres  meses,  un  Juez  del  Crimen, 
joven,  de  reciente  nombramiento,  se  abocaba  el  es- 
tudio de  un  proceso  que  duraba  hacía  ya  ocho  años, 
sin  haberse  dictado  sentencia  en  tan  largo  lapso  de 
tiempo.  El  fallo  en  esa  causa  absolvió  de  culpa  y 
cargo  al  encausado,  que  había  sufrido  toda  aquella 
injusta  prisión. 

En  otro  caso,  también  reciente,  en  que  había  va- 
rios detenidos  acusados  de  un  homicidio,  después  de 
algunos  años  de  prisión,  se  dictó  la  sentencia.  Fue- 
ron condenados  algunos  de  los  acusados  y  absueltos 
otros.  Entre  éstos  estaba  incluido  uno  que  se  había 
suicidado  en  la  cárcel,  dejando  á  la  familia  en  la  mi- 
seria. 

La  lista  sería  interminable  y  horrenda. 
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Preocupado,  desde  hace  mucho  tiempo,  de  buscar 
una  solución  á  este  problema  gravísimo,  he  pensado 
que,  así  como  las  leyes  de  procedimientos  civiles 
condenan  en  las  costas  á  los  jueces  que  producen 
nulidades  en  las  sentencias,  por  violaciones  ú  omi- 
siones de  las  formalidades  indispensables  del  juicio, 
—  no  hay  motivo  para  no  establecer  esa  responsabi- 
lidad también  á  las  omisiones  de  los  magistrados  de 
la  justicia  criminal. 

Buscando  ese  resultado,  en  la  reforma  que  pro- 
pongo al  procedimiento  criminal  actual,  he  proyec- 
tado los  dos  artículos  que  llevan  los  números  36  y 
37  de  esta  Sección  del  Poder  Judicial,  con  que  yo 
propongo  reemplazar  la  de  la  Constitución  vigente, 
y  que  dicen  así: 

Artículo  36.  El  Código  de  Procedimientos  en  lo 
Criminal  reglamentará  los  artículos  precedentes, 
fijando  los  términos  en  que  los  Jueces  del  Cri- 
men deben  reunirse  para  fallar  las  causas  de 
su  Jurisdicción  y  estableciendo  los  plazos  para 
los  procedimientos,  de  manera  que  todas  las  cau- 
sas criminales  queden  terminadas  dentro  de  los 
seis  meses  de  su  iniciación. 

Artículo  37.  5/  esos  plazos  se  excediesen,  sin 
culpa  del  procesado,  cada  día  de  detención  que  lo 
exceda  se  le  computará  por  tres  días  de  la  pena 
á  que  fuese  condenado;  y,  si  fuese  absuelto,  ten- 
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drá  derecho  para  hacerse  indemnizar  por  su  pri- 
sión indebida  por  bs  magistrados  judiciales  que 
fuesen  responsables  de  ella. 

En  mi  concepto,  —  y  tengo  la  experiencia  de  mu- 
chos años  de  magistratura,  —  no  hay  razón  que  jus- 
tifique la  demora  en  la  terminación  de  una  causa 
criminal,  después  de  seis  meses  de  iniciada. 

Sólo  la  negligencia  de  los  jueces  puede  producir 
esos  hechos,  salvo  los  casos  excepcionales,  que  no 
pueden  servir  para  establecer  la  regla,  y  que,  por 
tanto,  la  ley  puede  exceptuarlos. 

Con  esta  convicción  he  proyectado,  como  prescrip- 
ción constitucional,  la  obligación  de  que  todos  los 
procesos  se  fallen  dentro  de  los  seis  meses  de  ini- 
ciados, bajo  la  responsabilidad  de  los  magistrados 
culpables  de  la  demora,  si  ese  plazo  se  excediera. 

La  ley  fijará  todos  los  términos  procesales,  de  ma- 
nera que  los  fallos  puedan  dictarse  dentro  de  ellos; 
pero  no  basta  que  la  ley  lo  diga.  Es  menester  que 
exista  una  disposición  imperativa  que  establezca  di- 
rectamente la  responsabilidad  de  los  jueces  negli- 
gentes. 

En  los  códigos  de  procedimientos  vigentes,  tanto 
en  la  capital  de  la  República  como  en  la  Provincia, 
también  existen  disposiciones  que  mandan  á  los  jue- 
ces expedirse  en  términos  que  debían  considerarse 
fatales. 
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Jamás  han  sido  respetadas  esas  prescripciones,  ni 
siquiera  cuando  se  trata  del  recurso  de  habeos  cor- 
pas, que  debe  tramitarse  en  pocas  horas,  según  la 
ley. 

Es,  pues,  menester  hacer  algo  práctico  á  este  res- 
pecto, y  es  lo  que  yo  procuro  con  los  dos  artículos 
que  acaban  de  leerse. 

La  fuente  está  ahí.  La  ley  hará  todo  lo  demás. 

Al  ocuparme  del  artículo  siguiente,  daré  las  razones 
que  me  han  inducido  á  computar  el  término  de  la 
prisión  indebida,  en  la  forma  que  lo  establece  la  pri- 
mera parte  del  artículo  37  de  esta  sección  reformada 


La  ley  de  procedimientos  penales 

Por  más  que  recientemente  se  haya  dictado  un 
nuevo  Código  de  Procedimientos  en  materia  penal, 
si  se  llegase  á  admitir  la  reforma  que  propongo  á 
la  actual  organización  del  Poder  Judicial,  sería  indis- 
pensable dictar  una  nueva  ley  procesal. 

Todo  esto  exigirá  tiempo;  y,  mientras  él  pasa,  no 
es  justo  que  los  procesados  continúen  sufriendo  la 
injusticia  de  que  hoy  son  víctimas. 

Según  el  Código  Penal,  la  prisión  preventiva  debe 
computarse,  en  el  tiempo  de  la  condena,  en  razón 
de  un  día  por  cada  día  de  prisión;  dos  por  cada 
uno  de  penitenciaría,  y  tres,  por  cada  uno  de  pre- 
sidio. 
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Esta  no  es  materia  del  Código  Penal.  Es  más 
bien  de  la  ley  de  forma;  y,  en  el  peor  de  los  casos, 
la  facultad  de  legislar  sobre  esa  materia,  sería  con- 
currente en  la  nación  y  las  provincias,  pudiendo 
aquélla  establecer  una  disposición  en  la  ley  sustan- 
tiva que  éstas  estarían  facultadas  á  modificar  en  sus 
leyes  adjetivas. 

Como  en  una  de  las  reformas  que  he  presentado, 
se  fija  el  plazo  de  seis  meses  para  que  se  termine 
todo  proceso  criminal,  esta  otra  disposición  declara 
que,  excedido  aquel  plazo,  y,  hasta  tanto  no  se  dicte 
la  nueva  ley  procesal,  con  arreglo  á  las  reformas 
constitucionales,  cada  día  de  prisión  injustificada  se 
computará  por  tres  de  la  condena.  No  hago  más  que 
invertir  los  términos.  Si  dictada  la  sentencia  en  tiempo 
oportuno,  cada  tres  días  de  prisión  preventiva  equivale 
sólo  á  uno  de  presidio,  yo  creo  que  cada  día  de 
prisión  indebida  debe  computarse  por  tres  de  la  pena. 

Y  la  prisión  preventiva  que  pasa  de  seis  meses, 
debe  considerarse  indebida,  con  arreglo  al  proyecto 
de  reforma  proyectada. 

He  aquí  el  artículo  en  que  establezco  esa  pres- 
cripción. 

Artículo  38.  Mientras  la  Ley  orgánica  de  los 
Tribunales  y  los  Códigos  de  Procedimientos  no 
se  reformen  con  arreglo  d  las  prescripciones  de 
esta  Constitución,  la  justicia   en  b  Criminal  y 
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Correccional  será  administrada  en  la  forma  exis- 
tente;  pero  los  detenidos  tendrán  derecho  á  la 
aplicación  de  b  que,  á  su  respecto,  se  establece 
en  el  artículo  precedente. 

El  artículo  se  pone  en  el  caso  racional  de  que 
pase  algún  tiempo  sin  que  la  Legislatura  dicte  la  ley 
que  organice  el  Poder  Judicial,  en  materia  criminal, 
con  arreglo  á  la  reforma.  La  misma  Constitución  fu- 
tura, si  fuese  sancionada  como  yo  la  proyecto,  señala 
dos  años  á  la  Legislatura  para  que  dicte  las  leyes 
constitucionales  complementarias,  como  se  verá  en  el 
capítulo  de  las  disposiciones  transitorias  que  se  re- 
fiere á  la  Reforma  de  la  Constitución. 

Pero,  durante  esos  dos  años,  los  procesados  goza- 
rán de  las  ventajas  que  la  Constitución  reformada 
establece  en  su  obsequio. 

Comprendo  que  para  más  de  un  lector,  esta  y  otras 
disposiciones  proyectadas  en  materia  de  procedimiento 
criminal,  parecerán  de  una  excesiva  dulzura  en  favor 
de  los  criminales. 

La  explicación  puede  acaso  encontrarse  en  mi  pro- 
pia existencia. 

Hace  cuarenta  y  tres  años  que  soy  abogado.  Me 
inicié  en  el  foro  como  defensor  de  un  niño  que  fué 
fusilado  como  homicida,— Pedro  Luro, — siendo  ¡no- 
cente, según  se  pudo  comprobar  años  después  de 
su  ejecución. 
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Más  tarde,  en  mi  larguísima  práctica,  he  podido 
comprobar  que  los  errores  judiciales,  en  materia  cri- 
minal, son  mucho  más  frecuentes  que  lo  que  el  pú- 
blico sabe. 

Tengo,  pues,  la  seguridad  de  que,  cuando  se  trate 
de  causas  que  no  han  sido  falladas  dentro  de  los  seis 
meses  de  iniciadas,  será  porque  se  trata  de  procesa- 
dos cuya  culpabilidad  no  aparezca  evidente. 

No  es,  pues,  á  muchos  á  quienes  alcanzará  el  fa- 
vor que  acuerda  la  reforma,  en  la  manera  de  com- 
putar la  prisión  preventiva 

Y,  sobre  todo,  esa  disposición  será  sólo  transito- 
ría.  Ella  dejará  de  surtir  efectos,  bajo  la  legislación 
actual,  cuando  la  Legislatura  dicte  la  nueva  ley,  y 
ésta  puede  determinar  á  su  respecto  lo  que  estime 
conveniente,  respetando  las  prescripciones  de  la  Cons- 
titución. 
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CAPÍTULO  V 


DE  LA  JUSTICIA    DE  PAZ 


Es,  indudablemente,  una  de  las  cuestiones  que  más 
interesa  á  la  Provincia,  la  buena  organización  de  la 
justicia  de  paz. 

Dos  circunstancias  hacen  que  ella  deba  merecer  la 
atención  preferente  del  legislador  y  del  constituyente. 
La  primera,  la  de  que  esa  es  la  justicia  del  pobre, 
del  industrial  y  del  obrero,  que  forman  la  inmensa 
mayoría  de  la  población  actual  de  la  Provincia.  La 
segunda,  la  de  que,  siendo  nuestro  país  de  campa- 
ñas dilatadas  y  despobladas,  está  destinada  á  atraer 
la  inmigración,  que  contrata  sus  servicios  y  hace  to- 
dos sus  negocios  dentro  de  un  límite  de  dinero  que 
siempre  queda  comprendido  en  la  jurisdicción  de  los 
tribunales  de  menor  cuantía. 

En  cualquier  punto  del  territorio  donde  se  llame 
á  un  campesino  ó  á  un  agricultor  para  hablarie  de 
autoridades  judiciales,  sólo  hablarán  del  teniente  al- 
calde, del  alcalde  ó  del  juez  de  paz,  llegando  en  sus 
conocimientos,  muy  rara  vez  hasta  el  juez  de  pri- 
mera instancia,  porque  su  sede,  lejana  del  lugar  de 
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la  residencia  de  aquéllos,  les  hace  tener  pocas  oca- 
siones de  acercarse  á  este  último  funcionario. 

En  la  actualidad  universal,  desde  que  las  cuestio- 
nes obreras  han  comenzado  á  convertirse  en  una 
preocupación  social,  la  justicia  del  pobre,  como  se 
llama  vulgarmente  á  la  de  los  homes  buenos  del  de- 
recho español,  ha  atraído  la  atención  de  gobernantes 
y  publicistas. 

Buscando  que  en  la  Provincia  de  Buenos  Aires  se 
organice  una  justicia  de  paz,  que  se  amolde  á  las 
condiciones  actuales  del  país,  he  reunido  en  un  ar- 
tículo de  la  reforma  todas  las  bases  que  deben  ser- 
vir de  fundamento  á  la  ley  orgánica  de  aquellos  tri- 
bunales. 

Dice  así  ese  artículo: 

Artículo   39.   La   Legislatura   dictará    la  ley 

de  Justicia  de  Paz  con  arreglo  á  las  siguientes 

bases: 

1  *  Habrá  un  Juez  de  Paz  titular  y  otro  suplente 
en  cada  centro  urbano  cuya  población  exceda 
de  2500  habitantes. 

2^  El  territorio  rural  de  la  Provincia,  fuera  de 
los  ejidos  de  los  pueblos,  será  dividido  en  dis- 
tritos que  contengan  más  ó  menos  la  misma 
población,  en  los  que  ejercerá  la  justicia  de 
menor  cuantía  un  juez  de  paz,  ó  un  suplente 
en  su  caso. 
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3'  De  las  sentencias  didadas  por  los  Jueces  de 
paz  se  apelará  ante  los  jueces  de  primera  ins- 
tancia que  tengan  jurisdicción  en  el  distrito 
correspondiente. 

4*  En  ningún  caso  los  jueces  de  paz  podrán 
ejercer  la  jurisdicción  correccional  ó  criminaL 

Basta  leer  este  artículo,  para  darse  cuenta  de  la 
importancia  que  tiene  la  reforma  que  propongo  en 
lo  referente  á  la  Justicia  de  Paz. 

Si  se  examina  el  cuadro  que  he  presentado  de  la 
población  de  los  distintos  partidos  de  la  Provincia, 
se  verá  que  el  número  de  los  centros  de  población, 
en  algunos  de  ellos,  alcanza  á  una  cifra  pequeña, 
como  sucede  en  Chivilcoy,  Nueve  de  Julio,  Zarate, 
San  Pedro,  Lujan  y  otros,  —  prescindiendo  de  las 
cabezas  de  departamentos  judiciales,  —  con  una  po- 
blación que  excede  la  cifra  fijada  por  el  artículo  que 
acaba  de  leerse,  para  tener  derecho  á  un  juez  de 
paz  propio,  según  el  inciso  primero  del  artículo  que 
acabo  de  transcribir. 

Dónde  se  han  de  situar  los  jueces  de  paz  y  cuán- 
tos han  de  ser  éstos  en  cada  partido  de  la  Provincia, 
no  es  cuestión  que  debe  precisar  la  Constitución. 

La  ley  determinará  esos  puntos;  pero  ya  quedará 
establecido,  como  base,  que  todo  centro  urbano  donde 
existan  2500  habitantes,  tendrá  derecho  á  que  un 
juez  de  paz  atienda  y  resuelva  sus  pequeños  pleitos. 
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Pero  me  consta  que  hay  muchos  centros  poblados, 
que  no  son  pueblos  con  ejidos  determinados,  —  colo- 
nias ó  agrupaciones  industriales,  —  cuya  población  no 
alcanza  á  la  cifra  fijada  como  minimum,  en  el  inciso 
primero. 

Sobre  la  base  de  esos  núcleos,  la  Legislatura  for- 
mará nuevos  distritos  para  juzgados  de  paz,  procu- 
rando siempre  que,  cada  2500  habitantes,  tengan  un 
juez  inmediatamente  próximo  á  sus  viviendas. 

Este  aumento  de  jueces  de  paz  no  ofrece  peligro 
alguno,  dado  el  carácter  que  tendrán  con  arreglo  á 
la  reforma  propuesta. 

No  hay  acto  de  la  vida  política  de  los  ciudadanos 
en  que  ellos  intervengan;  y,  como  no  tendrán  juris- 
dicción correccional  ni  criminal,  no  podrán  ser  siquiera 
una  amenaza  para  la  libertad  de  sus  convecinos. 

Por  otra  parte,  como  los  juzgados  de  primera  ins- 
tancia, ante  quienes  se  apelará  de  sus  resoluciones, 
estarán  siempre  cerca,  puesto  que  también  aumenta 
el  numero  de  aquéllos,  —  en  la  administración  de  la 
justicia  de  menor  cuantía  á  su  cargo,  los  Jueces  de 
Paz  tendrán  que  ser  correctos. 

Por  otra  parte,  no  siendo  inamovibles  y  pudiendo 
la  ley  haceries  separar  de  su  puesto  por  la  mínima 
infracción  ó  inconducta,  todo  peligro  de  abusos  por 
parte  de  ellos  desaparecerá. 

Además,  como  empleados   subalternos  del   Poder 
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Judicial,  estarán  bajo  la  superintendencia  y  vigilancia 
inmediatas  de  las  Cámaras  de  Apelaciones  respecti- 
vas, y  éstas  sabrán  hacerles  cumplir  con  sus  deberes. 

Lo  que  vale  esa  vigilancia  de  los  superiores  sobre 
los  inferiores,  cuando  ella  se  ejerce  con  celo,  acaba 
de  demostrarlo  en  la  capital  de  la  República,  una 
inspección  personal  hecha  por  el  Presidente  de  la 
Cámara  en  lo  Criminal,  doctor  Diego  Saavedra,  en 
los  Juzgados  de  Instrucción.  Parece  que,  en  esos 
tribunales,  con  excepción  de  sólo  uno,  los  jueces  no 
eran  asiduos  en  el  cumplimiento  de  su  trabajoso  y 
delicado  mandato,  siendo  generalmente  los  secreta- 
rios los  que  desempeñaban  las  funciones  que  las  le- 
yes atribuyen  á  los  magistrados  instructores. 

El  informe  del  camarista  doctor  Saavedra,  llevando 
á  conocimiento  de  la  Cámara  estos  hechos,  fué  muy 
favorablemente  comentado  en  el  foro  y  en  la  prensa, 
teniéndolo  yo  muy  presente  al  conferir  directamente 
á  las  Cámaras  de  Apelación,  y  no  á  la  Corte  Su- 
prema, la  superintendencia  que  este  tribunal  ejercía 
antes. 

Con  completa  seguridad  de  que  el  aumento  de  Jue- 
ces de  Paz,  no  influirá  sino  en  bien  de  la  población 
de  la  Provincia,  es  que  proyecto  la  reforma  contenida 
en  los  dos  primeros  incisos  de  este  artículo;  seguridad 
que  aumenta  tanto  más,  cuanto  que,  la  apelación 
para  ante  el  juez  de  primera  instancia,  que  establece 
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el  inciso  tercero  hará  que  los  primeros  terminen 
pronto  y  dentro  del  mismo  distrito  judicial  en  que 
se  inicien. 

El  inciso  cuarto, — la  prohibición  de  que  los  Jueces 
de  Paz  ejerzan  jurisdicción  criminal  ó  correccional, — 
era  una  exigencia  de  la  opinión  pública  desde  hace 
muchos  años. 

No  son  los  homes  buenos^  amables,  más  que  ami- 
gables componedores  de  las  querellas  entre  sus  veci- 
nos; no  es  San  Luis  Rey  de  Francia,  administrando 
directamente  la  justicia  de  equidad,  debajo  de  la 
vieja  encina;  no  es,  en  fin,  el  Justice  ofthe  Peace  del 
derecho  consuetudinario  inglés, — este  funcionario  ju- 
dicial, á  quien,  indebidamente,  se  le  ha  armado  con 
la  espada  que  castiga,  cuando  sólo  debiera  tenerla 
para  amparar  derechos  civiles. 

Al  despojar  á  los  jueces  de  Paz  de  sus  facultades 
actuales,  en  materia  de  jurisdicción  correccional  y 
criminal,  volveremos  á  hacer  de  estos  modestos  fun- 
cionarios del  Poder  judicial,  lo  que  fueron  allá  en 
sus  lejanos  orígenes,  cuando  la  justicia  humana  se 
administraba  sólo  por  la  verdad  sabida  y  la  buena 
fe  guardada,  sin  envolverla  en  todas  las  telarañas  de 
los  procedimientos,  á  tal  extremo,  que  con  más  fre- 
cuencia gana  el  proceso  el  más  hábil  que  el  que 
tiene  más  derecho;  el  más  audaz  que  el  que  más 
sabe;  el  más  poderoso  que  el  más  humilde. 
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El  inciso  cuarto  del  artículo  de  que  vengo  ocupán- 
dome, establece,  como  base  para  que  la  Legislatura  la 
tenga  presente  al  dictar  la  Ley  de  Justicia  de  Paz,  la 
apelación  de  las  sentencias  de  esos  magistrados,  para 
ante  los  jueces  de  primera  instancia  del  distrito  ju- 
dicial donde  actúen. 

Este  sistema  es  el  mismo  que  se  emplea  en  la  Ca- 
pital de  la  República,  donde  los  juicios  de  menor 
cuantía  acaban  con  los  fallos  del  juez  de  primera 
instancia. 

Con  este  procedimiento  se  consigue  lo  que  anhe- 
laban los  convencionales  de  1873:  que  los  juicios 
de  menor  cuantía  se  terminen  en  el  mismo  distrito 
en  que  se  inician. 


Nombramiento  de  los  Jueces  de  Paz 


Abandonada  la  elección  popular  de  los  jueces  de 
paz,  fué  un  error  de  la  Constitución  confiar  su  nom- 
bramiento á  las  Municipalidades,  que  son  las  que,  ac- 
tualmente, deben  formar  las  ternas  de  donde  el  Po- 
der Ejecutivo  debe  elegir  el  candidato  que  designe. 

La  prueba  más  evidente  de  ese  error,  es  lo  que 
ha  pasado  durante  los  últimos  diez  años.  En  muchos 
partidos,  las  Municipalidades  no  han  existido;  y,  por 
tanto,  no  se  han  formado  las  ternas,  habiendo  tenido 
que  prescindirse  de  ellas  para  nombrar  los  jueces  de 
paz. 
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Como  siempre  se  ha  mirado  con  desconfianza  la 
designación  de  esos  funcionarios  directamente  por  el 
Poder  Ejecutivo, — y  acaso  con  razón,  cuando  tenían 
funciones  electorales, — yo  no  he  querido  luchar  con- 
tra esas  preocupaciones,  y  he  buscado  reemplazar  la 
terna  municipal,  por  una  garantía  más  efectiva,  en  mi 
concepto. 

Las  Cámaras  de  Apelación  de  cada  Departamento 
Judicial  son  las  que  están  en  condiciones  más  pro- 
picias para  conocer  á  los  vecinos  que  puedan  ser 
nombrados  Jueces  de  Paz;  y,  por  tanto,  la  propuesta 
de  esa  Cámara  al  Poder  Ejecutivo,  para  que  éste 
preste  el  acuerdo  al  candidato  es,  seguramente,  el 
más  eficaz  medio  de  conseguir  un  buen  nombra- 
miento, que  el  de  la  Constitución  actual. 

Este  es  el  sistema  que  propongo  en  la  reforma 
que  proyecto  al  artículo  183  vigente. 

En  los  debates  á  que  ha  dado  lugar  la  falta  de 
ternas,  presentadas  por  las  municipalidades  en  los  úl- 
timos años,  he  podido  anotar,  entre  los  sistemas  pro- 
puestos, que  contaba  con  muchos  partidarios,  el  nom- 
bramiento directo  de  los  jueces  de  paz,  hecho  por  la 
Suprema  Corte  de  Justicia. 

En  1902,  cuando  se  discutía  la  reforma  constitu- 
cional propuesta  por  el  Gobernador  Irigoyen,  un  dis- 
tinguido abogado,  que  ha  ocupado  altas  posiciones 
políticas,  y  hoy  es  miembro  de  una  de  las  Cámaras 
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de  Apelaciones  de  La  Plata, —  el  doctor  Juan  B.  Fe- 
rreyra, — proponía  ese  medio. 

Como  él, — según  las  constancias  de  mis  apuntes 
para  preparar  esta  obra, — patrocinaron  el  sistema  al- 
gunos diarios,  especialmente  de  la  Provincia. 

La  lealtad  me  obliga  á  recordar  este  antecedente; 
pero  yo  no  participo  de  esa  opinión. 

He  desempeñado  algunos  años  el  puesto  de  juez 
y  de  presidente  de  la  Suprema  Corte  de  la  Provin- 
cia de  Buenos  Aires, — antes  de  pasará  ser  ministro 
de  la  Suprema  Corte  Federal, — y  la  experiencia  me 
ha  enseñado  que  no  son  aquellos  altos  magistrados 
los  más  habilitados  para  hacer  los  nombramientos  di- 
rectos de  los  funcionarios  encargados  de  administrar 
la  justicia  de  menor  cuantía. 

Desde  luego,  no  tienen  motivos  especiales  para 
conocer  á  los  vecinos  de  cada  localidad  de  la  Pro- 
vincia, y  menos  aún  para  conoceries  en  condiciones 
tales  que  les  facilite  la  selección  entre  ellos  de  los 
más  aptos  y  competentes  para  desempeñar  la  justicia 
de  paz. 

Para  llenar  con  conciencia  ese  mandato,  tendrían 
que  recurrir,  forzosamente,  —  como  hoy  lo  hacen, 
cuando,  en  asuntos  de  jurisdicción  originaria,  tienen 
que  hacer  algún  nombramiento  en  las  localidades,— 
á  informes  pedidos  á  vecinos  de  ellas  ó  á  miembros 
de  los  tribunales  de  los  departamentos   respectivos. 


I 
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Como  se  comprenderá,  designaciones  hechas  en 
estas  condiciones  no  pueden  ser  siempre  acertadas, 
ni  menos  pueden  tener  la  garantía  que  ofrece  el  me- 
dio que  yo  propongo- 

Por  mi  sistema,  el  Poder  Ejecutivo,  que  por  razón 
de  sus  múltiples  funciones  en  toda  la  Provincia,  tiene 
oportunidad  de  conocer  á  los  hombres  principales 
que  habitan  los  centros  urbanos  y  los  núcleos  de 
población  concentrada,  elegirá  el  candidato  de  la  ter- 
na que  le  presente  la  Cámara  de  Apelaciones  del 
Departamento  judicial  en  que  el  juez  de  paz  deba 
desempeñar  sus  funciones. 

Entra  en  lo  posible, — y  hasta  es  lo  probable, — 
que  los  miembros  de  las  Cámaras  no  conozcan  á 
muchos  de  los  candidatos  propuestos;  pero  como  en 
esos  casos  se  trata  de  sólo  tres  nombres,  —  de  la 
averiguación  concreta  de  las  condiciones  de  esos 
candidatos  determinados,  —  es  seguro  que  les  será 
siempre  fácil  saber  lo  que  necesitan  para  formar  la 
terna. 

El  círculo  se  estrecha  cuando  las  investigaciones 
se  limitan  á  cada  Departamento  judicial,  separándo- 
los del  resto  de  la  Provincia,  sobre  cuya  unidad  te- 
rritorial tendría  que  operar  la  Suprema  Corte,  si  de- 
biese ella  hacer  directamente  los  nombramientos  de 
jueces  de  Paz. 

Por  otra  parte,  estos  funcionarios   no  tendrán  ya 
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sino  funciones  judiciales,  y  éstas  deberán  desempeñar- 
se dentro  de  la  jurisdicción  de  la  Cámara  que  les 
propondrá  al  Poder  Ejecutivo. 

Si  este  tribunal  interviene  en  el  nombramiento  de 
los  jueces  de  primera  instancia,  proponiendo  al  Po- 
der Ejecutivo  la  terna  de  donde  debe  elegirse  el  can- 
didato, con  cuanta  más  razón  no  debe  intervenir 
cuando  se  trate  de  los  jueces  de  menor  cuantía. 

Convencido  de  que  los  nombramientos  hechos  por 
el  Poder  Ejecutivo,  de  acuerdo  con  la  respectiva  Cá- 
mara de  Apelaciones,  ofrece  todas  las  garantías  que 
nunca  ha  ofrecido  la  terna  municipal  de  la  Consti- 
tución vigente,  he  proyectado  la  reforma  del  artículo 
183  actual,  por  el  que  transcribo  á  continuación: 

Artículo  40.  Los  jueces  de  paz  serán  nombra- 
dos por  el  Poder  Ejecutivo,  á  propuesta  en  terna 
de  la  Cámara  de  Apelaciones  del  distrito  corres- 
pondiente. 

Subalterno  de  esa  Cámara,  cuyos  fallos  deben  fe- 
necer en  el  distrito  judicial  donde  actúa,  pues  ellos 
son  sólo  apelables  ante  los  jueces  de  primera  instan- 
cia de  aquellos  distritos,  nunca  será  mejor  constituida 
la  justicia  de  paz  que  con  la  intervención  de  sus 
superiores  gerárquicos  en  la  magistratura. 
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Los  demás  artículos  correspondientes  á  este  capí- 
tulo, que  figuran  en  el  proyecto  de  reformas  que  he 
reproducido  íntegro  al  empezar  á  ocuparme  del  Po- 
der Judicial,  así  como  los  dos  artículos  referentes  á 
los  Tribunales  MilitareSy  son  los  mismos  que  figu- 
ran en  la  actual  Constitución  y  que  no  necesitan  ser 
reformados. 

Los  tribunales  militares  no  se  han  constituido  nunca 
en  la  Provincia,  ni  acaso  tendrán  ocasión  de  funcio- 
nar jamás;  pero  es  conveniente  conservar  esas  dis- 
posiciones en  nuestra  Constitución,  siquiera  sea  para 
que  se  recuerde  que  la  Provincia  de  Buenos  Aires 
siempre  ha  defendido  como  una  prerrogativa  de  las 
Provincias, — independientemente  de  las  facultades  de 
la  Nación  en  épocas  de  guerra  y  de  movilización, — 
el  derecho  de  instruir  sus  guardias  nacionales,  de 
reunirlos  por  disposición  de  su  Legislatura,  y  de  lla- 
marlos al  servicio  de  las  armas,  cuando  una  conmo- 
ción interior  ó  un  peligro  inminente  para  el  orden 
ó  la  paz,  hagan  indispensables  esos  servicios,  como 
sucedió  últimamente  en  los  Estados  Unidos,  cuando 
las  grandes  huelgas  de  los  mineros  obligaron  á  al- 
gunos gobiernos  locales  de  Estado  á  convocar  sus 
milicias  propias,  sin  recurrir  al  Gobierno  Nacional. 


SECCIÓN  SEXTA 
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GENERALIDADES 


El  origen  de  los  errores  que  tiene  la  actual  Cons- 
titución, á  propósito  del  régimen  municipal,  nace  de 
la  exageración  con  que,  desde  el  primer  momento, 
se    trató  este  punto  en  la  Convención  de  1870-73. 

Una  comisión  especial  presentó  un  proyecto  pri- 
mitivo en  el  que  se  consignaban  verdaderas  bases 
de  libertad  comunal  (0. 

Pero  esto  no  satisfizo  á  algunos  políticos,  imbui- 
dos en  ideas  demasiado  avanzadas  para  la  época  en 
nuestro  país.  Se  quería  que  la  base  de  toda  nuestra 
organización  política  y  de  nuestras  libertades  fuesen 
las  municipalidades,  como  lo  habían  sido  en  la  Roma 


(I)  Véase  Debates  de  la  Convención ,  tomo  I,  página  i66 
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antigua,  en  la  España  de  los  Comuneros  de  Cas- 
tilla, en  la  Inglaterra  del  Bill  of  Ríghts  y  en  los 
Estados  Unidos  del  Common  Law. 

En  la  primera  sesión  en  que  se  discutió  en  ge- 
neral el  proyecto  de  Constitución  (Junio  23  de  1871), 
hubo  convencional  que  declaró  que  el  proyecto  de 
« la  sección  relativa  al  Poder  Municipal,  es  la  nega- 
ción del  sistema  de  los  gobiernos  libres,  es  la  nega- 
ción de  todos  los  principios  que  estamos  llamados  á 
establecer»,  llegando  hasta  asegurar  que,  bajo  el  ré- 
gimen que  se  proponía,  « la  libertad  es  una  quimera, 
puesto  que  todos  los  poderes  públicos  tienen  que 
emanar,  bajo  este  gobierno,  de  un  sistema  muñid- 
pal  bien  establecido »  (  d. 

Fueron  esas  exageraciones,  —  fué  ese  espíritu  de 
imitación  y  de  copia  de  lo  que  practicaban  los  an- 
glosajones y  nos  referían  sus  publicistas,  —  lo  que 
nos  llevó  á  entregar,  en  la  Constitución  de  1873,  á 
las  municipalidades,  las  funciones  políticas  y  electo- 
rales, que  han  sido  la  eterna  piedra  de  escándalo  en 
todas  las  situaciones,  y  que  han  motivado  la  pro- 
testa de  todos  los  gobernantes  y  de  toda  la  prensa 

En  Inglaterra,  donde  la  Cámara  de  los  Comunes, 
representante  de  los  municipios,  es  la  que  gobierna; 
en   los    Estados   Unidos,   donde   el   sel/  government 


(I)  L.V.  Várela:    Debates  de  la  Convención.  Discurso    del    doctor    Rufino  de 
Elizalde,  tomo  I,  páginas  242  y  243. 
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es  el  evangelio  republicano  de  aquel  pueblo,  —  porque 
forma  la  base  del  home,  de  ese  hogar  que  es  el 
baluarte  de  las  libertades  inglesas,  —  en  esos  países 
donde  la  ley  se  respeta  y  se  ama  verdaderamente  la 
comuna,  —  allí  puede  defenderse  al  municipio  como 
« la  única  garantía  de  la  libertad  ^. 

Aquí,  la  experiencia  nos  prueba  que  no  habiendo 
municipios,  propiamente  organizados;  no  habiendo 
verdaderos  gobiernos  comunales,  popularmente  ele- 
gidos, sino  sólo  mentiras  convencionales,  producidas 
por  la  influencia  de  los  caudillos  ó  por  la  tolerancia 
de  los  indiferentes; — aquí  lo  que  urge,  lo  que  se 
reclama  como  uno  de  los  principales  fundamentos 
de  esta  reforma,  es,  precisamente,  la  necesidad  de 
despojar  á  las  municipalidades  y  á  los  jueces  de  paz 
de  toda  intervención  electoral. 

No  son  los  clamores  de  un  hombre,  de  un  partido» 
de  un  gobernante  ó  de  un  periodista,  aislados,  los  que 
hacen  este  reclamo.  Son  todos  los  hombres,  todos 
los  partidos,  todos  los  gobernantes,  toda  la  prensa, 
que  verdaderamente  refleja  á  la  opinión  pública,  los 
que,  al  presentarse  por  el  doctor  Irigoyen  el  mensaje 
de  3  de  Diciembre  de  1901,  promoviendo  la  reforma 
de  la  actual  Constitución,  indicaron  ese,  —  la  inter- 
vención de  las  municipalidades  en  las  elecciones, — 
como  uno  de  los  principales  motivos  de  la  convo- 
catoria de  la  convención. 
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Por  este  motivo,  como  lo  he  manifestado  en  la 
Sección  del  Régimen  Electoral,  exponiendo  las  razo- 
nes, he  propuesto  las  reformas  necesarias  para  supri- 
mir de  manos  de  las  Municipalidades  toda  interven- 
ción en  las  elecciones,  incluso  el  escrutinio  de  las  de 
sus  propios  miembros. 

Pero  no  fué  este  el  único  error  que,  á  este  res- 
pecto, cometieron  los  constituyentes  de  1873,  y  yo 
entre  ellos. 

Como  puede  verse  en  aquellos  debates,  fué  cate- 
góricamente, de  una  manera  intergiversable,  sin  que 
ofreciese  lugar  á  la  mínima  duda,  que  allí  declaramos, 
entre  aplausos  y  aprobaciones,  que  nuestro  propósito 
era  organizar  un  poder  municipal,  mediante  el  cual 
cada  Municipio,  fuese  á  la  Provincia,  lo  que,  en  el 
gobierno  de  la  República  Argentina  es  cada  Provin- 
cia con  relación  á  la  Nación  (O 

Era  el  sistema  de  gobierno  federal,  aplicado  á  la 
Provincia  de  Buenos  Aires. 

Sobre  esta  base,  era  imprescindible  establecer  el 
inexplicable  dislate  que  contiene  el  artículo  204  en  su 
inciso  2\  cuando  declara  que  « cada  uno  de  los  par- 
tidos de  la  Provincia  formará  un  municipio ». 

La  declaración  era  no  solo  lógica,  sino  ineludible. 
Desde  que  el  régimen  federal  de  gobierno  iba  á  es- 


( I )  Véase  Debates  de  la  Convención  Constituyente,  tomo  I,  página  2  i  o  y  siguientes. 
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tablecerse  dentro  del  territorio  de  la  provincia,  cada 
Partido  tenía  que  desempeñar  el  papel  de  un  Estado 
federado;  aunque,  bajo  el  nombre  urbano  de  Munici- 
pio, figurasen  sabanas  desiertas  de  un  millón  tres- 
cientas ochenta  y  ocho  mil,  ochocientas  (1.388.800) 
hectáreas  cuadradas,  con  una  población  total,  hoy 
mismo,  de  4100  habitantes;  como  sucede  con  el 
Municipio -Partido  de  Patagones!! 

En  el  tecnicismo  del  derecho  constitucional,  son 
términos  que  se  excluyen  «municipio»  y  «territorio 
rural ».  Lo  uno  es  lo  contrario  de  lo  otro.  Donde  el 
primero  termina,  el  segundo  empieza. 

Así  lo  entendieron  los  romanos,  que  sólo  llama- 
ron municipios  á  las  ciudades,  urbs,  libres  y  aliados 
de  ellos,  cuyos  vecinos  podían  obtener  y  gozar  los 
privilegios  y  derechos  de  la  ciudad  de  Roma. 

Más  tarde,  siempre  sobre  la  base  de  un  centro 
poblado,  se  extendió  el  significado,  hasta  llamar  mu- 
nicipio á  «la  asociación  legal  de  todas  las  personas 
que  residen  en  un  término  municipal;  entendiéndose 
por  término  municipal  el  territorio  á  que  se  extiende 
la  acción  de  un  Ayuntamiento ».  Pero  « para  que 
pueda  constituirse  un  municipio,  se  necesita,  precisa- 
mente, que  el  número  de  los  habitantes  residentes  no 
baje  de  2000;  que  tenga  ó  se  señale  un  territorio 
proporcionado  á  su  población,  y  que  pueda  sufragar 
los  gastos  municipales  obligatorios,  con  los  recursos 
que  las  leyes  autoricen».  57 
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Estas  definiciones,  puestas  entre  comillas,  las  co- 
pio de  la  Ley  municipal  española,  indudablemente 
una  de  las  más  adelantadas  y  completas  que  existen, 
como  que  la  España  es  la  patria  de  los  Comuneros 
de  Castilla,  de  los  Fueros  vascongados  y  catalanes  y 
de  las  antiguas  Asambleas  representativas  de  Aragón, 
—  orígenes  históricos  y  tradicionales  del  gobierno 
propio  de  los  municipios. 

Estas  ampliaciones  del  derecho  romano,  que  lleva- 
ron el  municipio  más  afuera  de  las  ciudades,  no  lo 
extendieron  nunca  más  allá  de  los  ejidos,  que  se 
fijaron  en  las  leyes. 

En  ningún  país  de  la  tierra  ha  podido  darse  el 
nombre  y  las  atribuciones  y  las  funciones  del  muni- 
cipio,  á  los  partidos  de  una  provincia  tan  dilatada 
como  la  de  Buenos  Aires,  con  una  población  tan 
esparramada. 

Las  leyes  que  permiten  que  se  extienda  el  radio  y 
la  jurisdicción  municipal,  fuera  del  centro  urbano, 
donde  el  núcleo  de  población  se  aglomera  conden- 
sada,  precisan  que  el  territorio  debe  guardar  propor- 
ción con  la  población,  cosa  que  no  sucede  hoy  en 
Buenos  Aires,  donde  precisamente  son  los  menos  po- 
blados los  partidos  más  extensos. 

En  todas  las  naciones  del  mundo,  y  sobre  todo 
en  los  Estados  Unidos,  cuya  extensión  territorial  es 
semejante  á  la  nuestra,  la  administración  se  subdivi- 
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de  entre  las  autoridades  de  las  ciudades,  los  conda- 
dos y  departamentos,  no  teniendo  el  gobierno  propio, 
—  el  self  government  local  sino  los  centros  poblados 
que  constituyen  verdaderos  núcleos,  donde  la  densidad 
de  la  población  en  un  radio  relativamente  pequeño, 
permite  que  se  constituyan  verdaderas  autoridades 
vecinales  y  comanales,  porque  todos  los  residentes 
dentro  de  esa  zona  son  vecinos  y  sus  intereses  son 
comunes. 

En  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  hay  algunos  par- 
tidos que  pueden  considerarse  en  esas  condiciones, 
— tales  como  San  Fernando  y  San  Isidro, —  cuya 
pequeña  extensión  territorial,  —  51  y  40  kilómetros 
cuadrados  respectivamente, —  permite  que  puedan  ser 
conservados  como  municipios,  porque  aun  cuando  los 
18.159  habitantes  del  primero  y  los  9646  del  segun- 
do no  estén  conglomerados  en  la  planta  urbana  de 
los  pueblos  de  esos  nombres,  cada  uno  de  ellos  tiene 
más  de  la  mitad  de  su  población  total  que  las  habi- 
ta:— 10.351  en  San  Fernando  y  5253  en  San  Isidro. 

Sería,  pues,  un  grande  error  de  mi  parte,  destruir 
los  actuales  municipios  de  aquellos  partidos,  para  so- 
meterios  á  la  regla  que  establezco  cuando  se  trata 
de  las  demás  subdivisiones  territoriales  de  la  Provin- 
cia, en  las  que,  á  veces,  figura  un  habitante  por  cada 
doscientas  hectáreas  cuadradas,  como  sucede  en  el 
partido  de  Villarino,  que  cuenta  con  945.400  hectá- 
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reas  de  territorio  con  sólo  4961  habitantes  de  pobla- 
ción total. 

Ante  la  disparidad  de  bases  y  la  diversidad  de  si- 
tuaciones locales  de  los  actuales  partidos  de  la  Pro- 
vincia de  Buenos  Aires,  no  habría  posibilidad  de  fijar 
una  regla  uniforme  para  la  determinación  de  los  mu- 
nicipios y  la  creación  de  sus  autoridades. 

Era  indispensable  que  la  reforma  futura  de  la  Cons- 
titución tomase  en  cuenta  muchas  circunstancias  com- 
plejas; y,  por  consiguiente,  adoptase  también  un  sis- 
tema complejo,  aunque  no  complicado,  para  organizar 
el  Raimen  Municipal. 

Ante  todo,  era  menester  comenzar  por  respetar 
todas  las  municipalidades  existentes,  porque,  en  mi 
concepto  de  hombre  práctico,  entiendo  que  nada  hay 
más  inconveniente  que  privar  á  las  agrupaciones  po- 
pulares del  ejercicio  de  derechos  y  prerrogativas  de 
que  ya  han  estado  gozando. 

Si  propusiese  que  los  municipios  existentes  deja- 
sen de  tener  sus  autoridades  propias,  se  levantaría 
una  protesta  general,  porque  la  mayor  parte  de  los 
centros  poblados  actuales,  no  tiene  la  población  que, 
en  mi  proyecto  de  reforma  señalo  como  mínimum, 
para  que  pueda  constituirse  un  municipio. 

Esta  consideración  me  ha  decidido  á  obligar  á  la 
Legislatura  á  respetar  todas  las  municipalidades  que 
existan  al  promulgarse  la  nueva  Constitución  de  la 
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Provincia,  limitando  su  jurisdicción  administrativa  al 
radio  territorial  que  quede  dentro  de  los  ejidos  que 
la  ley  haya  señalado  al  pueblo  cabeza  de  partido, 
cualquiera  que  sea  la  población  que  exista  dentro  de 
ese  radio. 

En  cuanto  á  la  parte  rural,  — es  decir  á  aquélla 
en  que  la  población  está  diseminada  y  en  que  la 
tierra  no  está  siquiera  subdividida, —  me  ha  parecido 
indispensable  separarla  del  gobierno  municipal  del 
Partido,  para  dejarla  bajo  la  directa  administración 
de  las  autoridades  generales  de  la  Provincia,  dictan- 
do la  Legislatura  las  leyes  que  se  refieren  á  su  ad- 
ministración y  cumpliendo  el  Poder  Ejecutivo  aque- 
llas leyes. 

Como  es  posible  que  dentro  de  los  límites  terri- 
toriales de  un  partido  existan  varios  núcleos  de  po- 
blación condensada,  que  tengan  cinco  mil  habitantes 
residentes  en  un  pequeño  radio  territorial,  he  proyec- 
tado en  la  reforma  el  reconocimiento  del  derecho 
que  esas  poblaciones  tendrán  á  gobernarse  por  sí 
mismas,  por  medio  de  municipalidades,  organizadas 
en  las  mismas  condiciones  que  las  demás  que  se 
organicen  en  la  Provincia. 

Esta  disposición  explica  la  inteligencia  que  yo  doy 
al  gobierno  municipal  que  lo  reputo  el  gobierno 
propio  de  la  comuna,  con  prescindencia  de  sus  re- 
laciones necesarias  con  los  municipios  vecinos  y  con 
el  gobierno  general. 
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En  un  principio,  pensé  organizar  Consejos  Gene- 
rales en  aquellos  partidos  donde  existiesen  cinco  ó 
más  municipios,  formados  aquéllos  por  delegados 
nombrados  por  las  respectivas  municipalidades,  los 
que  tendrían  á  su  cargo  la  administración  de  todo 
el  Partido,  reemplazando  á  los  poderes  generales  de 
la  Provincia,  en  el  gobierno  de  los  territorios  rurales. 

Sin  embargo  de  gustarme  mucho  el  sistema,  que 
se  asemejaría  al  que  hoy  existe  en  Francia  y  en  Bél- 
gica, desistí  de  proyectario,  por  dos  razones:  pri- 
mera, porque  no  existe  actualmente  en  la  Provincia 
de  Buenos  Aires  partido  alguno  que  se  encuentre 
en  esas  condiciones;  y,  por  tanto,  sería  establecer 
prescripciones  constitucionales  que  sólo  tendrían  apli- 
cación en  un  porvenir  remoto;  y,  segunda,  porque 
si  el  aumento  de  población  y  centros  urbanos  fuese 
tan  rápido  que  hiciese  necesaria  esa  nueva  amplia- 
ción en  la  organización  de  los  municipios  asociados, 
—  la  Legislatura  tendría  siempre  facultades  para  es- 
tablecería por  ley. 

Con  estas  ideas  generales,  he  proyectado  la  sección 
que  se  refiere  al  Régimen  Municipal,  conservando 
de  la  Constitución  de  1873  y  de  la  actual  todo 
aquello  que  en  ellas  existía  y  que  puede  aplicarse, 
sin  peligro,  en  la  organización  proyectada  por  mí. 

He  suprimido  todo  lo  que  he  considerado  super- 
fino ó  inconveniente,   procediendo  siempre  con  un 
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espíritu  práctico,  aleccionado  por  la  experiencia  de 
los  años  transcurridos  en  el  ensayo  del  sistema  ac- 
tual. 

Como  he  hecho  con  el  Régimen  Electoral  y  el 
Poder  Judicial,  transcribo  á  continuación  la  Sección 
Sexta  del  «  Plan  de  Reformas »  proyectado  por  mí, 
á  fin  de  que  se  pueda  apreciar  mejor  su  estructura; 
poniendo  al  pie  de  estas  líneas  las  disposiciones  de 
la  Constitución  actual  ( i ),  de  manera  que  puedan  irse 
comparando  unas  disposiciones  con  las  otras. 


(i)  He  aquí  el  texto  que  propongo  reemplazar  con  mi  proyecto  de  reforma: 

SECCIÓN  SEXTA 
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Art.  202.  La  administración  de  los  intereses  y  servicios  locales  en  la  capital  y 
cada  uno  de  los  partidos  que  formen  la  Provincia,  estará  á  cargo  de  una  municipa- 
lidad, cuyos  miembros  durarán  dos  años  en  sus  funciones  renovándose  por  mitad 
anualmente,  y  serán  nombrados  pública  y  directamente  el  último  domingo  de  No- 
viembre. 

Art.  20  3.  Cada  municipalidad  se  constituirá  en  un  departamento  deliberativo  y  otro 
ejecutivo. 

Art.  204.  I^  Legislatura  deslindará   las  atribuciones  y  responsabilidades  de  cada 

departamento,  confiriéndole  las  facultades  necesarias  para  que  ellos  puedan  atender 

eficazmente  á  todos  los  intereses  y  ser  vicios  locales,  con  sujeción  á  las  siguientes  bases : 

i"  El  número  de  miembros  del  departamento  deliberativo  se  fijará  con  relación  á 

la  población  de  cada  distrito. 
2*  La  capital  y  cada  uno  de  los  partidos  de  la  provincia,  formará  un  distrito  mu- 
nicipal; y  cada  centro  de  población  ó  sección  de  justicia  de  paz  formará  una 
sección  electoral,  con  derecho  á  elegir  el   número  de  municipales  que  propor- 
cionalmente  le  corresponda  con  arreglo  á  su  población. 
3*  Serán  electores  los  que  lo  sean  de  diputados,  estando  inscriptos  en  el  registro  cí- 
vico del  municipio,  y  además  los  extranjeros  mayores  de  edad,  domiciliados  en 
él  desde  un  año  por  lo  menos,  que  paguen  un  impuesto  territorial  que  no  baje 
de  cien  pesos  nacionales  ó  patente  que  no  baje  de  doycientos,  que  sepan  leer  y 
escribir  y  se  inscriban  en  un  registro  especial  que  estará  á  cargo  de  la  munici- 
palidad. 
4*  Serán  elegibles  todos  los  ciudadanos    mayores    de  veinticinco   años,  que  sepan 
leer  y  escribir,  vecinos  del  distrito,  con  un  año  de  domicilio  anterior  á  la  elec- 
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SECCIÓN  SEXTA 
Del  Régimen  Municipal 

Alt  1^  Constituirán  un  Municipio  en  la  Provincia: 
1"  Los  pueblos  ó  ciudades  que  actualmente  son  la  ca- 
beza de  Partido  donde  residen  sus  autoridades,  cual- 
quiera que  sea  su  población,  y  teniendo  por  límites 
territoriales  y  jurisdiccionales  los  que  les  señalan  las 
leyes  que  determinen  sus  ejidos  respectivos. 
2«  Los  Partidos  actuales,  que  tengan  una  extensión  terri- 
torial que  no  exceda  de  250  kilómetros  cuadrados, 
con  una  población  no  menor  de  8000  habitantes. 


ción  y  que  paguen  impuestos;  y,  si  son  extranjeros,  tengan  además  cinco  años 
de  residencia  y  las  condiciones  para  ser  electores. 

5^^  La  elección  se  verificará  en  la  misma  forma  que  lo  sean  las  de  diputados  y  se- 
nadores. 

6*  Las  funciones  municipales  serán  carga  pública,  de  la  que  nadie  podrá  escusar- 
sino  por  excepción  fundada  en  la  ley  de  la  materia. 

7*  Para  ser  intendente  se  requiere  ciudadanía  en  ejercicio  y  en  ningún  caso  podrá 
constituirse  el  concejo  municipal  con  más  de  una  tercera  parte  de  extranjeros. 

Art.  20 5.  Son  atribuciones  inherentes  al  régimen  municipal,  las  siguientes: 

I*  Juzgar  de  la  validez  ó  nulidad  de  las  elecciones  de  sus  miembros,  y  convocar 
á  los  electores  del  distrito  para  llenar  las  vacantes  de  aquellos. 

2*  Proponer  al  Poder  Ejecutivo,  en  la  época  que  corresponda,  las  ternas  para 
nombramientos  de  jueces  de  paz  y  suplentes. 

3*^  Nombrar   los  funcionarios  municipales. 

4*^  Tener  á  su  cargo  el  ornato  y  salubridad,  los  establecimientos  de  bcneticencii^ 
que  no  estén  á  cargo  de  sociedades  particulares,  asilos  de  imigranles  que  sos- 
tenga la  Provincia,  las   cárceles  locales   de  detenidos,  y  la   viabilidad  pública. 

b*^  Votar  anualmente  su  presupuesto  y  ios  recursos  para  costearlo;  administrar 
los  bienes  raices  municipales,  con  facultad  de  enagenar  tanto  éstos,  como  los 
diversos  ramos  de  las  rentas  del  año  corriente,  examinar  y  r&tolver  sobre  las 
cuentas  del  año  vencido,  remitiéndolas  enseguida  al  tribunal  de  cuentas. 

6*  Dictar  ordenanzas  y  reglamentos  dentro  de  estas  atribuciones. 

7*  Recaudar,  distribuir  y  oblar  en  la  tesorería  del  Estado,  las  contribuciones  que 
la  Legislatura  imponga  al  distrito  para  las  necesidades  generales,  sin  perjuicio 
de  que  el  Poder  Ejecutivo  nombre  funcionarios  especiales  para  este  objeto,  si 
lo  cree  más  conveniente. 

Art.  206.  Las  atribuciones  expresadas  tienen  las  siguientes  limitaciones: 

I*  Dar  publicidad  por  la  prensa  á  todos  sus  actos,  reseñándolos  en  una  memoria 
anual,  en  la  que  se  hará  constar  detalladamente  la  percepción  é  inversión  de 
sus  rentas. 
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3^  Todo  centro  poblado  cuya  población  urbana  sea 

habitantes,  residentes  en  una  zona  no  mayor  de 

hectáreas. 

Art  2^  Los  centros  de  población  aglomerada  en 

hectáreas,  que  tengan  más  de  1500  habitantes  y  no  lleguen 
á serán  considerados  comunas. 

Art  3°  La  porción  rural  de  los  Partidos  de  la  Provincia, 
que  no  se  encuentran  comprendidos  en  el  inciso  2^  del 
artículo  1^,  será  administrada  por  las  autoridades  generales 
de  la  Provincia,  en  la  forma  que  lo  establezca  la  ley  y 
bajo  la  dependencia  del  Poder  Ejecutivo. 

Art  4^  En  ningún  caso  la  ley  podrá  quitar  á  los  muni- 
cipios existentes,  ó  á  los  que  se  formen  de  acuerdo  con 


2*  La  conyocatoria  de  los  electores  para  toda  elección  municipal,  deberá  hacerse 
con  quince  días  de   anticipación,  por  lo  menos,  y  publicarse   suficientemente. 

3*^  Todo  aumento  de  impuesto  necesita  ser  sancionado  á  mayoría  absoluta  de  vo- 
tos por  el  cuerpo  deliberante,  aumentado  para  ese  acto  con  un  número  igual 
al  que  lo  componga,  de  los  contribuyentes  mayores  en  el  municipio,  compu- 
tándose á  este  fin  los  impuestos  municipales  y  fiscales. 

4*  No  se  podrá  contraer  empréstitos  fuera  de  la  Provincia,  ni  enagenar  ni  gravar 
los  edificios  municipales,  sin  autorización  previa  de  la  Legislatura.  Los  em- 
préstitos se  votarán  con  la  misma  garantía  establecida  para  el  aumento  de  im- 
puestos. 

5'  Siempre  que  se  haga  uso  del  crédito,  será  para  obras  señaladas  de  mejoramiento 
para  los  casos  eventuales  y  se  votará  una  suma  anual  para  el  servicio  de  la 
deuda,  no  pudiendo  aplicarse  los  fondos  á  otro  objeto  que  el  indicado. 

6*  Las  enagenaciones  sólo  podrán  hacerse  en  remate  público,  anunciado  con  un 
mes  de  anticipación. 

7*  Siempre  que  hubiere  de  construirse  una  obra  municipal,  de  cualquier  género 
que  fuere,  en  la  que  hubieren  de  invertirse  fondos  del  común,  la  municipali- 
dad nombrará  una  comisión  de  propietarios  electores  del  distrito,  para  que  la 
desempeñe  ó  dirija,  dando  cuenta  y  razón  de  todos  los  gastos  y  empleos  de  fon- 
dos que  se  consagren  á  ella. 

8'  Las  obras  públicas  cuyo  importe  exceda  de  mil  pesos  nacionales,  deberán  sa- 
carse siempre  á  licitación. 

Art.  207.  Los  municipios,  los  cuerpos  municipales,  los  miembros  de  éstos  y  los 
funcionarios  nombrados  por  ellos,  están  sujetos  á  las  responsabilidades  siguientes: 

I*  Los  cuerpos  municipales  responden  ante  los  tribunales  ordinarios  de  sus  omi- 
siones y  de  sus  transgresiones  á  la  Constitución  y  á  las  leyes ;  la  ley  de  la  ma- 
teria señalará  la  sanción  penal  de  esta  transgresión. 

2*  Los  miembros  de  los  cuerpos  municipales  y  los  demás  funcionarios  municipales, 
responden  personalmente,  no  sólo  de  cualquier  acto  definido  y  penado  por  la 
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las  disposiciones  de  esta  Constitución,  el  gobierno  propio 
que  hayan  tenido,  debiendo  sólo  determinar  las  reglas  para 
que  esos  municipios  se  organicen  de  acuerdo  con  las  nue- 
vas leyes. 

Art.  6^  En  cada  municipio,  la  administración  y  los  in- 
tereses locales,  estarán  á  cargo  de  una  Municipalidad,  cuyos 
miembros  durarán  dos  años,  renovables  por  mitad,  elegi- 
dos en  comicios  públicos  por  los  mismos  electores  de  di- 
putados y  senadores,  y  los  extranjeros,  que  sepan  leer  y 
escribir,  paguen  impuestos  por  valor  de  cien  pesos  moneda 
nacional  y  se  inscriban  en  el  registro  respectivo. 

Art.  ó**  La  ley  determinará  el  número  de  miembros  de 
las  Municipalidades  con  arreglo  á  la  población  de  los  mu- 
nicipios, pero  aquél  nunca  podrá  ser  menor  de  nueve  ni 
mayor  de  quince. 


ley,  sino  también  de  los  daños  y  perjuicios  que  provengan  de  la  falta  de  cum- 
plimiento á  sus  deberes. 
3*  Los  miembros  de  los  cuerpos  municipales  estin  sujetos  á  destitución  por  mala 
conducta  ó  despilfarro  de  los  fondos  municipales,  sin  perjuicio  de  las  respon- 
sabilidades civiles  ó  criminales  en  que  incurran  por  estas  causas. 
4*  La  solicitud  de  destitución  deberá  ser  hecha  por  diez  vecinos  contribuyentes  dd 
municipio,  mayores  de  veintidós  años,  y  presentada  ante  el  juez  del  crimen  de 
primera  instancia  del  departamento  á  que  perteneciere  el  acusado. 
5*  Recibida  la  solicitud  por  el  referido  juez  del  crimen,  se  trasladará  al  municipio 
del  acusado  dentro  de  ocho  días,  si   no  tuviese  en   él  el  asiento   del  juzgado; 
convocará  un  jurado  doble  en  número  al  de  esa  municipalidad,  que  dentro  de 
ocho  dias  fallará  la  causa,  al  solo  efecto  de  destituir  al  acusado  ó  declarar  que 
no  hay  lugar  á  la  destitución.  Este  fallo  será  inapelable. 
6*  La  ley  de  la  materia  determinará    la  elección,  procedimiento   y  calidad  de  los 

jurados. 
Art.  2o8.  En  aquellos  distritos  cuya  población  no  alcance  á  dos  mil  habitantes, el 
gobierno  municipal  estará  á  cargo  de   una  comisión  de  vecinos  nombrados  por  elec- 
ción popular,  con  las  atribuciones  que  la  ley  determinará. 

Art.  209.  Todos  los  actos  y  contratos  emanados  de  autoridades  municipales  que 
no  estén  constituidas  en  la  forma  que  prescribe  esta  Constitución,  serán  de  ningún 
valor. 

Art.  2  I  o.  Los  conflictos  internos  de  las  municipalidades,  los  de  éstas  con  otras 
municipalidades  ó  autoridades  de  la  Provincia,  serán  dirimidos  en  el  departamento 
judicial  de  la  capital,  por  la  Suprema  Corte  de  Ju.sticia,  y  en  los  otros  departamentos 
por  las  respectivas  cámaras  de  apelación. 

Art.  2  I  I .  En  caso  de  acefalía  de  una  municipalidad,  el  Poder  Ejecutivo  convocará 
inmediatamente  á  elecciones  para  constituirla  . 


RÉGIMEN   MUNICIPAL  88  I 

Art.  7'^  Las  comunas  á  que  se  refiere  el  artículo  2",  se- 
rán administradas  por  comisiones  vecinales  compuestas  de 
cinco  á  siete  miembros,  según  su  población. 

Art  8^  Cada  Municipalidad  se  compondrá  de  un  cuerpo 
deliberativo,  que  se  llamará  Concejo  Municipal  y  de  un 
funcionario  ejecutivo,  que  se  llamará  «Intendente  Munici- 
pal» quien  deberá  ser  elegido  de  entre  los  mismos  munici- 
pales electos,  reemplazándole  en  el  Concejo  su  suplente. 

Art  9^  La  Legislatura  deslindará  las  atribuciones  y  res- 
ponsabilidades de  cada  departamento,  confiriéndoles  las  fa- 
cultades necesarias  para  que  ellos  puedan  atender  eficaz- 
mente á  todos  los  intereses  y  servicios  locales,  con  sujeción 
á  las  siguientes  bases: 

1^  La  capital  y  cada  uno  de  los  municipios  de  la  pro- 
vincia, formará  un  distrito  municipal;  y  cada  centro 
de  población  ó  sección  de  justicia  de  paz  formará 
una  sección  electoral  municipal,  con  derecho  á  elegir 
el  número  de  municipales  que  proporcionalmente  le 
corresponda  con  arreglo  á  su  población. 
2^  Serán  el^ibles  todos  los  ciudadanos  mayores  de  vein- 
ticinco años  que  sepan  leer  y  escribir,  vecinos  del  dis- 
trito, con  un  año  de  domicilio  anterior  á  la  elección 
y  que  paguen  impuestos;  y  los  extranjeros,  que  ten- 
gan además  cinco  años  de  residencia  y  las  condicio- 
nes para  ser  electores. 
3^  La  elección  se  verificará  en  la  misma  forma  que  lo 

sean  las  de  diputados  y  senadores. 
4^  Las  funciones  municipales  serán  carga  pública,  de  la 
que  nadie  podrá  excusarse  sino  por  excepción  funda- 
da en  la  ley  de  la  materia. 
5^  Para  ser  Intendente  se  requiere  ciudadanía  en  ejerci- 
cio; y  en  ningún  caso  podrá  constituirse  el  concejo 
municipal  con  más  de   una  tercera  parte  de  extran- 
jeros. 
Art.  10.  Son  atribuciones  al  régimen  municipal,  y  se  ejer- 
cerán con  arrreglo  á  lo  que  á  su  respecto  determine  la  ley, 
las  siguientes: 
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1°  Aprobar  ó  rechazar  ios  escrutinios  practicados  por  la 
Junta  Electoral  Permanente  de  las  elecciones  de  sus 
miembros  y  convocar  á  nuevas  elecciones  en  los  ca- 
sos de  renovación  ó  vacante. 

2^  Nombrar  los  empleados  municipales. 

3*  Tener  á  su  cargo  el  ornato  y  salubridad,  los  estable- 
cimientos de  beneficencia,  asilos  de  inmigrantes  que 
sostengan  la  provincia,  y  la  viabilidad  urbana. 

4^  Votar  anualmente  su  presupuesto  y  los  recursos  para 
costearlo.  Administrar  los  bienes  raíces  municipales 
con  facultad  de  enajenarlos,  examinar  y  resolver  sobre 
las  cuentas  del  año  vencido,  sometiéndolas  lu^o  á 
la  aprobación  de  quien  corresponda. 

5^  Dictar  ordenanzas  y  reglamentos  dentro  de  estas  atri- 
buciones. 

Art.  11.  Las  atribuciones  expresadas,  tienen  las  siguiente 
limitaciones: 

P  Dar  publicidad  á  todos  sus  actos,  reseñándolos  en 
una  memoria  anual,  en  la  que  se  hará  constar  deta- 
lladamente, la  percepción  é  inversión  de  sus  rentas. 

2*  La  convocatoria  de  los  electores  para  toda  elección 
municipal,  deberá  hacerse  con  quince  días  de  antici- 
pación, por  lo  menos,  y  publicarse  suficientemente. 

3**  Todo  impuesto  ó  aumento  de  impuesto  necesita  ser 
sancionado  á  mayoría  absoluta  de  votos  por  el  cuer- 
po deliberante,  aumentado  para  ese  acto  con  un  nú- 
mero igual  al  que  lo  componga,  de  los  contribuyen- 
tes mayores  en  el  municipio,  computándose  á  este  fin 
los  impuestos  municipales  y  fiscales. 

4»  No  se  podrá  contraer  empréstitos  fuera  de  la  provin- 
cia, ni  enagenar,  ni  gravar  los  edificios  municipales, 
sin  autorización  previa  de  la  Legislatura.  Los  emprés- 
titos se  votarán  con  la  misma  garantía  establecida  para 
el  aumento  de  impuestos. 

5^  Siempre  que  se  haga  uso  del  crédito,  será  para  obras 
señaladas  de  mejoramiento  ó  para  casos  eventuales  y 
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se  votará  una  suma  anual  para  el  servicio  de  1a  deu- 
da, no  pudiendo  aplicarse  los  fondos  á  otro  objeto 
que  el  indicado. 
6^  Las  enagenaciones  sólo  podrán  hacerse  en  remate  pú- 
blico, anunciado  con  un  mes  de  anticipación. 
7^  Siempre  que  hubiere  de  construirse  una  obra  muni- 
cipal, de  cualquier  género  que  fuere,  en  la  que  hu- 
bieren de  invertirse  fondos  del  común,  la  municipa- 
lidad nombrará  una  comisión  de  propietarios  electores 
del  distrito,  para  que  la  desempeñe  ó  dirija,  dando 
cuenta  y  razón  de  todos  los  gastos  y  empleos  de 
fondos  que  se  consagren  á  ella. 
8^  Las  obras  públicas  cuyo  importe  exceda  de  mil  pesos 

nacionales,  deberán  sacarse  siempre  á  licitación. 
Art  12.  Las  Municipalidades  no  podrán  gravar  con  im- 
puestos, lo  que  ya  lo  hubiera  sido  por  una  ley  provincial 
para  formar  las  rentas  fiscales  de  la  Provincia.  En  cuanto 
á  los  demás  objetos  y  materias  imponibles,  la  Legislatura 
determinará  las  que  no  puedan  ser  motivo  de  impuestos 
ó  gravámenes  municipales. 

Art.  13.  Los  cuerpos  municipales  responden  ante  los  tri- 
bunales ordinarios  de  sus  omisiones  y  de  sus  transgresio- 
nes á  la  Constitución  y  á  las  leyes;  la  ley  de  la  materia 
señalará  la  sanción  penal  de  esta  transgresión. 

Art.  14.  Los  miembros  de  los  cuerpos  municipales  y  de- 
más funcionarios  municipales  responden  personalmente,  no 
sólo  de  cualquier  acto  definido  y  penado  por  la  ley,  sino 
también  de  los  daños  y  perjuicios  que  provengan  de  la 
falta  de  cumplimiento  á  sus  deberes. 

Art.  15.  Los  miembros  de  los  cuerpos  municipales  están 
sujetos  á  destitución  por  mala  conducta  ó  despifarro  de 
los  fondos  municipales,  sin  perjuicio  de  las  responsabili- 
dades civiles  ó  criminales  en  que  incurran  por  estas  cau- 
sas. La  ley  determinará  la  forma  en  que  se  hará  efectiva 
esa  destitución  y  los  casos  en  que  ella  proceda. 
Art.  16.  Todos  los  actos  y  contractos  emanados  de  auto- 
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ridades  municipales  que  no  estén  constituidas  en  la  forma 
que  prescribe  esta  Constitución,  serán  de  ningún  valor. 

Art.  17.  Los  conflitos  internos  de  las  municipalidades,  los 
de  éstas  con  otras  municipalidades  ó  autoridades  de  la  Pro- 
vincia, serán  dirimidos  en  la  forma  que  determine  la  ley 
de  la  materia* 

Art  18.  En  caso  de  acefálía  de  una  municipalidad,  d  Po- 
der Ejecutivo  convocará  inmediatamente  á  elecciones  para 
constituirla. 


Población  y  territorio 

Al  examinar,  más  adelante,  los  artículos  del  pro- 
yecto de  reforma,  deberé  detenerme,  especialmente,  en 
las  explicaciones  de  cada  una  de  las  disposiciones 
distintas  que  se  refieren  á  la  organización  de  las  mu- 
nicipalidades, porque  ellas  servirán  para  justificar,  no 
sólo  lo  que  he  dicho,  sino  también  lo  que  propongo. 

Es  menester  que  las  cifras  de  la  población  parcial 
de  los  Partidos  y  de  los  Municipios,  así  como  sus 
respectivas  extensiones  territoriales,  me  sirvan  en  mis 
cálculos  y  argumentaciones,  porque  serán  ellas  las 
que  mayor  convencimiento  producirán  de  la  necesi- 
dad de  adoptar  algún  sistema  de  reforma  del  Ri^' 
men  Municipal,  que  dé  los  resultados  que  yo  persigo 
con  el  que  he  combinado,  y  que  se  reduce  á  hacer 
que  los  municipios,  tengan  el  gobierno  de  lo  propio, 
de  lo  que  es  munícipe,  urbano,  comunal\  pero  que 
no  pretendan  extender  su  acción  material  hasta  donde 
es  imposible  que  ella  alcance. 


RÉGIMEN   MUNICIPAL  885 


Jamás  se  logrará  convencerme  de  que  es  más 
eficaz  el  sistema  actual  de  administración  interna  de 
los  partidos  de  gran  extensión  territorial,  que  si  su 
gobierno  fuese  ejercido  por  las  autoridades  generales 
de   la  Provincia. 

Por  una  razón  que  fácilmente  se  explica,  dada 
nuestra  gran  extensión  territorial  y  las  dificultades  de 
la  viabilidad  en  muchos  puntos  de  la  Provincia,  re- 
sulta de  los  cuadros  estadísticos  que  los  partidos  me- 
nos poblados  son  los  más  extensos. 

Cuanto  mayor  sea  la  extensión  territorial  de  un 
manicipiOy  mayores  serán  las  exigencias  de  las  pro- 
pias necesidades,  no  sólo  en  caminos  que  faciliten 
las  comunicaciones  entre  los  centros  poblados,  sino 
también  en  la  atención  de  todos  los  servicios  comu- 
nales. 

Como  la  base  de  la  vida  municipal  consiste  en 
que  cada  municipio  se  baste  á  sí  mismo,  costeándose 
su  propia  existencia,  resulta  que,  en  la  Provincia,  no 
puede  producirse  ese  hecho,  porque  la  renta  de  los 
más  grandes  partidos  tiene  que  ser  la  más  exigua, 
desde  que  el  impuesto  territorial,  que,  en  esos  casos 
es  el  más  productivo,  no  les  pertenece,  porque  forma 
parte  de  las  rentas  generales  de  la  Provincia. 

Actualmente,  se  trata  de  dotar  á  la  campaña  de 
grandes  caminos  generales,  de  puentes  que  faciliten 
el  paso  de  los  ríos,  y  hasta  de  aguas  corrientes,  por 
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necesidades  de  la  higiene  señaladas  por  la  Dirección 
General  de  Salubridad. 

A  pesar  de  que,  por  la  Constitución  actual,  no 
hay  en  toda  la  Provincia  una  sola  pulgada  de  tierra 
que  no  pertenezca  á  algún  municipio,  —  puesto  que 
los  partidos,  en  toda  su  integridad,  forman  cada  uno 
un  municipio,  —  ninguna  de  esas  grandes  obras  será 
costeada  con  rentas  municipales,  porque  éstas  no 
existen,  ni  pueden  crearse,  siendo  muy  frecuente  el 
caso  en  que  el  erario  público  tenga  que  contribuir 
á  pagar  deudas  de  las  municipalidades. 

Desde  que  son  las  autoridades  generales  de  la 
Provincia  las  que  van  á  construir  y  costear  esas 
obras;  desde  que  ellas  van  á  verificarse  en  territo- 
rios situados  fuera  de  los  ejidos  de  los  municipios 
verdaderos,  —  lo  lógico,  lo  legal,  lo  racional, — perdó- 
neseme la  palabra,  —  es  que  la  jurisdicción  territorial 
sobre  esas  zonas  despobladas  y  extensas,  esté  á 
cargo  del  gobierno  central  y  de  la  Legislatura. 

El  sistema  actual  es  híbrido  é  informe.  Mientras  la 
Constitución  hace  de  cada  Partido  un  Municipio,  las 
leyes  hacen  que  la  Policía,  que  depende  del  Poder 
Ejecutivo,  sea  central  y  extienda  su  acción  bené- 
fica á  todo  el  territorio,  sin  siquiera  excluir  los  cen- 
tros poblados,  las  cabezas  de  partido,  los  municipios, 
donde  funcionan  las  comisarías  de  policía  dependien- 
tes del  gobernador,  y  donde  no  existe  un   solo  po- 
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lízonte  municipal,  con  autoridad  é  imperio  para  ha- 
cer cumplir  por  sí  mismas  las  resoluciones  del  poder 
administrativo  local. 

Lo  que  hoy  existe  con  el  nombre  de  Régimen  Mu- 
nicipaly  es  una  verdadera  mistificación  institucional. 
No  hay  tal  self  government,  ni  tal  independencia  en 
los  municipios. 

Como  lo  decía  perfectamente  un  órgano  serio  de 
la  Capital  Federal,  en  los  primeros  días  de  Abril  de 
1907,  las  actuales  municipalidades,  no  son  sino  el 
engendro  de  las  tolerancias  ó  de  los  favores  de  los 
gobernantes  pasados  (i),  —  que  han  concluido  por 
constituir  los  caudillismos  locales. 


( I )  Se  alude  al  siguiente  articulo,  publicado  en  el  diario  La  Nación  de  la  Capital 
Federal,  del  dia  6  de  Abril  de  1907,  con  motivo  de  las  elecciones  que  tuvieron 
lugar  el  último  domingo  de  Marzo  anterior.  En  él  se  juzga  el  estado  actual  de  I09 
Municipios,  é  indirectamente  se  justifican  las  reformas  propuestas,  tanto  en  cuanto 
quita  á  las  Municipalidades  toda  intervención  en  las  elecciones,  cuanto  en  la  separa- 
ción de  los  verdaderos  Municipios  de  la  parte  rural  de  los  partidos. 

El  articulo  aludido  es  el  siguiente: 

POLinCA    RURAL 

«  Las  últimas  elecciones  bonaerenses  han  corroborado  el  concepto  público  sobre 
la  ineñcacia  de  medidas  tardíamente  adoptadas  por  los  gobiernos  centrales,  para  ga- 
rantizar la  libertad  y  pureza  del  sufragio,  en  comicios  más  ó  menos  autónomos. 

«  Pero  el  hecho,  aunque  previsto,  encierra  algunas  lecciones  que  no  conviene  des- 
deñar. 

«Ks  evidente,  desde  luego,  que  si  los  caudillos  locales  han  podido  formar  padro- 
nes y  organizar  mesas  receptoras  que  respondiesen  exclusivamente  á  sus  miras  poli- 
ticas,  ha  sido  en  razón  de  no  contar  con  oposición  alguna  en  los  concejos  deliberan- 
tes, llaves  maestras  de  las  elecciones  provinciales. 

«De  lo  cual  no  se  deduce,  como  arguyen  los  oficialistas,  que  los  caciques  locales 
cuenten  con  enorme  popularidad  en  el  seno  de  los  vecindarios.  Todo  lo  contrario: 
la  mayoría  de  esos  magnates  improvisados  de  las  poblaciones  rurales,  son  desdeñados, 
y  algunos  muy  mal  vistos. 
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Esas  presiones  de  caudillismo  desaparecerán  el  día 
en  que  la  acción  de  los  centros  poblados  de  los 
Partidos  no  pese  sobre  la  zona  rural  de  los  mismos, 


«  Esas  influencias  parásius  se  han  incubado  fuera  del  ambiente  popular,  y  merced 
á  los  recursos  de  fuerza  que  les  prestaran  los  gobernantes  politiqueros:  policía,  jus- 
ticia de  paz,  régimen  escolar  y  obras  públicas,  todos  esos  resortes  sirvieron  para 
erigir  el  pedestal  de  los  poderosos  del  pucblito. 

« Asi  fueron  tomando  una  por  una  las  posiciones  más  estratégicas  del  gobierno 
comunal,  hasta  apoderarse  de  los  concejos,  excluyendo  en  seguida  á  los  opositores, 
y  privando  del  voto  en  toda  clase  de  elecciones  á  los  grupos  sanos  é  independientes 
de  cada  partido. 

«  El  sistema  de  los  comisionados  sirvió  además  para  uniformar  ese  régimen  absor- 
bente, extendiéndolo  á  todos  los  distritos  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires. 

«  Hoy,  como  se  ha  visto,  los  caudillos  oficialistas  no  han  menester  de  la  coopera- 
ción policial  para  dar  sus  pucherazos  electorales. 

«A  las  declaraciones  doctrinarias  de  los  decretos  platenses,  contestan  con  instruc- 
ciones terminantes  transmitidas  á  los  escrutadores  para  que  no  admitan  votos  ni 
protcsus;  contra  los  nombramientos  de  comisionados  inermes,  esgrimen  la  tapadera 
de  las  violaciones  legales;  y  se  amparan  de  la  imparcialidad  policial  para  encomen- 
darle la  custodia  de  comicios  y  defraudadores. 

«Quiere  decir  que  el  vicio  tiene  raices  propias  en  cada  localidad,  y  se  halla  eman- 
cipado de  los  poderes  platenses,  jaqueados  desde  el  palacio  de  la  Legislatura. 

«Pero  de  todo  ese  espectáculo,  que  sólo  ofrece  perspectivas  sombrías,  sin  asomo 
de  reacción  institucional,  puede  extraerse  una  enseñanza  aprovechable  en  lo  futuro. 

«  Los  vecindarios,  y  entre  ellos  las  fracciones  políticas  c  independientes  de  cada 
localidad,  deben  dedicar  infatigable  atención  á  los  asuntos  comunales,  y  concurrir  á 
todas  las  elecciones  para  mejorar,  si  es  posible,  la  composición  de  los  concejos,  y 
matar  en  la  cuna  toda  aspiración  personal  que  dé  indicios  de  pretender  entronizarse 
con  el  apoyo  oficial,  ó  de  elementos  extraños  al  distrito. 

«Ganarán  con  ello  los  intereses  de  la  comuna,  á  la  par  de  la  decencia  electoral; 
y  para  cosechar  tales  frutos  bien  vale  la  pena  de  mantener  una  organización  estable, 
los  grupos  conservadores  y  partidistas  de  cada  localidad:  los  núbleos  numerosos  y 
disciplinados  de  votantes  reales,  hacen  imposible  la  tarea  escandalosa  del  vuelco  de 
loH  padrones. 

«  Pero,  para  ello,  es  preciso  vigilar  sin  tregua  la  inscripción  de  los  ciudadanos  á 
fin  de  que  se  habitúen  á  obtener  la  aptitud  del  voto  no  menos  que  á  ejercerlo. 
Además,  conviene  no  dejar  pasar  sin  correctivo  un  solo  abuso,  aun  dentro  de  los 
gobiernos  honestos,  para  crear  resistencias  instintivas  contra  excesos  análogos  á  los 
corrientes  en  la  actualidad  bonaerense. 

«  Los  comités  locales  de  los  partidos  opositores  deben,  pues,  funcionar  con  ma- 
yor ahinco  en  las  épocas  de  los  actos  preparatorios  de  la  inscripción  y  de  los  comi- 
cios, que  en  vísperas  de  éstos,  es  decir,  cuando  los  males  son  irremediables. » 
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que  es  tributaria  perpetua  de  aquellos  municipios,  sin 
recibir  de  sus  autoridades  beneficio  alguno. 

Esas  son  las  ventajas  que  traerá,  entre  otras,  la 
reforma  de  la  Constitución  en  esta  parte. 

No  basta  quitaries  á  las  municipalidades  toda  in- 
tervención en  los  asuntos  electorales,  es  menester 
quitarles  también  el  gobierno  administrativo  de  lo 
que  no  es  puramente  municipal,  y  á  ese  fin  tiende 
mi  proyecto. 

Voy  ahora  á  examinario  en  sus  detalles,  para  ex- 
plicar los  alcances,  sobre  todo,  de  sus  primeros  ar- 
tículos, que  son  los  que  contienen  la  reforma  más 
trascendental. 


Los  ^Municipios"  existentes 

El  inciso  primero  del  artículo  V  del  proyecto  de 
reformas  que  propongo  al  Régimen  Municipaly  esta- 
blece que: 

Artículo  I""  Constituirán  un  Municipio  en  la 
Provincia: 

1  °  Los  pueblos  ó  ciudades  que  actualmente  son 
cabeza  de  Partido,  donde  residen  sus  auto- 
ridadeSy  cualquiera  que  sea  su  población; 
y  teniendo  por  límites  territoriales  y  juris- 
diccionales  los  que  les  señalen  las  leyes 
que  determinen  sus  ejidos  respectivos. 
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Como  lo  he  manifestado  precedentemente,  esta  dis- 
posición tiene  por  objeto  mantener  á  cada  uno  de 
los  pueblos  y  ciudades  donde  hoy  existen  autorida- 
des municipales,  su  existencia  como  un  Municipio, 
que  nunca  podrá  la  ley  desconocer  ni  destruir. 

Como  esta  prescripción  se  apoya  en  el  hecho  exis- 
tente, sin  más  consideración  que  la  de  que  es  me- 
nester respetar  ese  hecho  en  su  estado  actual,  el  pro- 
yecto de  reforma  no  toma  en  cuenta  ni  la  población 
ni  la  extensión  territorial  de  esos  pueblos  y  ciudades. 
Seguirán  siendo  Municipios,  porque  lo  son  actualmen- 
te, aunque  sólo  tengan,  como  General  Villegas,  una 
población  urbana  de  1008  habitantes,  distribuida  en 
once  centros  poblados  (colonias),  esparramados  en 
8205  kilómetros  cuadrados.  Rari  nantes  in  surgite 
vasta! 

Pero,  si  bien  la  reforma  proyectada,  respeta  el  de- 
recho de  esos  centros  urbanos,  más  ó  menos  gran- 
des, para  que  continúen  gobernándose  administrativa- 
mente, porque  así  han  venido  haciéndolo, — la  reforma 
propone  quitarles  la  administración  de  esas  inmensas 
zonas  rurales,  que  hoy  dependen  de  ellos  sólo  por 
ser  territorios  del  partido  de  que  aquéllos  son  capi- 
tal; pero,  no  porque,  efectivamente,  sus  habitantes 
tomen  parte  en  el  gobierno  de  la  comuna  ni  reciban 
jamás  beneficio  alguno  de  la  municipalidad  lejana. 

En  esos  grandes  partidos  donde  la  extensión  terri- 
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torial  se  mide  por  cientos  de  miles  de  hectáreas,  con 
una  población  insignificante,  resulta  una  mentira  con- 
vencional el  gobierno  de  lo  propio  por  las  munici- 
palidades. 

En  las  elecciones  municipales  nunca  toman  parte 
los  habitantes  de  las  campañas,  ni  sería  posible  que 
lo  hicieran,  dadas  las  largas  distancias  á  que  quedan 
de  los  parajes  donde  se  establecen  las  mesas  elec- 
torales. 

No  es  que  el  sistema  electoral  sea  deficiente,  ni 
que  los  fraudes  electorales  ó  las  violencias  impidan 
á  los  habitantes  de  las  campañas  concurrir  á  los 
comicios.  El  hecho  es  el  resultado  lógico,  forzoso, 
de  esos  inmensos  municipios  despoblados,  donde, 
según  la  frase  recordada  del  clásico  latino,  cada  ha- 
bitante es  un  nauta  que  navega  en  los  mares  in- 
mensos. 

En  toda  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  actualmente 
no  existen  más  que  veintiún  Partidos,  que  tengan  una 
población  mayor  de  20.000  habitantes. 

Voy  á  presentar  á  continuación  el  cuadro  que  re- 
fleja la  verdad  de  lo  que  afirmo,  formado  con  sólo 
aquellos  partidos  donde  la  población  actual  excede 
de  20.000  habitantes. 
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PARTIDOS 

CON   MÁS  DE    20  000    HABITANTES 

Kilómetros 
cuadrados 

Población 
total 

Población 

por 

kilómetro  Z 

San  Nicolás 

842 

787 
1096 

882 
2477 
1923 
3126 

2238 
2  1  54 

3o63 
266  I 
3o63 
3475 
4880 
4099 

6541 
5i86 

6784 

7714 
6373 
8328 

3  I  91  I 
22  23  I 
26  323 
20  759 
46  146 
23859 
37  084 

22  893 
23483 
25214 
25  470 

25  2  14 

23  423 

25    I  20 
23574 

33657 
3i  393 

33475 
24548 
24336 

24  076 

3  6  y  fracción 
28        » 

Lujan    

Mercedes 

24        » 
23          » 

Zarate    

Chivilcoy 

Dolores 

14        » 
12        » 

Persamino 

12        » 

Junfn 

10        » 

San  Pedro 

10        » 

Bahfa  Blanca 

9        » 
9        » 

7         » 
6         » 
5        » 

Chacabuco 

Bragado   

Magdalena  

Tandil  

Saladillo 

5         » 

Azul  

5        » 

Veinticinco  de  Mayo 

Nueve  de  Julio 

5         » 

4         » 
3         » 

Olavarria 

Pehuajó    

Lincoln 

3         » 
2         » 

Descomponiendo  este  cuadro,  se  observará  que,  á 
medida  que  la  extensión  territorial  aumenta  y  que  los 
Partidos  se  alejan  de  la  Capital  de  la  República,  la 
proporción  de  la  población,  con  relación  á  la  exten- 
sión territorial,  va  disminuyendo. 

La  excepción  sólo  se  produce  en  los  asientos  de 
las  autoridades  judiciales  de  departamentos,  y  en  uno 
que  otro  punto,  donde  las  peculiaridades  de  la  lo- 
calidad, —  como  sucede  con  nuestro  Chivilcoy  agri- 
cultor,—  la  población  se  ha  condensado  más,  al  ex- 
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tremo  de  ser  el   Partido  más  poblado    de   la  Pro- 
vincia, 

Sin  embargo,  la  regla  general,  fijándola  sobre  la  ba- 
se de  la  población  parcial  de  cada  Partido,  con  re- 
lación á  su  población,  da  una  fracción  de  habitante 
por  kilómetro  cuadrado,  en  el  setenta  por  ciento  de 
los  Partidos  de  la  Provincia. 

No  he  querido  consignar  ese  cuadro  en  esta  obra, 
por  espíritu  de  amor  patrio,  pero  quién  quiera  veri- 
ficar mi  aserto  puede  hacerlo,  con  sólo  tomar  las  ci- 
fras del  cuadro  que  ofrezco  al  ocuparme  de  las  Ge- 
neralidades  que  afectan  al  Régimen  Judicial  y  que 
está  inserto  pocas  páginas  más  atrás  (i). 

Se  comprenderá  fácilmente  que,  sobre  la  base  de 
poblaciones  tan  poco  densas,  no  pueden  fundarse  Mu- 
nicipios que  tengan  cientos  de  miles  de  kilómetros 
cuadrados  de  extensión  territorial,  no  sólo  porque  la 
acción  eficaz  de  las  autoridades  municipales  no  puede 
sentirse  a  tan  larga  distancia,  sino  porque  esas  auto- 
ridades no  cuentan  con  los  medios  para  dar  eficacia 
á  su  acción  administrativa. 

Esto  me  ha  decidido  á  limitar  la  extensión  territo- 
rial y  jurisdiccional  de  los  Municipios  actuales  á  sólo 
el  radio  que  ocupan  sus  límites  urbanos,  es  decir,  la 
que  le  señalan  los  ejidos  determinados  por  las  leyes 


( I )  Véase  antes  página  8  i  8 
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para  los  suburbios  de  los  pueblos,  dentro  de  los  cua- 
les es  donde  la  población  está  más  condensada,  al 
extremo  de  que,  como  puede  verse  en  muchos  Par- 
tidos,—  y  especialmente  en  los  que  son  el  asiento 
de  los  tribunales  de  justicia,  —  la  población  urbana 
excede  á  la  población  rural. 

Como  al  ocuparme  del  inciso  primero  del  artículo 
de  la  reforma  en  que  se  organiza  el  Raimen  Mu- 
nicipal, no  tengo  por  qué  tomar  en  cuenta  ni  la 
extensión  territorial  ni  la  población  de  los  muni- 
cipios actuales,  me  abstengo  de  dar  mayores  datos 
á  su  respecto.  Más  adelante,  al  dar  los  fundamentos 
del  tercer  inciso  de  este  mismo  artículo,  tendré  ne- 
cesidad de  volver  á  tratar  esta  misma  cuestión  con 
algunos  nuevos  informes. 


Los  partidos  de  pequeña  extensión 

El  inciso  segundo  del  artículo  que  vengo  expli- 
cando, dice  que  constituirán  un  solo  municipio: 

2"  Los  partidos  actuales  que  tengan  una  exten- 
sión territorial  que  no  exceda  de  250  kiló- 
metros cuadrados,  con  una  población  no  menor 
de  ocho  mil  habitantes. 

Son  muy  pocos  —  sólo  ocho  —  los  partidos  de  la 
Provincia  de  Buenos  Aires  que  se  encuentran  en  es- 
tas condiciones. 
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Como  si  la  excepción  quisiese  servir  para  confir- 
mar la  regia,  la  densidad  de  la  población  en  esos 
ocho  partidos,  es  la  mayor  que  existe  en  la  Provin- 
cia. Algo  más:  esa  densidad  excede  á  la  de  muchos 
países  de  la  Europa  y  á  la  de  la  mayor  parte  de 
los  Estados  parciales  de  la  Unión  norteamericana. 

Para  que  puedan  establecerse  comparaciones  con 
el  cuadro  precedente  de  algunos  partidos  de  la  Pro- 
vincia, voy  á  presentar  otro,  formado  con  los  ocho 
Partidos  que  tienen  una  extensión  menor  de  250 
kilómetros  cuadrados  y  una  población  mayor  de  ocho 
mil  habitantes,  fijando  en  este  cuadro  la  densidad  de 
la  población  respectiva. 


PARTIDOS 

QUB   CONSTITUYEN   EL   MUNICIPIO 

Kilómetros 
cuadrados 

Población 
total 

Población 

por 
kilómetro  '2 

San  Fernando  

5i 

1  I  2 
40 

2  26 
96 

i33 
I  2  I 
246 

18  169 
32  905 

9  676 
28  480 
10  944 
I  2  753 

8  607 

8771 

355 

Avellaneda 

294 
241 
I  2  6 

San  Isidro  

Lomas  de  Zamora  

San  Martín 

I  14 
96 

71 
35 

Morón  

Almirante  Brown 

General  Sarmiento 

He  colocado  estos  partidos,  como  se  verá,  por  el 
orden  de  la  densidad  de  sus  poblaciones  respectivas; 
y,  las  cifras  parciales  de  todos  ellos,  sirven  para  jus- 
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tificar  la  excepción  que  hago  en  su  favor,  al  dejarles 
la  administración  de  los  territorios  rurales,  si  es  que 
algunos  existiesen  fuera  de  sus  ejidos  actuales. 

No  me  parece  que  250  kilómetros  cuadrados  sea 
una  extensión  territorial  excesiva  para  un  solo  muni- 
cipio, si,  como  sucede  con  los  ocho  partidos  enume- 
rados, aquella  área  de  terreno  se  encuentra  poblada 
en  las  condiciones  de  densidad  que  las  cifras  presen- 
tan en  este  caso. 

Si,  actualmente,  las  leyes  respectivas  no  hubiesen 
declarado  tierras  de  ejido  todas  las  que  componen 
esos  partidos,  eso  sería  lo  primero  que  debiera  ha- 
cerse, una  vez  sancionada  la  reforma  que  propongo 
en  la  organización  municipal,  viniendo  así  á  armoni- 
zarse los  hechos  con  los  principios  que  sostengo: 
las  municipalidades  sólo  deben  administrar  las  tierras 
y  las  gentes  que  queden  dentro  de  los  respectivos 
límites  municipales. 

Que  esos  ocho  partidos  pueden  tener  vida  propia, 
y  costear  todos  sus  servicios  con  sus  propios  recur- 
sos, lo  prueba  la  existencia  tradicional  é  histórica  de 
algunos  de  ellos. 

Por  otra  parte,  siendo  limitada  su  respectiva  exten- 
sión territorial,  las  elecciones  de  municipales  pueden 
ser  una  verdad,  porque  todo  vecino  elector  tendrá  fácil 
acceso  á  las  mesas  electorales,  sin  necesidad  de  reco- 
rrer largas  distancias,  como  sucede  en  los  Partidos 
cíe  extensión  más  dilatada. 
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Fuera  de  esos  ocho  Partidos,  hay  también  cuatro, 
que  se  encuentran  en  condiciones  excepcionales:  Vi- 
cente López,  Florencio  Várela,  Merlo  y  Moreno. 

Ninguno  de  éstos  alcanza  á  tener  una  extensión 
territorial  de  200  kilómetros  cuadrados;  pero  tampoco 
alcanza,  en  su  población,  á  la  cifra  mínima  de  ocho 
mil  habitantes,  que  fija  este  inciso  para  que  un  partido 
tenga  el  derecho  de  constituir  un  solo  municipio. 

No  tengo  á  la  mano  las  leyes  que  han  creado 
estos  Partidos;  pero  si  ellas  no  hubieran  declarado 
municipales  toda  el  área  territorial  que  los  constituye, 
me  parece  que  debiera  procederse  á  hacerio,  pues  la 
densidad  de  su  población  lo  justificaría,  como  lo 
prueba  el  siguiente  cuadro: 


PARTIDOS   PEQUEÑOS 
QUE    NO    CONSTITUYEN    MUNICIPIOS 

Kilómetros 
cuadrados 

Población 
total 

Población 

por 
kilómetro  'Z 

Vicente  López    

Merlo 

35 

I  76 
182 
I  72 

583o 
5589 
5325 
4417 

166 
3  I 

Moreno 

29 

25 

Florencio  Várela 

He  colocado,  como  en  el  cuadro  anterior,  estos 
partidos,  dando  la  preferencia  al  orden  de  la  densi- 
dad de  la  población  y  no  al  de  la  extensión  terri- 
torial. 

Como  podrá  verse,  en  ese  pequeño  cuadro,  la  po- 
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blación  está  tomada  en  su  cifra  total.  Descompuesta 
ésta,  da  el  siguiente  resultado: 


PARTIDOS 

Población 
total 

Población 
urbana 

Población 
rural 

Vicente  López   

Merlo 

583o 
5589 
5325 

4417 

3l2  I 

2459 
2769 
1060 

2709 
3i3o 

Moreno 

2556 

Florencio  Várela  

3357 

Acaso  se  observe  que,  en  algunos  de  estos  par- 
tidos, la  cifra  de  la  población  urbana,  es  inferior  á 
la  de  la  población  rural;  pero  esto  desaparecería  el 
día  en  que,  convertido  en  ejido  de  los  municipios 
actuales,  todo  el  radio  que  hoy  forma  la  parte  de 
campaña  de  aquellos  pequeños  partidos,  venga  toda 
la  población  á  reputarse  como  urbana. 


Subdivisión  de  la  tierra 

En  los  demás  partidos  de  la  Provincia,  la  densi- 
dad de  la  población  es  tan  mínima,  que  hay  algunos 
en  que  acaso  sólo  llegue  á  una  fracción  decimal  de 
habitante  muy  pequeña  por  kilómetro  cuadrado;  ra- 
zón por  la  cual  no  es  posible  admitir  como  un  solo 
municipio,  esas  grandes  zonas  territoriales  despo- 
bladas. 
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Sin  embargo,  no  sería  ésta  una  razón  para  que 
esos  partidos  fuesen  subdivididos  y  fraccionados,  sin 
más  objeto  que  satisfacer  exigencias  de  los  intereses 
políticos  ó  de  los  intereses  privados. 

Es  indudable  que  la  subdivisión  de  la  tierra  y  la 
destrucción  de  los  latifundios,  son  dos  de  los  agen- 
tes poderosos  de  la  prosperidad  de  los  pueblos.  El 
principal  enemigo  de  la  prosperidad  argentina  ha  sido 
su  inconmensurable  desierto  en  pocas  manos  de  pro- 
pietarios. 

Pero  no  serán  las  mayores  ó  menores  divisiones 
políticas  del  territorio,  las  que  destruirán  aquel  ene- 
migo. Lo  que  se  necesita  es  subdividir  la  tierra  para 
poblarla,  porque  la  población,  que  produce  el  tra- 
bajo, es  la  que  acrecienta  la  riqueza. 

Las  novecientas  cuarenta  y  cinco  mil  hectáreas  del 
Partido  de  Villarino,  ó  el  millón  trescientas  ochenta 
y  ocho  mil  del  Partido  de  Patagones,  no  necesitan 
ser  subdivididas  para  ser  mejor  administradas  polí- 
ticamente, desde  el  momento  en  que  su  población  no 
sea  aumentada  en  las  proporciones  de  densidad  en 
que  se  encuentran  los  pequeños  partidos,  como  San 
Fernando  y  los  demás  de  que  me  he  ocupado  en 
páginas  anteriores. 

La  preocupación  de  los  hombres  de  Estado  de  la 
Provincia  de  Buenos  Aires,  debe  dirigirse  á  fomentar 
la  población  por  todos  los  medios  posibles;  y  la  sub- 
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división  oficial  de  la  tierra  no  es  uno  de  esos  me- 
dios, mientras  sobre  esa  tierra  no  existan  colonias, 
pueblos,  ciudades  y  habitantes  que  sea  necesario  ad- 
ministrar, según  las  reglas  del  mejor  gobierno. 

Es  esta  la  razón  que  me  indujo  á  establecer,  entre 
las  limitaciones  de  las  facultades  legislativas,  la  de 
crear  nuevos  partidos,  descomponiendo  la  estructura 
de  los  existentes,  sin  la  base  de  un  núcleo  de  pobla- 
ción importante,  y  acaso  hubiera  debido  agregar,  como 
lo  hacen  algunas  constituciones  norteamericanas,  sin 
el  asentimiento  de  los  habitantes  de  los  territorios 
desmembrados  de  un  partido  para  constituir  otro. 

La  subdivisión  de  la  tierra  y  la  creación  de  nue- 
vos gobiernos  administrativos,  tiene  que  ser  la  con- 
secuencia del  desarrollo  de  la  población,  del  aumento 
de  habitantes  en  grandes  proporciones  y  agrupacio- 
nes cuya  densidad  sirva  de  base  á  la  fundación  y  el 
funcionamiento  de  nuevos  municipios. 

Ese  es  el  objeto  del  inciso  tercero  del  artículo  1" 
de  que  vengo  ocupándome. 


Nuevos  municipios  i  crearse 

Un  inciso  autoriza  la  creación  de  nuevos  niunici' 
píos,  de  acuerdo  con  la  reforma  que  propango  al 
Régimen  Municipal  actual.  Ese  inciso  dice  lo  que 
sigue: 
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«  Todo  centro  poblado  cuya  población  urbana  sea 

de  habitantes,  residentes  en  una  zona  no 

mayor  de  .    .    hectáreas.^ 

Todos  los  publicistas  y  todas  las  legislaciones  es- 
tán conformes  en  reconocer  que,  el  gobierno  propio 
de  las  comunas,  en  todo  lo  que  se  refiere  á  la  ad- 
ministración de  su  régimen  interno  y  doméstico,  nace 
del  derecho  que  tienen  los  centros  poblados  de  al- 
guna importancia,  para  velar  por  los  intereses  pecu- 
liares de  la  comuna. 

Desde  el  momento  que,  en  la  Constitución,  se 
toma  como  base  de  todo  gobierno  municipal,  esa 
misma  población  condensada  dentro  de  un  radio 
territorial  determinado,  me  ha  parecido  que  no  podía 
dejarse  á  la  ley,  —  mutable  según  la  decisión  de  las 
mayorías  parlamentarias, — la  facultad  de  reconocer  ó 
no  el  derecho  á  administrar  sus  propios  intereses  lo- 
cales, á  mídeos  poblados  por  tantos  habitantes  como 
los  que  existan  en  los  municipios  actuales. 

No  tengo  las  cifras  parciales  de  la  población  de 
cada  uno  de  los  centros  poblados  de  cada  partido, 
cuyo  número  figura  en  la  última  columna  del  cuadro 
que  he  presentado  anteriormente;  pero  esas  cifras  no 
me  son  tampoco  indispensables,  desde  que  yo  no 
voy  á  enumerar  en  el  proyecto  de  constitución,  las 
localidades  que  tienen  derecho  á  organizar  una  Mu- 
nicipalidad que  administre  los  intereses  locales. 
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Lo  que  importa  es  consignar  el  principio;  estable- 
cerlo como  parte  integrante  del  régimen  municipal 
exigido  á  las  Provincias  por  el  artículo  5"*  de  la  G)ns- 
titución  Nacional,  como  indispensable  para  poder  con- 
tar con  la  garantía  de  sus  instituciones  por  el  Go- 
bierno Federal. 

Que  ese  principio  es  bueno  y  lógico  con  el  sistema 
que  se  proyecta,  no  me  parece  que  es  menester  de- 
mostrarlo. 

Basta  darse  cuenta  de  que  no  habría  razón  jurí- 
dica ni  política  para  reconocer  el  derecho  á  tener 
una  municipalidad,  á  algunos  de  los  actuales  manid' 
pioSy  cuya  población  es  inferior  á  muchas  aldeas  que 
no  tienen  gobierno  propio,  y  desconocerle  á  ésta  el 
derecho  de  organizar  uno,  cuando  su  población  densa 
llegue  á  la  cifra  mínima  que  la  misma  Constitución 
determine. 

Como  en  otras  disposiciones  proyectadas  por  mí 
en  este  «Plan  de  Reformas»,  he  dejado  en  blanco 
en  el  inciso  3%  de  que  vengo  ocupándome,  tanto  la 
cifra  de  habitantes  necesaria  para  poder  constituir 
un  Municipio^  como  el  máximo  de  extensión  territo- 
rial en  que  aquella  población  debe  estar  conglome- 
rada. 

Dos  razones  me  han  decidido  á  proceder  de  esta 
manera:  la  primera  y  principal,  es  la  falta  de  datos. 
No  he  encontrado  en  publicación  alguna,  ni  en  las 
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oficinas  á  que  he  acudido,  los  dos  datos  indispensa- 
bles para  hacer  cálculos:  la  población  dentro  de  eji- 
dos de  los  actuales  pueblos  y  ciudades  que  son  hoy 
cabeza  de  Partido  y  la  extensión  territorial  que  ocu- 
pa cada  uno  de  aquellos  centros. 

En  cuanto  á  la  segunda  razón  aludida,  es  la  de 
que,  ignorando  cuando  se  producirá  la  reforma  de 
la  actual  constitución, — que  algún  día  tendrá  que 
hacerse, — he  pensado  que  es  mejor  que  la  Conven- 
ción, con  estudios  recientes  y  datos  precisos,  señale 
en  ese  inciso  tercero  el  minimum  de  población  densa 
residente  en  una  zona  territorial  determinada,  para 
tener  derecho  á  gobernarse  administrativamente  por 
medio  de  una  Municipalidad  propia. 

He  hablado  de  cinco  mil  habitantes,  al  estudiar 
este  asunto,  como  una  cifra  que  me  parece  pru- 
dente, pero  no  he  querido  fijarla  en  el  proyecto, 
por  las  razones  dadas. 

Creo  que  con  lo  poco  que  acabo  de  exponer, 
queda  justificada  la  reforma  que  propongo  referente 
á  nuevos  municipios. 

Si  en  la  parte  de  territorios  rurales,  que  quedaría 
gobernada  por  las  autoridades  generales  de  la  Pro- 
vincia (si  se  aceptase  mi  plan),  existiesen  ó  se  for- 
masen  poblaciones  numerosas,  en  pequeños  radios, 
no  habría  motivo  alguno  para  negarles  el  gobierno 
propio  de  que  gozan  otros  pueblos,  acaso  en  peo- 
res condiciones  de  densidad.  5  y 
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Otros  centros  poblados 

Completando  la  organización  municipal,  que,  en 
mi  concepto,  debe  aprovechar  á  todos  los  centros 
poblados  de  alguna  importancia,  después  de  haber 
establecido  lo  que  son  los  Municipbs,  el  artículo  2' 
de  este  capítulo  de  la  reforma,  se  ocupa  de  otros 
núcleos  de  población  á  los  que  yo  llamo  Comunas. 
Ese  artículo  dice  así: 

Artículo  2"  Los  centros  de  población  enlome- 

rada  en hectáreas,  que  tengan  más  de  1500 

habitantes  y  no  lleguen  a. .. ,  serán  considerados 
comunas. 

Ese  artículo  2°  de  mi  proyecto,  no  es  sino  una 
ampliación  de  una  disposición  análoga  que  figura  en 
la  Constitución  vigente. 

El  artículo  208  actual,  autoriza  el  gobierno  comu- 
nal, por  medio  de  una  comisión  de  vecinos,  de  los 
distritos  cuya  población  no  alcance  á  dos  mil  habi- 
tantes (lo  que  parece  indicar  que,  si  excediesen  esa 
cifra,  podrían  aspirar  á  tener  una  Municipalidad); 
pero  esa  disposición  no  indica  la  extensión  territo- 
rial de  esos  distritos, —  es  decir,  no  precisa  cuál  es 
el  máximum  de  terreno  en  que  deben  estar  radica- 
dos esos  dos  mil  habitantes. 
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Como  toda  mi  combinación  para  el  Régimen  Mu- 
nicipal, se  apoya  en  la  relación  directa  é  inmediata 
que  debe  existir  entre  la  cifra  de  la  población  y  la 
extensión  de  tierra  que  aquello  ocupa,  me  ha  pare- 
cido que  debía  aplicar  á  los  gobiernos  vecinales,  la 
misma  regla  fijada  para  los  gobiernos  municipales. 

Ese  es  el  objeto  del  artículo  2"  de  este  capítulo. 
En  cuanto  á  la  organización  de  esas  administracio- 
nes, más  adelante  se  establece  lo  necesario. 

Como  en  el  Régimen  Electoral,  se  denominan 
distritos  las  subdivisiones  que  deben  hacerse  del  te- 
rritorio, me  ha  parecido  más  propio,  para  evitar 
confusiones,  llamar  comunas  á  estas  pequeñas  admi- 
nistraciones locales. 

La  parte  raral  de  los  partidos 

El  artículo  3*"  del  proyecto  de  reformas  al  régi- 
men electoral,  dice  lo  que  sigue: 

Artículo  3""  La  porción  rural  de  los  partidos 
de  la  Provincia,  que  no  se  encuentran  compren- 
didos en  el  inciso  2""  del  artículo  /*",  será  admi- 
nistrada por  las  autoridades  generales  de  la  Pro- 
vincia, en  la  forma  que  lo  establezca  la  ley,  y 
bajo  la  dependencia  del  Poder  Ejecutivo. 

Al  ocuparme  del  artículo  T,  y,  sobre  todo,  del  pri- 
mer inciso  de  ese  artículo,  he  tratado  extensamente 


906  REFORMA   DE  LA   CONSTITUCIÓN 

el  punto  á  que  se  refiere  el  artículo  3°  que  acaba 
de  transcribirse. 

Allí  me  he  ocupado,  con  abundancia  de  datos  y 
de  cifras,  de  la  situación  actual  de  los  Partidos - 
Municipios  existentes  en  la  Provincia,  y  creo  haber 
conseguido  demostrar  que  no  es  posible  que  conti- 
núen sin  gobierno  alguno  esos  inmensos  territorios 
situados  fuera  de  los  ejidos  y  de  los  pueblos  y  ciu- 
dades donde  residen  las  autoridades  locales. 

Y  digo  sin  gobierno,  porque,  por  más  que  la  Cons- 
titución entregue  su  administración  á  las  municipali- 
dades, éstas  no  tienen  elementos  para  gobernar,  desde 
un  extremo  ó  desde  el  centro  del  partido,  territorios 
que  se  dilatan  por  cientos  de  miles  de  hectáreas. 

Si  se  estudia  lo  que  hoy  sucede  en  la  práctica, 
se  verá  que  esta  reforma  constitucional  no  es  más 
que  la  consagración  de  lo  que  acontece. 

Cada  vez  que  es  menester  construir  un  puente, 
abrir  un  camino,  hacer  alguna  mejora,  fuera  de  los 
centros  urbanos  donde  funcionan  municipalidades,  es 
el  gobierno  central  quien  costea  los  gastos  y  quien 
interviene  en  las  obras.  La  Legislatura  dicta  las  le- 
yes que  autorizan  los  gastos,  y  el  Poder  Ejecutivo, 
sin  intervención  alguna  de  las  municipalidades,  pro- 
cede á  hacer  ejecutar  aquellas  leyes. 

Actualmente,  se  construyen  canales,  obras  de  des- 
agües, ferrocarriles  que  abarcan  grandes  zonas  terri- 


RÉGIMEN   MUNICIPAL  907 

toriales,  que  pertenecen  á  varios  municipios,  según  la 
Constitución  actual;  y,  sin  embargo,  las  autoridades 
locales  de  esos  municipios,  no  han  sido  siquiera 
consultadas  al  emprenderse  esos  trabajos. 

La  reforma  que  yo  propongo,  limitando  la  acción 
municipal  á  lo  que  es  puramente  urbano,  y  dejando 
el  resto  de  la  Provincia  entregado  al  gobierno  de 
la  Legislatura  y  del  Ejecutivo,  no  importa  otra  cosa 
que  legitimar  todas  esas  sanciones  y  procedimientos 
actuales,  cuya  constitucionalidad  acaso  pudiera  ser 
discutida  ante  los  tribunales  judiciales. 

No  creo  necesario  agregar  mayores  consideraciones 
con  respecto  á  este  artículo,  sobre  todo  cuando  los 
fundamentos  aducidos  con  respecto  al  artículo  1°  le 
sirven  de  explicación  y  de  comentario. 


El  respeto  al  pasado 

El  artículo  4*"  del  proyecto  está  concebido  en  los 
siguientes  términos: 

Artículo  4''  En  ningún  caso  la  ley  podrá  qui- 
tar á  los  municipios  existentes,  ó  á  los  que  se 
formen  de  acuerdo  con  las  disposiciones  de  esta 
Constitución,  el  gobierno  propio  que  hayan  te- 
nido, debiendo  sólo  determinar  las  reglas  para 
que  esos  municipios  se  organicen  de  acuerdo 
con  las  nuevas  leyes. 
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Este  artículo  es  una  garantía  que  ofrezco  á  todo 
habitante  de  los  municipios  actuales,  estableciendo, 
en  la  Constitución,  una  limitación  al  Poder  Legisla- 
tivo á  fin  de  que,  en  ninguna  época,  pueda  desco- 
nocer la  vida  autónoma  de  aquellos  municipios,  ni 
quitarles  el  gobierno  propio  de  que  gozan. 

Es  posible  que  en  el  porvenir, — si  la  futura  Cons- 
titución durase  muchos  años  sin  reformarse, —  fuera 
indispensable  cambiar  muchas  veces  las  disposiciones 
de  la  Ley  orgánica  de  las  municipalidades,  y  es  pro- 
bable que,  entonces,  los  municipios  actuales  no  que- 
den en  las  condiciones  exigidas  por  las  nuevas  leyes. 

Previendo  esos  casos,  he  redactado  el  artículo  de 
que  me  ocupo. 

Como  lo  he  dicho  ya.  yo  entiendo  que  en  ningu- 
na  circunstancia  debe  quitársele  á  un  municipio  el 
gobierno  propio  de  que  ha  gozado.  Me  parece  esto 
tan  cruel,  como  lo  sería  volver  á  la  ceguera  á  un 
ciego  á  quien  se  le  hubiera  devuelto  una  vez  la  vista 

Las  nuevas  leyes,  que  modifiquen  la  organización 
municipal,  podrán  obligar  á  todas  las  municipali- 
dades á  organizarse  conforme  á  sus  disposiciones; 
pero  tratándose  de  las  municipalidades  existentes, 
esas  nuevas  leyes  no  pueden  dictarse  en  forma  tal 
que  importe  destruirlas  en  su  existencia,  como  go- 
bierno administrativo  de  los  intereses  locales. 

Este  respeto  al  pasado  está  justificado  por  los  pre- 
cedentes de  todos  los  países. 
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Organización  de  los  gobiernos  locales 

Los  tres  artículos  que  siguen  en  el  plan  de  refor- 
mas al  régimen  municipal  actual,  no  contienen  sino 
simples  ampliaciones  á  las  prescripciones  de  la  Cons- 
titución vigente,  en  la  organización  de  los  gobiernos 
locales  de  los  Municipios  y  Comunas. 

Esos  artículos  dicen  así: 

Artículo  5""  En  cada  municipio,  la  administra- 
ción y  los  intereses  locales,  estarán  á  cargo  de 
una  municipalidad,  cuyos  miembros  durarán  dos 
años,  renovables  por  nütad,  elegidos  en  comicios 
públicos  por  los  mismos  electores  de  diputados 
y  senadores,  y  los  extranjeros,  que  sepan  leer 
y  escribir,  paguen  impuestos  por  valor  de  cien 
pesos  moneda  nacional  y  se  inscriban  en  el  re- 
gistro respectivo. 

Artículo  6"  La  ley  determinará  el  número  de 
miembros  de  las  municipalidades,  con  arreglo  á 
la  población  de  los  municipios,  pero  aquél  nunca 
podrá  ser  menor  de  nueve  ni  mayor  de  quince. 

Artículo  7"  Las  comunas  á  que  se  refiere  el 
artículo  2"",  serán  administradas  por  Comisiones 
Vecinales,  compuestas  de  cinco  á  siete  miembros, 
según  su  población. 
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En  los  tres  artículos  precedentes,  se  organiza  tanto 
la  municipalidad  como  la  comisión  vecinal,  de  ma- 
nera que  ellos  comprenden  todo  el  gobierno  local 
de  los  municipios  y  de  las  comunas,  cualquiera  que 
sea  la  extensión  de  aquéllos,  y  en  tanto  que  éstas  no 
lleguen  á  tener  derecho  para  erigirse  en  municipio. 

La  base  de  esas  disposiciones  está  tomada  de  la 
actual  Constitución,  limitándose  la  reforma  á  la  fija- 
ción del  número  mayor  y  menor  que  pueden  com- 
poner las  municipalidades  y  las  comisiones  vecinales. 

La  ley  determinará,  dentro  de  esos  extremos,  cuán- 
tos habitantes  deben  ser  representados  por  cada  mu- 
nicipal ó  por  cada  miembro  de  la  Comisión  Vecinal. 

Partiendo  de  la  población  de  las  Comunas,  yo  he 
hecho  el  cálculo  de  que  la  ley  podría  fijar  un  mu- 
nicipal y  un  comisionado  por  cada  500  habitantes, 
de  manera  que  las  Comunas  que  tuviesen  la  cifra 
mínima,  exigida  para  poder  tener  gobierno  propio, 
tendrían  una  Comisión  Vecinal  de  tres  vecinos;  y 
los  municipios  que  tengan  menos  de  5000  habitan- 
tes, tendrán  siempre  su  Consejo  Municipal  de  nueve 
miembros,  que  podrá  irse  aumentando  con  un  mu- 
nicipal por  cada  500  habitantes. 

Yo  pensé  establecer  esta  regla  de  proporcionalidad 
en  la  Constitución;  pero  temí  que  llegásemos  á 
constituir  Municipalidades  muy  numerosas  el  día  en 
que  la  población  de  los  centros  urbanos  fuese  cre- 
ciendo rápidamente. 
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En  cuanto  á  la  forma  de  las  elecciones  y  á  los 
electores,  se  mantiene  lo  que  hoy  existe  en  la  Cons- 
titución, de  manera  que  no  necesito  decir  nada  á  su 
respecto. 

Constitución  del  Gobierno  Munieipal 

El  artículo  8""  del  proyecto  de  reforma,  conserva  la 
organización  de  las  municipalidades  en  su  estado 
actual;  pero  he  creído  que  debía  cambiar  la  redac- 
ción por  otra  que  reputo  más  correcta,  pues  que,  al 
dividir  la  Municipalidad  en  dos  departamentos,  le  da 
á  cada  uno  el  nombre,  la  designación  con  que  han 
de  ejercer  sus  funciones. 

El  artículo  como  lo  proyecto  en  la  reforma  di- 
ría así: 

«Cada  Municipalidad  se  compondrá  de  un 
cuerpo  deliberativo,  que  se  llamará  « Concejo 
Munícípah  y  de  un  funcionar b  ejecutivo,  que 
se  llamará  ^Intendente  Municipah,  quien  deberá 
ser  elegido  de  entre  los  mismos  municipales, 
reemplazándole  su  suplente. 

En  la  Constitución  actual  no  se  dice  sino  que 
«cada  Municipalidad  se  constituirá  de  un  departa- 
mento deliberativo  y  de  otro  ejecutivo»,  sin  decir 
cómo  ha  de  fonnarse  éste,  ni  si  es  unipersonal  ó 
colectivo. 
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En  la  redacción  que  propongo,  preciso  la  manera 
cómo  han  de  constituirse  los  dos  departamentos  mu- 
nicipales, conservando  lo  que  hoy  se  hace  conforme 
á  la  ley,  pero  que  es  preferible  que  lo  establezca  la 
Constitución. 

En  los  demás  artículos  de  la  Constitución  actual, 
que  se  conservan,  se  han  hecho  sólo  las  modifica- 
ciones indispensables  para  armonizar  sus  disposicio- 
nes con  las  reformas  proyectadas. 

Como  se  verá,  se  conserva  la  división  de  la  Mu- 
nicipalidad en  dos  autoridades,  y  se  mantienen  las 
atribuciones  del  Concejo  Deliberante  para  dictar  or- 
denanzas creando  impuestos. 

La  primera,  es  la  que  se  refiere  á  la  composición 
del  Concejo  Municipal,  cuando  se  trate  de  la  vota- 
ción de  los  impuestos. 

'   A  este  respecto,  hago  una  enmienda  de  forma  y 
otra  de  fondo. 

En  la  Constitución  actual,  sólo  se  exige  la  concu- 
rrencia de  los  mayores  contribuyentes  cuando  se 
trate  de  aumentar  los  impuestos.  Yo  entiendo  que 
en  todos  los  casos,  sea  que  se  cree  ó  se  aumente 
un  impuesto,  debe  completarse  el  número  de  mu- 
nicipales con  el  de  mayores  contribuyentes. 

En  cuanto  á  la  reforma  de  fondo,  debe  tratarse 
en  un  capítulo  aparte. 


j 
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Rentas  municipales 

Las  ordenanzas  municipales,  creando  impuestos,  han 
dado  lugar  á  muchas  y  muy  serias  protestas  por  parte 
de  los  vecindarios.  Más  de  un  caso  judicial  se  ha 
producido,  con  motivo  de  ordenanzas  que  establecían 
gabelas  cuya  constitucionalidad  no  sólo  era  dudosa, 
sino  que,  alguna  vez,  fué  categóricamente  negada 
por  la  Suprema  Corte  de  Justicia. 

Al  proponer,  en  artículos  anteriores,  que  los  mu- 
nicipios sólo  quedasen  reducidos  á  la  planta  urbana 
de  los  pueblos  y  ciudades,  con  sus  ejidos,  tuve  muy 
en  cuenta  esta  facultad  de  imponer  que,  sin  limita- 
ción alguna,  concede  la  Constitución  actual  á  las 
municipalidades. 

Nada  más  contrario  á  la  equidad,  igualdad  y  pro- 
porción, que  debe  servir  de  base  á  todas  las  leyes 
tributarias,  que  es  lo  que  hoy  sucede  en  la  Provincia 
de  Buenos  Aires,  con  motivo  de  los  impuestos  mu- 
nicipales. 

Es  sabido  que,  la  base  de  todo  régimen  municipal, 
consiste  en  que  el  municipio  cuente  con  recursos 
propios  para  subvenir  á  los  gastos  y  necesidades  de 
su  gobierno  local. 

Las  campañas^  que  forman  la  mayor  parte  de  los 
territorios   actuales   de  los  Partidos   convertidos   en 
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Municipios  por  la  Constitución,  aun  cuando  no  lo 
sean  en  el  hecho,  ¿están  obligados  á  pagar  los  im- 
puestos locales,  creados  con  fines  puramente  urbanos, 
y  de  cuyos  servicios  no  participan? 

Las  ordenanzas  municipales  que  crean  impuestos 
para  servicios  retributivos,  —  como  el  alumbrado,  el 
barrido,  la  higiene  doméstica,  etc^  etc., — no  pueden 
tomar  en  cuenta  las  poblaciones  que  se  encuentran 
fuera  de  los  centros  poblados,  porque  no  habría 
rentas  en  la  Provincia  ni  en  el  municipio  para  ex- 
tender aquellos  servicios  á  todo  un  partido. 

Los  demás  impuestos  que  se  cobran  sin  ser  retri- 
buidos por  servicios  municipales,  se  invierten  en  las 
necesidades  de  la  cabeza  del  partido  respectivo,  sin 
que  la  acción  de  la  municipalidad  alcance  jamás  á 
las  lejanas  poblaciones  de  la  campaña,  sino  es  para 
aplicar  alguna  multa,  por  infracción  á  ordenanzas 
que  ni  siquiera  se  conocen,  puesto  que  es  imposible 
publicarlas  en  esas  inmensas  sabanas,  desiertos  po- 
blados sólo  por  ganados. 

No  hay,  pues,  justicia  en  obligar  á  pagar  impues- 
tos á  propietarios  rurales,  dueños  de  grandes  áreas 
de  terreno,  que  no  participan  de  los  beneficios  del 
self  government  municipal,  y  sin  otro  fundamento  que 
el  de  que  sus  campos  forman  parte  del  munidpio, 
creado  por  la  Constitución,  con  cuatrocientas  leguas 
cuadradas  de  extensión. 
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Este  punto  del  actual  régimen  rentístico  municipal, 
queda  resuelto  con  la  reforma,  que  convierte  en  mu- 
nicipio, sólo  la  parte  poblada  de  los  partidos;  pero 
quedó  el  otro  tan  grave  como  aquél,  que  es  indis- 
pensable resolver  también  en  la  Constitución: — me 
refiero  á  los  impuestos  que  pueda  crear  la  municipa- 
lidad. 

En  los  términos  de  la  Constitución  actual,  la  fa- 
cultad impositiva  de  las  municipalidades  no  tiene  lí- 
mites. Todos  los  impuestos  directos  é  indirectos  pue- 
den ser  materia  de  una  ordenanza  en  cada  municipio; 
y  lo  que  es  más  grave,  la  tasa  de  esos  impuestos, 
puede  ser  fijada  en  la  extensión  que  se  les  ocurra  á 
las  mayorías  de  los  Concejos  Municipales,  aumentado 
su  numero  con  otro  igual  de  los  mayores  contribu- 
yentes, que  serán,  seguramente,  los  que  mayores  fa- 
cilidades tendrán  para  pagar  las  gabelas  y  los  que 
mayores  beneficios  reportarán  del  empleo  de  las  ren- 
tas en  servicios  ú  obras  municipales. 

Era,  pues,  indispensable  tratar  este  punto,  al  estu- 
diar las  reformas  reclamadas  por  el  actual  Régimen 
Municipal  ( i ). 


(i)  Al  ocuparme  de  corregir  las  pruebas  de  esta  parte  del  trabajo,  no  quiero  dejar 
de  incluir  lo  que,  á  esle  respecto,  dice  un  artículo  editorial  de  La  Prensa,  impor- 
tante diario  de  la  Capital  de  la  República.  Fn  su  número  del  i5  de  Abril  de  1907, 
trae  un  estudio  breve  de  algunas  de  las  reformas  propuestas  por  mi,  y,  á  propósito 
del  régimen  rentístico  municipal,  dice  lo  siguiente  : 

«No  conocemos  el  pensamiento  del  plan  de  enmiendas  acerca  del  régimen  rentístico 
de  las  comunas,   problema  grave  y  palpiunte.   La  facultad  ilimitada  para  imponer 
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Dos  soluciones  se  han  propuesto  á  este  respecto: 
la  una,  dejando  á  la  Legislatura  la  tarea  de  dictar 
los  impuestos  municipales,  que  serían  percibidos  é 
invertidos  por  las  municipalidades;  la  otra,  limitar  las 
facultades  impositivas  de  las  municipalidades,  á  sólo 
aquellas  materias  y  objeto  que  taxativamente  queden 
dentro  de  las  atribuciones  que  se  acuerdan  general- 
mente á  esta  clase  de  cuerpos. 

El  primer  sistema  me  parece  malo,  porque  hace 
depender  la  vida  municipal  de  las  tendencias  de  la 
mayoría  paríamentaria. 

Por  otra  parte,  cada  municipio  tiene  sus  propias 
necesidades,  que  nadie  sino  sus  autoridades  locales 
pueden  conocer,  así  como  pueden  tener  unos  muni- 
cipios fuentes  de  rentas  especiales  que  otros  no  las 
tengan,  como  sucede  hoy  con  el  impuesto  á  la  arena 
en  las  costas  fluviales  y  marítimas;  á  las  minas  de 


contribuciones  de  carácter  local  ha  dado  pábulo  á  extralimitaciones  y  á  abuso3,  con- 
tra los  cuales  las  localidades  perjudicadas  no  tienen  recurso  alguno.  Nótese  que  la 
suma  de  esos  impuestos  debe  pasar  de  diez  millones  de  pesos  actualmente. 

«Alguna  vez  se  ha  pensado  en  conferirá  la  legislatura  el  poder  de  fijar  las  contri- 
buciones denominadas  municipales  y  constituir  con  su  rendimiento  los  tesoros  comu- 
nales, á  fin  de  dar  unidad  y  uniformidad  á  los  gravámenes  fiscales.  Es  el  momento 
de  mediur  maduramente  sobre  la  materia.  Si  esa  previsión  fuese  un  grado  en  la 
marcha  hacia  el  municipio  libre  y  perfectamente  autónomo,  habría  conveniencia  en 
aceptarla,  en  concepto  de  que  en  lo  futuro,  cuando  la  administración  comunal  orde- 
nada se  haya  radicado  en  las  costumbres  públicas,  será  la  oportunidad  de  poner  en 
práctica  la  fórmula  ideal. 

«  De  paso  haremos  notar  una  necesidad  pública  reciente,  al  tratar  del  régimen  mu- 
nicipal. Pensamos  que  debe  dejarse  librada  á  la  legislatura  la  organización  adminis- 
trativa y  rentística  de  los  balnearios  marítimos  que,  por  razón  de  sus  funciones  socia- 
les, de  sus  necesidades  urbanas  y  de  su  administración  singular,  han  menester  un 
gobierno  concordante  con  su  índole. » 


RÉGIMEN   MUNICIPAL  9  I  ^ 

conchilla  en  La  Plata;  á  la  pesca  en  las  lagunas  de 
Chascomüs,  Guaminí  y  otros  puntos,  et  contera. 

He  pensado,  pues,  que  el  mejor  sistema  sería  el 
de  encerrar  el  régimen  rentístico  municipal,  dentro 
de  líneas  precisas,  y  permitir  que  las  municipalidades 
puedan  dictar  sus  propias  ordenanzas  de  impuestos, 
sin  salir  de  esas  líneas. 

Al  efecto,  he  redactado  el  siguiente  artículo,  que 
creo  debiera  colocarse  antes  del  que  hoy  lleva  el 
número  208,  y  que  conservo  en  mi  Plan  de  Refor- 
mas, con  el  número  12  del  proyecto  general  que 
propongo  para  reemplazar  el  que  en  la  Constitu- 
ción actual  lleva  por  título  Régimen  Municipal. 

Artículo  12.  Las  Municipalidades  no  podrán 
gravar  con  impuestos,  lo  que  ya  lo  hubiera  sido 
por  una  ley  provincial  para  formar  las  rentas 
fiscales -de  la  Provincia.  En  cuanto  á  los  demás 
objetos  y  materias  imponibles,  la  Legislatura  de- 
terminará las  que  no  puedan  ser  motivo  de  im- 
puestos ó  gravámenes  municipales. 

La  primera  parte  de  este  artículo,  es  tanto  más 
necesaria,  cuanto  que  ya  se  ha  producido  el  hecho, 
de  haberse  gravado  con  impuestos  municipales  y  pro- 
vinciales una  misma  industria,  ó  un  mismo  estable- 
cimiento. 

Consignada  la  prohibición  en  la  Constitución,  ya 
no  se  repetirán  esos  abusos. 
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En  cuanto  al  segundo  inciso,  por  las  razones  que 
he  expuesto  con  respecto  á  ciertas  rentas  especiales 
que  algunos  municipios  pueden  establecer,  me  ha 
parecido  más  conveniente  que  la  limitación  se  esta- 
blezca por  exclusión,  es  decir,  precisando  la  Consti- 
tución lo  que  no  puede  ser  objeto  de  impuestos  mu- 
nicipales, que  no  la  fijación  enumerativa  de  lo  que 
puede  gravarse. 

En  el  resto  de  este  capítulo,  las  reformas  que  in- 
dico, como  las  supresiones  que  hago,  quedan  expli- 
cadas por  lo  que  se  ha  expuesto  al  tratar  de  otros 
artículos  que  se  le  relacionan,  de  manera  que  aquí 
no  haría  sino  repetir  los  fundamentos  que  ya  he 
dado. 

No  necesito,  pues,  fundar  especialmente  esas  mo- 
dificaciones de  redacción  y  de  detalle,  que  no  tienen 
importancia  en  sí  mismas,  desde  que  —  como  sucede 
con  la  supresión  de  la  intervención  municipal  en  los 
actos  electorales,  y  hasta  en  los  escrutinios  de  sus 
elecciones, — aunque  la  reforma  sea  radical,  ella  no 
es,  en  este  capítulo,  sino  la  consecuencia  de  lo  que 
se  ha  establecido  y  explicado  en  el  capítulo  referente 
al  Régimen  Electoral  (i). 


(i)  En  un  artículo  publicado  en  La  Prensa  del  i5  de  Abril  de  1907,  en  cl  que 
se  juzgan  las  reformas  propuestas  por  mi  en  esta  obra,  se  leen  los  siguientes  párrafos 
respecto  á  este  punto : 

«En  el  régimen  municipal,  cl  doctor  Várela  introduce  una  reforma  sustancial  y 
de  inmensa  trascendencia  benéfica  en  nuestro  concepto.  Aludimos  á  la  eliminación  de 
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He  quitado,  también,  á  las  municipalidades  toda 
intervención  en  las  cárceles.  No  era  posible  hacer 
que  esos  establecimientos  estuviesen  sometidos  á  una 
triple  autoridad:  el  Poder  Ejecutivo,  el  Poder  Judi- 
cial y  las  Municipalidades. 

Por  otra  parte,  yo  creo  que  el  problema  carcela- 
rio es  complejo  y  grave,  y  debe  ser  resuelto  por 
una  ley,  que  establezca  la  dirección  general  de  cár- 
celes y  presidios  de  toda  la  Provincia. 


las  autoridades  comuDales  de  toda  función  electoral,  que  no  sea  local.  El  dedo  cae 
sobre  la  llaga  viva. 

«El  ideal  del  municipio  libre  y  autónomo  ha  sido  defraudado  en  Buenos  Aires  por 
la  codicia  que  el  poliiiquerismo  despierta  la  influencia  de  la  comuna  en  los  comicios 
generales.  La  posesión  de  ese  resorte  asegura  el  triunfo  en  las  elecciones  de  diputa- 
dos, de  senadores  y  de  electores  de  gobernador  y  de  Presidente  de  la  República.  En 
consecuencia,  los  partidos  políticos  y  los  caudillos  extreman  sus  medios  de  acción  para 
apoderarse  de  las  comunas,  con  absoluta  y  vituperable  prescindencia  de  los  intereses 
comunales.  Allí  está  el  origen  de  la  desgracia  y  de  la  relajación  del  municipio  bo- 
naerense. 

«El  plan  de  reforma  constitucional  suprime  aquel  incentivo  y  circunscribe  la  función 
de  la  autoridad  municipal  á  la  administración  de  la  comuna.  El  pensamiento  es  alio 
y  eficiente.  Se  armoniza  también  con  un  principio  descuidado  en  este  país,  según  el 
cual  las  funciones  políticas  solamente  pueden  y  deben  ser  desempeñadas  por  ciudada- 
nos, á  pesar  de  lo  cual  participan  de  ellas  los  extranjeros  llamados  al  gobierno  mu- 
nicipal. 

«Las  comunas  de  Buenos  Aires  han  de  ganar  mucho  con  esa  emancipación  de  la 
influencia  interesada  y  funesta  del  caudillismo  y  del  politiquerismo  central,  así  como 
con  la  sustancial  cambiante  ha  de  mejorar  el  régimen  de  la  lucha  partidaria,  pues 
los  partidos  tendrán  que  buscar  en  la  opinión  los  elementos  que  el  municipio  pros- 
tituido les  ha  proporcionado  hasta  aquí. 

«Necesitamos  conocer  los  fundamentos  del  autor  del  plan  de  reformas  para  conci- 
liarnos  con  el  concepto  de  separar  el  territorio  de  los  partidos,  de  la  planta  urbana 
de  los  pueblos  y  ciudades,  cabezas  de  los  mismos,  á  las  que  limita  la  jurisdicción  de 
las  municipalidades.  No  descubrimos  la  razón,  ni  la  ventaja  de  ese  fraccionamiento, 
que  rompe  la  unidad  administrativa.  Organizadas  las  comunas  en  concordancia  con 
el  ideal  de  la  enmienda,  bajo  la  inspiración  del  bienestar  local,  incontaminable  por 
la  política  central,  no  divisamos  inconveniente  en  la  plenitud  de  su  poder  jurisdic- 
cional sobre  todo  el  territorio  del  municipio.» 

6o 
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Las  acusaciones  ante  el  Jurado 

He  suprimido,  en  el  PUm  de  Reformas,  todo  lo 
referente  á  la  acusación  del  Intendente  y  de  los  Mu- 
nicipales, ante  un  Jurado  de  vecinos,  presidido  por 
un  Juez  del  Crimen. 

El  sistema  es  malo  y  ha  dado  pésimos  resultados. 

Sin  embargo,  enclavado  en  la  Constitución,  no  ha 
podido  ser  removido  ni  reformado  por  las  leyes. 

Esto  es  inconveniente  y  perjudicial  para  las  insti- 
tuciones: debe  inmovilizarse  sólo  aquella  parte  de 
legislación  institucional,  que  forma  la  base  sobre  que 
descansa  el  gobierno  permanente  del  país. 

He  conservado,  como  principio  indiscutible  del  go- 
bierno representativo,  la  responsabilidad  civil  y  penal 
de  los  cuerpos  y  de  los  individuos  que  forman  esos 
cuerpos  municipales;  pero  el  tribunal  que  hoy  existe, 
que  es  malo  y  sólo  sirve  para  estimular  pasiones 
políticas  y  encender  discordias  caseras, —  ese  Jury  de 
que  se  han  servido  los  caudillos  locales,  para  produ- 
cir las  acefalías  municipales  que  todavía  perduran  en 
algunos  partidos;  esa  forma  de  enjuiciamiento  que 
obliga  á  los  jueces  del  crimen  á  abandonar  sus  ocu- 
paciones ordinarias  y  la  sede  de  su  juzgado,  para  ir 
á  presidir  impasibles  la  lucha  de  los  bandos  en  que 
se  dividen   los  vecindarios,  sin  poder  hacer  que  la 
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justicia  triunfe  contra  la  confabulación  partidista,— 
eso  es  lo  que  suprimo  en  el  Plan  de  Reformas  que 
propongo. 

¿Con  qué  lo  reemplazo? 

Con  la  imposición  á  la  Legislatura  de  que  dicte 
la  ley  que  establezca  la  forma  en  que  deberá  proce- 
derse,  en  cada  caso  ocurrente.  No  creo  que  está 
bien  en  la  Constitución  ese  detalle  que,  como  se 
comprende,  debe  quedar  sujeto  á  la  movilidad  y  las 
alteraciones  que  exijan  los  acontecimientos  y  que 
aconseje  la  experiencia. 


Conflictos  municipales 

Lógica  con  la  prescripción  que  había  establecido 
en  el  artículo  157,  dando  á  la  Suprema  Corte  juris- 
dicción para  dirimir  los  conflictos  entre  los  poderes 
públicos  del  Estado, — la  Constitución  ha  dado  tam- 
bién al  Poder  Judicial  el  encargo  de  dirimir  los  con- 
flictos que  se  produzcan  dentro  de  las  Municipali- 
dades, ó  entre  éstas  y  otros  poderes. 

Muchos,  muchísimos  han  sido  los  casos  en  que 
la  Suprema  Corte  y  algunas  Cámaras  de  Apelaciones 
han  hecho  uso  de  esta  facultad;  y,  desgraciadamente, 
esa  experiencia  sólo  ha  servido  para  arrojar  sombras 
sobre  el  Poder  Judicial,  llegándosele  á  creer  mezclado 
en  los  enjuagues  de  la  política  partidista. 
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La  importancia  que  hoy  tienen  las  Municipalidades, 
para  los  partidos,  es  la  intervención  directa  que  ellas 
toman  en  muchos  actos  electorales  políticos.  De  ahí 
han  nacido,  no  sólo  las  acusaciones  ante  el  Jury, 
buscando  destituciones,  sino  también  los  confictos 
dentro  de  la  misma  Municipalidad,  que  han  traído  á 
la  Corte  ó  á  las  Cámaras  de  Apelación,  los  reitera- 
dos casos  de  conflictos. 

En  la  mayor  parte  de  los  casos,  han  sido  cuestio- 
nes electorales,  escrutinios  de  carácter  municipal  ú 
otras  cosas  semejantes,  las  que  han  formado  el  pre- 
texto del  conflicto. 

Ahora  bien:  en  la  reforma  que  he  propuesto  en 
el  capítulo  referente  al  Régimen  Electoral,  se  crea  una 
Junta  Electoral  Permanente,  que,  entre  otras  atribu- 
ciones, tiene  la  de  hacer  los  escrutinios  de  las  elec- 
ciones municipales,  después  de  haber  intervenido  en 
todos  los  actos  preparatorios  de  la  elección. 

Esa  Junta  Electoral  Permanente,  se  compone  sólo 
de  funcionarios  judiciales, —  los  presidentes  de  la  Corte 
y  de  las  Cámaras  de  Apelaciones;  —  y,  por  tanto,  to- 
dos ellos  tienen  que  intervenir  en  los  actos  electo- 
rales que  sirven  para  constituir  las  Municipalidades. 

No  me  parece,  pues,  correcto  que,  si  después  de 
electos  los  municipales,  se  promoviese  entre  ellos  al- 
gún conflicto,  fuesen  aquellos  mismos  magistrados 
los  que  presidiesen  los  tribunales  encargados  de 
dirimirlos. 
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Por  otra  parte,  soy  de  los  que  piensan  que  cuanto 
menos  en  contacto  esté  el  Poder  Judicial  con  los 
partidos  políticos,  más  asegurada  se  tiene  su  inde- 
pendencia y  mayor  será  el  respeto  que  inspiren  sus 
fallos. 

Si  yo  he  recurrido  á  los  Presidentes  de  los  altos 
tribunales  para  constituir  la  Junta  Electoral  Perma- 
nente, ha  sido  sólo  porque  no  encuentro,  dentro  del 
mecanismo  institucional,  nada  que  ofrezca  más  ga- 
rantía que  un  tribunal  formado  por  esos  magistrados. 
Sin  embargo,  no  desconozco  que  la  política  podría 
extraviar  su  criterio  y  su  imparcialidad,  si  ellos  no  se 
sintieran  capaces  de  colocar  los  deberes  de  su  cargo 
y  la  austeridad  de  la  justicia,  arriba  de  toda  otra  pre- 
ocupación. 

Pero,  convertir  las  rencillas  municipales,  en  un  ca- 
so judicial,  que  deba  estudiarse  y  fallarse  por  una 
Cámara  de  Apelaciones  ó  por  la  Corte,  según  que 
el  conflicto  se  produzca  en  el  Departamento  Judicial 
de  la  Capital  ó  en  alguno  de  los  otros  departamen- 
tos,— esto  me  parece  fuera  de  lugar  y  contrario  á 
los  principios  generales  que  rigen  el  gobierno  repre- 
sentativo. 

En  uno  de  mis  primeros  esbozos  de  proyecto  de 
reforma,  esta  facultad  de  dirimir  los  conflitos  muni- 
cipales se  la  daba  á  la  Junta  Electoral.  Después  me 
pareció  mejor  no  establecer  nada  permanente  en  la 
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Constitución,  dejando  que  la  Legislatura  ensaye,  por 
medio  de  leyes,  el  mejor  sistema  de  resolver  los 
conflitos  dentro  y  fuera  de  los  cuerpos  municipales, 
sin  que  nada  obste  á  que  se  empiece  por  confiarle 
la  atribución  á  la  misma  Junta  Electoral  Permanente. 
Por  los  motivos  que  he  expuesto,  creo  que  el  ac- 
tual artículo  210,  debe  ser  reformado,  y  redactarse 
en  la  forma  siguiente: 

« Los  conflitos  internos  de  las  Municipalida- 
des y  los  de  éstas  con  otras  municipalidades  ó 
autoridades  de  la  Provincia,  serán  dirimidos  en 
la  forma  que  determine  la  ley  de  la  materia.^ 

Ante  la  amplitud  de  facultades  que  tiene  la  Le- 
gislatura, en  materia  de  legislación,  no  puede  haber 
inconveniente  ni  peligro  alguno  en  establecer  la 
prescripción  en  los  términos  transcriptos. 


SECCIÓN  SÉPTIMA 

DE  LA   REFORMA  DE  LA  CONSTITUCIÓN  Y 
DE   LAS  LEYES  ELECTORALES 


Las  prescripciones  de  la  Constitución  actual,  con 
respecto  á  la  reforma  de  la  Constitución,  las  conservo 
sin  más  que  una  reforma  en  el  artículo  216. 

Por  esa  disposición  se  exige,  para  someter  al  pue- 
blo la  declaración  de  la  necesidad  de  la  reforma 
constitucional,  que  esa  declaración  sea  hecha  por  tres 
quintos  de  votos  de  cada  Cámara,  cifra  que  me  pa- 
rece exorbitante  é  innecesaria. 

En  algunas  constituciones  norteamericanas  se  fija 
ese  requisito  para  los  casos  en  que  se  autoriza  á  las 
Legislaturas  á  hacer  por  sí  reformas  parciales  á  la 
Constitución;  y,  luego  de  sancionadas  en  esa  forma 
por  las  Cámaras  Legislativas,  se  someten  á  la  vota- 
ción del  pueblo  esas  mismas  enmiendas. 
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Sin  embargo,  no  es  esto  lo  que  nuestra  Consti- 
tución actual  establece  ( i ).  Para  exigir  tres  quintas 
partes  de  votos  de  cada  Cámara,  tratándose  sólo  de 
la  declaración  de  la  necesidad  de  una  reforma  cons- 
titucional, debería  prescindirse  de  la  ratificación  de 
esa  declaración  por  el  plebiscito  popular. 

La  declaración  de  la  Legislatura  nada  vale,  si  el 
pueblo  no  la  ratifica;  de  manera  que,  para  que  aque- 
lla declaración  se  haga,  no  se  necesitan  de  tantas 
precauciones. 

En  los  Estados  Unidos,  donde  esta  consulta  al 
pueblo  es  muy  frecuente,  puesto  que  hasta  hay  leyes 
que  no  pueden  ponerse  en  vigor  sin  la  ratificación 
popular;  en  los  Estados  Unidos,  decía,  son  muchísi- 
mos los  ejemplos  de  consultas  al  pueblo,  hechas  des- 


(i)  Las  disposiciones  de  la  actual  Constitución,  son  las  siguientes: 

Art.2i5.Esta  Constitución  podrá  ser  reformada  por  medio  de  una  convención 
constituyente  elegida  popularmente. 

Art.  216.  Podrá  proponerse  la  reforma  en  cualquiera  de  las  dos  Cámaras,  sea  por 
moción  fírmada  por  diez  diputados  ó  por  cinco  senadores,  sea  por  iniciativa  del  Po- 
der Ejecutivo;  pero  sólo  serán  tomadas  en  consideración  cuando  tres  quintos  de  vo- 
tos de  cada  una  de  las  Cámaras  declare  la  necesidad  de  la  enmienda.  Si  no  obtuviese 
esta  sanción,  no  podrá  volverse  á  tratar  el  asunto  hasta  la  siguiente  Legislatura. 

Art.  217.  Declarada  la  necesidad  de  la  reforma  de  la  Constitución,  se  someterá  á 
los  electores  para  que,  en  la  próxima  elección  de  senadores  y  diputados,  voten  en  pro 
ó  en  contra  de  la  convocatoria  de  una  convención  constituyente;  y,  si  ia  mayoría 
votase  afírmativamente.  la  asamblea  legislativa  convocará  una  convención  que  se  com- 
pondrá de  tantos  miembros  cuantos  sean  los  que  compongan  las  cámaras  legislativas, 
los  cuales  serán  elegidos  del  mismo  modo,  por  los  mismos  electores  y  en  los  mismos 
distritos  que  los  senadores  y  diputados. 

Esta  convención  se  reunirá  tres  meses  después  de  hecha  la  convocatoria,  con  el 
objeto  de  revisar,  alterar  ó  enmendar  esta  Constitución  y  lo  que  ella  resuelva  por 
mayoría  será  promulgado  como  la  expresión  de  la  voluntad  del  pueblo,  necesitando 
para  funcionar  la  mayoría  absoluta  del  total  de  sus  miembros. 
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pues  de  la  sanción  legislativa  declarando  la  necesi- 
dad de  la  reforma,  y  en  que  la  votación  ha  sido 
adversa  á  la  reunión  de  la  Convención. 

En  1848,  por  dos  veces  seguidas,  intentó  el  Con- 
greso norteamericano  hacer  admitir  á  California  como 
un  Estado  de  la  Unión,  repitiéndose  la  misma  ten- 
tativa en  1849,  con  iguales  resultados  negativos.  El 
pueblo  votaba  en  contra  de  esa  resolución,  porque 
los  partidarios  de  la  esclavatura  insistían  en  mante- 
ner los  privilegios  que  el  Estado  de  Missouri  les  ha- 
bía acordado  por  la  ley  conocida  con  el  nombre 
de  Missouri  Compromise. 

Sólo  en  9  de  Septiembre  de  1850,  California  fué 
admitida  en  la  Unión  después  de  un  plebiscito  po- 
pular. 

La  Constitución  actual  de  Connecticut  fué  dictada 
en  1818,  y  han  sido  inútiles  los  esfuerzos  que  des- 
pués se  han  hecho  para  reformarla. 

El  pueblo  siempre  ha  votado  en  contra  de  la  reu- 
nión de  una  convención. 

La  Constitución  de  Delaware,  dictada  en  1831,  sólo 
ha  sido  reformada  por  medio  de  enmiendas  parciales 
hechas  en  1852  y  en  1853;  pero  las  reformas  gene- 
rales han  sido  rechazadas  por  el  pueblo. 

En  el  Estado  de  Georgia,  una  convención  se  reu- 
nió en  1861,  y  sometida  á  la  votación  popular  fué 
rechazada. 
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Pocos  meses  después  este  Estado  se  declaraba  re- 
belde. 

En  el  Estado  de  Illinois,  las  cosas  se  presentan  de 
una  manera  aún  más  sorprendente. 

En  Enero  de  1861,  se  reunió  una  convención  que 
dictó  una  Constitución  que  se  sometió  al  pueblo  en 
Junio  de  1862,  La  votación  debía  hacerse  en  dos 
formas:  en  pro  y  en  contra  de  la  Constitución  ge- 
neral, y  en  pro  y  en  contra  de  los  capítulos  parcia- 
les de  la  misma. 

El  resultado  de  esos  plebiscitos  fueron  lo  más  sor- 
prendentes. Se  rechazó  la  Constitución  general  por 
153.000  votos  contra  126.000,  y  se  aprobaron  par- 
cialmente todas  aquellas  disposiciones  que  excluían, 
á  los  negros  y  mulatos  del  Estado,  del  sufragio  y 
de  la  participación  en  la  cosa  pública. 

Más  tarde,  en  el  mismo  Estado  de  Illinois,  en 
Mayo  de  1870,  se  reunió  la  Convención  que  dictó  la 
actual  Constitución  y  ésta  fué  aprobada  parcialmente, 
sección  por  sección,  por  distintas  mayorías  de  votos, 
algunas  de  ellas  muy  insignificantes. 

Podría  seguir  citando  todos  los  Estados  de  la 
Unión  Americana,  en  los  cuales  los  plebiscitos  popu- 
lares han  rechazado  las  constituciones  y  las  enmien- 
das propuestas  por  las  legislaturas  y  las  conven- 
ciones; pero  lo  expuesto  basta  para  demostrar  que 
carece  completamente  de  importancia  el  número  de 
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votos  porque  se  sancione  la  declaración  de  la  nece- 
sidad de  la  reforma  de  la  Constitución,  desde  que 
esa  sanción,  para  hacerse  efectiva,  tenga  que  some- 
terse á  la  aprobación  del  pueblo  en  un  plebiscito. 

Es  esta  convicción  la  que  me  ha  decidido  á  pro- 
poner una  reforma  en  el  artículo  216  de  la  Consti- 
tución actual;  reforma  que  se  limita  á  exigir  sólo  la 
mayoría  de  los  miembros  de  cada  Cámara,  para  la 
declaración  de  la  necesidad  de  la  reforma,  dejando 
el  resto  del  artículo,  tal  como  hoy  se  encuentra, 
como  se  verá  á  continuación: 

«Artículo  216.  Podrá  proponerse  la  reforma 
en  cualquiera  de  las  dos  Cámaras,  sea  por  mo- 
ción firmada  por  diez  diputados  ó  por  cinco 
senadores,  sea  por  iniciativa  del  Poder  Ejecu- 
tivo; pero  sólo  serán  tomadas  en  consideración 
cuando  la  mayoría  de  votos  de  cada  una  de  las 
Cámaras  declare  la  necesidad  de  la  enmienda.  Si 
no  se  obtuviese  esta  sanción,  no  podrá  volverse 
á  tratar  el  asunto  hasta  la  siguiente  Legislatura.» 

En  el  artículo  217  se  habla  del  plebiscito  y  del 
resultado  que  él  arroje.  Como  en  la  sección  del 
Régimen  Electoral,  se  confiere  á  la  Junta  Electoral 
Permanente  la  atribución  de  hacer  los  escrutinios  de 
todas  las  elecciones,  y  como  en  el  capítulo  referente 
á  la  Asamblea  General,  se  le  ha  suprimido  el  inciso 
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que  encargaba  á  aquel  cuerpo  de  hacer  el  escrutinio 
del  plebiscito  y  el  de  las  elecciones  de  convenciona- 
les, —  no  es  menester  reformar  la  redacción  del  artículo 
217,  para  evitar  la  repetición  de  los  hechos  pasados 
en  1904,  con  motivo  de  las  elecciones  de  1902. 

La  Junta  hará  el  escrutinio  y  lo  pasará  á  la  Asam- 
blea, la  que,  según  su  resultado,  convocará  ó  no  á 
una  convención. 

Esto  me  hace  dejar  ese  artículo  tal  cual  hoy  fi- 
gura en  la  Constitución  vigente. 

Pero,  hay  en  nuestras  Constituciones  de  1873  y 
de  1889  una  omisión,  que  la  experiencia  nos  obliga 
á  salvar: — la  de  que  las  futuras  convenciones  consti- 
tuyentes eternicen  sus  sesiones  como  las  dos  últimas 
convenciones,  que  funcionaron  nominalmente  durante 
tres  y  ocho  años,  y  que  sin  violación  de  prescrip- 
ción alguna,  pudieron  durar  doce  ó  quince  años. 

Para  evitar  esos  hechos,  he  proyectado  algunas 
disposiciones,  de  las  que  voy  á  ocuparme  en  se- 
guida. 

La  duración  de  las  Convenciones 

Las  dos  Convenciones  Constituyentes  que  se  han 
reunido  para  dictar  constituciones  para  la  Provincia 
de  Buenos  Aires,  han  tenido,  en  su  seno,  miembros 
que  han  pretendido  que  esas  asambleas  tenían  la  re- 
presentación   de  la   soberanía   absoluta   del   pueblo, 
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pretendiendo  dictar  resoluciones  para  que  se  cum- 
pliesen por  los  poderes  actuales  de  la  Provincia. 

He  oído,  sorprendido,  entre  mis  colegas  en  esas 
dos  convenciones,  personas  ilustradas  que,  buscando 
un  estímulo  para  conseguir  formar  quorum^  propo- 
nían que  la  convención  sancionase  una  resolución, 
fijando  sueldo  para  sus  miembros. 

Ni  el  tiempo  transcurrido,  ni  los  mayores  estudios 
hechos  en  tantos  años,  han  cambiado  mis  convic- 
ciones de  aquellos  lejanos  días.  Hoy,  pienso  como 
en  1870,  como  en  1882,  cuando  iniciaron  sus  ta- 
reas las  convenciones;  pienso  como  pensaba  en  1873 
y  en  1 889,  cuando  terminaron  sus  tareas,  —  que  las 
convenciones  constituyentes  no  tienen  facultades  le- 
gislativas de  ningún  género,  y  que  su  soberanía, 
sólo  alcanza  en  cuanto  estatuya  la  ley  suprema  fu- 
tura, la  ley  que  ha  de  ser  la  base  del  gobierno,  una 
vez  que  se  promulgue  y  se  jure  por  el  pueblo,  si 
es  que,  como  sucede  en  los  Estados  Unidos,  esa 
constitución  no  se  somete  á  la  aprobación  del  pueblo. 

Para  mí,  las  Convenciones  Constituyentes  son  crea- 
turas  de  las  Constituciones  actuales  y  de  las  leyes 
que  se  dicten,  como  consecuencia  de  lo  que  ellas 
establezcan;  de  manera  que,  las  prescripciones  de  la 
Constitución  actual  que  se  refieran  á  la  Convención 
futura,  tienen,  sobre  esa  Convención,  la  fuerza  efec- 
tiva é  imperativa  de  una  limitación  al  mandato  con- 
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ferido,  limitación  establecida  por  el  mismo  constitu- 
yente. 

El  eminente  doctor  Guillermo  Rawson,  en  la  Con- 
vención de  1 870,  sostenía  la  necesidad  de  que  la  Cons- 
titución dictada,  se  sometiese  á  la  aprobación  popular, 

No  sólo  fué  vencido  en  esa  pretensión,  sino  que, 
cuando  se  discutió  el  actual  artículo  217,  se  consignó 
en  él,  expresamente,  refiriéndose  á  las  reformas  que 
hiciese  la  convención  convocada  para  reformar  la  ac- 
tual Constitución,  que  « b  que  ella  resuelva  por  ma- 

yoríOj  SERÁ  PROMULGADO  COMO  LA  EXPRESIÓN  DE 
LA  VOLUNTAD  DEL  PUEBLO». 

Ante  esta  prescripción  constitucional, —  que  se  re- 
fiere expresa  y  exclusivamente  á  la  convención  que 
se  convoque  para  la  reforma  de  la  actual  Constitu- 
ción, esa  convención  no  podría,  como  lo  sostenía  el 
doctor  Rawson,  que  la  nueva  Constitución  debiera 
someterse  á  la  aprobación  del  pueblo  en  plebiscito, 
invocando  para  ese  efecto  la  supuesta  soberanía  ab- 
soluta de  las  convenciones  constituyentes. 

No.  Dentro  de  la  Constitución  vigente,  se  tendrá 
como  la  expresión  de  la  voluntad  del  pueblo^  lo  que 
la  futura  convención  sancione  por  mayoría  de  votos, 
reunida  en  quorum  legal;  sin  que  le  sea  permitido  á 
esa  Convención  someter  al  pueblo  su  trabajo,  porque 
esto  le  está  expresamente  prohibido  por  esa  cláusula 
del  artículo  217  actual,  que,  anticipándose  á  la  reu- 
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nión  y  á  las  sanciones  de  la  Convención  reformadora, 
ya  ha  determinado  cuáles  son  los  requisitos  para  que 
las  sanciones  de  ese  cuerpo  se  tengan  por  ley  su- 
prema de  la  Provincia. 

Aun  cuando  yo  fuese  partidario  de  los  plebiscitos, 
— cosa  que  no  me  sucede, — no  se  me  ocurriría  pro- 
poner, como  reforma,  que  la  Constitución  que  san- 
cionase una  convención  futura,  en  cualquiera  época 
que  ella  se  reúna,  se  someta  á  la  aprobación  po- 
pular. 

Y  no  lo  propondría  porque  creo  que,  por  muy 
omnipotente  que  se  supongan  á  las  convenciones, 
la  de  Buenos  Aires,  convocada  forzosamente  bajo  el 
imperio  de  la  Constitución  actual,  tiene  que  declarar 
que  es  la  voluntad  del  pueblo  lo  que  ella  sancione, 
sin  necesidad  de  ir  á  buscar  en  los  comicios  electo- 
rales la  aprobación. 

Reformando  la  Constitución  actual,  y  legislando 
para  otras  convenciones,  la  futura  convención  podría 
establecer  en  la  Constitución  lo  contrario  de  la  ac- 
tual; es  decir,  podría  decir  que  la  Constitución  que 
esas  convenciones  sancionasen  después  de  la  reforma 
de  la  actual,  sería  sometida  á  la  aprobación  del 
pueblo. 

Como  yo  no  soy  partidario  de  ese  sistema, — ex- 
celente en  los  Estados  Unidos  donde  los  electores 
son  calificados,  y  un  plebiscito  puede  reducirse  á  un 
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número  limitadísimo  de  electores  (.),—  no  lo  propon- 
go  como  reforma.  Pienso  que  el  sistema  de  la  Cons- 
titución actual  es  excelente,  y  que  debe  mantenerse 
la  prescripción  de  que,  lo  que  la  Convención  resuelva 
por  mayoría,  se  tendrá  por  la  expresión  de  la  voluntad 
del  pueblo,  sin   necesidad  de  nuevas  investigaciones. 

Esto  me  lleva  forzosamente  á  negar  á  las  conven- 
ciones constituyentes  esa  omnipotencia  de  facultades 
que  pretendían  tener  algunos  convencionales  de  1870 
y  1882,  repitiendo  hoy,  lo  que  muchas  veces  he  di- 
cho en  artículos  de  diarios,  en  discursos  y  en  libros: 
—  las  convenciones  tienen  facultad  onnímoda  para 
legislar  instituciones  para  el  futuro;  pero  no  tienen 
facultades  actuales,  sino  en  cuanto  sean  necesarias 
para  su  existencia. 

Como  no  lo  han  entendido  así  nuestros  constitu- 
yentes pasados,  han  supuesto  que  tenían  derecho  de 
perpetuar  sus  mandatos,  y  que,  convencionales  elegi- 
dos en  1882,  bajo  la  presión  de  acontecimientos  po- 
líticos trascendentales,  que  acababan  de  producirse  y 
que  reclamaban  la  reforma  inmediata  de  la  Constitu- 
ción, podían  prescindir  de  la  actualidad  y  de  las  exi- 
gencias de  la  opinión,  para  demorar  siete  años  la  re- 
forma, y  presentar  entonces  la  sorpresa  de  una  nueva 

(I)  En  el  Esudo  de  Ddaware,  «se  reunió  una  convención  en  lo  de  Mayo  de 
I  85  3,  para  enmendar  la  Consiitución  del  Estado,  pero  al  someter  su  obra  al  pueblo, 
fué  rechazada  por  el  voto  de  4777  contra  2716  electores» .  (({ough:  Amtñican  Cons- 
titutionSj  tomo  I,  página  iSg. 
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Constitución,  cuando  acaso  ya  el  pueblo  había  olvi- 
dado que  existía  constituido  un  cuerpo  parlamentario 
que  se  ocupaba  de  la  reforma  de  su  Constitución  po- 
lítica. 

En  los  Estados  Unidos  no  se  ha  limitado  el  tér- 
mino que  debe  durar  el  mandato  de  las  convenciones 
constituyentes,  aun  cuando  se  ha  limitado  el  de  las 
legislaturas  ordinarias. 

Pero,  esto  no  ha  sido  necesario  allí.  En  las  mu- 
chas y  repetidas  investigaciones  que  he  hecho,  en 
los  distintos  años  en  que  he  revisado  mis  apuntes 
para  esta  obra,  no  he  encontrado  una  sola  conven- 
ción que  haya  excedido  en  un  año  la  duración  de 
sus  funciones,  y  este  término,  demasiado  largo  para 
el  ordinario,  ha  tenido  siempre  como  justificación 
una  causa  extraordinaria. 

Entre  nosotros,  no  ha  sucedido  así.  Las  convencio- 
nes se  han  prolongado  por  desidia,  por  indiferencia, 
por  culpa  exclusiva  de  sus  miembros. 

Es  menester,  pues,  tomar  el  hecho  en  considera- 
ción, con  todas  sus  peculiaridades;  como  un  síntoma 
de  marasmo  propio,  congénito,  —  especie  de  idio- 
sincrasia nacional,  en  la  que  la  falta  á  los  deberes 
parlamentarios,  se  equipara  á  la  defraudación  de 
las  rentas  de  la  aduana:  —  nadie  se  cree  culpable  de 
no  pagar  lo  que  debe  pagar,  si  por  un  rasgo  de 
habilidad  ó  por  la  complaciente  complicidad  de  un 
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empleado,  se  introduce,  sin  pagar  derecho,  artículos 
gravados  con  impuestos. 

Lo  mismo  sucede  en  nuestros  parlamentos.  La 
falta  de  asistencia  á  las  sesiones  rentadas,  no  es  una 
omisión  culpable:  se  considera  un  derecho  inherente 
á  la  alta  gerarquía  del  funcionario. 

Empeñado  en  hacer  una  Constitución  práctica,— 
y  con  la  experiencia  de  las  dos  convenciones  pasa- 
das,—me  parece  que  es  menester  limitar  el  mandato 
de  los  convencionales,  á  fin  de  que  no  se  crean  fa- 
cultados, en  nombre  de  la  supuesta  soberanía  de  las 
convenciones,  á  hacer  durar  años  y  años  su  man- 
dato, faltando  á  sus  deberes,  é  impidiendo  que  el 
pueblo  soberano  satisfaga  su  deseo  de  reformar  la 
Constitución. 

Para  conseguir  este  resultado,  me  he  presentado 
al  estudio  dos  distintos  sistemas:  —  el  primero,  limi- 
tar el  mandato  del  cargo  de  convencional  á  sólo 
un  año  de  plazo,  debiendo,  después  de  ese  término, 
convocarse  nuevamente  á  elecciones  para  reemplazar 
á  los  cesantes.  El  segundo,  declarar  caduca  toda 
convención  que,  dentro  de  los  dos  años  después  de 
aprobadas  las  elecciones  de  sus  miembros,  no  hu- 
biese terminado  sus  tareas. 

Mucho  tiempo,  y  en  distintas  épocas,  he  pesado 
las  ventajas  y  los  inconvenientes  que  ofrecen  uno  y 
otro  sistema;  y,  por  fin,  me  he  resuelto  por  el  úl- 
timo. 
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El  primero,  tiene  el  inconveniente  de  que  puede 
venir  á  convertir  á  la  Convención,  —  que  es  una 
Asamblea  extraordinaria,  con  mandato  determinado 
y  de  inmediata  actualidad,  —  en  un  cuerpo  perma- 
nente, cuyos  miembros  irían  renovándose  cada  año, 
sin  plazo  alguno  para  terminar  sus  funciones. 

Esto  tiene,  entre  otros  inconvenientes,  el  de  que 
no  serían  los  mismos  electores  que  votaron  por  la 
necesidad  de  la  reforma,  los  que,  después  de  la  ter- 
cera y  cuarta  renovación  de  convencionales,  elegi- 
rían á  éstos.  Las  ¡deas  y  los  propósitos  de  los  pri- 
meros días  acaso  se  habrían  modificado  por  nuevos 
acontecimientos;  y  no  sería  extraño  que,  los  que  en 
1882  votaron  por  la  necesidad  de  la  reforma  cons- 
titucional, hubieran  votado  en  contra  de  ella  cinco, 
seis  ó  siete  años  más  tarde,  impidiendo  así  la  Cons- 
titución de  1889. 

El  otro  sistema  es  más  práctico  y  más  ajustado  á 
las  prácticas  representativas. 

Si,  dos  años  después  de  convocada  ó  de  reunida 
una  convención,  por  cualesquiera  causas,  no  ha  ter- 
minado sus  tareas,  se  declara  disUelta  por  el  mero 
transcurso  del  tiempo,  y  se  consulta  de  nuevo  al  pue- 
blo, para  que  decida,  en  plebiscito,  si  insiste  en  que 
la  Constitución  se  reforme.  Si  la  votación  es  favora- 
ble á  la  reforma,  se  convoca  una  nueva  convención, 
que  se  compondrá  de  los  convencionales  que  elija 
el  pueblo  inmediatamente  después  de  aquella  decía- 
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ración,  y  no  de  individuos  que  habían  sido  elegidos 
años  antes,  como  sucedería  hoy  si  se  formase  una 
convención  con  los  convencionales  elegidos  en  1902, 
como  lo  resolvió  el  fallo  de  la  Suprema  Corte,  ó  con 
los  elegidos  en  1Q04,  como  lo  dispuso  la  resolución 
ultima  de  la  Asamblea  Legislativa. 

Con  estas  ideas,  he  proyectado  incluir,  como  re- 
formas, después  del  artículo  217  de  la  Constitución 
actual,  las  siguientes,  que  condensan  las  ideas  emiti- 
das en  esta  parte  de  mi  trabajo. 

Artículo  ...  Si  después  de  hecho  el  escrutinio 
de  las  elecciones  de  convencionales,  ó  de  haberse 
reunido  la  Convención,  pasasen  dos  años  desde 
una  ú  otra  fecha,  el  Poder  Ejecutivo  declarará 
caduca  la  Convención  elegida  ó  en  sesbnes,  y 
convocará  al  pueblo  para  que,  en  los  próximos 
comicios  generales,  vote  en  pro  ó  en  contra  de  la 
reforma  de  la  Constitución. 

Artículo  .  5/  del  escrutinio  que  practique 
la  Junta  Electoral  Permanente,  resultase  que  la 
mayoría  del  pueblo  vota  nuevamente  por  la  re- 
forma,  se  procederá  como  lo  establece  el  artículo 
(217  actual). 

Artículo  ..  Todas  las  Convenciones  constitu- 
yentes que  se  reúnan  de  acuerdo  con  las  prescrip- 
ciones de  esta  Constitución,  estarán  sujetas  á  lo 
que  disponen  los  dos  artículos  anteriores. 
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Incluidas  en  la  futura  Constitución  estas  ú  otras 
prescripciones  análogas,  no  volverían  á  producirse 
sucesos  tan  lamentables  como  los  de  1904,  y  de 
los  que  me  he  ocupado  extensamente  en  la  Primera 
Parte  de  esta  obra. 

Por  otra  parte,  ellas  tendrían  la  ventaja  de  averi- 
guar inmediatamente  la  voluntad  del  pueblo.  Si,  des- 
pués de  dos  años  de  convocada  la  Convención,  ha- 
bía pasado  la  oportunidad  de  la  reforma  votada 
anteriormente,  el  plebiscito  daría  un  resultado  ne- 
gativo. Si,  por  el  contrario,  el  pueblo  creía  que  la 
oportunidad  actual  de  la  reforma  subsistía,  el  voto 
popular  sería  afirmativo;  pero  tendría  la  ventaja  de 
que  la  nueva  Convención,  se  compondría  de  con- 
vencionales nuevamente  electos,  que  llevarían  á  la 
asamblea  constituyente  las  ideas  de  sus  electores  en 
el  momento  mismo  de  la  elección. 


La  sanción  de  las  leyes  constitucionales 

Es  también  en  este  capítulo,  que  se  refiere  á  la 
reunión  de  las  Convenciones,  en  el  que  debo  ocu- 
parme de  una  convención  especial,  que  la  experien- 
cia del  pasado,  me  ha  hecho  proyectar,  como  com- 
plemento del  Plan  de  Reformas  que  presento. 

Tanto  en  la  Constitución  de  1873  como  en  la  de 
1889,  se  establece,  en  muchos  artículos,  que  la  Le- 
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gislatura  deberá  dictar,  dentro  de  plazos  que  las 
mismas  constituciones  fijan,  leyes  reglamentarias  de 
disposiciones  constitucionales. 

Han  pasado  muchos  años,  y  ninguna  de  las  Le- 
gislaturas que  se  han  sucedido,  desde  1873,  se  ha 
ocupado  de  cumplir  aquellas  prescripciones  impera- 
tivas. 

A  fin  de  que  no  suceda  lo  mismo  con  la  próxi- 
ma Constitución,  yo  he  proyectado  los  siguientes  ar- 
tículos: 

Artículo  ..  Si  pasados  dos  anos  después  de 
jurada  esta  Constitución,  la  Legislatura  no  hu- 
biese dictado  todas  las  leyes  que  por  ella  se  le 
encomiendan  como  complementarias  de  sus  dispo- 
siciones, el  Poder  Ejecutivo  convocará  al  pueblo 
para  que  elija  una  convención  AD  HOC  con  el 
objeto  exclusivo  de  que  sancione  las  leyes  consti- 
tucionales que  no  hubiesen  sido  sancionadas. 

Artículo  ....  La  convención  AD  HOC  á  que  se 
refiere  el  articulo  precedente,  será  elegida  en  el 
mismo  número  y  en  la  misma  forma  que  el  total 
de  los  miembros  de  la  Legislatura,  debiendo  los 
convencionales  tener  las  mismas  condiciones  exi- 
gidas para  ser  elegido  diputado. 

Artículo  .  La  convención  AD  HOC  no  podrá 
ocuparse  de  asunto  alguno  fuera  de  la  sanción 
de  las  leyes  que  hubiese  dejado  de  dictar  la  Le- 
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gislaturUj  y  ésta  no  podrá  entrar  á  ocuparse  de 
ellas,  una  vez  que  el  Poder  Ejecutivo  hubiese 
dictado  el  decreto  convocando  la  convención. 

Artículo  ...  Los  miembros  de  la  convención 
gozarán  de  las  mismas  inmunidades,  privilegios 
y  compensaciones  que  los  de  la  Legislatura;  pero 
no  podrán  funcionar  por  más  de  ..  meses  con- 
tados desde  la  fecha  de  la  inauguración  de  sus 
sesiones.  Si  en  ese  término  no  hubiesen  cumplido 
íntegramente  su  mandato,  será  declarada  disuelta, 
por  el  Poder  Ejecutivo,  convocándose  otra  conven- 
ción AD  HOC,  para  que  termine  la  sanción  de 
las  leyes  constitucionales  que  la  anterior  conven- 
ción  no  hubiese  dictado. 

Esta  manera  de  completar  la  obra  de  la  Con- 
vención constituyente  podría  decirse  que  es  nueva. 
La  Asamblea  Legislativa  francesa,  en  su  calidad  de 
cuerpo  constituyente,  dicta  las  leyes  constitucionales; 
pero  ese  es  un  parlamento  permanente,  con  funcio- 
nes legislativas  ordinarias. 

La  Convención  que  yo  proyecto  en  los  artículos 
transcritos,  es  una  Convención  cui  hoc\  sin  más  mi- 
sión que  la  de  dictar  las  leyes  que  la  Constitución 
ordena  y  que  la  Legislatura  no  haya  dictado  dentro 
de  los  dos  años,  después  de  la  promulgación  del 
nuevo  código  político. 
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Algunas  de  esas  leyes  son  indispensables  para  el 
funcionamiento  del  gobierno  y  de  las  instituciones 
en  la  forma  que  se  organizan  por  esta  reforma,  y 
sería  una  incongruencia  inexplicable  hacer  depender 
aquel  funcionamiento  de  la  Legislatura,  que  no  es 
sino  una  hechura  de  la  Constitución  misma. 
•  Si  el  Poder  Legislativo,  por  la  simple  omisión  en 
el  cumplimiento  de  sus  deberes,  pudiese  impedir  el 
ejercicio  de  un  derecho,  el  goce  de  una  libertad  ó 
el  establecimiento  de  una  institución  creada  por  la 
Constitución,  ésta  habría  sido  deficiente  en  sus  dis- 
posiciones, —  como  lo  fueron  las  anteriores  Consti- 
tuciones, —  pues  que  dejaría  que  sus  prescripciones, 
que  deben  ser  tenidas  por  la  voluntad  del  pueblo, 
queden  buriadas  por  uno  de  los  poderes  delegados 
de  aquél. 

Los  artículos  que  acaban  de  leerse  impedirán  que 
las  leyes  constitucionales  dejen  de  dictarse.  Desde 
que  una  Convención  habrá  sancionado  la  Constitu- 
ción, otra  Convención  completará  la  obra,  si  la  Le- 
gislatura no  se  apresura  á  hacerio. 

En  el  régimen  de  la  Constitución  nacional  y  en  el 
de  muchos  Estados  americanos,  pueden  convocarse 
Convenciones  con  el  objeto  de  hacer  reformas  par- 
ciales. La  Convención  que  yo  propongo  puede  equi- 
pararse á  aquéllas:  —  serán  ad  hoc,  con  objetos  res- 
trictivos y  limitados,  determinados  de  antemano  por 
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la  misma  Constitución,  de  manera  que  los  electores, 
al  designar  los  convencionales,  podrán  elegirlos  en- 
tre los  hombres  más  competentes  en  las  materias  que 
formen  la  base  de  las  leyes  que  esa  Convención  debe 
dictar. 

Disposiciones  transitorias 

El  Último  capítulo,  en  todas  las  Constituciones,  es 
el  que  se  refiere  á  las  Disposiciones  transitorias. 

El  «Plan  de  Reformas  á  la  Constitución  de  Bue- 
nos Aires»,  que  yo  he  preparado,  no  contiene  ese 
capítulo. 

La  razón  es  obvia.  Las  disposiciones  transitorias 
se  refieren  siempre  al  momento  de  tránsito  de  una 
legislación  á  otra.  Son  prescripciones  de  actualidad 
inmediata,  que  afectan  la  situación  en  que  se  opera 
el  cambio  de  Constituciones;  y  que,  como  es  natu- 
ral, tienen  que  basarse,  en  las  circunstancias  presen- 
tes, en  ese  mismo  instante. 

Ignorando  cuándo  se  tomará  en  consideración  este 
proyecto;  en  la  duda  misma  de  que  él  llegue  á  con- 
siderarse algún  día,  no  he  creído  que  debía  proyectar 
disposición  alguna  transitoria. 

En  algunos  pasajes  de  esta  obra  he  establecido 
prescripciones  que  pudieran  tener  ese  carácter;  pero 
lo  he  hecho  por  la  necesidad  de  completar  el  siste- 
ma ó  la  organización  permanente  sobre  que  proyec- 
taba la  legislación. 
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Así,  por  ejemplo,  en  el  capítulo  referente  al  Ri^- 
men  Electoral,  he  prescrito  que  se  empleará  el  siste- 
ma de  la  Ibta  incompleta,  hasta  tanto  se  establezca 
definitivamente  el  que  ha  de  garantizar  la  representa- 
ción de  las  minorías;  en  el  Poder  Judicial,  y  á  pro- 
pósito del  actual  Tribunal  de  Cuentas  y  de  las  leyes 
constitucionales,  he  proyectado  también  disposiciones 
de  carácter  transitorio,  unas  porque  se  refieren  al 
personal  CLctaaly  en  el  momento  en  que  la  Constitu- 
ción se  dicte,  de  aquellas  instituciones;  y  otras,  por- 
que deben  cumplirse  una  sola  vez  y  en  un  caso  de- 
terminado. 

Pero  esas  prescripciones  eran  indispensables  para 
completar  el  plan  de  la  reforma  y  para  que  se  viera 
cuan  impersonal  y  austera  es  la  conducta  de  los  que 
la  proyectan. 
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Mi  tarea  está  concluida.  Cumple  ahora  juzgarla  al 
país,  en  cuyo  obsequio  la  he  realizado;  pudiendo 
decir,  con  conciencia,  al  dejar  la  pluma,  fatigada  de 
tan  larga  labor,  lo  que  Daniel  Webster  decía  al  pre- 
sentar al  presidente  de  los  Estados  Unidos  uno  de 
sus  meditados  estudios:  —  This  is  all  my  núndj  all 
my  heart  and  all  my  knowledge.  —  Esto  es  todo 

LO  QUE  PIENSO,  TODO  LO  QUE  SIENTO  Y  TODO 
LO  QUE  SÉ, 

Abril  12  de  1907. 
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(I) 


REFORMADA  CON  ARREÓLO   AL  PLAN    PROPUESTO  EN   ESTA  OBRA 


Nos,  los  Representantes  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires, 
reunidos  en  Convención  por  su  voluntad  y  elección,  con  el  objeto 
de  constituir  el  mejor  gobierno  de  todos  y  para  todos,  afianzar 
la  justicia,  consolidar  la  pa^  interna,  proveer  á  la  seguridad 
común,  promover  el  bienestar  general  y  asegurar  los  beneficios 
de  la  libertad  para  el  pueblo  y  para  los  demás  hombres  que 
quieran  habitar  su  suelo,  invocando  a  Dios,  fuente  de  toda  ra- 
^ón  y  justicia,  ordenamos,  decretamos  y  establecemos  esta  Cons- 
titución . 

SECCIÓN  PRIMERA 

DISPOSICIONES  GENERALES 

Artículo  i*  (vigente) 

La  Provincia  de  Buenos  Aires,  como  parte  integrante  de  la 
República  Argentina,  constituida  bajo  la  forma  representativa 
republicana  federal,  tiene  el  libre  ejercicio  de  todos  los  poderes 
y  derechos  que  por  la  Constitución  Nacional  no  hayan  sido 
delegados  al  Gobierno  de  la  Nación. 


(i)  ToJas  las  reformas  propuestas  van  impresas  en  tipo  más  grande. 
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Artículo  2®  (vigente) 

Todo  poder  público  emana  del  pueblo;  y  así  éste  puede  al- 
terar ó  reformar  la  presente  Constitución,  siempre  que  el  bien 
común  lo  exija  y  en  la  forma  que  por  ella  se  establece. 

Artículo  3**  (vigente) 

Los  límites  territoriales  de  la  Provincia  son  los  que  por  de- 
recho le  corresponden  con  arreglo  á  lo  que  la  Constitución  Na- 
cional establece,  y  sin  perjuicio  de  las  cesiones  ó  tratados  inter- 
provinciales que  puedan  hacerse,  autorizados  por  la  Legislatura, 
por  ley  sancionada  por  dos  tercios  de  votos  del  número  total 
de  los  miembros  de  cada  Cámara. 

Artículo  4*  (reformado) 

Véase  página  a32. 

La  capital  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires  es  la  ciudad  La 
Piala. 

Las  Cámaras  Legislativas,  el  Poder  Ejecutivo  y  la 
Suprema  Corte  de  Justicia,  funcionarán  permanente 
mente  en  esta  ciudad,  salvo  los  casos  en  que,  por 
causas   extraordinarias,  la  ley  dispusiese   transitoria- 
mente otra  cosa. 

Artículo  5®  (8**  vigente  y  reformado) 

Véase  página  237. 

El  gobierno  de  la  Provincia  coopera  á  sostener  el 
culto  católico,  apostólico,  romano  ( i ). 


(I )    La  reforma  consiste  en  la  supresión  de  las  palabras  finales  del  artículo  8*  ri- 
gente, que  dicen:    «con  arreglo  á  las  prescripciones  de  la  Constitución  Nacional». 
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Artículo  6®  (i  2  vigente) 

Véase  página  244. 

Queda  asegurado  á  todos  los  habitantes  de  la  Provincia  el 
derecho  de  reunión  pacífica  para  tratar  de  asuntos  públicos  ó 
privados,  con  tal  que  no  turben  el  orden  público,  así  como  el 
de  petición  individual  ó  colectiva,  ante  todas  y  cada  una  de  sus 
autoridades,  sea  para  solicitar  gracia  ó  justicia,  instruir  á  sus 
representantes,  ó  para  pedir  la  reparación  de  agravios.  En  nin- 
gún caso,  una  reunión  de  personas  podrá  atribuirse  la  represen- 
tación ni  los  derechos  del  pueblo,  ni  peticionar  en  su  nombre, 
y  los  que  lo  hicieren  cometen  delito  de  sedición. 

Artículo  7*^  (i  8  vigente  y  reformado) 

Véase  página  245. 

Toda  persona  detenida  podrá  pedir,  por  si,  ó  por  medio  de 
otra,  que  se  le  haga  comparecer  ante  el  juez  más  inmediato. 

Todo  juez,  aunque  lo  sea  en  un  tribunal  colegiado,  á  quien 
se  hiciere  esta  petición,  deberá  proceder  en  el  término  de  vein- 
ticuatro horas,  contadas  desde  su  presentación,  con  cargo  autén- 
tico, bajo  multa  de  mil  pesos  nacionales. 

Proveída  la  petición,  el  funcionario  que  retuviese  al  detenido 
ó  dejase  de  cumplir,  dentro  del  término  señalado  por  el  juez, 
el  requerimiento  de  éste,  incurrirá  en  la  multa  de  quinientos 
pesos  nacionales,  sin  perjuicio  de  hacerse  efectivo  el  auto. 

Artículo  8°  (  i  9   nuevo) 

Véase  página  249. 

Toda  persona  procesada  criminalmente,  por  un  de- 
lito leve,  tendrá  derecho  á  ser  excarcelada  ó  eximida 
de  prisión,  bajo  la  fianza  correspondiente;  y  la  que 
fuere  condenada,  por  primera  vez,  en  su  vida,  deberá 
ser  puesta  en  libertad  condicional,  quedando  el  cum- 
plimiento de  la  sentencia  suspendido,  hasta  que  el 
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procesado  cometiese  un  nuevo  delito,  ó  la  pena  se 
prescribiese.  La  ley  determinará  los  casos  y  la  forma 
en  que  estas  disposiciones  se  hagan  efectivas. 

Artículo  9®  (20  vigente) 

No  se  dictarán  leyes  que  importen  sentencia,  que  empeoren 
la  condición  de  los  acusados  por  hechos  anteriores»  priven  de 
derechos  adquiridos  ó  alteren  las  obligaciones  de  los  contratos. 

Artículo  i  o  (3  i  vigente) 

Ninguna  persona  será  encarcelada  por  deudas  en  causa  civil, 
salvo  los  casos  de  fraude  ó  culpa  especificados  por  ley. 

Artículo  i  i  (3  7  vigente) 

Los  poderes  públicos  no  podrán  delegar  las  facultades  qvie 
les  han  sido  conferidas  por  esta  Constitución,  ni  atribuir  al  P^' 
der  Ejecutivo  otras  que  las  que  expresamente  le  están  acordadas 
por  ella. 

Artículo  12  (38  vigente) 

No  podrá  acordarse  remuneración  á  ninguno  de  los  nai^^' 
bros  de  los  poderes  públicos  y  ministros  secretarios,  mi^i^^^^^ 
lo  sean,  por  servicios  hechos  ó  que  se  les  encargaren  en  el  ^J^'' 
cicio  de  sus  funciones,  ó  por  comisiones  especiales  ó  extr^^'* 
dinarias. 

Artículo  i3  (Sg  vigente) 

> 

No  podrá  autorizarse  empréstito  alguno  sobre  el  crédito     «=> 
neral  de  la  Provincia,  ni  emisión  de  fondos  públicos,  sino     P 
ley  sancionada  por  dos  tercios  de  votos  de  los  miembros  f  ^ 
sen  tes  de  cada  Cámara. 
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Artículo  14  (40  vigente) 

Toda  ley  que  sancione  empréstito,  deberá  especificar  los  re- 
cursos especiales  con  que  deba  hacerse  el  servicio  de  la  deuda 
y  su  amortización. 

Artículo  i  5  (4  i  vigente) 

No  podrá  aplicarse  los  recursos  que  se  obtengan  por  emprés- 
tito sino  á  los  objetos  determinados,  que  debe  especificar  la  ley 
que  lo  autorice,  bajo  responsabilidad  de  la  autoridad  que  los 
invierta  ó  destine  á  otros  objetos. 

Artículo  16  (48  reformado) 

Véase  página  277. 

Ningún  impuesto  establecido  ó  aumentado  para  sufragar  la 
construcción  de  obras  especiales,  podrá  ser  aplicado  (suprimido: 
interina  ó)  definitivamente  á  objetos  distintos  de  los  determina- 
dos en  la  ley  de  su  creación,  ni  durará  por  más  tiempo  que 
el  que  se  emplee  en  redimir  la  deuda  que  se  contraiga. 

Artículo  i  7  (44  reformado) 

Véase  página  282. 

Los  empleados  públicos,  á  cuya  elección  ó  nombramiento  no 

provea  esta  Constitución,  serán  nombrados  directamente 
por  el  Poder  Ejecutivo. 

Artículo  18  (45  reformado) 

Véase  página  289. 

No  podrá  acumularse  dos  ó  más  empleos  en   una  misma 

persona,  aun  cuando  el  uno  sea  provincial  y  el  otro 
nacional.  Exceptúanse  de  esta  disposición  los  profe- 
sores y  maestros,  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
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docentes;  no  pudiendo  acumularse  un  empleo  del 
profesorado,  con  otro  de  cualquiera  de  las  ramas  del 
gobierno  de  la  provincia. 

Artículo  i  9  (nuevo) 

Véase  página  297. 

La  Legistura  no  podrá  iniciar  leyes  que  importen 
gastos  ni  aumentos  de  sueldos  en  la  administración 
de  la  Provincia.  Tampoco  podrá  una  sola  Cámara  de 
la  Legislatura  votar  gastos,  ni  aun  cuando  fueran  para 
su  propio  servicio. 

Articulo  20  (nuevo) 

Véase  página  3o5. 

Toda  ley,  fuera  de  la  de  presupuesto,  que  importe 
un  gasto  ó  una  erogación,  deberá  crear  los  fondos 
especiales  con  que  aquéllos  han  de  ser  atendidos, 
siempre  que  no  hubiese  excedente  en  el  cálculo  de 
recursos  hecho  por  el  Poder  Ejecutivo. 

Artículo    2 1   (nuevo) 

Véase  página  3 08. 

En  todos  los  casos  que  se  produzcan,  en  que  sea 
necesaria  la  acción  de  la  autoridad,  y  no  exista  nin- 
guna disposición  constitucional  autoritativa  ó  prohi- 
bitiva, la  Legislatura  podrá  dictar  las  leyes  necesa- 
rias para  dar  la  autoridad  y  solución,  requeridas  al 
caso  imprevisto. 
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Artículo  22  (nuevo) 

Véase  página  3  i  3 . 

Ningún  servicio,  comisión  ó  empleo,  desempeñado 
en  virtud  de  ley  ó  de  decreto,  será  gratuito.  Los  que 
los  desempeñen  tendrán  derecho  para  exigir  una  in- 
demnización equitativa,  en  proporción  á  los  servicios 
que  hubieren  prestado. 

Artículo  2  3  (nuevo) 

Véase  página  314. 

La  Legislatura  y  el  Poder  Ejecutivo,  aplicarán  é 
interpretarán  esta  Constitución,  al  ejercitar  las  facul- 
tades políticas  que  ella  les  confiere,  sin  que  sus  de- 
cisiones puedan  ser  controvertidas  ante  los  tribunales. 

Artículo  24  (nuevo) 

Véase  página  322. 

Los  tribunales  de  justicia  no  tienen  jurisdicción  pa- 
ra decidir  cuestiones  abstractas  de  derecho,  ni  para 
juzgar  de  la  constitucionalidad  de  una  ley,  decreto, 
ordenanza  ó  reglamento,  sino  cuando  se  trate  de  su 
aplicación  concreta  á  un  caso  contencioso. 

Artículo  2  5  (nuevo) 

Véase  página  327. 

Los  extranjeros  no  naturalizados,  que  se  hallen  ra- 
dicados en  la  Provincia,  paguen  contribuciones  terri- 
toriales por  valor  de  .  pesos,  se  hubiesen  casado  con 
mujer  argentina  y  tuviesen  hijos  nacidos  en  el  país, 
podrán  votar  en  las  elecciones  políticas  de  la  Pro- 
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vincia,  sin  más  requisitos  que  los  de  acreditar  aquellos 
extremos,  é  inscribirse  en  el  registro  respectivo.  En 
la  ley  electoral,  se  reglamentará  este  artículo. 

Artículo  26  (47  vigente) 

Las  declaraciones,  derechos  y  garantías  enumerados  en  esta 
Constitución,  no  serán  interpretados  como  negación  ó  mengua 
de  otros  derechos  y  garantías  no  enumerados  ó  virtualtnente 
retenidos  por  el  pueblo,  que  nacen  del  principio  de  la  soberanía 
popular  y  que  corresponden  al  hombre  en  su  calidad  de  tal. 

Artículo  27   (48  vigente) 

Toda  ley,  decreto  ú  orden  contrarios  á  los  artículos  prece- 
dentes ó  que  impongan  al  ejercicio  de  las  libertades  y  derechos 
reconocidos  en  ellos,  otras  restricciones  que  las  que  los  nnismos 
artículos  permiten,  ó  priven  á  los  ciudadanos  de  las  gar^^"^^^^ 
que  aseguran,  serán  inconstitucionales  y  no  podrán  ser  apli^^^^^ 
por  los  jueces.  Los  individuos  que  sufran  los  efectos  de  toda 
orden  que  viole  ó  menoscabe  estos  derechos,  libertades  y  garan- 
tías, tienen  acción  civil  para  pedir  las  indemnizaciones  pot^^^ 
perjuicios  que  tal  violación  ó  menoscabo  les  cause,  contra  el  ^^' 
pleado  ó  funcionario  que  la  haya  autorizado  ó  ejecutado. 


SECCIÓN  SEGUNDA 

RÉGIMEN  ELECTORAL 

S  1.  El  empadronamiento 


Artículo  2  8  (nuevo) 

Véase  página  $9  ^  ' 

En  la  Provincia  de  Buenos  Aires  tendrán  el  carác- 
ter de  electores,  en  todas  las  elecciones  políticas: 
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1**  Todos  los  ciudadanos  argentinos  que  hayan  cum- 
plido la  edad  designada  por  las  leyes  nacionales 
para  el  servicio  militar. 

2°  Todos  los  extranjeros  á  quienes  permitan  votar 
las  leyes  que  dicte  la  Legislatura. 

Artículo  29  (nuevo) 

Véase  página  388. 

Los  Registros  Electorales  serán  formados  y  lleva- 
dos por  los  oficiales  (jefes)  de  las  oficinas  del  Re- 
gistro del  Estado  Civil  en  cada  distrito  (partido)  y 
deberán  contener: 

P  La  nómina  de  todos  los  ciudadanos  inscriptos 
en  las  listas  del  servicio  militar,  con  arreglo  á 
las  leyes  nacionales  de  la  materia; 

2°  La  nómina  de  todos  los  ciudadanos  que,  no  es- 
tando obligados  á  enrolarse,  ocurran  voluntaria- 
mente á  inscribirse  á  las  oficinas  del  Registro 
del  Estado  Civil,  justificando  el  carácter  que  in- 
vocan con  su  fe  de  bautismo  ó  inscripción  civil 
correspondiente ; 

3""  Los  extranjeros,  á  quienes  la  ley  autorice  á  vo- 
tar, con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
25  los  que  deberán  hacerse  inscribir  personal- 
mente en  el  Registro  Electoral,  haciendo  constar 
los  extremos  que  establezcan  las  leyes  respec- 
tivas. 
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Artículo  3  o  (nuevo) 

Véase  página  402. 

Los  Registros  Electorales  permanecerán  abiertos 
todo  el  año  para  la  inscripción  de  los  electores  que 
se  encuentren  en  las  condiciones  del  artículo  anterior; 
pero  sólo  tendrán  derecho  á  votar,  en  cada  elección, 
las  personas  que  estuviesen  inscriptas  en  ellos  diez 
días  antes  de  las  elecciones  en  que  deben  votar. 

Articulo  3  i  (nuevo) 

Véase  página  404. 

La  población  total  de  la  Provincia,  segün  el  resul- 
tado de  los  censos  nacionales  y  provinciales  que  se 
practiquen,  será  la  base  de  toda  elección  política,  en 
todas  las  Asambleas  que  deban  formarse  por  elección 
popular. 

^  2.  Del  sistema  electoral 

Artículo  3  2  (nuevo) 

Véase  página  404. 

La  Legislatura  dividirá  el  territorio  de  la  Provincia, 
en  tantos  distritos  cuantos  sean  los  miembros  que 
deban  componer  la  Cámara  de  Diputados,  tratando 
de  darles  la  mayor  igualdad  de  población  posible  y 
formando  los  distritos  con  los  partidos  más  inmedia- 
tos los  unos  de  los  otros.  Las  secciones  electorales, 
para  las  elecciones  de  senadores  y  diputados,  según 
el  sistema  que  se  adopte,  se  formarán  del  número  de 
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distritos  necesarios,  pero  conservándose  siempre  la  re- 
gla en  cuanto  á  su  población  é  inmediación  de  los 
unos  con  los  otros. 

Artículo  3  3  (nuevo) 

Véase  página  408. 

Una  vez  hecha  la  división  á  que  se  refiere  el  ar- 
tículo anterior,  ella  no  podrá  ser  alterada  sino  des- 
pués de  cada  nuevo  censo;  salvo  el  caso  en  que  por 
haberse  cambiado  el  sistema  de  elecciones,  su  altera- 
ción fuera  indispensable. 

Los  nuevos  partidos  que  se  crearen,  antes  de  la 
realización  de  un  nuevo  censo,  serán  anexados  al 
distrito  electoral  más  inmediato. 

Artículo  3¿\.  (nuevo) 

Véase  página  414. 

Cualquiera  que  sea  el  sistema  de  elecciones  que  se 
adopte  definitivamente  por  la  Legislatura,  no  podrá 
dejar  de  dárseles  representación  en  las  asambleas  de- 
liberantes á  las  minorías  de  la  opinión,  debiendo  la 
ley  determinar  su  proporción  y  la  forma  en  que  aqué- 
llas han  de  conseguir  esa  representación. 

Artículo  3  5  (nuevo) 

Véase  página  417. 

En  todas  las  elecciones,  los  electores  votarán  por 
tantos  suplentes  cuantos  sean  los  titulares  por  que 
tengan  derecho  de  votar;  y,  en  caso  de  muerte,  des- 
titución ó  renuncia  de  un  titular  electo,  será  reem- 
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plazado  por  el  suplente  que  figurase  con  mayor  nú- 
mero de  votos  en  la  misma  lista  en  que  figuraba  el 
titular  inutilizado. 

Artículo  36  (57  y  Sq  vigentes  reformados) 

Véase  página  421. 

La  ley  de  elecciones  deberá  ser  uniforme  para  toda  la  pro- 
vincia, pero  los  electores  no  podrán  votar  sino  perso- 
nalmente y  en  el  distrito  en  que  estuviesen  empadro- 
nados. 

^  3.  De  la  Junta  Electoral  Permanente 

Artículo  3 y  (nuevo) 

Véase  página  433. 

Todos  los  actos  preparatorios  de  las  elecciones  ge- 
nerales, parciales  y  municipales,  que  se  practiquen  en 
la  provincia,  estarán  á  cargo  de  una  Junta  Electoral 
Permanente,  que  funcionará  en  la  capital  de  la  Pro- 
vincia y  será  formada  del  presidente  de  la  Suprema 
Corte  de  Justicia,  y  de  los  presidentes  de  la  Cámara 
primera  y  segunda  de  Apelaciones  en  lo  Civil  de  la 
mencionada  capital. 

Artículo  3  8  (nuevo) 

Véase  página  426. 

La  Junta  Electoral,  á  que  se  refiere  el  artículo  an- 
terior, tendrá  á  su  cargo  todo  lo  referente  á  forma- 
ción de  padrones  electorales  y  reclamos  sobre  empa- 
dronamientos;   la   designación    de    escrutadores  por 
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sorteo  entre  los  inscriptos  de  cada  distrito  que  sepan 
leer  correctamente;  los  escrutinios  de  todas  las  elec- 
ciones que  se  practiquen  en  la  provincia,  tanto  polí- 
ticas como  municipales,  y  la  denuncia  ante  la  justicia 
de  las  infracciones  punibles  que  tengan  oportunidad 
de  conocer  en  el  desempeño  de  su  cometido. 

Articulo  3  9  (nuevo) 

Véase  página  428. 

Los  oficiales  del  Registro  del  Estado  Civil,  en  todo 
lo  referente  al  Registro  Electoral,  dependerán  direc- 
tamente de  la  Junta  Electoral  Permanente,  creada  por 
esta  Constitución,  en  cuyas  oficinas  deberá  siempre 
existir  una  copia  auténtica  de  todos  los  registros 
electorales  de  la  Provincia.  La  primera  vez^  los  ofi- 
ciales del  Registro  del  Estado  Civil  remitirán  á  esta 
Junta  los  padrones  que  organicen  con  arreglo  á  esta 
Constitución,  á  los  tres  meses  de  instalada  la  oficina 
respectiva. 

Artículo  40  (nuevo) 

Véase  página  429. 

Siempre  que  se  trate  de  los  escrutinios  de  elec- 
ciones de  diputados  y  senadores  á  la  Legislatura,  la 
Junta  Electoral  Permanente  será  integrada  por  los 
presidentes  de  todas  las  Cámaras  de  Apelaciones  que 
existan  en  la  provincia,  siendo  su  traslación  y  per- 
manencia en  la  capital  á  cargo  del  tesoro  público. 
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Artículo  4  i   (nuevo) 

Véase  página  429. 

La  Junta  Electoral  Permanente  deberá  practicar 
los  escrutinios  de  las  elecciones,  dentro  de  los  veinte 
días  posteriores  á  su  celebración,  siendo  su  deber 
juzgar  y  decidir  sobre  la  validez  del  acto  electoral. 

Ese  fallo,  con  todos  sus  antecedentes,  será  elevado 
á  la  corporación  para  cuya  integración  se  hubiesen 
practicado  las  elecciones,  á  los  efectos  de  los  juicios 
definitivos  que  corresponden  á  aquélla  con  arreglo  á 
esta  Constitución. 

Artículo  42  (nuevo) 

Véase  página  441. 

Cuando  alguno  de  los  miembros  de  la  Junta  Elec- 
toral Permanente  tenga  impedimento  para  concurrir 
á  las  reuniones  en  que  deban  hacerse  escrutinios,  de- 
berá ponerlo  en  conocimiento  de  su  reemplazante 
legal,  quien  deberá  reemplazarle  provisoriamente.  Toda 
ausencia  injustificada,  en  estos  casos,  será  penada 
con  quinientos  pesos  de  multa.  La  justificación  de- 
berá hacerse  ante  la  asamblea  á  la  que  corresponda 
el  juicio  definitivo  del  escrutinio. 

Artículo  48  (nuevo) 

Véase  página  442» 

Cuando  lleguen  los  plazos  en  que  deban  reunirse 
los  cuerpos  deliberantes,  sin  que  la  Junta  Electoral 
Permanente  haya  hecho  el  escrutinio  correspondiente, 
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el  cuerpo  á  que  pertenezcan  los  funcionarios,  que 
han  debido  elegirse,  se  avocará  directamente  el  asunto, 
practicando  el  escrutinio  y  juzgando  definitivamente 
de  la  elección.  En  este  caso  se  aplicará  la  multa  á 
los  causantes  de  que  el  escrutinio  no  se  haya  prac- 
ticado. 

Artículo  44  (nuevo) 

Véase  página  446. 

Los  miembros  de  la  Junta  Electoral  gozarán  de 
una  compensación  extraordinaria  por  estas  funciones, 
la  que  será  fijada  por  la  ley. 

Artículo  45  (5  5  reformado) 

Véase  página  446. 

Los  cargos  de  miembros  de  las  mesas  receptoras  de  votos 
serán   rentados  y  obligatorios  para  todo  ciudadano.    La  ley 

determinará  la  compensación  que  deban  recibir  por 
su  trabajo,  y  las  penas  en  que  incurrirán  por  su 
omisión. 


I 


I 


Artículo  46  (nuevo) 

Véase  página  448. 

Cualquier  ciudadano  domiciliado  en  la  Provincia, 
puede  denunciar  ó  acusar  ante  la  justicia,  los  delitos 
que  se  cometan  en  violación  de  las  disposiciones 
electorales;  y,  en  esos  juicios,  independientemente  de 
las  penas  que  establezcan  las  leyes,  cuando  se  tratase 
de  empleados,  toda  condena  por  un  delito  electoral, 
traerá  aparejada  la  cesación  en  el  cargo  piíblico  ó 
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empleo  que  desempeñase  el  condenado,  aun  cuando 
fuese  de  elección  popular,  y  la  suspensión  del  ejer- 
cicio de  sus  derechos  políticos  durante  cinco  años. 

Artículo  47  (60  vigente) 

Ningún  ciudadano  inscripto,  que  no  haya  sido  movilizado, 
podrá  ser  citado  ni  retenido  para  el  servicio  militar  ordinario 
desde  quince  días  antes  (por  lo  menos)  de  las  elecciones,  hasta 
ocho  días  después  de  éstas. 

Artículo  48  (6  i  vigente) 

No  podrá  votar  la  tropa  de  línea  ni  ningún  individuo  que 
forme  parte  de  la  policía  de  seguridad. 

Artículo  49  (62  vigente) 

Las  mesas  receptoras  de  votos  tendrán  á  su  cargo  el  orden 
inmediato  del  colegio  electoral,  durante  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones, y  para  conservarlo  ó  restablecerlo  podrán  requerir  el 
auxilio  de  la  fuerza  pública. 

§  4.  Disposiciones  transitorias 

Artículo  5  o  (nuevo) 

Véase  página  45o. 

En  tanto  la  Legislatura  no  reforme  la  ley  electoral 
vigente,  de  acuerdo  con  las  prescripciones  de  esta 
Constitución,  el  Poder  Ejecutivo  convocará  á  todas 
las  elecciones,  modificando  por  decretos  aquella  ley, 
para  aplicar  á  los  padrones,  nombramientos  de  es- 
crutadores y  escrutinios,  las  disposiciones  contenidas 
en  la  sección  Régimen  Electoral. 


PROYECTO   DE   CONSTITUCIÓN  968 


Artículo  5  i  (nuevo) 

Véase  página  45o. 

Mientras  no  se  adopte  definitivamente  el  sistema 
electoral  que  ha  de  practicarse  en  la  provincia,  todas 
las  elecciones  se  harán  por  el  de  la  lista  incompleta, 
á  cuyo  efecto  se  formarán  secciones  electorales  que 
elijan  seis  diputados  y  tres  senadores,  no  teniendo 
cada  elector  el  derecho  de  votar  sino  por  listas  en 
que  figuren  cuatro  candidatos  para  diputados  y  dos 
para  senadores. 

La  Junta  Electoral  Permanente,  hecho  el  escrutinio 
á  simple  pluralidad  de  votos,  proclamará  electos  los 
seis  diputados  y  tres  senadores  que  hubiesen  obtenido 
mayoría  de  sufragios. 


SECCIÓN  TERCERA 

PODER  LEGISLATIVO 

CAPÍTULO  I 
De  la  Legislatura 

Artículo  5  2  (63  reformado) 

Véase  página  457. 

El  Poder  Legislativo  de  la  Provincia  será  ejercido  por  dos 
Cámaras,  una  de  Diputados  y  otra  de  Senadores,  elegidos  (su- 
primido: directamente  por  ciudadanos  argentinos)  con  arreglo 
á  las  prescripciones  de  esta  Constitución  y  las  leyes  de  la  ma- 
teria. 


964  REFORMA  DE  LA   CONSTITUCIÓN 


Artículo  5  3  (64  y  70  reformados) 

Véase  página  468. 

La  Cámara  de  Diputados  será  compuesta  de  ■■  y  la  de  Se- 
nadores de...  miembros,  debiendo  la  Legislatura  deter- 
minar, después  de  cada  censo  nacional  ó  provincial, 
la  distribución  de  la  población  total  de  la  Provincia, 
de  manera  que  cada  diputado  y  cada  senador  repre- 
senten, respectivamente,  un  número  igual  de  habi- 
tantes. 

Artículo  64  (65  y  73  reformados) 

Véase  página  470. 

El  cargo  de  diputado  durará  dos  años  y  el  de  senador  cuatro, 

debiendo  la  Cámara  de  Diputados  renovarse  por  mi- 
tad cada  año  y  la  de  Senadores  cada  dos  años. 

Artículo  5  5  (66  y  71  reformados) 

Véase  página  471. 

Para  ser  diputado  ó  senador  se  requiere  dudada- 
nía  natural  en  ejercicio  ó  legal  después  de  dos  años 
de  obtenida;  veintidós  años  de  edad  los  diputados  y 
treinta  los  senadores,  no  pudiendo  desempeñar  otro 
cargo  alguno  durante  su  mandato. 

Artículo  56   (78  reformado) 

Véase  página  476. 

Las  elecciones  para  diputados  y  senadores  tendrán  lugar  el 

último  domingo  de  Marzo  de  cada  año  y  los  días  sub- 
siguientes que  fueren  necesarios. 
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Artículo  5 7  (79  reformado) 

Véase  página  477. 

Las  Cámaras  abrirán  sus  sesiones  ordinarias  ei  i^  de  Mayo 
de  cada  año  y  las  cerrarán  el  3  i  de  Agosto,  debiendo  sesio- 
nar diariamente. 

Las  sesiones  podrán  prorrogarse  hasta  el  31  de  Octubre, 
previa  una  sanción  de    cada  Cámara  que  así  lo  disponga. 

Artículo  58  (82  reformado) 

Véase  página  487. 

Cada  Cámara  es  juez  de  los  requisitos  personales 
de  sus  miembros,  y  de  los  escrutinios  de  las  eleccio- 
nes de  sus  miembros,  que  practique  la  Junta  Electoral 
Permamente,  limitándose  sus  facultades  á  anular  esos 
escrutinios  y  ordenar  nuevas  elecciones  (i). 

Artículo  5 9  (88  reformado) 

Véase  página  489. 

Cada  Cámara  podrá  hacer  venir  á  su  sala  á  los  ministros  del 
Poder  Ejecutivo,  para  pedirles  los  informes  que  estime  conve- 
niente. 

Esta  facultad  podrá  ejercerla  aun  cuando  se  trate 
de  sesiones  de  prórroga  ó  extraordinarias. 

Artículo  6  o  (90  reformado) 

Véase  página  494. 

Cada  Cámara  formará  su  presupuesto,  acordando  el  nú- 
mero de  empleados  que  necesite,  su  dotación  y  la  forma  en  que 
deben  proveerse. 


(I)  En  este  articulo,  al   transcribirlo  en   la  página  487,  se  han  omitido  algunas 
palabras.  La  reforma  propuesta,  es  como  aparece  en  este  texto. 
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Artículo  6  I  (98  reformado) 

Véase  página  49^. 

Los  senadores  y  diputados  gozarán  de  una  remuneración  de- 
terminada en  la  ley  del  presupuesto;  pero  ella  no  po- 
drá ser  aumentada  ni  disminuida  sino  para  que  se 
aplique  la  modificación  después  que  se  hayan  reno- 
vado íntegramente  las  dos  cámaras. 

Artículo  62  (80  vigente) 

Los  senadores  y  diputados  residirán  en  la  Provincia  mientras 
dure  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

Artículo  63  (81  vigente) 

Las  Cámaras  podrán  ser  convocadas  por  el  Poder  Ejecutivo  á 
sesiones  extraordinarias,  siempre  que  un  asunto  de  interés  pu- 
blico y  urgente  así  lo  exija,  ó  cuando  por  las  mismas  razones  lo 
solicite  una  cuarta  parte  de  los  miembros  de  cada  Cámara,  y  ^^^ 
estos  casos,  sólo  se  ocuparán  del  asunto  ó  asuntos  que  nnotíven 
la  convocatoria. 

Antes  de  entrar  las  cámaras  á  ocuparse  del  asunto  que  mo- 
tiva la  convocatoria,  deberán  declarar  previamente  que  ha  lle- 
gado el  caso  de  urgencia  y  de  interés  público  á  que  se  refiere  la 
primera  parte  de  este  artículo. 

Artículo  64  (83  vigente) 

Para  funcionar,  necesitan  mayoría  absoluta  del  total  d^  ^"^ 
miembros,  pero  en  número  menor  podrán  reunirse  al  solo  efec- 
to de  acordar  las  medidas  que  estimen  conveniente  para  ^^^' 
peler  á  los  inasistentes. 
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Artículo  65  (84  vigente) 

Ninguna  de  las  cámaras  podrá  suspender  sus  sesiones  más 
de  tres  días  sin  acuerdo  de  la  otra. 

Artículo  66  (85  vigente) 

Ningún  miembro  del  poder  legislativo  durante  su  mandato, 
ni  aun  renunciando  su  cargo,  podrá  ser  nombrado  para  desem- 
peñar empleo  alguno  rentado  que  haya  sido  creado,  ó  cuyos 
emolumentos  se  hayan  aumentado  durante  el  período  legal  de 
la  Legislatura  en  que  funciona,  ni  ser  parteen  contrato  alguno 
que  resulte  de  una  ley  sancionada  durante  su  período. 

Artículo  67  (86  vigente) 

Cada  cámara  podrá  nombrar  comisiones  de  su  seno,  para 
examinar  el  estado  del  tesoro  y  para  el  mejor  desempeño  de  las 
atribuciones  que  le  conciernan  y  podrá  pedir  á  los  jefes  de  de- 
partamentos de  la  administración,  y  por  su  conducto  á  sus  su- 
balternos, los  informes  que  crea  convenientes. 

Artículo  68(87  vigente) 

Podrán  también  expresar  la  opinión  de  su  mayoría  por  medio 
de  resoluciones  ó  declaraciones  sin  fuerza  de  ley,  sobre  cualquier 
asunto  político  ó  administrativo  que  afecte  los  intereses  generales 
de  la  Provincia  ó  de  la  Nación. 

Artículo  69  (89  vigente) 

Cada  cámara  se  regirá  por  un  reglamento  especial  y  nombrará 
su  presidente  y  vices,  á  excepción  del  presidente  del  Senado, 
que  lo  será  el  vicegobernador,  pero  no  tendrá  voto  sino  en  caso 
de  empate. 

63 
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Artículo  70  (91  vigente) 

I 
Las  sesiones  de  ambas  cámaras  serán  públicas  y  sólo  podrán 

ser  secretas  por  acuerdo  de  la  mayoría. 

Artículo  71  (92  vigente) 

Los  miembros  de  ambas  cámaras  son  inviolables  por  las  opi- 
niones que  manifiesten  y  votos  que  emitan  en  el  desempeño  de 
su  cargo. 

No  hay  autoridad  alguna  que  pueda  procesarlos  ni  reconve- 
nirlos en  ningún  tiempo  por  tales  causas. 

Artículo  72  (98  vigente) 

Los  senadores  y  diputados  gozarán  de  completa  inmunidad» 
en  su  persona,  desde  el  día  de  su  elección  hasta  el  día  en  que 
cese  su  mandato  y  no  podrán  ser  detenidos  por  ninguna  auto- 
ridad sino  en  caso  de  ser  sorprendidos  infraganti  en  la  ejecución 
de  algún  crimen,  dándose  inmediatamente  cuenta  á  la  cámara 
respectiva,  con  la  información  sumaria  del  hecho,  para  que 
resuelva  lo  que  corresponda  según  el  caso,  sobre  la  inmunidad 
personal . 

Artículo  73  (94  vigente) 

Cuando  se  deduzca  acusación  ante  la  justicia  ordinaria  contra 
cualquier  senador  ó  diputado,  examinado  el  mérito  del  sumario, 
podrá  la  cámara  respectiva,  con  dos  tercios  de  votos,  suspender 
en  sus  funciones  al  acusado,  dejándolo  á  disposición  del  juez 
competente  para  su  juzgamiento. 

Artículo  74  (95  vigente) 

Cada  cámara  podrá  corregir  á  cualquiera  de  sus  miembros, 
por  desorden  de  conducta  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  por 
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dos  tercios  de  votos,  y  en  caso  de  reincidencia  podrá  expulsarlo 
por  el  mismo  número  de  votos. 

Por  inasistencia  notable,  podrá  también  declararlo  cesante  en 
la  misma  forma. 

Artículo  7 5  (96  vigente) 

Cada  cámara  tendrá  jurisdicción  para  corregir  los  actos  que 
atenten  contra  su  autoridad,  dignidad  é  independencia  y  contra 
las  inmunidades  de  sus  miembros.  La  ley  defínirá  los  casos  y 
las  penas  para  la  aplicación  de  este  artículo. 

Artículo  76  (97  vigente) 

Al  aceptar  el  cargo,  los  diputados  y  senadores  jurarán  por 
Dios  y  por  la  Patria  desempeñarlo  fielmente. 


CAPITULO  II 
Del  juicio  político 

Artículo  77  (68  reformado) 

Véase  página  523. 

Es  de  competencia  exclusiva  de  la  Cámara  de  Di- 
putados, acusar  ante  el  Senado  al  Gobernador  de  la  Provincia 
y  sus  Ministros,  al  Vicegobernador,  á  los  miembros  de  la  Su- 
prema Corte  y  á  todos  los  jueces  letrados,  por  delitos  en 

el  desempeño  de  sus  funciones  ó  falta  de  cumplimiento  á  los 
deberes  de  su  cargo. 

Para  usar  de  esta  atribución  deberá  preceder  una  sanción  de 
la  Cámara  por  dos  tercios  de  votos  de  sus  miembros  presentes, 
que  declaren  que  hay  lugar  á  formación  de  causa.  Cualquier 
habitante  de  la  Provincia  tiene  acción  para  denunciar  ante  la 
Cámara  de  Diput^idos  el  delito  ó  falta,  á  efecto  de  que  se  pro- 
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mueva  la  acusación.    La  ley  determinará  el  procedimiento  de 
estos  juicios. 

Artículo  78  (69  vigente) 

Cuando  se  deduzca  acusación  por  delitos  comunes  contra 
los  funcionarios  acusables  por  la  Cámara  de  Diputados,  no  po- 
drá procederse  contra  sus  personas  sin  que  se  solicite  por  el 
tribunal  competente  se  allane  la  inmunidad  del  acusado,  á  cuyo 
efecto  se  remitirán  los  antecedentes  á  aquella  Cámara  y  no  po- 
drá allanarse  dicha  inmunidad  sino   por  dos   tercios  de  votos. 

Artículo  79  (74  vigente) 

Es  atribución  exclusiva  del  Senado,  juzgar  en  juicio  público 
á  los  acusados  por  la  Cámara  de  Diputados,  constituyéndose  al 
efecto  en  tribunal  y  prestando  sus  miembros  juramento  ó  afir- 
mación para  estos  casos. 

Cuando  el  acusado  fuese  el  Gobernador  ó  Vicegobernador 
de  la  Provincia,  deberá  presidir  el  Senado  el  presidente  de  la 
Suprema  Corte  de  Justicia,  pero  no  tendrá  voto. 

Artículo  8o  (75  vigente) 

El  fallo  del  Senado,  en  estos  casos,  no  tendrá  más  efecto  que 
destituir  al  acusado  y  aun  declararlo  incapaz  de  ocupar  ningún 
puesto  de  honor  ó  á  sueldo  de  la  Provincia. 

Ningún  acusado  podrá  ser  declarado  culpable,  sin  una  ma- 
yoría de  dos  tercios  de  votos  de  los  miembros  presentes. 

Deberá  votarse,  en  estos  casos,  nominalmente  y  registrarse 
en  el  diario  de  sesiones  el  voto  de  cada  senador. 

Artículo  81   (76  vigente) 

El  que  fuese  condenado  en  esta  forma,  queda,  sin  embargo, 
sujeto  á  acusación  y  juicio  ante  los  tribunales  ordinarios. 
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CAPÍTULO  III 
Atribuciones  del  Poder  Legislativo 

Artículo  82  (99  reformado) 

Corresponde  al  Poder  Legislativo: 

i**  Establecer  los  impuestos  y  contribuciones  necesarias  para 
los  gastos  de  servicio  público,  debiendo  esias  cargas  ser 
uniformes  en  toda  la  Provincia. 

2®  Fijar  anualmente  el  presupuesto  de  gastos  y  el  cálculo  de 
recursos.  La  ley  de  presupuesto  será  la  base  á  que  debe 
sujetarse  todo  gasto  en  la  administración  general  de  la  Pro- 
vincia. 

3**  Crear  y  supiimir  empleos  para  la  mejor  administración  de 
ia  Provincia,  determinando  sus  atribuciones,  responsabili- 
dades y  dotación. 

4^  Fijar  las  divisiones  territoriales  para  la  mejor  administra- 
ción de  la  Provincia;   no  pudiendo  crear  nuevos 

partidos  sino  sobre  la  base  de  un  centro  urbano 
que  tenga  ...  habitantes  como  minimum  y  una  ex- 
tensión de  territorio  que  tenga  al  menos...  ha- 
bitantes. 

5°  Conceder  indultos  y  acordar  amnisiías  por  delitos  de  se- 
dición en  la  Provincia. 

6^  Autorizar  la  reunión  ó  movilización  de  la  milicia  ó  de 
pane  de  ella  en  los  casos  en  que  la  seguridad  pública  de 
la  Provincia  lo  exija,  sin  perjuicio  de  las  atribuciones  del 
Gobierno  general. 

7®  Conceder  privilegios  por  un  tiempo  limitado  á  los  autores 
ó  inventores,  perfeccionadores  y  primeros  introductores  de 
nuevas  industrias  para  explotarse  sólo  en  la  Provincia,  sin 
perjuicio  de  las  atribuciones  del  Gobierno  general. 
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8**  Dictar  leyes  estableciendo  los  medios  de  hacer  efectivas 
las  responsabilidades  de  todos  los  recaudadores  de  rentas 
y  tesoreros  de  la  Provincia  y  sus  municipios. 

9®  Dictar  leyes  estableciendo  los  medios  de  hacer  efectivas 
las  responsabilidades  civiles  de  los  funcionarios  públicos. 
10.  Aprobar  ó  desechar  los  tratados  que  el  Poder  Ejecutivo 
celebrase  con  otras  provincias. 

I  I  (inciso  I  3  vigente).  Discernir  honores  y  recompensas  pe- 
cuniarias por  una  sola  vez  y  con  dos  tercios  de  votos  de 
los  miembros  del  número  total  de  cada  cámara,  por  servi- 
cios distinguidos  prestados  á  la  Provincia. 

12  (inciso  i5  vigente).  La  Legislatura  dictará  en  el  próximo 
período  una  ley  generdl  de  sueldos,  y  no  podrá  aumentar 
ó  disminuir  la  compensación  de  los  empleos  sino  por  me- 
dio de  la  reforma  de  la  misma. 

I  3  (inciso  I  6  vidente).  Dictará  todas  aquellas  leyes  necesarias 
pafa  el  mejor  desempeño  de  las  anteriores  atribuciones  y 
para  todo  asunto  de  interés  público  y  general  de  la  Provin- 
cia, cuya  naturaleza  y  objeto  no  corresponda  privativa- 
mente á  los  poderes  nacionales. 


CAPÍTULO  IV 
Del  examen  de  las  cuentas  de  inversión  de  la  renta 

Artículo  83  (nuevo) 

Véase  página  5  5  i . 

La  Legislatura  organizará,  á  la  brevedad  posible, 
las  oficinas  encargadas  del  examen  de  las  cuentas  de 
percepción  é  inversión  de  rentas  públicas,  sobre  las 
bases  siguientes: 

1"  Habrá  una  oficina  de  contabilidad,  dependiente 
de  la  Legislatura,  —  compuesta  de  un  presidente 
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que  deberá  tener  las  mismas  condiciones  exigidas 
para  los  camaristas,  y  cuatro  contadores  como 
vocales,  nombrados:  el  primero,  por  el  Senado; 
y,  los  segundos,  por  la  Cámara  de  Diputados, — 
que  tendrá  á  su  cargo  el  examen  anual  de  las 
cuentas  de  la  Administración  general  de  la  Pro- 
vincia. Los  miembros  de  esta  oficina  durarán,  en 
el  desempeño  de  sus  cargos,  mientras  dure  su 
buena  conducta,  pudiendo  ser  destituidos  por  la 
misma  Cámara  que  los  nombró. 

2 '  Las  cuentas  de  percepción  é  inversión  de  las  ren- 
tas generales  de  la  Provincia,  serán  presentadas  á 
esta  oficina,  por  el  Contador  General,  el  T  de 
Mayo  de  cada  año,  debiendo  contener  el  balance 
del  ejercicio  vencido  el  año  económico  anterior. 

3**  Antes  del  l°de  Mayo  del  año  siguiente,  la  ofi- 
cina de  contabilidad  de  la  Legislatura  deberá 
haber  examinado  las  cuentas  del 'año  anterior,  á 
fin  de  poder  presentar,  á  cada  Cámara,  impreso, 
un  informe  detallado,  con  el  dictamen  corres- 
pondiente, aconsejando  su  aprobación  ó  desapro- 
bación. 

4^  Una  copia  auténtica  de  ese  informe  y  dictamen, 
le  será  pasada  al  Fiscal  de  Estado  á  los  efectos 
del  ejercicio  de  las  funciones  que  le  correspon- 
dan, según  su  propia  apreciación  de  los  hechos. 

Inciso  transitorio. — El  personal  actual  del  Tribunal 
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de  Cuentas,  pasará  á  formar  la  oficina  de  conta- 
bilidad de  la  Legislatura,  no  pudiendo  ser  remo- 
vido sino  en  las  condiciones  del  inciso  primero. 

Artículo  84  (nuevo) 

Véase  página  5  52. 

Independientemente  de  la  oficina  precedente,  se  or- 
ganizará, en  la  Contaduría  General,  bajo  la  presiden- 
cia del  Contador,  y  cuatro  contadores  como  voca- 
les, otra  Oficina  Revisora  de  Cuentas,  que  tendrá 
á  su  cargo  el  examen  de  las  cuentas  de  percepción 
y  de  inversión  de  rentas  y  caudales  públicos,  hecha 
por  todos  los  funcionarios,  administradores,  habilita- 
dos ó  personas  que  perciban  ó  administren  dineros 
públicos,  de  cualquier  naturaleza  y  origen,  á  cuyo 
efecto  la  ley  determinará  los  plazos  y  la  forma  en 
que  esas  cuentas  deben  ser  presentadas. 

Artículo  8  5  f  nuevo) 

Véase  página  5  5  2. 

Cuando  la  Oficina  Revisora  de  Cuentas  encuen- 
tre motivos  para  observar  algunas  de  las  presen- 
tadas, podrá  recabar  los  informes  que  juzgue  nece- 
sarios de  las  personas  que  en  ellas  intervinieron;  y 
si,  después  de  pedir  las  explicaciones  que  creyese 
oportunas,  la  mayoría  de  sus  miembros  insistiese  en 
creer  que  se  habían  cometido  irregularidades,  se  re- 
mitirán los  antecedentes,  acompañados  de  un  informe 
motivado,  al  Fiscal  de  Estado,  para  que  proceda 
como  lo  estime  de  su  deber. 
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Artículo  86  (nuevo) 

Véase  página  553. 

Cuando  las  cuentas  presentadas  no  ofreciesen  di- 
ficultades, serán  aprobadas  por  la  Oficina  Revisadora, 
comunicándose  esa  resolución  á  la  autoridad,  funcio- 
nario, administrador  ó  interesado  que  las  hubiese 
presentado. 

Artículo  87  (nuevo) 

Véase  página  5  5  3. 

En  todos  los  casos  en  que  el  Contador  General 
no  pueda  presidir  la  Oficina  de  Revisación,  le  reem- 
plazará, en  esas  funciones,  el  Tesorero  General  de 
la  Provincia. 

Artículo  8  8  (nuevo) 

Véase  página  553. 

Los  contadores  que  sean  empleados  en  la  Conta- 
duría General,  pueden  formar  parte  de  la  Oficina 
de  Revisación  de  Cuentas. 

Artículo  89  (nuevo) 

Véase  página  5  58. 

La  Oficina  de  Revisación  deberá  expedirse,  en  to- 
dos los  casos,  dentro  de  los  seis  meses  posteriores 
á  la  presentación  de  las  cuentas  que  debe  examinar. 
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CAPTlULO  Y 
Educación  del  pueblo 

Artículo  90  (2  i  3  reformado) 

Véase  página  569. 

La  Legislatura  dictará  las  leyes  orgánicas  que  or- 
ganicen la  educación  común,  con  arreglo  á  las  si- 
guientes bases: 

i^  La  educación  común  es  gratuita  y  obligatoria,  debiendo 

la  ley  establecer  las  penas  en  que  incurrirán  los 
infractores. 

2^  Se  establecerán  contribuciones  y  rentas  propias  de  la  edu- 
cación común  que  le  aseguren  en  lodo  tiempo  recursos 
suficientes  para  su  sostén,  difusión  y  mejoramiento, 
que  regirán  mientras  la  Legislatura  no  las  modifique. 
La  contribución  escolar  de  cada  distrito  será  destinada  á 
sufragar  los  gastos  de  la  educación  común  en  el  mismo, 

en  la  forma  que  lo  determine  la  ley  respectiva. 

3°  Habrá,  además,  un  fondo  permanente  de  escuelas,  de- 
positado á  premio  en  el  Banco  de  la  Provincia  ó  en  fon- 
dos públicos  de  la  misma,  el  cual  será  inviolable,  sin 
que  pueda  disponerse  más  que  de  su  renta  para  subvenir 
equitativa  y  concurrentemente  con  los  vecindarios,  á  la 
adquisición  de  terrenos  y  construcción  de  edificios  de 
escuelas. 

4'*  La  dirección  facultativa  de  las  escuelas  comu- 
nes estará  á  cargo  de  un  superintendente  y  un 
Consejo  General  compuesto  de  ocho  miembros, 
nombrados,  el  primero  con  acuerdo  del  Senado; 
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y,  los  últimos,  con  acuerdo  de  la  Cámara  de 
Diputados.  El  primero  durará  cuatro  años  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones;  y,  los  segundos,  dos 
años,  siendo  reelegibles. 

5*"  El  Ministro  de  Instrucción  Pública  es  el  jefe 
nato  de  la  Dirección  de  Escuelas,  y  puede  pre- 
sidir el  consejo  siempre  que  lo  estime  conve- 
niente. 

(f  La  ley  podrá  crear  comisiones  vecinales  para 
la  inspección  de  las  escuelas  comunes  en  los 
distintos  partidos  en  que  se  divide  la  Provincia, 
determinando  la  forma  de  su  nombramiento,  su 
duración  y  sus  funciones. 

Artículo  91  (nuevo) 

Cuando  las  condiciones  de  la  Provincia  lo  acon- 
sejen, la  Legislatura  dictará  las  leyes  orgánicas  y  re- 
glamentarias de  la  enseñanza  secundaria  y  superior. 


CAPÍTULO  VI 
Procedimiento  para  la  sanción  de  las  leyes 

Artículo  92  (100  vigente) 

Toda  ley  puede  tener  principio  en  cualquiera  de  las  Cámaras 
y  se  propondrá  en  forma  de  proyecto  por  cualquiera  de  los 
miembros  de  cada  Cámara  y  también  por  el  Poder  Ejecutivo. 
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Artículo  9 3  (loi  vigente) 

Aprobado  un  proyecto  por  la  Cámara  de  su  origen,  pasará 
para  su  revisión  á  la  otra,  y  si  ésta  también  lo  aprobase,  se  co- 
municará al  Poder  Ejecutivo  para  su  promulgación. 

Artículo  94  (nuevo) 

Véase  página  585. 

Con  excepción  de  las  leyes  para  cuya  sanción  esta 
Constitución  exige  votaciones  especiales,  todas  las 
leyes  deberán  ser  sancionadas  por  mayoría  absoluta 
de  cada  Cámara,  reunida  en  quorum  legal. 

Si  la  Cámara  revisora  de  un  proyecto  de  ley  intro- 
dujese en  él  reformas  ó  modificaciones,  lo  remitirá 
así  modificado  á  la  Cámara  iniciadora.  Si  ésta  acepta 
las  modificaciones,  el  proyecto  quedará  sancionado  y 
se  comunicará  al  Poder  Ejecutivo.  Si  por  el  contra- 
rio, la  Cámara  iniciadora  rechazase  las  modificaciones 
introducidas  en  el  proyecto  por  la  revisora,  así  se  lo 
hará  saber,  invitándola  á  que,  en  la  próxima  sesión, 
nombre  una  comisión  de  cinco  de  sus  miembros  para 
que,  reunida  con  otra  comisión  del  mismo  número,  que 
nombrará  esa  Cámara  en  la  misma  sesión,  procuren 
dar  al  proyecto  una  forma  que  armonice  las  opiniones 
de  ambas  Cámaras.  Si  las  comisiones  no  lograsen 
ponerse  de  acuerdo,  en  el  término  de  quince  días 
( prorrogables  por  resolución  separadamente  adoptada 
por  cada  Cámara),  se  dará  por  desechado  el  proyecto 
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y  no  podrá  volver  á  presentarse  en  las  sesiones  de 
ese  período.  Si  las  comisiones  de  ambas  Cámaras 
despachasen,  de  acuerdo,  un  proyecto  de  ley,  cada 
Cámara  lo  considerará  separadamente,  y  si  ambas 
lo  sancionaran  por  mayoría,  se  comunicará  al  Poder 
Ejecutivo.  Si  ambas  ó  cualquiera  de  las  Cámaras 
desechase  el  proyecto  de  las  comisiones,  el  asunto 
se  tendrá  por  terminado  y  no  podrá  volver  á  tratarse 
en  las  sesiones  de  ese  período. 

Artículo  9  5  (nuevo) 

Véase  página  3  88. 

No  podrá  iniciarse  en  una  Cámara  un  proyecto 
de  ley  sobre  la  misma  materia  ó  con  el  mismo  ob- 
jeto que  sirviese  de  base  á  otro  proyecto  de  ley  ya 
presentado  en  la  otra  Cámara,  y  del  que  se  hubiese 
dado  cuenta  en  sesión,  aun  cuando  su  discusión  no 
hubiese  comenzado.  Si  la  Cámara  en  que  se  pre- 
sentó el  proyecto,  no  se  ocupase  de  él  dos  meses 
después  de  su  presentación,  la  otra  podrá  ocuparse 
del  mismo  asunto  como  Cámara  iniciadora. 

Artículo  96  (io3  reformado) 

Véase  página  592. 

Ningún  proyecto  de  ley  rechazado  toialmenie  por  una  de  las 
Cámñras  podrá  repetirse  en  las  sesiones  de  aquel  año. 

Un  proyecto  sancionado  por  una  de  las  Cámaras  y  no  tra- 
tado por  la  otra  en  ese  año  ó  en  el  siguiente,  se  considerará  re- 
chazado. 

No  podrá  discutirse,  en  particular,  un  proyecto  en  el  mismo 
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día  en  que  se  hubiese  sancionado  en  general,  salvo  el  caso  en 

que,  por  tratarse  de  leyes  urgentes,  así  lo  resuelva 
la  Cámara  por  dos  tercios  de  votos  de  sus  miem- 
bros presentes. 

Artículo  97  (104  reformado) 

Véase  página  596. 

£1  Poder  Ejecutivo  deberá  promulgar  los  proyectos  de  ley 
sancionados,  dentro  de  diez  días  de  haberle  sido  remitidos  por 
la  Legislatura,  pero  podrá  devolverlos  con  observaciones  du- 
rante dicho  plazo,  y  si  una  vez  transcurrido  no  ha  hecho  la 
promulgación,  ni  los  ha  devuelto  con  sus  objeciones,  serán  ley 
de  la  Provincia  y  deberán  promulgarse  y  publicarse  en  el  día 
inmediato  por  el  Poder  Ejecutivo,  ó  en  su  defecto  se  publicarán 
por  el  presidente  de  la  Cámara  que  hubiese  prestado  la  sanción 
definitiva. 

En  cuanto  á  la  ley  de  presupuesto  y  á  las  leyes  de  im- 
puestos, que  fuesen  observadas  por  el  Poder  Ejecutivo,  sólo 
serán  reconsideradas  en  la  parte  objetada,  quedando  en  vigencia 
lo  demás  de  ellas. 

Artículo  98  (io5  vigente) 

Sí  antes  del  vencimiento  de  los  diez  días  hubiese  tenido  lu- 
gar la  clausura  de  las  Cámaras,  el  Poder  Ejecutivo  deberá,  dentro 
de  dicho  término,  remitir  el  proyecto  vetado  á  la  secretaría  de 
la  Cámara  de  su  origen,  sin  cuyo  requisito  no  tendrá  efecto  el 
velo. 

Artículo  99  (106  vigente) 

Devuelto  un  proyecto  por  el  Poder  Ejecutivo,  será  reconside- 
rado primero  en  la  Cámara  de  su  origen,  pasando  luego  á  la 
revisora;  y  si  ambas  insisten  en  su  sanción  por  el  voto  de  los 
dos  tercios  de  sus  miembros  presentes,  el  proyecto  será  ley  y  el 
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Ejecutivo  se  hallará  obligado  á  promulgarlo.  En  caso  contrario, 
no  podrá  repetirse  en  las  sesiones  de  aquel  año. 

Artículo  ioo  (107  vigente) 

Si  un  proyecto  de  ley  observado  volviere  á  ser  sancionado 
en  uno  de  los  dos  períodos  legislativos  subsiguientes,  el  Poder 
Ejecutivo  no  podrá  observarlo  de  nuevo,  estando  obligado  á 
promulgarlo  como  ley. 

Artículo  10  i   (108  vigente) 

En  la  sanción  de  las  leyes  se  usará  la  siguiente  fórmula: 
«  El  Senado  y  Cámara  de  Diputados  de  la  Provincia  de  Buenos 
Aires,  sancionan  con  fuerza  de  ley,  eic» 


CAPÍTULO  VII 

DE  LA  ASAMBLEA  GENERAL 

Artículo  102  (109  vigente) 

Véase  página  697. 

Ambas  Cámaras  sólo  se  reunirán  para  el  desempeño  de  las 
funciones  siguientes: 

i^  Apertura  y  clausura  de  las  sesiones. 

2°  Para  recibir  el  juramento  de  ley  al  Gobernador  y  Vice- 
gobernador de  la  Provincia. 

3^  Para  tomar  en  consideración  las  renuncias  de  los  mismos 
funcionarios. 

4^  Para  verificar  la  elección  de  senadores  al  Congreso  Na- 
cional. 

5°  Para  prestar  ó  negar  los  acuerdos  solicitados 
por  el  Poder  Ejecutivo  para  la  designación  de 
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los  Ministros  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia 
de  la  Provincia. 

6^  Para  considerar  la  renuncia  de  los  senadores  y  diputados 


electos  al  Congreso  Nacional. 


Artículo  io3  (i  10  vigente) 

Todos  los  nombramientos  que  se  difieren  á  la  Asamblea  ge- 
neral, deberán  hacerse  á  mayoría  absoluta  de  los  miembros  pre- 
sentes. 

Artículo  104  (1  i  i   vigente) 

Si  hecho  el  escrutinio  no  resultare  candidato  con  mayoría 
absoluta,  deberá  repetirse  la  votación,  contrayéndose  á  los  dos 
candidatos  que  hubiesen  obtenido  más  votos  en  la  anterior;  y, 
en  caso  de  empate,  decidirá  el  presidente. 

Artículo  io5  (112  vigente) 

Do  las  excusaciones  que  se  presenten  de  nombramientos  he- 
chos por  la  Asamblea,  conocerá  ella  misma,  procediendo  según 
fuese  su  resultado. 

Artículo  106  (1  i3  vigente) 

Las  reuniones  de  la  Asamblea  general  serán  presididas  por  el 
vicegobernador;  en  su  defecto,  por  el  vicepresidente  del  Senado, 
y  á  falta  de  éste  por  el  presidente  de  la  Cámara  de  Diputados. 

Artículo  107  (114  vigente) 

No  podrá  funcionar  la  Asamblea  sin  la  mayoría  absoluta  de 
los  miembros  de  cada  Cámara. 
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SECCIÓN  CUARTA 

PODER    EJECUTIVO 

CAPITULO  I 
De  su  naturaleza  y  duración 

Articulo  i  o8  (i  i  5  vigente) 

El  Poder  Ejecutivo  de  la  Provincia  será  desempeñado  por 
un  ciudadano  con  el  lítulo  de  Gobernador  de  la  Provincia  de 
Buenos  Aires. 

Artículo  109  (i  16  vigente) 

Al  mismo  tiempo,  y  por  el  mismo  período  que  se  elija  go- 
bernador, será  elegido  un  vicegobernador. 

Artículo  110  (117  vigente) 

Para  ser  elegido  gobernador  ó  vicegobernador,  se  requiere: 

1**  Haber  nacido  en  territorio  argentino,  ó  ser  hijo  de  ciuda- 
dano nativo,  sí  hubiese  nacido  en  país  extranjero; 

2**  Tener  treinta  años  de  edad; 

3**  Cinco  años  de  domicilio  en  la  Provincia,  con  ejercicio 
de  ciudadanía  no  interrumpida,  si  no  hubiese  nacido  en 
ella. 

Artículo  iii  (118  vigente) 

El  gobernador  y  el  vicegobernador  durarán  cuatro  años  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones,  y  cesarán  en  ellas  en  el  mismo 
día  en  que  expire  el  período  legal,  sin  que  evento  alguno  pueda 
motivar  su  prorrogación  por  un  día  más,  ni  tampoco  que  se 
les  complete  más  tarde.  64 
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Artículo  112  (119  vigente) 

El  gobernador  y  el  vicegobernador  no  podrán  ser  reelegidos 
en  el  período  siguiente  á  su  elección. 

Tampoco  podrá  el  gobernador  ser  nombrado  vicegoberna- 
dor, ni  el  vicegobernador  podrá  ser  nombrado  gobernador. 

Artículo  i  i  3  ( i  20  vigente) 

Si  ocurriese  muerte,  destitución,  renuncia,  enfermedad,  sus- 
pensión ó  ausencia,  las  funciones  del  gobernador  serán  desem- 
peñadas por  el  vicegobernador  por  todo  él  resto  del  período 
legal,  en  los  tres  primeros  casos,  ó  hasta  que  haya  cesado  la 
inhabilidad  accidental,  en  los  tres  últimos. 

Artículo  114  (121  vigente) 

En  caso  de  muerte,  destitución,  renuncia  ó  inhabilidad  del 
vicegobernador,  las  funciones  del  Poder  Ejecutivo  serán  des- 
empeñadas por  el  vicepresidente  del  Senado,  tan  sólo  mien- 
tras se  proceda  á  nueva  elección  para  completar  el  periodo  le- 
gal, no  pudiendo  esta  elección  recaer  en  dicho  funcionario. 

No  se  procederá  á  nueva  elección  cuando  el  tiempo  que  falte 
para  completar  el  período  gubernativo  no  exceda  de  un  año. 

Artículo  1  i  5  (122  vigente) 

En  los  mismos  casos  en  que  el  vicegobernador  reemplaza 
al  gobernador,  el  vicepresidente  del  Senado  reemplaza  al  vice- 
gobernador. 

Artículo  116  (i23  vigente) 

La  Legislatura  dictará  una  ley  que  determine  el  funcionario 
que  deberá  desempeñar  el  cargo  provisoriamente  para  los  casos 
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en  que  el  gobernador,  vicegobernador  y  vicepresidente  del 
Senado  no  pudiesen  desempeñar  las  funciones  del  Poder  Eje- 
cutivo. 

Artículo  117  (124  vigente) 

El  gobernador  y ;eL  vicegobernador,  en  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones, residirán  en  la  capital  de  la  Provincia  y  no  podrán  au- 
sentarse de  ella  por  más  de  treinta  días  sin  permisa  de  la  Le- 
gislatura; y,  en  ningún  caso,  del  territorio  de  la  Provincia  sin 
este  requisito.       ...  ':       .  ^ 


Artículo  ! j  1 8  (  l  2  5  vigente) 


En  el  receso  de  las  Cámaras,  sólo  podrán  ausentarse  por  un^ 
motivo  urgente  de  interés  público  y  por  el  tiempo  indispensable^ 
dando  cuenta  á  aquéllas  oportunamente. 


Artículo  119  (126  vigente) 

Al  tomar  posesión  del  cargo,  el  gobernador  y  el  vicegobernador, 
prestarán  juramento  ante  el  presidente  de  la  asamblea  legislativa 
en  ios  términos  siguientes: 

«Juro  por  Dios  y  por  la  Patria  y  sobre  estos  santos  evange- 
lios, observar  y  hacer  observar  la  Constitución  de  la  Provincia, 
desempeñando  con  lealtad  y  honradez  el  cargo  del  Gobernador 
(ó  Vicegobernador).  Si  así  tío  lo  hiciere.  Dios  y  la  Patria  me  lo 
demanden . » 

Artículo  120  (127  vigente) 

El  gobernador  y  el  vicegobernador  gozan  del  sueldo  que  la 
ley  determine,  no  pudiendo  ser  alterado  en  el  período  de  sus 
nombramientos.  Durante  éste  no  podrán  ejercer  otro  empleo, 
ni  recibir  otro  emolumento  de  la  Nación  ó  de  la  Provincia. 
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CAPITULO  II 
Elección  de  gobernador 

Artículo  121  (128  vigente) 

La  elección  de  gobernador  y  vicegobernador  se  practicará  del 
modo  siguiente: 

Seis  meses  antes  de  terminar  el  período  gubernativo,  el  Po- 
der Ejecutivo,  dando  treinta  días  de  término,  convocará  para 
esta  elección  al  pueblo  de  la  Provincia. 

La  elección  de  los  electores  de  gobernador  y  vicegobernador 
será  directa  y  de  acuerdo  con  el  principio  establecido  en  el  ar- 
tículo 34,  correspondiendo  á  cada  sección  elegir  tantos  elec- 
tores como  diputados  y  senadores. 

Cada  distrito  electoral  remitirá  dos  actas  de  la  elección  con 
los  registros  y  las  protestas,  si  las  hubiere,  una  al  Presidente  del 
Senado  y  otra  al  Gobernador  de  la  Provincia. 

Treinta  días  después  de  la  elección,  reunidas  por  lo  menos 
las  dos  terceras  partes  de  las  actas  electorales,  tomando  por 
base  la  totalidad  de  distritos,  se  hará  el  escrutinio  de  votos  por 
la  Asamblea  legislativa. 

Esta,  por  el  conducto  del  Poder  Ejecutivo,  hará  saber  su  nom- 
bramiento á  los  que  hubiesen  resultado  electos,  acompañando 
una  acta  autorizada  de  la  sesión. 

Artículo  122  (129  vigente) 

Si  no  hubiese  sido  posible  obtener  las  dos  terceras  partes  de 
las  actas,  por  no  haber  concurrido  á  la  elección  algunos  distri- 
tos, el  presidente  de  la  Asamblea  lo  comunicará  inmediatamente 
al  Poder  Ejecutivo  para  que  éste,  dando  el  tiempo  necesario, 
convoque  nuevamente  á  elección  á  los  distritos  que  no  lo  hu- 
biesen verificado. 
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Artículo  i  23  (i3o  vigente) 

Quince  días  después  de  las  comunicaciones  del  nombramien- 
to á  los  ciudadanos  que  hubiesen  sido  electos,  se  reunirán  éstos 
en  sesión  preparatoria  en  la  sala  de  sesiones  de  la  Asamblea  le- 
gislativa, para  resolver  como  juez  único  sobre  la  validez  de  las 
elecciones  respectivas,  á  cuyo  efecto  el  presidente  de  la  Asam- 
blea legislativa  remitirá  las  actas  originales  con  los  registros  y 
las  protestas  que  se  hubiesen  acompañado. 

La  Asamblea  se  expedirá  dentro  de  diez  días,  contados  desde 
su  primera  reunión,  en  el  examen  de  las  actas. 

Artículo  124  (i3i  vigente) 

Si  del  juicio  pronunciado  en  el  examen  de  las  actas  resultare 
que  no  había  dos  terceras  partes  de  electores  legal  mente  nom- 
brados, se  procederá  según  lo  proscripto  en  el  artículo  122,  de- 
cretándose nuevas  elecciones  donde  hubiesen  sido  anuladas. 

Ari  ículo  12  5  ( I  3  2  vigente) 

Ocho  días  después  de  terminado  definitivamente  el  examen 
de  las  actas,  se  reunirá  la  convención  electoral  en  la  capital  de 
la  Provincia  y  en  el  local  designado,  necesitando  para  funcio- 
nar dos  terceras  parles  de  los  electores  convocados  cuyos  diplo- 
mas hayan  sido  aprobados;  nombrará  de  su  seno  un  presidente 
y  dos  secretarios  y  procederá  cada  elector  á  nombrar  goberna- 
dor y  vicegobernador,  por  cédulas  firmadas,  expresando  en  una 
la  persona  por  quien  vota  para  gobernador  y  en  otra  para  vice- 
gobernador. 

El  presidente  de  la  Asamblea  electoral  nombrará  cuatro  de 
sus  miembros  para  que,  reunidos  á  los  dos  secretarios,  practi- 
quen el  escrutinio,  comunicando  el  resultado  al  presidente, 
quien  anunciará  á  la  Asamblea  el  número  de  votos  que  hayan 
obtenido  tales  candidatos  y  el  nombre  de  los  electores  que  hu- 
biesen votado  por  ellos. 
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Los  que  hayan  obtenido  mayoría  absoluta  de  sufragios,  con 
relación  al  número  de  electores  presentes,  serán  inmediatamente 
proclamados  por  el  presidente  de  la  Convención,  gobernador  y 
vicegobernador  de  la  Provincia. 

Artículo  126  (i  3  3  vigente) 

r 

Si  por  dividirse  la  votación  no  hubiese  mayoría  absoluta  en 
favor  de  un  candidato,  se  repetirá  la  votación  entre  los  que  hu- 
biesen obtenido  la  primera  y  segunda   mayoría. 

En  los  casos  de  empate,  se  repetirá  la  votación,  y  si  resultare 
nuevo  empate  decidirá  el  presidente  de  la  Convención. 

Artículo  127  (i34  vigente) 

La  Convención  terminará  en  una  sola  sesión  el  nombramien- 
to de  gobernador  y  vicegobernador  y  lo  hará  saber  al  gober- 
nador cesante  y  al  presidente  de  la  Asamblea  Legislativa,  acom- 
pañando copia  autorizada  del  acta  de  la  sesión,  á  fin  de  que 
sea  comunicada  á  los  electos. 

Artículo  128  (i35  vigente) 

Los  que  hayan  resultado  electos  para  gobernador  y  vice- 
gobernador, deberán  comunicar  á  la  Convención  electoral  su 
aceptación,  en  los  diez  días  siguientes  á  aquél  en  que  les  fué  co- 
municado su  nombramiento. 

La  Convención  electoral  conocerá  en  las  excusaciones  que 
presenten  los  nombrados  antes  de  tomar  posesión  del  cargo;  y, 
en  caso  de  aceptarlas,  procederá  inmediatamente  á  hacer  una 
nueva  elección. 

Una  vez  en  posesión,  corresponde  á  la  Asamblea  Legislativa 
conocer  de  las  renuncias  del  gobernador  y  vicegobernador. 
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Artículo  129  (i36  vigente) 

Declarado  el  caso  de  proceder  á  nueva  elección,  el  ciudada- 
no en  ejercicio  del  Poder  Ejecutivo  convocará  al  pueblo  de  la 
Provincia  con  arreglo  á  lo  establecido  en  la  Constitución,  para 
la  nueva  elección  del  Colegio  Electoral  que  debe  verificar  el 
nombramiento  de  gobernador  y  vicegobernador  para  todo  el 
resto  del  período  legal. 

Artículo  i  3o  (i  37  vigente) 

Para  ser  elector  se  exigen  los  mismos  requisitos  que  para 
ser  diputado. 

No  podrán  ser  electores  los  diputados  ó  senadores,  tanto  de 
la  Nación  como  de  la  Provincia. 

Artículo  i3i  (i  38  vigente) 

El  elector  que  no  asistiese  sin  causa  justificada,  puesta  opor- 
tunamente en  conocimiento  de  la  Convención,  á  desempeñar  su 
mandato  en  el  día  fijado,  incurrirá  en  la  multa  de  ochocientos 
pesos  nacionales  ó  cuatro  meses  de  prisión. 

El  presidente  de  la  Convención  hará  saber  al  Poder  Ejecutivo, 
quiénes  sean  los  que  se  encuentren  en  este  caso,  á  fin  de  que 
se  haga  efectiva  la  pena. 

Artículo  i  32  (i39  vigente) 

La  Convención  resolverá  sobre  la  renuncia  de  sus  miembros 
por  simple  mayoría.  Podrá  reunirse  en  minoría  para  compeler 
á  los  inasistentes  que  no  se  hubieren  presentado  á  tercera  cita- 
ción y  hasta  declararlos  cesantes,  y  para  que  se  ordene  una 
nueva  elección  si  no  quedaren  íntegras  las  dos  terceras  partes 
requeridas  en  el  artículo  122. 
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Artículo  i  33  (140  vigente) 

Los  electores  gozan  de  las  mismas  inmunidades  que  los 
miembros  de  la  Legislatura,  desde  el  día  de  su  elección  hasta 
el  de  su  cese. 

Artículo  134  (141  vigente  y  reformado) 

Véase  página  6o 5. 

El  Gobernador  es  el  jefe  de  la  Administración  de  la  Provin- 
cia y  tiene  las  siguientes  atribuciones: 

I*  Promulgar  y  hacer  ejecutar  las  leyes  de  la  Provincia  faci- 
litando su  ejecución  por  reglamentos  y  disposiciones  espe- 
ciales que  no  alteren  su  espíritu. 

2*  Concurrir  á  la  formación  de  las  leyes  con  arreglo  á  la 
Constitución,  teniendo  el  derecho  de  iniciarlas  por  pro- 
yectos presentados  á  las  Cámaras  y  de  tomar  parte  en  su 
discusión  por  medio  de  los  ministros. 

3*  El  Gobernador  podrá  indultar  ó  conmutar  las 
penas  por  delitos  sujetos  á  la  jurisdicción  pro- 
vincial, previo  informe  del  tribunal  de  última 
instancia  en  el  caso,  en  el  que  se  hará  constar 
la  naturaleza  y  circunstancia  del  delito  y  la  pena 

que  hubiese  sido  impuesta.  El  Gobernador  no  podrá 
ejercer  esta  atribución  cuando  se  trate  de  delitos  en  que 
el  Senado  conoce  como  juez,  y  de  aquéllos  cometidos  por 
funcionarios  públicos  en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

4*  Ejercerá  los  derechos  de  patronato  como  vice  patrono  hasta 
que  el  Congreso  Nacional,  en  uso  de  la  atribución  décima 
nona  que  le  confíere  la  Constitución  de  la  República, 
dicte  la  ley  de  la  materia. 

5^  A  la  apertura  de  la  Legislatura,  la  informará  del  estado 
general  de  la  administración. 
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6*  Expide  las  órdenes  convenientes  para  las  elecciones  que 
correspondan  de  senadores  y  diputados  en  la  oportunidad 
debida»  y  no  podrá,  por  ningún  motivo,  diferirlas  sin 
acuerdo  de  la  Cámara  respectiva. 
7^  Convoca  á  sesiones  extraordinarias  á  la  Legislatura  ó  á 
cualquiera  de  las  Cámaras  cuando  lo  exija  un  grande  in- 
terés público,  salvo  el  derecho  del  cuerpo  convocado  para 
apreciar  y  decidir  después  de  reunido,  sobre  los  funda- 
mentos de  la  convocatoria. 
8^  Hace  recaudar  las  rentas  de  la  Provincia  y  decreta  su  in- 
versión con  arreglo  á  las  leyes,  debiendo  hacer  publicar 
mensualmente  el  estado  de  la  tesorería. 
9^  Celebra  y  fírma  tratados  parciales  con  otras  provincias 
para  fines  de  la  administración  de  justicia,  de  intereses 
económicos  y  trabajos  de  utilidad  común,  con  aprobación 
de  la  Legislatura  y  dando  conocimiento  al  Congreso  Na- 
cional. 

10.  Es  el  comandante  en  jefe  de  las  fuerzas  militares  de  la 
Provincia  con  excepción  de  aquéllas  que  hayan  sido  mo- 
vilizadas para  objetos  nacionales. 

I  I .  Moviliza  la  milicia  provincial  en  caso  de  conmoción  in- 
terior que  ponga  en  peligro  la  seguridad  de  la  Provincia, 
con  autorización  de  la  Legislatura  y  por  sí  solo  durante  el 
roceso,  dando  cuenta  en  las  próximas  sesiones  sin  per- 
juicio de  hacerlo  inmediatamente  á  la  autoridad  nacional. 

12.  Decreta  también  la  movilización  de  las  milicias,  en  les 
casos  previstos  por  el  inciso  vigésimo  cuarto,  artículo  se- 
senta y  siete  de  la  Constitucional  nacional. 

I  3.  Expide  despachos  á  los  oficiales  que  nombre  para  orga- 
nizar la  milicia  de  la  Provincia  y  para  poner  en  ejercicio 
las  facultades  acordadas  en  los  dos  incisos  que  preceden. 
En  cuanto  á  los  jefes,  expide  también  despachos  hasta  te- 
niente coronel.  Para  dar  el  de  coronel  se  requiere  el  acuer- 
do del  Senado. 

14.  Es  agente  inmediato  y  directo  del  gobierno  nacional  para 
hacer  cumplir  en  la  Provincia  la  Constitución  y  las  leyes 
de  la  Nación. 
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i5.  Da  cuenta  á  las  cámaras  legislativas,  con  arreglo  á  lo  es- 
tablecido en  el  inciso  tercero  del  artículo  82  (99  vigente) 
del  estado  de  la  hacienda  y  de  la  inversión  dada  á  los  fon- 
dos votados  en  el  año  precedente,  remitiendo,  en  el  mes 
de  Mayo,  los  presupuestos  de  la  administración  y  las  le- 
yes de  recursos. 

16.  No  podrá  acordar  goce  de  sueldo  ó  pensión  sino  por  al- 
guno de  los  títulos  que  las  leyes  expresamente  deter- 
minan. 

Artículo  i35  (142  vigente  y  reformado) 

No  puede  expedir  órdenes  y  decretos,  sin  la  firma  del  minis- 
tro respectivo. 

Podrá,  no  obstante,  expedirlos  en  caso  de  accfalía  de  minis- 
tros y  mientras  se  provea  á  su  nombramiento,  autorizando  á  los 

Subsecretarios  de  los  ministerios  por  un  decreto  especial. 
Los  Subsecretarios,  en  estos  casos,  quedan  sujetos  á  las  res- 
ponsabilidades de  los  ministros  (i). 

Artículo  i  36  (nuevo) 

En  todos  los  casos  en  que  el  Gobernador  deba 
hacer  ó  proponer  nombramientos  en  el  Poder  Judi- 
cial ó  en  las  vacantes  de  Fiscal  de  Estado,  deberá 
hacerlos  dentro  de  los  quince  días  después  de  pro- 
ducida la  vacante,  ó  de  recibidas  las  propuestas,  en 
su  caso. 


( I )  He  cambiado  la  designación  de  Oficiales  Mayores,  por  «Subsecretarios»,  porque 
es  esta  última  la  que  corresponde  á  las  funciones  constitucionales  que  se  da  á  aque- 
llos empleados.  Por  otra  parte,  en  todos  los  países  donde  existe  una  disposición  aná- 
loga, se  da  el  nombre  de  Subsecretario  al  que  reemplaza  alSKretario, 
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Artículo  i3j  ( 1 44  reformado) 

Véase  página  649. 

Ei  despacho  de  los  negocios  administrativos,  estará  á  cargo  de 

cuatro  Ministros  Secretarios,  que  se  denominarán  de 
Gobierno,  de  Hacienda,  de  Obras  Públicas  y  de  Ins- 
trucción Pública. 

Una  ley  especial  deslindará  los  ramos  y  las  funciones  ads- 
criptas  al  despacho  de  cada  uno  de  esos  Ministerios. 

Artículo  i  38  (145  vigente) 

Para  ser  nombrado  ministro  se  requieren  las  mismas  condi- 
ciones que  esta  Constitución  determina  para  ser  elegido  diputado. 

Artículo  iSg  (146  vigente) 

Los  ministros  secretarios  despacharán  de  acuerdo  con  el  go- 
bernador y  refrendarán  con  su  firma  las  resoluciones  de  éste, 
sin  cuyo  requisito  no  tendrán  efecto  ni  se  les  dará  cumplimiento. 

Podrán,  no  obstante,  expedirse  por  sí  solos  en  todo  lo  refe- 
rente al  régimen  económico  de  sus  respectivos  departamentos  y 
dictar  resoluciones  de  trámite. 

Artículo  140  (147  vigente) 

Serán  responsables  de  todas  las  órdenes  y  resoluciones  que 
autoricen,  sin  que  puedan  pretender  eximirse  de  responsabilidad 
por  haber  procedido  en  virtud  de  orden  del  gobernador. 

Artículo  141  (148  vigente) 

En  los  treinta  días  posteriores  á  la  apertura  del  período  le- 
gislativo, los  ministros  presentarán  á  la  asamblea  la  memoria 
detallada  del  estado  de  la  administración  correspondiente  á  cada 
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uno  de  los  ministerios,  indicando  en  ella  las  reformas  que  más 
aconsejen  la  experiencia  y  el  estudio. 

Artículo  142  (149  vigente) 

Los  ministros  pueden  concurrir  á  las  sesiones  de  las  Cámaras 
y  tomar  parte  en  las  discusiones,  pero  no  tendrán  voto. 

Artículo  143  (1  5o  vigente) 

Gozarán  por  sus  servicios  de  un  sueldo  establecido  por  la 
ley,  que  no  podrá  ser  aumentado  ni  disminuido  en  favor  ó  en 
perjuicio  de  los  que  se  hallen  en  ejercicio. 


CAPÍTULO  V 
Del  Fiscal  de  Estado 

Akiículo  144  (i5  2  reformado) 

Véase  página  609. 

Habrá  un  Fiscal  de  Estado  que  será  el  representante 
legal  de  la  Provincia  en  todos  los  juicios  en  que 
se  controviertan  intereses  de  la  Provincia  y  en  los 
juicios  contencioso -administrativos  que  se  promue- 
van contra  resoluciones  del  Poder  Ejecutivo.  Dará 
su  dictamen  escrito  siempre  que  se  lo  soliciten  el 
gobernador  ó  cualquiera  de  las  Cámaras  de  la  Le- 
gislatura, debiendo  intervenir  en  todo  asunto  que  in- 
terese al  patrimonio  del  fisco.  La  ley  determinará  la 
forma  en  que  este  funcionario  ha  de  ejercer  sus  fun- 
ciones. 

Para  desempeñar  este  puesto  se  requieren  las  mismas  condí- 
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dones  exigidas  para  los  miembros  de  las  Cámaras  de  Apelación 
y  no  podrá  ser  removido  sino  por  las  mismas  causas  y  en  las 
mismas  condiciones  de  aquéllos.  Su  nombramiento  corresponde 
al  Poder  Ejecutivo  con  acuerdo  del  Senado. 

Artículo  145  (nuevo) 

Véase  página  672. 

El  Contador  y  Subcontador,  el  Tesorero  y  Sub- 
tesorero  serán  nombrados  por  el  Poder  Ejecutivo  de 
una  terna  alternativa  que,  para  cada  nombramiento, 
le  presentará  el  Senado.  Durarán  cuatro  años,  pu- 
diendo  ser  reelectos.  No  podrán  ser  removidos  sin 
el  acuerdo  de  la  misma  Cámara. 

Artículo  146  (i54  reformado) 

Véase  pigina  674. 

El  Contador  y  Subcontador  no  podrán  autorizar  pago  alguno 
que  no  sea  arreglado  á  la  ley  general  de  presupuesto  ó  á  leyes 

especiales,  ó,  en  los  casos  de  juicios  contencioso-admi- 
nistrativos,  cuando  la  Suprema  Corte  de  la  Provin- 
cia ordenase  directamente  un  pago. 

Artículo  147  ( i  5  5  reformado) 

Véase  página  674. 

El  Tesorero  no  podrá  ejecutar  pagos  que  no  hayan  sido  pre- 
viamente autorizados  por  el   Contador.   Antes   de    verificar 

un  pago,  el  Tesorero  podrá  observárselo  al  Conta- 
dor, por  escrito,  si,  en  su  concepto,  no  estuviese  au- 
torizado en  alguna  de  las  formas  á  que  se  refiere  el 
artículo  anterior;  pero  si  el  Contador  insistiese,  veri- 
ficará el  pago,  quedando  exento  de  responsabilidad 
personal. 
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SECCIÓN  QUINTA 

PODER  JÜDÍCiAL 
CAPÍTULO    I 

Organización  del  Poder  Judicial 

Artículo  148  (i56  reformado) 

Véase  página  746. 

El  Poder  Judicial  de  la   Provincia  será  desempeñado: 
a)  Por  una  Suprema  Corte  de  Justicia ; 

b)  Por  Cámaras  de  Apelación  permanentes  Ó  viajeras; 

c)  Por  Jueces  de  primera  Instancia; 

d)  Por  Jueces  de  Paz; 

e)  Por  Tribunales  Militares; 

f )  Por  los  demás  Tribunales  que  se  creen  por  ley. 

Artículo  149  (nuevo) 

Véase  página  746. 

La  Suprema  Corte  de  Justicia  se  compondrá  de 
cinco  Ministros  (que  la  Legislatura  podrá  aumentar 
hasta  nueve,  después  de  diez  años  de  promulgada  esta 
Constitución),  y  de  un  Procurador  General,  nombra- 
dos por  el  Poder  Ejecutivo,  con  acuerdo  de  las  dos 
Cámaras  Legislativas,  reunidas  en  Asamblea  General, 
de  una  terna  de  camaristas  que  le  presentará  la  mis- 
ma Corte,  y  conservarán  sus  puestos  mientras  no  sean 
removidos  por  medio  del  juicio  político  ó  no  lleguen 
á  la  edad  de  setenta  años. 
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El  Poder  Ejecutivo  podrá,  sin  embargo,  prescindir 
de  esa  terna  cuando  propusiese  para  llenar  la  vacante 
á  algün  abogado  que  hubiese  sido  Gobernador  de 
la  Provincia,  ó  Ministro  de  la  Nación  ó  de  la  Pro- 
vincia ó  Fiscal  de  Estado. 

Artículo  i  5o  (189  reformado) 

Véase  página  76 3. 

Para  ser  Juez  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  y  Procurador 
de  ella,  se  requiere: 

Ser  ciudadano  argentino,  en  el  ejercicio  de  la  ciu- 
dadanía; tener  titulo  ó  diploma  que  acredite  suficiencia  en  la 
ciencia  del  derecho,  reconocido  por  autoridad  competente  en  la 
forma  que  determine  la  ley;  treinta  y  cincO  años  de  edad  y 
menos  de  setenta,  y  diez  á  lo  menos  de  ejercicio  en  la  profesión 

de  abogado  ó  en  el  desempeño  de  algún  puesto  letrado  ju- 
dicial. 

Artículo   i  5  i  (nuevo) 

Véase  página  766. 

Los  miembros  de  la  Cámara  de  Apelaciones  serán 
nombrados  por  el  Poder  Ejecutivo,  con  acuerdo  del 
Senado,  de  una  terna  formada  por  Jueces  de  primera 
Instancia  ó  Secretarios  de  la  Suprema  Corte  que  le 
presentará  este  tribunal. 

Cada  Cámara  de  Apelación  se  compondrá,  por  lo 
menos,  de  tres  jueces  y  cuando  más  de  cinco,  de- 
biendo cada  una  tener  un  Fiscal,  que  se  reputará 
miembro  del  Tribunal. 
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Artículo   i  52  (nuevo) 

Véase  página  756. 

Para  ser  nombrado  miembro  de  las  Cámaras  de 
Apelación,  se  requieren  las  mismas  condiciones  que 
para  ministro  de  la  Suprema  Corte,  con  solo  treinta 
años  de  edad  y  seis  en  la  práctica  de  la   profesión. 

Artículo  i  53   (nuevo) 

V¿a<;e  pái$ína  764. 

Los  miembros  de  las  Cámaras  de  Apelación  con- 
servarán sus  empleos  durante  ocho  años,  después  de 
los  cuales  serán  nuevamente  propuestos  al  Senado 
por  el  Poder  Ejecutivo;  y,  si  fuesen  ratificados  en 
sus  puestos,  los  conservarán  hasta  que  cumplan  se- 
tenta años  ó  fuesen  removidos  por  medio  del  juicio 
político. 

Artículo  i  54  (nuevo) 

Véase  página  766. 

Los  Jueces  de  primera  Instancia  serán  nombrados 
por  el  Poder  Ejecutivo,  con  acuerdo  de  la  Cámara 
de  Diputados,  de  una  terna  de  los  representantes  de 
los  ministerios  públicos  en  primera  Instancia,  ó  Se- 
cretarios de  las  Cámaras  de  Apelaciones  que  propon- 
drán estas  mismas  al  Gobernador. 

Para  ser  nombrado,  se  requieren:  ciudadanía  argen- 
tina en  ejercicio,  veinticinco  años  de  edad  y  tres  de 
práctica  en  la  profesión  de  abogado,  ó  en  algún 
puesto  judicial. 
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Artículo  i  55  (nuevo) 

Véase  página  767. 

Después  de  cuatro  años,  y  de  ocho  años  en  el 
desempeño  de  sus  funciones,  el  Poder  Ejecutivo  some- 
terá á  un  nuevo  acuerdo  de  la  Cámara  de  Diputados 
la  continuación  en  sus  puestos  de  los  Jueces  de  pri- 
mera Instancia;  y,  si  el  acuerdo  fuese  prestado  las 
dos  veces,  conservarán  el  cargo  hasta  que  cumplan 
setenta  años  ó  fuesen  removidos  por  medio  del  jui- 
cio político. 

Artículo   i  56  (nuevo) 

Véase  página  770. 

En  todos  los  casos  en  que  las  nuevas  propuestas 
de  miembros  de  las  Cámaras  de  Apelación  y  de  Jue- 
ces fuesen  rechazadas,  y  cuando  se  produzcan  vacan- 
tes, el  Poder  Ejecutivo  procederá  á  nombrar  el  reem- 
plazante dentro  de  los  quince  días  de  producidas 
aquéllas. 

Si  no  lo  hiciese,  la  Corte  Suprema  en  su  caso, 
y  la  Cámara  de  Apelaciones  respectiva,  en  el  suyo, 
remitirán  la  terna  de  candidatos  á  la  Asamblea  Ge- 
neral ó  á  la  Cámara  á  que  corresponda,  la  cual  hará 
el  nombramiento  directamente,  dentro  de  aquella  ter- 
na, por  votación  nominal  y  á  pluralidad  de  votos, 
hasta  obtener  la  mayoría  absoluta. 

Si  la  Suprema  Corte  ó  la  Cámara  respectiva,  no 
elevasen  la  terna  correspondiente  dentro  de  los  quince 
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días  después  de  producida  la  vacante,  el  Poder  Eje- 
cutivo hará  la  propuesta  prescindiendo  de  ese  requi- 
sito. 

Si  la  Asamblea  General  ó  la  Cámara  de  Dipu- 
tados ó  el  Senado,  en  sus  respectivos  casos,  no  se 
reuniesen  ni  prestasen  ó  rechazasen  el  acuerdo  so- 
licitado por  el  Poder  Ejecutivo  dentro  de  los  quince 
días  después  de  la  citación  para  reunirse,  se  consi- 
derará hecho  el  nombramiento  en  la  forma  propuesta 
por  el  Poder  Ejecutivo. 

Artículo  \5y  (nuevo) 

Véase  página  778. 

Los  miembros  de  las  Cámaras  de  Apelaciones  y 
los  Jueces  de  primera  Instancia  que,  después  de  ha- 
ber desempeñado  su  puesto  por  uno  ó  más  períodos 
no  fuesen  confirmados  en  sus  nombramientos  por  la 
Cámara  respectiva,  tendrán  derecho  á  una  pensión 
vitalicia  equivalente  á  tantas  treintavas  partes  del  úl- 
timo sueldo  que  percibían,  cuantos  fuesen  los  años 
que  hubiesen  servido  en  la  magistratura. 

Artículo  i  58  (nuevo) 

Véase  página  780. 

Los  Agentes  Fiscales,  Defensores  de  Menores  y 
demás  funcionarios  judiciales  subalternos,  que  deban 
ser  abogados,  serán  nombrados  por  el  Poder  Ejecu- 
tivo con  el  acuerdo  de  la  Cámara  de  Apelaciones 
del  Departamento  judicial  respectivo  en  que  deban 
desempeñar  sus  funciones. 
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Para  ser  nombrados  para  aquellos  cargos  se  re- 
quiere título  de  abogado,  veintidós  años  de  edad  y 
ciudadanía  argentina  en  ejercicio.  Durarán  en  sus 
funciones  dos  años,  debiendo  ratificarse  aquel  nom- 
bramiento por  la  Cámara  de  Apelaciones  respectiva 
cada  vez  que  ese  tiempo  transcurra,  sin  necesidad  de 
nueva  propuesta  del  Poder  Ejecutivo. 

Artículo  iSg  (191  vigente) 

Véase  página  782. 

Los  jueces  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  prestarán  jura- 
mento ante  su  presidente  de  desempeñar  fielmente  el  cargo.  El 
presidente  lo  prestará  ante  la  Suprema  Corte,  y  los  demás  jue- 
ces ante  quien  determine  el   mismo  tribunal. 

Artículo  160  (192  vigente) 

Véase  página  782. 

Los  jueces  de  la  Suprema  Corte,  Cámaras  de  Apelación  y 
de  primera  Instancia,  no  pueden  ser  suspendidos  en  el  ejercicio 
de  sus  cargos  sino  en  el  caso  de  acusación  y  con  sujeción  á  lo 
que  se  dispone  en  esta  Constitución. 

Artículo  i  6  1    (nuevo) 

Véase  página  782. 

Los  miembros  del  Poder  Judicial  gozarán  de  los 
sueldos  que  les  señale  la  ley  de  presupuesto,  que  no 
podrán  ser  disminuidos  sino  en  los  casos  en  que  lo 
sean  los  del  Gobernador  y  los  miembros  de  la  Le- 
gislatura. 
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Artículo  162  (174  reformado) 

Véase  página  783. 

Los  procedimientos  en  todas  las  causas  civiles 
y  criminales,  serán  públicos,  no  pudiendo  la  ley  es- 
tablecer otras  limitaciones  que  aquéllas  en  que  el  se- 
creto sea  reclamado  por  la  moral  pública  ó  el  honor 
de  los  interesados,  no  procesados. 

Artículo  i  63  (178  vigente  y  reformado) 

Véase  página  787. 

Las  sentencias  que  pronuncien  los  jueces  y  tribunales  letra- 
dos de  cualquier  jurisdicción,  serán  fundadas  en  el  texto 
expreso  de  la  ley;  y,  á  falta  de  éste,  en  los  principios  genera- 
les del  derecho,  según  el  caso. 

Artículo  164  (i5y  inciso  8®  reformado) 

Véase  página  790. 

La  Suprema  Corte  ejerce  la  superintendencia  del 
personal  de  todos  los  tribunales  de  la  Provincia,  con 
facultad  para  imponer  multas,  como  pena  disciplina- 
ria, que  no  podrán  exceder  del  diez  por  ciento  del 
sueldo  del  multado. 

Artículo  i  65  (nuevo) 

Véase  página  792. 

Independientemente  de  la  superintendencia  general 
que  ejerce  la  Suprema  Corte,  cada  Cámara  de  Ape- 
laciones la  ejercerá  sobre  el  personal  subalterno  de 
su  respectivo  departamento  judicial,  con  facultad  para 
solicitar  de  la  Suprema  Corte  las  penas  disciplinarias 
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de  multas  que   creyese    necesario    imponer  para  la 
mejor  administración  de  justicia. 

Artículo  i  66  (nuevo) 

V<^asc  página  792. 

La  jurisdicción  sobre  el  régimen  interno  de  las 
cárceles  de  detenidos  procesados,  la  ejercerán  la  Su- 
prema Corte  en  la  Capital  de  la  Provincia,  y  las 
respectivas  Cámaras  de  Apelaciones  en  los  Departa- 
mentos judiciales,  con  facultad  para  imponer  á  sus 
empleados  penas  disciplinarias,  en  las  mismas  condi- 
ciones que  á  los  empleados  del  Poder  Judicial. 

"Ariícilo  167  (nuevo) 

Vcnse  página  ygb . 

La  Suprema  Corte  será  el  tribunal  encargado  de 
juzgar  y  aplicar  á  los  jueces  y  tribunales  las  penas 
de  multa  que  esta  ley  establece,  y  las  que  ella  les  im- 
ponga como  corrección  disciplinaria,  comunicándolo 
al  efecto  al  Poder  Ejecutivo,  para  que  aquellas  mul- 
tas sean  deducidas  de  los  haberes  más  próximos  que 
los  jueces  multados  deban  percibir.  Esta  acción  podrá 
ejercería  cualquiera  interesado  que  haya  intervenido  en 
el  asunto  en  que  el  magistrado  incurrió  en  la  multa. 

Artíci'lo    168  (nuevo) 

Véase  página  797. 

Las  disposiciones  de  este  capítulo,  referentes  á 
nuevos  acuerdos  para  jueces,  no  serán  aplicables  al 
personal  existente  de  la  Administración  de  Justicia, 
que  continuará  en  sus  condiciones  actuales. 
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Artículo  169  (nuevo) 

Véase  página  798. 

En  cualquiera  época  en  que  la  Legislatura  esta- 
blezca los  jurados  como  tribunales  para  apreciar  la 
prueba  en  materia  civil  ó  criminal,  los  tribunales  le- 
trados deberán  observar  para  sus  fallos  las  disposi- 
ciones establecidas  en  la  Constitución. 


CAPÍTULO  II 
Atribuciones  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia 

Artículo  170  (iSy  reformado) 

Véase  páginas  7  99,  804,  808,  810  y  812. 

La  Suprema  Corte  de  Justicia,  tiene  las  siguientes  atribu- 
ciones : 

i"  Ejerce  la  jurisdicción  originaria  y  de  apelación  para  co- 
nocer y  resolver  en   todas   las  causas  que  versen 

sobre  puntos  regidos  por  la  Constitución  ó  las 

leyes  de  la   Provincia,  y  que  se  controviertan 

por  parte  interesada,  en  juicio  contencioso. 

2*  Conoce  y  resuelve  exclusivamente  en  las  causas  de  com- 
petencia que  se  susciten  entre  los  tribunales  de 

justicia  con  motivo  de  su  jurisdicción  respectiva. 

3*  Decide  las  causas  contencioso-administralivasen  única  ins- 
tancia y  en  juicio  pleno,  previa  delegación  ó  retardación  de 
la  autoridad  administrativa  competente  al  reconocimiento 
de  los  derechos  que  se  gestionan  por  parte  interesada.  La 
ley  determinará  el  plazo  dentro  del  cual  podrá  deducirse 
la  acción  ante  la  Corte  y  los  demás  procedimientos  de 
este  juicio. 
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4*  (artículo  iSg  vigente).  En  las  causas  contencioso-admi- 
nistrativas,  la  Corte  Suprema  tendrá  facultad  de  mandar 
cumplir  directamente  sus  sentencias  por  las  oficinas  ó  em- 
pleados respectivos,  si  la  autoridad  administrativa  no  lo 
hiciese  dentro  de  los  sesenta  días  de  notificada  la  sentencia. 
Los  empleados  á  que  alude  este  inciso  serán  responsables 
por  la  falta  de  cumplimiento  de  las  disposiciones  de  la 
Suprema  Corte. 

5**  La  pena  de  muerte  no  podrá  ser  aplicada  en 
la  Provincia  de  Buenos  Aires,  sino  previa  con- 
firmación de  la  sentencia  definitiva,  por  el  voto 
unánime  de  todos  los  miembros  de  la  Suprema 
Corte  de  Justicia,  á  la  que  deberán  elevarse  los 
autos  en  apelación  ó  en  consulta  en  la  forma 
que  lo  establezcan  las  leyes  de  procedimiento. 

6^  Conoce  y  resuelve  en  grado  de  apelación  de  la  aplicabilidad 
de  la  ley  en  que  los  tribunales  de  justicia,  en  última  ins- 
tancia fundan  su  sentencia,  á  la  cuestión  que  por  ella 
deciden,  con  las  restricciones  que  las  leyes  de  procedi- 
mientos establezcan   á  esta  clase  de   recursos.    En    las 

civiles  y  comerciales,  este  recurso  sólo  será  con- 
cedido en  el  efecto  devolutivo,  cuando  la  parte 
ganadora  del  pleito  diese  fianza  suficiente,  á  juicio 
de  la  Suprema  Corte,  por  las  consecuencias  del 
juicio. 

7*  Conoce  privativamente  de  los  casos  de  reducción  de  penas 
autorizados  por  el  Código  Penal. 

Artículo  171  (i58  vigente) 

La  presidencia  de  la  Suprema  Corte  se  turnará  anualmente 
entre  sus  miembros,  principiando  por  el  de  mayor  edad. 
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Ariíci'lo  172  (160  vigente) 

La  Suprema  Corte  hará  su  reglamento  y  podrá  establecer  las 
medidas  disciplinarías  que  considere  convenientes  á  la  mejor 
administración  de  justicia. 

Artículo  ij3  (161   vigente) 

Debe  pasar  anualmente  á  la  Legislatura  una  memoria  ó  in- 
forme sobre  el  estado  en  que  se  halla  dicha  administración,  á 
cuyo  efecto  puede  pedir  á  los  demás  tribunales  de  la  Provincia 
los  datos  que  crea  convenientes  y  proponer,  en  forma  de  pro- 
yectos, las  reformas  de  procedimiento  y  organización  que  sean 
compatibles  con  lo  estatuido  en  esta  Constitución  y  tiendan  á 
mejorarla. 


CAPÍTULO  III 
Administración  de  la  Justicia  Civil  y  Comercial 

Artíci'lo  174  (nuevo) 

Véase  página  8  i  5. 

Dentro  de  los  dos  años  siguientes  á  la  promulga- 
ción de  esta  Constitución,  la  Legislatura  dividirá  el 
territorio  de  la  Provincia  en  distritos  judiciales,  apro- 
ximadamente de  la  misma  población,  y  sobre  la  base 
de  núcleos  urbanos  que  tengan,  por  lo  menos,  cinco 
mil  habitantes. 

Artícilo  175  (nuevo) 

Véase  página  816. 

En  cada  distrito  judicial  deberá  existir,  por  lo  menos, 
un  juez  de  primera  instancia,  con  la  jurisdicción  co- 
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rrespondiente  á  esta  clase  de  tribunales,  pudiendo  ser, 
á  la  vez,  Juez  del  Crimen,  si  así  lo  estableciesen  las 
leyes  de  la  materia. 

Artículo  176   (nuevo) 

Véase  página  824. 

La  jurisdicción  de  apelación  será  ejercida  por  Cá- 
maras permanentes  ó  viajeras,  que  actuarán  en  de- 
partamentos judiciales,  formados  del  numero  de  dis- 
tritos judiciales  que  la  ley  determine,  teniendo  en 
cuenta  la  población,  la  extensión  territorial  y  las  fa- 
cilidades para  la  viabilidad. 

Artículo   177    (nuevo) 

Véase  página  839. 

Los  Juzgados  de  primera  Instancia  y  las  Cámaras 
de  Apelaciones  tendrán  el  personal  subalterno  que 
establezca  la  ley  orgánica  de  los  tribunales,  de  acuer- 
do con  las  leyes  de  procedimiento. 

CAPITULO  IV 

De  la  Administración  de  la  Justicia  en  lo  Criminal 

y  Correccional 

Artículo   178   (nuevo) 

Véase  página  840. 

En  cada  departamento  judicial  habrá,  por  lo  me- 
nos, tres  Jueces  de  primera  Instancia  en  lo  Criminal 
y  Correccional,  pudiendo  ejercer  estas  jurisdicciones 
los  mismos  jueces  en  lo  Civil  y  Comercial,  si  así  lo 
determinase  la  ley. 
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Artículo  179   (nuevo) 

Véase  página  84  i . 

Los  Jueces  del  Crimen  y  Correccional  serán  los 
encargados  de  instruir  y  formar  los  sumarios  y  tra- 
mitar el  juicio  plenario  hasta  el  estado  de  sentencia, 
pudiendo  apelarse  de  sus  resoluciones  para  ante  la 
Cámara  respectiva  en  los  casos  y  en  los  términos  que 
establezca  la  ley  de  la  materia. 

Artículo  180   (nuevo) 

Véase  página  841 . 

El  fallo  de  las  causas  correccionales  será  pronun- 
ciado por  el  mismo  Juez  de  primera  Instancia  que 
hubiese  intervenido  en  la  causa,  con  apelación  ante 
la  Cámara  respectiva. 

Artículo  1  8  i    (nuevo) 

Véase  página  842. 

El  fallo  en  las  causas  criminales  será  pronunciado 
por  un  tribunal  compuesto  de  tres  Jueces  del  Crimen, 
previa  una  audiencia  pública,  en  la  que  el  Ministerio 
Fiscal  y  los  defensores  podrán  hacer  la  acusación  y 
la  defensa  orales  correspondientes  al  caso. 

Artículo  182    (nuevo) 

Véase  página  846. 

Ese  fallo  será  apelable  ante  la  Cámara  respectiva, 
la  que  no  podrá  dictar  el  fallo  definitivo  sin  convo- 
car á  las  partes  á  una  audiencia  pública  en  la  que 
podrán  hacerse  informes  verbales. 
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Artículo  i  83  (nuevo) 

Véase  página  847. 

El  Código  de  procedimientos  en  lo  Criminal  re- 
glamentará los  artículos  precedentes,  fijando  los  tér- 
minos en  que  los  Jueces  del  Crimen  deben  reunirse 
para  fallar  las  causas  de  su  jurisdicción,  y  estable- 
ciendo los  plazos  para  los  procedimientos,  de  ma- 
nera que  todas  las  causas  criminales  queden  termi- 
nadas dentro  de  los  seis  meses  desde  su  iniciación. 

Artículo  i  84  (nuevo) 

Véase  página  848. 

Si  esos  plazos  se  excediesen,  sin  culpa  del  pro- 
cesado, cada  día  de  detención  que  lo  exceda  se  le 
computará  por  tres  días  de  la  pena  á  que  fuese  con- 
denado; y,  si  fuese  absuelto,  tendrá  derecho  para  ha- 
cerse indemnizar  por  su  prisión  indebida  por  los  ma- 
gistrados judiciales  que  fuesen  responsables  de  ella. 

Artículo  i  85  (nuevo) 

Véase  página  8 5 o. 

Mientras  la  ley  orgánica  de  los  tribunales  y  los 
códigos  de  procedimientos  no  se  reformen  con  arre- 
glo á  las  prescripciones  de  esta  Constitución,  la  jus- 
ticia en  lo  Criminal  y  Correccional  será  administrada 
en  la  forma  existente;  pero  los  detenidos  tendrán  de- 
recho á  la  aplicación  de  lo  que,  á  su  respecto,  se  es- 
tablece en  el  artículo  precedente. 
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CAPÍTULO   V 
De  la  Justicia  de  Paz 

Artículo  i  86  (nuevo) 

Véase  pigina  853. 

La  Legislatura  dictará  la  ley  de  Justicia  de  Paz  con 
arreglo  á  las  siguientes  bases: 

V  Habrá  un  juez  de  paz  titular  y  otro  suplente  en 
cada  centro  urbano  cuya  población  exceda  de 
dos  mil  quinientos  habitantes. 

2*  El  territorio  rural  de  la  Provincia,  fuera  de  los 
ejidos  de  los  pueblos,  será  dividido  en  distritos 
que  contengan  más  ó  menos  la  misma  población, 
en  los  que  ejercerá  la  justicia  de  menor  cuantía 
un  juez  de  paz,  ó  un  suplente  en  su  caso. 

3^  De  las  sentencias  dictadas  por  los  jueces  de  paz, 
se  apelará  ante  los  jueces  de  primera  instancia 
que  tengan  jurisdicción  en  el  distrito  correspon- 
diente. 

4^  En  ningún  caso  los  jueces  de  paz  podrán  ejer- 
cer la  jurisdicción  correccional  ó  criminal. 

Artículo  187  (187  vigente  y  reformado) 

Véase  página  86o. 

Los  jueces  de  paz  serán  nombrados  por  d  Poder  Ejecu- 
tivo, á  propuesta,  en  terna,  de  la  Cámara  de  Apelaciones 
del  distrito  correspondiente. 


PROVECTO   DE  CONSTITUCIÓN  I  O  I  I 


Artículo  188  (182  vigente) 

Véase  página  86  5. 

La  elección  de  jueces  de  paz  recaerá  en  ciudadanos  mayores 
de  veinticinco  años,  contribuyentes,  con  residencia  de  dos  años 
por  lo  nnenos  en  el  distrito  en  que  deban  desempeñar  sus  fun- 
ciones y  que  sepan  leer  y  escribir. 

Artículo  189  (184  vigente) 

La  ley  determinará  la  forma  y  tiempo  en  que  debe  hacerse 
el  nombramiento  de  jueces  de  paz  y  suplentes  y  la  duración  de 
sus  funciones. 


Artículo   ¡90  (i85  vigente) 

Los  jueces  de  paz  son  funcionarios  exclusivamente  judicia- 
les y  agentes  de  los  tribunales  de  justicia  y  su  competencia  ge- 
neral y  especial  será  determinada  por  la  ley. 

Artículo   191   (186  vigente  y  reformado) 

Los  jueces  de  paz  conocerán  y  resolverán  las  causas  de  su 
competencia  en  procedimiento  verbal  y  actuado. 

Artículo   192  (nuevo) 

La  Legislatura  podrá  crear  tribunales  inferiores  á 
la  Justicia  de  Paz,  con  apelación  ante  ésta,  estable- 
ciéndose en  la  ley  la  forma  del  nombramiento,  las  con- 
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diciones  para  ser  nombrado,  la  jurisdicción  y  los  pro- 
cedimientos ante  esos  tribunales  ( i ) . 


CAPITULO  VI 
Tribunales  Militares 

Artículo  igS  (200  vigente) 

Se  establecerán  Tribunales  Militares  bajo  los  mismos  prin- 
cipios que  los  nacionales,  para  conocer  en  las  causas  que  se  for- 
men por  delitos  ó  faltas  que  cometan : 

i^Los  guardias  nacionales  movilizados  por  la  Nación  antes 
de  haber  sido  entregados  á  ésta. 

2^  Los  guardias  nacionales  empleados  en  servicio  de  la  Pro- 
vincia. 

3**  Las  personas  que  formen  parte  de  las  fuerzas  de  mar  y 
tierra  que  levante  la  Provincia  en  los  casos  establecidos 
por  la  Constitución  Nacional,  antes  de  estar  bajo  la  juris- 
dicción del  gobierno  de  la  Nación. 


(i)  Este  articulo  no  aparece  fundado  en  el  texto  de  la  obra,  no  obstante  ser  una 
disposición  nueva,  que  no  fígura  en  la  actual  Constitución.  Al  entr^arse  á  la  im- 
prenu  los  manuscritos  de  la  sección  correspondiente  á  la  «Justicia  da  Paz»,  un  ol- 
vido del  encargado  de  ordenarlos,  dejó  sin  incluir  las  carillas  que  fundan  esa  dispo- 
sición, y  que  me  veo  obligado  á  presentar  aquí. 

Dicen  asi: 

En  la  organización  de  la  justicia  de  menor  cuantía,  la  Provincia  de  Buenos  Aires 
ha  conservado  la  organización  tradicional  del  derecho  procesal  español,  con  sus  al- 
caldes y  tenientes  alcaldes,  que  son  los  jueces  en  los  casos  de  juicios  en  que  se  dis- 
cuten valores  ínfimos . 

Los  alcaldes  han  figurado  como  sustitutos  de  los  jueces  de  paz,  de  manera  que  su 
creación  en  la  ley  puede  ser  indispensable  también  más  adelante.  Convencido  de  que 
no  deben  existir  jueces  que  no  tengan  un  origen  constitucional,  he  creído  indispen- 
sable incluir  en  mi  plan  de  reformas  este  articulo  que  autoriza  á  la  Legislatura  á 
crear  Tribunales  inferiores  d  la  Justicia  de  Pa^,  sin  designarlos  por  los  nombres  ni  la 
organización  actual,  porque  pienso  que  debe  dejarse  á  la  ley  toda  amplitud  al  respecto. 
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Artículo  194  (201  vigente) 

La  Legislatura  determinará  los  delitos  ó  faltas  de  que  deben 
conocer  estos  tribunales  y  las  penas  que  deben  aplicarse,  suje- 
tándose á  lo  que  determinan  las  leyes  nacionales  y  pudíendo 
únicamente  establecer  lo  que  creyese  conveniente  sobre  los  pun- 
tos no  legislados  por  la  Nación  y  en  tanto  que  ésta  no  lo  hiciere. 


SECCIÓN  SEXTA 

DEL  RÉGIMEN   MUNICIPAL 

Articulo  igS  (nuevo) 

Véase  páginas  889,  894  y  898. 

Constituirán  un  Municipio  en  la  Provincia: 

V  Los  pueblos  ó  ciudades  que  actualmente  son 
la  cabeza  de  Partido  donde  residen  sus  auto- 
ridades, cualquiera  que  sea  su  población,  y 
teniendo  por  límites  territoriales  y  jurisdic- 
cionales los  que  señalan  las  leyes  que  deter- 
minan sus  ejidos  respectivos. 

2"  Los  Partidos  actuales,  que  tengan  una  exten- 
sión territorial  que  no  exceda  de  250  kiló- 
metros cuadrados,  con  una  población  no  me- 
nor de  ocho  mil  habitantes. 

3"*  Todo  centro  poblado  cuya  población  urbana 
sea  de  ...  habitantes,  residentes  en  una  zona 
no  mayor  de  ...  hectáreas. 
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Artículo  196  (nuevo) 

Véase  página  904. 

Los  centros  de  población  aglomerada  en ....  hectá- 
reas, que  tengan  más  de  mil  quinientos  habitantes  y 
no  lleguen  á  ...  serán  considerados  comunas. 

Artículo   197   (nuevo) 

Véase  página  90 S. 

La  porción  rural  de  los  Partidos  de  la  Provincia, 
que  no  se  encuentran  comprendidos  en  el  inciso  se- 
gundo del  artículo  195,  será  administrada  por  las  au- 
toridades generales  de  la  Provincia,  en  la  forma  que 
lo  establezca  la  ley  y  bajo  la  dependencia  del  Poder 
Ejecutivo. 

Artículo  198  (nuevo) 

Véase  página  907. 

En  ningún  caso  la  ley  podrá  quitar  á  los  munici- 
pios existentes,  ó  á  los  que  se  formen  de  acuerdo 
con  las  disposiciones  de  esta  Constitución,  el  go- 
bierno propio  que  hayan  tenido,  debiendo  sólo  de- 
terminar las  reglas  para  que  esos  municipios  se  or- 
ganicen de  acuerdo  con  las  nuevas  leyes. 

Artícilo  199  (202  vigente  y  reformado) 

Vca.se  página  909. 

En  cada  municipio,  la  administración  y  los  intereses  lo- 
cales, estarán  á  cargo  de  una  Municipalidad,  cuyos  miembros 
durarán  dos  años,  renovables  por  mitad,  elegidos  en  COITli- 

cios  públicos  por  los  mismos  electores  de  diputados 
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y  senadores,  y  los  extranjeros  que  sepan  leer  y  es- 
cribir, paguen  impuestos  por  valor  de  cien  pesos 
moneda  nacional  y  se  inscriban  en  el  registro  res- 
pectivo. 

Artículo  200  (nuevo) 

Véase  página  909. 

La  ley  determinará  el  número  de  miembros  de  las 
Municipalidades  con  arreglo  á  la  población  de  los 
municipios,  pero  aquél  nunca  podrá  ser  menor  de 
nueve  ni  mayor  de  quince. 

Artículo  201   (nuevo) 

Las  comunas  á  que  se  refiere  el  artículo  196,  serán 
administradas  por  comisiones  vecinales  compuestas  de 
cinco  á  siete  miembros,  según  su  población. 

Artículo  202  (2 o 3  vigente  reformado) 

Véase  página  911. 

Cada  Municipalidad  se  compondrá  de  un  cuerpo  deli- 
berativo, que  se  llamará  Concejo  Municipal  y  de  un 
funcionario  ejecutivo,  que  se  llamará  Intendente  Mu- 
nicipal, quien  deberá  se  elegido  de  entre  los  mismos 
municipales  electos,  reemplazándole  en  el  Concejo  su 
suplente. 

Artículo  2o3  (204  vigente) 

La  Legislatura  deslindará  las  atribuciones  y  responsabilida- 
des de  cada  departamento,  confiriéndoles  las  facultades  necesa- 
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rías  para  que  ellos  puedan  atender  efícazmente  á  todos    los  in- 
tereses y  servicios  locales,  con  sujeción  á  las   siguientes  bases: 

i'  (inciso  2^  vigente).  La  capital  y  cada  uno  de  los  munici- 
pios de  la  provincia,    formará  un   distrito   municipal;  y 

cada  centro  de  población  ó  sección  de  justicia  de  paz  for- 
mará una  sección  electoral  municipah  con  derecho  á 
elegir  el  número  de  municipales  que  proporcional  mente 
le  corresponda  con  arreglo  á  su  población. 

2^  (inciso  4^  vigente).  Serán  elegibles  todos  los  ciudadanos 
mayores  de  veinticinco  años  que  sepan  leer  y  escribir, 
vecinos  del  distrito,  con  un  año  de  domicilio  anterior  á  la 
elección  y  que  paguen  impuestos;  y  los  extranjeros,  que 
tengan  además  cinco  años  de  residencia  y  las  condiciones 
para  ser  electores. 

3*  (inciso  5°  vigente).  La  elección  se  verificará  en  la  misma 
forma  que  lo  sean  las  de  diputados  y  senadores. 

4*  (inciso  6°  vigente).  Las  funciones  municipales  serán  car- 
ga pública,  de  la  que  nadie  podrá  excusarse  sino  por  ex- 
cepción fundada  en  la  ley  de  la  materia. 

5^  (inciso  7°  vigente).  Para  ser  Intendente  se  requiere  ciuda- 
danía en  ejercicio;  y  en  ningún  caso  podrá  constituirse  el 
concejo  municipal  con  más  de  una  tercera  parte  de  ex- 
tranjeros. 

Artíci-lo  204  (2 o 5  vigente  reformado) 

Son  atribuciones  al  régimen  municipal,  y  se  ejercerán  COn 

arreglo  á  lo  que  á  su  respecto  determine  la    ley,  las 

siguientes: 

r^  Aprobar  ó  rechazar  los  escrutinios  practica- 
dos por  la  Junta  Electoral  Permanente  de  las 
elecciones  de  sus  miembros  y  convocar  á 
nuevas  elecciones  en  los  casos  de  renovación 
ó  vacante. 
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2*  (inciso  3°  reformado).  Nombrar  los  empleados  mu- 
nicipales. 

3*  (inciso  4^  reformado).  Tener  á  su  cargo  el  ornato  y 
salubridad,  los  establecimientos  de  beneficencia  (su- 
primido: que  no  estén  á  cargo  de  sociedades  particu- 
lares)^ asilos  de  inmigrantes  que  sostenga  la  Provincia, 
(suprimido:  las  cárceles  locales  de  detenidos)  y  la  via- 
bilidad urbana. 

4*  (inciso  5°  reformado).  Votar  anualmente  su  presu- 
puesto y  los  recursos  para  costearlo.  Administrar  los 
bienes  raíces  municipales  con  facultad  de  enagenarlos 
(suprimido:  tanto  éstos,  como  los  diversos  ramos  de 
las  rentas  del  año  corriente ^^))f  examinar  y  resolver 

sobre  las  cuentas  del   ano  vencido,  sometiéndolas 

luego  á  la  aprobación  de  quien  corresponda. 

5*  (inciso  6**  vigente).  Dictar  ordenanzas  y  reglamentos 
dentro  de  estas  atribuciones. 

Artículo  2o5  (206  vigente  y  reformado) 

Las  atribuciones  expresadas,    tienen   las  siguientes  limita- 
ciones: 

I*  Dar  publicidad  (suprimido:  por  la  prensa)  á  todos 
sus  actos,  reseñándolos  en  una  memoria  anual,  en  la 
que  se  hará  constar  detalladamente,  la  percepción  é 
inversión  de  sus  rentas. 

2*  La  convocatoria  de  los  electores  para  toda  elección 
municipal,  deberá  hacerse  con  quince  días  de  antici- 
pación, por  lo  menos,   y  publicarse  suficientemente. 


(1)  No  he  dado,  en  el  lexio,  la  razón  de  esui  supresión.  En  mis  convicciones,  des- 
pués de  haber  estudiado  mucho  el  derecho  administrativo,  soy  contrario  á  la  enage- 
nación  de  los  impuestos,  para  que  sean  particulares  los  que  los  perciban.  El  impuesto 
es  el  derecho  del  soberano  sobre  el  gobernado,  y  sólo  él  puede  percibirlo,  jamás  las 
rentas  públicas  pueden  servir  de  base  á  un  negocio. 
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a 


Todo  impuesto  ó  aumento  de  impuesto  necesita  ser 

sancionado  á  mayoría  absoluta  de  votos  por  el  cuerpo 
deliberante,  aumentado  para  ese  acto  con  un  número 
igual  al  que  lo  componga,  de  los  contribuyentes  ma- 
yores en  el  municipio,  computándose  á  este  fin  los 
impuestos  municipales  y  fiscales. 

4*  No  se  podrá  contraer  empréstitos  fuera  de  la  provincia, 
ni  enagenar,  ni  gravar  los  edificios  municipales,  sin 
autorización  previa  de  la  Legislatura.  Los  empréstitos 
se  votarán  con  la  misma  garantía  establecida  para  el 
aumento  de  impuesto. 

5*  Siempre  que  se  haga  uso  del  crédito,  será  para  obras 
señaladas  de  mejoramiento  ó  para  casos  eventuales  y 
se  votará  una  suma  anual  para  el  servicio  de  la  deuda, 
no  pudiendo  aplicarse  los  fondos  á  otro  objeto  que  el 
indicado. 

6*  Las  enagenaciones  sólo  podrán  hacerse  en  remate  pú- 
blico,  anunciado  con  un  mes  de  anticipación. 

7**  Siempre  que  hubiere  de  construirse  una  obra  munici- 
pal,  de  cualquier  género  que  fuere,  en  la  que  hubie- 
ren de  invertirse  fondos  del  común,  la  municipalidad 
nombrará  una  comisión  de  propietarios  electores  del 
distrito,  para  que  la  desempeñe  ó  dirija,  dando  cuen- 
ta y  razón  de  todos  los  gastos  y  empleos  de  fondos 
que  se  consagren  á  ella. 

8^  Las  obras  públicas  cuyo  importe  exceda  de  mil  pesos 
nacionales,  deberán  sacarse  siempre  á  licitación. 

Artículo  206  (nuevo) 

Véase  página  917. 

Las  Municipalidades  no  podrán  gravar  con  impues- 
tos, lo  que  ya  lo  hubiera  sido  por  una  ley  provincial 
para  formar  las  rentas  fiscales  de  la  Provincia.  En  cuan- 
to á  los  objetos  y  materias  imponibles,  la  Legislatura 
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determinará  las  que  no  puedan  ser  motivo  de  impues- 
tos ó  gravámenes  municipales. 

Artículo  207  (207  inciso  i®  vigente) 

Los  cuerpos  municipales  responden  ante  los  tribunales  ordi- 
narios de  sus  omisiones  y  de  sus  transgresiones  á  la  Constitución 
y  á  las  leyes;  la  ley  de  la  materia  señalará  la  sanción  penal  de 
esta  transgresión. 

Artículo  208  (207  inciso  2®  vigente) 

Los  miembros  de  los  cuerpos  municipales  y  demás  funcio- 
narios municipales  responden  personalmente,  no  sólo  de  cual- 
quier acto  definido  y  penado  por  la  ley,  sino  también  de  los 
daños  y  perjuicios  que  provengan  de  la  falta  de  cumplimiento 
á  sus  deberes. 

Artículo  209  (207  inciso  3®  vigente) 

Los  miembros  de  los  cuerpos  municipales  están  sujetos  á  des- 
titución por  mala  conducta  ó  despilfarro  de  los  fondos  munici- 
pales, sin  perjuicio  de  las  responsabilidades  civiles  ó  criminales 

en  que  incurran  por  estas  causas.    La  ley   determinará    la 

forma  en  que  se  hará  efectiva  esa  destitución  y  los 
casos  en  que  ella  proceda. 

Artículo  210  (209  vigente) 

Todos  los  actos  y  contratos  emanados  de  autoridades  muni- 
cipales que  no  estén  constituidas  en  la  forma  que  prescribe  esta 
Constitución,  serán  de  ningún  valor. 
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Artículo  211   (210  reformado) 

Los  conñicios  internos  de  las  municipalidades,  los  de  éstas 
con  otras  municipalidades  ó  autoridades  de  la  Provincia,  serán 

dirimidos  en  la  forma  que  determine  la  ley  de  la  ma- 
teria. 

Artículo  212  (211  vigente) 

En  caso  de  acefalía  de  una  municipalidad,   el   Poder  Ejecu- 
tivo convocará  inmediatamente  á  elecciones    para    constituirla. 


SECCIÓN  SÉPTIMA 

DE   LA    REFORMA   DE   LA  CONSTITUCIÓN 

Artículo  2  i  3  (2  1  5  vigente) 

Esta  Constitución  podrá  ser  reformada  por  medio  de  una 
convención  constituyente  elegida  popularmente. 

Artículo  214  (216  reformado) 

Véase  página  925. 

Podrá  proponerse  la  reforma  en  cualquiera  de  las  dos  Cá- 
maras, sea  por  moción  firmada  por  diez  diputados  ó  por  cinco 
senadores,  sea  por  iniciativa  del  Poder  Ejecutivo;  pero  sólo  serán 
tomadas  en  consideración  cuando  la  mayoría  de  votos  de  cada 
una  de  las  Cámaras  declare  la  necesidad  de  la  enmienda.  Si  no 
se  obtuviese  esta  sanción,  no  podrá  volverse  á  tratar  el  asunto 
hasta  la  siguiente  Legislatura. 

Artículo  2  1  5  (217  vigente) 

Véase  página  929. 

Declarada  la  necesidad  de  la  reforma  de  la  Constitución,  se 
someterá  á  los  electores  para  que  en  la  próxima  elección  de  se- 
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nadores  y  diputados,  voten  en  pro  ó  en  contra  de  la  convoca- 
toria de  una  convención  constituyente;  y,  sí  la  mayoría  votase 
afirmativamente,  la  asamblea  legislativa  convocará  una  conven- 
ción que  se  compondrá  de  tantos  miembros  cuantos  sean  los  que 
compongan  las  cámaras  legislativas,  los  cuales  serán  elegidos  del 
mismo  modo,  por  los  mismos  electores  y  en  los  mismos  distri- 
tos que  los  senadores  y  diputados. 

Esta  convención  se  reunirá  tres  meses  después  de  hecha  la 
convocatoria,  con  el  objeto  de  revisar,  alterar  ó  enmendar  esta 
Constitución  y  lo  que  ella  resuelva  por  mayoría  será  promul- 
gado como  la  expresión  de  la  voluntad  del  pueblo,  necesitando 
para  funcionar  la  mayoría  absoluta  del  total  de  sus  miembros. 

Artículo  216  (nuevo) 

Véase  página  gSo. 

Si  después  de  hecho  el  escrutinio  de  las  eleccio- 
nes de  convencionales,  ó  de  haberse  reunido  la  Con- 
vención, pasasen  dos  años  desde  una  ú  otra  fecha, 
el  Poder  Ejecutivo  declarará  caduca  la  Convención 
elegida  ó  en  sesiones,  y  convocará  al  pueblo  para 
que,  en  los  próximos  comicios  generales,  vote  en  pro 
ó  en  contra  de  la  reforma  de  la  Constitución. 

Artículo  217  (nuevo) 

Si  del  escrutinio  que  practique  la  Junta  Electoral 
Permanente,  resultase  que  la  mayoría  del  pueblo  vota 
nuevamente  por  la  reforma,  se  procederá  como  lo 
establece  el  artículo  215. 

Artículo  2  i  8  (nuevo) 

Todas  las  Convenciones  constituyentes  que  se  reú- 
nan, de  acuerdo  con  las  prescripciones  de  esta  Cons- 
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titución,  estarán   sujetas  á  lo  que  disponen  los  dos 
artículos  anteriores- 

Artículo  2  i  9  (nuevo) 

Véase  página  989. 

Si  pasados  dos  años  después  de  jurada  esta  Cons- 
titución, la  Legislatura  no  hubiese  dictado  todas  las 
leyes  que  por  ella  se  le  encomiendan  como  comple- 
mentarias de  sus  disposiciones,  el  Poder  Ejecutivo 
convocará  al  pueblo  para  que  elija  una  convención 
ad  hoc  con  el  objeto  exclusivo  de  que  sancione  las 
leyes  constitucionales  que  no  hubiesen  sido  sancio- 
nadas. 

Artículo  220  (nuevo) 

La  convención  ad  hoc,  á  que  se  refiere  el  artículo 
precedente,  será  elegida  en  el  mismo  número  y  en  la 
misma  forma  que  el  total  de  los  miembros  de  la  Le- 
gislatura, debiendo  los  convencionales  tener  las  mis- 
mas condiciones  exigidas  para  ser  elegido  diputado. 

Artículo  2  2  i  (nuevo) 

La  convención  ad  hoc  no  podrá  ocuparse  de  asun- 
to alguno  fuera  de  la  sanción  de  las  leyes  que  hu- 
biese dejado  de  dictar  la  Legislatura,  y  ésta  no  po- 
drá entrar  á  ocuparse  de  ellas,  una  vez  que  el  Poder 
Ejecutivo  hubiese  dictado  el  decreto  convocando  la 
convención. 
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Artículo  222  (nuevo) 

Los  miembros  de  la  convención  gozarán  de  las 
mismas  inmunidades,  privilegios  y  compensaciones  que 
los  de  la  Legislatura;  pero  no  podrán  funcionar  por 
más  de  meses  contados  desde  la  fecha  de  la  inau- 
guración de  sus  sesiones.  Si,  en  ese  término,  no  hu- 
biesen cumplido  íntegramente  su  mandato,  será  de- 
clarada disuelta,  por  el  Poder  Ejecutivo,  convocándose 
otra  convención  ad  hoc,  para  que  termine  la  sanción 
de  las  leyes  constitucionales  que  la  anterior  conven- 
ción no  hubiese  dictado. 
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EMPRÉSTITO.  — No  podrá  autorizarse  sin  ley  sancionada  ni  aplicarse  sino 

á  objetos  determinados  (artículos  39,  40  y  41) 294 

ENCARCELACIÓN.  —  Ninguna  persona  será  encarcelada   por  deudas  (ar- 
ticulo 3  i  actual  y  proyccudo) 292 

ENJUICIAMIENTO.  —  Se  conserva  todos  los  artículos  referentes  al  de  los 

altos  funcionarios 5  i  6 

—  del  gobernador,  sus  ministros,  vicegobernador  y  miembros  de  la  Corte, 

es  de  competencia  de  la  Cámara  de  Diputados 523 

ENROLAMIENTO  MILITAR.  —  La  mejor  base  de  los  registros  electorales..      35  2 

—  Opiniones  al  respecto  del   general   Mitre,    Luis  V.  Várela,  Miguel  Cañé, 
Eleodoro  Lobos,  J.  N.  Matienzo,  J.  B.  Ferreyra  y  Manuel  D.  Pizarro      391  á  400 

ERROR  HISTÓRICO.  —  Cometen  los  que  atribuyen  á  la  Convención  fran- 
cesa la  Declaración  de  los  derechos  del  hombre 202 

ERROR  JUDICIAL.  —  En  materia  judicial  es  mucho  más  frecuente  de  lo  que 

el  público  sabe;  ejemplo:  el  niño  Pedro  Luro  fusilado  siendo  inocente    ...      85  2 

ESCRUTINIO.  —  Un  caso  en  que  la  Junta  no  se  creyó  facultada  para  hacerlo.      443 

ESCRUTINIO  DE  LISTA.  — El  peor  de  los  sistemas   356 

ESCRUTINIOS.  —  Su  verificación  está  condensada  en  artículos  nuevos  de 

la  reforma    429 

—  Dado  el  caso  de  que  la  Junta  no  lo  haga,  los  cuerpos  deliberantes  lo  prac- 
ticarán       443 

—  Los  de  carácter  municipal  serán  también  sometidos  á  la  Junta  Electoral 
Permanente 922 

EXAMEN.  —  El  de  las  cuentas  de  inversión  de  las  rentas  se  confía  á  una 

oficina  de  re  visación 549 

EXCARCELACIÓN.  —  Este  derecho  y  aun  el  de  eximicíón  de  prisión,  debe 

conservarse  en  la  futura  Constitución     . 252 

—  Bajo  de  fianza.  Es  una  incidencia  del  derecho  procesal  y  no  puede  esta- 
blecerla la  Constitución   253 

EXTRANJEROS.  —  Un  articulo  nuevo  del  proyecto  ad-mite  á  los  no  natura- 
lizados, al  ejercicio  del  sufragio 327 


FACULTAD  DE  CONMUTAR.  —  Nada  se  encuentra  en  la  Constitución  que 

obste  á  su  reforma 601 

FACULTAD  PARA  LLAMAR  A  LOS  MINISTROS    á  sesiones  ordinarias  y 

extraordinarias.  —  La  establece  y  completa  el  articulo  88  reformado 490 

FALLOS.  —  Resol vicnd<9  que  la  Corte  es  incompetente  para  juzgar  de  la  in- 

constitucionalidad  de  una  ley  323  y  324 
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FISCAL  DE  ESTADO.  —  Tiene  misión  propia  para  velar  por  los  intereses 

del  fisco 558 

—  Es  el  encargado  de  defender  el  patrimonio  del  fisco,  pero  no  el  encargado 

de  vigilar  los  actos  administrativos  del  Poder  Ejecutivo 65; 

—  No  hay  ejemplo  en  el  mundo  en  que  este  funcionario  pueda  promover  de- 
mandas contra  el  representante  de  la  soberanía 658 

—  Un  articulo  correspondiente  hace  indispensable  la  reforma  de  sus  atribu- 
ciones        669 

FUNDAMENTOS.  —  Los  de  las  reformas  en  el  régimen  electoral  están  conte- 
nidos en  el  capitulo  III  respectivo 385 


GARCÍA  REYNOSO  M.  —  En  una  interesante  monografía,  Observaciones  al 

procedimiento  penal,  sostiene  también  la  inconveniencia  del  jurado  popular.      844 

GENERALIDADES.  —  Las  concernientes  A  las  reformas  del  Poder  Judicial.      677 

GLADSTONE.  —  En  su  obra  Our  Cousins  of  America,  presume  al  juez  Li- 

vingstone  en  la  más  compleu  ignorancia  del  mecanismo  político  ingles  ....      618 

—  Define  el  gabinete  inglés  y  lo  compara  con  el  ministerio  americano 619 

GOBIERNO  FEDERAL.  —  Sistema  que  quiso  crear  la  Convención  de  1870 

dentro  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires    563 

GOBIERNO  EN  MINIATURA.  —  La  Dirección  y  Consejo  General  de  Edu- 
cación       572 

GRATUIDAD.  —  En  Inglaterra  y  otros  países  se  paga  á  los  testigos  una  in- 
demnización pecuniaria  y  no  hay  razón  para  que  no  sucediera  lo  mismo 
entre  nosotros 845 

GRENVILLE  JORGE.  —  Presenta  un  proyecto  de  ley  con  el  objeto  de  regla- 
mentar el  juicio  de  las  elecciones  y  evitar  las  falsificaciones  en  el  Parlamento 
inglés 436 

GUARDIANES  CONSTITUCIONALES  de  la  inversión  de  las  renus.  —  El 

fiscal,  el  contador  y  el  tesorero 55o 

H 

«HABEAS  CORPUS».  —  Desde  sus  orígenes  tiene  por  objeto  impedir  que 
una  persona  permanezca  detenida,  sin  causa  que  justifique  su  detención 
(artículo  18  actual  y  reformado)    248,  293 

HARÉ  Y  BORKLY.  —  Idearon  el  cuociente  electoral  como  un  sistema  de  in- 
discutible ventaja '. 186 

HATSELL.  —  Juzgando  los  procederes  de  su  época  en  materia  electoral 434 

HO.MES  BUENOS  del  Derecho  español.  —  No  tenían  atribuciones  políticas.      196 

—  Desde  que  las  cuestiones  obreras  han  comenzado  á  convertirse  en  una  preo- 
cupación social,  la  justicia  del  pobre  ha  atraído  la  atención  de  los  gobernantes.     85  3 

IIOUGH.  — American  ConstitutionSj  es  la  obra  que  contiene  los  datos  citados 
sobre  las  constituciones  americanas 465,  468,625 
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I 

IMPUESTOS  MUNICIPALES.  — ¿Están  obligadas  las  campañas  á  pagarlos, 

siendo  su  aplicación  puramente  urbana?  No  hay  justicia  para  ello 9  i  3 

—  Se  suprime  la  facultad  de  enagenarlos 10  17 

INAMOVILIDAD.  —  Con  ella  se  coloca  la  autoridad  de  los  jueces  arriba  de 

las  sanciones  de  la  Legislatura  y  del  Poder  Ejecutivo 699 

—  Fueron  en  vano  los  esfuerzos  de  JefTerson  para  conseguir  su  reforma  en 

los  Estados  Unidos 699 

INCOMPATIBILIDAD.  — No  nace  de  la  acumulación  de  sueldos;  proviene 
de  la  imposibilidad  de  que  un  solo  hombre  pueda  atender  bien  dos  ó 
más  empleos 292 

INFORMES  VERBALES.  —  En  el  tecnicismo  del  derecho  procesal  se  llama 
asi  las  acusaciones  y  defensas  orales  que  prescribe  el  artículo  3  5  (numera- 
ción provisoria)    ^ 846 

INSCRIPCIÓN  Á  DOMICILIO.  —  No    ha  dado   el    resultado  que  de  ella  se 

esperaba    35o 

INTENDENTE  MUNICIPAL.  — Es  el  funcionario  ejecutivo  de  la  municipa- 
lidad, elegido  entre  los  mismos  municipales 881 

IRIGOYEN  BERNARDO  DE. —  Señala  el  sistema  electoral  como  el  más  esen- 
cial de  la  reforma  4  3  1 

—  Propone  la  reforma  de  la  renovación  gradual  de  las  cámaras  466 

—  Opositor  en  la  Convención  á  la  retribución  de  los  legisladores  (1870-1873)  498 

—  Indica  como  principal  motivo  de  la  futura  reforma  la  intervención  de  las 
municipalidades  en  las  elecciones 870 

IRIGOYEN  IGNACIO  D.  —  Siendo  diputado  nacional  pronunció  en  la  sesión 
del  20  de  Septiembre  de  1905  un  discurso  de  perfecta  aplicación  á  una 
reforma  que  hoy  se  persigue 338 

j 

JAMESON.  —  De  su  obra  On  Constitutional  Conventions ,  se  ha  sacado  el  texto 

que  forma  el  articulo  nuevo  sobre  casos  no  previstos  en  la  Constitución  ..       3 08 

JUEZ   DE  LAS  ELECCIONES.  —  La  Cámara  de  los  Comunes  y  muchas 

constituciones  norteamericanas  se  han  desprendido  de  esa  faculud.      436  y  439 

JUEZ  DE  LOS  ESCRUTINIOS.  —  Según  la  reforma,   lo  será  cada  Cámara 

de  los  practicados  por  la  J unta  Electoral  Permanente  487 

JUEZ  DE  PAZ.  —  Instrumento  político  de  los  poderosos  metropolitanos  y  de 

la  influencia  del  señor  de  la  comarca    170 

—  Habrá  un  titular  y  otro  suplente  en  cada  centro  urbano  de  2 5 00  habi- 
tantes     855 

—  No  podrá  ejercer  jurisdicción  correccional  ni  criminal 856 

—  Se  despoja  de  facultades  actuales,  á  quien  se  ha  armado  indebidamente  con 

la  espada  que  castiga 859 
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JUEGOS.  — La  disposición  constitucional  que  los  prohibe  no  se  cumple  ....      267 

—  No  es  posible  extirparlo  de  un  solo  golpe  267 

JUEGOS  DE  AZAR.  —  Han  funcionado  en  esublecimientos  públicos  autori- 
zados más  ó  menos  oficialmente 265y595 

JUICIO.  —  El  de  las  elecciones.  Se  confía  esta  atribución  á  la  Junta  Elec- 
toral Permanente   485 

JUICIO  POLÍTICO. — Se  conservan  todos  los  artículos  referentes 5 19 

JUNTA  ELECTORAL  PERMANENTE.  — Se  propone  su  creación  como  ins- 
titución permanente 372x421 

—  Deberá  practicar  los  escrutinios  y  decidir  sobre  la  validez  de  las  actas  elec- 
torales        429 

—  Por  las  ideas  que  han  presidido  á  su  formación,  no  podrá  encontrarse  una 
asamblea  más  austera  ni  más  imparcial 837 

—  Practicará  umbién  el  escrutinio  de  las  elecciones  municipales 882 

JURADO  LETRADO.  —  Uno,  en  pequeña  escala,  se  esublece  para  fallos  de 

primera  instancia  en  lo  criminal  y  correccional 843 

JURADOS  DE  IMPRENTA. — Jamás  han  tenido  aplicación  y  no  deben  figurar 

en  la  Constitución  227 

JURADOS  EN  MATERIA  CRIMINAL.  —  Se  indica  su  supresión  de  la  fu- 
tura Constitución 240 

JURADOS  POPULARES.  —  Aunque  suprimidos  en  la  Consiitnción  reforma- 
da, queda  la  facultad  á  la  Legislatura  de  crearlos  cuando  llegue  la  oportu- 
nidad        798 

JURISDICCIÓN  CONTENCIOSO-AD.MINISTRATIVA. — Se  conserva  tal 
como  está  consignada  en  la  Constitución  actual,  proponiéndose  solo  una 
simple  alteración 808 

—  Habiendo  sido  el  autor  quien  la  inició  en  la  Convención  de  1882-1887, 

se  felicita  de  los  resultados  que  ha  dado 808 

JUSTICIA  DE  PAZ.  —  Su  buena  organización  es  una  de  las  cuestiones  de 

que  más  se  ocupa  la  reforma 864 

JL'STICIA  RÁPIDA  Y  BARATA.  —  Ideal  imposible  de  realizar  con  las  pres- 
cripciones actuales  de  la  Constitución  678 


KENT.  —  Dice  en  sus  Coméntanos  que  la  ciudadanía  debe  concederse  por 
leyes;  pero  en  los  Estados  parciales,  los  extranjeros  pueden  gozar  de  dere- 
chos políticos 335 


LA  PLATA.  —  Por  el  artículo  4*  le  queda  fijado  de  una  manera  permanente 

el  asiento  de  las  autoridades  generales 23i 

«LA  NACIÓN».  —  Con  fecha  Noviembre    14  de   1898,  apoya  la  reforma 

referente  al  acuerdo  para  los  nombramientos  632 
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«LA  NACIÓN».  —  En  un  articulo  de  6  de  Abril  de  1907,  justifica  la  refor- 
ma, recordando  que  desde  hace  sesenu  años  existe  en  Inglaterra  un  tribunal 
que  dictamina  sobre  elecciones 835  y  887 

«LA  PRENSA».  —  En  fecha  i5  de  Abril  de  1907,  *  ocupa  de  la  Junta 
Electoral  Permanente,  y  reconoce  benéfica  la  reforma  del  régimen  munici- 
pal propuesta  735.  834,  9i5y9i8 

«  LA  TRIBUNA».  —  Escribe  en  el  mismo  sentido  del  Plan  de  Reformas  con 

fecha  7  de  Diciembre  de  1898 635 

LATIFUNDIOS.  —  El  principal  enemigo  de  la  prosperidad  argentina      —      899 

—  Pesan  sobre  nuestras  campañas  como  los  feudos  de  la  edad  media 822 

LEGISLATURA.  -^  Un  articulo  nuevo  del  proyecto  tiende  á  limitar  sus  fa- 
cultades relativas  á  fondos,  gastos  y  sueldos 297 

—  Se  le  impone  la  obligación  de  dictar  una  ley  que  fije  un  término  procesal 

á  los  juicios  criminales 847 

—  Dictará  una  ley  de  Justicia  de  Paz,  amoldándose  á  las  condiciones  actuales.  8  5  5 

—  Deslindará  las  atribuciones  y  responsabilidades  de  cada  departamento  mu- 
nicipal propuesto  por  la  reforma   881 

—  El  número  de  sus  sesiones 478 

LEY  HISTÓRICA.  —  Vetada  por  el  Presidente  Sarmiento 5  8  i 

LEY  ELECTORAL.  —  En  previsión  de  su  reforma,  se  dictan  unas  disposi- 
ciones transitorias 45o 

LEY  DE  12  DE  ABRIL  1901.  —  Hay  que  prescindir  de  sus  novedades  é 

improvisaciones  relativas  á  las  facultades  del  Fiscal  de  Esudo 668 

LEY  MUNICIPAL  ESPAÑOLA.  —  Indudablemente  una  de  las  más  adelan- 
tadas y  compleus     872 

LEY  DE  MATRIMONIO  CIVIL.  —  Hace  inútil  el  inciso  cuarto  del  artículo 

i57  de  la  Constitución  vigente 809 

LEY  ORGÁNICA  DE  LOS  TRIBUNALES.  — No  debe  ser  uniforme,  al  con- 
trario, debe  responder  á  las  necesidades  de  cada  distrito   823 

LEYES  JUDICIARIAS.  —  En  la  reforma  se  abandona  su  minuciosidad;   no 

deben  ser  inmovibles  ni  estacionarias 719 

LIBERTAD  CONDICIONAL.  —  Debe  obtenerse  por  todos  aquéllos  que  hu- 
bieran cometido  una  primera  infracción  ó  delito  leve  256 

—  Figura  también  en  el   proyecto  de  código  penal  presentado  recientemente 

al  Congreso  por  el  Presidente  de  la  República 258 

LIBERTADES.  —  Las  de  aprender,  de  exámenes  y  ejercicio  de  profesiones 

liberales  no  deben  figurar  en  la  Constitución.    Son  leyes  mutables 261 

LISTA  INCOMPLETA. — Mientras  no  se  adopte  el  sistema  electoral  refor- 
mado, se  aplicará  la  disposición  transitoria  que  la  establece 450 

LÓPEZ  VICENTE  FIDEL.  —  Su  opinión  de  convencional  sobre  sesiones  dia- 
rias de  las  Cámaras , 484 

—  Declara  que  no  estamos  preparados,  y  cree  que  se  haría    un  servicio  al 

país  demorando  la  discusión  del  proyecto  de  Constitución,  1870-73 56i 
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LÓPEZ  VICENTE  FIDEL. —  En  la  Convención  de  1870,  intentó  introducir 
en  la  Constitución  el  ministerio  parlamentario  6t7y63i 

lotería.  —  Queda  prohibida  su  extracción  y  venta  por  el  articulo  36  ....      268 

M 

MANIOBRAS  HÁBILES  y  «LEYES  URGENTES».  —  Es  menester  concluir 

concitas    ..     SgS 

MONTES  DE  OCA  (Dr.).  —  Su  opinión  sobre  la  reforma  del  sistema  pro- 
porcional       412 

MONTESQUIEU.  —  Defíne  los  Poderes  Públicos  en  Legislativo,  Ejecutivo  y 

Judicial. 663 

MULTA.  —  Dos  artículos  nuevos  esublecen  la  sanción  penal  para  las  ina- 
sistencias injustiñcadas  de  los  miembros  de  la  Junta  Electoral  Perma- 
nente         441  y  442 

—  Se  autoriza  á  la  Corte  su  aplicación  á  los  magistrados  y  empleados  del 
Poder  Judicial  y  á  los  empleados  de  las  cárceles 792 

—  Se  íija  su  máximum  en  un  diez  por  ciento  del  sueldo  como  regla  de  equi- 
dad: cuanta  mayor  sea  la  gerarquia  mayor  será  la  mulu 794 

MUNICIPALIDAD. —  Urge  la  necesidad  de  despojarla,  como  al  juez  de  paz, 

de  toda  intervención  electoral 869 

—  Conserva  la  organización  de  su  gobierno,  pero  se  cambia  la  redacción  del 
artículo  correspondiente 911 

MUNICIPIO.  — Se  confunde  la  planu  urbana  con  el  Partido 173 

—  En  ningún  país  se  ha  dado  este  nombre  á  Partidos  tan  dilatados  como  los 

hay  en  Buenos  Aires;  ejemplo:  Patagones! 872 

—  Es  menester  quitarle  el  gobierno  administrativo  de  loque  no  es  municipal      889 

MUNICIPIOS  A  CREARSE.  —  Se  reconoce  el  derecho  que  tienen  los  centros 

poblados  para  velar  por  sus  intereses .     .  901 

MINISTERIO  DE  INSTRUCCIÓN  PÚBLICA.  —  La  reforma  de  la  educa- 
ción del  pueblo  consiste  principalmente  en  su  creación 571 

MINISTERIOS  PÚBLICOS.  —  De  los  de  primera  instancia  se  forma  la  base 

de  los  ascensos  que  organiza  la  reforma 780 

MINISTROS.  — El  capitulo  IV  de  la  Sección  Cuarta  se  reñere  á  las  atribu- 
ciones de  los  Secretarios  del  despacho  general 647 

—  Se  propone  la  reforma  creando  uno  más,  ó  sea  cuatro:  Gobierno,  Hacien- 
da, Obras  Públicas  é  Instrucción  Pública 65 1 

MINISTROS  ÜE  LA  SUPREMA  CORTE.  —  El   Plan  de  Reformas  autoriza 

aumentos  en  su  número     748 

N 

NATURALIZACIÓN.  —  El  derecho  de  votar  que  confieren  muchos  Estados  y 
que  se  consigna  también  en  un  articulo  nuevo  del  Plan  de  Reformas,  no  es 
sinónimo  de  ciudadanía  332 


i 

J 
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NOMBRAMIENTO.  —  E!  de  empleados,  funcionarios  y  ministros,  fué  adop- 
tado después  de  haberse  rechazado,  en  la  Convención  de  1873,  el  sistema 
parlamentario 176 

—  Es  facultad  esencialmente  ejecutiva;  lo  dispone  asi  el  articulo  44  re- 
formado        283 

—  Las  disposiciones  referentes,  no  deben  quedar  en  la  Constitución  .........      5x6 

NOMBRAMIENTOS  EN  EL  PODER  JUDICIAL.  —  Después  de  la  organi- 
zación definitiva  de  la  República,  se  han  hecho  directamente  por  el  Poder 
Ejecutivo,  unas  veces  con  y  otras  sin  acuerdo  del  Senado 685 

—  En  la  Convención  de  1870,  se  discutieron  siete  sistemas  distintos 686 

—  Por  medio  de  elección  directa  del  pueblo,  han  producido  escándalos  en 
Nueva  York  y  Caliiornia;  los  trusts  han  ido  haciéndolos  por  medio  de  la 
corrupción  del  sufragio   689 

—  Llenándolos  por  ascenso,  formaríamos  carrera  ó  la  nobleza  de  toga^  como 

en  Franjia,  Alemania,  Inglaterra,  etc 693 

—  El  Plan  de  Refornus  los  hace  con  el  concurso  de  los  tres  poderes :  la  pre- 
sentación de  una  terna  formada  por  la  Corte  al  Gobernador,  el  que  pro- 
pondrá el  candidato  á  la  Asamblea  General 696,  760,  758  y  773 

—  La  Constitución  vigente  los  confiere  al  gobernador  con  acuerdo  de  la  Le- 
gislatura y  á  propuesta  del  Poder  Judicial 696 

NOMBRAMIENTO  Y  DURACIÓN  DEL  MANDATO.  —  Las  disposiciones 
relativas  á  los  miembros  de  la  Suprema  Corte  c^tún  consignadas  en  un  ar- 
ticulo nuevo  propuesto 747 

NOMBRAMIENTO  DE  LAS  CÁMARAS  DE  APELACIÓN .  —  Por  la  re- 
forma proyecuda,  se  hará  de  una  terna  de  jueces  presentada  por  la  Su- 
prema Corte  767 
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WEBSTER  DANIEL.  —  Sus  palabras  al  terminar  un  meditado  estudio  pre- 
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